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Acatamiento n la ley (presunción de). — La presunción tté i|iie 
el acatamiento a la lev im|»»rla la expresión tácita de 

( l;i libre voluntad indispensable, para dctcrmiuaj- una 

relación contractual n una convención i tupi i cita, falta 
cuando. cpntO en el caso, en razón de qtié de las dispo- 
siciones de la reglamentación dictada ¡tara hacer elec- 
tiva la lev residía evidente ta exigencia coercitiva del 
|*ago del impuesto, el nago se liaee con la impugnación 
simultánea o subsiguiente de la invalidez constitucio- 
nal del gravamen, con la expresa reserva del derecho 
Cuando la protesta se formula en la oportunidad debida, 
a demandar la repetición de lo indebidamente pagado; 
estp es. previo pago del impuesto, y no se perdigue la 
devolución sino de las suma* percibidas poir el $\<ka 
en la forma y términos relacionados. Pag. 154. 

Acatttmifintñ a la ley. I presunción de. 1 — La presunción de que 
el acatamiento a la lev importa la expresión tácita de la 
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libre voluntad iii(lís[n.*n>;iliK* \m';t ilelnmiuar una rela- 
ción contractual o tina coiivcttcióh implícita, falta filan- 
do, contq rn el caso, en razón de que las disposiciones 
de la reglamentación < líela» la pura hacer efectiva la ley, 
resulta evidente la exigencia cücrcítivg <lrl uíígo del 
hnptiestb, e •*ago -c hace con la imgtág|$(£ón simul- 
tánea o mi bruñiente de la invalidez c<M-ouicionaI del 
gravamen, con la expresa reserva del derecho a deman- 
dar la repetición de lo indebidamente payado; cuando 
!a protesta se formula en la oportunidad debida, esto 
ef, previo pago del impuesto, y un se persigne ta devo- 
lución sino de las ¡surtías percibidas por el Fisco en la 
forma y términos rciadoiwdos. 

( Véase el sumariu del fallo publicado en el tomo t.Vj. 
Ingina aplicable al presente), i'ág. I0& 

Acción mifütpnq, — lVocede la acción nugatoria a qüe se re- 
fiere el aniculu ¿Roo del Código Civil en un cas»» en 
que ella se ha entabla do con el fin de obtener la de- 
claración de (pie el bien de los adore-* no se encuentra 
-líjelo a una carga real como es la míe impone a las pro- 
piedades ribereñas el articulo 3039 del Código Civil, en 
q!te el r.oliierno Nacional se apowé para ordenar £|ue 
loi demandantes dejen libre de toda ocupación una zo- 
na de treinta y cinco metro* sobre la ribera del Sud 
del Kiacliuelo : acción ipie procede en el caso, aún 
cuando el (hibierno no haya tenido en vista la adquisi- 
ción de una servidumbre o de otro derecho real sobre 
el inmueble de referencia, dado que SU ¡mención, cla- 
ramente expresada en los decretos que dieron origen a 
la litis, filé la de imponer al dominio de los actores una 
limitación que les impide ejercer ese derecho con la 
amplitud característica de las situaciones normales de 
la propiedad, sin que llegue hasta privarlas de la po- 
sesión, desde que la obligación impuesta a los riberc- 
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ños por el artículo 2030 de] Código Civil, consiste úni- 
cánsenle en tina especie de servidumbre, en una sim- 
ple carga a la propiedad, y atento la ampHtlid de los 
términos empleados por él legislador al definir ta ac- 
ción de que se traía, que no es cunciliahlc con tina in- 
terpretación que limite su aplicación a los casos -men- 
cionados en su definición. 

La decisión pronunciada por la Corle Suprema cu 
el interdicto posesorio seguido entre las mismas ] Kiries 
que intervienen en la litis ( Ver tonto 128 [jág. 2y6 j, no 
puede considerarse un obstáculo legal ¡«ira la promoción 
de la acción negatoria. aún cuando ambas acciones se 
¡[poyen en los misinos antecedentes, pues independien- 
temente de que la ley común autoriza en forma expresa 
a intentar el petitorio después tle liaberse hecho uso de 
las acciones posesorias (Código Civil, artículo 2482), 
procede tener en cuenta, además, que en el consíde- 
•an'.'o 18 de aquella sentencia, se liace constar "que sí 
'.un es cierto que los actores afirman haber dejado ha- 
ce años la calle pública a que estaban obligados, tal de- 
fensa como la misma parte actora lo reconoce, no pue- 
de ser motivo de examen en el interdicto, sino en el 
petitorio en cuya oportunidad seria el casrj de consi- 
derarla. . ÍYig. 58. 

Acciones posesorias, — Véase "Acción negatoria". 

Agitas que broten m terrenos primdos (propiedad de las). — 
La interpretación y alcance del articulo 2637 del Có- 
digo Civil, son de que el propietario de un fundo en el 
cual se encuentra una fuente puede disponer de ella a 
su allicdrio, empleándola en todos tos usos sean éstos 
de utilidad o de placer: puede privar de ella a las here- 
dades inferiores y trasmitirla a titulo oneroso a toda 
otra liererhd. Que el propietario de' suelo tiene el dere- 
cho de hacer en él todos los trabajos que juzgue pro- 
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píos para descubrir la* aguas subterráneas que llevan 
agua a su- fundos para alimentar -u- fuéiHCS, (JOzos, cis- 
ternas, etcétera. I?% 

W^ff«,í Subterráneas ( propiedad de las; en el (-aso, minera- 
les).— tEI ÜerjBCho de propiedad sobre tas aguas sutite- 
r ráneas atribuido ¡«t la ley civil a los dueños de los 
terreno:» pur debajo de lus cuales circulan, i articulus 
J51X, 25^ j(>í7. _^\i4 y argumento de los aniegos 
«2f<48. ¿050. 2514 y su nota del Código Civil i. importa 
para su titular la facultad de realizar sobre su f titulo 
todas las excavaciones que juzgue conveniente a fin 
de descubrir las aguas subterráneas que se encuentren 
i.-.) ti: tío pudiendo ser responsabilizado bacia los pro- 
pietarios de los terrenos vecinas si el resultado de esos 
trabajos fuese el de cortar las venas que llevaban el 
agua a su fundo y que al intentaban sus fuentes. 

Xi el Código de Minería ni en las leyes especiales 
existe disjKisición alguna que someta a un régimen par- 
ticular a las corrientes subterráneas a las fuentes de 
agua lertno-minerales, por lo (pie tales aguas minera- 
les están gobernadas en derecho nacional ]xir los mis- 
mos principios que las aguas comunes. I'ág. 282. 

Antecedentes ttdimnistrmifos, — >Kn general, los antecedentes 
administrativos sobre interpretación y aplicación de las 
leyes, uti tienen valor decisivo, ni pueden sobre poner se 
al criterio judicial en las contienda * tic tal carácter. 



/lamo Hipotir^r'hi Xaeittnal (sobre aplicación retroactiva de 
la ley 10.07*1». — Atenlo el carácter de retroactiva Jai I 
qué e! articulo j." de la ley 10.070 asigna a sus dis| Mi- 
cciones, esta ley es aplicable al caso de autos, aunque 
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éste se haya iniciado con anterioridad a la reforma de 
la ley 8172; en consecuencia, Je acuerdo con las dispo- 
siciones explícitas de dicha ley ivhtnnai.iM*ia (articulo 
ni y, ¡,-l adjhd ícácion ílél inmueble a favor del Manen no 
produce la extinción de l:i hipoteca. IVig. gt, 

B<üi#ó Hiipotvcamr Nacional (sus facultades).- — La facultad 
conferida al Manco Hipotecario Nacional por su ley 
Orgánica para tomar posesión de los bicnc* hipoteca- 
dos sin forma de juicio, sc_* refiere a sus relaciones con- 
tractuales con sus deudores; y la disposición riel articu- 
lo 75 de dicha ley. al prescribir que los jueces no pue- 
den trabar los procedimientos del lianco. no compren- 
de los casos en que terceros invoquen derechos propios 
de posesión y dominio. 

Las facultades excepcionales acordadas al naneo pa- 
ra tomar pusesum del inmueble hipotecado, estando cu 
Mtuadón de venta y una ve?, aprobado el remate, para 
desalojar a los ocupantes. (Artículo 71. inciso 4. . ley 
numero Si 721, se refiere solamente a sus deudores y a 
los (pie por ello tenga vi bien, pero 110 a los terceros. 

lin-ttes prk*tntas del HxUulo. —Si bien las provincias tienen el 
dominio de las tierras ipie estantío situadas dentro de 
sus limites territt niales, carecen de otro dueño, no lo 
tienen de los excedentes que por errores de mensuras 
hayan podido quedar aparentemente fuera de un titu- 
lo de compra-venta cutre particulares. Tales fraccio- 
nes no carecen de dueño, dentro del concepto del ar- 
ticulo 2^42, iheiso 1": y dentro de la economía de la 
ley, las demasías o faltas de continencia en la compra- 
venta de inmuebles, son cuestiones a dilucidarse entre 
comprador y vendedor, i Articulo i.HS. Código Civil) 
y se prescriben en forma y términos establecidos por la 
ey. ! Aríicu'o 4CJ,í del ítfjsniü Código), Mág. 2&jr, 
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í \ifififi¡nótt errónea dé la acción instaurada.— Aún cuando 
fuera errónea la calificación hucha por los demandau- 
te> de ta acción promovida, ello no conduciría necesa- 
ríamente al rechazo tle la demanda, (Mirqne no hay en 
nuestro sistema procesal formulas rigurosas ]>ara hacer 
.valer los derechos ante la justicia y porque tío puede 
dejar de existir un remedio legal para impedir que el 
dominio de un inmueble cualquiera, ritieran) o no, que- 
de MHiietido a una restricción ilegitima. Pág. 58. 

Calle púNica ribereña.— Véase "* Propiedad ribereña". 

Citación de evicción. — La citación fie evite ión debe reputarse, 
no contó excepción dilatoria, sino como un incidente 
de] juicio, suspensivo del procedimiento principal. Pá- 
gina 50. 

Contienda áp competencití.—La inhibitoria no procede cuan- 
do se ha opuesto la declinatoria o cuando el que la de- 
duce se ha hecho parte en el juicio de que se trat;i y 
lia aducido sus medias de defensa. 

\*o puede hablarse de cuestiones de comi>etciicia sino 
con respeto a juicios pendientes, y no a los ya feneei- 
ilns cor) sentencia de trance y remate, Pág. 433, 

Costas i en filien de expropiación),— \a\s costa > a cirgo del 
expropiante se refieren única mente a los ¡jastns de ac- 
tuación y honorarios de peritos, Pág. 3)8. 

Cuestiones tle competencia,— has cuestiones de competencia 
-ni cuestiones de orden público entre funcionarios, y 
sólo éstos delien resolver acerca de la oportunidad de 
ocurrir a la O trie Suprema a los efectos de que se di- 
rima la contienda planteada. Pág. J.Í5- 
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Daños cansados f<t>r delito.".— Después de la condenación tlél 
acusado en el juicio criminal, no >e podrá contestar en 
el juicio civil la existencia del hedió principal que cons- 
tituya ei delito, ni impugnar la culpa del condenado. 
( Kn el caso, el carácter de depositario o administrador 
de Tus fondos de i;i respectiva tesorería atribuido ;d 
sublesorero en el fallo pronunciado en el juicio crimi- 
nal, porque su discusión importaría poner en cuestión la 
existencia o calificación del delito i. Pág. 24,1. 

Defecto leyai en t ! modo de propomt ta demanda 1 excepción 
de i, — lis improcedente la excepción dilatoria de defec- 
to legal en el modo de proponer la demanda, fundada 
por e! demandarlo en no saber qué se demanda y contra 
quién en realidad se acciona, si en aquélla se expresa el 
mimbre de éste y se expresa la acción que se entabla y 
el objeto de ella (reivindicación de un terreno), con la 
superficie y linderos del mismo, 

I,a excepción de defecto legal en la demanda, tam- 
poco puede fundarse, en el caso, en las circunstancias 
de derecho en que el actor funda su derecho, por cuan- 
to el error si lo hubiera en la cita fie leyes o disposi- 
ciones legales puede ser reparado de oficio por los jue- 
ces que están obligados a aplicar las pertinentes al ca- 
so, con arreglo al articulo 21 de la ley número 48. 
Pág. 163. 

Defraudación a ia renta de Aduana. — Resultando que los ma- 
nifiestos presentado* por el que refiado {tara el despa- 
cho a plaza han reunido todos los requisitos legales, sin 
que mediara en el trámite correspondiente ni falsa de- 
claración, ni error, ni hecho alguno en las actuaciones 
del despachante que afectara la renta ó de cualquier 
otro modo importara una infracción a las ordenanzas 
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y reglamentos de Aduana ; la decisión absolviendo al 
cpicrctlado, interpreta con arreglo a derecho, las dispo- 
siciones legales que rigen el caso y ta jurisprudencia de 
la Corte Suprema al respecto f Artículos 436. 1025, 
1026 y 10,37 de las 0. de Aduana. Fallos tomo S7. 
pagina 3«>7; «/>. página 317 y 114. página 31.11. r% 
204». 

Birtcéítítl (¡ciwrttl líe f'errttcúirili's. (Véase 'Ternu-arriles." 
sobre establecimiento de estaciones) . 

Dominio i su adquisición}. -Véase ■Reivindicación''. 

HxpranúicUUi . — 121 e>ípro|>¡ado. conforme a]f precepto citado 
del artículo 2037 del Código Civil, además de U indem- 
nización a (jue tiene derecho por su terreno. ]x dilacio- 
nes, huerta, etc., debe ser com] tensado del valor de los 
manantiales que existen en su campo, pues constituyen 
estos por disposición de la ley civil, un hien cumpren- 
díto en los términos del artículo 16 de la ley número 
jSíj. 

No se puede, en el caso, tomar como criterio justo y 
legal i>ara fijar el valor de las aguas surgentes. la ne- 
cesidad que la ex (dotación de Comodoro Rivadavia o 
los habitantes de la población tengan de ellas, sino el 
daño que el propietario de la fuente experimente como 
consecuencia de ta expropiación. Pág. 0,2. 

Hxpropiaeióíi, — Kl contenido de la expropiación como institu- 
ción de derecho público, no aporta modificación alguna 
a Í6s principios del derecho común sino en cuanto crea, 
mediante el cumplimiento de los requisitos establecidos 
l»or la ley para su ejercicio, la necesidad jurídica de 
vender a quienes de otro mudo no podrían ser obtiga- 
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ríos 3 clin; y su fin último es la iransf ciencia a! Ksta- 
do tic ía propiedad fie los prticülarés contra ta vomi- 
tad de éstos, representando un puutr, rlc coíiciííaCl¿n 
necesaria entre el derecho de propiedad absoluto y per- 
petuo y el dominio eminente del Kstado: y mando ¡a 
í \¡ ifi|)iación íia llegado a su término, es decir, cuando 
el derecho de propiedad de los particulares ha cedido 
an*e los grandes fines riel listado, el derecho couún 
recobra todo su iníi>erio para reglar, por una parte, las 
las furnias de ia transferencia de la propiedad y su cun- 
ten ido, y. pot otra, las |)ariieularidades y naturaleza de 
la nb'igación constituida pnr el precio y la indemniza- 
ción. 

B ptócipio general consignado por el artículo 4," de 
la ley número tSq, concordante con el articulo 17 de la 
C\m Elución Nacional y el 2511 del Código Civil "oue 
la expropiación no se j>erfeeeiona mientras no haya sido 
entregado o judicialmente consignado el precio o la in- 
demnización", y el de oue terminado el juicio el dueño 
es obligado a recibir lo <|Ue de él resulte por toda in- 
demnización, y hedía (pie sea o verificada la consigna- 
ción, se declarará transferida la propiedad, muestran 
qué la adquisición de la propiedad contenida en la ex- 
propiación, como cualquier otra enajenación a titulo 
Oneroso, sólo se perfecciona cuando el faetnr "precio" 
esencial en aquélla lia sido convenido (J fijado judicial- 
mente, y además, entregado o consignado; y si el de- 
recho a reclamar el precio queda sulHirdinado en su 
existencia y naci riento al pronunciamiento de la sen- 
tencia que termina e! juicio de expropiación, la fecha 
del titulo de la obligación no puede ser otra que la dfc 
aquella sentencia, y el término de diez años a los efec- 
tos de! artículo &$(\ de dicho Código, comenzaría a co- 
rrer desde ese momento. Pág. 207. • 
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Ilxprt)pr,tcu>tJ.—\ : .\ descubrimiento dé l;i cortiétifc i>ul>ierráuea 
dentro de los límites del inmueble iierteneciente á las 
aétOtas realzado ame* cíe iniciarse el juicio ck* expro- 
piación, coristituyé mi bien patrimonial lej^tímamsítte 
adquirido, cuyo valor áébe ser computado al estable- 
cer la indemnización; sin i|iie pueda * l * r un ój^iee para 
ello la circunstancia fie qué las fuentes termales de pro- 
piedad de la provincia exprbpiante participen, por acce- 
sión. Clül carácter de hlex del dominio público que eo* 
responde al hecho del rio. IVig. 

Btfpf-&j>iáe¡átt. - Ni» hibieiido en el caso ra^óii áí^ina de he- 
rbó u de derecho que aconseje separarse de! dictamen 
pericial ni de ta conclusión a ipu- en el niishiQ sentido 
lia llegada la senienci;i apelada. c^rmpOJÍcie la confir- 
mación de ésta. Píií;. M5 

F 

í'ültu ífe personería m W demandado i excepción del.— U ex- 
cepción de falla de per.-oneria en c\ demandado tunda- 
da en que es solamente ctfti^liifoa de parte indivisa y 
la reivindicación se intenta por el todo, no ha sido ad- 
mitida COtUO dilatoria en el procedimiento federal. i.\r- 

tktílo j}, ley número 501. 

I.a clausula del convenio celebrado por el actor con 
la Provincia en nombre de la cual enlabia la acción» *e- 
giín la cual la autorización caduca *¡ él apoderólo de- 
jara paralizada la acción durante sesenta días, no amo- 
riza la oposición deducida ¡wir el demandado, en el ca- 
rácter de excepción |H>r falla de personería, Pág. 103, 

Fidla i/-' personalidad cu t) prtnitradur del — 1 .ns 

condiciones consignadas en el decreto del Poder Kje- 
cutivo de ta Provincia de Hílenos Aires. res|iecto a las 
Obligaciones del denunciante de tierra fiscal para con 
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el gobierno de !a misma, no puejílen Fundar la excep- 
ción dilatoria de falta de r^rftnalidad en el procurador 
cié] demandante, dado míe ¿lias solamente crean rela- 
ciones tle derecha entre los eom rutantes. Pag. 20,5. 

f : i'rrururri¡ t \t 1 sobre establecimiento de estaciones). — L,a au- 
íorizacióri p franquicia para explotar el negocio de co- 
municaciones les lia sido abordada a las empresas <le 
ferrocarriles con 1111 propósito superior ríe bienestar y 
de progreso en favor de los habitantes de las regiones 
atravesadas jjur 9a linea férrea, y ni otorgarla, el Ks- 
tadó no se ha desprendido del dereclto de velar jx>r el 
inu-rés económico de esas poblaciones, y tiene la facul- 
tad, cpie necesariamente debe ser ejercitada por el Po- 
'ler Legislativo u en virtud de autorización o delega- 
ción <lel misino, por tratarse de la reglamentación de 
derechos reconocidos en la Constitución y porque nadie 
está obligado a hacer leí que la ley no manda ni priva- 
do de lo que ella no prohibe f Constitución artículo i«jl, 
para intervenir aun cuando sólo sea excepcional y ra- 
zonablemente, en el establecimiento de alguna estación 
dentro de Ta linea explotada. 

Xi las leyes números 2873 y d,\20. ni otra alguna 
autorizan al Poder Ejecutivo o a la Dirección (leneral 
de Ferrocarriles para ordenar a las empresas de ferro- 
carriles el establecimiento de estaciones. Pág. 344. 

ñausa.— E\ precepto de] artículo 2046 del Código Civil no 
contempla el caso de simple-, inacción o negligencia del 
acreedor, que se encuentra regido por normas part ¡cil- 
iares, sino el de una estipulación expresa que modifique 
Ifjs términos de la convención. 

La obligación del acreedor de escutir los bienes del 
deudor a que se refiere el articulo 2018 del Código Ci- 
vil, sólo existe en los casos de simple fianza, y no com- 
prende aquellos en que se otorga por deudas a la ha- 
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rienda nacional o provincial, según expresamente (o 
dispone la (jpy (Articulo- joo.í. 2013. inciso del mi*- 
rfto Código I . 

Resultando de :iui»^ míe !a ma'vcri-aei 'ni mi piído 
realizarse en su casi totalidad, sino merced a las defi- 
ciencia?- del contralor jne -e ejercía en l:i tesorería a 
cargo del diudor principal < falta de balances y arqueos 
prescriptos por el articulo 1 2 de la ley nacional de con- 
tabilidad, número 428). la Adtniníslníieíón carece de 
derecho para reclamar de! fiador de aquél la repara- 
ción de! [«rjiticio irrogado por el empleado infiel, f Se 
presume que dicho fiador otorgo la fianza confiado 
en ¡pie >e cumplirían estrictamente las exigencias de la 
ley respectiva en cuanto balances y arqueos y no se 
silenciarían las fallas de flinero que fueron aparecien- 
do en las raras ope raciones de Contralor de qué fué ob- 
jeto la referida tesorería: por Ib que no puede hacerse 
recaer sobre un tercero las consecuencias de la evidente 
culpa de la Administración que resulta de tales omisio- 
nes de la misma, 1 Doctrina de los artículos mi. 1 i<jK, 
i_'oi \ _miK del Código Civil), l'ág. _*4,í. 

Futro.- Wa-if "jnri -dicción originaria". 

Fuente de interpretueitm. — Las explicaciones o aclaraciones 
hechas en !as Cavara* del Congreso por !os miembros 
¡11 forman tes de los provectos de ley constituyen una 
fuente de inuipre;aci"ii. Pág. í'r-i- 

fimtós 1 re-títuei ni de los), — La obligación legal de restituir 
lo> frutos nace de la mala fe de la |>oses¡ón. (Código 
Civil, articulo 2438 l . l'ág. i,v. f - 

G 



Cofununfores de Territorios Xucionuhs {aporte de ¡os t (ti Fon- 
do de Jubilaciones. — feos GobéFnádéres de Territorios 
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Nacionales no están emnp rendidos entre tos funciona- 
rios exceptuados de contri huir ron su ajwme a la for- 
mación fie !a Caja Nacional dé Jubilaciones y Pensio- 
nes Civiles, a (|ue se refiere el inciso 5" del artículo 3* 
de la ley 4349. en razón de tratarse de cargos perma- 
nentes y no tle comisiones por tiempo fijo o acciden- 
tales. Pág. igg. 

Gobierno Nocional: sus facultades jnrisdic comales sobre ios 
ríos navcijablcs y Sobre tas purrias, — Por attipjtíjis míe 
sean las facultades jurisdiccionales uel Gobierno Na- 
cional sobre los ríos navegables y sobre los puertos, no 
llegan, sin emliargo. hasta poder privar a los particu la- 
res tle sil propiedad ni imponerles restricciones o car- 
gas no autorizadas |Hir ia ley o más extensas que las 
legalmente establecidas, sin la justa indemnización f|iie 
exige el articulo 17 de Ja Constitución. Pag. 58. 

I 

InconstitnttQnidtdad de deerctos del Poder Hjeeathv Nada- 
nal. Véase " Propiedad ribereña". 

Inconstitiuioualidad de ley i de las de vinos, números 758 y 
75a de ¡a Prov. de Mendoza). — (Véase el sumario del 
fallo publicado en el tomo 130, pagina 358, aplicable al 
presente). I'ág. 166. 

lucnnstítuciflmdidttd de ley (la de la número 759 de la Prov. 
de Mendoza, sobre vinos). — (Véase el sumario del fa- 
llo publicado en el tomo página 358, aplicable al 
presente!. Pág. 154. 

fncoustitucionalidad de ley y de ordenanza \lax de la de pai'i- 
mentación de la Prtn; de Santa Pe y ordenanza de la 
Mtmki Calidad del Rosario, — Para la validez de la con- 
tribución o tasa de mejoras ( local assessement o special 
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assessement), deben concurrir los elementos esenciales, 
líe qué !íi obra pública a que se destina, sea ile benefi- 
cia local y tic que ese beneficio no sea subsiancialmen- 
tc excedido por la contribución : faltando los cuales el 
impuesto especial mi puede sostenerse ni como una coti- 
nibución de mejoras, ni uimi»oeo como un impuesto 
cóniuú, qjtte supone condiciones de igualdad y de únir 
formidad, 

N\i siendo la vía pública cuya pavimentación <lebia 
cortearse totalmente por los propietarios de los inmue- 
ble- contiguos y determinarse la cuota de cada contri- 
buyeitte en pnq>oreióu a la extensión del frente de su 
respectiva propie'lnd sobre dicha calle, de acuerdo con 
la ley de afir nado de ¡a Provincia de Santa Fe, de *) 
de Hncro de 180.7 y la Ordenanza Municipal de Rosa- 
rin, de 14 de Noviembre de 1013, una calle de la expre- 
sada ciudad, sino un camino de acceso a la misma, rc- 
•n!ta evidente que la mejora realizada, es ante todo y 
i >rtneij)a Invente, de interés general como que está des- 
tinada a facilitar las comunicaciones con los centros de 
poblaei m vecinos y especialmente, el aprovisionamien- 
to de la ciudad. Luego, para determinar !a cuota de con- 
tribución de cada propietario vecino de la calle no se 
lia procurado establecer Ó calcular el beneficio especial 
aproximado que reportarían aquéllos de la construcción 
del pavimento, concretándose la ley a declarar obliga- 
torio en los municipios fie la Provincia el pago de toda 
e!ase de pavimentación que se mande ejecutar |ior las 
municipalidades y a establecer que tos propietarios de 
casas y terrenos estarán obligados a alionar, por sus 
respectivos frentes, la parte que determinen las orde- 
nanzas municipales y en la forma y tiempo que en ellas 
se establezcan. Como resultado de la aplicación de esa 
ley. el recurrente ha pido privado de su propiedad so 
pretextó de acordarte un beneficio, pues el precio ob- 
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tenido un la súbanla di; su inmueble apenas ha alcanza- 
te a cubrir el importe* dé la li< iniciación judicial de la 
cuota de impuesto que le habia sido a signada t que ab- 
solvía el setenta por ciento del valor de la propiedad: 
y ello, agregado a otros casos acreditados en aillos, en 
que los propietarios se han visto priva**.* de sus res- 
pectivos inmuebles sin alcanzar a satisfacer las cuotas 
de pavimentación respectivas, constituyen una demos- 
tración elocuente de que el titulado impuesto es en rea- 
lidad una exacción arbi liaría. 

Por extensas (jitc sean las facultades impositivas de 
las legislaturas, no llegan sin embargo hasta poder es- 
tablecer ini|niestos o contribuciones sobre personas o 
grupos de jwrsonas caprichosamente seleccionadas. Y 
no otra cosa significa el hecho de imponer a los pro- 
pietarios contiguos a la obra publica la obligación de 
costcarlfi totalmente, sin (pie tal gravamen pueda justi- 
ficarse. Por lo cual la ley de pavimentación y ordenan- 
za municipal antes expresadas, de la manera que han 
sido aplicadas en el caso, son incompatibles con los ar- 
tículos ió y 17 de la Constitución Nacional. Pag, 175. 

IncoHstttucwnalidad di' sentencia (sobre aplicación de leyes 
provinciales que reglamentan el juego; en el caso, de la 
Prov. de Bs. Aires ) . — El Congreso, al sancionar el Có- 
digo Civil, ha reconocido a las provincias el derecho de 
reglamentar el juego, en forma de leyes, ordenanzas o 
reglamentos de Policía, y esa reglamentación implica, 
necesariamente, la facultad de reprimir las infracciones 
de aquéllas; y las penas de arresto y multa, impuestas 
en el caso, por aplicación de la ley de la Provincia de 
Buenos Aires, sobre juegos, de 2 de Noviembre de 1916. 
no son contrarias al Código Penal, dado que no hay en 
éste disposición alguna que prohiba a las provincia* em- 
plearlas en el castigo de las infracciones de su compe- 
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tencin. Por lo tamo, no es violatoria del artículo 67, 
inciso 11 de la Constitución Nacional, una sentencia de 
una Cámara de Ablación de !¿ Provincia fie Buenos 
Aires, que at establecer esa condena, rechazó la defen- 
sa de prescripción de la acción penal opuesta por el pro- 
cesado, invocando los incisos 2° y ó* del artículo 62 
de! Código Penal. [*ág. 15. 

¡nconstititdotuilidttd de sentencia (sobre la ley de juegos de la 
Prbv, de Buenos Aires».— Kl Congreso, al sancionar el 
Código Civil, ha reconocido a las provincias el derecho 
de reglamentar el juego en forma de leyes, ordenanzas 
o reglamentos de Policía, y esa reglamentación impli- 
ca, necesariamente, la facultad de reprimir las infrac- 
ciones ile aquéllas; y las pena* de arresto y multa, im- 
puestas en el caso, por aplicación de la ley de ta Provin- 
cia de Rueños Aires, sobre juegos, de 2 de noviembre 
de 1916, np son contrarias al Código Penal, dado que 
no hay en este disposición alguna que proniba a las 
provincias i-mplearlas en el castigo de las infracciones 
de su competencia. Por lo tanto, no es violatoria def 
articulo Ó7, inciso ti de la Constitución Nacional, una 
sentencia de una Cámara de Apelación de la Provincia 
ile liueiios Aires, que al establecer esa condena, rechazó 
Ta defensa de prescripción de la acción penal opuesta 
pot? el procesado, invocando los incisos 2" y 6." del ar- 
ticulo 62 del Código Penal. Pág. 259. 

I nconstitMcionalhíad de sentencia (sobre aplicación de los arts. 
658 a <V>2 del Cód. de Proced. No desconoce o alte- 
ra c! derecho acordado a los herederos por el articulo 
34' Vi del Código Civil y. por consiguiente, no es con- 
(raria al articulo 67. inciso n de la Constitución, una 
resolución (pie establece, en síntesis, que el derecho de 
solicitar la retasa de los bienes de una sucesión que au- 
toriza la mencionada dis|>osición del Código Civil, dehe 
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ejercitarse en la oportunidad y en condiciones determi- 
nadas por los artículos 658 a 662 del Código de Pro- 
cedimientos y por lo tanto, antes de estar aprobada la 
respectiva operación de avalúo. Pág. 429. 
Informaciones (valor dé las).— Cualquiera que sea el valor 
le»al de las informaciones y aún en la hipótesis de que, 
en general, sus efectos no pudieran contraponerse a ter- 
ceros que pretendiesen derechos de dominio sobre el 
inmueble objeto de ella en razón de no haber ellos te- 
nido intervención en el juicio, tal no sucedería en el ca- 
so de autos, en que la provincia de Buenos Aires, ante- 
cesora de la Nación, reconoció de un modo expreso la 
existencia de la invocada posesión de cuarenta años; 
por lo que ésta no estaría habilitada para desconocer un 
hecho que aquella admitió y sancionó por intermedio de 
su representante legal cuando todavía no se había pro- 
ducido la transmisión de los terrenos del puerto de La 
Plata. Pág. 120. 



J urlsdn-aÓn. -~L:i substracción de correspondencia que había 
ile jado de estar baju la custodia o revisación del correo, 
constituye un delito del fuero común. Pag. 1% 

Jurísdhdón.—Lofi tribunales nacionales ftnmo 102. pág. 

carecen de competencia para conocer de la legalidad O 
ilegalidad del pago de tin impuesto y de los procedi- 
mientos observados al respecto por las autoridades o 
empleados encargados de su cobro, desde que. eorres- 
pondíendo a las provincias darse leyes y ordenanzas de 
impuestos locales, en todo lo que juzgue conducente y 
necesario a su bienestar y prosperidad, sin más limita- 
ciernes que las enumeradas en el articulo j 08 de la Cons- 
titución Nacional, la jurisdicción de los tribunales es 
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iricómpetcrite para juzgar de ' a validez ríe esa.-; leyes y 
• le ¡iis actos y procedimientos de funcinnariiis encar- 
gados ilc su aplicación y cumplimiento, a mentís que 
una disposición constitucional t 1 apresamente autorice su 
reconocí. nienio. i|tie se trate de una violación di 1 los pre- 
ceptos riel Código funda mental q de las leyes del Con- 
greso. rKn el caso, la ley de sellos dé la provincia de 
Córdoha. número ¿120) . Pág, 34. 

Jurisdicción. — Nn cor rescinde a la Justicia de Paz. sino a la 
Federal, el reconotimíento de un juicio («ir desaloja- 
miento entre un extranjero y "r Retí lino, en el t|iie el 
valor de! objeto demandado aparece ser de setecientos 
(>esos mensuales. Pág. 331. 

Jurisdicción > La jurisdicción de un tribunal no termina enn 
la sentencia, — en el caso el auto aprobatoria de la 
transacción. — sino que continúa Hasta el eumplimien- 
i>i de ella, debiendo conceptuarse que los procedimien- 
tos para lo ultimo son parte de tos procedimientos de la 
cansa, aún cuando por las leyes locales, sean otros tri- 
1 amales del mismo carácter local a quienes correspon- 
da Intervenir en dicha ejecución, Pág. ¿jS. 

Jurisdicción (prórroga dci - Kl hecho de liatu-r ocurrido ci 
demandante ante una Corle Provincial .cometiendo a la 
resolución de la misma lo tpie constituye el objeto de la 
acción interpuesta ante la Corte Suprema, importa una 
renuncia del tuero federal que hubiera podido corres- 
ponder le. y la prorrogación jurisdiccional de los tribu- 
nales provinciales (Articulo \2 t inciso r.° de la ley 48». 

Jurisdicción. Véase "Personería del denunciante en materia 
aduanera'. 

Jurisdicción originarias— I'-' íuero originario de la Corte Su- 
prema prncede por razón de tas personas en la> cansas 
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civiles nacidas de estipulación o contrato cuantía una 
provincia es ciernan ciada por el vecino le otra o por 
un ciudadano extranjero, y por razón de la materia 
cuando en iguales condiciones sea demandada en virtud 
de actos que sl- dicen velatorios de una garantía con- 
sagrada P«r ta Constitución Nacional. Pág. 34. 

lurisdkción. — Acreditado por actuaciones precisas y concor- 
dantes de los mismos autos del Juzgado Civil de la Ca- 
pital, que el Causante se hallaba domiciliado en General 
Reo, Territorio Nacional de La Pampa Central, cor res- 
pe mde a los jueces de diclio territorio el conocimiento 
ttél juicio sucesorio de aquél, ar líenlos 8t>. <jo y 3284 Có- 
digo Civil. < Los créditos, algunas sumas de dinero, los 
bienes muebles y la mayor ¡>arte de los inmuebles del 
causante. estal»an en dicho territorio: además, el cau- 
sante había manifestad» reiteradas veces que allí tenía 
su domicilio; los herederos y cónyuge supérstiu*. igual- 
nieiHe. sólo dos testigos, sin aportar antecedentes justi- 
ficativos de sus asertos, afirmaban que el causante es- 
taha domiciliado en la Capital Federal ¡ . Pág. 420, 

Jurisdicción oriifhuiria. — Un convenio l transacción, en el Ca- 
so) que no es sitio el resultado, sin solución de continui- 
dad, de un juicio contencioso administrativo deducido 
a ule los tribunales del fuero local, no puede ser consi- 
derado como un acto independiente del aludido juicio y 
que establezca relaciones de derecho civil cuyo cumpli- 
miento pueda exigirse en lo federal, ce »n forme a lo pres- 
cripto en el artículo t.° de la ley 48. Pág. 338, 

Jurisdicción orujinar'ui. — l£l fuero sólo se da o se niega a los 
que son liarte en el juicio. j»or lo que, cualquiera que 
fuere el interés que pudiera tener el mandatario de la 
provincia en los resultados de la lilis, procede en el ca- 
so la jurisdicción originaria de la Corte Suprema, dado 
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que la acción fue promovida directamente [Mir la pro- 
vincia. 

No Insta sét propietario de un bien raíz en mía pro- 
vincia ¡«ira ser considerado vecino de ella a los efectos 
del fuero: por lo tanto, ¡a incompetencia de la Cuite Su- 
prema, en el caso, no jaicdc derivar de la circunstancia 
de tener bienes los demandados en la provincia adora, 
l'ág. 207. 

M 

Mmifaitme {persom'^a dd). — La procedencia o improceden- 
cia de la acción reivindicatoría es un punto que afecta 
al fondo de la litis y bajo este aspecto no puede resol- 
verse como previa y a los efectos de determinar sí el 
mandatario de la provincia tiene o no peí sonería bas- 
tante para entablar U-aa demanda por reivindicación, en 
virtud de un poder otorgado para esclarecer derechos, 
pero en el que se le faculta "para (pie haga las gestiones 
y peticiones del caso, entalile y conteste demandas. ínter- 
ponga, desista y renuncie todo recurso legal", i El man- 
datario pudo considerar del caso que la acción que co- 
rrespondía era la reivindicatoría. Pag. J67. 

Marcas </c Contenió. — La propiedad de una marca extranje- 
ra nace, no de la inscripción o del uso del pais que la 
haya concedido o reconocido, sino del cumplimiento an- 
te las autoridades administrativas de la República, de 
las prescripciones sancionadas por la ley de la materia. 

El inciso 2" del articulo 41 de la ley 30,75 legisla la 
hipótesis de una "marca extranjera" denunciada como 
táj en el momento de impetrar su registro, y no la de 
una marca cuyo carácter de nacional se afirma en el 
acto de su presentación; y alude a la inscripción de las 
marcas extranjeras |>or sus propietarios .» representan- 
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fes, cuando la Nación no ha atribuido la propiedad de 
la misma marca a otro comerciante o industria! radí- 
CliUjo o no en et país, mediante el certificada previsto 
por el artículo 12: y ni esta conclusión ni la interpreta- 
ción concordante hecha por la Cámara Vederal ele . Ape- 
lación vulnera ninguna de las garantías rea impidas por 
tus artículos 14 y 20 de la Constitución. Pág. 307. 

Mensura.— Una mensura practicada sin notificación ni cita- 
ción del poseedor, no encuadra en ninguno de los actos 
de interrupción natural o civil definidos y caracteriza- 
dos |Jor los artículos 3984 y siguientes del Códjgü Civil. 
Pag. 120. 



&Q0 con protesta, 1 Véase "Acatamiento a ta ley"). 

Personería dd líeiitmdontc en wat cria aduanera, — Desestima- 
da la querella por defraudación, cesa ta personería le- 
gal con que el denunciante promueve la causa, y la com- 
petencia jurisdiccional del juc« de la misma. Pág. 299. 

Posesión, — Us un principio sancionado j>or ta ley civil que el 
sucesor |iarticu¡ar puede unir su posesión a la de su 
predecesor o autor, sin ninguna limitación cuando ta ac- 
cesión se invoca con el fin de adquirir el dominio |»»r 
la prescripción de treinta años. Pág. 120. 

Posesión (pérdida de la).— La posesión se pierde cuando el 
que tiene la cosa a nombre del poseedor, manifiesta por 
actos exteriores la intención de privar ;d poseedor de 
disponer de la cosa, y cuando sus actos producen esc 
efecto l Código Civil, artículos 2458 y 2459 Y su nota). 
Pág. 139- 

Precio tsu pagol .— Acreditado que el terreno por cuya ocu- 
pación el actor demanda el pago de una suma de dine- 
ro, pertenece a su mandante, por quien se te confirió 
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poá&r general para administrar libremente sus bienes* 
y que dicho terreno fué ocupado por !a Ksctiela de Avia- 
ción Xava! a tos fines indicados jKir el actor, procede 
el pago de la indemnización correspondiente a esa ocu- 
pación, cuyo monto debe ser fijado por peritos. ( Doc- 
trina de los artículos 1354 y in¿7 i. I Vig. 23b. 

Presefl péén adquhtiwa.— K11 caso de que el Kstado creyendo 
ocupar tierras fie su dominio toma las de un particular 
Sth aviso ni consignación previa, es decir, sin cumplir 
las prescripciones de la Constitución y de las leyes re- 
glaf rentarías, y faltando una disposición especial en la 
ley número 181) que señale un término para la deduc- 
ción de la demanda para requerir de aquél el cumpli- 
mientn de las formalidades omitidas y ta formación de! 
respectivo juicio de expropiación, conforme al articulo 
ó" de la referida ley. el expropiante sólo podria adqtti* 
rir el dominio, como cualquier particular, medíante una 
posesión de treinta años, Pág, 207. 

Prese$p{t$ti. Véase "lvspropiac¡ón'\ 

Prcicri frión. Véase '" Posesión". 

rr,wri*rit'w t interrujición de la 1, Véase "Mensura". 

Pfafitr tdor (ley io.i/>>>. — La representación exclusiva con- 
ferida al de ti inician te. en el caso de autos, de tierra fis- 
cal, por el convenio respetivo celebrado con la Provin- 
cia, en cuyo nonbre acciona, se encuentra en el de ex- 
ección previsto por el articulo 17 de la ley número 
lo.ujfO. Pág. 163. 

Propiedad ribereña. — Habiendo el propietario ribereño entre- 
gado por completo al dominio público la faja de 40 va- 
ras de terreno destinada a calle pública, yendo más 
allá de la obligación impuesta por el articulo ¿639 ci- 
tado y quedado convenida esa faja en una de las tantas 
calles de la planta urbana del pueblo con su respectiva 
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acera, pavimento y numeración, la propiedad dé los de- 
mandantes dejó de ser ribereña, para lindar con la ca- 
lle pública de ribera, y en tales condiciones no es dicho 
inmueble el que ba podido aumentar por aluvión, ni, 
por tu tanto, tlisniinuir ¡i consecuencia de la erosión o 
desgaste producido por las corrientes del rio, sino la 
calle pública ribereña : correspondiendo a las autorida- 
des coni|»etontcs las del municipio, provincia o Nación, 
la obligación {le cuidar de que se conservase en Unía su 
amplitud originaria de cuarenta varas, efectuando la< 
obras necesarias para desviar las corrientes. Por lo que, 
si nada hicieron en ta! sentido y sí ]mr razón de las 
obras de ensanche o de canalización, de las inundacio- 
nes extraordinarias o la acción gradual de las corrientes, 
la faja de liliera convertida en calle pública del pueblo 
se ha idn reduciendo hasta el extremo de desaparecer 
casi totalmente, no hay derecho de reemplazarla a cos- 
ta de las propiedades adyacentes sin previa indemniza 
eión (articulo -?575 ) . En consecuencia, los decretos im- 
pugnados en el presente juicio petitorio, contrarían 
abiertai líente lo dispuesto por el artículo 17 de la Cons- 
titución, por imponer a la propiedad de los actores una 
restricción ilegitima. Pág. 58. 

crio de La Pinta (prueba de dominio sobre terrenos situa- 
dos en él). — Tratándose de un -juicio de reivindicación 
de una fracción de terreno situado en el puerto de La 
Plata, la Nación como siicesora de la Provincia de Suc- 
hos Aires, a mérito de los términos del convenio de ad- 
quisición de dicho puerto, celebrado entre ambas enti- 
dades políticas el K) de agosto de 1904, ratificarlo por 
la lev nacional número 44.V» y provincial de 4 de octubre 
ilc 1004, no tiene que exhibir otro titulo cute el derivado 
de aquellos preceptos para justificar su derecho de do- 
minio a los efectos de lo establecido por los ,-rtieulos 
y -79° del Código Civil. Pág. uo. 
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Recurso rcriaioti.— El recurso de revisión autorizado |Hir él 
artículo 551, inciso 4." del Código de Procedimiento* en 
lo Criminal, no importa volver a juzgar de nuevo el 
delito ya juzgado, sino tan só!o determinar la peni ijiie 
cor rcsttnwte imponer al reo *on arreglo a lo dispuesto 
en los artículos 2 y 305 del nuevo Código Penal. Pág. 44. 

Recurso cxtruartUthirio. (Aplicación de la ley 11.170). — La 
aplicación e interpretación de la ley número 11,170 re- 
lativa a arrendamientos agrícolas, complementaria del 
Código Civil, no dan lugar al recurso extraordinario del 
articulo 14, ley 48. 

El término para interponer el recurso extraordinario 
corre desde la notificación de la rcs|)cctiva resolución 
definitiva, sin eme se suspenda por los recursos que se 
entablen ante los tril amales superiores sin competencia 
para admitirlos y substanciarlos, según la inteligencia 
que ellos misinos den a sus propias leyes procesales. 
Pág. 29. 

RfftífM t.i'trutinfiitiirií*. 1 Puntos de hecho 1. — No procede el 
rectirso extraordinario del articulo 14. luy 48. contra una 
resolución de una Cámara l'Vderal de Ajielación que des- 
cañonó la jíersoneria del recurrente para ser citado y 
oído en denuncias sobre despueble de minas, y decla- 
ra que "comprobados esos despuebles, caducaba el de- 
recho del verdadero poseedor, sea este quien fuere"*. 
i Punto de hecho ajeno, por lo tanto, al expresado re- 
curso», Pág. jo. 

RetiiHo extraordinario, — Xo procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14, ley 48. contra un decreto dictado por 
el Poder Ejecutivo. Pág. 48. 

Recurso extraordinario. (%ej* orgánica del R. Hipotecario Na- 
cional». — Procede el recurso extraordinario del articu- 
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lo 14, ley 48, contra una resolución de una Cámara Fe- 
deral de Apelación, contraria a la validez del de red 10 
fundado j>or el recnr rente en la ley orgánica (leí Raneo 
Hipotecario Nacional, número 8172, resolución que, 
a]iartáiidose de las consideraciones que sirvieron de 
se al fallo de [minera instancia, ( la disposición del ar- 
ticulo 2" de la ley > . se apoya en las que hace de- 
rivar de la interpretación y aplicación en diversas ¿dis- 
posiciones atribuidas a (a referida ley orgánica de Báh- 
co. Pág. 51 . 

Recurso extraordinario.— Habiéndose controvertido la validez 
constitucional de una ley especial del Congreso, así co- 
mo la inteligencia de diversas disposiciones de las leyes 
de Aduana, y habiendo sido la decisión, contraria a los 
derecho-, fundados ]Hir el recurrente en los preceptos 
legales invocados, procede el recurso extraordinario del 
artículo 14, ley 48 y ó. 1 ' de la 4055. Pág. 2*/;. 

Recurso exiraordbhirlo. — La interpretación del recurso extra- 
ordinario autorizado por el articuló <V" de la ley 4055 
debé ajustarse en su ejercicio, por mándalo de la mis- 
ma ley, a las condiciones requeridas por la ley número 
48 y a la jurisprudencia de la Corte Suprema, que la 
ha interpretado. 

No tiene carácter definitivo a los fines del recurso 
extraordinario autorizado |»or los artículos o." de la ley 
4055 y 14 de la ley 48, un pronunciamiento del Supre- 
mo Consejo de (aterra y Marina en que se limita sim- 
plemente a declararse incompetente |>ara conocer de una 
cuestión relativa a la ineonstitucionalidad de un decre- 
to del Poder Ejecutivo : y su admisión no sólo abriría 
en el caso la labilidad de plantear ante la Justicia Fe- 
deral la cuestión sobre invalidez de un decreto dictado 
por el Poder Kjecntivo Nacional en su carácter de po- 
der público, sin cumplir ün el requisito previo de la 
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atitorizacitlfn legislativa, sitio t¡iu', además, importaría 
ínter a la jurisdicción originaria de la (¿orte Suprema, 
delimitada por el articulo 101 de la Constitución, cues- 
tiones de que i'lla sóK» puede conocer en tercera nis- 
lancia con arreglo a lo dispuesto iwir el artículo 3." de 
k ley 4055- I"'*. £33-.- 

Rcenrso ixtranriUtiiirio.—Xu procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14. ley 48, en un caso de demanda por 
consignación de alquileres, en que no sólo no se lia 
planteado cuestión constituir ional acerca de la validez tjfe 
la lev 11157, disposición de derecho común complemen- 
taria del Código Civil, sino (|iie lia versado únicamente 
solire la existencia o inexistencia de contrato escrito. 

AVnfr.sif cxlrtrofíihtatio. — RroeCtíé: el recurso extraordinaria del 
articulo 14. lev 48 y h" de la lev 4055. contra una reso- 
huió;t contraria al derechn fundado |«ir el recurrente en 
las leyes especiales nú veros Jí*73, 550,7. 5315. Ó483 y en 
tos artículos 31 y 07, incisos jj y if» de la Constitución, 
ftffc 3+4- 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extranrdina- 
rio del articulo 14, ley 4K. contra una resolución que |tor 
aplicación e interpretación de la ley 11.077. f h* derecho 
común, establece que el concursada tiene derecho para 
deponer de los bienes incorporados al liaber del con- 
cnrsn nm posterioridad a la fecha de presentación, p¡- 
díeinlo su levantamiento. J'ág. ,187. 

Recurso extraordinario. — -Procede el recurso extraordinario del 
articulo 14. ley 4S, en un caso en que se discute la in- 
terpretación que corresponde dar al artículo 41. segun- 
da pane, de la ley número 3975 y en que, además, la 
decisión recaída h;i sido contraria al déííéchó o privile- 
gio fundado en dicha cláusula. 
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El punto de si una marca extranjera es nula ¡x»r ha- 
ber .«ido solicitada su inscripción con el único pro|>ósito 
de negociar con ella, involucra una cuestión de hecho, 
que la Corte Suprema no puede rever dentro del refe- 
rido recurso extraordinario. Pág. ¿97- 

Rec tirso extraordinario.— W¡tí prcjcede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14, Ley 48, en un caso en que la contro- 
versia versé realmente, sobre el carácter de empresas 
transitoriamente combinadas al efecto del transporte 
de leña, qiw la demanda atribuyó a las del Central Cór- 
doba y Central Argentino, desconvido por la recurren- 
te. I Punto de hecho irrevisible en dicho recurso, como 
lo es el de la existencia de convenios entre las empre- 
sas para los transites de ta Índole del que fué mate- 
ria del pleito y que sirvió de fundamento, entre otros, a 
la sentencia apelada, bastante por sí solo jara susten- 
tarla ).,. Pág. 412. 
Reivindicación.— Resultando |Ktr una parte que el demandado 
jjor sí y sus antecesores ha poseído por mayor tiempo 
que el requerido, por el artículo 4015 del Código Civil 
l>ara la prescripción adquisitiva y por otra, que el dere- 
cho se pierde cuando la ley atribuye a una persona a tí- 
tulo de prescripción ta propiedad de una cosa i>ertene- 
ciente a otro (articulo jfioí» del Código Civil) . es de 
toda evidencia que la demanda de reivindicación no pite- 
de prosperar. Pag. 120. 
Reivindicación. — Reconocido por el demandado el dominio y 
la posesión del Fisco: reconocido igualmente por él que 
el terreno aludido que ocupa, está fuera de los limites 
de su concesión, la procedencia de la acción reivindica- 
toría es manifiesta 1 argumento del articulo 278,1, Có- 
digo Civil). Pág. 139. 
Retí-indicación,— Si bien el dereclm real de dominio en materia 
t le inmuebles sólu se adquiere después de firmado el in>- 
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truniento público ele enajenación seguido de la tradición 
larl- 577- $P9 >' 3^0S ÉMgO Civil ). el artículo 2790 ctéí 
misino Código establece en favor del reivindicante que 
presente mi titulo tic propiedad anterior a la posesión 
riel demandado, cuando este rio presenta título alguno, 
la presunción de que el autor del título era el poseedor 
y propietario de la heredad que se reivindica. 
Üs mi principio establecido |ior la ley civil míe nadie 
puede transmitir sobre un inmueble un derecho rtiejor 
ni más extenso que el que gozaba y, recíprocamente, na- 
die puede adquirir sobre un objeto un derecho mejor y 
más extenso que el que tenia aquél de quien lo adquie- 
re, articulo j_vo. Código Civil. I'ág. 207! 

h'cirhuiii'Uiión. Hesitando que el titulo de propiedad creado 
a favor del antecesor de los demandados por la respecti- 
va escritura de compra- venta hecha "ad eorpus" con h 
superficie comprendida dentro de sus límites, es apli- 
cable a indo el inmueble vendido, dentro de bis limites 
señalados en dicha escritura, y no habiendo demostrado, 
jior otra fiarle, la aflora, que los demandados |ioseen tie- 
rras situadas fuera de los límites asignados al inmueble 
de referencia, no procede Ta reivindicación de las unida- 
de-; de su|)erficie que por error excedan a las consigna- 
das en dichos títulos de compra-venta, pero que |Hir la 
turma de esta, quedan comprendidos dentro de los dere- 
< J i< 1 - k transmitidos por esos títulos, !*áff, 1*67. 

RrtrtHwtiriduf (fe fas ley?*.— Kl artículo 3." de! Código Civil 
al establecer que tas leyes disjionen para lo futuro, no 
tienen efecto retroactivo ni puedett alterar los derechos 
va adquiridos. h :i entendido, sin duda, referirle a las 
relacione- cíe derecho privado sobre las que el Honora- 
ble Congr-so como usa de las ramas del gobierno fede- 
ral, puede legislar en uso de las facultades que le CQíi- 
íierc el artículo (7, meiso u de ta Constitución, sin 
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comprender propiamente las leyes de orden adminis- 
trativo que se déti las provincias ejerciendo también fa- 
cultades reeoniteidas en ]a propia Constitución \. Articu- 
lo 105) : y considerado como precepto constitucional* el 
principio de la no re t reactividad de las leyes sido rige 
en materia penal. por ta prohibición tic que fas disposi- 
ciones nuevas empeoren las condiciones de los procesa- 
dos. Pág. 34. 

Revisión de sentencia . — La pena impuesta por el aniculo 122 
<iel nuevo Código Penal es lilas tjeuigna qtte la que es- 
tablecía la ley níiníerb 4189. en su artículo 19. ine. di: 
pero no procede en el caso, atentas las circunstancias del 
mismo, reducir dicha nena en cuanto a su duración, y sí 
solo modificarla en cuanto a su naturaleza. I Reclusión ) . 
Pág. 32. 

Revisión de sentencia. — La pena establecida por el articulo 79 
del Código Penal vigente, es más benigna que la esta- 
blecida por el articulo 17, capitulo u°, inciso t.° de la 
lev 4189 para el delito de homicidio y aplicada en su 
término medio, en el caso, al autor de un homicidio per- 
petrado sin circunstancia atenuante alguna, ni la agrá- 
vame de alevosía; jxir lo que corresponde hacer lugar 
a la revisión y sustituir la de presidio por la de reclu- 
sión por el término de diez y seis años y seis meses, con 
los efectos legales determinados en el artículo 12 de di- 
cho Código. Pág. 44. 

s 

Sentencia en juicio contencioso contra ttna Municipalidad para 
acreditar la propiedad (presunción en su favor"), — Una 
semencia dictada en un juicio contencioso seguido con- 
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tra una MunidpálMaitj para acreditar la propiedad de 
un terreno, t iftvf a su favor la presunción de haberlo 
sido coít juristliceión sobre las tusas y fas [tersonas por 
el juez que conoció del pleito, mientras no se pruebe lo 
contrario. Artículo 7/' de ta Constitución Nacional ¿' 
Jurisprudencia de la Corte Suprema, Tomo ru, pági- 
na 32; y en el caso, no solo no <e ha producido prueba 
|»ara acreditar la incoinjieteucia del juez respectivo, si- 
no que la validez y eficacia de la referida sentencia lian 
sido invocadas en diversos actos públicos por fuñe i mía- 
nos del orden nacional y provincial, y además, fué con- 
siderada válida por la O trie Suprema en un juicio aná- 
logo a! de autos. 1 Véase ionio 53, ingina 75 i . I'ág. 2oj. 

Superintendencia de ¡a Corte Suprema. — Las facultades gene- 
rales <le superintendencia de la Corte Suprema n „ CL , m - 
prende la de controlar la conducta del Vocal de la Cá- 
mara Federal dentro del propio tribunal, ni apreciar o 
corregir el lenguaje que emplea en la redacción de sus 
sentencias, sin perjuicio de que si la falla de armonía 
éritre los miembros J c la Cámara llegara a oponer tra- 
bas al regida r funcionamiento del tribunal, se recla- 
me de ta Honorable Cámara de Di ¡Hitados el ejerci- 
cio de la facultad que le acuerda el articulo 45 de la 
Constitución. Pág. 42$. 



V 

Vecino n /*).< efectos del fuero. Véase "Jurisdicción originaria". 

renitis ati torpns. — Las ventas od corpus con la sui>erficie com- 
prendida dentro de sus limites (de ta cosa vendida), es- 
tán expresamente autorizadas por la ley. ( Artículo 1344, 
inciso r.*¿ Código Civil l . Pag. ¿67. 
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( iif tjeciitmür— «No procede la vía ejecutiva para el cubro de 
*.m titulo ilc un empréstito provincial a i>ro, si de la dc- 
níantiá y de ta escritura de protesto, resulta que la pro- 
vincia demandada resistió id pago de los cupones en mo- 
neda nacional oro, invocando las cláusulas consignadas 
en el mismo instrumento en qué se funda la acción eje- 
cutiva. Pág, 153, 
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Acuerdo designando ron jueces para h Corte Suprema v Cámara 
Federal de Apelación de ta Capital, para el año 1924 



Un I ilícitos Aires, a los veintiún días del mes de Diciem- 
bre de mil novecientos veintitrés, reunidos en su Sala de Acuer- 
dos, el Señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la 
Xación. doctor don Antonio Bermejo y los señores Ministros 
doctores don Nicanor González del Solar, don José Figucroa 
Afeorta, don Ramón Méndez y don Roberto Repetto, con el 
objeto de formar para el año mil novecientos veinticuatro, ta 
lista de Con jueces para esta Corte Suprema a que se refiere el 
articulo veintitrés de la ley de Procedimientos, y el inciso ter- 
cero, artículo primero de la ley número cuatro mil ciento se- 
senta y dos, la cual es extensiva a la Cámara Federal de Ape- 
iacié» de la Capital, atento lo dispuesto en el inciso tercero, ar- 
tículo segundo tic la citada ley cuatro mil ciento sesenta y dos, 
se practicó la respectiva insaculación, resultando designados los 
1 lectores don Felipe Yofrc, don Guillermo E. Leguizamón. 
don Ricardo Cl Aldao, don Eduardo Maglione. don Julio A. 
Garda, don José Nicolás Matienzo, don Manuel A. Montes de 
Oca, don Manuel B. Gonnet, don Jacinto Cárdenas, don Ma- 
nuel Caries, don Manuel Pena, don Horacio Calderón, don Os- 
valdo Pinero, don Paulino Pico, don Carlos Bccú, don Diego 
Saavcdra. don Enrique Rtiiz Gtríñazú, don Rómulo S. Naón, 
don Emilio Giménez Zapiola. don Carlos Saavcdra Lamas, don 
Mariano J. Palmero, don Ricardo Sccber, don Carlos Rodrí- 
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guez Larrcia, don francisco I. Olivé* v don Lucas López Ca- 
báuillas, 

Tmlft leí cual dispusieron y mandaron, ordenando se publi- 
case y registrase en el libro correspondiente. 

A. IlKRMEJO. — XlCANOR O. UELr 

Soi.xr. — J. Ficurroa Al- 
corta. — Mamón Méndez, 
— Roberto Rki'ktto, 

/;. M. "¿avalla, -ce reta rio. 



. fi tterdo designando ron jueces futra tas Cámaras Federales de 
Apelación de La Plata. Paraná. Córdoba v Kostiri». para 
el año 10,24 

Kn Buenas Aires, a veintiuno de Diciembre de mil no\fc- 
c ionios veintitrés, reunidos en su Sala de Amérelos, el -cñor 
I 'residente de I» Corte Suprema de Justicia de la Nación, doc- 
tor don Antonio Bermejo, y los señores Ministros doctores don 
Nicanor González del Solar, don José Figueroa Alcorta. don 
Ramón Méndez y don Rolicrto Re|>etto. con el objeto de for- 
mar |»ar;L el año de mil novecientos veinticuatro 1» lista de Con- 
jueces pira las Cántaras Federales de Apelación de La Plata, 
Paraná, Córdoba y Rosario, a míe se refiere el inciso cuarto, 
artículo segundo de la ley número cuatro mil ciento sesenta y 
dos. se practicó la respectiva insaculación, resultando desig- 
nados : 

Para \a Cámara Federal de La Plata: los Dres. don linrioue 
F.. Rivarola. don Washington Ocamjx), don Cregorio Lecot. 
don Enrique JohanetOn, don Manuel F. Escobar, don Manuel 
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Porteía, don Julio C. Dielh. ilon Vicente Anxontegui. don Cé- 
sir Antcghmo y Ramón $. Castillo. 

Tara la Cámara Federal del Paraná: los Drca, Alfredo Ver- 
duc. don Manuel A. Creció, (Ion José Domínguez Ilcruard. don 
Kmilin A. Fedcrik. don Arturo 8'. (Viizmán, don Angel Ciómcz 
riel Rio, don Pedro E. Martínez, don Santiago Moritán, don 
Pedro K Oberti y don Humberto H, Piclranera. 

Para la Cámara Federal de Córdolw ; los Dres. don Félix 
T. Garzón, don Julio Debcza, don Marcelino Berrotarán, don 
Benjamín Otero Capdevila, don José Cortés Fuñe*. ílon S. Alia- 
ga pueyrrcdón, don Andrés Lainjwldi, dan Rafael Kscutí, éia 
Jülio Rodríguez de la Torre y don Alejandro J. Infante. 

Para la Cámara Federal del Rosario; los Ure*. don Anto- 
nio López Zamora, don Clodomiro Hernández, don Calixto 
I.asagga, rlon Jorge Ferri, don Angel Ortiz Grognet, don Car- 
liis Ccltginan, don Enrique Mcrediz. don Saúl Perkius Fra- 
gLteyro, don Víctor R. Pcscnlí y don Eduardo P. C^vbwind. 

Todo lo cual dispusieron y mandaran, ordenado se publi- 
case y registrase en el libro correspondiente. 

A. BiíRMKja — Nicanor G, OEi. 
Solar. — J, Ficuhroa Ai- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roukkto RKPHTm 



il B, 'Áavalta, sccretoriv. 
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Acuerdo designando la lista de abonados que deben suplir du- 
rante el año 1924. (i Ivs jueces federales de sección lei/al- 
mente impedidos o recusados y ejercer las funciones de fis- 
cales "ad hoc". 

Kn líuriios Aires, a veintiuno de- Diciembre de mil nove- 
cientos veintitrés, reunidos en su Sala (Je Acuerdos, el Señor 
Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doc- 
tor don Antonio Bermejo, y los señores Ministros doctores don 
Nicanor González del Solar, don José Figueroa Alcona, don 
Ramón Méndez y don Roberto Repetto, acordaron formar la 
lista de aliogados «uc con arreglo a la ley de veinticuatro de Sep- 
tiembre de mil ochocientos setenta y ocho deben suplir en el 
año mil novecientos veinticuatro a los Jueces Federales de 
Sección, legalmente impedidos o recusados y ejercer la* fun- 
cionas de Fisc ales "ad hoe**. 

I*ara la Capital: los Dres. don David M. Arias, don Pedro 
Mohorade, don Mario A. Carranza, don Pedro M. Ledcwia, 
don juan José Idoyaga Molina, don Angel Sojo. don Domingo 
Cichero, ¿ton Juan P. Ramos, don Arturo Seeber y don Alejan- 
dro Raices, 

Para La Plata: los Dres. don Kdgardo J. Míguez, don Cli- 
ses Villalobos, don Juan J. Lecot. don Fermín S. Sehulze, don 
Fernando del Río, don J. Macedomo Cañedo, don Pedro lí. 
Quiroga, don J. Tulio Bacigalup Vértiz. don David O'Con- 
nor. y don Adrián Becar Várela. 

Para Bahía Blanca: los Dres. don Abel F. Brunel. don Car- 
los V*. Ver zura, don Francisco Ccrbini, don Manuel Berinudcz, 
don Alejandro lí. Bonel, don Francisco Cantón, don Manuel 
Lucero, don Jo-é María de Mira, don Adolfo (í. Dillón y don 
Anselmo B. Ci sueros. 

Para Santa Fe: los Dres. don Juan lí. Depetris, don Ma- 
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miel López Pujato, don Eduardo Ferreyra, don Aureliano Ar- 
gento, don Moisés I. Soriano. don Francisco B. Caminos, don 
Elias F. Guastavino, don Zcnón Martínez, don Melitón Rivera 
y don Tiburcio Reyes. 

Para Rosario: los Dres. don Nicanor de Ktía, don Fermín 
Legarza, don Ricardo A* Orliz, don Juan Alian, don Pedro 
Pacheco, don Federico Yaldéz. don Martín M. Miniusc. don 
Juan M. Bancalari, don José V. de la Vega y don Cario-; Pa- 
ganini. 

Para Pirana: los Dres. don Luis J. Cano, don Manuel J. 
Acelwl, don José Domínguez Beruard, don Francisco I. Ma- 
glione, don Eduardo Garbino Guerra, don Carlos M. <lc Elía. 
don Ramón Arigos Rodríguez, don Ramón Ferreira. don D:.í- 
niíro J. Basaldúa y don Miguel M, Lanrcnccna, 

Cara Concesión del Uruguay: !os Dres, don Mariano Ló- 
pez, don Benjamín Gadea, don Antonio C. Muzzio. don Luis 
Esteban Berga. don Manuel T. Núñcz, don José Haedo, don 
Juan A. Godoy. don Alfredo Parodié, don )á$é R. Baltoré y don 
Félix Decourges. 

Para Corrientes: los Dres. don Adolfo E. Mohando. don J. 
Üemardino Acosta, <lon T. Alfredo Martínez, don Martin Goy- 
tia, don Diomedes C. Rojas, don Rodolfo C, Gómez, du Ricardo 
Andrea ti, doa Nicandro N. Payva, don Adolfo Conté y don 
I lector Lomónaco. 

Para Córdolia: los Dres. clon Emilio Soteras, don Carlos 
E. Deheza, don HenocH D. Aguiar, don Aurelio E. Crespo, don 
Tebisco Castellanos, don Felipe A. Jofre, don Rolando A. Pinto, 
don Manuel K. Pizarro, don Luis Eduardo Molina y don Carlos 
E. Pinto. 

Para Bell Villc: los Dres. don José Maria Berrotarán, don 
Gustavo Gavier, don Adolfo González Albarracín y don Moi- 
sés Guevara. 
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Para Santiago del Estero: los Dres. don Fcdt-rkn E. Aka- 
rez, don Manuel Argañarás, don Victor M. Avalus. don Ale- 
jandro Avila, don Manuel Alonso, don VictQr Alcorta, don Dá- 
maso I.. Beltrnn, don Octavio Bravo, don Najwleón Tapiada 
j don Píaticiaep M. Viaña. 

Para Tucnmán; los Drcs. don Patricio de Zavalía. d«>n Ru- 
fino Cossio. don Fernandf) ele Zavalía. don José Frias Silva, 
don Alberto E. Padilla, don Salvador Cámara, don Miguel Via- 
ña. doíl Gonzalo Machado, don Juan B. Tcrán y don Ernesto 

F. Carranza. 

Para Salta: los Ores, don Daniel Ovejero, don Cario* Zain- 
hrano. don David M. Saravia, don Vicente Tamayo. don Mar- 
eo. AKina. don Arturo M. Figneroa. don Francisco M. ürilm- 
ni, don Ernesto M. Aráoz. don José M. Solá y don Jorge F. 
Cornejo, 

Para Jujuy : los Prcs. don Allierto Mías, don Rodolfo Ca- 
rril!... don Unís Cunadn, don Daniel Gonzalo, Pérez, don Ai- 
tón. Patisa Mnjica. don Arturo Pérez Alicedo. don Felipe Ta- 
boada, don Rnde<indo S. Qwnpos y don Feneíón Quintana. 

Para* Catama rea: lo> Drcs. don Guillermo Correa, don I.uis 
Barrionuevn. don Ernesto Acuña, don Luis AlU-rtu Alutmada. 
don Manuel Kodtígtiéz Gómez, don Arturo Ahumada, don Ar- 
mando Corroa, don José V. Figueroa. don Sinforiano llenera 
y don Carlos A. Herrera, 

Par;i 1.a Riojar'lOs Dfes, don Arturo de la Vega, doii 
Wenceslao Frías, don. Félix M. de la Colina, don Ridanlo V e- 
ra Valle-jo, <lm Adolfo Pedro Herrero, don José López: Gon- 
zález, don Horacio Vera 0-<>ni|Ki y don Francisco A. de la 
Vega. 

Tara San Juan: l<»s Drcs. don Juan de Dios Flores, don 
Horario C. Videla. don \hraham Vidart, don Eduardo San- 
che* Sarmiento, don Alheño Vita, don Eduardo Mallca Gil, 
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don Salvador A. Doncel, don Daniel S. Aubonc, don Arturo 
Storui y ilon Justo Manrii|lie. 

J*am San Luis: los Dres. don Kmilio L'lluillier, don Gil- 
berto Sosa Loyola. don Héctor Agnirre Celiz, don Humberto 
Rodrigue* Sáa. don Alberto guiroga. dón A. García Quiroga, 
don Alberto Arancibia Rodrigue/ y don Francisco Adaro. 

I»ara Mendoza; los Dres. don Cruz Vera, don Allierto A. 
Day, don Ramón Morey, don José E. Leal, don Ivrnesto Cor- 
valán. clon Guillermo G. Cano, don Luis F. Silveti. don Marín 
Arenas, don José K, Agilitar y don Arturo Cubillos. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se publi- 
case y registrase en el libro corres¡iondiente. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Sola a. — J. Figuerqa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 

/:. M. Zmvlia. secretario. 



Mofeo Grossi y otros, criminé, contra, por violación de corres- 
pondencia. Competencia negativa. 

■ 

Sumario: La substracción de correspondencia eme había dejado 
de estar bajo la custodia o revisación del correo, consti- 
tuye un delito del fuero común. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Aim. tHclmbrc 17 da 1921 

Suprema Corte; 

Se procesa a Mateo Grossi y otros como autores o encu- 
bridores del delito rfe violación <le correspondencia y defrauda- 
dones. Estas las cometían al apoderarse de los valores o giros 
contenidos en las cartas, los que después hacian efectivos. 

El sumario instruido ain este motivo |x¿r la policía de la 
Provincia de Hítenos Aires fué elevado al señor Juez del Cri- 
men de Mercedes, quien, considerando que entre los, delitos de 
cuyo juzgamiento se trataba babía algunos cuyo conocimiento 
correspondía a la justicia federal, remitió las actuaciones ¡d 
señor Juez de Sección de Bahía Blanca a los fines indicados. 

Este magistrado, a su vez, no ha encontrado en dichas 
actuaciones antecedente que justifique su intervención, en aten- 
ción a que» la justicia federal no puede proceder de oficio en el 
juzgamiento de delitos cuando no existe, como en este caso, la 
«[uer'lla o al menos la denuncia del presunto agraciado o. prima 
frute, no resulta tain|>oco del sumario hechos suficientes que 
fundamenten su competencia. 

Ha resuelto por ello devolver al Juez provincial las actua- 
ciones para que prosiga el juzgamiento de los delitos que co- 
rresponden a su jurisdicción. 

Tal temperamento no ha sido aceptado |*>r el Juez de la 
Provincia, quien ha dispuesto elevar a esta Corte Suprema lo 
actuado, entendiendo que se trata de una cuestión de enm|)e- 
tencia que a V. E. corresponde dirimir. 

De lo expuesto precedentemente se deduce que no existe en 
realidad entre ambos jueces controversia acerca de la jurisdic- 
ción competente ya que cada uno reconoce la que es propia 
del otro. 
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La presente situación *c halla así prevista en el artículo 38 
del Código de Procedimientos Criminales cuando establece la 
prioridad que corresponde a la justicia federal para el juzga- 
miento de causas en las que aparecen delitos de carácter fede- 
ral y de carácter común. 

En este caso el Juca Federal 110 ejercita esa prioridad. 
Siendo de excepción la justicia federal y declarada por el juez 
su falta de jurisdicción, opino que tal resolución no puede revi- 
sarse en esta incidencia y <corres|H>nde pasar estas actuaciones 
al |uez del Crimen de Mercedes. 

■ ■ 

La presente no es, pues, una cuestión de competencia, ya 
que tos dos jueces no discuten, como lie dicho, la jurisdicción 
para el juzgamiento de los delitos cometidos. 

La circunstancia de que el Juez Federal no encuentre en 
las actuaciones fundamentos de hecho o de derecho que justi- 
fiquen su intervención no puede motivar un conflicto de juris- 
dicción ya (pie ambos magistrados están de acuerdo en la exis- 
tencia de delitos de carácter común, cuyo juzgamiento corres- 
ponde al Juez del Crimen de la ciudad de Mercedes S". C N., 
tomo 122, página 306). 

Por lo expuesto soy de opinión que estas actuaciones delien 
ser devueltas a dicho Juez a los fines preindivados. 

Horacio fi. Larrcta. 



FALLO DE LA CORTE SUPKÉBÍA 

Bueno* Aittt, Pebret» 36 de iffiu 

Autos y Vistos : 

La contienda de competencia negativa trabada entre el 
señor Juez Federal de Bahía Blanca y el del Crimen del Depar- 
lamento Judicial del Centro. Provincia de Buenos Aires, para 
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cimiíccr ile la causa contra Mateo ÉSrossi, Leonor Gómez de 
Ulcero y Diego l«ópez por violación de correspondencia y esta- 
fas reiteradas, y contra Se\era Gómez y María Lucero [>or 
encubrimiento, 

Y Considerando : 

<Jue en la denuncia de fojas J y demás constancias fiel su- 
mario judicial y en la indagatoria de fojas 310 aparece <|iie se 
imputa a Maleo Oros si haber cobrado, indebidamente, enco- 
miendas en una colación del Ferrocarril Snd y diversos giro? 
pertenecientes a don Vicente Ferrari, falsificando la firma de 
éste o simulando autorización del mismo para percibir diversas 
simias, delitos comunes cometidos en la Provincia de Buenos 
Aires. 

Que el delito de violación de corres|Hindencia cjtie pudiera 
atribuirse al procesado, no autoriza en el caso la competencia 
de la justicia federal, pues aparece nue la llave de la casilla de 
correos de donde retí ra ha el procesado la correspondencia diri- 
gida a Ferrari, se encontráis en poder de éste según lo mani- 
fiesta a fojas 10 y la había confiado a Liontempo. lo que pone 

de manifiesto nue esa correspondencia había dejado de estar 
bajo la custodia o servicio del correo y la substracción de ella 
constituía un delito riel fuero común (Fallos: tomo 76. pá- 
gina 152), 

Que respecto al giro por ciento c¡itcuenta*y <efs pesos con 
veintiséis centavos, cobrado en una sucursal del Hanco de la 
Xación Argentina, atentas las consideraciones aducidas en la 
resolución de fojas 344 con referencia a la indagatoria de fojas 
140 y 141. debe reconocerse cpie no aparece en autos constan- 
cías suficientes para limitar en este proceso ta jurisdicción ordi- 
naria de la justicia provincial. 

Por ello y lo pedido por el señor Procurador ( teñera 1. se 
declara (pie el conocimiento de esta causa corresponde al señor 
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luez del Crimen del Ue pnrtnnienLo <tó Centro ele ta Provincia 
de BltetHW Aires, a quien se le remitirán tos autos, haciéndose 
saber por oficio al señor Juez Federal de Había Blanca. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Ficueroa Al- 

C „HTA. — KoitERTO Kl-l'KTTii. 



\¡h Palo poli, criminal, contra, por infracción irla ley de juegos 
prohibidos de la Provincia de Huenos Aires. 

Sumario: \\\ Congreso, al sancionar el Código Civil, lia reco- 
nocido a las provincias el derecho de reglamentar el juego, 
en forma de leyes, ordenanzas o reglamentos de Policía, 
y esa reglamentación implica, necesariamente, la facultad 
de reprimir las infracciones de aquéllas; y las penas de 
arresto y multa, impuestas en el caso, por aplicación de la 
ley de la Provincia dé Buenos Aires, sobre juegos, de 2 de 
Noviembre de njió, no son contrarias al Código Penal, 
dado (pie no hay en éste disposición alguna que prohiba a 
las provincias emplearías en el castigo de las infracciones 
de su competencia. Por lo tanto, no es violaloria del ar- 
ticulo 67. inciso n de la Constitución Nacional, una sen- 
tencia de una Cámara ríe Apelación de la Provincia de Bue- 
no-: Aires, que al establecer esa condena, rechazó la de- 
fensa de prescripción de la acción penal opuesta por el 
procesado, invocando los incisos 2." y 6," del articuln 62 
del Código Penal. 

Caso: Lo explican las piezas siguiente;: 
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SEMENCIA IHvl. Jl'l-Z KN IjU CHIMIN.M. Y LiiHRIXClDNAl, 

Y Vistos: 

La presentí- causa seguida contra Nilo Palófwli, argentino, 
<le diez y nueve años de edad, soltero, comerciante, ¡xjr infrac- 
ción a la ley de juegos prohibidos cometida en esta ciudad, de la 
que resulta: 

1. ° <Jue el 15 de Octubre del año ppdo. fué allanado el 
¡ocal di? la calle 44 N." jti, de donde se secuestró una serie de 
anotaciones para jugadas de quinielas. 

2. " <¿ue el Ministerio Público considera probada la infrac- 
ción a la ley de juegos prohibidos del 2 de Noviembre de 1910: 
«pie es autor el procesado Nilo Palópoli, y pide para éste la 
ptitia de cinco meses y quince dias de arresto, con cusías. 

3. Lft defensa solicita la absolución por no estar probada 
la acusación. 

Y Considerando; 

1." Que está probada la infracción a la ley de juegos pro- 
hibidos según asi resulta del parte de fojas l, ratificado a 
f njas 2j acta de fojas ¿ vuelta, testimonios «le fojas 7 y 8 y ano- 
taciones de fojas 19 a 155. y que según diligencia de fojas 178 
son anotaciones de jugadas de quinielas (artículos 249. 250. 
25 2 y 253 del Código de Procedimientos ), 

í.° !3í« es autor el acusado Nilo Palópoli, según así resulta 
dé su declaración de fojas 5 y fojas 1Ó2. en las que reconoce ser 
de su propiedad y pertenencia las boletas de fojas 19 a fojas 
[55. sin dar al respecto explicación <atís factoría, y cuando 
H'gim bi pericia de fojas ¡69 vuelta ninguna de las boletas son 
del acusado; la circunstancia de que en su casa de negocio se 
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reciben jugadas de quinielas, según parte de fojas i. ratificado 
a fojas 2, testimonios de fojas 7 y 8 ( artículos ¿55 y 25G del 
Código de Procedimientos y 45 íiel Código Penal I. 

3. " Que el hecho debe calificarse de infracción a la ley de 
juegos del 2 de Noviembre de 1916 ( artículos 2." y 4."). 

4. " Que no concurren eximentes ( artículo 37 del Código 
Penal). 

5. " Que debe condenarse a Xi'.o Palópoli a sufrir la pena de 
cuatro meses de arresto, con costas. 

Por estas consideraciones fallo condenando a Nilo Paló- 
poli a cuatro meses de arresto, con costas, redimible en dinero 
l articulo 10 de la ley de juegos). Notif íquese. cópiese y con- 
sentida que sea. cúmplase y archívese. 

Dada, fechada y firmada en la ciudad de La Plata, a vein- 
tinueve días del mes de Mayo de mil novecientos veintidós. — 
Emitió O. Machado. — Ante mi: Ignacio I. fícrnascoiti. 



SIÍXTKXCÍA |>E LA CÁMARA TKftCERA UE APKKl.ACION KS 

U Plata, Miyo * de 10» 
Autos y Vistos, Considerando: 

t." Que está probado que al allanarse la agencia de lotería 
y salón de lustrar, sita en la calle 44 entre 1 y 2 de esta ciudad, 
fueron secuestrados los palíeles- con numeraciones que corren 
agregados de fojas 19 a fojas 55 inclusive, papeles que dado el 
conocimiento adquirido por el tribunal al juzgar casos análogos 
v lo que resulta de las declaraciones de fojas 3 vuelta, 8 y 162, 
deben considerarse como juegos de azar denominado quinie- 
las, o sean, infracciones a lo que disponen los artículos 2." y 4° 
de la ley de la Provincia de 2 de Noviembre de 191 ó (artícu- 
los 249 y 253 del Código de Procedimientos). 
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2. " Que debe considerarse al procesado Xílo Palópoü autor 
fiel hecho a que se refiere el considerando anterior por cuanto 
es él el dueño de la casa de comercio en cuyo interior se veri- 
ficó e! secuestro (fojas 162 i, y según ta pericia de fojas 

la mayor parte de las boletas de refen teta son de su puño y 
letra 1 artículos 252 y 256 del Código de Procedimientos), 

3. " (Jue la ineonslitucionalidad alegada |>or la defensa debe 
rechazarse, v como lo tiene declarado el triliunal en numeroso* 
casos la aplicación de la ley de 2 de Noviembre de 1910. no im- 
porta en modo alguno la violación de ninguna disposición de la 
Constitución Nacional y de la de la Provincia. 

4. " Que la legislación sobre fallas está reservada a las 
legislaturas provinciales sin que las disposiciones del Código 
Penal puedan >crvir para resolver las cuestiones que con aque- 
lla legislación tengan alguna relación, en tanto las legislaturas 
provincia les un lo establezcan expresamente, 

La omisión en <{iie se ha incurrido al sancionar la ley de 
juegos prohibidos, de no establecer tiempo paita la prescri|>ción 
de la arción, sólo puede ser subsanada |M>r una ley de la Pro- 
vincia, sin que le sea dado al Juez resolver de acuerdo con las 
disposiciones del Código Penal, desde que para ello carecería 
de la autoridad necesaria, dada la naturaleza del hecho, que 
motiva !a formación del proceso, 

Kn consecuencia de lo expuesto, teniendo en cuenta la na- 
turaleza «le la falta cometida y la circunstancia de que la pena 
debe yraduarse al prudente arbitrio judicial, dado que no son 
de aplicación al caso las disposiciones de! Código Penal, se con- 
firma, con costas, la sentencia recurrida (articulo 07 del Có- 
digo tle Procedimientos). Devuélvase, — Ihtyenio E. Ahina. — 
José P, PeÜegmti. - Ante mí : Firma ilegihk. 
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DIS10KNC1A 

U Piati» mijo * de i*» 

Auto? y Vistos, Considerando : 

(Jue tomo lo tiene resuelto este tribunal con la integración 
del subscripto y en algunos casos con su disidencia, es aplicable 
como en el qué motiva el sub lite la disposición sobre prescrip- 
ción que contiene ei nuevo Código Penal en su articulo 62, 
incisos 2." y 6-°, por lo que, dando por reproducidos los funda- 
mentos de orden legal y doctrinario, y habiendo transcurrido 
más de un ano desde la fecha en que. se inició este juicio, se 
declara proscripta la acción penal. Devuélvase. (Causis núme- 
ros 15.924 y 10.006). — tféstor N. Fernández. — Ante nú: 
/ legible. 

DICTAMEN DliL SEÑOR PKOCLKADOR GENERAL 

Buena* Airas, Octubre 24 de 1KS, 

Suprema Corte : 

El defensor de Nilo Palópoli, procesado por infracción a 
la ley juegas prohibidos en la Provincia de Buenos Aires, de 
2 de Noviembre de 1910, interpone el recurso de apelación que 
autoriza el articulo 14. inciso 2. de la ley número 48 y articu- 
lo 6." de la ley número 4055. contra la sentencia dictada por la 
Kxcma. Cámara Tercera tic Apelaciones de esa Provincia, ante 
la cual opuso la prescripción de la acción i)enal seguida contra 
su defendido, invocando los incisos 2." y & del artículo 62 del 
Código Penal, y artículos 31 y 67. inciso u de la Constitución, 
defensa que fué rechazada a fojas 195. 

El único motivo en que se funda el recurso deducido y con- 
cebido (fojas 198 y 200 1 es por considerar el recurrente que al 
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dar el faltó valides a una ley provincial y reconocer a las pro- 
víncia- la facultad 'le modificar en materia de faltas, las reglas 
dictadas por el Congreso sobre prescripción en materia fien al. 
es víolatorio del citado artículo 67, inciso 11 de la Constitución 
Nacional y de la doctrina <jue lo informa. 

Kl Congreso Nacional, al sancionar el Código Civil, ha de- 
jado expresamente a salvo a las provincias el derecho de regla- 
mentar el juego ¡Kjr medio de leyes, ordenanzas munieipale- o 
reglamentos de policía, como Y. K. lo tiene consagrado en sus 
fados, Éfltrc otros, el que se registra en el tomo 101, página 12(1: 
estando, por lo tanto, facu hadas para sancionar, dentro de la 
forma establecida, las medidas que el orden público aconseja. 

La omisión que se nota en la ley provincial sobre juegos 
prohibidos de que se trata, en lo referente a la prescripción de 
la acción penal o el derecho de reprimir las faltas, soló puede 
ser subsanada por !a misma legislatura que la dictó, sin que el 
hecho de no aplicarse al caso las disjjosic iones del Código Penal 
importe una Violación a la cláusula constitucional citada por él 
recurrente. 

Por lo expuesto, pido a V. lí. se sirva confirmar el fallo 
apelado -en la partí- que ha podido ser materia del recurro. 

Horacio R. Larrcta. 



FALLO W. LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Air*«. Ftbrero S& de 1024 

Y Vistos: 

Para conocer del recurso extraordinario de ajielaeión inter- 
puesto para ante esta Corte contra la sentencia de fojas t§5 
pronunciada por la Cámara Tercera de Apelaciones de ta Pro- 
vincia de Buenos Aires y concedido a fojas 200 en la cansa se- 
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guilla contra Nilo ['alópoli sobre infracción a ta ley «le juegos 
prohibidas. 

Y Consi riera ndo: 

(jue aegún resuha de autos él referido recurso lia sido de- 
ducído |Mir considerar el defensor del procesado que la senten- 
cia de la Cámara de fojas 10.5 es violatoria del artículo 07, 
inciso 1 1 de la Constitución, en cuanto se basa cu disposiciones 
regirlas por una ley de la Provincia sobre juego, de azar, des- 
conociendo las regias establecidas por el Congrego, sobre pres- 
cripción en materia penal. 

One resolviéndose por esta Corte causas análogas ha de- 
jado Establecido que al sancionar el Congreso el Código Civil 
ha reconocido a las provincias el derecho de reglamentar el 
juego en forma de leyes, ordenanzas municipales o reglamentos 
de policia, y que esa reglamentación ya se considere como el 
ejercicio fie un derecho reservad» por las provincias, como el 
de legislar sobre los al w sos de la libertad de imprenta, obs- 
trucciones a la administración de la justicia, ofensas a la mora- 
lidad pública y buenas costumbres, vagancia, embriaguez y 
otros, ya el de un podfr que el Congreso les confiera en las 
deposiciones recordadas, implican necesariamente la facultad 
de reprimir las infracciones de aquélla (Fallos: tomo 101. pá- 
gina 126). 

Que a lo expuesto procede agregar que las penas de arresto 
y multa aplicadas en el caso, no pueden decirse contrarias al 
Código Penal i»or cuanto no hay en este disposición alguna que 
prohiba a las provincia emplearlas en el castigo fie las infrac- 
ciones de su competencia y son las mismas que las establecidas 
l»or el Congreso en el carácter de legislatura local en la repre- 
sión del juego para la Capital y Territorio Nacionales. Fallo 

citad' >. 

IW ello y de conformidad con l<i expuesto y pedido |>or el 
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-eñor Procurador General, se confirma la sentencia ¿pelada en 
la iwrie que lia podido ser materia del recurso. Xotifiquese con 
el original y devuélvanse. 

A. Bermejo — Nicanor G. del 
Solar. — J. Ficueroa Al- 
CORTA. — RoilKRTo RKI'KTTO. 



NOTAS 

O 'n fecha cuatro y catorce de Enero, respectivamente, el 
'in«*r Ministro de Feria, tío h 170 lugar a la habilitación del 
feriado, ordenando se reserva 11 sen para ser proveídos en opor- 
tunidad, loi recurso- de hecho deducidos por don Pedro U.rm- 
que en autos con doña María hNther Bolliní, sobre desalojo, y 
por don Manuel Luiuriaga, en los autos seguidos \tor Pedro 
Vigneau contra don Alfredo Pozzi. por idéntica causa, por no 
aparecer "prima faeie". de la exposición de los recurrentes, 
mu* en el juicio se hubieran planteado y resuelto cuestione- 
de carácter federal. 



Con fecha ocho de Febrero no hizo lugar aí recurso de 
hecho deducido \mr don Komi Ido Limitar di. en autos con don 
f V11 lingo Samhiasi. sobre desatojaniiento, jMir no aparecer de 
la exposición del recurrente, míe éste hubiera interpuesto re- 
curso alguno para ante la Corte Suprema, (pie le hubiese sido 
denegado. 



En la misma fecha, no se hizo lugar, igualmente, a la 
queja deducida por d<nia Rosaura Roja- de Paz y oíros, en 
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el juicio siícosoriu de los esposos ítóftá Lucia Paz y Gcnovem 
Rojas, dado que. tanto la exposición del recurrente como los re- 
caudjjs se acmiuiañalían. demostraban <|ue la causa segui- 
da v resuelta ante los Tribunales de Santiago del listero, lo 
había ¿do 1»r interpretación y aplicación de disposiciones del 
Código Civil y leyes procesales, en un caso que había versado 
sobre exclusión dé bienes hereditarios y posesión y dominio de 
\ tí s mismos, esto es. sobre materia regida por el derecho co- 
mún y por lo tanto ajena al recurso extraordinario para ante 
la Corte Suprema ; agregándose, además, que para determinar 
la procedencia del recurso no es bastante la invocación que se 
haya hecho en oportunidad del artículo 18 de la Constitución, 
pues como queda dicho, el casn no estala regido directamente 
p Qr ella, sino por el derecho común, ni guardaba, tampoco, 
con dicha cláusula constitucional, la relación inmediata qué re- 
quiere ta ley. (Artículo Jf. ley 48)- 



lín la misma fecha rio se hizo lugar a la queja deducida 
por don Sebastián Ktctwvcrry eri autos con dona Maria de la 
Paz líamgán de HesWith, sobre- desalojamiento, por resul- 
tar de la propia ex¡*osickSn del recurrente, que la causa hahin 
versado -obre cuestiones de dominio y |*>scsión de un inmuc- 
ble. resolviéndose por interpretación y aplicación de ilisposicin- 
nes del Código Civil, esto es. por preceptos de derecho común, 
extraños a los que pueden dar origen al recurso extraordinario 
del art 14. ley 48 y 6.» de la número 4055; y además, porque 
cu cuanto a la «vocación que se hacia de la inviolabilidad de 
la defensa en juicio, no era posible aceptar que hubiera sirio 
afectada en una causa seguida en las dos instancia que deter- 
mina el procedimiento respetivo, con observancia, sin duda, 
dé las formalidades legales corrcsj endientes, (oda vez que nada 
<e argüía al respecto. 
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En la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida por don Alejandro J. Almagro, en autos con don 
Francisco Keal y otro, sobre interdicto de retener. |Hir resultar 
de ta propia exposición del recurrente, que la apelación extraor- 
dinaria que interpusiera para ante la Corte Suprema, le había 
-ido denegada |wrque no habiendo comparecido como apelado 
a la segunda instancia no era necesario notificarle el pronuncia- 
miento recaído y en tal caso el recurso extraordinario había si~ 
do deducido fuera de término, computado é<te desde la fecha 
de la sentencia: y. además, porque el recurso no haliia sido 
fundado de acuerdo con lo que prescribe el art. ig de la ley 4K, 
es decir, .pie la denegatoria se había fundado en circunstancias 
de hecho y disposiciones de derecho común y procesal, extra- 
ña- al expresado recurso. 



lín drice del mismo no se hizo lugar a la queja deducida 
por dftn IVdro Larroque en autos c on doña María Fvsthcr Bo- 
11 ¡n i. snhrc desalojamiento, en razón de quedar establecido ]n>r 
la propia exposición del recurrente, que en el caso no se había 
debatido ni resuelto cuestión federal alguna que pudiera de- 
terminar la procedencia del recurso extraordinario, dado que 
la nulidad del juicio fué declarada en primera inMancia por 
aplicación de determinadas disposiciones del Código Civil, y 
la sentencia de la Cámara se habia limitado a declarar que Ta 
ratificación del Defensor era suficiente para cubrir la nulidad 
•!el procedimiento, — todo por interpretación y aplicación de 
preceptos de derecho común, ajenos al recurso extraordinario 
iíe acuerdo con la ley y la jurisprudencia, siendo de observar, 
pi*r lo demás, que la ley ¿~ que se invocaba, no contiene las 
deposiciones «pie en el caso se le atribuían. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
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|ior don Manuel l.uzuriaga. en los autos seguirlos por ilon Pe- 
dro V ígnea u contra non Alfredo Pozzi, sobre desalojamiento, 
en mzón de que el caso en que íe fundaba la queja, consistía 
un determinar si al subinquilino le compete intervenir en el 
juicio rlc dcsabucío seguido contra el inquilino principal y puede 
ser desalojado en el término fijado a éste, o le corres|H>nde el 
plazo c!c noventa días que establece el artículo 1507 del Código 
Civil,, — sólo comprende cuestiones que. según ¿u misma enun- 
ciación lo indica, han sido previstas ]>or la legislación común y 
resueltas en el "snb judice", por interpretación y aplicación 
de la misma. Articulo \$, ley 48: — en tales condiciones, y 
no habiendo sido objetada dichos preceptos legales como con- 
trarios a la Constitución, el recurso extraordinario era Impro- 
cedente, í-egún la ley y la constante jurisprudencia del tri- 
bunal 



Con fecha once fué confirmada por la Corte Suprema la 
sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación de 
La Piat, que condenó a Pedro Amado, a sufrir la pena de once 
años de reclusión, en vez de la de reclusión perpetua, que le 
impuso el juez letrado del territorio nacional de! Cluibut. como 
autor del delito de homicidio en la persona de Fermín Alí y he- 
ridas a María Hidalgo, cometidos el día 13 de Noviembre de 
1921, en el paraje denominado Languiño, jurisdicción del 
expresado territorio. 



En quince del mismo no se hizo lugar a la reposición soli- 
citada por el representante del Banco de la Provincia de Bue- 
nos Aires, en autos con la sucesión de don Rodolfo Dobarán. 
sobre cobro de pesos, de la resolución pronunciada por la Corte 
Suprema (ver nota de fecha 31 de Diciembre ppdo.), en razón 
de persistir el recurrente en la omisión de los requisitos esta- 
blecidos por el articulo 14 de la ley número 48. y además, por- 
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que -crúti si* expresaba en el escrito de reposición, .te trataba 
de mi juicio «ejecutivo y se preparaba el ordinario, lo <|iie impli- 
ca que faltaba en el caso la sentencia definitiva que podría au- 
torizar el recurso extraordinario interpuesto. 



Fn la misma techa no se hizo lugar a la queja deducida 
pór don Mauricio Plotnik. en autos con don José Cerletli y 
litm. sobre desalojamiento, en razón de que el recurso de in- 
ri ¡j! ¡calididad de ley y doctrina legal es improcedente para ante 
la Corte Suprema, y que en cuanto al de inconstitucional idad, 
que también se interponía, no podía ~er fundado en puntos de 
hecho como la asistencia o inasistencia del recurrente al tribu- 
nal, o de derecho procesal, como son los trámites del juicio. 



Ert la misma fecha tué confirmada |«»r la Corte Suprema, 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
tie La Hala, que no hizo lugar al recurso de revisión inter- 
puesto por el procesado Estanislao Brynda. condenado a su- 
frir la ¡iena «le ocho años de penitenciaria por el delito de ho- 
micidio, en razón de que la sentencia dictada ]>or la expresada 
Cámara, con firmando la de primera instancia, lo fué estando 
ya en videncia el nue\o Código Penal, no habiéndose aplicado 
al recurrente la ]>cna que él establece por cuanto le era más 
favorable la impuesta por el juez % quo". 



Kn la misma fecha fué confirmada por |n Corte Suprema 
ta semencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
líe Ka Plata, la que confirmó la dictada por el Juez Letrado 
del Territorio Nacional de la Pampa Central, que condenó a 
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Jtísé Marillán O Trapailao a sufrir la jk-iiíi de catorce años de 
reclusión, accesorios legales y costas, como autor del delito de 
homicidio perpetrado en la persona de Florentino Santucho Ú 
día 4 de Octubre de lyiS, en el pueblo Ceneral Acha. jurisdic- 
ción del expresado Territorio. 



En 20 del misino fué con firmada por la Corte Suprema la 
sentencia dictada \mr la Cámara Federal de Apelación de La 
Plata, la que, a su vez, confirmó en cuanto a la calificación le- 
gal del delito la sentencia pronunciada ]K>r el Juez Letrado del 
Territorio Nacional de la Panqw Central contra Ignacio Cun- 
tiera s o Alberto Pérez, como autor del delito de homicidio per- 
petrado en la persona de Cenara Vargas, en IJmay-Mahuida. 
jurisdicción del expresado territorio el di a 3 de Julio del año 
Hfjo, modificándola en cuanto a la condena que fijó cu veinti- 
cinco años de reclusión, en vez de la de reclusión perpetua que le 
fuera impuesta. 



Con fecha veintidós no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Bernardo C). Kdreira y otro en la querella por defrauda- 
ción seguida contra Silvestre Snárez y otro, por resultar de la 
propia exposición del recurrente, (pie se trataba en el caso de 
la mera interpretación de 1111 precepto del derecho común, co- 
mo es el articulo 173, inciso ó." del Código Penal y. por consi- 
guiente, de una cuestión ajena al recurso extraordinario, con- 
f firme al precepto del art. 15 de la ley 48. 



En la misma fecha la Corte Suprema ordenó se ocurrie- 
ra donde corresponda en el recurso de amparo de la libertad, 
deducido \x>r Pedro Cantonet. en razón de que el expresado 
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f&mrsQ no correspondía a la jurisdicción originaria del tri- 
bunal. ÍArt. joi de la Constitución y art. 618 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal. 



En veinticinco dct mismo no se hizo lugar a la queja 
deducida |Kir don Carlos Gómez en autos con don Cristóbal 
Xicolini, sobre desalojamiento, por resultar de la propia ex- 
|ios¡ción del recurrente, (me el litigio que original» el recurso, se 
había resuelto j>or interpretación y aplicación de un articulo 
del Código Civil, modificado por la ley 11.156. esto es. por 
preceptos de derecho común, ajeno* a la apelación extraordi- 
naria interpuesta, según es de ley — art. 15, ley núm. 48 — y 
de constante jurisprudencia. 



Con fecha veintisiete no se hizo lugar a la queja deduci- 
da por don Adolfo Kaufer en los autos del concurso "Villa 
Jardín ", en razón de no haberse cumplido con los requisitos 
establecidos en el articulo 15 de la ley número 48. 



Kn la misma fecha la Corte Suprema de conformidad con 
lo expuesto y pedido |>or el señor Procurador General, no hi- 
zo lugar a la queja deducida ]H)t dnn Eduardo Ferrer en au- 
tos con la Sociedad "Manufactura de Tabacos Piccardo y 
Cía.*', sobre usurpación de Marca de Comercio» en razón de 
ijne la resolución apelada (pie denagaba el recurso de apela- 
ción interpuesto, se hallaba consentida, dado míe el recurren- 
te había dejado transcurrir con exceso el término de tres días 
qué acuerda d artículo 231 de la ley nacional número 50. so- 
bre procedimientos y los artículos 235 y 236 del Código de 
Procedimientos de la Capital, para la interiíosición de la 
queja. 
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thnla fitina Pombo de Devoto en autos con don Vicente Her- 
nández, sobre desalo-jo 

Sumario: i." La aplicación e interpretación de la ley núme- 
ro 1 1.170 relativa a arrendamientos agrícolas, comple- 
mentaria del Código Civil, no dan lugar at recurso extra- 
ordinario del artículo 14, ley 48. 

2." El término para interponer el recurso extraordina- 
rio, corre desde la notificación de la respectiva resolución 
definitiva, sin/que se suspenda por los recursos cpie se 
entablen ante los tribunales superiores sin competencia 
para admitirlos y substanciarlos, según la inteligencia que 
ellos misn*os den a sus propias leyes procesales. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



fallo dk: la co«tk suprema 

Sueno» Air**. Matze 5 4t IK4 

Autos y vistos, considerando: 

1. " Que *egún se desprende de la propia exposición del 
recurrente, se trata en el caso de la aplicación e interpretación 
de las disposiciones de la ley número i 1.170 relativa a arren- 
damientos agrícolas, ley que forma parte del derecbo común 
como rom | dementaría del Código Civil. 

2. a Que en presencia de lo dispuesto l>or los artículo* 67, 
iuc. 11 de la Constitución Nacional y 15 de la ley número 48 
la aplicación o interpretación que los tribunales locales hicie- 
ren de los Códigos Civil, Penal Comercial y de Minería, no 
dará ocasión al recurso extraordinario por el hecho de ser 



so 
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leyes ck'l Congreso en virtud de lo dispuesto en el inciso u. 
artículo 67 de la Constmeión Nacional. Y la simple referen- 
cia al principio de la inviolabilidad de la propiedad en un jui- 
cio sobre desalojamiento, regido por el derecho civil, no 
basta para autorizarlo. 

3*° yue por lo demás, como asi resulta de ta ex|H»siciún 
del recurrente la sentencia de desalojamiento, n tinque fue 
apelada ante la Cámara Federal. é>ta declaró mal concedido 
el recurso dejando firme la sentencia de primera instancia. Y 
como el término para interponer el recurso extraordinario, 
corre desde la notificación de la respetiva resolución defi- 
nitiva, sin que se suspenda por los recursos que se estableo 
ante los tribuales superiores sin competencia para admitirlos 
y substanciarlos según la inteligencia que ellos mismos den a 
mis propias leyes procesales, — tomo 103. página 191 — es 
evidente que el presente recurso lia sido interpuesto fuera 
del termino legal. 

Por ello se declara improcedente el recurso de queja de- 
ducido. Xoliñquesc y previa re|K>*ictón del papel, archívese. 

Nicanor G. Di& Solar. — J. 
FlCUEROA Au'ítkTA. — Ra- 
món Múxiilz. — Roberto 
Rkimítto. 



Pon Jitinnut A. Romero contra ti Gobicnw Xmionat, sobre 
réMkmién de derecho mineros . Recurso extraordinario 

Srttr ric< Xa procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
lev 03. contra una resolución de una Cámara Federal de 
Amlación que desconoció la |xrsoneria del recurrente pa- 
ra <er citado y oído en denuncias sobré despueble de («i 
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nas y declara que 'comprobados esos despuebles, caduca - 
ba A cWecho del verdadero jioscedor, sea este quien fue- 
re", t Pftííííí ile hecbo ajeno, por lo tanto, al e*pri#aifo 
recurso t. 

dio. l.o txplka el siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bvtioi Mm. Muño 7 de 1024 

Y Vistos; 

Kl recurso extraordinario interpuesto por don Amonio 
A. Romero en autos con el Gobierno de la Nación sobre resti- 
tución de derechos mineros, contra la sentencia prorrancin<fn 
por la Cámara Vederal de Apelaciones de la Capital. 

Y Considerando : 

Ouc ci tribunal "a quo", después de establecer que el re- 
fin-reme carecía de personería para ser citado y oído en tas de- 
nuncias sobre despueble de ta mina Lotena por cuanto la po- 
sesión de ésta no aparecía suscripta a su nombre sino como de 
la Compañía *Th c Netiquén Oil Sindícate", agrega que, \*>t lo 
demás, "comprobados esos despuebles caducáis el derecbo del 
verdadero poseedor sea este quien fuere". 

Que esos pronunciamientos sobre el hecbo del despue- 
ble, el que por otra parte no ha sido contradicho en ningún 
momento por el recurrente y sobre la caducidad de los dere- 
chos de éste en virtud de disposiciones del Código de Minería . 
no pueden ser revisados por esta Corte en el presente recurso 
extraordinario, que es de puro derecho federal, y bastan por 
sí solos para sustentar el fallo apelado, por lo que carecería de 
todo fin práctico el pronunciamiento sobre las cuestiones cons- 
titucionales planteadas en el juicio. 
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Que en consecuencia, el recurso extraordinario para ame 
esta Corte es improcedente a mérito de lo dispuesto en los ar- 
tículos 14 y 15 de la tey número 48 y de lo reiteradamente re- 
suelto. I Fallos tomo 109, página 369; tomo 115, página 405 y 
ñuño 122, página 176, entre otros). 

Por ello se declara no haber lugar a dicho recurso. No- 
tiíiqucse y devuélvase, reponiéndose e! pape! ante el tribunal 
dé procedencia. 

Nicanor G. del Solar. — J. 
FicutaoA Aloorta. — Ra- 
món Méndez,— R. Rrpetto, 



Pedro Vdásco Guerrero, criminal contra, por violación. Recur- 
so de revisión 

Sttmwio : La jiena impuesta por el articulo 122 del nuevo Có- 
digo Penal es más benigna que la que establecía ta ley nú- 
mero 418c), en su articulo 19. inc. d) : pero no procede en 
el caso, atentas las circunstancias del misino, reducir di- 
cha |>ena en cuanto a su duración, y sí sók» modificarla 
en cuanto a su naturaleza. ( Reclusión). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

IMIU AfrM, Marzo ¡2 dt I9M 

Vistos y Considerando: 

Que si bien es cierto la j>ena impuesta |H>r el articulo 122 
del nuevo Cótligo Pena!, que es la que corresj>onde al delito 
perpetrado |>or el solicitante Pedro Velazco Guerrero, es má- 
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benigna *|ue ¡a que establecía la ley número 4 '8? en «* af- 
ílenlo i<>. inciso di, o sea, la aplicada en el cas» ele que se tra- 
ta, dada*, sin embargólas circunstancias en que fué cotnéítda 
el delitci. tas q»« fueron apreciadas en la sentencia de esta 
forte a fojas i¿& no procede reducir dicha pena en cnanto 
a su duración, debiendo solanenle modificarse en cnanto a su 
naturaleza, de acuerdo con lo| ■reiteradamente resuelto. 

ítn consecuencia, se declara que la jicna. impuesta a ftídro 
feláico ('.tierrero i*»r ta sentencia de fojas PV. se cumplirá 
como de reclusión por el mismo tiempo de quince aó<.s. coa 
los efectos legales determinados en el artículo 12 del Código 
vigente y las costas del juicio. Notifíqucse y devuélvanse. 

■ 

A. llitSíMKjo. Ramón Sité'Jí- 

— ROBERTO Kl'IM-TTo. 

/;» disidencia : NiCAKdí Ct. "Ci. Soi.vk. 



Disim-nci \ 



Vistos para conocer del recurso de revisión deducid., ppt 
el penado Pedio Vélico Guerrero, 

Y Considerando: 

One el recurrente ha sido condenado como reo del delito 
de violación con los agravantes determinados en los incisos 1 1 
v H del artículo S 4 del Código Penal vigente en la época en 
t lUC se cometió el delito, a sufrir la pena de «piinc» años de pe- 
nitenciaría, teniéndole para ello presente lo dispuesto en el 
atticúlo 19, ínc d) de la ley de reformas al m.mo GddjJO «- 
!anf , nmnero 41 según tudo resulta de la sen enea de esta 
Corte, corriente a fojas l# de los auto, principales .pie se tie- 
lien a la vista. 
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One i-I Código Penal vigente reprime el misino delito cení 
la pena -le reclusión o visión de ocho :i veinte años que esta- 
blece el articulo r¿j eu los casos previstos en el artículo no. 
entre oirás, o sea cprj el concurso tic tíos o más personas, juma 
tjiie indudable reme es más grave que la aplicaba al reo y Que, 
]Mir lo tanto, hace improcedente el recurso de revisión, atento 
a lo dispuesto |x>r el artículo 2 del mismo Código IVnal. como 
?e oltserva por el Sefior Procurador Cent-ral. 

Por ello no se hace lugar al recurso de revisión deducido 
y teniendo presente que la |»ena de penitenciaría lia sido de- 
rogada por el articulo 305, se la sustituye por la de reclusión 
que deberá cumplir con los efectos legales determinados en el 
articulo 1 2 del mismo Cóiligo. Xotiíiqucsc y devuélvanse. 

Nicanor G. del Sitiar. 



/Vi* Tomás Amadeo y oiws contra h Prinhuiv- de Córdoba, 
sobre repetición de tuimis de- dinero. Jurisdicción oriyhta- 
r'm de Corte SttfirctnOí 

Sumario: ir Ivl fuero originario de la Corte Suprema procede 
pur razón ríe las jH-rstmas en l is causis civiles nacidas (le 
1-1 ¡[«dación -v contrato cuando tina provincia es deinan da- 
da por el pecino de otra ti ¡«>r un ciudadano extranjero, y 
por razón de la materia cuando en iguales condiciones sea 
demandada en virtud de actos que se dicen vioJatorios 
de nna garantía consagrada por la Constitución Xacional. 

I,.is tribunales nacionales Homo io¿. pág. 4jo>, 
carecen de competencia para conocer de la legalidad o üc- 
galidad del pago (le un impuesto y de los procedimiento 
olWrcados ,-,í reSiuecto por las autoridad^ o empleados 
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encargados de su cobro, desde que. correspondiendo a las 
provincias darse leyes y ordenanzas de impuestos locales, 
en tritio lo que juzguen conducente y necesario a su bienes- 
tar v prosperidad, sin niás limitaciones que las enumera- 
das en el art. 108 de la Cmistítudún Nacional, la jurisdic- 
ción de los tribunales nacionales es iricbmjtíélénté para jjM*- 
K ar de la valide/, de esas leyes y de los actos y proeedimicn- 
tus de !«is funcionarios encargados de -11 aplicación y cum- 
plimiento; a menos que una disposición constitucional ex- 
presamente autorice su reconocí miento, que se trate de 
una v« ilación de los preceptos del Código fundamental o 
de tas leyes del Congreso. < Kn c! caso, la ley de sellos du- 
la Provincia de Córdoba, número ¿no). 

í." 1\| articulo 3/ del Código Civil al c-tabtecer trtte 
las leves disponen para lo futuro, no tienen efecto retro- 
activo ni pueden alterar los derechos ya adquiridos, lia 
entendido* sin duda, referirse a las relaciones de derecho 
privado sobre las que el Honorable Congreso como una de 
las ramas del gobierno federal, puede legislar en uso de 
las facultades que le confiere el artículo 67. inciso 1 1 de 
la Constitución, sin comprender propiamente las leyes de 
orden administrativo que se den las provincias ejerciendo 
también facultades reconocidas en la propia Constitución 
1 Articulo 105 K y considerado como precepto coiislimcio- 
un\ el principio de la no rctroactividad de las leyes sólo 
rige en materia penal, jnir la prohibición de que las úfa 
posiciones nuevas empeoren las condiciones de los proce- 
sados. 



Caso: Lo explican las piezas siguiente-: 



DICTAMEN DEL SKÑOr PROCURADOR CENÜRAL 

Bueno* Air»», Noviembre S« de 1SB3 

Suprema Orte: 

Don Tomás Aína* Un y ptrOs, demandan ante V. K. a la 
provincia de Cardaba S w,r répeticíón d* dinero tirito bajo 
protesta en concepto del impuesto a f a transmisión gratuita de 
,,,cnes creiu[ " l* )r 'a lp í provincial de sellr.s núhterb }i*> del 

:m<i 1002, 

* 

Sostiene ifiie la Oficina de Recaudación respectiva !es exi- 
gió el pago dél impuesto aludido, cuando en su entender; co- 
respondía aplicarse para la liquidación del mismo el porCén- 
taje menor que establecía la escala contenida en la lev núme- 
ro 2S15 de! año anterior, que era la que éStába en sígenciá Iik 
firus intpositiyqs aludidos. 

Manifiestan, además, tpte motiva este litigio "el halterse 
tijuto a fe lev provineia! níim. 3120. „na interpretación que 110 
está de aciierdo con el espíritu ni eoti la letra de la misma". 

\ rojas S corre agredido el certificado de la protesta la- 
brad^ ajile la Dirección General dé kentaü de la Provincia en 
• •casiñi, det pago cuya repetkfón se demanda. 

Corrido tras]; ; . 1.», el representante de la provincia de Cór- 
doba se presenta y opotte como previa la excepción de ineoni- 
peteneta de esta C orte para emocer en la causa en grado ori- 
ginario y exclusivo. 

Sostiene que la demanda Éálo persigue el fin de allerar el 
régimen ¡ocal rabí» percepción de impuestos, función ésta que 
tmíeanu-iitr . nneierne a las provincias las que, de acuerdo con 
lo dispuesto en el art. 105 de !a Constitución Xacional. se dan 
mis propias ins!Ítucione> y se rigen por ellas. 

Agrega que la interpretación y aplicación de las leves ¡o- 
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cales corresponde a Lis provincias sin otra ingerencia, por par- 
le efe los poderes federales, qite atando dichas leyes son dicta- 
das con violación de la Constitución (te la Nación. 

Los actores, contestando esta excepción, han manifestado 
que, la jurisdicción originaria y exclusiva de V. K. es proce- 
dente p(jr cuanto la aplicación de una ley posterior pata la- 
percepción de un impuesto importa dar a dicha ley efecto 
retroactivo, fo míe está en pugna con lo dispuesto ¿»or ei Có- 
digo Civil, ley de orden federal y plantea con ello un caso 
judicial que sólo V, K. puede resolver. 

Considero nj nstada a derecho la doctrina sostenida \mr 
el representante de la Provincia de Córdoba. 

En los teñidnos del art. lo y 101 de la Constitución Xa- 
ciümk la Curte Suprema sólo puede conocer, con relación al 
caso "Mih judiar" originaría y cxcaisú amenté en las causas 
en míe es parte tina provincia y un vecino de otra. 

Pero no hasta esta sola circunstancia, es necesario, ade- 
más, que se trate tic una causa civil en 1a (pie los derechos 
en litigio dt'rivan de estipulación o contrato o que la materia 
de la cansa sea federal. 

La presente demanda. atento lo relacionado precedente- 
mente, no es una causa civil entre los actores y la provincia, 
ya que ¡OS derechos (pie ésta defiende no nacen de estipula- 
ciones' o contratos en su carácter de persona jurídica con los 
actores, sino como poder publico o administrativo que ejer- 
cita funciones de tal al crear impuesto y aplicarlos. 

En cuanto a la materia dé la controversia tampoco es fe- 
de ral. 

1.a interpretación y aplicación del Código Civil y de la 
lev lo„-;d Mihre impuestos no constituye una cuestión federal 
(Art. 15. ley 4#i. 

Se trata, como se ve. de una cansa regida por el derecho 
común en la cual V. E. sólo puede conocer, llegado el caso. 
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en grado de apelación según las reglas y excepciones que pres- 
criba el Congreso i Art, 101 de la Constitución y 14 de la lee 
nuni. 48 k La circunstancia de ser parle una provincia no es 
suficiente para retpierir la intervención de \". E, originaria - 
nirute si. como resulta de la causa, no es ésta de competencia 
de la justicia federal. 

La presente demanda no aparece fundada directa y ex- 
clusivamente en prescriiteíoncs constitucionales en forma que 
la cuestión federal sea predominante. I'or el contrario — pro- 
testa fie fs. 8. — ella se n|K>ya en dis|josieionc;> del Código 
Civil y en la interpretación de la propia lev de impuestos pro- 
vinciales. 

Ivn tal virtud, no siendo federal la materia de la contro- 
versia, no procede la intervención de la justicia nacional, ni 
la originaria fie V. E. : sin perjuidu de los recursos para ante 
esta Corte 'Ley sobre jurisdicción y competencia de los tri- 
bunales federales) creados ¡iara mantener el iingierio de la 
Constitución y de las leyes de la Nación, i|ue pueden hacer 
valer en la (orina y modo fjiie dicha ley los establece en su 
articulo 14. 

Gputo, ¡H t r tanto. <|uc la presente causa nn es de la eom- 
petericia fie esta Corte Suprema. 

Horada R. Larrcto. 



IM.LO Dt; CORTR SUl'REMA 

Bucnoi Aiie*. Wifio 14 de 1924 

Y Vistos: 

L«»s seguidos por el doctor Tomás Amadeo y otros con- 
tra f t Provincia de Góráóba, por nspiicióii de nna suma de 
dinero, de lo* que resulta: 

Que a fojas 1$ y cof) los dncumt-uto> acompañados, el 
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aétoí entabla demanda contra la provincia referida por repe- 
tkión de la suma de cien m¡! novecientos sesenta y ocho pesos, 
noventa centavos moneda nacional. que dice le han sitio co- 
brados indebidamente por concepto de impuesto a la transmi- 
sión gratuita de bienes, siendo dicho cobro indebido por razón 
«fe babersc dado a la ley provincial número ¿120. una inter- 
pretación que no está de acuerdo con el espíritu ni co:i la 
letra de la misma ; y que por otra parte no es dicUa ley sino 
la de sellos número 2815. vigente en 1921. la cpie debió apli- 
carse. 

Que una incidencia judicial sobre jurisdicción obstacu- 
lizó él pago del impuesto de acuerdo con la escala vigente en 
el año 1921. cstn es. por ta número 2815, alionándose en Di- 
ciembre íie M)22 de acuerdo con la ley numero $120, bajo re- 
serva del derecho a repetir lo pagado de más, pues 110 sólo 
A dá a esa ley en el caso un efecto retroactivo qne no tiene, 
üino que en lá hipótesis de que correspondiera su aplicación 
a! "sub jndke", las disposiciones legales pertinentes habrían 
sido mal interpretadas. Hn consecuencia y previa ampliación 
de la demanda por la suma de diez mil seiscientos noventa y 
seis pesos, cuarenta y ocho centavos máneda nacional, en re- # 
presentación de la sucesión de doña Juana Marcena ro de 
Amadeo, pide se condene a la provincia de Córdoba a la devo- 
lución de las sumas reclamadas, más sus intere^s y costas. 

<Jue conferido traslado de la demanda, el representante 
de la* provincia de Córdoba opone ta exce^-ión de incompe- 
tencia fie jurisdicción fundado en que la ley en cuya virtud 
se ha cobrado el impuesto de referencia, no ha sido impugna- 
da como contraría a ninguna garantía consagrada por la Cons- 
titución Nacional, ni la demanda <e funda en relaciones de 
derecho creadas por estipulación o contrato sino en cursi io- 
nes puramente administrativas en las que las autoridades 
competentes de la propicia se han limitado a tnterpreUn- y 
aplicar leyes locales de impuestos. 
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Qttc el articulo 101 de la Constitución Sígcioiíat] nlb com- 
prende los actos administramos ti jurisdiccionales (jue los 
gobiernos de provincia ejercen en la órbita de sus atril melo- 
nes, pnc- si asi mi fuera. Inbrian desaparecido las íafetílÉades 
inherentes a la autonótxiía fie las provincias, y tocia cuestión 
análoga de - rilen local estaría sometida a la jurisdicción íl- 
deral. 

Que los artículos too y iüi de la Constitución dcU-n in- 
terpretarse en el sentido de que las provincias no pueden m 
demandadas ante esta Corte Suprema por resoluciones pura- 
mente adjuinistivilivas de sus poderes públicos, cuando lns 
interesados pueden buscar la reparación del agraviu ante las 
propias autoridades locales. — salvo los casos en que si- pre- 
tenda que las soluciones aludida* vulneran una garantía corts- 
tiiucionah 

<Jue el derecho de crear impuestos y cobrarlo-; sin ta ift- 
tervención de los poderes federales, ba sido consignado por 
la Constitución y reconocido por la jurisprudencia, — de 
suelte que no habiéndose alegado que los impuestos cuva re- 
petición se per-igue, contraríen una disposición constitucional, 
"la provincia no pue<le ser juzgada por esta Corle Suprema. e<>- 
mo ppder público, y tampoco puedo serlo como persona jurí- 
dica |H*rque no* se la demanda en ese carácter. — por todo lo 
cual solicita que esta Corte se declare i neo místente! imponien- 
do la- eo>tas a la parle actora i f s. 44 L 

Quií i-(inte í l;.iido el traslado de la excepción opuesta i fo- 
jas 47 ). se alcg;i por e) demandante que 110 es indispensable 
cuestionar la ¡nconsiíiucionalidad «le la ley dr Impuesto de 
Córdoba para justificar la jurisdicción de esta Corte"; la ha 
considerado contraria a una lev nacional de ftmdo como es el 
Código Civil, y ello e* Instante, porque toda violación a la 
ley civil produce una violación constitucional. En el caso es- 
taría vulnerado el artículo 17 de la Constitución que garan- 
tí 7.1 la propiedad privada. 
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<Jue la jurisprudencia en que se ampara la provincia de 
Córdoba es inaplicable al caso, desde que. se solicita ta nulidad 
de una ley provincial por estar en pugna con el Código Civil 
en lo referente a la rctroactividad de las leyes y especialmen- 
te en la manera de fijar el momento en que se exterioriza la 
\ ra *mí sión gratula de bienes. 

Oue pagado el impuesto y "formulada la protesta corres- 
pondiente, la devolución de lo que se considera indebidamente 
pagado puede gestionarse ante esta Corte en las condiciones 
expresadas en la demanda, además de que, al correr traslado 
de la misma, este tribunal ha aceptado ya la jurisdicción, y 
un consecuencia solicita que sc_ desestime 1 la excepción^ con 
costas; 

Y Considerando: 

©ite esta Corte ha establecido al decidir en casos análo- 
gos al presente, y de acuerdo con lo que prescril>e el articulo 
too de la Constitución, que el conocimiento de todas las cau- 
ris que "Versen sobre puntos regidos por ella", corresponde 
a la justicia nacional, esto es, que por razón fie la maten* 
las contiendas de "carácter constitucional*" competen- a los 
tribunales de la Nación, sin perjuicio de la jurisdicción qtie 
vjercen i>or razón de las personas en las "causas civiles deri- 
vadas de estipulación o contrato". 

Qw dentro de esta doctrina consagrada desde el fallo 
del tomo 2, pág. 34 y reiterada en decisiones posteriores 1 Ka- 
11.* tomo pág. 37$ j entre otros los citado- en el torno 134. 
pág. 401 1. se ha fijado claramente el concepto de que el fuero 
originario de esta Corte procede por razón ,le las |>ersona* en 
tas causas civiles nacidas de estipulación o contrato cnanefe 
una provincia es demandada por el vecino de otra o po* un 
ciudadano extranjero, y por razón de la materia cuando en ¡pia- 
les condiciones sea demandada en virtud fie acto* que se dicen 
violatorios de una garantía consagrada la Constitución 
Nacional. 



4J KA L LOS Mi l.\ CORTK SUI'R KM A 

Ouc en el caso <le autos ambas partea coinciden en que fió 
es esta una causa civil a tos fines de la com|)etcneia |XH razón 
ile las jtersonas: y sí bien se pretende ¡xjr el actor que el fue- 
ro originario procede por razón de la materia, se observa des- 
de hiegu que ninguna disposición constitucional Cdhsíltuyé la 
base del- derecho a la rc|)etición qué se ges^ona. pues corno 
queda, en efecto, preceden ten wtite relacionado, la demanda se 
funda en que la ley de que se trata ha sido indebidamente apli 
cada at caso, por cuanto el acto que exterioriza la transmisión 
gratuita de bienes tlebe ser anterior a la declaratoria de here- 
deros, y que la aplicación del impuesto, en las condiciones en 
que ha tenidti lugar, es contrario al articulo 3." del Códig 1 
Civil y está en pugna "con la Tetra y el espíritu del articulo 
de la misma ley 31 jo" l fojas 20 vuelta in fine). 

(¿ue tales antecedentes evidencian que no hay en el caso 
cuestión alguna de earáter constitucional a los efectos del 
fuero (Hir razón de la materia. La justicia nacional carece ;>or 
lo unto <le competencia pata conocer de los hechos .> que esta 
acción se refiere o sea de la legalidad o ilegalidad del pago de! 
¡nTpnéÉttb que se ha exigido y de los procedimientos observa- 
dos al respecto |>or las autoridades o empleados encargados 
de su cobro, desde que. correspondiendo a las provincias dar- 
se leyes y ordenanzas ele impuesto bicales, en todo lo que juz- 
guen conducente y necesario a su bienestar y prosperidad, sin 
más limitaciones que las enumeradas en el artículo 108 de la 
O institución de la Nación, la jurisdicción de Eos tribunales na- 
cionales es incompetente para juzgar de la validez de esa:* 
leyes y de los actos y procedimientos de tos funcionarios en- 
cargados de su aplicación y cumplimiento, a menos que una 
disposición constítucinoal expresamente autorice su reconoci- 
miento, que >e trate de una violación de los preceptos del Có- 
digo fundamental o de las leyes del Congreso, (p que no re- 
sulta en el "snb jüdícé" i Fallos ionu> to*. pág, 4$, i. 

Qüt en «tanto a la invocación del articulo 17 de la Cons- 
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titu/ión, lioclia al contenta i el traslado He ta excepción «pues- 
ta, un modifica las conclusiones precedentes, porque aquella 
garantía no rige directa e i n mediatamente la cuestión delrati- 
da. limitada como queda dicho a determinar si la ley $\20 ha 
sid<» debidamente interpretada y aplicada, y si su aplicación 
es conciliable C0« las di^msieiones del derecho sobre ír retro- 
actividad. 

Que resjiecto de este último punto, la jurisprudencia ha 
consagrado con reiteración decisiones precisas en el sentido* 
de que el artículo 3." del Código Civil al establecer qüc las 
leyes disponen |>ara lo futuro, no tienen efecto retroactivo 
ni pueden alterar los derechos ya adquiridos, ha entendido, 
sin duda, referirse a las relaciones de derecho privado sobre 
las que el Honorable Congreso, como tina de las ramas del 
gobierno federal, puede legislar en uso de las facultades que 
le confk-re el articulo 67. inciso 11 de la Constitución, sin 
con: prender propiamente las leyes' de orden administrativo 
qtie se den las provincia s ejerciendo también facultades reco- 
nocidas en la propia Constitución ( Articulo 105) ; y conside- 
rado como precepto constitucional, el principio de la no re- 
troactivitlad de las leyes sólo rige en materia penal, por ta pro- 
hibición de que las disposiciones nuevas empeoren las condi- 
ciones de los procesados. ("Fallos tomo tí?, página 48 y ju- 
risprudencia allí citada). 

Que por lo demás, la circunstancia de conferir traslada 
de la demanda, no importa decidir con carácter definitivo so- 
bre la competencia admitida sólo en cuanto hubiere lugar por 
derecho (Fallos tomo 7 citado, página 373. considerando 10. 
página 388). 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo expues- 
to por el Señor Procurador General, se declara que la presen- 
te causa no corresponde a la jurisdicción originaria de esta 
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Corte, sin especial condenación en costes, atenta la naturaleza 
de la cuestión resuelta. 

É 

.Nulifique*.» y repuesto el jjftpel archívese. 

A. IÍRRMEJO, — XICANOR G. DEL 

Sola». — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón* Méndez. 
— RotlfiRTO Repetto. 



H&m. Bcnjatttín, criminal emitía, por homicidio. Recurso de 

revisión 

.Sumario; i." El recurso de revisión autorizado por el articu- 
lo 551. ¡miso 4." de! Código ,| e Procedimientos en !o Cri- 
minal, no ¡ir porta volver a juzgar de nuevo el delito y i 
juzgado, sino tan -ólo determinar )a jx-na cftte correspon- 
de imponer al reo con arreglo a lo dispuesto cu tos ar- 
tículos 2 y 305 del nuevo Código Penal. 

2." La |>eiia establecida i»or el a nimio 70 del Código 
Penal vigente, es más lienigna «pie la establecida por el 
articulo 17. capitulo !.", inciso |> de la ley 4189 para e! 
delito de homicidio y aplicada en su término medio, en 
el caso; al autor de mi homicidio 'terpcirado sin circuns- 
tancia atenuante alguna, ni la agravante de alevosía; por 
Id (¡ue corresponde hacer lugar a la revisión y sustituir 
la de presidio ¡mr la de reclusión por el término de diez 
y seis años y seis meses, cotí los efectos légate- determi- 
nado.- en el articulo 12 de dicho Código. 

Caso; Lo explican ¡as piezas siguiente:*: 
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DICTAMEN UKL SEÑoR PROCURADOR GENERAR 

* 

Suprema Corte: 

Benjamín Mnra, condenado |mr V, E. a sufrir la t*n*dé 
diez y siete anos y medio cíe presidio |«>r el delito de limnici- 
dío simple, solicita revisión de su proceso, cbií arread a lo 
dispuesto en él artículo 2." del fjueylO Código Tena!. 

Cfm sujeción a las disposiciones contenida en los ar- 
tíittios 551 ) SÍ3 rteI Código de Procedí miento^ en le Crimi- 
nal, correspondí a V. E. conocer en el recurso de revisión de- 
ducido. 

Y. íí.. por sentencia de ís. 544 <I<? 1"* « l,t,,s P^CiP^es, 
condenó al penado recurrente lícnjamín Mora a sufrir diez 
y siete años y seis mc^es de presidio como autor único resjion- 
sable del homicidio perorado en la persona de Ucranio Car- 
bajál Palacios, comprendido en el artículo 17. capitulo i.*\ 
inciso t," de la ley número 4' 89. sin circunstancias agravan- 
les ni atenuantes. 

Habiendo, (mes, V. K. considerado en el tallo (pie se trata 
trata de un homicidio simple, conceptúo cpie el caso encuadra en 
la dÍ S1 K)sición del artículo 79 del Código Penal en vigor, san. 
cionado por ley núm. 11.179. qwc reprime al que diere muerte 
j, otro — siempre qué no se establezca otra pena — con reclu- 
sión o prisión por ncho a veinticinco años. 

Indudablemente esta disposición legal es, no súlo por la 
natu raleza de las |»enas que im[mne — reclusión o prisión — 
,¡110 también |jor la elasticidad de las mismas, visiblemente 
más lKMiigna que la contenida en el articulo 17. inc. l.", capí- 
tulo 1." de la ley número 41*1. aplicada al reo en el fallo de 
V, K. de fs. 544 v, derogada por man dato expreso del art. 305 
del Código Penal citado. 
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Como dada* las consideraciones cp? informa el fallo con- 
denatorio de f*. 544, citacto, se ha impuesto a Benjamín Mora 
el término medio de la penalidad señalada por el precitada 
articulo 17. Cap, inc. 1 ." de la ley 41H.,. entiendo que. en 
el préseme caso, debe igualmente, aplicarse el término medir» 
tle la pena1ida<l establecida por el artículo 79 del mismo Có- 
•ligo, ya que no dcljen variar los fundamentos que sustentan 
el recordado filio de \PE. de fojas 544, toda vez que Ta revi- 
-i.<n deducida por el penado recurrente tío ini|n»rta volverle a 
iuzgar ,| e nuevo sino a determinar la i»ena .pie eorre<j>onde 
ilíjRpner por h nueva legislación en cuanto ésta le sea mas 
favorable pnrotie, con arreglo al artículo 2." ele la ley núme- 
ro 11.170. los efectos de la nueva ley se operarán de pleno 
derecho, 

I\n mérito de l.> expuesto, soy de opinión .pie procede 
disminuir la pena impuesta de diez y siete años y seis mests 
de presidio y encuadrarla dentro de fos limites del indicado 
artKiifo 70. f.\ri. 2." de la ley mim. tt. m y 554, # apartad., 
del Código de Pn»cedimientos en lo Criminal 

Por tanto y, en ausencia de circunstancias agravantes v 
atenuantes, eslimo que el recurso de revisión deducido es pre- 
cedente y -pie es justo se sirva V. E. imponer al reo el termino 
iuedio de la pena li< \,v\ señalada por el premencionado articulo 
mim. 71Í, o sean, diez y seis años y seis meses de reclusiém, 
en substitución de la fpie actualmente sufrí, accesorias legales 
y costas, con más la obligación de reparar el daño v uerjui- 
dm clisados (Art. 79) ; y, ordenar, en consecuencia.' se prae- 
ntpre un nuevo compute) con areglo a lo estatuido |>or los ar- 
tículos _>.". ,v y ¿4 del Código Penal y <« n del Código .le Pro- 
cedimiento* en lo Criminal. cuyo efecto, bajarán ¡oi atítOS 
al juzgado de primera instancia. 

Horacio 7?. Larrctu. 
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FALLO 1>K LA CQáitL SLI'KKSIA 

Buen» Alfrt. M*™ * : m mi 

Matos Para eonocer del recurso «le rasión de la sett : 
lc ncia de esta €orte diente ■ M* 544 de "<* W 
p¡tó derfudíte por Benjamín kufin» Mora, condenado a ««- 
frir la pélÉ de- -Hez y siete años y «i, mese- de f >re,dw> como 
autor «3 *#» * perpetrado en la per#ma de 

(Gerardo Carbajal islarios. 

Y Considerando : 

fcu* el recur*. de revisión contra las semencia, ¿«sallas 
en autoridad de cesa jileada, aunque hayan «fe pronunm- 
; t la Corte Suprema de Justicia de ¡a Nvto, prj«£ 
entre otros casos, otando una ley ^ «aya * • 
mlc r „ ,< «unible el acto que antes a, zutttdettfe Ut 
5 Lya d.sntinuído ta penátidkd, artículo &f. indSO t- del 
Código de J'roccdi miento- en lo Criminal. 

Que en el caso a que los presente- autos se reiteren que- 
dó ¿iUHft la respon^Hdad del recurrente como a,itpr 
del expresado delito declarándose "que no concnrnendo u-- 
cun^cia alguna atenúan, del delito. ni 
tampoco considerar el acto cometida como .ate* o*-, t» atin 
,¡ón a la reforma introducida por la ley 41** a «P» * f 
articulo S 4 de, <*B*. ,-edia a,,ior a. reo 

„„ medio de la pena establecida por el mm ■ ■ 

ÍUCisO de la !ey mencionada número 4^ . la q« M fri 
aplicada. 

Une el nuevo Código l'ena, reprime el mismo delito en el 

articulo n ¡» 1*"* (le rcd,,si " n " ^ " l T"£! 

d, ocbo a veinticinco años y no pudíendp vanarse en el caso 
lo, fundamentos que atenta el fallo de cta Corte ya Cttado, 
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^ ^ Ue d (le revisión deduddo n., huerta voKvr 

a J»^.r de nuevo el delito va juzgado, sino tan sólo determi- 
na la pena que corresponde ini|mncr al reo con arreglo a lo 
«honesto en el articulo 2 y 305 del misino ¿Ód%ü, sólo pr0. 
"•de susiitmr el término medio de la pena de presidir, ¡mpucs- 
la ni reo por la .le diez y sei* años v seis meses de reclusión 
establecida i*.r el diado artículo 7., que es también más be- 
mífiia, con o se ha declarado en reiterado, casos análogos v 
Be observa jjor el señor Procurador Cern-ral. 

I'or ello haciéndose lugar a la revisión solicitada por el 
pénalo y cmforme cbn lo dispuesto en las disposiciones del 
P«l»ál citad., se sustituye la de pre-idio por la de re- 
cfosibfl |H,r eí térmim, de diez y seis años y seis meses qué 
deberán cumplirse con los efectos legales determinados en el 
artículo 12 del mi-mo Código y las costas del juicio. X.nifí- 
rjtiese y lie vuélvanse. 

A. lÍJ-RMfiJO. — Nicanor G. nía 
Solar. — J. Figukroa .-U- 

C0RTA. — RaMÓX MÉXUEZ. 



límt Damitiffo tffftitm éft ei juina jé^ífófc, /r-Weiifr «vmw,-/ 
Úón Bmiffiia iiirk. robre ¡it<<>níttiiiuÍoiialÍiiwt é un de- 
creta du-unh, r „r Poder I-jcattko. ¡Ocurso ,/e hecho. 

$WM*i<>: Ka procede el recurso extraordinario del articu- 
la 14, ley 4* comra un decreto dictado por el IV-dcr ¿je- 
ruiiu». 

Kl expresado decreto tur .hitado | H . r el P.ider Kjecutic. 
contó complemento de la semencia pronunciada por el Supre- 
mo Consej,, de Cuerra } Marina, en h causa incoada al te- 
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niente coronel, don Hcnigno l\ Kiriz y <lon Dopnfo Aguirre, 
con fecha 1 de octubre de 1922, con motivo de la incidencia 
M.l.re incnmtitncionalÉad planteada al dictarse el decreto de 
t¿ de I-nero de 1923. «* el r ° der ^WSfeffl ™ h ' ZÜ 

iñgar a la ineonstitucionalidad alegada, ni al recurso extraordi- 
nario que >e interpuso para ante la Corte Suprema, por di- 
cha denegación. 



FALIjO DE LA CORTE SUPREMA 

Biih« Aire», Mirz» 21 Je IK4 

Autos y Vistos : 

No tratándose en el caso que se refiere la presente 
queja, de sentencia judicial, sino de una resolución adminis- 
trativa del Poder Kjecutivo de la Nación, la (pie no es revi- 
Siljte en el recurso autorizado jwr el artículo 14 de la ley 
número 48. con arreglo a lo reiteradamente resuelto. ( Fallos 
tomo 119. pág. 364; tomo 128. pág. 314 y tomo r 3 6 pág. i/4- 
entre otrosí, se declara ituporeedente dicha queja. Notifíqiic- 
sc y archive-e. 

A« Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Ficuéroa Al- 
corta, — Ramos Méndez. 
— Roiierto Répetto. 
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Q0n Manque Alia, por ta Prwfafo de Bueno* Aires, contra 
doña Ana Lastra de Aclwtú. par reivindicación, sobre 
citación de evicción. 

Sumario: citación de cocción del* reputarse, no como ex- 
cepción dilatoria, sino como un incidente del Juicio, sus- 
pensivo del procedimiento principal. 

Caso: Lo exótica el siguiente: 



FA Li.0 DE LA CORTE SUPREMA 

Bmchm Aim, Marta íl 4* 1KM 



Kl incidente de revocatoria deducido a fojas 33 contra 
b. providencia de fojas i«. que ordenó se citara dc'evieeión 
al señor Jacinto Peralta Ramos, y lo expuesto a fojas ,u 

Y Considerando: 

Que el representante de la parte demandada lia indicad., 
al antecesor inmediato de sus derechos, señor Eduardo Hanh 
> las circunstancias que no le permitían citarlo de eviccióu. 
haciéndolo respecto al anterior de] misino, señor Peralta lia- 
mos t foja-; 17). 

Qüe ta exigencia de los requisitos de que trata el artículo 
11 de la lev 50, que se cita, se refiere al escrito de contestación 
a la demanda y como se lia hecho constar por esta Corte, la 
citación de eviectón debe reputarse, no mino excepción dila- 
toria sino como'tm incidente del juicio suspensivo de] proce- 
dimieiito en lo principal. , . Fallo- tomo 47, página 396. consi- 
• Sera ti do 2.°). 
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Por ello ifó se hace lugar, con costas, a la revocatoria so- 
Ucitada. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 



Providencia oe mjm 18 

Bntno* Alf«, Ftfcmo 1." ót m* 

Por presentado y parte en el carácter que invoca a mérito 
.leí ooder adjunto y |*^r constituido su domicilio legal, debien- 
flo nacérsete Saber" los días designados para notificaciones en 
terciaria. 

IX- acuerdo a lo solicitado y teniéndose presente lo ex- 
VMéXO, cítese de evicción al señor Jacinto Peralta Ramos, en 
él domicilio denunciado y bajo la responsabilidad del denun- 
ciante. „ „ J I O I 

Gótisále* del Solar. 



Htmeo Hipotecario NacioiH solicita la adjudicación de un in- 
mueble tjravado a cargo de los señores Ricarda Gil y A/i- 
ffnel CarrU/a. 

Sumario : i." Procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
lev 48. contra una resolución de una Cámara Federal de 
Ablación, contraria a la validez .leí derecho fundado por 
el recurrente en la ley orgánica del Banco Hipotecario 
Xaeional. número 8172. resolución que, apartándose de 
la* consideraciones que sirvieron de base al fallo de pri- 
mera instancia, (la dis|»osición del articulo 2." de la ley 
27 ), se apova en las que hace derivar de la interpreta- 
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citlfl y aplicación de diu-rsis disposiciones atribuidas a la 
referida ley orgánica del Itanco. 

-í." Atento el carácter de retroactividad que el articula 
-V de la ley 10.07Í» asigna a sus dis|>osicioncs, esta ley es 
aplicable al caso de autos, aunque éste se haya iniciad* - 
con anterioridad a la reforma de la ley en conse- 

cuencia, fie acuerdo con ta» di-¡xjsieioneí! explícitas de di- 
cha ley reformatoria (artículo 6i) t ja adjudicación del 
inmueble a favor del Hamo no produce la extinción de 
la hipoteca. 

Caso: [.o explican las piezas siguientes: 



A L*T( i pEt SlvÑotí JIL'Z I KOKHAL 

San Luis, Marzo D di tV2l. 

Visto I" pedido en el escrito de fojas 28 y Considerando: 

Que el pronunciamiento que se solicita es improcedente, 
(jorque de acuerdo con lo dispuesta en el articulo j." de la ley 
niiTii. 27. el juzgado no puede hacer declaraciones sohre in- 
terpretación de disposiciones legales si no son motivados por 
casos eunienc¡<w,s y segundo, jorque esc pedido como aclara- 
ción del auto de fs, iy sería cxieinjx.ráncu. desde que se ha 
formulado después de consentir ese auto. 

ÍW tanto; 11.. lia lugar a la declaración que se solicita a 
fojas j8. 

S. Correrás. 
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SEN-TKXCIA DK M CÁMARA FEDERAL DI* APELACIÓN 

Biienoi AU«. Junto » 

Y Vistos: 

Estos autos Sitiaos por el BatlCO Hipotecario Nacional 
pMtcndb adjudicación de un inmueble gruido á cargo de lo^ 
ceñares Ricardo Gil y -Miguel Oarriga y 

Considerando: 

i •• Que de acuerdo con el art. Tío de la ¡e>' Si 72. c ' j» w 
decretó la adjudicación de la propiedad hipotecada a favor 
m Banco Hipotecario Nacional, en feclia 23 de ]üHo de Kj.iv 
2- Que en ir de febrero de 1920 é Banco adjudicatario 
solicita que el inferior declare la subsistencia de la hipoteca 
¿£ constituida a su favor gravaba ta finca hipotecada a los 
efectos, dice, del art. 61 de la citada ley. 

t« Que esta última disposición al establecer que el deu- 
dor o su" berederos podian recuperar las propiedades adjudi- 
cadas a! líanco Hipotecario Nacional durante el término de un 
año de la fecha de la escritura de adjudicación, dice expresa- 
M que ello tendrá lugar alionándosele al Banco integra- 
mente v al contado todo cuanto se le deba por concepto de 
"capital, servicios, gastos e intereses", lo que demuestra que 
„i ; ¡ún en tal caso, la hipoteca no debe revivir ya que el deu- 
dor desposeído por la adjudicación sólo l>uede recuperar la 
propiedad abonando la totalidad de la deuda que Lema garan- 
tizada con hipoteca. 

.« Oue el art. 62 de ¡a misma ioy preceptúa " (| ue las pro- 
piedades^ reentradas de acuerdo con el articulo antenor 
pasará.,, vencido el año. al dominio exch.sm, del Banco, el 
M resolverá su enajenación cuando lo crea conventente , > 
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•ZrllT^T'- IT"* '? m término, 

lom w exdusuo del punto de vista jurídi^ indica efe 
-eme que el dominio de] Banco ^revocable- «urente fe£ 
en , W.cm del deudor y sus heredero. W ¡m ^J 'e 
•» definitivo con postenoridad a dicho tc-riiiino. 

5 " Une según el antiguo principio jurídico establecido va 

má^fi M CS ca8Hm ittciderit " •* 
Mhíwí y legísimo en el art ^ del Código Civil I, Hi- 
poteca se e.vtmgtie por confusión de las calidades de propieta- 
rio y acreedor hipotecario cuando la calidad del primem es 
irrevocable: y siendo revocable sólo durante un año el tlomiríio 
tlej Sanco, ,kto a condición de pagársele integramente el ca- 
ntal, intereses, etc.. es evidcnie que la Hipoteca no puede re- 
vivir, ni aun \m T esa cansa. 

6¿ Que por otra parte, la razón de conveniencia uue se 
alega en él corito de fs. 28 para mantener durante el año a 
<íue se refiere el art. 61, ¡a hipoteca a Fin <le conseguir - se- 
gun se dice — la venta pública o privada en ese plazo, »m„ 
dtendo transferir Ja hipoteca al comprador", es también Inad- 
misible si -e considera que por expresa disposición de la mi*- 
ma lev (art. 62, tercer apartado) "todas esas ventas se reali- 
zan en dinero efectivo y a p ¡ m qi1e nn ¿¿^ ^ 
' nos con el mterés que fija el Directorio", es decir, bajo un 
rumien olletamente distinto al ( ¡e las bisecas «fe ori- 
nan amenté realiza el I Sanco, 

Por estas consideración^ se confirma el amo de fs. ¿8 
mella. („ le ,,o l 1aC e Jugar al petitorio de fs. _>«. B A r v . a ' r 
dmhmena. - Marcelino lucahtfa. - 7\ . y r ; UJf , _ / /» / ltlhI 
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liICTAMF.S DKU l'KOCVKADOR V.KXl-KAI, 

Bu«noi Alrrt, Novi»bie 15 dt 1921 

Suprema Corte : 

Kl Banco HiRCÍtecárío Nacional, después tle haber obteni- 
do dél Juez Federal, de San Luis, que se le adjudique en pm- 
nk-dad dos fracciones de campo hipotécalas a su favor por d-n 
Ricardo Gil v D. Miguel Garriga, solicitó al mismo juez que 
¿Wim Mibaistente la hipoteca constituida a los efectos riel 
ar t. 6l tle la lev 8172 modificada por ía 10.676. es decir, a .n 
de mé¡* de nuevo dentro del año la propiedad, transciendo 
la hipoteca al comprador. 

Kl Juez. Federal desestimó esta petición, por no mediar * 
el caso contencioso requerido por el nrt. 2 (le ta ley 27. reso- 
rción confirmada por la Cámara Federal de Apelacue, dr .a 
Capital, en mérito de estimar que el Balicé caree de Ir. face- 
tad pretendida. 

!>c esta resolución se ha interpuesto y concedido para 
ante V. R. él recurso extraordinario a que se refiere el ar- 
tículo 14 de la ley 4» y 6 de la ley 4»S5- 
Me parece improcedente el recurso. 
La resolución arlada no es sentencia definitiva, como lo 
requiere la lev para que sea recurrible, fuera de que enm 
acertadamente lo observó el Juez de sección, no decide caso 
contencioso alguno. 

La justicia federal nunca procede de oficio, dice el ar- 
ticulo 2 de la lev 27. y sólo ejerce jurisdicción en los casos 
contenciosos en que es requerida a instancia de partes. 

En este caso, no figura más parte que el Naneo Hipote- 
cario Nacional, sin que se haya .lado intervención a los deu- 
dores hipotecarios Gil y Garriga. «i baya motivo alguno para 
¿updftér ¿É es su voluntad sobre la pretensión del Lamo. 
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U justicia federal no puede, pues ejercer jurisdicción para 
decidir contienda que no se ha producid». 

Kn consecuencia, creo que V. K. carece de jurisdicción 
en este caso, 

/".té Xicolás MatkiKtu 



FAI.1.0 DE LA CORTE SUPREMA 

ButMt Aifti, Marzo 34 4t 1SS4 

Vistos y Considerando: . 

Qtté requerida jHir representante del Kanco Ht|>otcearÍo 
' Nacional la declaración judicial de subsistencia de la hipeen 
a los efecto* que prevé el artículo <n de J a lev orgánica ríe 
dicho Kanco. el Juez de sección de San Uns, „o Hizo lugar a 
taf requinmieiíto jaorque con arreglo á lo que dispone el ar- 
tículo 2." de la ley número 27. no le es |>ermitido "hacer de- 
claraciones sobre interpretación de las disposiciones legales si 
no son motivadas por caso* contenciosos"; v, ademas, porque 
el pedido es de aclaración del auto que hizo lugar a la ad- 
judicación, díchó Dedídd seria extemporáneo |M>r estar Cpnscn- 
iido aquel auto. 

Que elevada la causa en ablación ante la Cámara Fede- 
ral de la Capital, al confirmar ésta la decisión de referencia, 
se aparta de las consideraciones que sirven de base a diclm 
falto de primera instancia, para fundarse en las que deriva 
de la interpretación y aplicación de diversas disecciones atri- 
buidas a !a ley orgánica número 817*. 

tjnv jmiWrtandp ese pronunciamiento una decisión con- 
traria a la yaüdez del derecho fundado por el recurrente en 
la ley especial del Congreso que la Cámara Federal interpreta 
y aplica en el ca>o. el recurso extraordinario interpuesto v 
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concedido es procedente, y oído, el señor Procurador Gene- 
ral, así se declara. 

Oue examinados lo.* fundamentos de la .cnu-neia recurri- 
,h se observa desde luego la imprudencia de su aphcaci.m 
pot "cuanto a la fecha del fallo aludido, las disposiciones en el 
litadas como preceptos de la ley 8.72. habían s.do subsftu.- 
& por las que establece la ley uftfó que rigen el caso <1. 
amos aunque este se haya iniciad., con anterioridad a la refor- 
ma atento el carácter de «troactividad que asigna a sus ckter- 
mitis.eiones el articulo 2 de la citada ley. 

Ouc ello establecido, es Inoficiosa toda consideración 
acerca de la inteligencia atribuida por el fallo de referencia a 
los artículos Go. 61 V 62 de la ley numero »x 7 2, corrcs,>nndien- 
do decidir sobre el alcance y aplicación al caso de e-os mwmr* 
artículos en los términos en que los consagra la sanción de la 
lev nínrx-ro 10.676. 

Que según dicciones explícitas, esta ley reformatoria, 
como quéílá dicho de la anterior, no es dudoso que la adpuh- 
ración de! inmueble a favor del Banco no produce la extin- 
ción de la hipoteca, toda ve, «lie se autoriza »¡/^™ 
a transferirla al comprador, a cuyo efecto es uuhspens.ble m 

L-:1a subsista. 

Que esta interpretación, corrcs,>u,ide a: testo expreso dei 
artHtid 6J de la citada ley vigente, está c< rrohorada por 
hatc'cedentes de la reforma en éste pinito (Durio de sesione: 
de la Cámara de Diputados de la Nación año ioJ<>. tomo + 
xáeinn 2V v siguientes) ; y si bien aparece como que je apar- 
la de conclusiones doctrinarias y aíin de determinados precep- 
ios de nuestra legislación sustantiva (articulo ji.jB Código 
Civil i ello no implica óbice alguno para que la reforma f-e 
cumpla en los términos y condiciones establecidas por. e H"- 
arable Congreso en ejercicio de primordiales íacnltade- * 
orden constitucional. 
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Por estos fundamentos se rev.>ca la sentencia arlada y 
se declara que Ja hqíotera respetiva queda subsistente en el 
casi, a los efectos que determina e] articulo 61 de la ley Í067& 
Notifiquen y devuélvanse. 

* 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Sola», — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 



¡fon Mtrnucl A, 1-stctYs y AU lra lUtcvcs de Salatvrria. contra 
ti Cobkrtu, iVacioml, sobre kicción ncí/atorta 

* 

Sm mirto: t." IWrdc la acción nega loria a que se refiere el 
articule* 2800 del Código Civil en un caso en que ella se 
ha .entablado ron él fin de obtener la declaración de que 
e! bien de los actores no se encuentra sujeto a tina carga 
real corno es la que impone a las propiedades rilwreñas el 
ariieulo núni. 26$ del Código Civil, en que c| ('...bienio 
Nacional se apoyó para ordenar que los demandantes de- 
jen libre de toda ocupación una zona de treinta y cinco 
metros sobre la ritiera del Sttd del Riachuelo; acción que 
procede ni el ^aso. aún cuando d Gobierno 110 haya te- 
nido en vista la adquisición de una servidumbre o dé otro 
derecho real sobre el inmueble de referencia, dado que su 
intención, claramente expresada en bis decretos qu« die- 
ron orijgpn a la lilis, fué la de imponer al dominio de los 
actores una limitación que les impide ejercer ese derecho 
"" la amp}ítiid característica de las situaciones normaba 
de la propiedad. *¡n que llegue hasta privarlas de la pr> 
-esión, desde (|in- la obligación impuesta a los ribereños 
por el art. ntuiL jTyr, del Código Civil, consiste únicamen- 
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te en una especie de servidumbre, en una simple carga a 
la propiedad, y atento la amplitud de los términos emplea- 
das |«>r é! legislador al definir la acción de que se trata, 
que n<» es conciliable con una interpretación que limite su 
aplicación a los casos mencionado» en su definición, 

2." Aún ctianiln fuera errónea la calificación hecha p*»r 
tes demandantes de la acción promovida, elío no conduci- 
ría necesariamente al rechazo dé la demanda, porque no 
hay en nuestro sistema procesal fórmulas rigurosa* par;; 
hacer valer lóS derechos ante la justicia y porque, no pue- 
de dejar de existir un remedio legal para impedir que ti 
dominio de un inmueble cuahpiiera. rilieretio o no. quede 
sometido a una restricción ilegitima. 

.V La decisión pronunciada por la Corle Suprema en 
el interdicto posesorio seguido entre las mismas parteJ 
que intervienen en la lilis (Ver tomo 128. pág. 296), no 
puede considerarse un obstáculo legal para la promoción 
de la acción negatoria. aún cuando ambas acciones Sé 
apoyen en los mismo* antecedentes, pues indcixmd ¡ente- 
mente de que la ley común autoriza cu furnia expresa a 
intentar el petitorio después de haberle hecho uso de las 
acciones posesorias ( Código Civil, articulo 24X2), proce- 
de tener en cuenta, ai lemas, que en el considerando 18 de 
aquella sentencia, sé hace constar "cpie si bien es cierto 
que los actores afirman haln-r 1 le jado hace años la calle 
pública a que estaban «Migados, ta', defensa como la mis- 
uta parte adora lo reconoce, no puede ser mo|m> «le exa- 
men en el interdicto, sino en el petitorio en cuya oiK.rüi- 
nidad sería e! caso de considerarla. . ." 

4." Por amplias que sean las facultades jurisdiccionales 
del Ool.ierno Nacional sobre los rios navegables y sobre 
los puertos, no llegan, sin embargo, hasta poder privar 
jos particulares de su propiedad ni imponerles re-tric- 
eiones o cargas no autorizadas |«ir la ley p mas extensas 



que la* legalmente establecidas sin la justa ¡néenrnimm 
<|iu- exige el artíctilo 17 .[o la Ojn.titiiciófc 

5" Ráfciéíidó el propietario rilnrcño entregado |«,r 
completo al dominio (JÚ|»Ueb la faja (k- 40 varas de terre- 
no de-tinada a calle pública, yendo más allá ríe : ;I obli- 
gación impuesta por él articulo citado v .|itednd<. 
convertida esa faja en una de las (anta., calles de | a plan- 
ta urbana .Id pueblo eon Sil respectiva acera, pavimento 
y numeración, ¡a propiedad de los demandantes dejó de 
ser Ifberena, para lindar c,m la calle publica de rik-ra. 
y en tales tundiciones no t ., inmueble el oue ha lu- 
dido aumentar por aluvión, ni. por lo tanto, disminuir a 
consecuencia efe la erosión o dejaste pradiidtfo por las 
comentes del rH sino la caMc pública riljerrña : corres- 
pondiendo a las autoridaiíes competentes las del numin- 
I"". provincia o Nación, h obligación f!e C1l ¡ (h)r ,¡ ( . i{W 
-e conservad en toda su amplitud originaria de cuaima 
varas, efe* ruando las obras necesarias para desviar (as 
corrientes. Por lo uiie. si MlÁ hicieron en tal sentido v 
M por raaón de las obras de ensanche o de cana!Í3uci>í¿ 
de :as immdaeione- extraordinarias o bi acción gradual de 
la* corrientes, i a faja de ribera convertida en calle nii- 
blica del pueblo sc lia retó reduciendo hasta el extremo de 
tlesapareccr casi totalmente, rio hay derecho de reempla- 
zarla a costa de las propiedades adyacentes sin previa 
mdernniáación íártícúlo ¿575.. Kn consecuencia, los o>. 
cretOS impugnado, en e | presente juicio petitorio, conmi- 
nan a bu rumíente lo dispuesto ¡x-r el artículo íf_ de la 
Constitución, por ¡ni 1 muer a la pn piedad de lo. actores 
11 na restricción ilegitima. 

Caso: Lo explican las piezas siguiente-; 
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SF.NTES'CIA I'Kí. tóSO* JtH» FEOERAI. 

U PMI*. Diciembre 50 de IWi 

Y Vistos: 

Éste juicio seguido por don tfottuti A. íístevci y lona 
Al ha Éstettá de Sslábcrría contra el iSotóemo Nacional, -o- 
bre ;.c< ion riegatoriá. 

[<<■- cilta : 

I-rimen, ; íjtic co 25 de Q&uhre (te í9«9 «' presentó «ton 
[uan Arraidon con poder de los acores, fundando la acción 
en lo* siguientes hechos y consideraciones : 

Son propietario» amiello* d<: un inmueble- compuesto 
ríe rtos fracciones lindantes por el Norte con ta ribera Snd del 
Nía: huelo íhoy calle Cario* PéfyS&ml OI »na exun-ión de 
noventa y cinco metros con «-inte cenpniciro- : al Oe-te con 
la Avenida Ocnerai Mitre en una extensión de treinta y riele 
metros atenta y cinco centímetro- : al Este con la calle Gene- 
ral LavaKe en una externan de Sesenta y tres metros cinco 
rentímetro, v al Sud. en parte con tos mismos actores, con 
don Kvi-U. Ci.mnndi y ron lo- heredero, de Oaldeano 1 hoy 
\ Guiítón)- Él derecho al dominio lo tienen lo- actor*- ]f»r 
í» adjudicación (Jtte de esos inmueble. Se les hizo en h, Mico 
sión ,le sil padre, según cuenta partícwnaria aprobada judu'.al- 
titente en 14 de diciembre de i*/»: 

6) Hasta H jx de Abril de 19N ; "-' l " ri " poseyó en 

forma pfibltca v .in intermp ión el inmueble. pero e-e día h.< 
desposeyó el C.obierno de la Nación de mía l'.nja en el frente 
sobre *.a rilara del Riachuelo, e>to «f. de noventa y cinco me- 
tros ron veinte centímetro, por treinta y cinco metro- de an- 
cho en toda exten-ión. impidiendo j>or la fuerza P»bln 
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que los actores y sus inquilinos entraran a esa zona, es decir, 
llegando a vías de tirecho que significaban la imposibilidad de 
usar del inmueble con la amplitud y liljertad que su derecho 
al dominio fiel mismo le* acuerda. Invocó el Cobierno de la 
Nación para proceder :is¡, los decretos de Noviembre iK de 
ioij. Abril 29 cíe iojj y Noviembre 3 de 191 3, que *c refieren 
a la obligación que prescribe él artículo 2639 del Código Civil, 
relativo a tos propietario* riliereños. Al resolver el Gobierno 
Nacional negativamente una solicitud de los actores para que 
se hirieran fibras de defensa en el Riachuelo, ordenó la demo- 
lición de ciertos galpones que, según las informaciones fiel Mi- 
nisterio de Obras Públicas, ofrecían ¡H'ligro a ta navegación, y 
que. además *c dejara expedita la zona que marca la ley para 
calle fie rit>era ; 

fcj kl fundanento de estas resoluciones administrativas 
y fie otras que después se dictaron corroí* Mandolas, es la ue- 
cesidad de dejar expedita la zona llamada de ritiera y siendo 
que en él terreno de lo- actores no existían los treinta y cinco 
metros de ley, <e precedió ejecutivamente a toinar la (ierra 
necesaria, a pesar de que los actores y sus causas-habiente* 
cumplieron hace ya muchos añoH con la prescripción fiel Códi- 
go dejandn el camino correspondiente. La acción de las aguas 
en el curso del tiempo y algunas fibras públicas que déayiaron 
la cr.rriente de aquéllas socavaron la antigua costa, además de 
que. como consecuencia del ensanche consiguiente del Kia- 
, huelo, laurinamente, fuera disminuyendo la vía o calle de- 
jada en la oiHirt unidad recordada, con la intervención de las 
autoridad?* competente*. No es justo, que después las autori- 
dades que |H>r su acción o |>or su inacción contribuyeron a dis- 
mimú- el ancln . fie la calle ribereña en líencfícío del mayor 
cau e del rio. Se apoyen en sus mismos hechos u omisiones 
para lesionar y desconocer derecho- individúale- a nipí ¡aírente 
protegidos jm r la ley; 

*'> Abundan los actores en la enumeración de numerosas 
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circunstancias demostrativas de que en la oportunidad ames 
mencionada, sus anteccüore- dejaron la calle dé referencia, y 
sí |wr razones ajenas a ellos se disminuyó el ancho de !a calle, 
era indispensable para restablecerla en su anchura legal, apro- 
piar la liarte de inmueble de los actores que fue*? indispensable 
(comci alguna vez se pensó hacer), pero nunca apropiarse el 
Gobierno Nacional de lo que a aquéllos les jiertenece legíti- 
mamente ; 

e) Cumplida |>or el antecesor de los actores la obligaeióii 
de -dejar endita la calle de ribera, es decir, soportada ya ttuá 
vez la restricción al dominio sancionada |H>r el arl. 26|r¿ del 
Código Civil, es indudable que el pr< .ceder del Gobierno Nacio- 
n;d al atropéllar ta propiedad de aquellas para apoderarse de 
una nueva franja ilo tierra, es del todo abusiva. pues lesiona el 
derecho de dominio que los propietarios tienen sobre el bien, 
libre de la carga que importaba la restricción ya sufrida: 

f l Ksta cuestión fué ventilada anteriormente en un inter- 
dicto de despojo promovido ante este mismo Juzgado y que 
si bien se falló en «mira de los actores, lo fué con ¡a ¿nivelad 
que se consigna en la sentencia de la Corte Suprema de que el 
argumento de que se había dejado en años anteriores ríe zona 
de" ribera no podía hacerse \alcr en el juicio sumario de des- 
pujo, sino en el juicio petitorio, ya que, agrega la Corte *%í 
se hubiera impuesto la restricción que consagra el aift -*.VJ 
del Código Civil sobre una extensii.n mayor que la que CSC 
precepto determina, habría el Ródér Ejecutivo excedido el 
limite de sus atribuciones y ejecutado un acto nulo". No es 
posible hacer sufrir por dos veces una misma restricción a 
u,i inmueble determinado, pues no existe ley alguna que auto- 
rice semejante "bis in ideu"; 

gl Mega, pues, en ti presente juicio petitorio, la oportu- 
nidad (le demostrar la ilegalidad del procedimiento del Go- 
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hierno Nacional. Destf* luego t ratándosc de i-iberrfs iiMcadas 
en e! territorio de la Provincia de Buenos Aires son las auto- 
ridades locales las únicas comitentes para decidir lo que a su 
respecto eo^pond^ además <Íe que se trátáflá «le aplicar el 
artieulo 2fi 4 o del Código Civil que reduce el ancho de la calle 
a quince metro, por atravesar una ciudad o población, todo lo 
nía! tkiiip en evidencia la competencia municipal para entender 
en el caso con exclusión absoluta de toda ingerencia del Cobkr- 
no Nacional, quién carece de toda función qtie no tenga é« ihím 
Ib concerniente a la navegación y no puede por lo tanto disponer 
en lo relativo a calles o vías públicas; 

!i i (''midan su derecho en ios artículos ya mencionados, 
y en ios jSoo. *$ó$. -.511, 2513, j 5 , 4 . 2516. '^3 código 
Givil y en los artículos 14. ■ ;. n» y s8 de la Constitución Na- 
cional y tem inan pidiendo que se cfeclare que los decretos del 
Poder Ejecutivo fie fecha* iS de Noviembre .le iot_> t Abril 23 
de i(;r,í y Noviembre .1 de n>i¿. son violatorios de las garan- 
tías constitucionales acordadas a la propiedad en cuanto man- 
da rlejar libre de toda ocil)^cjón "una ama de treinta y cinco 
metros contado, a partir de ¡a tíneá recta míe une los muelles 
de las obras sanitarias de la Nación y los del Mercado Central 
•te Ftutós" y en consecuencia, se condene a la Nación a res t K- ■ 
lar la libertad natural del inmueble en toda la extensión de 
su tiltil.» y se abstenga de impedir a tos actores qué obren co- 
mo propietario, en la forma y extensión que el derecho y >u 
titulo !o permite, todo dio con especia! condenación en castas. 

Seimndu: One acreditado el filen» en razón de ser la Na- 
ción la demandada y atenta la venia otorgada \Kir ley numero 
se clip traslado de la demandada, la une se cotiiéfta re- 
cién a fs. 113 por el señor Procurador Fiscal de Sección, de- 
piles de resolverse negativamente las execciones opuestas tte 
incompetencia de jurisdicción, falta de i>ersoualidad y defecto 
legal en él modo de proponer ta demanda. D:ce el Ye|ire-cn- 
tahíe de la N;.ció:i que esta, al efectuar los actos ri qué se 
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refiere la demanda no se atribuye derecho de dominio ni de 
posesión sobre la propiedad di! los actores, ni tenía porqué en- 
trar a discutir sobre tales derechos, ya que se trataba de una 
restricción expresamente expuesta por la ley y regida, en pri- 
mer término por el derecho administrativo (C. Civil articu- 
lo 26ri), no existe, pues, la menor lesión, el menor ataque al 
derecho de propiedad, desde que por amplio que éste sea, se 
encuentra sometido a restricciones y 1 imitaciones impuestas 
por las leyes respectivas (título VI del libro IV, C. O. Es 
asi entonces, que esas resiriceinncs no pueden reputarse un 
im pedimento arbitrario al libre ejercicio del derecho de domi- 
> nio. ni una servidumbre indebida I art, 1071, C, C.1 í,a "ac- 

ción negatoria" entablada es asi tan improcedente como el in- 
terdicto posesorio ya fallado, puesto que el hecho que sirve 
de fundamento es el mismo, Por lo demás la "acción negato- 
ria'' sujHinc en el demandado el propósito de ejercer sobre un 
inmueble ajeno un derecho real o servidumbre no constituidos 
legalmente, y ya se ha visto que los actos de la Nación no te- 
nían ese fin sino exclusivamente el de hacer efectiva, como au- 
toridad pública, una restricción ¡wrfect amenté jurídica y com- 
pletamente ajena a toda pretensión de dominio o po-esión ( ar- 
tículos 2800, 2802 y 2804, C. C.^ El propio actor admite que 
el límite de la ribera existente en los años de 1856, 1873* ' 8 7<> 
y 1884 ha podido sufrir variación por la acción de las aguas, 
llegando en algunas jíartes a desaparecer totalmente todo por 
acción de las aguas y si el fundo del actor se ha visto di -int- 
imido por ello, lo sería por tina circunstancia inherente a su 
naturaleza y situación de propietario riltereño. Kl actor pre- 
tende, sin embargo, ganar terreno siempre, sobre el límite de 
su titulo o conservar y nunca perder terreno sin preocuparse 
de la restricción a sus derechos que sin limitación ni distingo 
le impone el articulo 2639 del C. C. Según la cómoda te^ii.! 
det actor, seria la Nación la que debía sufrir los efectos de la 
disminución del terreno, por la acción de las aguas pagándole 
el precio de la nueva zona de treinta y cinco metros que ha 
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sido necesario tomar. |n i|ue está en pugna con la disposición 
del artículo citado, que dice que ha de ser sin ninguna indemni- 
zación. Ademas el art. 280Ó del Código Civil, preceptúa que 
cuando e! acto del demandado no importa el ejercicio de un de- 
recho real "la acción negatoria" es improctdente, emergiendo 
sólo la "personal de indemnización de daños" (artículo núme- 
ro 2497. C. C.'l tíi "acción negatoria" compete al poseedor 
de inmuebles y el actor no ha justificado su derecho al respec- 
to, ya r[ne no es hastante una abjudicnción hereditaria, l'inaí- 
mente, sostiene el actor que la autoridad competente para 
fijar la linea de ribera en la margen Sud del Riachuelo, es la 
de la Provincia; pero ello no es asi. no sólo porque se trata 
de intereses de la navegación, sino porque la ley del Tuerto de 
la Capital Federal atribuye expresamente a la Nación jurisdic- 
ción sobre ambas rilaras de! Riachuelo. 

Por todo lo expuesto, termina pidiendo se "desestime la 
acción, con costas. 

Tercero: Que abierta la causa a pnicl»n se produjo la 
certificada a fs - 201 >* habiendo las partes alegado sobre su 
mérito, la causa quedo para sentencia. 

t 

Y Considerando: 

1." Que <le acuerdo con la forma en que se ha trabado la 
"litis", corresponde resolver i*>r su orden las siguientes cues- 
tiones : I) Si la "acción negatoria" ha de ser improcedente por 
fundarse en el mismo hecho que dió nacimiento al interdicto 
posesorio ya fallado: il > Si ha ele serlo por no importar los 
actos de la Nación el ejercicio de un derecho real y si sólo el 
hacer efectiva, como autoridad pública una restricción perfecta- 
mente legítima ; III » Si la necesidad de velar por la libre nave- 
gación que justificó la intervención del Gobierno Nacional en 
la demolición de los galpones del actor, puede invocarse también 
cuando se trata de ln calle de treinta y cinco metros que de 
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acuerdo con el art, deben dejar los propietarios ribereños; 
IV) Si la jurisdicción de la Nación sobré ambas riberas del 
Riachuelo, tiene otra razón de ser y otra finalidad t|iie los inte- 
reses propiamente dichos y exclusivos de la navegación: V) Si 
probado que se cumplió oportunamente con la obligación de 
dejar la calle de treinta y cinco metros, puede legítimamente 
obligarse al propietario a dejar libre por segunda véas¿ y sin in- 
demnización una nueva franja de tierra de aquella anchura: 
VI) Si los efectos de la acción de las aguas, al socavar la orilhi. 
naturalmente o debido a obras u omisiones de la autoridad, debe 
sufrirlo el Estado dueño tic la \ia pública o el propietario del 
fundo limítrofe con dieba via pública; Vil) Si la propiedad de ■ 
los actores dejó de ser ribereña; VIII > Si la le-dón inferida en 
su derecho de dominio a los actores, lo ha sido en la forma y 
extensión necesarios para dar lugar a la "acción negatoria" q 
a la de reivindicación: IX > Si han prohado lus actores el dere- 
cho al dominio de la tierra que sirve de 'rase a la acción : X ) St 
d;ido el carácter de la acción deducida es el demandado quién 
debe probar la legitimidad del derecho que creyó tener pan; 
cansar la turbación al actor: XH Si la restitución al pleno goce 
de sn fundo que solicita el actor es o no posible en atención a 
que la tierra de (pie se lo privó está ya afectada a un fin dfe 
utilidad pública : XII l Si ha de ser la autorida local la que haga 
cumplir la disjwsición del art, 2639, del C. C. ; XIII) Si en vista 
de tratarse de una calle que cruza un pueblo, como es Avella- 
neda, la obligación se reduce a dejar expedita una franja de 
quince metros; XIV) Si quien delic indemnizar a los actores 
la privación de esta parte de su fundo. 

2* Que con referencia al punto 1 ), casi nn necesita mayor 
desarrollo la cuestión de tal modo es clara e indiscutible; pero 
como quiera que el representante de la Nación hace de ella una 
de uta defensas, es indispensable ]>oner de manifiesto que desde 
el derecho romano el interdicto no es sino la forma de resolver 
"interinamente 1 ' acerca de la posesión de un inmueble para evi- 
tar o cortar desavenencias hasta que se juzgue con más conocí- 
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miento sobre la cuestión «le propiedad. "Sententia iuteriun die- 
ta". Nuestro sistema legal, como él de casi todo- los Código-, 
liu adoptado los interdictos i>or la necesidad qué hay de hacer 
uso de remetí ios breves y evitar los disturbios que producirla, 
como lo expresa K-eriche. la inclinación que tienen los hombres 
de hacerse justicia jxnr sí mismo en materia de posesión, por 
razón de ta ventaja que tita lleva consigo en los litigios sobre 
el dominio. El interdicto se sustancia hrewmente Stri las solem- 
nidades del juicio ordinario que requiere una prueba completa y 
amplia sobre lodos los hechos (pie se aleguen. NiO debe cabe* 
duda entonces aceren de que después de! interdicto procede el 
' juicio petitorio aún cuando se base en el mismo hecho que hirvió 
de fundamento al primero ya fallado en contra del actor, asi 
como también que está circunstancia rn modo alguno puede- im- 
pedir que en el petitorio >e de ¡a razón al que no la tuvo en el 
pp^sorio. La propia Corte Suprema dice en su sentencia de fo- 
jas _'7.i del expediente 50^. agregado, que la defensa opuesta 
por los ajttóres de haber dejado hace años, la calle pública a 
que estaban obligados, si bien no pudo ser materia de examen 
en el interdicto, si li> es en el petitorio. Ks esta. pues, la ocasión 
de plantear como en el considera ndo 1." se hace, todas las cues- 
tiones relacionadas con el derecho alegrillo por. los adores y que 
Tin fueron examinadas en el juicio posesorio. 

<¿uc con referencia al punto II, esto es. si la "acción 
negatoria" ha de considerarse improcedente, |»or no importar 
los actos de la Nación el ejercicio de mi derecho real y si sólo 
el designio de liarer efectiva, como autoridad pública, una res- 
tricción perfectamente legitima, debe ante todo, tenerse en 
cítenla que el sometimiento de la cosa a ta voluntad y acción del 
Estado, es lo que da el carácter de real al derecho que tiene so- 
bre l*»s inmuebles que ie pertenecen sin que la circunstancia del 
deslino que les asigne sea parte a modificar este concepto. Kn 
fecto, asi como en un casi» el gobierno reserva para su uso pri- 
vado algunos huí niel des de -u propiedad. t;d seria una casa que 
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destinara a oficinas, en otras los entrega al uso público, "'Son 
bienes públicos del listado, dice el articulo 2340 C. C, las calles, 
plazas, caminos, etc., y cualesquiera otra-, obras públicas cons- 
truidas para utilidad o comodidad común"; y no deja de ser el 
listado perfecto titular de un derecho real de dominio sobre la 
tierra en que está trazada una calle por la que destine al uso 
conum. Pc«tría quizás objetarse, que la condición inherente a 
-bien público del lisiado" de 110 poderse enajenar (ordinaria- 
mente se entiende, porque mediante una sanción legislativa, la 
enajenación procede), determina una excepción a la regla de 
que el dominio es el derecho de usar, gozar y abusar de la cosa. 
;<Jué uso se dirá, qué goce es éste, que no permita al dueño de 
la cosa desprenderse d- ella? Hasta ¡>ensar, sin embargo, que 
es el hecho de estar afectada a un uso público lo que determina 
la ineiiajeuabilidad de l;t cosa, paria desechar el argumento, toda 
vez que en todo lo demás el s<> oet ¡miento a la voluntad y acción 
del Estado, ile los inmuebles que le pertenecen, reúne todas las 
condiciones que carácter i/.; m a los particulares el derecho al do- 
minio, í„a "acción negatoria". desde este punto de vista, es pro- 
ceden»-, pues de otro modo habría que aceptar ¡a anómala si- 
tuación de que no existirían medios eficace- para evitar que el 
listado lesione los derechos de los particulares, cuando, proce- 
diendo cuino poder público, extralimita sus atribuciones. Sea 
entonces que el gobierno nacional a los Ksteves para establecer 
una servidumbre, aunque sea en interés de la comunidad, Sea 
qtte haya incorporado a su patrimonio la tierra despojada, en 
amito-i casos es indudable que ha constituido un derecho real 
sobre el inmueble motivo de este juicio. 

4." Que si bien la necesidad de velar jwtr la libre navega- 
ción justificó la intervención del gobierno nacional en la demo- 
lición tle los galpones del actor, cabe discutir si delte ser él tam- 
bién la autoridad encargada de hacer cumplir la disposición del 
artículo 2639 del C. C, que manda a los propietarios ribereños 
dejar una calle de 35 metros. lin principio, es indudable que la 
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Nación nada tiene que hacer en lo referente a calles y vías pú- 
blicas, pues es ello de pura incumbencia municipal : pero la cir- 
cunstancia de que la calle de que se trata en el "sub judice" 
corre a la orilla de nn río navegable, hace necesario contemplar 
detenidamente el caso. Sabido es el origen de la disposición 
contenida en el articulo ¿í>39. La "sirga" se llama la manera do 
conducir los barcos por medio de hombres a caballo y aún con 
locomotoras qué corren |*>r la orilla y que se llaman caminos 
de sirga. Siendo ello asi. es indiscutible, en teoría que la exis- 
tencia de la calle que marca el artículo ¿Ctyy estaba intimamente 
relacionada con los intereses de la libre navegación; pero lo* 
adelantos moderaos en materia de tracción, han hecho desapa- 
recer cn>¡ de un modo absoluto aquel .sistema rudimentario, por 
lo menos en la orilla del Riachuelo, que es lo que interesa, y 
puede asegurarse que al presente v\ tráfico por un río navega- 
Me para nada necesita de la tallé de $5 metros, a no ser. natu- 
ralmente, que se trate de un muelle o embarcadero, en cuyu 
casi», alendo el gobierno de la Nación el encargado de reglar y 
vigilar todo lo concerniente a las actividades portuarias (marí- 
timas o fluviales) no cabría duda acerca de su jurisdicción, má- 
xime cuando el Riachuelo, en lo que se refiere a su cauce y an- 
tepuerto, ilu acuerdo con el reglamento del 2¿ de junio dé iS<>N. 
forma parte de! sistema del puerto ríe la capital, que es por don- 
de la República se comunica con el extranjero en sus relaciones 
y actividades comerciales, siendo esta la razón que hace que sea 
la Nación la única que pueda habilitar puertos y embarcadero-, 
ya que su construcción puede en cierto modo, ser hecha ]*>r las 
provincias o por los particulares, lia dicho al respecto el Procu- 
rador (icneral, doctor Eduardo Costa: "La conocida disposición 
del Código Civil que limita l»a derechos del dominio privado 
dentro de ]ns 35 metros de ribera 110 puede considerarse falta 
de jurisdicción -ino a los efectos que tal ¡imitación lia tenido 
notoriamente en vista, es de; ir, a la facilidad del tráfico, las 
conveniencias del comercio, la fiscalización de la renta". Fué 
así que la Xacióu tino jurisdicción, corno antes se dice, para 
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hacer demoler los galpones; pero, si después de llenada esa 
función resultaba que el tráfico mará mío, el comercio y la per- 
cepción de la renta no estarían afectados en ninguna forma, es 
incuestionable que la autoridad de la Nación debía ser absoluta- 
mente incompetente para resolver acerca de la linea «obre la 
cual tenían míe hacer sus nuevas construcciones los actores, esto 
es. sobre el cumplimiento de lo prescripto por el articulo 2039, 
que no puede ser fuente de jurisdicción nacional, si remita ra 
110 ser necesaria, en esa parte de la orilla, la calle de referencia 
para las actividades del tráfico marítimo y del comercio, tam- 
bién marítimo. Desde luego, no existe ni existía, en el terreno 
de los actores muelle alguno ni embarcadero ; (mal podia existir, . 
si resultó que la acción de las aguas socavó la orilla : la existen- 
cia del muelle o embarcadero significaba necesariamente la de 
tina empalizada que por rudimentaria que fuese, habría impedi- 
do la acción destructora de las aguas». Luego entonces, si el 
tráfico y el comercio marítimos no se efectuaban por allí, la 
caüe de 35 metros no podía con sitiera rse a esc tráfico y comer- 
cio marítimo: era sólo una calle, una de las tantas calles que 
la ciudad de Avellaneda, cuyas autoridades locales son las 
11 ¡imadas a velar por 1 real existencia y conveniente aptitud 
para el tráfico, para e! tráfico común, se entiende, o edilicio. 
en oposición al portuario o relacionado con el comercio portua- 
rio. El mismo doctor Costa tiene dicho que las facultades de la 
autoridad general se liiritan a prohibir toda obra que perjudi- 
que c\ derecho que tiene todo ciudadano de u>ar de las riberas, 
a los objetos de la navegación. ¿Puede considerarse afectada a 
los objetos de la navegación una calle ribereña, no habiendo en 
esa parte, muelle o embarcadero y no usándose ya el sistema 
de la "sirga''? Evidentemente, no. "La jurisdicción de la auto- 
ridad nacional, continúa diciendo el doctor Costa, sobre los 
quince o treinta y cinco metros de ribera del Código Civil, sólo 
puede entenderse en materia civil en cuanto sea necesario para 
hacer efectiva la limitación impuesta al propietario de no eje- 
cutar obra alguna en detrimento de un interés nacional". ¿Qué 
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es ün interés nacional? Scneillanuie. tocio aquéllo que se rela- 
ciona con el comercio internacional o interprovincial ; péro, st 
ta calle rilwreíia. jmr no haber muelle en esa parte, sólo -ir ve 
para el tráfico wcinal. no existe jur indicción nacional sino ñni- 
eanicntc local. Pueden señalarse, cierto, leyes v decretos nacio- 
nales que otorgan concesiones sobre la ribera, para fines ajenos 
a la navegación, pero no puede hacerse de ello un argumenta 
toda vez que ninguno de esos casos lia sido materia de un pro- 
nunciamiento judicial. IX' más está decir que no necesita la 
Nación la propiedad del riu ni de la ribera para cumplir sus 
fines relacionados con el comercio internacional ¡ mer provin- 
cial ; le basta, como lo ha dfcho el doctor Costa, el precepto 
constitucional que le a-igna aquella función de interés general- 
De modo que cuando este interés general no está en juego, na 
incumbe a la N'acióu hacer cumplir la disposición del articu- 
lo jtyu del Código Civil. Y si alguna duda quedara al respecto, 
ella se despeja necesariamente, leyendo el articulo 2Ó40: '"si el 
rio o canal, dice, atravesara alguna ciudad o población, se podra 
modificar por la respectiva Municipalidad él ancho de la calle 
pública, ño [Midiendo dejarla de menos tle 15 metros". 

lista la plena demostración de que la regla general es 
que sean tas Municipalidades las que hagan cumplir las íIísjhi- 
sicíones legales referenies a las calles riliereñas. siendo el go- 
bierno nacional única mente en los casos en que la calle esté 
afectada ¡M>r los intereses de la navegación. Nada se necesita 
agregar para demostrar que c- este articulo el <|ue rige el caso; 
y en autos consta que fué la -Municipal i «bul de Avellaneda la 
que más de una vez intervino en lo referente a la existencia y 
ancho de la calle que Kstcves debía dejar ( ver c-qiecialmentc 
origínales de fs. 8 y tg), 

5." (Juc (¡espejada o-uio queda, a juicio del suscrito la 
cuestión relativa a la autoridad llamada a hacer cumplir 1 1 
disposición del articulo corresponde ahora resolver si el 

propietario ribereño que cumplió ya una vez cóü esa disposición 
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puede ser obligado ;i dejar, por segunda vez y sin "indemniza- 
ción", una nueva franja de treinta y cinco metros. Ks esta, sin 
duda, 1n cuestión má* importante a resolver en este litigio y 
debe serlo conjuntamente con la dé saber si los afectos <1c la 
acción 'le las aguas al socavar la orilla-, naturalmente, q debido 
a obras n Omisiones de la autoridad, debe sufrirlo el Estado 
dueño de la vía pública o e! propietario det fundo limítrofe con 
dicha vía. Hace el representante de la Nación, a este respecto, 
mi gr;m argumento con la nota del Dr. Vélcz Sársíilcd al Capi- 
tulo III, Titulo V del T,ibro III del Código Civil, tendiendo a 
demostrar <juc así como el aluvión favorece al propietario ri- 
bereña, la pérdida del terreno por acción de las aguas debe tam- 
bién perjudicarlo, con abstracción, se deduce, de la calle ribe- 
reña que debe ser siempre inalterable en su anchura de treinta 
y croco metros; quiere esto decir también, que el Estado ni» se 
favorece con las tierras de aluvión. No tiene, sin embargo, se- 
mejante alcance la opinión del Codificador ni aun agregando a 
la "nota" invocada por el Procurdor Fiscal la cita de L'lpiano 
que el mismo Dr. Yélez Sársfield hizo en el debate de i8fx> "Ivl 
jurisconsulto. L'lpiano dice, discurriendo sobre el cas»» de que 
en un rio navegable cambiase su curso y fuese a ocupar terreno 
de particular, pregunta: ¿Para quién se han perdido estos te- 
rreno-? Y responde diciendo que la ley romana bahía hecho una 
conquista verdadera para el derecho público, estableciendo que 
ese terreno, como los ríos eran de uso público, siendo por consi- 
guiente perdidos para* el particular. „;Qué significa práctica- 
mente, ía cita del Dr. Yélez y la de Ul piano frente a los térmi- 
nos del artículo 2030. cuya exégests ha de hacerse a la luz de 
principios inmutables de derecho? Me de comenz.tr dando, si 
es posible, más fuerza al principio de que la accesión favo. ¿ •<* 
ai propietario ribereño y que la pérdidi de tierra lo perjudica. 
"El Código Napoleón dice Demolombe (T. X. pág. 57, Kdición 
nuríinil-Hacheite. 1870*. adoptando las reglas del derecho ro- 
mano , dispone que el alinión aprovecha en todos los casos a los 
propietarios ribereños; en todos los casos, es decir, sea que él 
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resulte fiel "hW o del "ftláis*', sea que él -c forme en un curso 
ele agua navegable, flotable o no. con ta condición solamente en 
el primer caso, de dejar la calle conforme a lo< reglamentos. 
Los aluviones del>en pertenecer a los proj cetario- rilwréños. de- 
cía Portalis. \n*r ta razón natura! fie que et provecho pertenece 
a quien ''está expuesto a sufrir el perjuicio" fíe que los propie- 
tarios rílwrcuo-i están amenazado, tnás que nadie. Bartolo ex- 
presaba que el aluvión es adquirido jpor el propietario ribereño, 
— i ti ningún hecho de -u pane; "ahsque alienjus hominis facto". 
- <jiu- alance iirnr:3. repito, estas norione- por demás intergi- 
versables frente al hecho probado en autos de que los actores 
cumplieron ya una vez con lo que depone el articulo 2030 del 
GÓdígo Civil, máxime cuando la primitiva ralle desapareció ¡»or 
obras 11 omisiones de la autoridad? ; Quién era el obligarlo a 
tomar Ia> medida- conducentes a f¡ue ta calle se conservara en 
su anchura legal ? Ks 11 n hecho constatado en autos que el ante- 
cc-or de los actores dejó oportunamente la calle de ley. Los ac- 
tores sostienen y sostienen bien, que desde ese momento dejaron 
ile -cr "propietarios rit^-reños". es decir, que ni la acce-íón Ies 
favorecía, ni la pérdida de tierra debía ser sufrida por ellos i* sin 
indemnización 1. ÍYoudhon. oportunamente citado por el actor 
(tomo V, 2." edic. de 1845. pág. 88 y siguientes), dice: "Sí 
existe un camino público a lo largo del rio, los fundos situad"- 
a -1: bdo ñu de! ten jianieipar itcl lieneficio del aluvión, dedi- 
que no se t rata de fundos a los cuales la ley le acuerda esa ven- 
taja... -i el rio ejerciendo su acción contra el camino íes cJ 
caso de autos . lo destruye en todo o en parte, el propietario del 
tundo adyacente "no estaría obligado a -uministrar >ín indent- 
nízación. el terreno para el nuevo camino, porque es al Gobierno 
a quien incumbe proteger su cosa", V el Gobierno en el **-ub 
judies " «0 ,a ' ,a protegido. Bastábale haber construido una 
empalizada, si no la había, o reparar la existente, que iba su- 
friendo la acción destructora del tiempo. Si los galpones de E-,- 
teve- llegaron en un momento dado a quedar sobre <d agua, 
amenazando derrumbarse, sólo al Gobierno puede imputarle la 
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falta que importa llevar a e-o* extremos la inacción y la indi- 
ferencia. Kn \irtud de qué concepto jurídico podría pre tendería 
que eran los EsteveS los obligado* a efectuar obra- destinadas 
á a-egnrar el ancho de la calle pública? Yubry y Kau hacen 
también él! ¿titingó entre lo* fundos que se extienden realmente 
basta el agua y aquéllos que están separados de ella por una 
ralle. que realmente, la* cosa* no [Hieden ser de otro modo. 
Desde el momento que la re-írkc'rón se cumple, e*to es, de-de 
que el propietario se despoja en obsequio del interés general de 
una parte de su fundo, -obre la cual no puede realizar ningún 
ano de propietario, es elemental que el Estado al adquirir sobre 
e-a franja (le tierra un derecho en lo- término- expuesto- "rn 
el con-idt-rando 3.*" debe -er el encargado de velar j*>r su con- 
servación teniendo expedita la calle *. Machado dice de un Hlfrío 
catogórico: "Jos terrenos abandonados por el rio correspon- 
derán a Ja vía pública (y no al propietario ribereño como sostie- 
ne el representante de la Nación > ~y ¿eran de¡ potler en argado 
de su cuidado*'. Argumentando "contrario sen-u". y de acuerd 
con la cita de f'roudhon. lia de seguir* que la pérdida de tierra 
twrjudica al Estado y no al propietario que dejó de ser "r¡U- 
reno . 

Cortes Funes e- más categórico, pues expresamente dice: 
"que los inmuebles dejan de confinar con el rí<> y no pueden ad- 
quirir para Sí Jo* terreno, de aluvión, ni sufrir ¡as pérdidas d. 
la etvhión'. Con lo expuesto cree el suscripto ha!*r dejado 
absolutamente evidenciado que la restricción al dominio impue- 
ta por el artículo 2Ó30, del C. C. e- para ser exigida "una spb 
vez. sin índemnízaci.jn**. se entiende; porque si de-ajíarecíert 
parte de la calle \*>r acción de la- aguas, forzosamente habrí¿ 
que restablecerla pagándose e-ta vez el valor de ¡a tierra por ia 
Nación, si la calle está afectada a los intereses del tráfico o del 
comercio marítimo, o por la Municipalidad respetiva, si la ca- 
lle sólo sirve necesidades de! tráfico vecinal o edil icio. La Corte 
Suprema dice (T. 9*. pág. 3#), que si ,e impone al dominio 
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privailu una carga nueva en Itoneficio de lo. intereses generales, 
ella no de!>e ser gratuita, 

6;* Que perdido el juicio posesorio |ior los actores «le que 
no puede discutirse dentro fie su smuariedad. las defensas fnn- 
damentale.- (le su derecha, con la amplitud con qne en el "sub 
judiee" -e hace, es indudable que en el petitorio hahia que lo- 
mar el i ir ni ii" de una de las tres acciones reales establecida * en 
«I Código, y c;die preguntar si la desposesión (jtte han sufrido 
lo* actores reúne las condiciones para dar lugar a la "'acción rei- 
vmdicaioria" o -olo se trata de discutirle facultades al propie- 
tario, en su carácter de tal. respecto al goce de cierta extensión 
• le su fundo, en cuyo L *aso seria \;\ "ación negatoria" deducida 
la que reabvente procede. Sintéticamente expuesto, esta última 
¡iene por íin rechazar titi acto que viene a menoscabar los dere- 
chos de propiedad. Machado i Tomo Vil. jág. 2+41 dice: "La 
acción negatoria no se diferencia de la reivindicación sino por ta 
t xtt'uxióu de la tcMÓii al derecho : para deducir ésta necesitamos 
qüe sé ríos prive completamente de nuestra cosa: para aquella 
'■asta que s^- nos limite cualquiera de los derechos inherentes a 
la propiedad cuando no somos privados de >u ejercicio'". J\*más 
eSiá expresar qm- cuando se habla de extensión al decir que la 
reivindicatoría procede cuando se nos' priva c.miiplctamenié de 
nuestra cosa, tío e> a la extensión geográfica que su refiere, sino 
a la extensión del derecho: se pierde totalmente la posesión; 
mientras que en los casos en que se restringe el pleno ítso de 
i"do o de una parte de la cosa, es la "acción negatoria'' la que 
procede, En otro pasaje de su comentario agrega Machado, 
respecto de dicha acción, "que puede ser intentada toda vez 
que alguno nos "impida obrar como propietario" en la extensión 
que el derecho no- permite, con tal que la lesión que sufrí mo- 
no sea demasiado grave para que podamos intentar la reivindi- 
cación", í.a "acción negatoria" tiende a afirmar el libre uso de 
la propiedad > el ejercicio ile los derechos que de ella se derivan 
y "pueden también tener pOr ohjet"". cotilo SC dice en el ar- 
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ticul» ^04. reducir a sus límites verdadero; d ejercicio de un 
derechó rtíali Va ^e lia demostrado en Un "considerando" ante- 
rior que 11» puede ser sino "un derecho real" el míe tiene o se 
atribmc el Gobierno Xacnnnal sobre la tierra de los actores; 
de modp que no tiene imp&ítaneí^ a los efectos de saber cual 
acción rea! debió deducirse, establecer si el Kstado despojó a t<*s 
aCterés ¿m crear una servidumbre o si incorporó a sn patrimo- 
nio las tierras desojada*. Con todo no es dificil decidirse en el 
.sentido de que el Gobierno Nacional desojó a los actores para 
establear una servidumbre en Une fieiu, >ei*ún él. del bíteres 
de ia navegación] pero que coiíio ya queda tteroos^dp, *ólo debe 
considerarse en Une f i ció del tráfico vecinal o cdiücio. 

Que consistiendo otra de las defensas del representante 
de la Nación, en que los actores no han acreditado su derecho 
de poseer, debe hacerse referencia a ln que sobre el príículat 
consta en autos. Desde luego y aunque esto parece no discutirse, 
el derecho al dominio surge de las escrituras pública; agregada 
de fs. 135 a fs. 173 y en cuanto a la ]mscsi..n en el momento 
de pekérse IkiíU tener presente que el Gobierno Nacional debí', 
considerar que la tenían ÍOS actores cuando a ellos se dirigí- 
para notificarles 1 fojas ó y jr), los decretos que dan margen :. 
este pleito. 

8." Que aceptado como queda, que es la acción negatoria 
la que realmente procede y establecido que los actores han de- 
mostrado su derecho al dominio y la posesión, corresponde es- 
tablecer si igualmente Ies incumbe probar la sin razón jurídica 
del Kstado para obligarlos a dejar. por iegitnda vez sin in- 
demnización, una nueva calle de treinta y cinco metros N. 
pues, el Estado se atribuye una facultad en virtud de la 
cual cansa una turbación en el goce de ta propiedad privada, CS 
vi quien debe probar que esa facultad es legitima, asi lo dice de 
un modo categórico el comentarista Machad..: "Cuando el ve- 
cino se atribnve una servidumbre sobre mi propiciad, si el la 
de 1 anda porque vo impido su uso. lq hace por medio de una 
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acción confesoria y debe demostrar en juicio su derecho: si ¡>or 
el contrario él está en posesión de 3a servidumbre (el Kstado lo 
está desde que los Esteves fuero» despojados) que yo niego, 
puedo demandarlo por una acción negatoria y como en el caso 
anterior él e¿ el demandado y debe demostrar su derecho". Lo 
lia hecho en este caso t Gobierno Nacional ? Ha intentado ha- 
cerlo su representante, s*,ure todo con el argumento <h> r¡«e el 
tundo de los actores sigue siendo ribereño y expuesto tanto a 
la* consecuencias del aluvión como de la avulsión, en cuyo caso 
la pérdida de la calle de treinta y cinco metros los perjudica a 
dios y no al Estado. Pero el suscripto cree haber destruido se- 
mejante argumentación, asi como también las otras formuladas 
tanto en la contestación de la demanda como en la expresión de 
agravios. El Gobierno Nacional no ha probado ni mucho menos, 
que fuese legitimo mi proceder al pretender que los actores su- 
frieran gratuitamente por seguda vez una nueva carga en su 
propiedad. 

f>." Que lodo esto sentado y en víspera de dar la razón a 
los actores. cabe preguntar >i la restitución ni pleno goce de la 
tierra es procedente estando como está ya afectada a un fin de 
utilidad pública, fío de lie caber duda al respecto; pues es bien 
Sabido que aún en los casos en que <e declara procedente la 
reivindicación de una tierra, sobre ¡a que se ha construido ya 
una vía férrea — v. grs. — h cuestión se resuelve por el pago 
de una suma de dinero fijada mediante los trámites de un jui- 
cio (le expropiación. En estas condiciones, es indudable que el 
petitorio que hacen los actores en su escrito de demanda no es 
procedente, pues "la libertad natural del inmueble en toda la 
extensión de su titulo" no es ya posible, desde que el interés 
general (puramente atiricio, nú del comercio internacional o 
inlerproyittcial i exige que una pane de ese inmueble sea dedica- 
da a una calle pública |mr haber desaparecido la que existia. 
Pero esi calle sólo ha de tener quince metros, en orden a lo que 
di -pone el art. j'i.|o del Código Civil y ha de -er | a Municipal 
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dad de Avellaneda quien se encargue de su existencia, es decir, 
de legalizar -su existencia, para fe cita! es indispensable se ad- 
quiera con Ítí8 trámites «le un juicio de expiación h extensión 
necesaria de tierra para el trazado de la calle en los términos 
del mencionado an. 2640 Código Civil. 

Por lo expuesto y definitivamente juzgando, fallo: 
t.° Declarando que los decretos del Superior Gobierno de 
la Nación de fechas i» de Noviembre de 101-*. Abril 23 de HH3 
v Noviembre 3 de 1013, én cuanto imponen una restricción al 
dominio privado no autorizada por la ley. son violáronos de las 
garantías coiisiitueu «nales acordadas a la propiedad ; 

2° Declarando que el cumplimiento de lo dispupo en los 
artículos 2639 v 2640 del Código Civil íitétlíripe a la Municipah, 
dad de Avellanóla, respecto de la propiciad de los aetore-. ppi 
cuanto no existe en ella muelle ni embarcadero que justifique la 
jurisdicción de la Nación ; 

r Mandando que por medio del Ministerio de Obras Pú- 
blicas de la Nación y dentro de diez días de ejecutoriada la prc- 
senté la caite actualmente existente se reduzca a quince metros 
de ancho en toda la extensión del inmueble .le los actores quie- 
nes deberán ser restituidos al mismo tiempo en el pleno goce de 
¿ns derechos sobre los veinte metros restantes, por todo el largo 
del inmueble; todo con coalas. — C. Aavaiia. 



SENTENCIA UE LA CÁMAlA FEDERAL 

L* Plata, Sfptkmbie 12 de tttl 
Vistos y Considerando: 



1.* 



Oue los liedlos originarios de esta demanda consisten 
en los decretos del Poder Ejecutivo Nacional de fechas diez y 
ochó de Diciembre de mil novecientos doce, veintitrés de Abril 
de mil novecientos trece y Noviembre tres de mil novecientos 
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trec& en cuanto esos decretos mandan dejar líbr? de toda 
ocupación una ¡tona de treinta y cinco metros contados 
a partir fie la linea recta que une los muelles de las Obras 
Sanitarias de la Nación y los del Mercado Central de Frutos, 
decretos qtte se lian hecho efectivos en el terreno del actor, no 
obstante haber demostrado éste que dicha zona ya habia sido 
dejada libre con anterioridad, dando así cumplimiento a ¡a 
servidumbre que Impone la ley a todo propietario riliercíio < ar- 
ticulo del Código Civil». Más tarde la evolución de las 
Lernas con el transcurso (leí tiempo, y algunas obras públicas. ;,1 
desviar en parle, las corrientes, han sido causa de (pie su acción 
ero-iva socavara la n inicua costa y de que. como consecuencia 
■ VI ensanche del Riachuelo, paulatinamente fuera dísiuimiycnd < 
la vía o calle dejada con intervención y asentimiento de las au- 
toridades competentes. 

-', Cjue estos hechos no han sido negados por la demandada 
en -u contestación, limitada a desconocer el dominio del actor, 
que ha sido probado en autos con loa titulo* respectivos; Por lo 
domas, aquéllos se encuentran acreditados por la documenta- 
ción acompañada y la agregada, habiéndose demostrado que los 
antecesores de los actores, dejaron libres las cuarenta varas de 
ribera, equivalente^ a los treinta y cinco metros del artículo nú- 
mero 3639 citad.» i ver informe de fojas 8 vuelta v demás que 
sigueri). 

t V Que de acuerdo con lo expuesto, el Tribunal sólo debe 
resolver las cuestiones de derecho planteada en la "lilis", toma- 
das cu consideración por el señor Juez "a quo" y so-lenidas por 
las partes; y asi. ante lodo, la de salwr si los actos del l'oder 
Ejecutivo, emanados <!« N decretos citados, ^on vioha.rios del 
derecho de propiedad y por tanto de los artículos 14. ly. 10 v 
-*o -te la Constitución Nacional. Kl Poder Kjeeutico ha orde- 
nado que los actores cumplieran con la obligación del articu- 
lo 21 w del Código Civil, a sabiendas de que dicha obligación 
habia sido ya cumplida por Jos antecesores en la propiedad afee- 



DE JUSTICIA lili I.A NACIÓN* 81 

tada. $e coinpfúéba e-ta circunstancia |x»r la presentación ;¡l 
I'odcr Kjemtivo de >os señores Manuel y Alcira Kstévcs con 
fecha ¿ñero tres de mil novecientos trece < ís, í»s del expediente 
agregado sobre interdicto», reclamando de asidla resolución. 
No es posible aceptar qp el Poder Ejecutivo, tenga derecho, al 
amparo de su jurisdicción port uaria, de imponer a un propieta- 
rio ribereño por segunda vez la mi -nía servido mbre — los Ks- 
téves se privaron de sn domicilio sobre la ribera del Riachuelo 
dejando con intervención de la autoridad comiietente, las cua- 
renta varas necesarias para calle pública como se ha probado, 
desde mil ochocientos setenta y seis y midieron iú predio sobre, 
la línea de la calle trazada por la Municipalidad. nejaron desde 
entonces de Ser linderos con el Riachuelo y lo fueron con la 
calle púhlica. que constituyó un bien público del listado, por 
Haber sido destinada para un Objeto de utilidad o cotuodida 1 
común {art, 2340, ine. 9.". Código Civih. La merma de esta 
calle pública ocasionada a consecuencia del tiempo y las co- 
rrientes dehe soportarla el listado, asi como el listado hubiera 
sido é\ propietario de todo acrecentamiento de tierra a lo largo 
de la calle públua. en la riliera del Riachuelo (doctrina del 
art. 257 2 del Código citado). I,os desenvolvimientos (|ue hacen 
el actor y el señor Juez a este res|>ecto. refutan perfectamente 
ta tesis sostenida por el demandado. Perdido, pues, en absoluto 
por los liste ves el contacto dé su propiedad con el rio. el lista- 
do general o particular, carece de derecho para imponer al pro- 
pietario riliereño una segunda restricción a su dominio con el 
mismo objeto, y debe suportar atptella pérdida y sus consecuen- 
cia, sin prevalecerse de sus facultades jurisdiccionales para pri- 
var a! propietario del libre goce ele su propiedad, con violación 
de los principios constitucionales que lo protejen. Si aquéllas 
facultades lian podido defender al Poder Kjecutivu en el j ti icio 
sumario de interdicto, no pueden invocarse para justificar actos 
que afectan fundamentalmente el dereho de dominio y sus ga- 
rantías 'legales. 



4, " <Jue la acción ¡mentada e- procedente. KI juicio |h>sc- 
sor¡o anterior, no impide el ejercicio posterior tie la acción real 
1 art. .2482), Por otra parte, los actores tierno la acción ncgalo- 
ria. por cnanto los actos llevados a cabo por el Poder Ejecuti- 
vo, que ni» importan francamente la transformación de un bien 
privado ] tari ¡cular en un bien público, constituyen, en el Ci&íO 
más favorable para los Estéves, 1111.1 grave restricción a sil 
derecho de dominio, desde que ellos Son privados, de una mane- 
ra permanente y definitiva, de la libre disposición de la faja de 
treinta y cinco metros sobre que versa la "litis"; y contra e^a* 
actos, cuando son ejercitados contra derecho, la ley <la la acción 
i ntenta tía, articulo ^tfoo del Código Civil. 

5, " Que carece de Ím|K>rtancia. en este juicio, el estudio 
anual de ¡a cuestión jurisdiccional sobre la ribera del Ria- 
chuelo, tuda vez que los decretos producidos por el Poder Eje- 
cutivo demuestran materialmente el ejercicio de esta jurisdicción 
reconocida también por la Corte Suprema en la sentencia dictada 
en los autos agregados por separado. Lo importante es dejar es- 
tablecido míe la jurisdicción ejercida anteriormente por la Mu- 
nicipalidad, antes de toda iniciación de las obras de ensanche del 
rio. es igualmente legal, de acuerdo con el articulo Jli-io, y que 
en con-ecueneia la línea de rilara marcada por aquella autori- 
dad con cuarenta varas de ancho, dignificó ya el cumplimiento 
de la prescripción establecida por el articulo j(>.w y privó ya en 
absoluto de ribera a los Esté ves. cuyo derecho no puede ser 
nuevamente menoscabado por autoridad alguna, sin previa ex- 
propiación con sujección al juicio correspondiente, 

ó- (Jue no obstante el prolijo estudio que revela la senten- 
cia apelada, ?u parte dispositva adolece de los defectos que le 
imputa el actor, en su expresión de agravios, |ior haber fallado 
el señor Juez "a quo" sobre punto que no ha sido motivo de la 
"litis", cual es aquel que reduce a quince metro* el ancho de la 
calle ribereña, al mismo tiempo que declara corresponder a la 
Municipalidad de Avellaneda la observancia de lo dispuesto en 
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la saiticidos 2í»3y y 2(40 del Código Ci\il. JC1 mismo señor juez 
se encarga de demostrar la falta de fundamento de su resolu- 
ción, en la parte impugnada cuando dice; "con lo expuesto cree 
eJ suscripto haber dejado evidenciado absolutamente que la res- 
tricción al dominio, impuesta ¡>or el artículo 2630., es para ser 
exigida una sola ve* sin indemnización, se entiende, porque si 
desapareciese la calle por la acción de las aguas, forzosamente 
habría que restablecerla, pagándose, esta vez. el valor de la tie- 
rra por la Xación... o por ¡a Municipalidad...". "La Corte 
Suprema lia dicho (tomo 98. página 342). que si se impone al 
dominio privado una carga nueva en beneficio de los intereses 
generales ella no debe ser gratuita" ( fs. 236 vta. y 237 1. ¿Cómo 
puede resolver el señor Juez en presencia de su propia argumen- 
tación que los actores dejen quince metros de ribera sin indem- 
nización ? Lo que corres]>onde es dejar establecido que el Poder 
Ejecutivo 110 puede tomar superficie alguna de tierra más allá 
de las cuarenta varas dejada* por los Estéves al deslindar su 
propiedad, sin proceder a la expropiación con arreglo a la ley. 
por cuanto ello importaría la carga nueva a que se refiere el 
señor Juez '*a quo". 

J." Que en atención a la naturaleza del asunto que ha obli- 
gado a los actores a iniciar dos juicios, y a la insistencia del 
Poder Ejecutivo en sostener la validez de su* derechos, deben 
imponerse Jas coatas al vencido. 

Per estos fundamentos, los concordantes aducirlos por el 
actor y él r-eñor juez, se confirma la sentencia apelada en el 
purito primero de su parte dispositiva, dejándose sin efecto en 
lo demás y declarando que el Poder Ejecutivo debe respetar !a 
propiedad de los actores, en toda la extensión de sus títulos, sin 
más restricción que la que pudiera resultar de la primera deli- 
nea ¿tón de la riliera en mil ochocientos setenta y seis, según las 
constancias de fojas ocho a catorce de e~tos autos. Con costas- 
— Antonio t. Marcenara, — tf. Guido Laiallc. 

En disidencia : José Marcó. 



£4 



i-'am.os m; i.a coim: sicumma 



1>ISH»KM*IA 

Destosemos ilun Manuel A. K>tévcs y doña Akira Estévcs 
de Salaberrta en 28 de Abril de i'tU. del terreno cu cuestión, 
por decretos del do! tierno de la Nación de Noviembre iS de. 
nji-í. Abril de 1 r> i ^ y Noviembre .1 dé 1*113, dénraridárari á 
la Ñación dos año* después 1 Abril de por despojo, has- 

ta que al fin. seguido ei juicio por todos sus trámites, la Stlj>t"0~ 
♦va (.'«trie Federal no hi/.o ln^:i r ;i la demanda, vi i - dé Noviem- 
bre de miS. Tal asi resulta todo plenamente comprobado 
con los auto- traillo', por la- paites litígame- y que curren agre- 
gados como prueba. 

Fundado- substain talmente en esos hechos, toa Efepves 
promovieron i^osterionnente t Octubre* 25 de E919), la cuestión 
«le estos ntr««s autos éh que se está juzgando, consistente en ¡0 
qUe empresa la dfeniandn ik ív 17, ti sea. literahnenie la de que 
la justicia en definitiva "decía re que !os decret-*- del Pode* 
Ejecutivo Son violatorios de b? garantios ¡laudadas a la pro- 
piedad por la Constitución Nacional.., en cuanto cs,,s decretos 
mandan dejar libre de toda ocupación una zona de treinta y 
cinco metros, contados a panir de la linea recia qué une los dos 
muelle* de las Obras Sanitarias de. la Nación y los del Mercado 
Central de Frutos; y que en consecuencia se condene a la de- 
mandada ila Nación 1, a re-petar la libertad natural del inmue- 
ble en toda la extensión de SU titulo, y se abstenga de ¡ni[jed'ir a 
los actores eme obren como propietarios en ta forma y extensión 
que el derecho y -u titulo les permite", fojas 2<k 

Si. pues, se acciona asi de negatoria con el articulo 2«t» 
del Código Civil. co:uo los mismos denunciante dicen y dan 
en calificar sii acción \ ji> v. > . y -i. adema», expresamente 
reconocen que no muí poseedores de la sosa desde Abril -S de 
1014. mal han podido ejercitar con la demanda la acción nega- 
toria que la ley acuerda a base esencial de la posesión junto con 
el dominio, porque .según su disposición ¡di i sólo "compete a los 
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poseedores de inmueble- contra los i[itc k*s impidiesen la liber- 
tad del t-jfrcu de tiii? derechos, reales, a fin de que esa libertad 
sea restablecida". 

La improcedencia de la demanda es mayor» si se considera 
fine feí terreno di- iptc se trat n. eS por -u ubicación "la calle o 
camino público de treinta y cinco inétrns basta la orilla (ar- 
líetilo 2<v$)t", es decir, nn bien ipie solamente por estar allí 
formando parte dé t;i ribera, tiene la presunción legal de perte- 
meer al Estado <an. jfijij citado y concordantes i : un bien del 
lodo excluyeme contó lal. de íps toréenos privados de los par- 
ticulares (art.< 2347 a Coligo Civil i. 

Desconociéndose en los actores el dominio y la |h ¡sesión, a 
que sin enbargo se creen con perfecto derecho, otra es segura- 
mente la acción qu* deben entablar, ajena a esta causa. 

Por estos fundamento- y concordantes adiuidos |*ir el 
detnáníjátfp, especial mente por lo (pie hace a la validez (le los 
decretos de iyi» y ujt¿ citados al principio opino que debe de- 
Mfsc sin ffíecto 'a semencia recurrida «le fs. 220, no haciéndose 
lugar a la demanda, 

/ose Muñó. 



I' A 1.1. o m U CORTIÍ SUl'RKMA 

Butno» Aires, Mario ti de 

Vistos y Considerando: 

(J ne vencidos los actore- en el jimio jMiscsorio (pie promo- 
vieron contra la Nación fundados en los mismos antecedentes 
tjiie apoyan la presente demanda, promueven ahora el juicio pe- 
titorio en el que solicitan (pie en definitiva se tícela re (pie los 
-lee retos del Poder Ejecutivo de iS de Noviembre de iyu. Abril 
¿3 de 1013 y Noviembre 3 de 10,13. cn ordeñan dejar li- 

bre de toda ocupación una liona de 35 mtetros contados a partir 
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de la línea recta r|iic une los muelles de !as Obras Sanitarias de 
la Nación y los del Mercado Central de Frutos, situados en la 
ribera Sttd del Riachuelo, son violatorios de las garandas 
acordadas a la propiedad por la Constitución Nacional f artícu- 
los 14. 17. ic> v 281, v pnr 1» lev común «Código Civil ar- 
tículos 2505- -25 n. 2513. 2514. 25 m y 2523 c y, en consecuen- 
cia, se condene a la demandada a respetar la lilwrtad natural del 
inmueble de los actores en toda la extensión de su titulo y se 
abstenga de impedir a dichos propietarios que obren como tales 
en la forma y extensión que el derecho y su titulo les permite. 

(¿lie aclarando los puntos materia de la demanda y la fina- 
lidad ile la misma, hacen constar los mismos actores a fojas 

a> que I"»- hechos generadores de la "litis" son los tres de- 
cretos precedentemente mencionados : h 1 <|ue procediendo como 
lo ha hecho e! Gobierno Nacional ha impuesto por dos veces al 
mismo bien raíz la restricción q gravamen que establece el ar- 
tículo 263$ tlel Código Ci\il : c) que con ello se ha cometido una 
verdadera violación del derecho de dominio en el uso y disponi- 
bilidad de sus ventajas, contraria ndo las garantías acordadas ;i 
la propiedad por la Constitución y por la ley común en los ar- 
tículos citados en ta demanda : d 1 (pie en cuanto a la acción de- 
ducida, aún cuando entienden que no es necesario darle nombre 
preciso su calificación surge de los antecedentes en que se apoya 
ta demanda y del hecho de halarla fundado en el artículo 2800 
del Código Civil que se refiere a la acción negativa, cuyo objeto 
en el caso "sub lite", es hacer reconocer que el dominio de los 
demandantes ha conservado el carácter absoluto y exclusivo que 
en principio lo distingue, sin hallarse limitado jx»r la supuesta 
restricción o carga que se pretende. Que dados los fines que se 
han propuesto tos actores al promover esta demanda, result:i 
evidente ta procedencia de la acción negatoria aún cuando el 
('■obierno Nacional no haya tenido en vista la adquisición de tilia 
servidumbre o de otro derecho real sobre el inmueble de los 
demandantes, toda vez que lo que se persigue es la declaración 
de que dicho bien no se encuentra sujeto a una carga real como 
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es la que impone a las propiedades ribereñas el art. 2639 del Cód. 
Civil, restricción que |»r otra parte reviste caracteres ele una 
marcada analogía con las servidumbres. La amplitud de los tér- 
minos empicados por el legislador al definir la acción de que se 
trata como aquella que compete a los poseedores de inmuebles 
contra los que les impidiesen la liben -d del ejercicio de los de- 
rechos reales (art. 2800 ), no es conciliable con una interpretación 
que limite su aplicación a los casos precedentemente mencionados, 
máxime si se tiene en cuenta la opinión de Maynz, quien en el pa- 
saje transcripto por el codi ficador como ilustrativo de los caracte- 
res propios de la acción negatoria se expresa en los siguientes tér- 
minos : "Todo ataque de una importancia menos grave (que la 
privación de la posesión), basta para darnos la acción negato- 
ria. Comúnmente tal lesión proviene de que otro pretende tener 
lili "jus in re*', particularmente una servidumbre, sobre nuestra 
propiedad. Ks por esto que las más veces se représenla esta ac- 
ción como destinada a hacer cesar una servidumbre que otro ha 
usurpado. Pero su uso es más general y puede ser intentada to- 
lla vez que alguno nos impida obrar como propietario en la ex- 
tensión <jue el derecho nos permite con tal <pte la lesión que su- 
frimos no sea demasiado grave para que podamos intentar la 
reivindicación" (parágrafo 207 y nota, de la 3." edición). 

Que en el caso "*ub lite" se encuentran reunidas todas los 
condiciones apuntadas en el pasaje transcripto, pues la inten- 
ción del Gobierno Nacional, claramente expresada en los decre- 
tos que han dado origen a esta "litis", ha sido imponer al domi- 
nio de los demandantes una limitación que les impide ejercer 
ese derecho con la amplitud característica de las situaciones nor- 
males de la propeidad sin que llegue hasta privarlos de la po- 
sesión, desde que la obligación impuesta a los ribereños j»r el 
artículo 2639 del Código Civil consiste únicamente en una espe- 
cie de servidumbre, en una simple caiga a la propiedad, como lo 
ha establecido reiteradamente esta Corte. (Fallos, tomo 43. pá- 
gina 403 y tomo 111, páginas 179 y 197, entre otros). 
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(Jxk lo di apuesto en el articulo del citado Código nn 
es de tenerse cu cuenta en el presente cuso, pues contempla una 
situación muy diferente ile la que produce la aplicación de los 
decretos impugnados. Dicho articulo se refiere a los actos que 
impidan accidentalmente la lilire disposición de los derechos del 
poseedor, sin importar una lesión al derecho de propiedad, como 
se expresa con mayor claridad en la fuente ele donde ha sido 
tim ada la disposición ( Maynz parágrafo 207, 3/ edición), en 
tanto fpic ta restricción establecida |>or e! artículo ¿639. que es 
la que han impuesto los decreto, del Poder Kjccutivo. constituye 
una linu'tacii'm pernianenU en el ejercicio del derecho de domi- 
nio sobre los inmuebles ribereños, limitación o carga que algu- 
na»; legislaciones incluyen entre las servidumbres legales (Có- 
digo francés, articulo (150), y que indiscutiblemente reviste los 
mismos caracteres que esto» derechos reales por sus efectos en 
cuanto al ejercicio de las facultades del poseedor del inmueble 
cometido a la restricción. 

Que a mayor abundamiento procede observar que aún 
aceptando como errónea la calificación hecha por los actores (fe 
la acción promovida, ello no conducirla* necesariamente al recha- 
zo de la dema ni la, desde que no hay en nuestro sistema procesal 
fórmulas rigurosas para hacer valer los derechos ante la justi- 
cia y toda vez que no puede dejar de existir un remedio legal 
para im pedir que el dominio sobre un inmueble cualquiera, 
r iln reño o nu. quede sometido a una restricción ilegitima, reme- 
dio que no puede ser otro qnc la acción judicial encaminada :i 
otitcucr ta declaración fie la lilwrtad del dominio, o sea, la (pie 
han promovido los demandantes. 

tjne la decisión pronunciada jwr esta Corte en el interdicto 
posesorio seguido entre las mismas partes que intervienen en ui 
presente "lilis", no puede considerarse un olistáculo legal para 
la promoción ríe Ja acción negatoria aún cuando anih-¡s acciones 
se apoyen en los mismos antecedentes, pues independientemente 
de que la ley común autoriza en forma expresa a intentar el pc- 
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titorio d^piíéa de haberse hecho uso cíe las acciones posesorias 
(Código Civil) j artíettío 2482), procede tener en cuenta, ade- 
mas, (jne en el considerando 18" de aquella sentencia {fojas 280 
vuelta del expediente agregado), se hace constar "que si bien 
fes cierto que lo* actores afirman haber dejado hace años ia falle 
pública a que estaban obligados, tal defensa, como la misma 
l>ane acto<ri tó : econocc. no puede ser motivo de examen en el 
interdicto, sino en el petitorio en cuya o|>ortiinidad seria el caso 
de considerarla. . 

Que el hecho de que el Gobierno baya procedido en el caso 
coiro poder públii'u, no constituye un impedimento para que sus 
resoluciones sean sometidas al contralor de la justicia, desde 
que el Congreso ha concedido venia para demandar a la Na- 
ción j>or razón de esos mismos actos, ( ley X." 9776). 

One por amplias que sean las facultades jurisdiccionales 
ÍW, Gobierno Nacional sobre los ríos navegables y sobre los 
pítenos, no llegan sin endiargo hasta poder privar a los par- 
ticulares de su propiedad ni imponerles restricciones o cargas 
n<» autorizadas por la ley o más extensas que las legalmente es- 
tablecidas, sin la justa indemnización que exige el artículo 17 
de la Constitución. 

Que COmó ¡o demuestran las sentencias recaídas en las ins- 
tancias precedente*, el antecesor de los demandantes, don Ma- 
nuel Kstéves, cuya propiedad tenia por límite Norte el Riachue- 
lo, solicitó en 1K76 la delincación de su terreno, con el propósito 
de edificarlo: y con intervención de la Municipalidad de Barra- 
cas al Sud. hoy Avellaneda, retiró la linca del inmueble basta 
cuarenta varas de distancia de la orilla del rio. 

Que al proceder de tal suerte, el propietario ribereño lio se 
limito a cumplir con la obligación impuesta por el articulo 2<wt 
de! Código Civil, sino que entregó por completo al dominio pú- 
blico esa ]»rte del terreno, la que no ha sido tenida en cuerna 
en los actos jurídicos de que fué objeto la propiedad ulterior- 
irente quedando desde ese momento convertida en una de tan- 
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tas calles de !a planta urbana del pueblo, con su respectiva 
vereda, con pavimento y con numeración. 

Que en virtud de ese hecho la propiedad de Estéves dejó 
de ser rilíereña para lindar por su costado Norte con la calle 
publica de riliera denominada máa tarde Carlos Pellegrini. 

Que en tales condiciones el inmueble de los demandantes 
no ha podido aumentarse por aluvión, ni por lo tanto, disminuir 
a consecuencia de la erosión o desgaste producido por la* co- 
rrientes del río. desde que tenía un limite fijo e invariable como 
era la calle pública que lo separaba del Riachuelo. La que ha 
podido ganar o perder por el retiro o avance de las aguas, es 
dicha calle pública ribereña, que las autoridades competentes, 
ya fueren las de! municipio, la» de la provincia o las de la Na- 
ción, debieron cuidar de que se conservase en toda su amplitud 
originaria de cuarenta varas, construyendo muelles o empali- 
zadas o efectuando laa obras necesarias para desviar la* co- 
rrientes. Si nada hicieron en tal sentido y si por razón de tas 
obras de ensanche o de canalización del río, de las inundaciones 
extraordinaria* o de la acción gradual de las corrientes, la faja 
de ribera convertida en calle pública del pueblo, se ha ido redu- 
ciendo hasta el extremo de desaparecer casi totalmente, según 
puede observarse en el |>lano de fojas 194, no hay el derecho de 
reemplazarla r a costa de ¡as propiedades* adyacentes, es decir, 
tomándola nuevamente al terreno de lo* sucesores de don Ma- 
nuel Esteres sin previa indemnización. Nuestro Código Civil 
establece que: "Si lo que confín» con el rio fuese un camino 
público, el terreno de aluvión corresponderá al Kstado o a la 
Municipalidad del lugar, según que el camino corresponda al 
municipio o al Kstado" (articulo 2575). Este precq>to ha sido 
¡ni pirado por las doctrinas de E'roudbon y de Dcmolombe. quie- 
nes en SU desenvolvimiento llegan a conclusiones completamente 
favorables para la tesis sustentada por los demandantes en la 
presente "litis". El primero de dichos autores, citado por nues- 
tro codificador como fuente principal de la disiwsición prcec- 
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deniemcme transcripta después <lc exponer los antecedentes de 
su doctrina en el derecho romano» agrega: "Por aplicación de 
(estos mismos principio;, pensamos que en la hipótesis contraria, 
si el río ejerciendo su acción contra el camino lo destruye en 
todo o en parte, r i propietario del fundo adyacente no estará 
obligado a suministrar sin indemnización el terreno j>ara el nue- 
vo camino, porque es al Gobierno a quien incumbe protejer su 
cosa" (Dominio Público Nos. 1271 y 1272). Y I>emo!ombe sos- 
tiene la solución de nuestro artículo 2575 de que el aluvión 110 
aprovecha a las propiedades serradas del río por un camino 
público: "Primero: Porque ellas tienen por límite fijo e inva- 
riable la vía pública y no el curso de agua: y Segundo: Porque 
no suportando los inconvenientes y las pérdidas que pueden re- 
suir«¡r de la contigüidad de las aguas, no seria justo que obtuvie- 
sen las ventajas ile dicha contigüidad" I tonio X, núm. 46). 

Que de todo lo expuesto se desprende (pie los decretos 
impugnados en el presente juicio petitorio imponen a la pro- 
piedad de los demandantes una restricción ilegitima y (pie por 
consiguiente en virtud de ellos se toma dicha propiedad para 
uso público sin la correspondiente indemnización, contrariando 
.tbiertamente lo dispuesto en el articulo 17 de la Constitución. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada de fojas 271, se la confirma en todas sus partes» con 
costas. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 
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/•'í.<v<> .Viirfdín// «mira ffoif FftmeíSCO José Bchr, sobre c.v- 

profiaciótt 

Sumario: i." [„a interpretación y alcance del articu'o j'j.í/ del 
Código Civii. son la de que el propietario de un fumín e-i 
el cual se encuentra una fuente puede disponer de ella a 
-n alluflrio. empleándola en todos los itsps sean éstos de 
utilidad o dé placer; puede privar de ella a tas heredades 
inferiores y trasmitirla a titulo oneroso a toda otra here- 
dad. Oue propietario del suelo tiene el derecho de hacer en 
él todos los traha jos que juzgue propios para descubrir las 
agitas subterráneas que llevan agua a sus fundos para ali- 
mentar sus fuentes, pozo-, cisternas, etcétera. 

J." Kl expropiado, conforme al precepto citado del ar- 
ticulo _»()^7 del Código Civil, además de la indemnización 
a <|ue tiene derecho por su terreno, poblaciones huerta, 
etc.. debe ser compensado del valor de tos manantiales que 
existen en su eanl|Hj, pues constituyen é^tos por disposición 
de la lev civil, un bien comprendido en los términos del 
artículo lo de la ley número itfg. 

X" Xo se puede, en el caso, tomar como criterio justo y 
liga] piula fijar el valor de la- aguas surgentcs, la necesi- 
dad que la explotación de Comodoro Kivadavia o lo-» ha- 
bitantes de la población tengan de ellas, sino él daño que el 
propietario de la fuente experimente contó consecuencia de 
la expropiación, 



CaSú: I.o explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Bueno» Aira, Miy» ifl de IÉ2S 

Y Vistos; 

Los promovidos por el Fisco Nacional contra don Fráridár 
co JÓsé Hehr sobre expropiación, de lo$ que resulta: 

t.» íjnc según decreto del Poder Ejecutivo de fojas 3. se 
ha encomendado al señor Procurador liel Tesoro la promoción 
de este juicio, tenrlienle a expropiar tierras declaradas de mili- 
dad pública por la ley 11.027. tuyo detalle corre de fojas 1 a 4. 

a." Oue ofrecido y depositado el precio en que el Poder 
Ejecutivo estima el importe que corresponde al expropiado — 
5'»'743 Ilesos moneda nacional, fs. 7 y 10 — se realizo la audien- 
cia de fs. 34 a fines de designar los jierito- a que alude la ley 
número iKt/ en su art. <». toda vez que ex istia disconformidad 
de partes en cuanto al precio y el l*oder Kjecuti\t» habia skli 
puesto en posesión del inmuehle en razón de la urgencia señala- 
da al promover la demanda. 

.í." Une ios peritos de ambas paites se han expedido en 
autos, así como el tercero nombrado de oficio en mérito de la 
disparidad advertida cu los informes, de los primeramente cita- 
dos. A fs. 121J se llama autos para definitiva con lo cual procede 
diitar la sentencia que corresponde. 

Y Considerando: 

1." (Jue en materia de expropiación, la Cámara Federal 
tiene resuelto, que a jw.sar de no ene» mirarse en la jurisdicción 
territorial del suscrito el hicn a expropiarse — art. r>. ley t8:j -- 
le eorreapunlc sustanciar el juicio iniciado en está jurisdicción, 
fallo número u.555. Eolio 399. libro 15. 
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ivt suscripto salva su opinión al respeto, de acuerdo con lo 
que manifestara éri los casos transcriptos en la "Caceta fiel Fo- 
ro'" números 885 y 1082. 

2." Que estando conformes las partes, como lo están, cu 
cuanto a la procedencia <le la expropiación, corresponde fijar la 
indemnización debida al expropiado, por la privación de su pro- 
piedad, tomando cuino l»ase para ello eT informe de los peritos. 
Suprema Corte, tomo 115. página 145- 

y Qjjlé el Poder (Ejecutivo ofrece cincuenta y seis mil 
setecientos cuarenta y tres jwsos por las dos mil ocltocientas 
treinta y siete hectáreas y quince áreas en expropiación. 

El perito de la parte actora aprecia el valor total del campo 
con todas sus instalaciones, existencias, animales, útiles y ense- 
res y un suplemento de indemnización, en la suma de cien mil 
ciento cincuenta y cinco pesos moneda nacional. El perito de la 
expropiada fija en tres cientos mil pesos moneda nacional el 
valor e indemnización a acordarse y el perito tercero tasa el 
campo en su capacidad productiva es doscientos treinta y un 
mil ochocientos sesenta y nueve pesos con setenta y cinco cen- 
tavos moneda nacional y señala otra cantidad al considerar el 
cani] mj desde el punto de vista del negocio de la venta de agua. 

Las tres pericias difieren ; examinando el inmueble pon 
criterio diverso y comcmplan^el asunto con arreglo a diferente' 
ba>es que ponen detalladamente de relieve. 

4" Que conirt lo dice el conocido aforismo jurídico, "dictum 
exjjertoruru «unquam transit in rem judicatam". 

Queda, por lo tanto, el Juez en completa lilwrtad para 
apreciar el caso con su criterio, sirviéndole las |>ericias como 
fundamento ilustrativo, pero no radicalmente decisivo. 

Bien, pues; estudiado prolijamente el asunto sometido a 
resolución judicial, se observa que el inmueble a expropiarse 
presenta modalidades dignas de ser tomadas en cuenta i*ara la 
¡fijación del precio compensatorio de su transferencia al actor. 

Se trata de una extensión de tierra caracterizada por pres- 
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tarse a la explotación ganadera común en las regiones patagó- 
nicas; está situado en las proximidades de la explotación de 
petróleo a cargo de la Nación en Comodoro Rivadavia ; posee 
ciertas mejoras, como ser habitaciones mediocres, nna pequeña 
extensión cultivada con alfalfa, alambrados, huerta, monte de 
frutales y forestales y, además, encierra el campo un caudal de 
ngua cuyo origen, destino y productividad de riqueza detallan 
las pericias de autos. 

Del detenido examen de esas pericias, argumentos de la 
parte actora de fs. 7 y 34 y de la demandada de fs. 36. se llega 
a la conclusión de que es posible adoptar un término medio 
prudencial y equitativo en cuanto signifique fijar la suma que 
clelie con pensar al demandado la privación de su propiedad. 

Para ello tiene en cuenta el suscrito las calidades del cam- 
po, género de explotación a que se le dedicaba en el momento 
ile iniciarse el juicio inmediatamente, a raíz del cual se díó 
posesión a la parte actofa; riqueza efectiva que producía al 
demandado, descartándose como lo ordena la ley i8tj, las ven- 
tajas o ganancias hipotéticas y abstracción hecha de toda otra 
serie de circunstancias ajenas al asunto en sí, por lo que pudie- 
ran tener de contingente. 

Xo hay. pues, razón ni objeto en detenerse a estudiar con 
minuciosidad si el caudal de agua del campo puede tener tal o 
cual duración y cantidad, cual puede ser su precio en un futuro 
cercano o remoto, o si puede aumentar en estas condiciones o 
en aquellas el valor de cincuenta o más hectáreas preparándolas 
en una forma determinada o en otra. 

El suscrito analiza las pericias y pretensiones de las partes, 
y trayendo a cuenta las disposiciones de la ley i8f» en sus ar- 
tículos 6. 15. 16 y 17 y jurisprudencia de la Suprema Corte — 
casos Fisco v. Fermepín. Fioríto, G nsiglieri, British Structural. 
etc., etc., de este Juzgado, procede a fijar en la fuma de ciento 
sesenta mil pesos moneda nacional, el importe total de la indem- 
nización que por todo concepto debe pagar la expropiante al 
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expropiado Hehr. jior la privación del inmueble taáterfo de este 
juicio, ciiya propiedad se transfiero a la Nación. 

K- c\ ¡dente que si se tratase de un camj>o común sin las 
mejoras y características especiales que registe él imniiettle en 
cuc-iión, ta suma fijada tendría (pie variar considerablemente, 

5." Chic el Juzgado se al atiene de fijar "moni propio" in- 
tereses a la -nina a entregarse a Helir o a la diferencia entre la 
de|»os¡tada a fs. 10 y la rpte señala esta sentencia, por cnanto 
estima qué no puede acordar de propia autoridad a una parte, 
intereses que no solicitó, ni en la audiencia respe, ti va, ni en 
ningún otro momento. — art. 13. ley 50. — Suprema Corte, to- 
mo 78. |>ág. 104 — y juicio Fisco v. Kocca 4 3{o>X. "(«aceta 
del Foro" 1536.— ley 3. título 10. Partida Tercera. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: declarando 
transferido el inmueble de clon Francisco José ISehr. materia de 
e>tc juicio, a favor de !a Nación, previo pago de la suma de 
%iento sesenta mil pesos moneda nacional en cuncepto fie, total 
indemnización por la expropiación de que se trata. Costas a 
i.irgo de la Nación, según lo di-|Hinc el art. iN de la ley nú- 
mero iS«i. — Saúl M. liscúhar. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Butnos Aí«t. Abril í» de U«S 

V'isti's \ Considerando: 

ihv* t¡ campu que se expropia. <le 2837 bectáreas, 15 áreas, 
ubicado en el lote jó de las tierras de Colonia Escalante, Te- 
rritorio del CbubtU. es, según los informes periciales de aim»-. 
un campo árido, de reducida capacidad productiva. 

(Jue tanto las poblaciones que existen en él nusrito. ioni" 
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la extensión sembrada tfe alfalfa, y las" plantaciones de frutales 
y forestales, huerta y jardín son ile muy escasa importancia. 

Que, con arreglo a los arts. 15 y 16 tic la ley i8q y ar- 
ticulo 2511 del Código Civil, la indemnización debiiU íéI pro- 
pietario, privado de su propiedad i>or causa de utilidad pública, 
lia de consistir en el valor real tic la cosa y en el perjuicio di- 
recto que le venga de la privación de la propiedad, no debiendo 
tomarse en consideración las ventajas o ganancia- hipotéticas. 

r>ue en el presente caso, en que se expropia todo el innme- 
hle del demandado, no aparece demostrada ta- existencia de otro 
perjuicio directo fpie la privación misma de la propiedad. Los 
liene f icios que en el futuro pudiera producirle al propietario, 
se comi>ciwm con las utilidades eme puede reportar la inver- 
sión fiel capital que se manda pagar en concepto de indemni- 
zación. 

Que. en su virtud y atentas las circunstancias de autos, el 
Tribunal estima equitativa la smna de 80.000 pesos |*jr la ex- 
propiación de! campo conocido con el nombre «le "Los Manan- 
tiales", de propiedad de don Francisco José Behr. 

Que los intereses de la suma expresada forman parte de 
la indemnización, puesto que Se ha lomado por el expropiante 
la posesión del inmueble, según lo ha establecido la jurispru- 
dencia de la Corte Suprema y de esta Cámara. Los fallos que 
se citan en la sentencia apelada no tienen relación con la cues- 
tión de autos. En el del tomo ;R pág. 1(4 la Corte Suprema no 
hizo sino declarar, tic aetfcrdo con el art. 13 de la ley 50, que 
la sentencia definitiva sólo c*tá llamada a pronunciarse conde- 
nando o absolviendo en todo o en parte, con arreglo a ¡a* acio- 
nes deducidas : y en e! del caso Fisco v. Rocca declaró infun- 
dada la reclamación de intereses sobre la suma consignada por 
el* expropiante, durante el tiempo que permaneció depo-ilada a 
la orden judicial, toda vez que la demora en la entrega del di- 
nero a la expropiada no era imputable al actor. 

Por e-tos fundamentos, se confirma la sentencia de fo- 
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jas 135 en cuanto hacer lugar a la expropiación de! Campo del 
demandado flnn Francisco José Cehr, y se la modifica respecto 
a la cantidad míe debe alonarse al propietario que el Tribunal 
fija eu S0.000 pesos, con lo; intereses sobre la diferencia cutre 
la snma depositada y la ipic se manda pagar. Las costas a cargo 

«Ir la partí* actora de acuerdo con lo dispuesto en el áft. 18 de 
la ley ifr). — Marcelino Use ufada. — 7\ Arias, — H, A, X tizar 
An< Intrato. — y. P. Luna. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenoi Aires, Marzo fS de ttfM 

Y Vistos; 

Este expediente -eguido por el Fisco Nacional contra don 
Francisco Behr sobre expropiación para conocer de los recur- 
sos ile apelación interpuesto por ambos litigantes contra la 
sentencia de la Kxma. Cámara Federal fie ía Capital. 

V Considerando: 

Que se trata en el caso de la expropiación de un campo 
•it.iado a 15 udómetros al X. < >. de! Pueblo de Comodoro Kiva- 
davia con una superficie total de nectareas, 15 áreas. K! 

I V'dcr F.jceutivo. según se expr^s^ por sn representan ¡..- a fo- 
ja* ,14, ejercita el derecho de expropiación con el fin de apro- 
vechar los manantiales: existentes en el campo para proveer 
por ahora de agua a la explotación petrolífera de Comodoro 
Kivadavía. 

Qlte los tres peritos designados en el juicio han practicado 
las respectivas tasaciones coincidiendo en cuanto a la manera 
de clasificar los distintos valores qtie lian de computarse en 
capí lulos separados para obtener el precio del conjunto, a sa- 
ber: ai alfalfar: b) poblaciones, monte y huerta: y el precio 
del campo general. Acerca de los acápites ai y c), han veriti- 
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catín la tasación teniendo en cuenta la capacidad productiva 
actual del campo expropiado. Y el criterio adoptado por ellos, 
tanto en lo relativo a la Clasificación como a la capacidad pro- 
ductiva es inohjetahle y *e ajusta al precepto del artlieulo M> de 
la ley líítj. 

Que las diferencias apreciabjes respecto al precio del btferi 
expropiado (el perito del fisco lo fija en cíen mil ciento cincuen- 
ta y cinco pesos moneda nacional, el expropiado en cuatro 
cientos sesenta y cinco mil novecientos ochenta y ocho y el terce- 
ro en pesos dos ciento-; treinta y un mi! ochocientos sesenta y 
nueve con setenta y cinco moneda nacional, o en doscientos diez 
y seis mil fila tro cientos sesenta y nueve, con selenla y cinco, 
según el criterio que se elija K emergen de la diversa manera de 
considerar el valor de las aguas viva- existentes en el campo en 
forma de manantiales "lloraderos" o fuentes súrcenles, pues 
acerca del valor de los capítulos señalado- con las letras, a, b y 
c. las apreciaciones de los tres técnicos s«m casi coincidentes. 

Que la parte del campo general destinado a la explotación 
ganadera, lia sido avaluado en treinta y nueve mil quinientos 
l tesos moneda nacional por el perito del gobierno y en cuarenta 
y un mil ocho cientos siete con veinticinco por el l creen», y el 
alfalfar en cuarenta mil quinientos |>esos moneda nacional y 
cincuenta y nueve mil sesenta y dos con cincuenta, respectiva- 
mente, líl de las poblaciones, huerta, tríllales, etc., en once mil 
pesos moneda nacional ]»or amitos. 

Teniendo en ctienta ¡as razones aducidas ]>or uno y otro 
técnico acerca de la capacidad productiva del alfalfar y de !a 
explotación ganadera en el momento de producirse la ocupa- 
ción por el risco y además la conformidad prestada por el re- 
presentante de éste a fojas en relación a esta ¡Jarte de la 
tasación ¡na. tienda por el perito tercero, corresponde fijar 
esos valores por aquello* conceptos en las sumas de cua reñía 
y un mil ochocientos siete con veinticinco, cincuenta y nueve 
mil sesenta y dos con cincuenta y once mil pesos moneda nació- 
na!, respectivamente. 
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Out> ha sii h i planteada cii la instancia la cue-tión tic sal ir r 
si se traía simplemente de expropiar íiii campo tic los comunes 
en la región t> también de las fuentes y manantiales naturales 
que brotan en el, y que son. como ha dicho y reconocido por 
el Kt-eu, la causa determinante del presente juicio, 

<Juc de acuerdo con el articulo J037 Código Civil, las 
agua» que broten en los terrenos privados pertenecen a los 
dueños de éstos y pueden libremente Usar de ellas y n indar su 
dirección natural. Kl simple hecho de correr por lo- terrenos 
interiores tío da a los dueños de éslos derecho alguno. Pero si 
titas fuesen f! principal alimento de un rio o fuesen necesarias 
a algún pueblo, están -ajelas a expropiación por utilidad públi- 
ca, l,ti> informes periciales no permiten alimentar ninguna 
duda de que los manantiales del cañadón de Líehr son agua* 
<¡ne brotan efpi -nláneamente a Ta superficie del terreno en una 
cantidad que antes de realizarse trabajos de arte por la explo- 
tación de Comodoro Kivadavia era de setecientos setenta y 
enn' m metros cúbicos cada veinticuatro lluras. 

<Jue la interpretación y alcance de! articulo Jft^j cuyo íiii- 
tecedente inmediato se encuentra en el articulo &41 del Código 
de Napoleón acerca de la naturaleza y contenido del derecho 
definido en él es el siguiente: <n el propietario de un fundí) en 
el cital se encuentra una fueiue. puede disponer de ella a su 
aíbeftrio, empleándola en (odbs los usos, -can éstos de utilidad 
o ile placer: puede detener su corriente, extinguirla o dirigirla 
a su voluntad; puede privar de ella a las heredades inferiores 
y trasmitirla a titulo oneroso o a titulo gratuito a toda otra 
heredad. Ik-tuolomlie tomo 11. párrafo 04; M el propietario 
del sítelo tiene el dere.'ho de hacer en él todos los trata jo* que 
juzgue propios para descubrir las aguas subterráneas que Se 
encuentren allí; no siendo de ningún modo responsable hacia 
los propietario- de los fundos vecinos si el resultado de estos 
trabajos fuese el de cortar las corrientes subterráneas (pie lle- 
van agua a SUS fundos para alimentar su- fuentes, pozos, 
ei -terna*, etc. IX-iuolomhe tonto 11. párrafo 654 La atribución 
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:i los propietarios <k' las aguas ijue I ñutan en sus dominios, es 
¡a aplicación del viejo principio romano "punió agri vidctur 
amia viva"' y si bien el derecho modetnd tiende a modificar el 
criterio tradicional atribuyendo a la administración o a los 
Tribunales l-1 dereJio de reglamentar en el interés de la comu- 
nidad la- a «pías de las fuentes cuando estas presenten desde su 
origen el carácter de un curso de agua de cierta importancia, 
sometiéndola* a un uso público. — Véase ley Francesa de S de 
Abril de iftjK. — el estado de la legislación nacional en el 
momento actual es el que resulta del texto claro y explícito de 
los artículos 2O37 y -tf.ño y P*>r consiguiente el único a conside- 
rar en el pre-ente juicio fie expropiación. 

Que es evidente que el expropiado conforme al ] (recepto 
Citado del artículo 2637 del Código Civil, además de la indemni- 
zación a que tiene derecho por su terreno, poblaciones, huerta, 
etc.. debe ser compensado del valor de los man anuales que 
existen en su campo, pues constituyen éstos por di -posición de 
la ley civil Un bien comprendido en los términos del articulo té 
de la ley número 180. 
% Que es, sin duda, indiscutible que no se podría tomar 
coro criterio justo y legal para fijar el valor de las íiguas 
surgentes. la necesidad que la explotación de Comodoro K i va- 
narla o los habitantes de la población tengan de ellas, sino el 
daño qué <?1 propietario de ta fuente experimente como conse- 
cuencia de la expropiación. Kl criterio de! prowcho o de la 
necesidad llevaría, en efecto, a valores inverosímiles ,y además 
circunstanciales, pues las condiciones actuales pueden modifi- 
carse como lo hacen notar los peritos del Fisco y el tercero, no 
-ólo por un cambio en los métodos de explotación del petróleo 
en (á mina del Kstado. sino también en cuanto a la escasez 
de agua respecto de los ]M»1 dadores por el aprovechamiento de 
otros caña dones o f nenies existentes en la región que abaráten 
el precio del metro i ubico tle aquélla. 

Que las utilidades obtenida- por Ilelir desde el año 10,15 
basta el año i'J-fn de la constitución de servidumbre de sacar 
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agua y acueducto convenido con la explotación de Comodoro 
Kivadavia. suministra mi pumo de pálida de gnu im^rtaocia 
para la determinación de! valor de los manantiales, considerado 
fk-I punto de vista de los llanos que el propietariu exjX'rimcnte 
como consecuencia dé ta expropiación^ Y en este sentido el 
iníornie del perito leñero certifica míe desde Hayo de 10*3 
hasta Febrero de nnS, Hchr penihió en concepto de las cinco 
doceavo* panes del a^mi vendida pnr la explotación de Coino- 
doro kivadavia. la Mima de veintiún mil ¡xsos moneda nacional. 
Kxtendidas las ca| naciones y aumeiii;,da la extracción de agpa 
aquel reciliiñ el año u>ui la suma de quince mil ochocientos 
veinte y seis pesos con cuarenta centavos moneda nacional, y 
en io,¿o, veinte mil ochocientos treinta y tres con treinta y tres. 

Que apreciadas las razones invocadas por el perito tercero 
para tomar el término medio de la renta producida por concep- 
ta de la mencionada servidumbre durante el tiém(>0 que el 
agua surgía naturalmente de los manantiales sin el auxilio de 
las co-tosas instalaciones y ohras de arte verificadas en los dos 
últimos años para captar y levantar el agua, teniendo en cuenta 
i|ite el precio del metro cúbico de agua cobrado jmr (a Kxplo- 
i ación de Comodoro Kivadavia. es de excepción y susceptible 
fie disminuir por el aprovechamiento de otros cañadones simila- 
re- al de fiel ir. cuto también i|tie las captaciones actuales y 
futuras pueden alterar el régimen natural de las Corrientes 
-ulnerráneas y producir un proceso de agotamiento del depósito 
de agua por el drenaje que se efectúa como lo insinúa el perito 
tercero, aplicando el prudente arbitrio del Tribunal, delie fi- 
jara el precio de los manantiales en la suma de cincuenta mil 
pesos moneda nacional. 

. (Jue en [ales condiciones el precio del bien expropiado, 
comprendida toda indemnización, queda fijado en la suma 
ylubal de ciento sesenta y un mil ochocientos sesenta y nueve 
iie>i>s con setenta y cinco centavos moneda nacional, 

IV esm> nmdamcni' s se revoca la sentencia apelada de 
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ia Cámara Federal de la Capital, en cuanto al precio inalado 
a la expropiación, el cual se fija en la Suma de ciento sesenta 
y un mil ocho cientos sesenta y nueve pesos con setenta y cinco 
centavos moneda nacional y se la confirma en lo demás que 
dispone con costas, las cuales sólo comprenderán, de acuerdo 
con la jurisprudencia de esta Corte, tos sellos de actuación y 
los honorarios de los peritos. Fallos tomo 130. página 116. No- 
tifíqilese y devuélvanse. 

A. Bermejo. — J. Fjgueroa Al- 
corta. — RAMÓN MÉNDEZ. 
— RnllKRTO RSiiPÍSttO. 
Kn disidencia: Nicanor ('*. 111:1. Solar. 

I)j su n:\ci v 

Y Vistos: 

Estos autos seguidos ]>or el lYocnrador del Tesoro en 
representación del Cobierno de la Nación sobre expropiación 
de un campo de propiedad de don Francisco José Behr. situado 
éfi el Territorio Nacional del Chuhut. con la extensión y linde- 
ros que se meneionan en el escrito de demanda de fojas 7 de 
los presentes autos. 

V Considerando; 

Que el dictamen pericial en las expropiaciones 110 es obli- 
gatorio para los jueces los que pueden apartarse de sus conclu- 
siune-i a mérito de otros antecedentes que consten en los antus, 
como se ha declarado por esta Corte en reiterados casos. Fallos 
tomo 114, página 370, tomo 121. página 394 y tomo 124, pa- 
gina 140 y los en el mismo citados. 

Que esta Corte ha dejado establecido tai nbién que la in- 
demnización debida al propietario privado de su propiedad j>or 
can -a de utilidad pública, ha de consistir en el pago del valor 
real de la cosa y del per juicio directo que le cause la privación 
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ile Su propiedad y que debe ser confirmado el precio asignado 
;i la tierra expropiada en la sentencia del interior, cuando no 
causa agravio al recurrente. Fallos tomo 95. página 350 y 123, 
página 263. 

Que según resulta de ¡as constancias de autos el terreno 
cuya expropiación lia sido solicitada por el representante del 
Gobierno de la Nación en el escrito de fojas 7. está situado en 
el lote número 2f* de las tierra* de la Colonia Kscalante. en el 
Territorio del Chubut. es conocido con el nombre de "Los 
Manantiales"' y se pide su expropiación para responder a las 
necesidades de la explotación del |*-tróleo de Comodoro Ri* 
vádavia, 

Que dicho terreno. Según aparece del Decreto de fecha 1 1 
de Diciembre de 1930 y planos respectivo-, tiene una extensión 
de dos mil r*chociemo<i cincuenta y nnn hectáreas, quince árcí'>. 
li;iIjiendo sido adquirido \mr el demandado en una extensión 
ríe dos mil doscientas doce hectáreas, quince área;, por compra 
al Gobierno de la Nación y el resto, o sea. una extensión de 
-eisdentas veintinco hectáreas, por donación del mismo Gobier- 
no de la Nación acordada por decreto del i » de Agosto de H)io, 
según todo se hace constar en la escritura respectiva corriente 
a fojas 41. en la que se expresa, ai lemas, que dicho terreno 
quedaba sujeto a la servidumbre sobre los nacimiento* y co- 
rrientes de agua establecida [K>r el decreto de 4 fie Febrero de 

Que resulta asimismo de la escritura pública de fojas 47 
otorgada en Comodoro Kivadavia cu 29 de Diciembre de 1915, 
que el demandado don Francisco José liehr. como propicia rio 
del terrenr. mencionado, otorgó a favor de la Dirección Genera! 
de la Explotación del Petróleo de Comodoro Kivadavia, una 
M-ividumbre -ubre toda el agua de los manantiales situados cu 
el paraje llamado "Cañada ííehr ". incluyendo en esta servidum- 
bre la cesión de una superficie de dos mil quinientos metros 
cuadrados, destinada para !a habitación del personal del servi- 
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ció de vigilancia y conservación de las cañerías aparte de otra? 
concesiones de terrenos necesarios para la captación y cons- 
trucción de tanques en cualquier punto donde fuera necesario 
establecer la captación. 

Que dados estos antecedentes y lo expuesto por el expro- 
piado en su memorial de fojas 175, reconociendo que sólo 
tenía sembradas cinco hectáreas de alfalfa y que e~ mqxjsible 
por la falta del agua la agricultura y plantación de árboles 
cli el terreno, resulta indudable que no se causa en el caso otro 
j«.r juicio directo para el demandado que el de la privación de 
la propiedad y (pie los Iwucf icios (pie en el futuro pudiera 
producirle el misino terreno, se compensan con las utilidades 
que pueda reportar la inversión dé! capital que se manda pagar 
en concepto de indemnización, como se declara en la sentencia 
de la Cámara. 

Que el representante del C.obierno de la Nación no lia 
¡raido ante esta Corte elementos de juicio que puedan modifi- 
car las circunstancias de la causa, como no la modifica las 
consideraciones del citado memorial de fojas 175 en el que el 
expropiado aduce, por cuanto se refieren a hechos o medidas 
probatorias sobre la estimación del precio de los terrenos linde- 
ros que no corresponden a esta instancia. Tomo 129, pág. 219. 

Que a lo expuesto procede observar que el precio de la 
expropiación no puede derivarse necesariamente de la renta 
que pudiera producir la cosa expropiada y que con arreglo a 
lo dispuesto ]x>r el articulo 16 de la ley de expropiación nu- 
men» 189, la indemnización sólo delw comprender los graváme- 
nes o perjuicios que sean la consecuencia forzosa de la expro- 
piación, tales como el valor del terreno o edificio, etc., sin que 
pueda sin embargo tomarse en consideración las ventajas o 
ganancias hipotéticas. 

Que por lo tanto y no resultando suficiente acreditado que 
se haya causado al expropiado otro perjuicio directo que el re- 
lativo a la privación de su propiedad, y dado lo (pie queda 
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expuesta con respecto a SUS condiciones, débe reputarse e¿$ttá- 
tivu y justa la suma en gtie se fija la indemnización, 

IW ello v sus fundamentos se confirma la sentencia apela- 
tla dé la Cámara Federal ilc la Capital, debiendo satis facerse 
tas costas por el expropiante conforme con lo dispuesto \xt7 el 
ai-tiento iK de la ley número 1S0. Xotiíímiese y devuélvase. 

Xumtor C. th'l Solar, 



NOTAS 

SÜqn íeclia cinco de Marzo de mil novecientos veinticuatm 
¡a Orne Suprema declaró íiv procedente la queja deducida por 
don AMjvüo J. Monncs en autos con don .fosé Prini. sobre des- 
alojamiento, |Kir ri-Mdtar de la exposición del recurrente que 
la cuestión su -citada en el pleito era la nOtificáíctÓB errónea de 
1a demanda a un homónimo dél locatario. — cuestión de hecho 
cuyo pronunciamiento no jtfdíá ser examinado y revisado en 
el recurso extraordinario, une por su naturaleza, es de exclu- 
sivo deíecno federal. 



l?n la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
par don N'ictnrio narheris en los aittos segtífrfos por don Fer- 
nando Monteccliia contra líraidio Arenas, jwjr cobro ejecutiv o 
de pesos, por tratarse en el caso, de un juicio ejecutivo seguido 
contra el recurrente ante los Tribunales del l>epartamento del 
Sud de la Provincia de Unenos Aires, y según lo tiene e-table- 
Ciclo el tribuna], las sentencias dictadas en esa clase ele juicios 
no SOIl definitiva- a los efectos del recurso autorizado de los 
artículos 14 y 6? de la- teye- números 48 y 4053. 
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Kn la misma fecha Se declaro improcedente la queja dedu- 
cida por doña Klina Pomlto de Devoto — su sucesión — en 
unios con don Salvador Dadana. sobre desalojamiento, por de- 
prenderse de la propia exposición de ta recurrente, que se 
trataba, en el caso, de la interpretación y aplicación de las dis- 
posiciones de la ley número 11.170 relativas a arrendamientos 
a^ricolas, ley que forma parte del derecho común como com- 
plementaria del Código Civil; y además, porque dado lo dis- 
puesto por el articulo 67, inciso 1 1 de la Constitución Nacional, 
y 15 de la ley número 48, la aplicación o interpretación que los 
tribunales locales hicieren de los Códigos Civil, Penal, Comer- 
cial y de Minería. 110 dará ocasión al recurso extraordinario 
por el hecho de ser leyes del Congreso. 



En siete del mismo no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Jorge V. Rivarola en autos con don Leovijildo Yañez 
y otros, sobre daños y perjuicios, por tratarse en el caso de la 
aplicación é interpretación de la ley número 7092 sobre propie- 
dad artística y literaria, ley complementaria del Código Civil 
y. además, porque de acuerdo con el artículo 15 de la ley 48, 
Son ajenas al recurso extraordinario las cuestiones relacionadas 
con la aplicación o interpretación de los Códigos comunes, y 
jior ende, de las leyes que participan de ese mismo carácter. 



Eli doce del mismo la Corte Suprema de conformidad con 
los fundamentos del dictamen del señor Procurador General, 
declaró improcedente la queja deducida por don Mauricio 
Kohn, en autos con don Maximino Alostuey sobre desalojo, 
en razón de que no aparecía que se hubiese planteado ni resuel- 
to cuestión federal alguna, que pudiera autorizar el recurso 
extraordinario interpuesto: agregándose, además, que la queja 
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l ain¡i*n.-<* había sido fundada como lo exige el articulio 15 de h 
ley número 48. 



Con fuclm tfoce la Corte Suprema 110 hizo lunar al reelijo 
de revisión deducido por 'el procesado Ksteltan Sarmidio, con- 
denado a sufrir la pena de veintiún i aun- de presidio, de cbtfc 
formidad con lo establecido por el articulo 17. Cap. 1.". inc. 3.", 
letra .1 1. de la ley 411*1 y por é' articulo 55 del Código IVnal, 
vigente cu la época en que se cometió el hecho delictuoso. — 
en razón de que e! mencionado delito estaría comprendido en 
lo dispuesto pur el articula 80, inciso 2." del nuevo Código 
Penal, qtie lo reprime con la pena de reclusión perj>etiia. pena- 
Hilad que indudablemente no es más lienigna que la aplicada 
al procesado; y en atención a lo establecido \nir el art, 305, 
le-olvió sustituir la pena de presidio impuesta al recurrente, 
pur la de reclusión cinc cumplirá con los efecto- legales y las 
costas del juicio. 



Kn la misma fecha la Corte Suprema, con arreglo a lo 
dispuesto ]*or ti articuló Jfji, inciso 4." y 353 fiel Código de 
Procedimientos en lo Criminal, declaró procedente el recurso 
de revisión interpuesto por el penado Francisco Coria, conde- 
nado a Mifrir la pena de diez y siete años y s.i-is meses de pre- 
sidio como autor del delito de homicidio perpetrado en la per- 
sona Jtíán Lucero, agente de policía del Territorio de la Pampa 
Central, de conformidad a lo dispuesto por el articulo 17. Ca- 
pitulo 1.". inciso i." de la lev 4180. vigente en la época en que 
cometió el hecho delieíliC*>:o; y en atención a que el nuevo 
Código l'enat reprime e! misino delito en su articulo 70 con 
reclusión, o prisión fie odio a veinticinco años, pena que por 
mi naturaleza y la elasticidad de su* términos es más lieuigna. 
y lo di'pue :o por los articulo». 2 y 305 del citado Código, re- 
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solvió sustituir la pena impuesta al recurrente, por la (k* diez 
y set* ano- y seis meses >lc reclusión, la qúe (teberá cumplirse 
con los efectos legales delern inados* en el artículo i 2 y las 
costas tlel juicio. 



Con fecha coloreé no se hizo lugar a ta quejá deducida 
por don Alejandro Ratto en los amos succ-orios de don Dnmiiv 
go Arcatis. por no aparecer tic la exposición del recurrente que 
en el pleito se hubiera planteado o resuello cuestión alguna de 
carácter federal, o sea. de las enumeradas en el articulo 14 de 
la ley número 48. 



Con fecha diez y siete la CWte Suprema de conformidad 
enn lo dispuesto en Jos artículos ,151, inciso 4." y ,153 tlel Código 
de Procedimientos en lo Criminal, declaró procedente el re tir- 
so de revisión interpuesto por el procesado Maleo (ióngora. 
condenado a sufrir la pena de diez y siete años v medio de pre- 
sidio, con arreglo ni art, 17. Cap. t.\ inc. i:° de la ley núme- 
ro 4180,. vigente en la época en que se cometió el delito de 
homicidio ]»erpetrado en la persona de Elíseo Góme«, en razón 
ilc <|nc el nuevo Código Penal reprime el ¡nimio hecho delic- 
tuoso en su artículo j\) con reclusión n prisión de ocho a vein- 
ticiu o años, Exposición legal que por. la naturaleza de las 
penas tpie impone y la elasticidad de sus términos re-uíta más 
benigna que la contenida en la ley anterior; y en atención a Id 
dispuesto por los artículos 2 y 305 del expresado Código, re- 
solvió sustituir la pena impuesta al recurrente por la de diez 
y seis años y seis meses de reclusión, que deberá cumplirse 
con los efecto- legales determinados en el articulo' u y las 
costas del juicio. 



Kn veintiuno de! misino no se hizo lugar a la queja dedu- 
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cida j«»r don José Tarfc iba. en autos con don Antonio Gual- 
lieri. sobre desalojamiento, por resultar de la propia exposi- 
ción del recurrente, que óste túndala -u «¡neja en (pie no se 
le halda concedido apelación ilo una -emenda dictada en un 
jniciit que no es apelable, según determinada disposición del 
Códígó de Procedimiento-^ y en que se hizo aparecer en el 
acto de una audiencia la asistencia del juez, siendo falsa tal 
circunstancia, es decir, se fundaba el recurso en antecedente ; 
de beclio y de derecho procesal, ajenos a los que pueden dar 
1 í^ar al extraordinario, según es de ley y reiterada jurispru- 
dencia. Art. 15, ley 48. 



lín la misma fecha la Corte Suprema ordenó .se ocurriera 
donde corresponda, en la queja deducida por don Pedro Darri- 
bese, en auto-; con don Leandro Coiuález. sobre cobro de pe- 
sos, en razón de no corresponder a la jurisdicción originaria 
del Tribunal. 



C»m fecha veintiocho no se hizo lugar a !a queja deducida 
por don A ntonino Díaz en auto» con el Banco de la Nación 
Argentina, -obre cobro de pesos, por desprenderse de la pro- 
pía exposición del recurrente, que la sentencia ajwlada había 
recaído en un juicio ejecutivo y que por consiguiente no re- 
vertía el carácter de definitiva indispensable para la proceden- 
cia del recurso extraen lina rio. atento lo establecido en el ar- 
ticulo de la ley 50. 



l*"n la rtíisflJa techa se declaró improcedente el recurso de 
hecho interpuesto ¡mr don Juan Piuuemal, en autos con la 
sucesión de don Diego Chaves López, sobre reivindicación, 
por resultar de la propia exposición del recurrente que no se 
tratalba de una cuestión susceptible de ser traída al cowhtí- 
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miento del tribunal |*or vía de a|>elación, \un- no encuadrar 
en ninguno de los casos del art. y de la ley núm. 4055: y 
además, porque aún en el supuesto de tratarse del recurso 
extraordinario autorizado jior el art. 6." de !a mencionada ley 
riúva. 4055, el rerfirrenlc había omitido cumplir con los requi- 
sitos formales establecidos por el articulo 15 de la ley núm. _(K. 



Eti treinta y uno del itíisrnd tá Corle Suprema declaró 
procedente el recurso de revisión del artículo 551, inciso 4." 
del Código de Procedimientos en ]o Criminal, interpuesto por 
el procesado Juan Peralta Solís. cpiien fué condenado a la 
pena de veinte años de presidio, de conformidad con lo esta? 
Mecido ¡*>r el ari. 17. Cap. i/', inciso 1." de la ley 4189. como 
.nitor del delito de homicidio perorado en la persona de Ma- 
riano Córdoba y en atención a que el nuevo Código Penal en 
W art. 7<j establece, para el mismo delito una sanción más 
benigna, dado que mqxmc pena de reclusión de ocho a veinti- 
ci.:.o años, resolvió que el recurrente debía sufrir la pen-: de 
diez y nueve años de reclusión, con los efectos determinados 
cu el artículo 12 de dicho Código y las eó*f§s del juicio. 



K11 la misma fecha 110 se hizo lugar a la queja deducida 
por don Joaquín A. Ferrer en autos con el OohiertiG Nacional 
sobre cobro de honorarios, por no tratarse, en el ea.-o, de una 
sentencia definitiva como lo requiere el an. 3." de ta ley 4055. 
pues e! tribunal arlado, según la propia exi»oskión del recu- 
rrente, se había limitado a declarar que el conocimiento de la 
causa, de acuerdo con una resolución anterior, correspondía a 
¡os tribunales de Misione-. 
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lín l;i misma fecha la O irte Suprema, fie acuerdo con lo 
dtspíléSfo en el artículo 551. inciso 4." del Código ile Proce- 
dimientos en lo Criminal, declaró procede el recurso de revi- 
sión interpuesto por el procesado Wit Lan Sing o L'n Lamí 
Sing, condenado a sufrir la ¡n-na de diez y nueve años de pre- 
sidio por el delito ck homicidio perpetrado en !a persona de 
Ve Tze San o Ya Tve Tza ; y en atención ;t que el nuevo 
Código Tena' en su articulo ~yu establece una sanción más 
benigna <jiu la fie l;i antigua ley. puesto que para el mismo delito 
establece la i>ena ele reclusión <Ie ocho a veinticinco años, resol- 
vió míe el recurrente debía sufrir la ])ena de diez y ocho años 
de reclusión, con los efectos determinados, en el artículo 12 del 
expresado Código, y las costas del juicio. 



Don Carlos rilliUfus contra el Batan Hipotecario Nacional, 
sohrc interdicto de despojo 

Sumarii*'. 1: La facultad conferida al Manco Hipotecario Na- 
cional por su ley orgánica para tomar posesión de los 
bienes hipotecados sin furnia de juicio, se refiere a sus 
relaciones contractuales con sus deudores; y la disposición 
del artículo 75 de dicha ley, al prescribir míe los jueces 
lio pueden trabar los procedimientos del Hunco, no com- 
prende los casos en que terceros invoquen derechos pro- 
pios de posesión y dominio. 

2. a I.as facultades excepcionales acordadas al Banco 
para tomar posesión del inmueble hipotecado, estando en 
situación de venta y una vez aprobado el remate, para 
desalojar a lós ocupantes, f Articulo 71, inciso 4.". ley nú- 
mero 81721. >e refiere solamente a sus deudores y a los 
que por ello tengan el bien, jiero no a los terceros. 



Caso:. Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DKL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

CiltmifH. Octubre 81 de ifrJi 

Vistos : 

Esto.-? autos iniciados por don Carlos Villegas con; ra el 
Banco Hipotecario Nacional por interdicto de despojo. 

Que a fojas 5 el procurador don Antonio Elízondo. por 
el -eñor Carlos Villegas, expone: 

Que e! año 1908 en los tribunales de la provincia se ini- 
ció el juicio sucesorio de los cónyuges José del Pino y Elvira 
Villegas, cuyo deceso ocurrió, respectivamente, en los años 
188- y 1883, 

Que entre sus bienes inventariados aparece el inmnelile 
denominado "Casa Blanca" situado en el distrito de Copaca- 
lana, Dcj>artamento de Tinogasta. dentro de los siguientes lin- 
deros : Al Norte con Angel Alvarez y Alar ta de Sánchez : liste, 
sucesión de I^astenia de la Barrera; Sud, campos de la suce- 
sión del Pino y Oeste campo común, Leonor Calderón de Ihá- 
ñez. Federico Salazar, Valerio Villacorta y calle a Saujil. 

Que al fallecer los cónyugues del Pino Villegas c¡ inmue- 
ble "Casa Blanca" pasó a propiedad de su conferente en condo- 
minio con los bijos y nietos legítimos de aquéllos, Mercedes 
del Pino de López, Elvira del Pino de Michel. Antonio del 
Pino, Sofía del Pino, Guillermo del Pino, Andrés del Pino, 
Teresa del Pino. Carmen del Pino de Barros y a Jorge. Rosa, 
María Teresa. Sofia y José del Pino, como hijos de José K. 
del Pino y a Carlos, Andrés y Elvira Villegas por derecho de 
representación de su madre doña Elisa del Pino de Villegas, 
declarados herederos imhúrsales. 

Que los herederos de la sucesión de común acuerdo nom- 
braron a don José del Pino como administrador de aquel in- 
muchle, dándosele la posesión en la que continuó hasta el 13, 
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de Abril pp<to. en <uk* el contador del Banco HÍDOtecario Xa- 
cíoná!, don Manuel l,, iioh'.es y el subcomi-ario de la locali- 
dad, don Antonio González, se te apersonaron a ta propiedad 
donde habitaba con su familia y le intimaron el desalojo con 
prevención de tjiic- >ino lo efectuaba seria lanzada con la fuerza 
pública. 

yue en ese acto se le maríiléstó al ¡tenor del Pínb que et 
desaloje lo ordenaba ta policía por pedido del Haneo Hipote- 
cario que «c creía con derecho a hacerlo en virtud de un con- 
trato hipotecario tpic había celebrado con el doctor Antonio 
del Pino el año 10,13. {J"*" ^ Naneo Hi|>olecario varias veces 
ha pretendido consumar este despojo con resultado negativo 
porque el Poder Kjecmivu de la Provincia le negó el auxilio 
de la fuerza pñblica, en virtud de los fundamentos dados en 
Ins decretos respectivos. Pero hoy ese [nit\er ha caminado de 
parecer, a pesar de ser la situación jurídica la misma, ponien- 
do la fuerza pública al servicio de la arbitrariedad y de la 
violencia. 

Ouc su con f érente no ha tenido vinculación jiiridua con 
el Banco Hipotecario, jamás ha vendido y cedidos sus derechos 
hereditarios a los bienes de sus antecesores, señor José del 
Pino y Elvira Villcga. Cita en apoyo de sus pretensiones los 

artículos -'4'^. 247.V 2474. ¿47> -'47*- -47' 
24S0, 24S1. 2489, 2403 y 24(14 del Obligo Civil, princi- 

pios del derecho constitucional y fallos de los Tribunales Na- 
cionales y pide (pie a su tiempo se condene al demandado a 
restituir a su con f eren te el inmueble denominado "Casa Blan- 
ca" y a la indemnización de las pérdidas e intereses y al pago 
de los gaStOS y cosías del juicio. 

(¿tte de fojas 14 a 25 tuVo lugar el comparendo ordenado 
;i fojas. ()• 

One en este comparendo el demándame ratificó sU de- 
manda y ofreció prueba documental y testimonial. 

Que el procurador don Santiago Fanpie por el 1'anco 
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demandado, expone: Que el inmueble de "Casa Blanca" perte- 
neció al doctor Antonio del Pino, por compra que hizo a su 
padre, don José del Pino, ratificada después de sil fallecimien- 
to por todos los herederos. 

1 Que a la muerte del Dr. del Pino, ocurrida el año 1914, 
el fiando, encontrándose en mora el préstamo hipotecario (pie 
le acordó, dispuso lomar jwsesión de la finca y sacarla a re- 
ñíate, en uso de las atribuciones reconocidas por las arts. 58 y 
71, inc. 4." de ta ley Si 72, enviando a este objeto comisionados 
;i TinOgaSta por dos o tres veces, sin resultado, debido a la 
oposición de las persona-; usufructuarias. 

(«Míe dado el fracaso de los medios pacíficos y concilia- 
dores usados, el Hamo resolvió solicitar el auxlio de la policía 
facilitada por el gobierno de la provincia a instancias del Mi- 
nisterio del Interior. 

Que si alguna persona debiera quejarse de la justicia 
tardía, sería sólo el Banco, cuyos intereses fueron seriamente 
afectados por quien sin derecho ninguno permaneció en la 
finca más de cuatro año?, haciendo en ella los mayores des- 
trozos. 

Que el señor Villegas eS uno de los beneficiados a pesar 
de no haber tenido jamás ni un pedazo de tierra en "Casa 
Blanca", condición indispensable para poder invocar su calidad 
de po-eedor, sino a título de pariente del doctor del Pino, que 
les prestaba habitaciones. 

Que el procedimiento seguido se encuentra autorizado 
por el ;;rt. 73 de la ley citada y evidencia la improcedencia de 
la acción instaurada. 

Que el Banco procedió en virtud del titulo del doctor An- 
tonio del Pino y sí el aitor se ere también propitario nadie lo 
impide que haga valer sus derechos, tan respetables como los 
de m coferente y no en balde el art. 75 siempre de la ley citada 
pmhilie a los jueces trabar o su -pender los procedimientos del 
Banco salvo que se trate de una tercería de dominio. 
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Ofrece prueba documentada: 



\ su vez, el señor Eüzondo refuta la argumentación del 
demandado y niega el alcance de los artículos citados de la ley 
* uránica de! 1 lauco. 

Que de fojas 32 :i í»8 vta.. corren agregadas las pruebas 
I >nii huillas por las partes. 

One de fojas 75 a 85 vta.. corren los álfígatos y a f «jas (jo 
se llaman los autos para sentencia. 

Y Considerando: 

Pañi qué tenga lugar la acción de deSiX>jú es menester 
que el demandante justifique: i." La posesión o tenencia ÚQ 
la cosa demandada; _>'* Que haya skIo efectivamente despo- 
jada de ésta 'posesión o tenencia, debiendo designar fus hechos, 
su autor y el tiempo en que e! demandado lo ¿omettó. an. ¿28 
del Código de Procedimiento* Federal y 24114 del Código Civil. 

Que el demandante con la prueba documentada de fojas 
_|i a 44. acta de protesta de fojas 3 a 4 y con las declara. iones 
de los testigos Juan B. Herrera (fojas ;S y vía. \. Leonino 
Ayhar í fs. 6o)j Federico Srdazar ( fs. fu ». José C. ('.¡.liudez 
( fojas iqi. Cumer-indo Tetlo ( fs. 65 vta. a 66), Santos Gas* 
tillo 1 fs. (preguntas 3 y 4 interrogatorio fs. 51») y .Vei- 
'íhíícs Orquerá 1 fs. 67). pregunta según !:i in'.errogatorio. fo? 
¡a* 511 vta. I. lia demo-trad<> que en Abril del presente año 
fecH» en que ocurrió el hecho violento de que se queja, tuyo 
la imsestóii o tenencia del inmueble "Casa Planea" en condo- 
minio con otra- personas entre las que figura el doctor An- 
tonia del Pino, como herederos universales de los extintos 
Jit-u del Pino y Klvira Villegas, posesión «> tenencia que ejer- 
cieron por intermedio del adinínistrador, don José del Pino, 
1101 ni irado ptir el Juez de la sucesión y puesto en po-esión fie 
di Jiii bien jKir el Juez del Distrito de Copacabana. el año 101S. 



DE JUSTICIA DE LA X ACIÓN 



11T 



Que el demándame, ctm el reconocimiento expreso del 
demandado :| l ¿oritestár la demanda; con el acia de protesta- de 
fojas 3 a 4. notas de fojas 36 a 37. informe de fojas 54 vta. 
a 55 y declaración de los testigos ya nombrados, fs. 58 vta. r 
Í13, Í14 y f>8, pregunta 4 del interrogatorio, fs. 56) y fs. 17 
(pregunta segunda del interrogatorio de fs. 55 vta.). también 
lia j unificado que en la fecha indicada en el considerando 
anterior, don Manuel t¿ Robles, agente del 1 Sanco, con el 
auxilio de la policía de Tinogasta, puesta a su servicio ¡M»r 
el Poder Ejecutivo de la Provincia* de-apoderó violentamente 
al administrador, señor José del Pino de la tenencia de la 
"Casa Planea*. 

Que este procedimiento puesto en práctica por el BaiiCO, 
inmoría un acto reprobado jHir la ley, porc|tie lia violado aquél 
principio no permite a nadie hacerse justicia por si mismo 
en per j u icios de los derechos de terceros. 

Que con el objeto de evitar e-tos actos de violencia, que 
importan un desconocimiento del principio recordado, (pie es 
de conservación social, la ley ha puesto en manos del deman- 
dante la acción de despojo que corresponde a todo poseedor 
despojado y sus herederos, de la posesión de inmuebles, aun- 
que su posesión sea viciosa, sin obligación de producir lindo 
alguno contra el despojante, sus heredérOd y cómplices, aun- 
que sea el dueño del inmueble art. 2489. del Código Civil. 

Que esta acción corresponde tanto a! poseedor o tenedor 
exclusivo de la cosa objeto del despojo, como al poseedor o 
tenedor de la misma en concurrencia con los despojantes — 
arts. 24qo y 2480 del Código Civil. Cámara Civil de la Capital 
Federal. Tomo 75. página 230. 

Confiesa el demandante y asi iKirece desprenderse ríe la 
prueba documentada producida que el inmueble 'Casa Blan- 
ca"' le pertenece en condominio con los otros, coherederos 
entre los que figura el doctor Antonio del Pino, origen de los 
derretios del Itanco que actúa en sil representación en virtud 
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del derecho que le da ta ley orgánica y que su posesión o tenen- 
cia, la ejercían por intermedio del administrador don José del 

Pino,, 

(Juc en este caso ta acción ile la justicia sólo debe su- 
prhuir los efectos de la violencia, restableciendo las cosas al 
ntotnento anterior al que ocurrió el despojo, vale decir, reco- 
nocer a cada uno lo suyo y como t;it. hacer lugar al interdicto 
en la extensión ilimitada que pretende et demandante implica- 
ría reconocerle un derecho más extenso rpie el que tenia ante- 
de los hechos que motivan este juicio, con la consiguiente limi- 
tación de lo* derechos del demandado. S. C. de Justicia ele la 
Nación. Tomo hi, página 39A 

Oue las dis]iosiciones de la ley orgánica del Banco Hipo- 
tecario Nacional citadas por el demandado no mejoran su 
sittiaciófi porque éstas se refieren a las relaciones contractua- 
les del acreedor y deudor nacidas de una convención (pie es 
ley para las partes contratantes, sin más alcance que el de 
poder el -acreedor tomar la posesión del inmueble de manos 
del deudor o de los ocupantes del bien en nombre de éste, 
salvo que hubiere contrato de locación i arts. 73 y 71, inciso 4." 
incorporados por la ley 10,6711 1, pero no de terceros extraños 
comp expresamente se desprende del inc. 3. a del artículo 71 al 
facultar al Banco para representar al deudor en cualquier 
}nício que pueda promovérsele contra la propiedad o para 
iniciarlo contra terceros detentadores, celebrando transaccio- 
nes y firmando los documentos respectivos. 

Ksio es lógico porque dar autorización al acreedor para 
tomar la posesión ele terceros detentadores, extraños al deudor, 
sin antes ha1>er sido previamente oídos y vencidos, importaría 
colocar al acreedor en una situación de privilegio, reconocién- 
dote un derecho más extenso que el del deudor, quien en caso 
de Oposición debe recurrir á las vías legales Cirt. 2468 del 
Código Civil), olyidando las garantías consagradas en los ar- 
ticulo! 17. lH, ¿£ y Hit, inc, 2." de la Constitución en >atvaguar- 
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día de la propiedad privada. Cámara Federal de la Capital di- 
ta República. "Gaceta del Furo", uño mzi, Julio, pág. 142. 

Que las daños y perjuicios proceden a rrtétíto de lo dis- 
puesto en el artículo 2494 del Código Civil. Cámara Federal 
de la Capital Federal. "Caceta del Foro" año 1021. Julio, pá- 
gina 192. 

Por estas consideraciones, disposiciones légale- y juris- 
pnideneia citada, ordeno: Restituir las cosas al estado ante- 
rior al acto de la violencia, manteniendo al señor Carlos Y ¡lle- 
gas en la posesión o tenencia del inmueble "Casa Blanca" en 
la extensión que le corresponde como condomino, sin perjui- 
cio de lo? derechas del ductor Antonio del IMno representado 
por el demandado, también en la extensión <pte le corres] ion de 
como condomino del inmueble: con las costas en el orden 
actuado por no haber prosperado la demanda' en todas so- 
parte*. Xotífiquese y repóngase. 

D. Ü0f¡esé¡, 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Córdob», Junio IT de 1 fifia 

Y Vistos; 

Kl recurso de apelación interpuesto por ambas panes, 
contra la sentencia de fecha treinta y mu» de Octubre último, 
corriente a fojas 87. dictada por el señor juez federal de Ca- 
tamarca, en el «interdicto de despojo seguido por don Carlos 
Yillegas contra el Banco Hipóte .ario Nacional, en la (pie ha 
resuelto; "restituir las cosas al estado anterior al acto de la 
bolencia, manteniendo al señor Carlos Villegas en la posesión 
o tenencia del inmueble "Casa Manca" en la extensión que le 
corresponde como condomino sin perjuicio de los derechos del 
doctor Antonio del Tino, representado por el demandado, tam- 
bién eti la extensión (pie le corresponde como condomino del 
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inmueble ; con las coatas en el orden actuado por no haber 
prosperado 1» demanda en todas sus partes: 

Por sus fun< lamentos Se confirma la sentencia apelada, 
sin fustas por halier mediado apelación de ambas partes. Hága- 
se saber, transcribase y repuestos Sellos devuélvanse. — 
Nemesio González. — A. G, l'assr. — A, BerHUc. 



PALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Butfloi Aire*. 4 Abril ét 1824 

Y Visto*: 

Por los fundamentos de la sentencia de fojas 87 y de 
acuerdo con lo resuelto por esta Corte en las causas "Ha neo 
Hipotecario Nacional contra Antenor Bravo y doña Alaria 
lía-s* ila de Negro contra flanco Hipotecario Nacional ( l f alfós 
tomo 105, página 22 y tomo 135. ingina 411 ). se confirma la 
apelada de fojas 101 vuelta en la ]tarte que ha sido materia 
del recurso. Notifíquese y devuélvase. 

A r Bkkmkjo. — Ramón 1Je\- 
»Ez. — Roiierto Repetto. 



Fita* Haciono} contra don Antonio Martines fin fin», por 

reivindicación 

Sumario: 1. Tratándose de un juicio de reivindicación de 
tina fracción de terreno situado en el puerto de La Piala, 
la Nación como sucesora de la Provincia de Buenos Aires, 
a mérito de los términos del convenio de adquisición de 
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tlicho puerto, celebrado entre ambas entidades políticas el 
2Q «le Ayusto de 1904. ratificado por la lev nacional nú- 
mero 4436 y provincial de 4 de Octubre de 11)04. no tiene 
que exhibir otro tittilr» tjiif el derivarlo de aquellos precep- 
tos para justificar su derecho de dominio a los efectos de, 
lo establecido por tos artículos 2758 v 2¿iyn del Código 
Civil. 

2." Ks un principio sancionado por la ley civil que el 
sucesor particular puede unir su posesión a la de su pre- 
decesor o autor, sin ninguna limitación cuando la accesión 
se invoca con el fin de adquirir el dominio por la prescrip- 
ción de treinta años. 

,V Cualquiera que sea el valor legal de las informacio- 
nes y aún en la hijíótesis de que, en general, sus efectos 
no pudieran eont na ponerse a terceros que pretendiesen 
der/echos de dominio sobre el inmueble objeto de ella en 
razón de no haber ellos teñirlo intervención en el juicio, 
tal no sucedería en el caso de autos, en que la provincia 
de lí nenos Aires, antecesora de la Nación, reconoció de 
un modo expreso 'a existencia de la invocada posesión 
de cuarenta años; por lo que ésta no estaría habilitarla 
para desconocer un hecho que aquélla admitió y sancionó 
por intermedio de su representante legal cuándo todavía 
no se bahía producido la transmisión de los terrenos del 
puerto de La Plata. 

4." Resultando por una parte que el demandado por si 
y sus antecesores ha poseído |wr mayor tieni]ío que el 
requerido por el artículo 4015 del Código Civil para la 
prescripción adquisitiva y por otra, que el derecho se 
pierde cuando la ley atribuye a una persona a titulo de 
prescripción la propiedad de una cosa perteneciente a 
otro {artículo 2<k/\ riel Código Civil), es de toda eviden- 
cia que la demanda de reivindicación no puede prosperar. 

$. u L'na mensura practicada sin notificación ni citación 
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del poseedor, mi encuadra en n intimo de los actos de in- 
ternipGtón natural o civil definidos y caracterizado» por 
los artículos y siguientes del Código Civil. 

Cüsü: Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL SEÑOR JL'EZ FEDERAL 

Lt Plata, Mino «0 de 1916 

V Vistos: 

Kstc juicio seguido |>*r el Vinco Nacional contra Antonio 
Martínez Rufino por reivindicación de una fracción de tierra 
situada en la Isla Santiago, compuesta de doscientos cuarenta 
v un mil metros aladrados, más o menos lindando al N. E. 
etífi R. Bianco y |u$n A. Soria, al X. O. con Duncan M. Muro, 
el rio de la Data y el arroyo el Chileno y al S. O. con este 
último; del qne resulta: 

Primero; Qnc el diez y oclio de Marzo de mil novecientos 
doce, el Procurador Fiscal de esta sección se presentó fundan- 
do su acción en los siguientes hechos y consideraciones: a> 
De. reto de! Poder Kjecutivo Nacional de veintidós de Ahril 
ile mil novecientos once, ordenando la iniciación del juicio : M 
Dominio privado y eminente que ha ejercido el Gobierno pro- 
vincial de Unenos Aires, realizando actos de propietario, tales 
como haber hecho mensurar en mil ochocientos noventa y dos 
las tiernas de las islas y citaciones posteriores de los ocupantes 
para ipie <e presentaran ante la Oficina de Tierras a solicitar 
en arriendo sus respectivos lotes bajo apercibimiento de des- 
alojo, siendo de notar (pie el demandado, no figura como 
ocupante, según la memoria del ingeniero que llevó a cabo 
npiella operación ni como protestante de ambas resoluciones 
gubernativas que importaban interrumpir la prescripción; c) 
Ley de Knero once de mil ochocientos sesenta y siete, median- 
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le la cual la Legislatura provincial declaró inenajenaKcs los 
terrenos de la isla, en cuyo caso no eran susceptibles de pres- 
cripción; d) Ley nacional número cuatro mil cuatrocientos 
treinta y seis, y provincial de Octubre catorce de uñí nove- 
cientos cuatro, aprobando la venta beclta por la provincia de 
Buenos Aires, al Gobierno Nacional, del puerto de La Plata, 
el que formaba parte integrante de aquélla, habiéndose esta- 
blecido en el contrato "que el hecho de la cesión del puerto, 
no suponía el reconocimiento como de propiedad privada de 
los terrenos existentes en poder de particulares, sin titulo 
legal y por el contrario, la provincia transfería a ta Nación 
toilos los privilegios, derechos y acciones para hacerlos valer 
en su oportunidad. 

Segundo: Que el demandado al contestar el traslado de 
la acción { f s. 14). pide el rechazo de ésta con costas, fundán- 
dose en los siguientes motivos: a) en que es propietario y 
poseedor coa "ánimo domine" de una fracción de tierra si- 
tuada en la Isla Santiago, dentro de los siguientes linderos 
X. K., R. Bianco y Juan A. Soria; N. O. Dtuican M. Munro. 
el Río de la Plata y arrojo el Chileno y al S. O. con el mismo 
arroyo y F, Vidal. la que hubo por compra en remate público 
ordenado por el señor Juez, doctor Juan Agustín García, de 
la Capital Federal, en el juicio sucesorio de don Isaac Rich, 
torgán (lósele la respectiva escritura el veinticuatro de Agosto 
de mil ochocientos noventa y seis, siendo protocolizada en el 
Registro del escribano Juan Gracé por escritura de veintinue- 
ve de Diciembre de lili] ochocientos noventa y ocho; que a 
su vez Rich. lo hubo i>or compra a don Federico Cámpora. 
quien probó tener nna posesión de más de cuarenta años, ame 
el Juez doctor Barraquero, que aprolm la información y se 
mandó anotar en el Registro de la Propiedad, lo que en efecto 
se hizo bajo e' número doscientos veinticinco, del año mil 
ochocientos ochenta y cinco: b) en que el Gobierno de la pro- 
vincia no era propietario del terreno llamado Monte o Isla 
Santiago, por haber Salido del doirinio de la corona de Kspaña 
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:i principios ilií! -ijíio X\'ll ; o en que e! (johierno fie la Na- 
ción no ha adquirido la propiedad de la tierra que se reivindi- 
ca p«*r halter perdido el í i< >Uii-riio de !a provincia SU dominio 
por pre-cripeie'm operada en su contra; di en que la provincia, 
no ha ejercido el dominio eminente en los términos del Código 
Civil ni el dominio privado; el en que la mensura a que >e 
refiere la demanda no ha sido practicada de acuerdo con las 
disposiciones de la ley y por tanto, no puede surtir los efectos 
legales para considerar -ele como un acto |>osesor¡o; pues para 
ello se requiere que haya posesión real del terreno y no ficticia, 
como le ocurría al Gobtérrró de la provincia: f ) en que la ley 
provincial de once de Knero de mil ochocientos sesenta y siete, 
ijne deelaró incnajcnabti s los terrenos, de la l-la Santiago, es 
una ley íncon-titucHiual. viólatoria del inciso n." de! articulo 
'7 y articulo 17 de la Ci institución Racional; g) en que en la 
transferencia que se hizo al ;.ctor del puerto, se estableció 
qué se le vendían tudas las tierras sin perjuicio de legítimos 
'fechos de tercero** y en el caso, no pudo transmit Írsele el 
terreno que se reivindica: 1i ) en que la Nación nunca tomó la 
posesión* real y efectiva material de toda la Isla Santiago; 
Termina 11 ia ni fe- 1 ando que el titulo invocado acredita una po- 
sesión pública, pacifica, sin interrupción y continuada que lo ■ 
pone al amparo de cualquier ataque. |>or ser completo y 
perñ -o 

Tercero: (Jne abierta la causa a prueba se produce por 
fas partes la certificada a fojas r"i. después de lo cual se alega 
:.uh,e sn mérito, llamándose autos \ n ra sentencia, y 

Considerando: 

1 ■rimero: Que no obstante sn condición actual de isla, a 
la que se Iva llegado artificialmente, por la construcción del 
¡meno de J,a l'lata» la Isla Santiago evidentemente es una pro- 
piedad privada del Kstado. (pie nunca ha salido de su dominio. 
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j itrs los documentos de foja* cíenlo treinta a ciento treinta y 
t clin, no alcanzan a probar, de una manera categórica, que las 
irereedes que en ellos se mencionan, se refieren a la tierra 
en cuestión, trasmitida en plena propiedad, por virtud de las 
respectivas leyes de mil novecientos cuatro al Gobierno de la 
Xa.íón, perfecto titular, aSÍj de un derecho indiscutible sol iri- 
dias; 

Secundo; (Jue siendo ello así, la cuestión primordial a 
resolver, es la relativa a la prescripción que invoca el de- 
mandado; 

Tercero: Que a este respecto corresponde dejar estable* 
cidó ántc todo, que una ley provincial, como la del once de 
Kncro de mil ochocientos sesenta y siete, puede, en orden, a !<> 
une dispone el articulo 2337 del Código Civil, declarar inena- 
jenable un "bien"* determinado, lo que no itáportá decir, que 
la mencionada ley tuviera ese propósito, desde que de sus tér- 
minos resulta evidente que los terrenos de la Na Santiago no 
fiieron puestos fuera del comercio, sino simplemente reserva- 
dos para Ser vendidos en otra ojiortunidad, o para liarles otro 
destino ; 

Cuarto: Que de los documentos agregados de fojas veinti- 
séis a treinta y nueve, prueban la adquisición por parte del 
doctor Martínez Rufino de dos jwrciones de tierra, una fie 
las cuales, la situada sobre el arroyo el Chileno es la que se 
u'ivindiea de acuerdo con el deslinde hecho en ta demanda. 
Ivos documentos acreditan la justificación — ante Juez com- 
petente — de haber ejercido don Federico Cámpora — ante- 
cesor del demandado y su vendedor don Isaac Rtch — la po- 
sesión del terreno que deslinda aquellos, desde el año mil ocho- 
cientos cuarenta, información que fué aprobada por el Juez, 
previa intervención del Ministerio Fiscal, declarándose pro- 
bado tal extremo, ¡o que importalía, de acuerdo con los ar- 
tículos 4015 y 4010 del Código Civil, declarar adquirido el 
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dominio del bien por prescripción, En virtud de ese titulo ins- 
cripto en el Registro de la Propiedad, es que adquirió el do- 
minio del bien l'I demandado, el que. como lo lia hecho, (Hiede 
invocarlo como justo, para la prescripción de diez y veinte 
años, pues esos mismos documentos, acreditan que primero 
Cámpoam, de-de mil ochocientos cuarenta, luego Rích desde 
mil ochocientos ochenta y cinco, t fs. 2j J, y después el deman- 
dad-» desde nitl ochocientos novvuta y cinco ( fs. 36 vta. (, ha* 
l'ian estado en posesión del hien que se reivindica; lo míe, 
además, está eorroltorado con la prueba testimonial rendida. 
Y es justo título, porque al doctor Martínez Rufino, se te 
trasmitió el dominio fiOtf el que era señor de la cosa (RiclO, 
calidad que no Je fué desconocida ni atacada por el Ministerio 
Público representante en aquella fecha f 1885 >. fiel Fisco de 
la provincia, de quien se dice sucesor el actor, y contra quien 
prescribía, tart. 4010 C. C). SÍ. pues, desde mil ochocientos 
noventa y cinco, fecha de la adquisición del bien en litigio 
por el demandado, a mil novecientos doce, fecha de la inter- 
posición de esta demanda, han transcurrido diez y siete años, 
la pre-cripeión decenal se ha cumplido con exceso, Y aún con- 
siderando ausente al actor, por tener su domicilio en la Capital 
de Iri Nación, desde que adquirió la tierra en mil novecientos 
cuatro, hasta esta fecha, habrian transcurrido nueve años 
desde mil ochocientos noventa y cinco, en que -e encuentra cu 
posesión el demandado* debiendo computarse el año que le 
fallaba pira la prescripción decenal por la establecida por h 
vigesimal, o sea, con dos años más. lie manera que la pres- 
cripción -e habría cumplido en mil novecientos seis, esto es, 
seis años antes de la iniciación de esta demanda : 

Quinto; One la mensura llevada a efecto en mil ochocien- 
tos noventa y dos. por no haberlo sido previa citación fie lin- 
den k, y ¡h>¡- carecer de otros requisitos légale-, es indudable 
que no constituye, de pane del Fisco, un acto posesorio con 
fuerza para interrumpir ia prescripción, en cuyo caso resulin 
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incuestionable que ]n razón y el derecho están de parte riel 
(íemandado. 

IVir ello, y definitivamente juzgando, fallo: no haciendo 
lugar a la re i v i m líe ación demandada, con costas a la parió 
vencida, — Clodomiro ¿avalla. 



SENTENCIA DE I.A CÁMARA 1'KuERAí, 

La Plita, Diciembre 2 de 1921 

¥ Visto.-: * . 

listos autos traídos por el Gobierno Nacional en apela- 
ción de la sentencia dictada a fojas doscientos cuarenta y ocho. 

Por sus fundamentos; y considerando respecto a los agra- 
vios expresados en esta instancia: 

Que el titulo exhibido en autos por don Antonio Martínez 
Rufino para oponerse a la demanda de reivindicación, consiste 
en una compra en público remate judicial en la sucesión de 
quien se habría considerado o se había dicho dueño del hnnue- 
blc. objeto de este pleito; y tal título, cualesquiera que fueren 
las objeciones que pudieran serle opuestas acerca de la legiti- 
midad del dominio invocado por los antecesores del compra- 
dor, reviste las solemnidades exigidas para su validez y cons- 
tituye por tanto, el justo título que la ley exige para la pres- 
cripción de (iiez y veinte años (art. 4010 Código Civil). 

Que a este titulo, el poseedor une su buena fe, lio sólo 
porque lo contrario no se ha probado y ella se presume í ar- 
ticulo qoo8>. sino también, porque el origen del título de bis 
antecesores la prescripción treintcnaria. consta de «na ¡ftfór- 
niación judicialmente aprobarla con intervención de quien 
tenia derecho a oponerse como dueño, el listado; de modo que 
don Antonio Martínez Rufino, cuando recibió de! Juez ríe la 
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sucesión, |K»r compra en remate publico, el inmueble que hoy 
H W reclama, tenia bien justo* motivos para creerse dueño y 
señor íle la cosa íart, 4006). 

Que tal adquisición fué hecha en Agosto de mil ochocien- 
tos noventa y seis, habiendo recibido el comprador la ¡tosesión 
judicial en Octubre de mil ochocientos noventa y cinco 1 ís. 
.í.í y siguientes), y en esa posesión ha continuado hasta la de- 
manda, ocurrida en Marzo de mil novecientos doce: tiempn 
más que suficiente para adquirir el dominio por prese ri|>ción 
entre presentes, con arreglo ai artículo 3990. del Código Civil: 
pue*, comí) lo sostiene la parte demandada en esta instancia, 
el 1 iobterno de ta Nación está siempre presente en todo el 
territorio de la República y con mayor razón en et puerto de 
La Plata. 1 Iñude ejerce jurisdicción exclusiva. Y aún conside- 
rado ausente de la provincia, el cómputo, tjue hace la sentencia 
apelada demuestra que el término de la prescripción habriaae 
cumplido con exceso. 

Que esta posesión del demandado ha sitio continua y sin 
¡mernqn'ión : pues el único acto (pie pudiera legalmente iute- 
rrmnpirhi. y Sobre cuyo alcance han disentido las partes, que 
es la mensura K raíase, es anterior ;d título y a la posesión de 
Martínez Rufino (véase informe de fs. 50). y por tanto no 
puede afectarla. 

<Jue en lo referente a las costas aplicadas ]K>r el señor 
Juez "a qiio" a la parte vencida, delie Ser confirmada igual- 
mente la sentencia, dado et propósito de la parte demandada 
de evitar este juicio, haciendo renuncia de gran parte de su 
derecho, transacción que no le fué aceptada (véase capitulo ib? 
ile la contestación de la demanda, y actuaciones de fs. 40 y 
.\ 1 1 ; de modo (pie esta parte ha sido ohligada a sufrir el pleito, 
a fin de evitar el total desconocimiento de sus derechos de 
propietario. 

IV lo tanto se confirma en todas sus parte- la -enteneh 
de fojas doscientos cuarenta y ocho. — Antonio L. Sfartma- 
rio. — R. Cuido l.a;-ullt\ — José Marcó: Itn disidencia. 
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1. " interrogados ¡os testigos Domingo Comas» Benito IV- 
única y Guillermo Richardson, cómo saben y les consta que 
don Federico Cámpora plantó y ocupó ct ierren*} a titulo de 
dueño, desde antea de 1840 (-?." pregunta», y den razón de 
sus dicho-, etc. (4/ pregunta), contestan el primero, "que es 
cieno y le consta |«ir ser vecino"' ; el segundo I que lo sabe) 
"porrine siempre ha vivido en la Ensenada y está al corriente 
de estas cosas*': y el tercero (que le consta y sabe) "inmute 
presenció y ayudó al plantío de los monte*" ; fojas 27 vuelta. 
28 yuelta y 29. 

2. " Kstos testigos, como se ve, 110 dan razón y no prueban 
por consiguiente, que Cánqíora e Isaac Ktch. antecesores del 
demandado doctor Antonio Martínez Rufino, hayan poseído 
a titulo de dueños, arts. 10,3 y 204 del Código de Procedi- 
mientos. k 

3. " Desde el once ele Octubre de 1884. fecha de la infor- 
mación sumaria, al tenor de dicho interrogatorio, insertos en 
1» escritura de su protocolización, fojas 27 y siguientes, hasta 
el 18 de marzo de 1912 en <juc se dedujo la demanda de esta 
referencia, no ha transcurrido el tiempo necesario para Ja 
adquisición del dominio por la posesión continua de treinta o 
más años (art. 4015 de! Código Civill. 

4. " Tampoco se ha obrado la preserqieiñn ordinaria 
invocada por el demandado como que con solo dicha informa- 
ción sumaria, unida a la compra de su antecesor, de ninguna 
manera ha podido creer que su adquisición no era viciosa, y 
que el enajenante, con capacidad para enajenar, era el .verda- 
dera dueño del inmueble, { artículos yyp>. 400C*. 400*}, Có- 
digo citado l. 

5. " Mentís tiene el dominio la parte demandada con 1> 
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c-criiurn de fojas J'>. como que sótd versa sobre compra de un 
monte y de accione* > derechos de -imple ocupación, referente 
a una paite fie la tierra cuestionada. 

f\" Antes de ahora y reiteradas veces, tanto este Tribu- 
na!, como la Suprema Corte Nacional, tienen declarado en 
fallos qué lian visto la luz pública, especialmente en la publi- 
cación oficial de eéte Alto Tribunal, que los terrenos todos dé) 
puerto tic La Plata, donde se halla el que aquí se discute, son 
de! dominio privado de la Nación, cOhtü sucesora de ta pro- 
vincia de Ibunn?. Aires, a titulo de compra, salvo prueba en 
contrarío que no se lia presentado en estos autos» y pues que 
ño es otro el titulo en que ?e fundamenta la acción reivindica- 
toría, procede esta acción, 

j? IC1 demandado también es responsable de la indemni- 
zación que se le reclama accesoriamente, desde la techa de la 
demanda <arts, 2430 y concordantes del Código Civil). 

Por e-to> fundamentos y concordantes de la parte acto ra, 
se 'deja sin efecto la sentencia apelada de fojas 248. conde- 
nándose al demandado a la entrega del terreno de que se trata, 
dentro de quince días. c«»n sus accesorios, fnuos y productos 
percibido- o que hubiese dejado de percibir a contar desde la 
demanda y las costas de este juicio. 

Joíc Marcó. ■ 



FA|,|>l Dt- i, A CORTIí SUPREMA 

Bueno» Aire», Abril 9 de 19-4 

V" Vistas: 

El juicio seguido por el Gobierno Nacional - contra don 
Antonio Martínez Rufino por reivindicación de una fracción 
de terreno situado en el puerto de La Plata paraje denomi- 
nado Río Santiago, traído, al conocimiento de esta Corte a 
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mérito dé lo dispuesto por el artículo 3*, inciso 2." de la ley 
nú; 11. 4055 y de la apelación interpuesta a foja* 323 l*>r el 
Procurador Fi-cal contra la sentencia dictada por Ta Cámara 
Federal de La Pinta. 

V Con si de r .indo : 

Que siendo bienes privados del Estado general que forma 
la Nación o de los Estados particulares que forman las provin- 
cias tóelas las tierras que ciando situadas dentro de los limi- 
tes territoriales de la República carezcan de otro dueño í ar- 
tículos 2342 y 2339 del Código Civil), es indudable que en la 
pre-ente reivindicación, la Nación, coma sucesora de la pro- 
vincia de Buenos Aires a mérito de lo* términos del convenio 
de adquisición del puerto de La Rlata celebrado entre ambas 
entidades políticas c ' de Agosto de 1904 ratificado por (á 
ley nacional número 4430 y provincial de 4 de Octubre de 
Uj/04, no tendría que exhibir otro titulo que el derivado de 
aquellos preceptos para justificar su derecho de dominio a los 
efectos de lo e-tablecido jK>r los artículos 2758 y 2700 del Có- 
digo Civil. Y en tal caso la demanda debía prosperar a menos 
que se demostrara que existió de parte de la provincia un acto 
de enajenación o que el dominio fué perdido por la prese rip- 
ción adquisitiva. (artículos 2óoó y 2000 del Código Civil). 

Que el demandado ¡jara cohonestar su derecho de domi- 
nio ha acompañado ej testimonio de la escritura pública que le 
fuera otorgada con fecha in de Agosto de ifh/t gflfc el Juez en 
lo Civil de la Capital de la República, doctor Juan 1 A. García 
ante el escribano Juan Gntcé como consecuencia de la compra 
verificada por; él en remate público en el juicio testamentario 
de don Isaac Rieh de "mi terreno de isla plantado de sauces y 
álamos ubicado en el partido de la Knsenada y fuera de su 
ejido, jurisdicción de ta provincia de Rueños Aires, sobre e! 
a noyó llamado el Chileno lindando por e! Xorte con don aí;r- 
nue] Kan ayo. pbí* el Este con terreno anegadizo, por el Sud 
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con ilbli |h>l- Rodríguez y.por el OeMe con ti arroyo citado, 
siendo iu Superficie de cincuenta cuadras cuadradas, etc.". 

{ lüe fundado en lal titulo acero del cual no se lia deseo- 
nocido ijue sea verdadero y aplicable en realidad a) inmueble 
poseído, ha opuesto Martínez Rufino la defensa etc prescrip- 
ción cdti justo tittdo y buena fe autorizada j>or el articulo 8yr/> 
riel Código Civil y además la treintañal autorizada por el ar- 
ticula 4010 del misino Código, 

Qijte si efectivamente se llegara a la conclusión de que el 
demandado por si y sus antecesores lutbieríl adquirido el do- 
minio por prescri|K*tón contra la Provincia de Bueno» Aires, 
el Gobierno Xaeional sucesor legal de aquella a mérito de los 
antecedentes ¡ecordados. se hallaría en la misma situación, 
aitirnb % \27^ Código Civil y por consiguiente la acción rcivin- 
dicUoria no podría prosperar. 

Une según el articulo 4015 del Código Civil la propiedad 
de las cosas inmueble- *e presen lie por la posesión continua 
ilc treinta años con ánimo de tener la cosa para si, sin nece- 
sidad de título > buena fe i>or parte del poseedor y sin distin- 
ción entre presentes y au -entes. Y es asimismo un principi-i 
sancionado por la ley civil cpie el sucesor particuhr puede unir 
mi po-esión a la de su predecesor o autor sin ninguna limita- 
ción cuando la accesión se ¡11 vea con el fin de adquirir e! do- 
nñni'» i»orla prescripción de treinta tmos ya que e-la se opera 
según lo prevenido por los artículos 4015 y 401 ó del Código 
Civil prescindiendo de la buena íe del [«.seedor e¡ poseedores 
síiefiSftVOs y viene a ser por consiguiente una pose-ión legal en 
Ips u nninós de la úliinia parle del artículo 4005 ( artículos 2475 
y 2476 del Código Civil ». 

( lite ácgúii resulta de atllus cuando el demandado éoriipro 
en n ñiati judicial el 24 de Agosto de tíjtjfi y recibió la po-c- 
-ión dd inmueble objeto de la reivindicación su enajenante don 
I saac Kicli tenía ya tina posesión persona! que remontaba al 
año tfi&J que don Federico Cámpora su vendedor había po- 
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sefdü y él mismo habia producido en esa fecha. un;t informa- 
ción judicial p;ra acreditar que su enajenante tl«>n l'\-ikrie ■* 
Cámpora habia poseído desde cuarenta años atrás íveánse tes- 
fWiOnios de fojas ¿7. fojas $0 y Éojás ¿u). Lvsta información 
judicialmente aprobada por el Juzgado tlel doctor Barraquero, 
secreta ría del doctor l'a uñero, fue producida con intervención 
tlel señor Agente Fiscal. quien representando en ese acto el 
patrin ionio de la Provincia de Hítenos Aires, dio su aquiescen- 
cía en aquel sentido juzgan do huena la información posesoria 
v pidiendo su aprobación. 

Que cualquiera que sea el valor legal de las informaciones 
de este género y aún en la hipótesis de que en general sus efee- 
tos 110 pudieran contraponerse a terceros que pretendiesen 
derechos de dominio sobre el inmueble objeto dé ella, éij razón 
de no haber ellos tenido intervención en el juicio, tal no suce- 
dería acerca de !a Provincia de Hítenos A i iva. qitien, como 
qticila dicho, ha reconocido de un modo expreso la existencia 
de la invocada pose -ion de cuarenta años. V siendo esto así 
la Nación 110 estaría habilitada para desconocer un hecho que 
aquella admitió y sancionó por intermedio de su representante 
legal cuando todavía no se había producido la transmisión de 
los terrenos del puerto de La Plata. 

Que en tales condiciones y resultando por una parle que 
e] demandado por d y sus antecesores ha poseído |»or mayor 
tiempo que el requerido por el articulo 4015 de! Código Civil 
para la prescripción adquisitiva y por otra que el derecho de 
dominio se pierde cuando la ley atribuye a una persona a titu- 
lo de prescripción la propiedad de una cosa perteneciente a 
otro. 1 articulo jí»/» del Código Civil), es de Unía evidencia 
que la demanda no puede pros|ierar. 

Que a mayor abundamiento, si se tiene presente que desde 
la techa de ht aprobación de la información posesoria hana 
el día de la deducción de la demanda han transcurrido ve ¡mi- 
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peltO años, aun en el <u puesto de que aquélla no justificara en 
realidad los ctiáféfíta años tic posesión, siempre serta verdad 
que su contenido cubrir ia ampliamente lo* dos años necesa- 
rios para integrar el término de la prescripción treintañal, pues 
no m: logra un monte ele veinte mil sauces y álamos (que es el 
acto posesorio sobre que deponen los testigos), sino en un 
tiempo mayor. 

<Juc la mensura de (pie instruye el informe de fojas 50 
practicada sin notificación ni citación del poseedor, no fia 
interrumpido la prescripción, pues no encuadra en ninguno de 
I05 actos de iniernqieióii natural o ei\il definido- y caracteri- 
zado* por los a rt i culos 3984 y siguientes del Código Civil. 

(Jite por ultimo la ley provincial de ti dt l-mero de [867, 
aún en el supuesto de (pie ella declarara realmente la hunaje- 
nabilidad de las tierras de Monte Santiago no constituiría óbice 
legal para la exigencia "le la prescripción: l. porque la Provincia 
de Hítenos Aires en el contrato celebrado con la Nación al 
enumerar los terrenos comprendidos en la mita lia -al vado 
expresamente lus "legítimos derechos ríe terceros" sobre la Isla 
y Monte Santiago, lo cual induce o que no ludio la inenajenabi- 
lidad que se pretende o qne en su ea»o la ley fué derogada: 
j: porque cuando fué dictada aquella ley, el año 186- Hacia ya 
mucho tiempo (pie había comenzado a i>oseer el antecesor del 
demandado como se infiere del contenido de la información 
posesoria de que -e ha hecho mérito y del reconocimiento de 
ésa circunstancia formulado por el Fiscal de la Provincia- El 
derecho a la |n»sesión constituía asi un derecho adquirido el 
año l8#y? citando la ley fué dictada, (artículo 4044. Código 
Civil \, 

.Por estos fundamentos y concordantes se cnnfírma la 
Sentencia apelada en cuanto admite- la excepción de prescrip- 
ción opuesta \»>r el demandado y se la revoca en cuanto conr 
ib-na al < Hibierno Nacional al pago de las costas del juicio las 
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que deberán ser abonadas p,,,- su ur( j eili a , ema ];i muir¡i:c/;t 
de í,i defensa (jiie ha prosperado. Xntifiquese original y de- 
vuélvanse, reponiéndose las fojas en el juzgado de origen. 

A. BERMEJO. — J. FíGUEROA Air 

corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Rei-etto. 
En disidencia: Nicanor <;. r >j-:r. Sumar. 



disidencia 
Vistos y Considerando; 

Que la demanda deducida por el Procurador Fiscal di' La 
Plata en la présenle causa a nombre y representación del C.o- 
Wérrib de la Nación en su escrito de fojas <> a 8, es dirigida a 
obtener que se condene en definitiva al demandado don An- 
ípttiQ Martínez Rufino a la restitución del terreno que ocupa 
situado en el puerto, en el paraje denominado Isla Santiago 
compuesto de una extensión de doscientos Cfta renta y un mil 
quinientos noventa y nueve metros cuadrados, más o menos, 
con los linderos que expresan los planos acompañados, pidién- 
dose también que la condenación se pronuncie con todas sus 
accesorias, frutos y producto* percibidos o que hubiera dejado 
de percibirse, costos y costas procesales. 

Que esta demanda se liasa en el dominio y posesión que 
corres|)onde aí< lobierno de la Nación como sucesor legal en el 
dominio y posesión de los derecho- y acciones que tenia el Culi, 
de la Prov.dc Buenos Aires sobre la Isla Santiago, derechos 
todos que le fueron transmitidos a la Nación ]*>r el contrato 
"ád referendum" de 29 de agosto del año 1904. ratificado por 
el Honorable Congreso y Legislatura fie Buenos Aires por las 
leyes números 4436 y I a de 4 de Octubre del mismo año tyoj, 
inarii testándose además, entre otras consideraciones, que el 
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ludí*, de la cesión del puerto de La Plata en el i|tie e-tán situa- 
dos los terrenos de que se trata, no sujioiiía el reconocimiento 
de propiedad alguna privad:i de los terreno* e instalaciones 
existentes en poder de particulares "sin título legal", y que 
¡Kir et contrarío ta Provincia transfirió a la Xaciún. corno t" 
hizo, todos sus privilegios, derechos y acciones iKim hacerlos 
valer en i)|»irt unidad haciendo también presente que en la 
transferencia quedaban comprendidos los terrenos ríe la ls;;. 
Sant iago, 

Oue los antecedentes relacionados acreditan que tos terre- 
tirt-. ;i que ella se refiere son una propiedad privada "del Estado 
que nunca ha salido de su dominio. Los documentos de fojas 
13b a fojas t$8; no constituyen una prueba de que ¡as merce- 
des que en ellos se menciona 11. se refieran a los terrenos en 
cuestión, transmitidos en plena propiedad jior urtud de las 
leyes citadas al Gobierno de la Xación. perfecto titular, asi. 
de un derecho indiscutible sobre ellas como se hace constar en 
la sentencia de t. Instancia corriente a fojas 

Que el titulo presentado por el demandarlo y a que se 
refiere el testimonio de fojas 2n a 39, sosteniendo con él co- 
rropumlerle la propiedad de las tierras que se reclaman por 
li .iberia s adquirido mediante la prescripción adquisitiva que 
consagra el Código Civil en favor de las perSOjias que han po- 
seído un inmueble durante más de treinta años, no puede opo- 
nerse en el caso al legitimo derecho de dominio y" pose si ó: 
ejercitado por la Xación. por cuanto el titulo expresado, o sea, 
la escritura que en testimonio corre agregada de fojas 26 a 
31 ). sólo acredita que el demandado compró en remate púhlic > 
ordenado en h»s auto* testamentarios de don Isaac Ricli. los 
derechos y acciones que a éste correspondían, derechos y 
acciones que el nombrado Kidi los íiubp a su vez. twr compra 
a don Federico Caín pora, sobre la que había producido una 
información sumaria para acreditar su posesión de má- fie 
cuarenta años en 

Que es de observarse, en efecto:; (pie un titulo informa- 
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ttvr. como el expresado, aprobado sin contradicción y en cnan- 
to hubiera lugar por derecho, no puede tener eficacia alguna 
en un juicio extraño en el cual se discute precisamente el do- 
minio y poción, materia de esa información, como se obser- 
va por el representante de la Nación en su alegato de te. 174, 
Que a lo expuesto procede observar que la prueba testi- 
monial de que se hace mérito por |.i parte demandada, no 
acredita la prescripción invocada fundada en el hecho de la 
posesión de !a tierra, materia del presente juicio. Los testigo^ 
examinados al respecto no dan razón de sus dichos, ni prueban 
con su testimonio, por consiguiente, que tanto Campera como 
Kich. antecesores de! demandado hubieran poseído a titulo de 
dueños las tierras de que Se trata, justifcanclo así la verdad 
de sus afirmaciones para (J ue pueda dárseles eficacia con arre- 
glo a lo dispuesto por los artículos 193 y 1204 del Código de 
Procedimientos ( Fallos, tomo 84, página 131 ; 85, página 121; 
122, página 144 y 128. página 239). 

Que como Se hace notar en el voto de la minoría de fo- 
jas 321 y resulta además de autos, desde el 11 de Octubre de 
1884. fecha de la información sumaria inserta en la escritura 
protcolizada corriente de fojas 26 a 39. hasta el 18 de marzo 
de 1912 en rpie se produjo la demanda de fojas 6, no ha trans- 
currido el tiempo necesario para la adquisición del dominio 
por la ]jose*ión continua de treinta años, tiempo necesario co- 
mo lo establece el articulo 4015 del Código Civil citado, como 
tampoco ha podido operarse la prescripción ordinaria, cotí solo 
dicha información sumaria unida a la compra de su antecesor, 
desde íjue de ninguna manera ha podido considerarse que su' 
adquisición no tenia vicio alguno y que el enajenante con ca- 
pacidad para enajenar era el verdadero dueño de la tierra que 
compraba, (artículos 3999, 4006 y 4007, Código Civil). 

Que la buena fe requerida para la prescripción es la creen- 
cia sin duda alguna, del poseedor de ser él exclusivamente el 
señor de la cosa, articulo 4000. Código Civil, y esta creencia 



no ha podido tenerse por t-I demandado y su- culi tintes dado 
!•»- antecedente* del titulo informativo presentado y los diver- 
sos .vetos de dominio ejercitados por el Gobierno de la ProvW- 
eia y posteriormente por la Nación sol «re los terrenos ocupa- 
dos por el puerto de La Plata, cotno Se ha reconocido en re- 
petido- fallos de esta Oírte: tomo uS. ¡«igina 3$) y rjt* pá- 
gina I5'J. 

I hit' el vicio de forma en el título de adquisición hace mi- 
poner también mala fe en el poseedor, artículo 4000., Código 
citad-», y este vicio dé forma es visible en el que lia presentado 
el demandado, j>or cuanto se refiere a una información suma- 
ria de testigos producida para acreditar la posesión del inmue- 
ble en cuestión, titulo que carece de toda valctr legal ]>or no 
baberíe observado tas prescripciones establecidas |>or la ley de 
procedimientos, artículos 203 y 204. Código de Procedimientos 
Civiles, 

«jue ta> nulidades de forma privan al acto de su existen- 
cia legal y hacen que el poseedor no pueda creerse propietario, 
pues como Eo dice la nota del codificador '^on vicios visibles 
v extrínsecos y nadie delie ijmurar la ley sobre las formas 
esenciales de lo? actos jurídicos" (nota fiel codificador al ar- 
ticulo 4001)). 

Que no puede sostenerse por lo tanto que concurra en el 
ca-n i-¡ justo título exigido para la prescripción de diez y vein- 
te años, desde que el que se ha presentado i>or el demandado 
uu reviste la solemnidades exigidas por la ley para su validez, 
y porque además, un titulo nulo por defectos de forma no puede 
servir de base para la prescripción (articulo 4°>- í . Código 
citado 1. 

Tur estas consideraciones, Iu resuelto en las causas du- 
da- y bis fundamentos del voto en disidencia, se revoca la 
-eiteucia apelada de fojas y se declara que el demandado 
debe devolver al Gobierno de ¡a Nación las tierras de la refe- 
rencia dentro del término de treinta días con los frutos perci- 
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bidos y lo- que hubiere dejadq de percibir desde ]a notificación 
de la demanda. 

Nicanor G. del Solar. 



jFíjtío y anona! contra la Compañía Swiff, por reivindicación 

Sttiifatfót i." La posesión se pierde cuando el que tiene la cosa 
a nombre del poseedor, manifiesta jior actos exteriores 
la intención de privar al pwredor de disponer de la cosa, 
y. aiando sus actos producen ese efecto f Código Civil, 
artículos 2458 y 2459 y su noto). 

2." Reconocido por el demandado el dominio y la pose- 
sión del Fisco; reconocido igualmente por él que el terre- 
no aludido que ocupa, está fuera de los límites de su con- 
cesión, la procedencia de la acción reivindicatoría e» ma- 
nifiesta (argumento del articulo 2783, Código Civil). 

3. La obligación legal de restituir los frutos nace de 
la mala fe de la posesión. (Código Civil, articulo 2438 >. 

* 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 



Se.VTKríCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

La Plata, ]uio l it IfcE 

Y Vistos: 

Este juicio promovido por el Fisco Nacional contra la 
Compañía Swift por reivindicación de los que resulta: 

Primero: Que el señor Procurador Fiscal de este luz- 
gado, con instrucciones del P. E. de la Nación, promueve esta 
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acción, fundado en los triguientes hachos y considerácipHés : a) 
la Direcáóii General de Puerto* de la Xaeión WHnjirobó por 
sus oficinas técnicas que la compañía deivandada ocupaba con 
<us instalaciones, una ^uiTcrficie de S200 too metros cua- 
drados fuera de la qué tenia acordela l«*r la ley de la Provin- 
cia de concesión «le ->4 & Septiembre de i<)oo. recomida pdr 
)a Nación conforme a lartículo & del contrato «le adquisición 
(íd pucrt- de La Plata: ® qwe la demandada Iva tóconCKtdü 
éxarm v ampliamente, en el cNpediente administrativo que 
acompaña, que v) bien demandado es de propiedad de la Na- 
ción, pues dice que lo tiene solicitado en concesión al Honorable 
Gon¿rc¿0, de donde resulta que no e-ta emprendido en la 
concesión antedicha; c) que igualmente se demuestra por el 
mismo espediente que dicho terrenn está ocnpadn con cons- 
trucciones levantadas !>or la sociedad demandada : .1) que tra- 
bóse de un terreno detentado sin título legal y cuya ocupá- 
ci p nn se ha concedido gratuitamente, es evidente en derecho 
ante las disposiciones de los artículos ->-;,*. >' <*™* W 

cita para pedir se condene a la sociedad demandada a la reso- 
lución de M*P terreno, con sus frutos, costos y costas pm- 

^ Segundo- Que la- demandada contesta la acción a fs. 8ó 
extiendo: a 1 V antes del año k$ft ^ «i*™ V 7 f Mil 
v Ha. unían establecido en el Oran Dock del puerto de esta 
ciudad «n embarcadero de animales en pie. lo qite le, deter- 
minó a solicitar del Gobierno de la Proveía mía concesión 
para establecer nna fábrica confiadora de carnes, concesión 
I,,,. ¿ fné acordada por ley de 24 de Septiembre de tono, en 
el terreno que actualmente ocupan en aquel taraje: l>! que 
,„«■ los articulos y y 4." de esa ley debían los enmelar, os 
hacer las conducciones con todos los adelantos moderno^ 
previa aprobación por él V. E. de ios planos y proyectos de tos 
edificio: c. .pie la Compañía Swifl no ocupo un centímetro 
de tierra de más de la que ocupaban y les fué cédula a los se- 
ñores ¿avalla v Oa.:.di que estos señores cedieron sus derc- 
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chos al señor Kingsland. rl que ;i su vez. los trarisfirin a la 
Sociedad La Plata, Cold Sloraye, aprobando d fiohicrno tic 
la Provincia estas transferencias, como lo hizo también apro- 
bando la cesión del Gobierno de la Provincia a la Nación del 
puerto de I.a Plata, obligó a este último a res¡>ctar la conce- 
sión Zavalla y indas las nhligacinnts contraídas al respecto por 
la provincia, (art. 8" del convenio aprobado por la ley nú- 
mero 443' > 1 : í 1 cpie la X ación no recibió jamás posesión de 
esa tierra ya ocupada por Za\ttlla y después por los edificios 
de la Compañía La Plata Cnld Storaye; gi gué en 1910» esta 
compañía une era inglesa, transfirió sus derechos a la compa- 
ñía argentina La Hala Cold Storagc y el P. E, de ta Nación, 
aprobó la transferencia: h) que con posterioridad, e-la eoiu- 
]>añía construyó más edificios, con la aprobación de los planos 
y bajo la inspección del Ministerio de Obras Públicas de 
Nación ! ; i t que antes de 1904, segím consta en el ex|»edieiue 
administra th o. el terreno en cuestión, estaba ocupado con 
edificios: ji (Ule el decreto del I'. K. Nacional de fs. 70. or- 
dena la promoción de un juicio de desalojo y no un;i reivindi- 
cación, por Ib míe Opone la falla de acción como defensa ge- 
neral y para demostrar además ln improcedencia cíe la di man- 
da, cuyo rechazo con cosía-, pide. 

Tercero: Que recibida la causa a prueba, se produce la 
certificada a fs. 158 y después ríe alegar las parles sobre su 
mérito, se llamó aillos. 

Considerando: 

i." Une corresponde en primer lugar, resolver la excep- 
ción de falta de acción deducida por la demandada, colino de- 
fensa general. Ella se funda en qtge el decreto del P. E. Na- 
cional (pie encomienda al señor Procurador Fiscal la promo- 
ción de este juicio, no le autoriza para iniciar la acción de rei- 
vindicación, sino la de desalojo, por lo que deduce la deman- 
dada, que la presente, es improcedente. 
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2." t Kie el decreto en cuestión corriente a fojas "O, e:i- 
enmienda a! señor Procurador Fiscal, la iniciación de "las 
a;ciones correspondiente-" hasta obtener el desatojo de la 
fracción de tierra'*, etc. La acción intentada, está dentro de la 
comprensión del párrafo transcripto desde que ella tiende pre- 
cisamente a desatojar a la compañía demandada de la fracción 
de tierra que scgúi, el actor ocupa indebidamente. 

Y es esta la acción que el señor Procurador Fiscal con- 
sidera que debe iniciar, desde que, en el expediente adminis- 
trativo que acompaña se ba negado por la compañía el carác- 
ter de inquilino, contra los que únicamente se acuerda el jui- 
ci.. sumario de desalojo. La falta, pues, de acción deducida, es 
improcedente. 

y (Jne por lo que bate a la reivindicación deducida, debe 
establecerse que ella se tunda en que el Krigorifico Swift ocu- 
pa la fracción que se demanda, como exceso de la que se le 
concedió a sus antecesores para la explotación de la industria 
que realiza, por lo que e* indispensable remontarse a los ante- 
cedentes originarios a fin de establecer con claridad el derecbo 
de las jiartes. 

4. ijiw es un hecho indudable y no discutido que la com- 
pañía demanda tía es snce-ora de los señores A. Za valla y Cía. 
que fueron tos que. en 1900. obtuvieron del Gobierno de la 
Provincia ]w>r ley de la H. Legislatura. la concesión que ac- 
tualmente explota ta demandada. Esa ley que en copia corre 
a fs. 11 y 12, dispone en su art, 1," que los citados señores 
quedan autorizados para establecer una fábrica congelador.! 
de carne» y conservas alimenticias en el terreno que actual- 
mente ocupan en el Grand Do^-k del puerto de La Plata, de- 
biendo ejecutar las construcciones con todos los adelantos mo- 
dernos, debien tío presentar ¡mu' duplicado a la aproltación fiel 
l*. K. 1<>s proyecto-, presupuestos y memoria descriptiva de to- 
das las obras que piense realizar, no pndiendo empezar nin- 
gtlrta de citas >in él perniiso correspondiente. 1 arts. 3, y 4"r. 
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Y ]vrir la ocupación tJul uso ¿fe] terreno, muelles y guinches con 
!a correspi mil ¡cinc fuerza motriz, la empre-a pagará cinco, 
dfez y veinte centavos jmr cada animal lanar, porcino y vacuno 
f I ne sacrificare, rcsi>cctivamente. tart. 6V'). 

Que estas prescriixriones son las i|ue rigen lüts relacio- 
nes entre el Gobierno y el frigori t ico, notándose que «i la ley 
no se establece la sii|>erficie de tierra tjire para tales obras e 
industria se concede. Jo c|iie es explicable ponjne ello dcjientlia 
del mayor o menor incremento de la industria a instalarse. Y 
a -i se d<jjó a! arbitrio del (\ E. establecer la stiprfiite que tos 
concesionarios requerían para la construcción del gran esta- 
blecimiento industrial que boy puede afirmarse, que es el pri- 
meio del pais. Se ve. que cuando se dictó la ley referida, [os 
señores Zapalla ya ocupaban una superficie - de 550 metro? de 
frente al canal que fué ampliada más larde con uní superficie 
de ¿4fn irctro- cuadrados para la construcción de un brcic 
irás para e' embarque de bacienda, y posteriormente al suce- 
sor de .-muJlos, don Juan Tregidga. en 330 metros más, lo (pie 
arrojaba un frente de óoo metro» que es lo que las oficinas 
técnicas consideran como limite de la concesión sin tener tal 
vez en cuenta la superficie de 2461 metros cuadrados citados 
f ver fs. 12. tío a 13$). A medida que la industria progresaba 
y las necesidades de la mi -mía requerían la ampliación de los 
edificios. é-=tos eran construidos de acuerdo con la ley conce- 
sionaria, previa aprobación de los planos por el Poder Ejecu- 
tivo de la Provincia. Si era facultativo de éste acordar la su- * 
I erficíe de tierra necesaria para la industria, al aprobar ¡os 
¡llanos de las construcciones e inspeccionar c-las, concedía im- 
plic i teniente la autorización para ocupar el terreno necesario 
para levantar las construcemner cuyos planos aprobaba. Lo 
que importaba a la Provincia al otorgar la concesión, era que 
In industria se instalare en el terreno que el desenvolvimiento 
de la misma requiriese, a cuyo efecto dejaba librad» al crite- 
rio del P. K. fijar la superficie. Si el P. I\. de la Provincia, 
aprobó los pía. ios y permitió la construcción de los grandes 
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edificios que se asientan éti el terreno i|iie se reivindica, con- 
cedía implícitamente la ampliación de ta superficie fijada por 
ej decreto de ¿t de Julio de nx« ( fs. u>. máxime cuando ;C 
trstta de una porción insignificante fert relación cotí la .acorda- 
da: 12,40 metros en <<co. V si esto es así, al transferir la Pro- 
vincia a !a Nación el puerto y establecer en el aft. 8." del con- 
venio (-fs. 1^5), fine el adquirentc respetaría las concesiones 
precarias hechas a la empresa «leí frigorífico, que ya en esa 
época ocupaba el terreno cuya recuperación se demanda, fo- 
jas Mi vta. i. es indudable que la acción t|ite se persigue no es 
pn ve denle. 

íí." tjue por otra parle, ta acción de reivindicación, nace 
itel "dominio qite cada uno" tiene de cosas particulares por la 
enal el propietario que "ha perdido la posición", la reclama y 
ta reivindica contra aquej que se encuentra en posesión tic ella, 
(art, C. Civil I. ,;Ha justificado el actor los extremos 

invocados por la disposuió;i legal citada? Veámoslo. Kl domi- 
nio a la tierra aparte ele haherlo adquirido por el convenio 
celebrado con la Provincia de Buenos Aires aprobado por las 
leyes de la Nación" de ¿y Agosto de 1904. 443" >" ltt !í » ^c- 
¡jislatura de la Provincia de 24 fie Septiembre del mismo año. 
<jue ¡Mir ser tales son conocidas y obligatorias j>ara todos los 
habitantes de la Nación, la compañía demandada, reconoce 
expresamente ese dominio en todas las manifestaciones tpie 
contiene este expediente y resulta asimismo de la concesión 
que le fué acordada a sus antecesores. De e-te reconocimiento 
resulta además que no posee i-l terreno que se reivindica desde 
quí¡ reconoce en el actor el dueño absoluto del mismo, y por lo 
tanto posee |uira él, (art. -J35- Código Civil». La ocupación del 
terreno, lo es a titulo precario y a término de 40 años, 110 
¡ludiendo decirse que esa preearidad se refiere sólo a los 600 
metros de frente a que alude el decreto de de Julio de 190.'. 
sino a todo io que ocupa con tas instalaciones de la "fábrica 
congeládora de carnes y conservas alimenticias" que se men- 
ciona en el artículo 1." de ta ley de concesión. 
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?S Que por lo tanto, el titulo invocado por el demandado, 
así como la buena fe de su posesión» no existen desde que mal 
puede poseer una cosa cuyo dominio reconoce al actor y por-, 
«pie nadie puede cambiar por sí ni por el transcurso del tiempo 
la causa de su posesión. El que ha comenzado a poseer \xít 
otro, se presume que continúa poseyendo por el mismo título, 
mientras no se pruebe lo contrario (art. 2352I» y en el pre- 
sente caso no sólo no se ha invocado una posesión para si, sino 
que se ha reconocido expresamente que ella corresponde al 
actor y está comprendida en los términos de la concesión que 
le fué hecha a los primitivos ocupantes señores Zavalla y Cia. 

éi* Que no habiéndose "perdido la posesión" del bien que 
se reclama, segundo extremo del articulo 2758, la reivindica- 
ción que se demanda, no procede. 

Por las consideraciones que preceden y definitivamente 
juzgando, fallo: no haciendo lugar a la excepción de falta de 
acción deucida por la demandada, como tampoco a la reivin- 
dicación impetrada. Las costas, por su orden por encontrar 
mérito para no imponerlas al actor que ha tenido razón proba- 
Me para litigar. — Clodomiro Zavalia. 



SKXTKXCIA VE LA CÁMARA FEDERAL 

La Plata , Noviinbr* f> de 1923 

Y Vistos: 

Estos autos traídos por ambas partes en apelación de la 
sentencia dictada a fojas ciento noventa y dos por el señor 
Juez Federal de La Plata; 

Por sus fundamentos; y considerando que la rectificación 
contenida en el otrosí de la expresión de agravios del Minis- 
terio Fiscal no altera el concepto tic la sentencia contenido en 
SU considerando sexto, según el cual. la falta de determinación 
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de superficie en la primitiva ley de concesión, b. facilitad de! 
Poder Kjecutivo fie la Provincia para establecerla, y !á previa 
aprobación por este dé los planos presentados por los cim r 
»r*i»narios, conducen a la conclusión de que la Provincia acor- 
dó implícitamente la ampliación de la pequeña extensión tpie 
hoy redama , como necesaria al desarrollo de la industria que 
se trataba de fomentar. 

h>r tanto se confirma en todas sus partes ta sentencia 
apela||a. — i?. Guido !,aralh\ — José Marcó-. Kn disidencia. 
— Antcnúo L. Marcenare 



nrSmi-XiiA 

t." Scfjún los informes de lo* técnicos, de la Administra- 
ción del Puerto, corrientes a fojas siete, ocho, nueve vuelta, 
diez, diez y siete y diez y nueve, la Compañía Swift ele La 
J'lata OCttpa el terreno de cuya reivindicación aqui se trata a 
coritirtHáeíon del de seiscientos metros de frente que le cofrea- 
]x>nde por su contrato de concesión con el Gobierno, 

-v Aunque no dice en que se fundan, hacen prueba sin 
embargo, porque cnnciterdan fiel y estrictamente con los an- 
tecedente-* todos, que j»or fuerza no pueden ser otros, de la 
concesión de la compañía traídos jxir esta parte a fojas ciento 
cincuenta y dos, ciento cuarenta vuelta y siguiente, desde el 
primero de Zavalla y Cía., que fué el primitivo antecesor en 
ii na fracción de i lodientos cincuenta metros de frente, según 
plano que presentó a su tienijío, sin liaixrlcs sido observad", 
basta el último de ellos consistentes en solicitudes: planos y 
decretos -obre ampliaciones de tierras con determinación del 
número ríe metros cuadrados en toda su extensión, v el de 
cada uno de mis frentes, (pie cu total, suman dichos seiscientos 
metros. Káeil es ad la cuenta que con este resultado, hace el 
Sefior l'meuradr fiscal a fojas rfóseiéhtoá cuatro vuelta. 
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3. * Se desvanece toda fin da. si cabe, viendo también que 
en la discusión, la sociedad demandada ha afirmado unas ve- 
ces (Febrero y Septiembre de 1915)* que e: exceso de terreno 
estaba o no incluido en el suyo, foja i catorce y veintiuna, y 
otras que ese terreno formalia parte de una fracción cuya con- 
cesión tenia solicitada al H. Congreso ( Octubre de 1914). pe- 
dido que se hallaba aún ¡¡endiente de resolución en Agosto de 
mil novecientos diez y seis, fojas veintitrés vuelta, treinta y 
tres vuelta, y en Febrero y Noviembre de mil novecientos diez 
y siete, fojas una vuelta y fojas cincuenta vuelta, no habiendo 
dado otra explicación sobre éste particular en su oposición a 
la demanda, que la de que se comprendiera por la contraria, 
como en el caso de ¿er despachada !a solicitud favorablemente 
por el Congreso, esta cuestión carecería de objeto, fojas fíchen- 
la y ocho vuelta y óchenla y nueve. 

4. " Si, pues, la tierra en cuestión, está fuera de la conce- 
sión y es de la Nación, por su título de compra venta, procede 
el derecho que ejercita de exigir la restitución de acuerdo con 
el articulo 2758 del Gklitfo Civil, y aún como "procurador ¡11 
rem suam" dado su cará-ter de cesonario de acciones y de- 
rechos, que igualmente le da el mismo título, sobre las tierras 
det ciliadas por terceros. 

Sí* Se comprende por lo demás — y en esto me aparto 
también de las resoluciones de autos; — se comprende diffc 
:iue si la tierra en discusión, es un excedente de la ocupa. h 
por la concesión, en ningún momento ha podido desconocer 
la compañía al Gobierno de la Nación el carácter de dueño y 
poseedor de ella, dos requisitos fundamentales y únicos (pie 
autorizan la acción reivindicatoría, (articulo 2758 citado». 

6." Asimismo corresponde la acción deducida sobre los 
finios, artículos 2433, 2438 y 2439, Código Civil. 

Opino, pues, en definitiva, que delic hacerse lugar i la 
iti\ indica. ión de esta referencia, con Uta frutos del inmueble 
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desde 'a demanda y las costas de ambas ¡natalicias» tjlt perjui- 
cio <!e ijuc la «leniandantc y la demaurlada contengan le fjue 
íriejor estimen a este respecto, como por jeinplo. fie ¡:il- la 
últwua continúe con lá concesión, pagando un arrend iniieii:o 
t; I cOitno lo exigió la primera durante los trámites de) éxpC- 
(IttólUé administrativo, aquí agregado, apreciándole iwjucllos 
fruto- a %1-mejanza de precios de arrendamientos convenidas 
y no pagados. ^- José Marcó. 



DICTAS! RN DKL SEÍÍOR l'KOCVKAIXtR C.KNKRVI. 

Buenos Aire*. Mayo 2 de i 

Suprema Curte: 

í'or las consideraciones aducidas pur el Ministerio fiscal 
>• futtdanietttos concordantes del voto emitido en disidencia 
por el señor Vocal, doctor Marcó, pido a V. E. se revoque la 
sentencia apelada y <c haga lugar a la presente demanda por 
reivindicación deducida por el Fisco Nacional contra la Com- 
pañía Svviít que tramitó ante el Juzgado de sección de La 
[Mala. Con costas. 

Horacio R. jarreta. 



FALLO PK LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Air», Abrtl 1> de 192*. 

Y Vistos: 

Los seguidos [Hjr el Fisco Nacional contra la Compañía 
Svvift. por reí vindicación, venidos en ablación de semencia de 
la Cántala Federal de La Plata. 

Y Considerando : 
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Que la compañía demandada lia aislado la sentencia de 
fojas i<|2 circunscribiendo el recurso a la [«irte que exime de 
las coalas al Fisco (fojas io~ L de suerte epie la lia consentido 
en lo de más. 

Que al i funestar la expresión de agravios Hojas 3oy*, 
se lian alegad» dos defensas excluyen tés entre si; a) que la 
reivindicación no procede pangué "la Nación no ha tenido 
nunca la posesión"; h) que no puede reivindicarse una tierra 
cuya posesión nadie discute, afirmaciones contradictorias i|ue 
no obstan a que e! demandado concluya por manifestar que el 
Fisco tiene el dominio y la po-esión ele los terrenos cuestiona- 
dos (fojas 211 vuelta), y que la compañía ocupa esos terrenos 
a título precario por conceptuados incluidos en su concesión, 
pidiendo por ta:-.'s consideraciones la confirmación fie la sen- 
tencia. 

Que en virtud de lo precedentemente expuesto, lian que- 
dado, pues, consentidas por la demandada las afirmaciones del 
Fisco admitidas por la sentencia en cuanto al dominio y pose- 
sión de los terrenos que motivan la 'Milis". 

Que el hecho de la ocupación por la empresa demandada 
del terreno que se reivindica, está igualmente probado. A fo- 
jas 2i, en efecto; el representante legal del frigorífico reitera 
una manifestación anterior y expone: "VA frigorífico ocupa 
la tierra señalada por la concesión, y al quedar incluido un 
pequeño lote que tendría más o menos lo que indica la denun- 
cia, no ha tenido el propósito jamás fie hacerlo como inquili- 
no". Corrol-oran ese reconocimiento explícito las afirmaciones 
hechas por el mismo representante de la compañía desde fo- 
jas r vuelta e insistentemente reproducidas durante todo el 
cursó ile la causa, en el sentido de que el terreno cuestionado 
está comprendido dentro de ta fracción fiscal conocida con el 
nombre de ' concesión Bracht". Asi a fojas 50 se afirma por la 
empresa que se trata de una lonja insignificante que Se habría 
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devuelto al Fisco sin discusión si en ella no descansaran cdi- 
fitíos «te l.i demandada ; a fojas 50 vuelta se recite que el te- 
rreno en discusión furnia parte de la caducad;: concesión 
Itracht. por lo (|iie se ha solicitado al Honorable Congreso co- 
mo ampliación de la concesión actual del frigorífico; a fo- 
jas 51 se sostiene f|iie lo práctico seria que el Poder Ejecutivo 
acordara la ocupación precaria ele efe terreno ha^ta tanto el 
Congreso se pronuncie al respecto; y a fojas 55 se reiteran 
i dt ; nt icas manifestaciones. 

(¿tic lo afirmado contradictoriamente al respecto por ¡a 
misma represcniachui de la compañía en la contestación de la 
demanda, así como los fundamentos del considerando 5" deí 
falló fie fojas 192. lian sido desvírt nados en forma concluyen - 
te en el escrito de expresión de agravios de fojas 300. donde 
il Procurador Fiscal demuestra con cifras y referencias inter- 
di versalde-í. derivadas de la prueba de autos, que la fracción 
de tierra f|tie se litiga no ha formado parte de la concesión 
originaria de que emanan los derechos de la empresa deman- 
dada, ni le ha sido concedida a titulo alguno por acto poste- 
rior del Gobierno de la Provincia o de la Nación. 

Que estos antecedentes, como los que se consignan en el 
ron iterando anterior, demuestran a la evidencia que el terre- 
no en litigio es de- propiedad de la Nación, que lo ocupa sm 
titulo el frigorífico, y que rec|ticrido éste por e! Gobierno paro 
<¡ue lo tome en arriendo o lo desatoje, no acepta lo uno ni ]u 
otm y persiste cr« mantener la situación anterior a tal requeri- 
miento, la que no se justifica por respetables que sean los ín- 1 
teretes de la empresa y el progreso industrial rpte representad 
pufaffÜt implica una actitud desprovista en absoluto de todo 
fundamento legal. 

(Jue eni retamo, la sentencia de 1/ Instancia, confirmada 
por la de fojas 122 recurrida, desestima la acción reivindica- 
tfiria porque el Fisco nu ha perdido la posesión, desde que el 
demandado ocupa ese terreno a titulo precario, lo que importa 
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que, en concepto de aquella deci-ión, el terreno en litigio es- 
taría comprendido dentro de los límites de la con ees huí d|F 
frigorífico, tesis contraria ;i las explícita* y reiteradas mani- 
festaciones del propio demandado precedentemente relacio- 
nadas. 

Que establecido por la sentencia en apelación que el terre- 
no cuestionado lia podido quedar implícitamente incluido en la 
primitiva ley de eouce-ión. jwr el hecho de que el Fisco haya 
aprobado los planos que presentó en Oportunidad el frigorífico 
pata construir los edificios, procede la consideración de (pie, 
si no existiera en autos el reconocimiento a que se lia hecho 
referencia, en cnanto a que el terreno cuestionado está fuera 
de ¡a concesión actual del frigorífico, *ería el caso de observar 
(pie en buena lógica la única conclusión implícita que deriva 
de la aprobación de los planos, es que las construcciones a que 
estos se refieren habrían de practicarse dentro del perímetro 
de la concesión de la empresa, pero no que dicha resolución 
aprobatoria tuviera la virtud de legitimar la ocupación de te- 
rrenos no concedidos situados fuera de la zona de referencia. 

Que reconocido por el demandado el dominio y la ¡hísc- 
sión dej Fisco; reconocido igualmente por el que el terreno 
aludido que ocupa está fuera de los limites de su concesión, 
la procedencia de la acción reivindicatoría e- manifiesta (ar- 
gumento del artículo 2783 Código Civil), sin que pueda admi- 
tirse que el frigorífico no posee el terreno por haber recono- 
cí 110. la posesión del Fisco y que en consecuencia éste no la ha 
perdido, porque según expresa disposición legal, ja posesión 
re pierde cuando el que tiene la cosa a nombre del poseedor, 
maní f isla ¡>or actos exteriores la intención de privar al posee- 
dor de disponr de la cosa, y cuando sus actos producen esc 
efecto (Código Civil, artículos 2458 y 2758 y su nota; Fallos, 
tomo 63, |tágina .loo, argumento del considerando 1/*, pág. 30 J k 
Si bien, pues, en teoría el frigorífico admite la posesión del 
Fheu, sol «re el terreno cuestionado, en los hechos anula los efec- 
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tos legales de e*a jto-esión tiende que se niega a restituirle) o n 
pagar el precio fijado a su ocupación, dos modalidades une 
según queda dicho dan como resultado la perdida de la posesión. 

(Jite por lo que hace a lo? frutos, la obligación legal de 
restituirlos unce de la mala fe de la posesión (Código Civil, 
articulo -¡4,1^: I'allus. tomo 133. pagina u8i; y a este resjwcto 
cor res|Mmde oh-erv.ir que desde la fecha del escrito corriente 
a fojas 1 el demandado sabia que esc terreno formal xi parte 
del conocido ¡*>r concesión Bracht. había solicitado al Ifonora- 
hlc Congreso que se le concediera para ampliaciones, y no obs- 
tante se resistía a devolverlo o a pagar arrendamientos. 

Que h req lectiva resolución administrativa ( fojas 47 >, 
que toma como base rl representante del Fisco a los efectos 
de determinar la íecha que corresponde fijar para la restitu- 
ción de frutos, aparece notificada a la empresa en Octubre 
de i*)tj. y de consiguiente ésta es la fecha desde la cual proce- 
de la restitución, como quiera que e- a partir de esa notifica- 
ción que el frigorífico estuvo habilitado («ira aceptar id arren- 
damiento ofrecido, o para reintegrar al Fisco en la posesión 
detentada. 

Por estos fundamentos y los concordantes del \y>u> en 
disidencia de tujas ¿¿ t \> se rcuiea la sentencia apelada y sé 
declara uue la Compañía Swiít está obligada a restituir el te- 
rreno reivindicado dentro del termino de diez días, con los 
frutos percibidos y lo* que por su culpa hubiera dejado de ik.t- 
cihir. desde Octubre 2(* de 1917. L,as costas por su orden, Xo- 
tifiquese y devuélvanse, reponiéndose tas fojas eti el Juzgado 
dé origen, 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Fjcueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repettu 
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f hm Anmhio LmhUictti contra ¡a Proz'ttuiti de Mendoza, por 
cobro ejecutivo dé pesos 

Sumario: Nu procede la vía ejecutiva para el cobro tic un liiu- 
lo de un en.préstitü provincial a oro. si de la demanda y 
<le la escritura de protesto, resulta que la provincia de- 
mandada resistió el pago de los ctlpóries en moneda nacio- 
nal oro. invocando los cláusulas consignadas en el mismo 
instrumento eti que se funda la acción ejecutiva. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



emm m m¡ corT! * su i-rema 

Bueno* Airci. Abril 11 de 

Autos v Vistos; 

■ 

Don A nial di» Luehinetti entabla demanda ejecutiva con- 
tra la Provincia de Mendoza por cobro de la suma tle un mil 
setecientos veintidós pesos con cincuenta centa\o> oro sella- 
do, acompañando un titulo número 12.117 í,el empréstito ex- 
terno 5 o|o oro. año 1909 de la Provincia de Mendoza y un 
certificado del dejHisito de un mil trescientos setenta y ocho 
cupones del mismo empréstito depositado^ en el lianco de la 
Nación Argentina. 

V Considerando: 

Que con arreglo al articulo ?33 de la ley nacional de pro- 
cedimientos, el juez debe eliminar los documentos con que se 
deduce la acción ejecutiva para resolver si librará o no el 
mandamiento dé embargo solicitado. 

( Hie como lo hace constar el demándame, cu otro juicio 
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rme sigue comía la misma provincia, ésta se opone al pago en 
t i forma reclamada invocando los términos mismos del Bono 
General en qué se tunda la pie-eme acción, lo (pie indica qué 
la cuestión delje >er ventila la con la amplitud del juicio or- 
dinarío. 

Por cito y lo resuelto en la ejecución iniciada por Labas- 
lié ( Uaiiieiuli contra la misma Provincia (Fallos tomo ijijj, 
página 202 j y teniendo por acreditada la jurisdicción origi' 
Haría de esta Corte, se declara no lialier lugar n la vía ejecuti- 
va deducida, kepóngase el papel y devuelto* los documento- 
a a impañados. a rcíi i vese. 

-V. lÍKKMK.r*'. — XlCANOR G. DEL 

Solar. — J. Fiííukroa Al- 
corta. — RAMÓN MÉXDEZ. 
— kOUERTO IÍEpETTO. 



S\hi,ti,uf .lupu'itiut Botictjas y l~huilt>.t I.Uwiim/o T»m!> t i U- 
ttütada, contra hi Provincia dé McitífÓsa, sobre dk&atMtióñ 
dr sttmax de tUiiera ,• iiti'ousti!u t -i,unt}hhitf de h-\\ 

Sumario: ¡," I.a presunción de ipie el acatamiento a la ley 
importa la expresión tácita de la libre voluntad indispeu- 
sal/e para determinar una relación contractual o una con- 
vención implícita, falta cuando, como en el casa, en ra- 
zón de «pie de las disposiciones de la reglamentación dic- 
tada para linter efectiva ta ley resulta evidente ta exigen- 
cia coercitiva del pago fiel impuesto, el pago se hace con 
la impugnación simultánea o subsiguiente de la invalidez 
constiUtdpna! del gravamen, con la expresa reserva del 
derecho a demandar la repetición de lo indebidamente 
pagado; cuando la protesta se formula en la oportunidad 
debida, esto es, previo pago de! impuesto, y no se per.ii- 
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gne la devolución SÍJJO *le las sumas percibidas ppr el Fis- 
co en la forma y tcr minos relacionados. 

2." (Véase el sumario dd fallo publicado en el tomo 
Lia página 358. aplicable al presente). 

Caso: l.o explican las pieza- siguientes: 

DICTA MKX DICL SKÑ'OR PROCURADO» GEXIiKAL 

Biitaoi Aires, Julio IS de IW3 

Suprema Corle : 

La Soéifejdad Anónima "Ib idegas y Viñedos tíoniingu 
Yomba Limitada''. representada por el procurador, don Juan 
Pjmqtte Duprat, entabla demanda contra la Provincia de 
Mendoza por devolución di- Mimas cíe dinero pagadas bajo pro- 
testa, solicitando al misn-o tiempo se declare la inconstUueio- 
nulidad de la ley X".' 75^ dictada p<>r la Legislatura de dicha 
Provincia c1 fí de Noviembre de 101$. por estar en pugna 
con los principio- consagrados en ios artículos 15 y \(< de la 
Ci<nsi tuición Nacional. 

La parte demandad;] defiende la eonstiiucionalidad de la 
lev por los fundamentos (pie aduce en e! escrito de contesta- 
ción de fs. ¡59 y niega une los actores hayan sufrido las supues- 
ia- lesiones a mi derecho míe reclaman y fundan en di^n bido- 
nes cf ni stil mi onales. pormie dada la situación especialtsínm 
en t pile se encuentran éstos dentro de la ley impugnada no pro- 
cedería tnie V. E. confiérase la demanda bajo la faz consti- 
Uicioiial fjtíe se presenta. 

Tratan do -e de estas cuestiones, el ex amen dclie circuns- 
críbirse al caso tpie lo motiva, del punto de vista jurídico, con 
el fin de llegar a establecer si existen o no las incompatibili- 
dad©* tpie se alegan entre los precepto- de la mencionada ley 
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y los fie la Constitución, coma to tiene consagrado la juris- 
prudencia. 

Dentro de este orden y Hada la organización política de 
la Nació», es índndaMe que la- provincias gozan de autonomi ■ 
propia, pudíéndo dictar su> leyes bajo el régimen de gobierno 
adoptado; |x:m. bien entendido, que deben conformarse, la 
el indura de ellas ;i los principios enuncia dos en la Coustiiu- 
■i >n Argentina que no admite ningún monopolio, particular o . 
fiscal, porque de admitirlo importaría destruir ese régimen de 
ülire concurrencia o competencia en el trabajo privado que 
preconiza. 

Declarada por % Iv la ineoustiiueíonaltdad de la ley nú- 
mero de de Diciembre de njiít, la Legislatura de Men- 
doza sanciona la número f$% reprodu -ieudo en el art. 20 de 
ésta el iH derogado de la anterior, como asi resulta de autos, 
que establece la obligación de reponer excesos de pror raleo. Se 
desconoce de este modo la libertad de comercio, limitando al 
productor (jl derecho de vender mi mercancía; gravándose, ade- 
más, por el citado art. jo. con un impuesto adicional de dos 
centavos por litro, todo porcentaje mayor de vino que el auto- 
rizado que se eni regare al con -auno y no fuere repuesto en el 
mes siguiente, de -ti fiándose su producido a los fines que esta- 
lilece el art. iS. 

I**n tal siiucaión. un núcleo numeroso de bodegueros viti- 
cultores resolvieron encomendar el estudio de la nueva !ey, 
bajo su faz constitucional, a los doctores Manuel A. .Monte* 
de Oca. Joaquín V. González y Osvaldo Magna-co. de recono- 
cida autoridad en ta materia, quienes llegan a la conclusión 
por ias razones que expresan y jurisprudencia y autores que 
citan en el trabajo que contiene el folíelo de fs. JO. que la ley 
1 muero 751 ■ es violatona de los art-. 15 y i'i fíe la O m dilu- 
ción l ; ederal y sus concordantes. 

En este trabajo, que forma pane integrante de (a tléman- 
ría. se clarifica a ta ley número 751). como la de un monopolio 
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publicó incompleto '$esde que no abarca — dicen — la tota- 
lidad del ramo industrial, ni la fríHlucción. si bien cu el héchp, 
con virtiendo a los viticullorcs en cultivadores para el KstsuK 
é<te los reemplaza en el grado de comercializarse el producto 
p en parte también, en el momento de su el al «rae i 8tí, pues los 
incisos et y d) del art, 13 invierte al Estado en fabricante y 
expendedor de vino". 

[\ indudable que el monopolio oficial que establece la ley 
„í,m U9) lo ha convertido en gubernativo, después de dero- 
gada la' lev /0 4 V c« Ui K ar del corporativo (pie le daba esta ul- 
tima, agravando, de este modo. los caracteres del monopolio. 

otra de las incompatibilidades denunciadas «c refieren al 
art o, t|üé faculta a la Comisión de Fomento, con autorización 
del T & a imponer una contribución extraordinaria del 
doce v iredio por ciento, sobre el valor total de la produm-m 
de uva <|ue se coseche v venifi<|ue. siempre que los recursos 
llt( alcanzaran para atender a todas las obligaciones y ga-los 
que se originara n. 

\ p; ,rte de ser improcedente delegar en el I', lv facultada 
k-dslativas intransferibles, tales como la de fijar fe materia 
imponible, el objeto a que se determinan y la tasa o quattUWl 
dé la contribución personal, teniendo en cuenta, adrina- .que 
V, >-nialdad es la base del impuesto y de las cargas pnbheas. 
rt stdta contraria a este precepto la expresada contribución ex- 
traordinaria sobre el valor tola! «le la producen de uva. sm 
ninguna deducción, lo que imitaría, más bien, un despojo „ 
confiscación. . 

l-'n el fallo .le esa Suprema ibrte ipie se registra en el 
tomo 12S, página 44Í. W» <!«<•' * ,a inconstitucionalida 1 

de la lev número 70.1 citada, y en otros análogos, ha quedado 
establecido -que una ley que prohibe con un impuesto el ex- 
pendio dentro de la República del producto que se fabril ma. 
allá del limité que esa ley prescribe, es contraria a la franqui- 
cia acordad;, a todos los habitantes del país por el art. 14 de la 
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Cünstítilíidii"', y que, de aceptarse Lina reglamentación ten- 
diente a restringir la producción de im artículo determinado 
*> -liria hacerse extensiva a toda actividad industrial, v la vidn 
cedn^aíca de la Xación, con las libertades <|iie la fórtiéntátii 
quedaría confiscada en mano* de legislaturas o congresos míe 
nmrparíau por ingeniosos reglamentos, todos los derechos in- 
dividuales Los gol tiernos se considerarían facultados para 
fijar al vinatero la cantidad de uva une le e- licito producir: 
al agricultor, la de cereales: al ganadero, la ilc sus productos, 
y a-i, hasta caer en un comunismo de Kstado en que los gobier- 
nos serian los regentes de la industria y del comercio, y los 
arbitros riel capital y de la propiedad". 

Om lo expuesto rjuéda demostrado que la ley impiigtvnda 
contiene ios mismo, o mayores defectos que la anterior dero- 
gada, por lo que pido a V. K. se sirva declarar inconstitucional, 
a efectos de este juicio, la ley número 759 de la Provincia 
di- Mendoza, por >er violatoria a las cláusulas enunciadas de 
la Ci tu -ti ilición \;,c¡«mal. 

Horacio R. Larrcta. 
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. .. ButBMAiret. Abril II de I9Í4 

V V islos; 

I.os seguidos |„, r la Sociedad Anónima Bodegas y Viñe- 
dos Domingo Tumba Limitada contra, la Provincia de Men- 
doza) sobre re3|iju 5 i¿ft de sumas de dinero pagadas por con- 
cepto de impuestos, ,[ ( . [ s (|lie resulta: 

Qíte a toja-, .ii y con los documentos preccderUcmeiilc 
ngregadiis U>? adores deducen su demanda jNir restitución de 
las sumas que expresan, las .pie fiaron pagadas hajo protesta 
en virtud de que o.nceph'ian ¡ucoiwitueionalcs (¿ j mpiu . M(ls 
créanlo, por la ley provÍ«$aj minu,,, 75a 
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Oiu- dicha ley reproduce el régimen que importa a la iu- 
(liistri.-i vitviníco'a la anterior número 703 que se declaró ¡11- 
constitueiónal por esta Corte Suprema en razón fie las trans- 
gresiones fundamentales que contenía y aparecen agravados 
en la nueva lev, la <|Ue adolece de maynres defectos que la an- 
tigua y se ha limitado a reemplazar una cansa de invalidez por 
otras más claras y evidentes. 

(Jitr la inconstitucional i dad de la ley de referencia resid- 
ía. c;i síntesis, |>on|iic los impuestos que en ella se establecen 
sostienen con su ¡miarte un régimen de monojxdio y entra- 
ñan una verdadera confiscación; porque en su forma y ejerci- 
cio constituyen una delegación de facultades mtrasferibles ; 
porque son atentatorios de los principios y .garantías de 1"* 
artículos 14 y 16 de la Constitución; porque, en general, no 
se destinan a objetos públicos, sin»» en beneficio de empresas 
privada*, y en tales condiciones, la contribución no es un im- 
puesto sino un despojo. 

Que en virtud de tales consideraciones piden se declare 
inconstitucional la ley 759 y se condene a la Provincia de 
Mendoza a devolver las sumas reclamadas, con interese- y 
costas, 

«¿ue conferido traslado de la demanda 1 fojas 481. la pro- 
vincia la contesta ( fojas 59), y pide su rechazo con costa*, 
alegando en lo substancial que el caso de autos no está regido 
por las disposiciones constitucionales invocadas, sino por el 
derecho común, pites lo que se paga en virtud del artículo 19 
ile la ley no es por concepto de un impuesto, sino de un í 
convención legal tácita, de un contrato mutuo de seguro en: re 
los viñateros, establecido en tina ley (jue la Sociedad actora ha 
con-entido expresamente en unos casos e implícitamente en 
otros: y iHirque además de este gravamen lia debido protes- 
tarse cuando se estableció en la ley y no cuando ha pasado el 
riesgo a que el seguro se refiere. 

<Jue en lo relativo ;il articulo 20 de la ley impugnada, 'a 
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Sociedad Domingo Tomba limitada, como socia de la Coope- 
rativa Vitivinícola en liquidación, está aún bajo el ini]>criii de 
su- estatuto* y está obligada a acatar lo que la Comisión de 
Fomento que es la Comisión liquidadora, resuelva de acuerda 
con" él convenio celebrado entre el Poder Ejecutivo por medio 
de In ley 750, y la sociedad ]>or medio de la ley de su asamblea y 
|mr consiguiente, protestar el pago del impuesto establecido al 
exceso del prorrateo, es en el caso protestar jjor haber cumpli- 
do el actor por Su parte con lin a carga que voluntariamente 
aceptó. 

Que recibida la causa a prueba (fojas 74 vuelta), se pro- 
dujo la que expresa el certificado de fojas 20,5. se presentaron 
l*> alegan ts de foja-; ^05 y 320 y con el dictamen de fojas 
se llamó autos para definitiva (fojas 3,14 vuelta í. 

Y Considerando: 

(Jue lo» antecedentes de liedlo que -e invocan en la (le- 
mán ría han sido debida mente demostrados, dejando estableci- 
do Ta prueba de atitOS que la Provincia de Mendoza percibió 
por concepto fie .los impuestos impugnados, las sumas que se 
demandan, que ¿atas fueron pagadas por los actores bajo pro- 
testa y expresa reseña de derechos a reclamar su devolución, 
y qtte alonadas algunas de esas sumas con pagarés vencidos 
flmanie la secuela del juicio, lian sido éstos levantados en las 
1 "¡un umidades correspondientes. 

Que en lo concerniente a las consideraciones de Orden 
legaj aducidas por el representante de la demandada para fun- 
dar h legitmidad de ¡os gravámenes creados por tos ájíticutos 

númer j y jo de la ley 759. procede observar que las cons. 

tandas de auto* acreditan t«»s procedimientos de la reglamen- 
tación dictada para hacer electiva la ley. y de esas disposicio- 
nes resulta evidente la exigencia coercitiva del pago del im- 
puesto, pues al industrial que I" resiste se le anula el giro di 
sus negocio* [Mir medios reglamentarios aludidos. 
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Que si en tales condiciones fuera admisible la presunción 
fie que el acatamiento a la ley importa la expresión tácita de 
la libre voluntad indispensable para determinar una relación 
contractual o una convención implícita, no es dudoso que tal 
requisito primordial falta cuando como en el caso et pago se 
hace con la impugnación simultánea o subsiguiente de la inva- 
lidez constitucional drt gravamen, con la expresa reserva díél 
derecho a demandar la repetición de lo indebidamente pagado ; 
cuando la protesta se formula en la oportunidad debida, esto 
es. previo pago del impuesto, y no se persigue la devolución 
sino tic las sumas percibidas por el Fisco en la forma y térmi- 
nos relacionados. 

Que asi definido el caso de su punto de vista legal, es a 
dulas luces improcedente la aplicación al mismo de los precep- 
tos de derecho común invocados por el representante de h 
Provincia de Mein loza, pues no se trata de relaciones jurídica* 
derivadas como se pretende de una ley-contrato, sino de las 
que crea y establece una ley de impuestos, impugnada como 
contraria a determinados principios y garantías de la Consti- 
tución. 

Que a este respecto el presente litigio guarda completa 
analogía ]>or la materia que lo constituye, ;>or las cuestiones 
en él debatidas y los antecedentes que le dán origen, con el 
caso resuello por esta Corte en 2& fie Diciembre del año próximo 
pasado en la causa seguida por don Francisco Passcra contra 
la misma Provincia demandada, por restitución de sumas de di- 
nero provenientes de los mismos impuestos, declarados incons- 
titucionales en aquel caso por fundamentos y consideraciones 
míe siendo in necesario transcribir út extenso, se dán aquí por 
reproducidos por su pertinente aplicación al "sub judice'" 
( Fallos tomo 139, página 258). 

Por estos fundamentos y los del dictamen del señor Pro- 
curador General, se declara que la ley número 759, y decreto 
reglamentario correspondiente, que autorizan a gravar con 
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mía contribución extraordinaria máxima de doce y medio por 
ciento sobre el precio oficial fijado a la uva <|ue se coseche 
y vinifique en la Provincia i articulo 19). que refringe la pro- 
ducción de vino, gravando el esceso sobre el expendio admiti- 
do con un impuesto adicional de dos centavos por litro (ar- 
ticulo JO ' y destinando esc impuesto a fines (pie no son loa 
fines público* rpic podrían justificarlo, y 411c además impone 
un seguro de Estado (articulo 22 y 23), contrarían las garan- 
tid constitucionales relativas a la liliertad de trabajo, indus- 
tria y comercio, etc. f Constitución, articules 14 y En con- 
secuencia, ta Provincia de Mendoza debe devolver a los acto- 
res en el término de diez días: I. ft la suma rpte expresa el punto 
a i del petitum de fojas 47, o sea. diez y oclio mil doscientos 
noventa y cuatro pesos con cincuenta y tíos centavos moneda 
nacional, con los inte re -es a estilo del Raneo de la Nación cop- 
udos, desde la fecha de la notificación de la demanda: 2? el 
importe de lo^ pagarés ;i que se refiere el punto |>). o sea, 
ochenta y seis mit dos cíenlos cuarenta y cuatro pesos con cua- 
renta y ocho centavos moneda nacional, con lo^ intereses des- 
de la fecha de los pagos respectivo-: y 3." ¡as sumas éspéciii- 
cadas en los puntos el, di y c> míe importan en total cincuen- 
ta y nueve mil cuatrocientos ochenta y siete pesos con noventa 
y cuatro centavos moneda nacional, con cosías. Noiiíiuuese y 
rcipuesto el papel archívese. 

A. Bhrmkjo. — Nicanor G. oel 
Solar. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramó>t Méndez. 
- Roberto REPrrro. 
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Dan Enrique Alio, por la Provincia de Hítenos Aires, contra 
doña María Aboya de Rujias, sobre reivindicación, ex- 
cepciones dilatorias de defectos legal en el modo de pro- 
poner la demanda, la de falta de personería en el deman- 
dante y demandado. 

Sumario; i ° Es improcedente la excepción dilatoria de defec- 
to legal en el modo de proponer la demanda, fu miada por 
el demandado en no salrer qué se demanda y contra quién 
en realidad se acciona, si en aquélla se expresa el nombre 
de éste y se expresa la acción que se entabla y el objeto 
de ella (reivindicación tic un terreno), con la superficie 
y linderos del mismo. 

2° La excepción de defecto legal en la demanda tam- 
poco puede fundarse, en el caso, en las circunstancias de 
dcreclio en que el actor funda su derecho, por cuanto el 
error si lo hubiera en la cita de leyes o disposiciones le- 
gales puede ser reparado de oficio por los jueces que 
están obligados a aplicar las pertinentes al caso, con arre- 
glo al artículo 21 de la ley número 48. 

3. La excepción de falta de jier sonería en el demanda- 
do fundada en que es solamente condomino de parte in- 
divisa y la reivindicación se intenta por el todo, no ha 
sido admitida como dilatoria en el procedimiento fede- 
ral. (Artículo 73, ley número 50). 

.|.** La cláusula del convenio celebrado por el actor con 
ta Provincia en nombre de la cual entabla la acción, según 
la cual la autorización caduca si el apoderado dejara pa- 
ral i ¡rada la acción durante sesenta días, no autoriza la 
ojMosictón deducida por el demandado, en el carácter de 
excepción por falta de personería. 

5/ La representación exclusiva conferida al denun- 
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tiarit, en el caso de autos, de tierra fiscal, por el convenio 
respectivo celebrado con la Provincia, en cuyo nombre 
acciona, se encuentra en el de excepción previsto por el 
articulo ij de la ley número ío.yo/i. 

Caso: Lr explica el siguiente: 
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Buenoi Aim, Abril 21 de 10=4 

Y Vistos: 

El incidente promovido a fojas 27 con (0 contestado a 

ÍaSjm 35 : y 

Considerando : 

Que el demandado opoiie^ las excepciones dilatorias de 
defecto legal en el modo de proponer la demanda, la de falta 
dé personería en el demandante, falla de personería en el deman- 
dado, manifestando: "No puedo contestar tina demanda sin 
saber mié se demanda y contra rjnién en realidad *e acciona". 

Que la demanda a fojas 2 y ió reúne los requisitos preve- 
nidos en el articulo 57 de la ley nacional de Procedimientos, 
manifestando que se demanda a dona María de Riglos de Al- 
zaga (fojas 17). por reivindicación de un terreno cuya super- 
ficie y linderos se determinan (fojas 1 párrafo 1."). 

(Jue la excepción de defecto lejía I tampoco puede autori- 
zarse en las circunstancias de que el actor funda su derecho : 
"entre otros, en los articulo? 2340 y 2342 del Código Civil que 
rigen situaciones distintas (pie basta rc-ultan excfuyeutes*', 
desde que. como Se ha observado ]>or esta Corte, e 1 error si !o 
hubiera en la cita de léyés o disi>osieiones légale?, puede ser re- 
parado de oficio por los jueces que están obligados a aplicar las 
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pertinentes al caso, con arreglo al artículo 21 de la ley níim. 48 
( Fallos tomo 99, página 355, considerando 6.", página 360 ) . 

Que la excepción de falta de personería en el demandado 
fundada en que e> solamente condómino de parte indivisa y 
la reivindicación se intenta por el todo, no lia sido admitida co- 
mo dilatoria en el procedimiento federal (Artículo 73 de la ley 
número 50; Fallos tomo 113, página 187 considerando 5.", pá- 
gina 189. y otros). 

Que la alegación fundada en la cláusula del convenio cele- 
brado por la Provincia con don Enrique Alió, según la que, la 
autorización caduca si el apoderado dejara paralizada la acción 
durante sesenta días que se dicen corridos con exceso desde la 
presentación del escrito de fojas 16 hasta la del que corre a 
fojas 18, no autoriza ta oposición deducida por el demandado 
porque ese pacto como las diversas cláusulas que Se mencionan 
en el testimonio de fojas 4 a 7 y las constancias de autos que 
se relacionan a fojas 37, solamente crea relaciones de derecho 
entre ambos contratantes. 

Que si la Provincia o su representante tienen o no acción 
para reivindicar bienes que se consideran del dominio público, 
es materia que afecta al fondo mismo de la causa y no corres- 
ponde, por lo tanto, que sea considerada como una simple ex- 
cepción dilatoria. 

Que por lo que respecta a la falta de inscripción de don 
Enrique Alió en la Matrícula de Procuradores, atento los testi- 
monios del convenio de fojas 4 que motiva su participación en 
esta causa y constituye, según se expresa a fojas 37 vta., una 
representación exclusiva debe reconocerse que se encuentra en 
el caso de excepción previsto por el artículo 17 de la ley nú- 
mero 10.996 {Diario de Sesiones, Diputados año 1919 II pági- 
na 516 a 519 y página 627). 

Por ello y fundamentos del escrito de fojas 35 se desesti- 



FAU/pS: DK M O PkTI" Sl'l'RKM A 



man, con costa*. las excepciones dilatoria* opuestas, debiendo 
contestarse derechamente el traslado de la demanda. Repóngase 
el papel. 

A, Bermejo, — J. Figueroa Al- 
■ corta. — Ramón' Méndez. 
— KoHEkTO KépEtto. 



Ihw Santtágó Rópoto v ConifañUt contra ¡a Provincia de Men- 
doza, sobre restitución tic samas de dinero 

Sninatíó: i: La preSuttcMñ de que el acatamiento n 'a ley 
importa la espre^ión tácita de la libre voluntad indispensa- 
'ile para determinar una relación contrae; tía! o una conven- 
ción implícita, falta cuando, como en el caso, en razón de 
151 a* de la? disposiciones de la reglamentación dictada para 
hacer efectiva la ley. resulta evidente la exigencia coerciti- 
va del pago del impuesto, el pago se hace con la impugna - 
don simultánea o subsiguiente de la invalidez constitucio- 
nal del gravamen, con la expresa reserva del derecho a 
demandar la repetición de lo indebidamente pagado; cuan- 
do la protesta se formula en la oportunidad debida, esto 
es. ¡1 revio pago del impuesto, y no se persigue la devolu- 
ción sino de las sumas percibidas pi¡r el Fisco en la forma 
y términos relacionados. 

2." 1 Véase el sumario del fa!h* publicado en el tomo 
página ,15^- aplicable al presente \. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑO* PROCURADOR GENERA!. 

Sumqi Alrw, Diciembre 10 de 1923 

Suprema Corte: 

La Sociedad Santiago Rópolo y Cía,. representada por el 
procurador, don Manuel D. Cabrera, entabla demanda contra la 
Provincia de Mendoza, por restitución de sumas de dinero pa- 
gadas ilegítimamente, bajo protesto, solicitando al mismo tiem- 
po se declare la inconstttucionalidad de la* leyes números 75^ y 
759, dictadas por la Legislatura de dicha Provincia, ct 6 de Xo- 
viemhré de 1919. por estar en pugna las cláusulas que indica 
y su reglamentación con los principios consagrados por los ar- 
ticulo* 14 y t6 y sus correlativos de la Constitución Nacional. 

La parte demandada sostiene la con>titucionalidad de tas 
leyes impugnadas por las consideraciones que aduce en el escri- 
to de contestación de fs. 70, no acepta la exactitud de los hechos 
expuestos por la parte y ni la aplicabilidad del derecho qué 
invoca, por lo que solicita el rechazo de la acción. 

El examen de estas cuestiones constitucionales debe cir- 
cunscribirse al caso que lo motiva, del punto de vista jurídico, 
con el fin de llegar a establecer si existen o no las incompati- 
bilidades que se alegan entre los preceptos de las mencionadas 
leyes y los de la Constitución, como lo tiene consagrado la juris- 
prudencia. 

Dentro de esle urden y dada la organización política de la 
Nación, es indudable que las provincias gozan de autonomía 
propia, pudiendo dictar sus leyes bajo el régimen de gobierno 
adoptado; pero, siempre bien entendido que deben conformar 
la estructura de ellas a los principios enunciados en la Consti- 
tución Nacional que no admite ningún monopolio, particular o 
fiscal, porque el admitirlo importaría destruir ese régimen de 
libre concurrencia o competencia en el trabajo privado que 
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preconiza, como resultaría si se mantuvieran las cláusulas im- 
pugnadas de las leyes 758 y 75* h 

Declarada por V. E. la inconsiitueionalidad de la ley núme- 
ro 703 de í:° de Diciembre de 19K». la Legislatura de Mendoza 
sancionó la número 750, reproduciendo en el art. 20 de ésta el 
18 derogado de la anterior que establece la obligación de repa- 
rar excesos de prorrateo. Se desconoce de este modo ta 1 Hartad 
de comercio. limitando al productor el derecho de vender su 
mercancía : gravándose, además. |mr el citado art. 20, con un 
impuesto adicional de dos centavos por litro, todo porcentaje 
mayor de vino qué el autorizado míe se entregare al consumo y 
110 fuere repuesto en el mes siguiente, destinándose su produ- 
cido a los fines ijue establece el art. 18. 

í.o- doctores Joaquín V'. fjonzáU/, Osvaldo Magnasco y 
.Manuel A. Montes de Oca, de notoria autoridad como constt- 
tucioualista y jurisconsultos, han clasificado a la ley uúm. 759 
como 11 u monopolio pjfitiHco incompleto, llegando a la conclusión 
en el estudio que se Ies encomendara. |Kir las razones que ex- 
presan y jurisprudencia y autores que citan, de que la mencio- 
nada ley uúm, 751) es violatoria de los arts. 15 y 16 de la Cons- 
titución Nacional y sus concordantes. 

ESáté trabajo se encuentra impreso en el folleto agregado 
a fojas 20 del juicio análogo al presente seguido por la Socie- 
dad "Bodegas y Viñedos Domingo Tomba Limitada", contra la 
misma Provincia de Mendoza, en el cual también he dicta- 
minado. 

É's indudable que el monopolio oficial que establece la ley 
núni, 759, se ha convertido en guliernativo, después de deroga- 
da la ley nú ni. 70^. en lugar del carácter corporativo que le 
ilaba esta última, gravándose de este modo los caracteres del 
monopolio. 

Por otra parte, teniendo en uu-nta que la igualdad es Ui 
base del impuesto y de las cargas públicas, resulta contrariado 
este precepto por la contribución extraordinaria del doce y me- 
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dio por cíenlo que fija ct art. 19 sobre el valor tutal de la pro- 
ducción de la uva, sin ninguna deducción, aparte de ser inipro- 
tedente la facultad que la ley confiere a la Comisión de Fo- 
mento para imponer esa contribución, con autorización de! P. 
K. Es tlelegar en este poder facultades legislativas intransferi- 
bles, talos como la de fijar la materia imponible, el objeto a que 
se destina y la tasa o quantum de la contribución personal. 

En las mismas condiciones, respecto al monopolio y de- 
más incompatibilidades denunciadas, se encuentra ta ley núme- 
ro 75® y los decretos reglamentarios, siéndoles también aplica- 
bles las precedentes consideraciones por ser los artículo; im- 
pugnados contrarios al texto y al espíritu de la Constitución, 

En el fallo de V. R. que se registra en el Tomo 1*8. pá- 
gina 4.15. que declaró la inconstitucional i dad de la ley núme- 
ro 703 citada, y en otros análogos, lia quedado establecido 
"que una ley que prohiba con un impuesto el expendio dentro 
de la República del producto que se fabrica más allá del límite 
que esa ley prescribe, es contraria a la franquicia acordada a 
toilos los habitantes del país por el art. 14 de la Constitución", 
y que. de aceptarse una reglamentación tendiente a restringir 
la producción de un artículo determinado "pudría hacerse ex- 
tensiva a toda actividad industrial, y la vida económica de la 
Xación. con las libertades que la fomentan, quedaría confis- 
cada en manos de legislaturas o congresos que usurparían por 
ingeniosos reglamentos todos los derechos individuales. Los Go- 
biernos se considerarían facultades para fijar al viñatero la 
cántidM de uva que le es lieito producir; al agricultor, la de 
cereales; al ganadero, la de sus productos, y asi, hasta caer en 
comunismo de Estado en que los gobiernos serian los regentes 
de la industria y del comercio, y los árhitru- del capital y te 
propiedad"'. 

Y\ E. tiene también consagrado en una copiosa y uniforme 
jurisprudencia, que el principio de igualdad previsto por el ar- 
ticulo 1C1 de la Constitución no es otra cosa que el derecho a 
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.¡■■i- no se establezcan excepciones o privilegios excluyendo a 
unos de los que se concede a otros en iguales circunstancias. 
Un estas condiciones y estando unánimemente reconocido que 
el impqpsto dclw responder a fines públicos, lo que no ocurre en 
el r *süb judice". forzoso es reconocer que existe la incompatibi- 
lidad denunciada y de que se hace mérito en el escrito de 
demanda. 

Por lo expuesto, pido a V. E. se sirva declarar, que a los 
efeetés del pleito, las leyes números 758 y 759 & la Provincia, 
de Mendoza, son incon>tituci<males por contrariar las cláusu- 
las trnum-iadas de la Constitución Nacional. 

I forado J?. Larrela. 



FALLO DE LA CORTE SUl'RF.MA 

Buenos Aire», Abril 25 de 1924 

Y Vistos: 

lm >eíinid.,> por la Sociedad Santiago Rópolo y Compañía 
contra la Provincia de Mendoza, sobre restitución de sumas de 
dinero pagadas por concepto de impuestos, de lo? que resulta: 

One a fojas 28 y con loa documentos precedentemente 
agredidos, los actores ' deducen su demanda por restitución de 
¡;i stitua de treinta y cinco mil doscientos trece pesos con ochen - 
la v cuatro centavos nacm nales, la que fué pagada bajo protes- 
ta en virtud de que conceptúan inconstitucionales los impuestos 
cmtd.K ñor las leyes provinciales números 758 y 750- 

< )ue tledarada por esta Corte la inconstitucionalidad de la 
U-v -üt. <e ban sancionan para substituirla las que aliora se 
ÚdÜm ¥ <l«c al aplicarse constituyen una verdadera expia- 
ción para ío* industriales y propietarios de viñas en Mendoza. 

Que las leyes dé referencia son inconstitucionales: porque 
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importan la creación Je monopolios contrarios al texto y « 
pirita de nuestra ley fundamental ; porque realizan una exnc- 
ción y un despojo de la propiedad privada; porque gravando 
desigualmente a los contribuyentes afectan a] principio de h 
igual dad como base del impuesto y de las cargas públicas ; 
porque* constituyen una delegación de facultades contrarias n 
la forma republicana de gohiemo. 

Que los impuestos asi establecidos por estas leyes atacan 
la libertad del trabajo y el ejercicio del comercio y de la indus- 
tria y quebrantan lo* principios y garantías constitucionales 
sobre los expresados primordiales derechos, y conceptuándolos 
en tal sentido, ban sitio como queda dicho, pagados con la reser- 
Va y protesta correspondiente que se acompaña. 

Que corrido tradado de la demanda, la Provincia de 
Mendza, la contesta a fojas 70, pidiendo su rechazo con costas, 
porgue no acepta los hechos ni el derecho en rnie se funda y 
porque la su nía cuya reptición se pide fué pagada en letras de 
tesorería y en pagares no vencidos en la época de la demanda. 

Que los impuestos por seguro obligatorio han sido acep- 
tados por el actor, el que ha reclamado daños por ese concepto, 
y en consecuencia ha consentido el contrato de seguro volun- 
tariamente. 

One sin perjuicio de demostrar en el alegato que las leyes 
impugnadas no son inconstitucionales, debe hacer presente que 
todas las garantías que la constitución acuerda son relativas 
sujetas a las leyes reglamentarias que se dictan |Kir razón de 
orden público o de bienestar general ; y en el caso no puede 
negarse a! poder público la facultad de amparar una industria 
que es la Ir&sc de la prosperidad de la Provincia. 

Que recibida la causa a prueba (fojas 73 >, 3c produjo la 
que expresa el certificado de fojas 15Ó, se presentaron los ale- 
galos de fojas 158 y 1Ó3 y con el dictamen de fojas 172, se lla- 
mó autos para definitiva (fojas 174). 
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'» Y Considerando: 

<¿tic los antece (lentes de hecho que se invocan en ta dcinan- 
a han sido debidamente demostrados, dejando establecido la 
,,.jelia de autos que ta PiojiHgp de Mendoza percibió por 
concepto de lo> impuestos impugnados las sumas que se deman- 
dan, míe éstas fueron pagadas por los actores bajo protesta y 
reserva expresa de derechos a reclamar su devolución, y que 
dichas sumas fueron alionadas una parte en dinero efectivo y 
el re^to con pagarés vencidos durante la secuela del juicio, 
llamados a su vencimiento en las oportunidades correspon- 
dientes. (Kseritura de fojas 10; informe de la Comisión de Fo- 
mento de fojas 1 12). 

(Jue los instrumentos de prueba precedentemente citados 
v demás constancias de autos, demuestran la inconsistencia de 
ias observaciones formuladas al respecto en el alegato de la 
parte demandada, pues si bien los informes corrientes a fojas 
1 í8 a 120 comprueban que las letras de tesorería de la Provin- 
cia se cotizan con depreciación, no acreditan que los pagos de 
que se trata se hayan hecho con letras de tesorería, y antes 
bien 'a Comisión de Tomento declara que ha recibido en pesos 
y centavos el importe de los impuestos aludidos, declarando asi- 
mi-mo, en su informe de fecha 23 de Mayo de 1923. contra lo 
aseverado en el alegato de referencia, que todos los pagarés, 
inclusive el de 30 de Abril de 1923. fner«m alonados a su ven- 
cimiento. 

(Jue en lp concerniente a las consideraciones de orden legal 
aducidas por el representante de la demandada para fundar la 
legitimidad de tos gravámenes creados i>or las leyes 758 y 759. 
procede pbservár que las constancias de autos acreditan los 
procedimientos de la reglamentación dictada para hacer cíeeii 
va la ley. y de esas disecciones re-ulta evidente .la exigencia 
coercitiva del pago del impuesto, pues al industrial -pie lo resis- 
te se le anula el giro de sus negocios por 1»* titeaos reglamen- 
tarios aludidos. 
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Que si en tales condiciones fuera admisible la presunción 
de r|uc el acatamiento a la ley importa la expresión tácita de 
libre voluntad indispensable para determinar una relación con- 
tractual o una convención implícita, no e* dudoso que ta! requi- 
sito primordial falta cuando como en el caso el papo se hace 
con la impugnación simultánea o sulisiguicnte de la invalidez 
constitucional del gravamen, con la expresa reserva del derecho 
a demandar la repetición de lo indebidamente papado, cuan (to- 
la protesta se formula en la Oportunidad debida, esto es, previo 
papo del impuesto, y no -c ]»crsigue la devolución sino de las 
sumas percibidas por el fisco en la forma y términos rela- 
cionados. 

Que así definido el caso de su punto de vista legal, es a 
todas luces improcedente la aplicación al mismo de los pre- 
ceptos de derecho común, relativos al seguro, invocados j>or 
el representante de la Provincia de Mendoza, pttes no se trata 
de relaciones jurídicas derivadas como se pretende de una ley- 
contrato, sino de las que crea y establece una ley de impuesto-, 
impugnada como contraria a determinados principios y ga- 
rantías de la Constitución. 

Que a este resjM-cto el presente litigio guarda completa 
analogía, por la materia que lo constituye, por las cuestiones 
en él debatidas y los antecedentes que le dán origen, con el 
caso resuelto jmr esta Corte en 28 de Diciembre fiel año pró- 
ximo pasado en la causa seguida por don Francisco I'assera 
contra la misma Provincia demandada, por restitución de su- 
ma» de dinero provenientes de Jos mismos impuestos, decla- 
rados inconstitucionales en aquel caso ¡>or fundamentos y 
consideraciones que siendo innecesario transcribir ht extenso. 
se dan aquí jior reproducidos por su pertinente aplicación .¡I 
siib jitdicc. 

Por estos fundamentos, los del dictamen del Señor Pro* 
curador General y los de los Fallo-, tomo 128, ]>ágiija 435 y 
tomo i.vj, página 358, se declara: 1." fjuer la ley 75K y decreto 
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reglamentario respectivo que grava con mi impuesto de diez 
■■eiuavos cada quintal métrico de uva con e! objeto y en las 
condiciones precedentemente expuesta*, contrarían las garan- 
tías establecidas en la Constitución (Art. 14^, relativas a la 
libertad de trabajo, industria y comercio, etc.; 2," que la ley 
número 750 y decreto reglamentario cor respon diente, que 
autoriza a gravar con una contribución extraordinaria máxima 
ríe doce y medio por ciento sobre el precio oficial fijado a la 
uva f|iie se coseche y venifique en la Provincial Art. roj : 
<|iic restringe la producción de \ino gravando ct exceso sobre 
el e\¡H-iidio admitido con un impuesto adicional de dos centa- 
vos por litro ( Art. joi y destinado ese impuesto a fines que 
fio son l^s fines públicos (pie podrían justificarlo, y que, ade- 
mas, Impone un seguro de Estado (Art. 22 y 23), contrarían 
igualmente las garantías constitucionales antes citadas f Cons- 
titución, artículos 14 y 16), Kn consecuencia, la Provincia 
de Mendoza debe devolver ni actor en el término de diez días 
la -.ntua de treinta y cinco mi! doscientos trece peso* con 

i-bema y cuatro centavos nacionales que demanda ]>or pagos 
hechos en concepto de los impuestos referidos, con intereses 
;i '■■tilo del llano 1 ríe la Nación, contados desde la notifka- 

ión de la demanda, los realizados en efectivo con anteriori- 
dad a la misma, y los tiernas desde las fechas en que fueron 

bonadOS Jos pagarés respectivas, con costas. Notifique-e y 
repuesto el papel, archívese. 

A. 1í¡:hmkjo. — J. Imcukkoa Al- 
corta, — Rasión* Méndez. 

— RoRF.RTO REPETTO. 
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Don Pascual Cacho contra don Enrique Astemjo, sobre cobro 

de pesos 

Sumaría -, Para la validez de la contribución o tasa de mejoras 
(loca] assessement o special ássessenient), del.cn concu- 
rrir lo* elementos esenciales, de que la obra pública a que 
se destina, sea de beneficio local y de que e*e beneficio 
no sea substancialmente excedido por la contribución; 
faltando los cuales e] impuesto especial no puede soste- 
nerse ni como una contribución de mejoras ni tampoco 
como un impuesto común, que supone condiciones de 
igualdad y de uniformidad. 

2. n Xo siendo la via pública cüya pavimentación debía 
costearse totalmente por los propietarios de los inmuebles 
contiguos y determinarse la cuota de cada contribuyente 
en proporción a la extensión del frente de su respectiva 
pr-^iedad sobre dicha calle, de acuerdo con la lev de 
afirmado de la Provincia de Santa Fe, de 9 de Enero de 
r8y/ y la Ordenanza Municipal de Rosario, de 14 de No- 
viembre de 1913, una calle de la expresada ciudad, «¡no 
•111 camino de acceso a la misma, resulta evidente que l.i 
mejora realizada, es ante todo y principalmente, de inte 
ié< general como que está destinada a facilitar las comu- 
nicaciones con los centro de población vecinos y especia i- 
inente, el aprovisionamiento de la ciudad. Luego, para 
determinar la cuota de contribución de c ada propietario 
verino de la calle no se ha procurado establecer o calen lar 
el beneficio especial aproximado que reporta rian aqué- 
llos de la construcción del pavimento, concretándose la 
ley a decía -ar obligatorio en los municipios de la Provin- 
cia el pEgo de toda clase de pavimentación que se mande 
ejecutar p>r las municipalidades y a establecer que lo; 
propicíanos de ca>as y terrenos estarán obligados a abo- 
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n;ir. por sus respectivos f rentes, la parte que determinen 
ta-, ordenanzas municipales y en la forma y tiempo que en 
ellas Se establezcan. Como resultado de la aplicación de 
esa ley, el recurrente ha sido privado de su propiedad so 
pretexto de acordarle un beneficio, pues el precio obteni- 
do en la subasta de su inmueble apenas ha alcanzado a 
cubrir el importe de la liquidación judicial de la cuota de 
impuesto (pie le había sido asignada, que absorvia el se- 
tenta por ciento del valor de la propiedad ; y ello, agrega- 
do a otro- casos acreditado, en autos, en que los propie- 
tarios se han visto privados de sus respectivos inmueble? 
sin alcanzar a satisfacer las cuotas de pavimentaron res- 
pectivas, constituyen una demostración elocuente de que 
el titulado impuesto es en realidad una exacción arbitraria. 

3.» Por extensas que sean las facultades impositivas 
dé las legislaturas, no llegan sin embargo hasta poder es- 
tablecer impuestos o contribuciones sobre personas o 
grupos de personas caprichosamente seleccionadas. V no 
otra cosa significa el hecho de imponer a los propietarios 
contiguos a la obra pública la obligación de costearla to- 
talmente, sin que tal gravamen pueda justificarse. Por lo 
cual ¡a ley de pavimentación y ordenanza municipal antes 
expresadas, de la manera que han sido aplicadas en el 
caso, son incompatible- con los artículos i6 y 1/ «le la 
Constitución Nacional. 

Cuto: Lo explican las pieza- siguientes: 

SKN'TKXCIA DEL Sl'.ÑOK JL'E/. I-EUEHAL 

Rourto, Nonimbre IC de li'l» 

Vistos : 



Kstos autos seguidos por don Pascual Caeiro contra don 
Enrique Astengo sobre cobro de pesos, resulta: 
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Con anterioridad y ante e-te mismo Juzgado, el señor 
Astengo demandó ejecutivamente al señor Caeiro por cobro 
de la simia de diez y nueve mil quinientos veintidós pesos 
con cuarenta y nueve centavos, procedentes de pavimentos 
construidos frente a un terreno del demandado, en la callu 
La Plata de esta ciudad. Llevándose adelante la ejecución, 
dicln» terreno fué rematado en el mes de Diciembre último, y 
con el precio del remate se atendió al pago de capital, intere- 
ses y costas hasta integrar la suma total de veintisiete mil tres- 
cientos setenta y dos pesos con ochenta y cinco centavo*. 

Ahora, inicia Caeiro acción ordinaria a fin de que Se 
condene a Astengo a devolverle tal suma, con intereses, danos, 
perjuicios y costas: para lo cual deben declararse inconstitu- 
cionales la ley provincial de pavimentos de fecha Enero 9 de 
1807 y la ordenanza municipal de Noviembre 14 de 191 3. en 
cuya virtud se pavimentó la calle La Plata y se hizo obligato- 
rio aquel pago. 

Conceptúa que es procedente el pedido de inconstitucio- 
nal idád, y que el pago hecho corresponde a una obligación sin 
causa, porque ¡ 

a) La ley y la ordenanza violan los articulo.* ió y 17 de 
la Constitución Nacional, relativos a la igualdad como base 
del impuesto y tas cargas públicas, puesto que el pavimento de 
la calle La Plata, frente al terreno de Caeiro. favorece más 
que al propietario, a la vialidad general. Se trata de un camino 
de acceso a la ciudad, no de una calle urbana ; y 110 es equita- 
tivo que recaiga el costo de la obra sólo sobre los propietarios 
linderos cuando ella beneficia también a cuantos tienen su pre- 
dios próximos a esa vía. 

b) El costo del pavimento, al insumir la casi totalidad «leí 
valor del terreno, hacen de la ley y de la ordenanza el instru- 
mento de una verdadera confiscación, repugnante a la Cons- 
titución. Si por razones de utilidad pública resulta necesario 
que c! *eñor Caeiro entregue su predio a la colectividad, debe 
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ser indemnizado. En el caso actual, sin contar intereses y cos- 
tai?j el vintenio representaba un retenta por ciento del pre- 
cio que se obtuvo por el predio en el remate. 

I'or su parte, el demandado solicita se rechace con costa* 
la acción, fundándose en que ni la ley ni la ordenanza impug- 
nada:;, son objetable* bajo el punto de vista constitucional; y 
también en que el valor relativamente bajo obtenido en el 
remate, se delte a {pie et terreno del señor Caeiro es un gran 
baldío destinado a especulación. 

Abierta la causa a prueba, se produjeron ¡as que obran 
de fojas í6 a 3$; y producidos los respectivo; alegatos que- 
dó la causa en estado de sentencia. 

Y Considerando, que: 

Primero: La ley de pavimentos de Eneró y de 1807. por 
lo que al caso "sub judicc" respecta, se limita a liaccr obliga- 
torio para los propietario* de casas y terrenos, el pago de los 
pavimentos que decreten las municipalidades. Siendo la fun- 
ción de pavimentar calles netamente municipal, no resulta que 
Italia viciado la Constitución Nacional el Gobierno de Santa 
I-V, delegando en sus municipalidades esa tarea. 

Segundo: La ordenanza municipal de 14 de Noviembre 
de en ana virtud fué adoquinada la calle La Plata, no 

e-> repugnante a la letra ni al espíritu de la Constitución por 
el hecho de gravitar eu forma desigual sobre los vecinos det 
Rosario. 

l>enlro «le nuestro sistema impositivo, es normal que el 
Étsco exija directamente a ciertos grupos de personas impues- 
to** que no exige a las restantes, aún cuando la suma asi obte- 
nida se aplique luego a servicios de carácter genera!. Asi, la 
contribución directa sólo se cobra a los propietarios ; las pa- 
tentes, al comercio o los profesionales; el impuesto de sellos, 
a quienes firman determinados domínenlos; el de herencias, 
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a quienes dejan Bienes a su fallecimiento; y cada uno de las 
que pagan estos impuestos especiales procuran luego hacerlos 
incidir sobre los demás vecinos» medíante procedimientos que 
se detallan en los tratados de finanzas. Por otra parte es in- 
evitable que unos habitante* obtengan mayores ventajas que 
otros al distribuirse los servicios públicos; y en rigor no hay 
ni hubo jamás en parle alguna de la tierra, proporción exacta 
entre lo que se paga al Fisco y los servicios que de él se reci- 
ben. Quien tenga en la esquina de su casa un buzón de correos, 
o ¡a parada de un agente de poticia, quien viva más próximo 
al farol de alumbrado, a la plaza pública, a la escuela fiscal, 
conseguirá del Estado más comodidades que cuantos vivan en 
sitios más apartados; pero 110 se ha entendido por ello que este 
sistema viole prescripciones de la Constitución Nacional. Se 
conceptúa existir igualdad, -siempre que no se hagan excepcio- 
nes especiales en beneficio o perjuicio de persona determina- 
da, dentro del grupo a que el impuesto se refiere. 

Aún admitiendo que la Constitución prohibiese nuestro 
actual sistema de impuestos múltiple*, y que para ajustarse 
a ella hubiera de aplicarse el impuesto único, fácil es ver que 
tampoco se consiguiria gravar por igual a todas las personas, 
pues cxi-len diferencias de edad. sexo, salud, aptitudes, núme- 
ro de hijos, etc.. (pie hacen imposible toda repartición mate- 
máticamente exacta. 

Tercero; Tero, se dice, es (pie en este caso, la despropor- 
ción resulta enorme, desde que se exige a los propietarios en 
concepto de un pavimento qtie usan gratuitamente todo* los 
vecinos de la ciudad, el pago de sumas que insumen un setenta 
por ciento del valor del terreno que debe costearlo. Para apre- 
ciar el valor de este argumento ha de tenerse en cuenta que 
cuando el Estado requiere algo de los particulares con fines de 
utilidad general, no es indispensable que se detenga ante cierto 
limite pre-dcterniinado: tal es el caso de los conscriptos a 
quienes se exige hasta el sacrificio de su vida, en defensa de 
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personas que acaso no sufran la menor molestia mientras la 
guerra se desarrolla, lían de recordarse también estas consi- 
deraciones de hecho: 

ai Entre nosotros, los terrenos no tienen valor fijo, y 
mucho menos, cuando se trata de predios suburbanos suscep- 
tibles de especulación : su precio sube y baja con tal rapidez, 
que tanto al dictar las ordenanzas de pavimentación como at 
faltar los pleitos promovidos sobre inconstitucional i dad de 
las miomas se carecería de liase fija para conocer el valor 
exacta de las tierras. 

/> i So se ha probado que en el momento de dictarse la 
ordenanza, fuese ya evidente que el valor del terreno de Caci- 
ro iba a ser absorbido hasta un setenta por ciento por el pavi- 
mento. 

r k Si se toma como Ikisc del valor el que tengan los pre- 
dios en el momento del cobro judicial, se corre el riesgo de 
que todas las ordenanzas sean inconstitucionales; pues basta- 
ría a los propietarios fraccionar sus tierras dejándoles mucho 
fronte y escaso fondo, para que en todos los casos el pavimen- 
to cosíase más que la faja de terreno fronteriza. 

tf) Según resulta de la Itolcta obrante a fojas 128 del 
juicio ejecutivo durante el año Ii)l8, el terreno del señor Caci- 
ro estuvo avaluado en £ 40.800. para el pago de la contribución 
di neta, en tanto que el \nlor de los pavimentos sólo ascendió 
a S 10.52j.40: y si se sacó a remate el predio con esta última 
base, fué iH)r conformidad expresa de Caciro ,fs. 84 y 91, 
juicio ejec. ), quien renunció a la tasación de práctica. 

Cuarto: Admitido eme se declarase inconstitucional la 
ordenanza, y por consecuencia indebido el pago de Caciro a 
Asttngn, obligando a éste a devolver lo cobrado, ¿cuál sería 
la justicia del fallo? Permitir que el señor Caciro disfrutara 
gratis del pavimento const ruido por el señor Astengo, valori- 
zando su predio con esa mejora inesperada. En efecto; no es 
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posible que el Juzgado determine por su simple criterio, hasta 
qué porcentaje fiel valor del terreno (en el momento incierto 
tic ta venta) pudo la Municipalidad gravar constitucionalmen- 
te a! propietario. 

Hay aquí una cuestión de equidad ; y dentro de nuestro 
sistema político ella queda librada por compli o al criterio del 
Poder Legislativo. No se ve porqué había de resolverla mejor 
tí Poder Judicial. El llamado "pólice pmver", la facultad con 
que en países como los Kstados Unidos, los Tribunales decla- 
ran nulos ciertos actos del poder público cuando ellos exceden 
los limites de la "reasonableness", sólo existe en la República 
Argentina con referencia a violaciones de la Constitución Na- 
cional. Si en e*ta no aparece la base de equidad que se pre- 
tende violada, la ley u ordenanza, es inatacable ante los Tri- 
bunales. 

Quinto: Nuestra Suprema Corte Nacional estudiando en 
casos prácticos el alcance del "pólice ¡iower". ha sentado la 
siguiente jurisprudencia. 

T. 23, pág. 37 (Casado v. Municipalidad del Rosario, de- 
glución de sumas pagadas por impuesto). "Kl terreno de las 
conveniencias es absolutamente extraño al Poder Judicial, 
estando limitadas sus facultades a aplicar las leyes y reglamen- 
tos tales como son, con tal de que emanen de autoridad com- 
petente y no sean repugnantes a la Constitución". 

T. 102, pág. 392 (Marchetlli v. Tramvay Metropolitano, 
sobre cobro de pavimentos). "E\ art. irt de la Constitución 
Nacional en cuanto establece que la igualdad es la base del 
impuesto y de las cargas públicas, debe ser complementado con 
los arts. 4. y 67 (inc. 2* y 16."). de la misma Constitución; y 
no aparece de autos que a ía empresa demandada se le haya 
exigido impuesto o carga diversa o más onerosa, en absoluto 
t> proporcionahnentc, que la establecida para otras compañías 
de "tramvay >" que utilicen con sus vías las calles del munici- 
pio. Por otra parte, ni el citado art, 16 ni el 17 de la Consti- 
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tuciñii. se oponen a impuestos o crirgas especiales que revistan 
propiamente el carácter fie rct ritme ¡ñn cte servicios o de gastos 
para mejoras en «na sección determinada riel territorio de la 
República; servicios y mejora* que redunden en beneficio in- 
mediato de los contribuyentes de rlicli.i sección, ya del punto 
ile vista de la mayor seguridad, ya del alimento en los rendi- 
mientos de una empresa, ya de otros, porque no hay en ello 
desigualdad ni privación ile la propiedad particular para uso 
público sin previa compensación". 

T. 105. pág. 60 íFarnmiñan v. Municipalidad de La Pla- 
ta, inconstitucionalidad de ordenanza- de pavimentos). *'Las 
confiscaciones prohibidas por la Constitución son medida* de 
carácter personal y de fines penales por las que se desapodera 
a mi ciudadano de sus bienes... : pero de ninguna manera lo 
qué en forma de contribuciones para fines públicos pueda im- 
poner el Congreso o los gobiernos locales '. 

T. 103, pág. 2t)2 fOcampo v. Provincia de Buenos Aire?, 
inconstitucionalidad del impuesto a la producción K "N'o obsta 
a la igualdad del impuesto la posibilidad dé que los predios, por 
causa* dependientes o independientes de la voluntad de los 
que dében abonarlo, no den en el hecho los rendimientos nor- 
males, atento que, de lo contrario, todos los sistemas tributa- 
rios, en mayor o menor grado estarían en pugna con la ley 
fundamentar'. 

T, 123, pág. 313 (Ccsari y Cia. v. F. C. C A. cobro de pa- 
vimento). "La eonstitucionalidad o inconstitucionalidad de 
una ordenanza municipal que dispone la construcción de afir- 
mados, no puede depender del valor de los inmuebles afecta- 
dos a su pago'*. 

Sexto: Kn consecuencia, resultando constitucionales la 
ley y la ordenanza que dieron origen a la obligación de Caeiro. 
base del juicio ejecutivo, la acción ordinaria de repetición de 
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pago no procede, ni procede tampoco condenar a Arengo a la 
indemnización de daños y perjuicios, fallo: desestimando la 
<9cmanda sin especial condenación en costas. — Juan Alvarez. 

SENTENCIA DK L.\ CÁMARA FEDERAL 

# 

Rctario. Septiembre S de k -I 

Vistos : 

En acuerdo los autos seguidos por don Pascual Cacito 
contra don Enrique Astengo sobre cobro de pe ¿ o$ (exp. nú- 
mero 482 ¡20) ; y 

Considerando: 

Que el señor Caeiro, en uso del dedecho que acuerda el 
art. 278 de la ley de procedimientos, demanda la repetición de 
la cantidad de dinero que expresa, cobrada por el señor As- 
tengo, según liquidación hecha en los autos cj cent i vos que 
C-Ae siguiera contra el primero por cobro de pavimento; y 
además lo- daños y perjuicios causados. Se funda en que la 
ordenanza municipal de 14 de Noviembre de 11)13, que orteni 
h pa imen^.ción aludida, como la ley provincial de pavimen- 
tos de 9 de Enero de 1897. son incon^ntucionnles cor repug- 
nantes a lo* arts. ió y ij de la Constitución Nacional. 

Que en los autos ejecutivos ¿eguidos por Astengo contra 
dun Juan Botto por cobro de adoquinado íexp. N.° jO-iü-k, 
éste opuso la excepción de ¡nconstitucionalidad del aludid.» 
gravamen municipal, tratándose entonces de las mismas orde- 
nanza v ley respectiva que ahora, de la misma avenida La 
Plata, cuyo adoquinado es el origen de la cue-tión. y adujo 
idénticos argumentos a los que en e~te caso se exponen como 
fundamento de la acción ordinaria. 

En los autos recordadas contra Uotio, esta Cámara tomó 



1S4 



FALLOS HE L.\ CDKTK SI" TREMA 



en consideración y resolvió ¡a cuestión tic incoimitucionalidad, 
no ob&fcmte tratarse <ie juicio ejecutivo, jmr halíer propuesto 
y aceptado las partes su discusión, como allí se hace presente, 
y con tal motivo dijo (Abril 8 de 1918): 

"(Jue la inconstituciunalidad del gravamen municipal *e 
alega sosteniendo que es violatorio del principio de igualdad 
establecido en el art. 16 de la Constitución Nacional y de las 
normas de equidad y proporcionalidad establecidas en los ar- 
tículos 4 y 67 de la misma, en razón del menor valor de la 
propiedad afectada al pago del impuesto de adoquinado, com- 
parada- con las del centro y más próximas a la ciudad ; como 
también de la garantía que consagra la inviolabilidad de la 
propiedad privada, contenida en el art. 17, por no alcanzar 
la venta del inmueble gravado a cubrir el importe del impues- 
to; y en que se ha incurrido por la Municipalidad del Rosario 
al dictar la ordenanza respectiva en ext ral imitación de las fa- 
cultades que la Constitución provincial acuerda a las munici- 
palidades ; conceptos que conviene tratar y lo lian sido expresa- 
mente por el Inferior". 

"Que el diferente valor de las propiedades gravadas por 
el impuesto, en razón de su mayor o menor proximidad al 
centro urbanizado de la ciudad, no es bastante para considerar 
alterada en el caso la igualdad que la Constitución ha querido 
garantir en el art. 16 citado, la que consiste, únicamente, en 
.[lie los impuestos y cargas públicas pesen por igual, sin ex- 
cepciones personales odiosas, sobre todos los contribuyentes: 
debiendo notarse que el granulen en cuestión, ha sido estable- 
cido uniformemente, para todos los propietarios de terrenos 
sobre las calles mandadas adoquinar". 

"Que no apareciendo establecido dicho impuesto con el 
fin de formar con el la renta pública municipal o para contri- 
buir a los gastos de la comuna, sino con el carácter propio de 
una retribución de servicios o compensación de mejoras a la 
propiedad privada, impuesta por razones de interés público, 
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no está sujeto al criterio de proporcionalidad establecido en 
los arts, 4. y 67 de la Constitución para las simples contribu- 
ciones que se establezcan con los fines indicados". 

"Que igualmente, tampoco resulta afectada en el caso la 
garantia de inv iolabilidad de la propiedad privada «contenida 
en el art. 17. por cuanto la desproporción que se dice existir 
entre el valor del terreno y el importe del pavimento, no con- 
vierte al impuesto en una verdadera confiscación, como -e pre- 
tende por el ejecutado, la que induce apodera miento de lo aje- 
no, sin compensación o con carácter de pena". 

"Kl víilor del pavimento se incorpora en cierto modo, a 
¡a propiedad privada, en este caso, y el precio del terreno 
del* considerarse aumentado iiorporcionalmente con diclio 
valor". 

"Que esta es también la doctrina establecida por la Su- 
prema Corte de Justicia de la Nación en numerosos casos 
¿málogos al presente, de los cuales se desprende que ninguna 
consideración relativa al valor de las tierras puede ser óbice 
para limitar la facultad de! Estado para decretar la realizción 
de obras exigidas por las necesidades públicas y que de inme- 
diato están destinadas a Iwneficiar precisamente a los propie- 
tarios de esas tierras. Fallos, t. 102, pág. 379; roj, pág. 50 y 
28? y 123, pág, 313'V 

"Que como bien lo expresa la sentencia apelada, la Muni- 
cipalidad no ha incurrido en extralimitado» de sus facultades 
a! mandar adoquinar la calle La riata en la parte situada en 
los suburbios de la ciudad, toda vez que está comprendida 
dentro de su jurisdicción y es indiscutible ;u potestad de orde- 
nar lo conveniente al adelanto de las secciones del municipio 
allí donde el crecimiento de la población o las necesidades pú- 
blicas lo hagan necesario. Desconocerlo importaría el derecho 
de atraso, al estancamiento de las ciudades contra la ley de su 
progresivo desarrollo". 

Que las consideraciones transcriptas, por las cuales se 
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rechazó la excepción en el citado juicio ejecutivo, son adema- 
das en el presente ca*o en contra de la acción instaurada. 

Que el único argumento nuevo traído en este pleito es <*l 
t|ue el actor deriva de ia interpretación que. a su juicio, corres- 
ponde al'lirt. 2." de la ley provincial citada sobre pavimentos, 
cuyo texto transcribe: "Loa propietarios de casas y terrenos 
erarán obligados a alionar por sus respectivos frentes, la parte 
que determinen las ordenanzas municipales, y en la forma y 
tiempo que en ellas se establezcan". 

Sostiene que la mente de este artículo, a estar a las pala- 
bras "la parte" es de que en ningún caso los propietario* fren- 
listas habrían de abonar el importe total del adoquinado, de- 
biendo las municipalidades contribuir con una cantidad mayor 
o menor, en el pago de los pavimentos. 

Relaciona los antecedentes de la sanción del mismo, re- 
tí irdando que habiendo ese artk do pasado en e] proyecta 
del Senado esiableciéndose que los frentistas pagarían rfw.í 
tercw.t del adoquinado, en la Cámara de Diputados se lo modi- 
ficó, quedando en los términos actuales, de acuerdo al dicta- 
men de la comisión respeema. teniendo en cuenta que la fija- 
ción en la ley, de e¿os ttns tercios, se oponía a la autonomía 
del poder comunal, y se dejó por ello a la voluntad de las mu- 
nicipalidades que ayuden a los contribuyentes con más o mt- 
iv is. según sus reñías. 

Que surge con toda claridad de la propia relación hecha 
por el demandante, que el propósito primordial del legislador 
en dicha -anción ha sido el de respetar la autonomía muni- 
cipal, evitando cuidadosamente atentar contra ella cuando 
désísté expresamente de la fijación de un porcentaje o parte 
a pagarse por los propietarios frentistas. Al emplearse, pues, 
las palabras "la parte", no c$ en concepto de oposición al todo. 
sino que en las ordenanzas respectivas las municipalidades 
determinarían lo que los propietarios frentistas han de abonar 
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por el adoquinado, pudiendo fijar al efecto desde una parte, 
mayor o menor, hasta el total de su importe. 

Que atento a lo expuesto, corresponde establecer, y así 
se declara, que la ley y ordenanza en virtud de las cuales se 
lia cobrado al actor el importe del pavimento construido frente 
a su propiedad, de acuerdo a la fijación hecha en la ordenanza, 
no están en pugna con la Constitución, y de consiguiente debe 
rechazarse la demanda que ?e funda en la ínconstitucionalidad 
de las mismas. 

Que atento a la naturaleza de la cuestión debatida, que* 
lia podido inducir al señor Cae tro ha ejercitar de buena fe la 
acción instaurada y traerla hasta esta Cámara, es justo exi- 
mirlo de las coatas causadas a la parte contraria. 

Por tanto y los fundamentos de la sentencia apelada de 
fojas 67 a 71, fecha 25 de Noviembre de 1919, se la confirma: 
sin costas, — Nicolás Vera Barros. — José del Barco. — Ma- 
nuel Carrillo. 
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Roufio, Septiembre 17 de «lt 

Vistos : 

Encuadrando el caso cu lo dispuesto por el art. 14, inc. 2." 
de la ley número 48 de Septiembre 14 de 1863, y art. ó.° de la 
ley nú mero 4055, que el recurrente invoca, concédese la apela- 
ción de la sentencia de esta Cámara corriente de fojas nt> 
\-ta. a 122 vta., interpuesta por el actor en el escrito de fs. t2Íi 
para ante ta Corte Suprema. — Niealás Vera Barros. — Jtse 
í/c' Banca. — Manuel Carrillo. 
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UlCT.-fMK.V DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

_ ~ Buciioi Airea, julio o de 19S— 

Suprema Corte: 

ííjtcutado ante el Juzgado Federal del Rosario, «ion Pas- 
cual Caeiro p-,r don Enrique Astengo. empresario de afirma- 
dos, para oí p&gü de un pavimento construido fíente a un in- 
mueble «je 411c ti primero era dueño, se puso en subasta púhli- 
ca ¿¡dio inmueble y se le adjudicó al ejecutante, .¡ue resultó 
ser r:I mejor postor. 

E! costó del ^Inquinado o capital demandado era de pe- 
sos 19.522.49 centavos, que con los intereses ascendió o ]«- 
SOS 24.565.85 cts< i;i precio pagado por el e jecuta ute fué de 
pesos 28.00a, suma con la cual se cubrió la de $ 27.372.85 cen- 
tavos en la que se incluyeron capital, intereses y costas- 

CouiMuida la ejecución, el ejecutado inició ante el mismo 
Juez Federal, un juicio de repetición , de lo pagado, sostenien- 
do haber sido despojado en virtud de una ordenanza de la 
Municipalidad del Rosario fechada el 14 de Noviembre de 
1913 ordenando la pavimentación de la calle La Plata a costa 
de los dueños de las propiedades que tienen frente sobre ella, 
ordenanza fundada en la lev de la Provincia de Santa Fe de 
g de Enero de 1897, que autorizó a las municipalidades a 
cobrar a los propietarios de casas y terrenos, por sus respec- 
tivos frentes, la parte que ellas determinen y en la forma y 
tiempo que establezcan, El ejecutado, ahora demandante, sos- 
tiene que esta ley y esta ordenanza son contrarias a las garan- 
tías constitucionales en favor de la propiedad y de la igualdad 
ante la ley en materia, de impuestos v cargas públicas, 

Kl ejecutante, ahora demandado, alega que no hay viola- 
ción tic la igualdad, desde qtte las mismas disposiciones se 
aplican a todo* los propietarios que se hallan en las mismas 
condiciones (pie el actor, y que no hay violación de derecho de 
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propiedad en la ejecución seguida para hacer efectivo tm im- 
puesto. 

Durante el término tle prueba, se demostró por el deman- 
dante que la consecuencia de la aplicación de la ordenanza en 
cuestión había dado resultados más gravosos para los propie- 
tarios en otros casos. 

Por ejemplo; en la ejecución seguida ¡>or el capital de 
$ 3.778 contra Faustino Drago, el terreno de éste fué adquiri- 
do en remate por el empresario As tengo por ¡a suma de pe- 
sos 2.000; y en la ejecución por capital de $ 3.612 contra due- 
ño desconocido, el terreno fué adquirido en remate por el mis- 
mo empresario en S 884 moneda nacional. 

La Cámara Federal de Apelación del Rosario, en la cen- 
tena a apelada, cita como precedente el caso fallado por ella 
misma, del empresario Astengo contra Juan Botto, en que 
tampoco alcanzó el valor del inmueble a cubrir el importe de! 
impuesto, no obstante lo cual dicho Tribunal declaró válido 
el impuesto, por conceptuar que el valor del pavimento se ha- 
bía incorporado a la propiedad. 

Así prescindiendo de detalles, la cuestión que toca re- 
solver a la Corte Suprema es si puede obligarse a los dueños 
de propiedades que se suponen beneficiadas por la pavimenta- 
ción de una calle a contribuir, para costear la obra, con el 
valor total o con !a mayor parte del valor de sus respectiva? 
propiedades. 

Entrando en el examen de la cuestión, creo que no puede 
lindarse de que la contribución de que se trata en este caso 
es lo que los juristas norteamericanos llaman "special assesse- 
mente o local asse-ísement". 

Special assessement — dice Coolcy en su obra **On Taxa- 
tion" tercera edición, pág. 1 153 — son una especie peculiar de 
contribución, distinta de las cargas gemíales impuestas con 
fines concernientes al Estado o al municipio y gobernadas 
por principios que no se aplican umversalmente. El estableci- 
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¡i liento de impuesto; en general se reputa que exige contribu- 
c iones en cambio de los l»cncf icios generales del (lobicrno, sin 
prometer nada a las personas gravadas, más allá de lo que 
¡Hiede esperarse de la administración de las leyes para la pro- 
teccíón tic las personas y e! bien público general. Los "special 
asscssemcnls*\ por otro lado, son hechor sobre la base de que 
beneflckdá con alía < lcI Víl|or ífe ,a propiedad peen 1 lamiente 
una parte de la comunidad va a ser es]H?cial y peculiarmentc 
situada con respecto a nn detenninado gasto de dineros pú- 
blicos* y. ademán del gravamen general, ellos requieren que 
c'jntribiuio'ies especiales, en consideración al beneficio espe- 
cial. Pean pagadas por las personas que to recitan. La ju-ticia 
de pedir esta contribución especial se supone evidente en el 
liccho de que las personas contribuyentes, si bien tienen que 
soportar el 10*10 de una obra pública, están a! mismo tiempo 
exentas de perdida pecuniaria por ello, puesto que la propie- 
dad aumenta de va'or por el gasto basta una suma igual pol- 
lo menos a la que se les exige pagar. Esta es la idea que sirve 
de fundamento a todns estos gravámenes". 

El mismo Cooley cita en seguida un caso judicial en (pie 
la distinción entre estas contribuciones especiales y los ím- 
pttestps ordinarios ba sirio beclia en los términos siguientes: 

"ln impuesto se establece sobre todo el Estado o sobre 
una sub-divión política concreta, como jHir ejemplo un conda- 
rlo o un municipio, L : n "local assessement" se establece sobre 
propiedad situada en un distrito creado con el propósito ex- 
preso de la contribución y sin otra funeiün. ni existencia, que 
ser la cosa sobre la cual se impone la contribución. Un impues- 
to es una carga continua y debe ser recaudado en cortos iu- 
teníilos fijados para todo tiempo, sin lo cual el Gobierno no 
puede existir; mientras que un "local assessement'* es excep- 
cional, asi respecto del tiempo como respecto de la localidad, 
es traillo, a la existencia para una ocasión particular y para 
cumplir un propósito particular, y muere cuando la ocasiún 
pasa y el propósito qtteda cumplido". 
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A justando esta doctrina a nuestro derecho constitucional, 
he sostenido, en el caso ele Pcrcyra Iraola contra la Provincia 
de Buenos Aires, que una provincia o una mumcipaüdarf 
puede y debe cobrar a los dueños ele propiedades especialmente 
beneficiada* por la apertura de calles o caminos el mayor va- 
lor que la obra pública les da, porque, si la igualdad es la base 
tfél impuesto y de las cargas públicas, no se justifica que el 
tesoro de todos sirva para beneficiar a unos poco*. 

Pero esto no habilita al Estado o al municipio a fijar 
arbitrariamente el importe que, a título de valor del beneficio 
recibido, debe pagar el propietario presuntamente beneficiado. 
En el caso Norwood contra Baker, la Suprema Corte de los 
Estados Unidos, dijo: 

"Una cosa es que la Legislatura prescriba como regla 
general que la propiedad adyacente a una calle abierta por el 
público se presume haber sido especialmente twncficiada por 
tal mejora y en consecuencia debe contribuir especialmente al 
gasto hecho por el público. Otra cosa complet uniente diferen- 
te es sentar como regla absoluta que tal propiedad, sea o no 
beneficiada en realidad por la apertura de la calle, puede *cr 
gravada en proporción del frente con una suma fija que repre- 
sente todo el costo de la mejora y sin derecho alguno del pro- 
pietario para demostrar, cuando un "assessement" de ese ge- 
nero se impone o está por imponerse, que la suma a?t fijada 
excede a tos t>eneficios recibidos". 

"A nuestro juicio, exigir del dueño de una propiedad el 
costo de una mejora pública con exceso substancial respecto 
de los licncficios resultante- para él es. hasta doilde se extiende 
taí exceso, un apoderamieivto, bajo la apariencia de impuesto 
de propiedad privada para uso público, sin indemnización, 
( 172 U. S. 269)". 

No puede sostenerse lo contrario en la República Argen- 
tina, cuya Constitución, art. 17. dice: "La propiedad es invio- 
lable y ningún habitante de la Nación puede ser privado de 
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ella sino en virtud de sentencia íun riada en ley. Ui expropia- 
ción por causa <le utilidad pública dcltc -er calificada por !ey 
y previamente indemnizada". Ksta garantía obliga al Congreso 
aun en la Capital de la República, porque, si bien la Constitu- 
ción lo hace legislador exclusivo de este distrito, no lo auto- 
riza a prescindir de Ins derechos que e!la reconoce a todos los 
habítame* de la Nación sin distinción de lugares de residencia- 

Siendo esto asi es evidente, en mi concepto, que la Legis- 
latura de Santa Fe no ha podido autorizar a !a Municipalidad 
de! Rosario, expresa o implícitamente, a cobrar a fas propieta- 
ria, como contribución de pavimentación, sumas que excedan 
al valor de los bciie íicios recibidos del pavimento. Eso ha 
hecho la ley tachada de inconstitucional en este pleito. Faculta 
a las municipalidades a cobrar a los dueños de inmuebles ad- 
yacente- a una calle pavimentada, sin limitación de cantidad y 
sin referencia alguna al beneficio recibido por la pavimenta- 
ción, el costo de esta obra pública en la proporción que las 
mismas municipalidades determinen a su albedrio 

Kn el caso "sub judicc", la casi totalidad del valor del 
inmueble ha sido absorbida por la contribución de pavimen- 
tación, habiendo tenido el dueño que entregar su propiedad al 
pavimentador. 

Según la teoría en que descansa esta cla¿e de contribu- 
ción, el beneficio especial que la obra pública confiere al pro- 
pietario le coin]X.'nsa de la suma con que está obligado a con- 
tribuir. 

Pero, ¿qué aplicación de esta teoría puede hacerse en 
ca|0s en que la contribución exigida al propietario absorbe 
iodo el valor del inmueble o su mayor parte? ¿Dónde está el 
beneficio especial recibido por quien tiene qtie entregar su 
terreno o parte principal de su valor para costear la obra 
pubti a ? 

\*o es justicia, sino iniquidad y Inu la (pie el constructor 
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de .-^Inquinados Higa al propietario: Entregúeme 311 terreno 
tu pago del beneficio especial que le proporciono rirtnqnináiv 
dote la calle. 

Como lo lie dicho en el caso íle Puedo contra La Alcan- 
cía Popular, en dictamen de 29 de Septiembre de 1921, la 
Con si i inción no admite impuestos confiscatorios y. si su espi- 
riin consiente míe el costo de una obra pública se reparta en- 
tre los propietarios que resulten especialmente l>enc finados es 
sólo a condición dé que no se exija a nadie más que el valor 
del beneficio especial, sin confiscarle fa propiedad, ni impe- 
dirle disponer de ella. 

Kn e! presente caso no consta míe la Municipalidad ni la 
empresa de pavimentación hayan probado o intentado probar 
el ¡nl]Kjrle del beneficio qtte el adoquinado de la calle La Plata 
reportó a don Pascual Caeiro. 

En conclusión, creo que la ley y la ordenanza que motivan 
este pleito son inconstitucionales y no han debido ser aplica- 
das, siendo por lo tanto justa la demanda de repetición. 

Josv Nicolás Matieyso. 



FALLO UK i. A CORTE SL'I'RKMA 

Bucaos Aires, Abrí) 15 de 1ÉÜ 

Vistos y Considerando: 

Qtte en las instancias ordinaria* de este litigio se lia sos- 
tenido que la contribución cuyo pago le ha Ido impuesto al 
:ecunente como propietario de un inmueble «¡tundo eu tos 
ruburbíos de la ciudad de Rosario, con frente a la calle Líi 
¡"ata. a fin de costear la pavimentación de dicha calle, es con- 
traria a la inviolabilidad de la propiedad consagrada por el 
artículo 17 de la Constitución Nacional y, al mismo tiempo 
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incompatible con et principio de igualdad establecido en el 
articulo if> de la misma ley fundamental. A mérito de tales 
cnusi deradones se ha impugnado la validez de la ley de afir 
Miados de la l'ro\incÍa de Santa Fe. de r> de Enero de 1897 y 
ríe la ordenanza número 30 de 14 de Noviembre de 19%$, San- 
cionada por la Municipalidad de Rosario. 

Que no existe contradicción entre las partes acerca de los 
siguientes hechos: a) que en virtud de la facultad acordada 
por la referida lev provincial, la Municipalidad de Rosario 
dispuso la pavimentación de la calle La Plata, debiendo cos- 
tearse totalmente la obra i*>r los propietarios de los inmuebles 
Hintiguos y determinarse la cuota de cada contribuyente en 
proporción a la extensión del frente de su respectiva propiedad 
sobre la calle a pavimentarse; b) que la construcción de la 
obra fué encomendada al empresario don Enrique Astcngo. 
i|uien tomó a su cargo el cobro de las cuotas a los contribu- 
yentes; c) que la cantidad asignada como contribución al 
demandante, señor Caeiro, fué de diez y nueve mil quinientos 
veintidós pesos con cuarenta y nueve centavos moneda nacio- 
nal ; d) que habiéndose negado a pagar la expresada suma. 
Caeiro fué demandado ejecutivamente por el empresario As- 
lengo, déndole vendida su propiedad en subasta pública por 
el precio de veintiocho mil pesos moneda nacional. 

Que de los antecedentes mencionados se infiere (pie el 
procedimiento adoptado para atender el costo de la obra de que 
se trata, ha sido et que se conoce en Inglaterra y en los Estados 
Cuidos con el nombre de "local ínsessemcnt", y fine consiste 
en hacer recaer total ó parcialmente et gasto exigido por una 
obra pública de beneficio local sobre el patrimonio de los pro- 
pictarins beneficiados o que se presumen beneficiados particu- 
larmente por la construcción de dicha obra. 

Que este sistema impositivo tiene su fundamento en el 
hecho de que los dueños de las propiedades vecinas obtienen en 
virtud de la realización de ta obra un Ixmcficio excepcional (pie 
no alcanza a los demás propietarios del Estado o del municipio. 
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One de la índole excepcional de e-te ini] tuesto, que no k- 
justifica sino por razón tic! beneficio particular recibido por 
el contribuyente, lógicamente se deduce (pie para su validez 
deben eotieiirrir los elementos esenciales de que la obra pública 
sea de beneficio local y de míe ese beneficio no sea substancial- 
mente excedido por la contribución ( Fallos tomo 138, pág, 161 1. 

Oue faltando esos elementos, el impuesto especial de que 
se trata no puede sostenerse como una contribución de mejoras 
("local asscssemenfí, ni tampoco como un impuesto común, 
que exige condiciones de igualdad y de uniformidad de que 
aquel carece. Seria imponer a unas pocas personas o propieda- 
des, arbitrariamente elegidas, una carga impositiva destinada a 
emplearse en benefició de la comunidad. En una palabra, im- 
portaría confiscar total o parcialmente dicha propiedad. (Fallo 
citado). 

Que la vía pública de (pie se trata en la presente "litis" 
atraviesa en su mayor extensión, y especialmente en la zona en 
qué se encuentra la propiedad ejecutada al señor Caeiro, gran- 
des fracciones de tierra destinadas al cultivo de alfalfa y de 
legumbres. No constituye ciertamente una calle de ciudad, sino 
un camino de acceso a la misma, aún cuando se encuentra den- 
tro del perímetro asignado al municipio; y si bien no puede des- 
conocerse que su pavimentación tiene que haber producido 
algún beneficio particular a los propietarios de los terrenos co- 
lindantes, resulta evidente sin cmltargo. que la mejora realizada 
es ante todo y principalmente de interés general como que está 
destinada a facilitar las comunicaciones con los centros de po- 
blación vecinos, y especialmente el aprovisionamiento de la 
ciudad. En presencia del plano argado a fojas 24 de los autos, 
que demuestra plenamente que el camino atraviesa una región 
esencialnmetc rural, no podría sostenerse seriamente que su 
construcción ha obedecido al propósito de mejorar la condición 
ríe los escasos habitantes de esa zona. 

Que, por otra parte, no se lia afirmado siquiera que para 
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determinar la cuota de contribución de cada propietario vecina 
i!e la calle se haya procurado establecer o calcular el beneficio 
especial aproximado que reinarían aquellos de la construc- 
ción del pavimento. La ley de 9 de Knero de 18*77 se concreta 
;i declarar obligatorio en los municipios de la Provincia el pago 
•le toila clase de pavimentación <jüe se mande ejecutar por la* 
municipalidades y a establecer que los propietarios de ca-as y 
terrenos estarán obligados a abonar, por sus resjNMÍvos fren* 
tes, la parte que determinen las ordenanzas municipales y en la 
forma y tiempo que en ellas se establezcan. En uso de esa fa- 
cultad, la Mtmicii>ali(lad de Rosario dispuso la pavimentación 
de la calle La Plata a costa de los propietarios cuyos inmuebles 
dan frente a ¡a via publica, sin tenerse en cuenta si el l>eneficio 
particular obtenido p>r los propietarios guardaba n no relación 
con la cuota que se les asignaba para costear la obra. Todo se 
redujo a una simple operación aritmética de dividir el co^to de 
la pavimentación por el numero de metros de frente de los 
terreno- limítrofes con la calle y aplicar en cada caso tantas 
veces dicho cuociente cuantas fueran las unidades lineales de 
las propiedades afectadas. 

Que esta aplicación del sistema del "local assessement". a 
Obras de casi exclusivo interés general, haciendo ademas sojpor- 
tar a los propietarios contiguos el costo total de la mejora sin 
tenerse en consideración los beneficios e-pcciales obtenidos poté 
los mismos, constituye un desconocimiento completo de las ba- 
-es esenciales de dicha clase de impuesto los que. como se ha 
dicho precedentemente, sólo pueden justificarse en cuanto nu 
exceden substancialmente del provecho particular de los pro- 
pietarios. 

One los efectos de esa aplicación han corroborado en el 
caso los caracteres de anormalidad precedentemente apunta dos. 

]•'] recurrente ha sido privado de su propiedad so pretexto 
ile acordarle un beneficio, pues el precio obtenido en la subasta 
de su inmueble apenas ha alcanzado a cubrir el importe de la 
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liquidación judicial de l;i cuota de impuesto que le había sido 
asignada; y este re-ultadi. no constituye un hecho aislado o 
exccpcinnal en la aplicación de la ordenanza, como lo demuestra 
el informe de fojas 25 y 2/» citando casos en los cuales los pro- 
pietarios se han visto privado-; de sus respectivos inmuebles sin 
alcanzar a satisfacer las cuotas de pavimentación respectivas. 

íjtte estos hechos, desgraciadamente reiterados, conititu- 
yen elocuente demostración r|e que el titulado impuesto de pa- 
vimentación es en realidad una exacción arbitraria, desde (pie 
no se ha basado en los beneficias efectivos o -opuesto* deri- 
vados de la obra pública y, prácticamente, impone a los propie- 
tarios contribuyentes la pérdida de su propiedad. 

Qtte p»>r extensas rpte sean las facultades impositivas de 
las legislaturas, no llegan- sin embargo hasta |)odef establecer 
impuestos o contribuciones sobre iier^onas o grupos de perso- 
nas caprichosamente seleccionadas. Y no otra cosa significa 
el hecho de imponer a los propietarios contiguos a la obra pú- 
blica la obligación de costearla totalmente, sin que tal gravamen 
pueda justificarse por un beneficio particular equivalente. 

Para que los propietarios puedan ser singularizados en la 
forma expresada sin desmedro de las garantías establecida > en 
tos artículos 16 y 17 de la Constitución, es indispensable que 
su situación con respecto a la obra pública sea también excep- 
cional por razón de las ventajas derivadas de la mejora que 
se les obliga a costear. En ausencia de esa correlación, o en 
cuanto la exceda, el propietario contiguo a la obra pública no 
puede ser gravado sino en la misma proporción que los demás 
propietarios del lvStado o del municipio, es decir, como contri- 
buyentes a una obra de beneficio general. Una solución distinta 
equivale a tomar la propiedad de algunos particulares en Ikí- 
neficío de la comunidad y a incurrir' en una violación flagrante 
del principio de igualdad en cuanto al impuesto. 

Los fallos que se citan en la sentencia ele fojas 70 relativos, 
a impuestos de mejoras en un centro urbano y poblado y en la 
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Hiu* se hizo constar que Ea decisión apelada establecía implícita- 
mente que ta compañía (tema rulada "ha sidn l-eneficiada por la 
pavimentación a que se refiere la demanda, y que en ésta no se 
Ir exige mayor suma que la correspondiente al beneficio" ( Fa- 
llos tomo 102, página 505), o en qne establece el significado 
técnico de la confiscación de bienes, "borróla para siempre del 
Código Penal Argentino", carecen de aplicación en el "sub ju- 
dke" e:i que la exorbitancia ile la iin-nsiciún ta liacc iiieompa- 
lible orn las garantías constitucionales de la propiedad. Los 
gravámenes pueden ser más o menos elevados a discreción det 
l'oder Legislativo, cotí tal eme no importen el desconocimiento 
ile c*e dei«¿h(Qi sobre el que descansa la organización de las so- 
ciedades civilizadas, pues no seria admisible que a la sonibra 
di- ta facultad impositiva del poder nacional, provincial muni- 
cipal, quedase suprimida la garantía de la inviolabilidad de la 
prnpied; d. Y el poder de |>olicía con que se procura amparar el 
ile imponer si él pudiera fundarlo en el caso, no es ta m* joco 
ab olutn ni está fuera del imperio de las garantías constitu- 
cionales que dominan las instituciones provinciales lo mismo 
que las nacionales (art. 5." Constitudóri). 

Que no se desconoce que en el caSo se trata de una imposi- 
ción que ha absorbido el setenta por ciento del valor de !a pro- 
piedad sin que se haya hecho constar el monto del beneficio, 
y refiriéndose at caso de otro impuesto de sólo el cincuenta por 
ciento esta Corte ha dicho: "es una verdadera exacción o con- 
fiscación que lia venido a restringir en condiciones excesivas 
los derechos de propiedad", agregándose que el poder de crear 
impuestos está sujeto a ciertos principios que se encuentran en 
su base misma y entre otros, el de que ellos se distribuyan con 
ju-tida: habiéndose observado con fundamento que las imposi- 
ciones <pte prescinden de aquéllos, n« serían impuestos, sino 
despojo (Stnry, Conun. parágrafo 11)55; Cray. Lbnitations of 
laxing powcr, Nos, t£$ y 1479- Fall^. lomo 115, página ni, 
■considerando 7.". página l,V»V 

A mérito de las precedentes consideraciones y de las que 
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i n forman el féflo de esta Corte en l;i causa Pereyra Iraóla 
"vcrsus" Provincia de Buenos Aires i Fallos, tomo 138, pági- 
na lín ), y tle acuerdo con lo dictaminado por el señor Procu- 
rador General, se declara que la ley de pavimentación de la 
Provincia de Sama Fe de 9 de Enero de 1897 y la ordenanza 
número 30 de la Municipalidad de Rosario, de la manera qüé 
lian sido api i catlas en el caso, son inconciliables con los artícu- 
los 16 y 17 de la Constitución Nacional. En consecuencia se 
revoca la sentencia apelada. Notifiuuese y, repuesto el papel, 
devuélvanse lo? autos al Tribunal de procedencia a los efectos 
de la primera parte del articulo 16 de la ley número 48. 

A. Bermejo, — J. Figukroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— RortKRTo Rrpetto. 



DM Juan Jasé Silva contra la Caja Nacional de Jubilaciones y 
Pensiones Chiles, sobre devolución de aportes descontados 
de sueldos. 

Sumario: i.° Los Gobernadores de Territorios Nacionales no 
están comprendidos entre los funcionarios exceptuados 
de contribuir con su aporte a la formación de la Caja Na- 
cional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, a une se refiere 
el inciso 5." del articulo $* de la ley 4349, en razón de tra- 
tarse de cargos permanentes y no de comisiones por tiempo 
fijo o accidentales. 

2." En general, los antecedentes administrativos ?obre 
interpretación y aplicación de las leyes, no tienen valor 
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kcisiuj, ni (Hieden sobreponerse al criterio judicial en las 
contiendas de mi carácter. 

3? Las explicaciones aclaraciones hedías en las Cáma- 
ra* fiel Congreso por los miebros informantes ele ¡os pro- 
yectos de ley constituyen una fuente ile interpretación. 

Casa: Lo explican las piezas siguientes: 
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Buenos Aire» .Afloato *JT de 1943 

Y \ istos: 

tiOs ptfomOyglos por Juan José. Silva contra la Caja Nacio- 
nal de Jubilaciones y I 'elisiones Civiles sobre devolución de 
descuentos. 

V Considerando: 

t." Que el actor demanda a la Caja a fin de une sea conde- 
nada a devolverle, con interese el importe de lo descontado de 
los sueldos (¡ue percibiera como Golw mador de Farinosa, du- 
rante dos periodos completos de tres años cada uno. Tunda su 
derecho en ¡as leyes tj&fo 434') Y r,0O 7- cuyo* artículos en s« 
con epto pertinentes comenta, e invoca diversos antecedentes en 
apoyo de su demanda. 

2" Que a mérito de hafeérseíe denegado administrativa- 
mente las pretensiones al actor, acude óste ante la justicia ;i 
fines de obtener el logro de sus propóstfos. 

Examinados los preceptos legales -Aplicables al éáso, en- 
cuentra el suscripto que la ley 434'J establecía en su an. 2.", 
inciso i.', que quedaban comprendidos en esa ley los funciona- 
rio- empleados y agentes civiles que de-empeñaren cargos per- 
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manentes en la Administración, cuyas remuneraciones figuren 
ni el Presupuesto anual de gastos de la Nación. Por lo tanto, 
dicha lev no regia para los qiir de»emj)eñareii comisiones acci- 
dentales o por tiempo fijo, según el art. 3.". inc. 5." tic la misma. 

Esa ley 4349 fué modificada por la número 4870. que su- 
primió parte del primitivo art. 2". inc. i.° citado, dejándose asi: 
"los funcionarios, empleados y agentes civiles que desempeñen 
cargos en la Administración". 

Quedaban, pues, frente a frente los preceptos del inc. i. n , 
art. 2." de la ley 4349, ton la redacción dada por la ley 4870 y 
los del inc. 5.", art. 3* de aquella ley. lo cua! podría significar 
cierta contraposición. 

Pero, posteriormente, dicta el Congreso la ley 6007 que 
modifica el art 27 de la ley 4349, haciéndole disponer en su 
segunda parte que "lodos los empleados que presten servicios 
en la administración, cualquiera f jtu> sea su carácter, sufrirán 
los iles, tientos que sobre sus sueldos establecen las leyes de pen- 
sil mes y jubilaciones". 

Semejante disposición., alteró, sin duda, lo establecido en 
el inc. g£, art. 3." de la ley 4349, pues con (prendió genérica- 
mente a todos los empleados que presten servicios en la Admi- 
nistración cualquiera sea su carácter, \nk decir, permanentes 
o accidentales. 

I>e manera entonces, que sí la ley 4870 eliminó la palabra 
"permanentes'* del inc. 1.". art. 2." dé ta ley 434»; y la ley < róof 
extendió el descuento a lodos los empleados cualquiera sea su 
carácter, se debe inferir que el descuento aplicado al actor en 
sus sueldos mientras desempeñó el cargo de tioliernador de 
Furinosa — véase fs. 95 — ha sido realizado de acuerdo con 
un régimen lega! preexistente, pues las leyes 4349. 4870 y Í007 
-on anteriores a la éjjnea en que el actor ejerció ese cargo. 

La ctrcuuslancia de que no se haya eliminado en forma 
expresa el inc. 5.". art. 3." de la ley 4349 por la f«o7. no mejora 
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la situación fiel actor, pues debe existir oposición entre la ley 
4 t í49 y la 6007, en los referidos preceptos, sería el caso de re- 
cordar que "iex posterior derogat priori", ya que ambas son 
contrarias. 

Con lo expuesto se deja demostrado, que la Caja procedió 
ron forme a la ley al practicar los descuentos en los sueldos del 
actor y por lo tanto éste carece de derecho para perseguir judi- 
cialmente la devolución que se propone» sean cuales fueren los 
antecedentes administrativos que pudieran existir en pro de sus 
preienciones. « 

Por las consideraciones que preceden, fallo: rechazando la 
demanda instaurada por don Juan José Silva contra la Caja 
Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, sobre devolución 
de destientos c intereses. Sin costas, atenta la naturaleza de la 
causa y no hallar mérito para imponerlas al actor. Notifíquese, 
repóngase el sellado y oportunamente archívese el expediente, 
previa devolución de los agregados a su prc*eileuciL. 

Saú! M. liscabav. 



SENTENCIA tilv LA CÁMARA FEDKRA1. 

Bueno» ktttt Dickmbft 7 dt 1923 

Vistos y Considerando: 

Que es justa la sentencia apelada <te ís. 104 a 107 imc re- 
chaza la demanda del séiíbV Juan José Silva t*>r 'levolución de 
los deátüéntOS que se jé hicieron de sus sueldos en favor de la 
Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, durante los 
tíos períodos, de tres años cada uno, que ejerció el cargo de 
Gobernador del Territorio dé Formosa. 

Que es principio general que informa las leyes de jubila- 
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ción números 4340. 4870 y 6007, que están obligados a contri- 
buir a la formación de la Caja todos los empleados y funciona- 
río» de la Administración Nacional, cualquiera que sea su ca- 
rácter, s;dvo ios Jueces, Ministros de listado y los que desempe- 
ñan cargos electivos, para los cuales el aporte es facultativo 
(Arts. 4, 27, ley 4349 y art, 1." de la ley 6007). 

Que t de consiguiente, con arreglo a las leyes que se citan 
interpretadas según su contexto, su finalidad y los antecedentes 
de su discusión legislativa. 110 están comprendidos entre los 
funcionarios exceptuados de contribuir con su aporte, por ra- 
zón de la naturaleza de sus funciones, los gobernadores de los 
territorios nacionales. Corrobora esto lo que dispone en los ar- 
tículos T. 2 y 4 íle la ley 4349; 27 de la misma ley modificado 
por la número 6007 y r.° de la ley 4870). 

Que el actor sostiene, sin embargo, en razón de ser nom- 
brados los gobernadores de los territorios por Un periodo fijo 
de tres anos, hallar-e comprendido en la excepción establecida 
en la ley 4349 que en su art. 3.". dice; "Esta ley no regirá res- 
pecto a las remuneraciones siguientes. . , 5, . t¿i s de aquellos 
que deseni|)éñen comisiones aecidetuamente o por tiempo fijo". 

Que el inciso se refiere a "comisiones", es decir, a funcio- 
nes accidentales o transitorias, y no a funciones permanentes 
cuino son las de gobernador de territorio, no obstante que los 
funcionarios sean nombrados por periodos de tres años. 

Que el discutirse la ley, el miembro informante de la Co- 
misión del Senado, doctor Dámaso E. Palacio, h- refirió espe- 
cialmente a dicho inciso para fijar su alcance, con motivo de 
una redamación del Gobernador del Río Negro. "Kl inciso 5." 
del articulo a que vengo refiriéndome, — dijo — motivó la 
reclamación del señor (ioliernador de Rio Negro; y tengo que 
hacer referencia a este punto, no obstante las explicaciones que 
se Je dieron y que lo convencieran que estaba en error, porque 
solicitó expresamente una declaración. Creta el señor Tello que, 
cuando el inciso 5." dice: "Esta ley no regirá respecto a las re- 
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numeraciones siguientes... 5". Las di" aquellos que desempe- 
ñen comisiones accidentales o por tiempo fijo", na se compren- 
de en esta ley a los gobernadores de territorios nacionales por- 
qué son nombrados a términn íijo; ¡>ero Se le observó ijtie eran 
empleados permanentes de la Administración, directamente re- 
tril mido-; por el Tesoro Nacional, to que los coloca dentro de 
la disposición del inc. i.", art. 2." del provecto, máxime cuando 
nadie puede sostener rpie el inc, 5." se refiera a otra cosa míe a 
comisiones accidentales o por tiempo fijo como está claramente 
expresado". 

Que es un principio de buena interpretación que las excep- 
ciones delicn juzgarse restrictivamente. Kn el ¡raso, tal inter- 
pretación restrictiva es también !a míe mejor se ajusta a los 
término» y al espirita de la ley. Y si se tiene en cuenta que los 
expresados funcionarios, gobernadores de territorio 5, pueden 
¡mocar esos servicios a los efectos de la jubilación o pensión, 
la interpretación sostenida por el demandante no- llevaría a la 
conel linón de que para ello el aporte es facultativo, y de tal 
manera se babria dado a la excepción una interpretación exten- 
siva, contraria al principio sentado a la vez que a los términos 
de la ley. y a sus antecedentes y a su espíritu y propósito ma- 
nifiesto. 

Por ello y sus fundamentos concordantes, se confirma la 
sentencia apelada, sin costas, por tratarse de cuestiones deba- 
tidas por primera vez. Rep, las fojas en primera instancia. — 
Marcelino Escalada. — T. Arias. — B. A. N tizar Anchorena.— 
/. P. Luna, 
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Buenos A re*. Abril «9 de IWI 

V Vistos ; 

i,,os vellido» en íipcIacítiTi extraordinaria do «enleneia do 
la Cámara Federal de la Capital, en 9a causa seguida por don 
Juan José Silva contra la Caja Nacional de Jubilaciones y 
Pensiones Civiles, sobre devolución de descuentos. 

Y Considerando: 

Que sintéticamente considerada, la cuestión promovida p*»r 
el recurrente y resuelta por las sentencias de autos, consiste en 
determinar si con arreglo a las leyes invocadas por las partes, 
las números 4349. 4H70 y 6007. proceden o no legalmente los 
descuentos hechos por la demandada en los sueldos del actor 
mino Gobernador de un Territorio Xacional. y en consecuencia, 
sí existe o no el derecho en qüe se funda la demanda de reinte- 
gración de esos descuentos. 

Que descartado de la controversia el punto relativo al al- 
cance de las modificaciones de la ley 6007 sobre el artículo 3" 
de ta ley 4349, toda vez que las declaraciones del demandado 
en su escrito de fojas 97 (fojas 98 "in fine" ), eliminan toda 
discrepancia entre las parles al respecto, sólo <¡ucda a resolver 
la interpretación que corresponde dar a los incisos 1" del ar- 
tículo 2* y 5." del articulo 3. de la ley 4349, y si ellos son o ñú 
aplicables al *'sub judicc". 

Que la sentencia recurrida como la que ella confirma, lian 
atribuido a las disposiciones de la ley de referencia la signiíi- 
caeión y el sentido legal y jurídico que corresponde, a justando 
ese concepto a los términos expresos de dichas cláusulas, a sus 
relaciones o concordancias con las leyes modificatorias y corii- 
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plcmentarias posteriores y a la estructura y desenvolvimiento 
de la ¡mütutíÓh orgánica que rigen, dejando así festábíecidó que 
los funcionario^ a que se refiere el caso de amos, comprendido 
en el inciso i.", articulo 2," de la ley 434<). no lo están en el in- 
ciso 5 " ite] articulo 3," de la misma ley» por tratarse de cargos 
per numen les dr la Administración y no de comisiones por tiem- 
po fijo u accidentales. 

(Jur sin .desconocer la importancia que como factor proba- 
torio pueden tener los antecedentes administrativos sobre i 1 1 - 
terpretación y aplicación de las leyes, procede observar que. en 
genera!, no tienen «ilor decisivo ni pueden -obreiwmerse al cri- 
terio judicial en las contiendas de tal carácter; y de los citados 
en autos puede agregarse que no guardan crin el que se juzga 
la estricta similitud que se pretende, pues unos no iniportnn la 
aplicación del artículo 3.', inciso 5." citado, y otros se refieren 
a comisiones accidentales o transitorias. 

Que por lo demás v tomo lo acreditan las constancia- del 
expediente y las referencias del faíln recurrido, el artículo 3.". 
inciso 5." que lia constituido la argumentación lumia mental de 
la demanda, fué en la discusión de la ley 4340,, materia de una 
especial aclaración hecha por el miembro informante de ta co- 
misión de] Senado, Dr. Palacio, quien refiriéndose precisamen- 
•c a los Cb llamadores de Territorios Nacionales declaró que 
eran "empleados permanentes de la Administración, directa- 
mente retribuidos por el Tesoro Nacional, lo que tos coloca 
dentro de la disposición del inciso t. n , articulo 2." del proyecto, 
máxime cuando nadie puede sostener que el inciso 5." se refie- 
ra a otra cosa que a comisiones accidentales o por tiempo fijo, 
*onio está claramente expresado" i Congreso Nacional. Diario 
de Sesiones de la Cámara de Senadores, año 1904, pág. 341). 

<Jue esta Corte tiene declarado, que si bien es cierto que 
las palabras o conceptos vertidos en el seno del Congreso con 
motivo de la discusión de una ley. son en general simples ma- 
nifestaciones de opinión, individual de las personas que las pro- 



HE justicia di: I.A XAC1ÓN 



207 



Hundan, también !ó es que no puede decirse lo mismo de las 
explicaciones o aclaraciones Hechas por los miembros infor- 
mantes de los provectos o en los informes de las respectivas 
comisiones encargadas de su estudio, pues tales explicaciones e 
informe^ constituyen, según la doctrina y la jurisprudencia, 
una fuente propia de interpretación (Fallos, tomo 33, pág. 228; 
Tomo 100, pág. 51 y 337; Tomo 1 14. pág. 298». y en el presente 
caso esa interpretación, según queda de manifiesto, consagra la 
tesis opuesta a la (pie sirve de base a la acción intentada. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
recurrida, se la confirma en cuanto lia sido materia del recurso. 
Xntifiqtiese y repuesto el papel devuélvase. 

A, Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — Ramón' Méndez. 
— Tíorekto Repetto. 



Do» Amjci Strstrc contra ét Gobierno Nattontií, sobre 
expropiación 

Sumario : 1" Una sentencia dictada en un juicio contencioso 
seguirlo contra una Municipalidad para acreditar la propie- 
dad de un terreno, tiene a su favor la presunción de Haberlo 
sido con jurisdicción sobre las cosas y las personas |ior el 
juez cpic conoció del pleito, mientras no se pruebe lo con- 
trario. Artículo 7" de la Constitución Nacional y Jurispru- 
dencia de la Corte Suprema, Tomo U2, página 32; y en el 
caso, no sólo no se ha producido prueba para acreditar la 
incompetencia del juez respectivo, sino que la validez y 
eficacia de la referida sentencia lian sido invocadas en 
diversos actos públicos por funcionarios del orden nacional 
y provincial, y además, fué considerada válida por la Corte 
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Suprema en un juicio análogo al le auto-. i' Véase tomo 53, 
página 75*. 

2" Si bien el derecho real de dominio en materia de in- 
muebles sólo se adquiere después de firmado el instrumento 
público de enajenación seguidlo dte la tradición (art, 577, 
2(kx) v 3305. Código Civil), el artículo 2790 del misino 
Co ligo establece en favor del reivindicante que presente un 
titulo de propiedad anterior a la posesión del demandado, 
cuando éste nn pre-enta titulo alguno, la presunción de «pie 
el autor del título era el poseedor y propietario de la here- 
dad que se reivindica. 

,V Ks nn principio establecido por la ley civil «pie nadie 
puede transmitir sobre un inmueble un derecho mejor ni 
má> extenso que el que gozaba y. reci¡irocamente. nadie 
puede adquirir sobre un objeto nn derecho mejor y más 
extenso «pie el que tenia aquél de quien lo adquiere, ar- 
ticulo 3270, Código CiviL 

4" Kl contenido de la expropiación como institución dé 
derecho público, no aporta modificación alguna a Un prin- 
cipios del derecho común sino en cuanto crea, mediante el 
cumplimiento de los requisitos establecidos por la ley para 
sn ejercicio, la necesidad jurídica de vender a quienes de 
otro mi.. I. no podrían ser obligados a ello; y *u fin último 
es la transferencia al listado de la propiedad de los par- 
ticulares contra la voluntad de éstos, representando un 
puní'* de conciliación nefaria entre el derecho de propie-* 
dad absoluto y pcrj>eliio y el dominio eminente del Estado; 
y cuando l;i expropiación ha llegado a su término, es decir, 
cuando el derecho de propiedad de los particulares ha ce- 
dido ante ln> grandes fines del Estado, el derecho común 
recubra todo su imperio para reglar, por una parte, las 
formas de ta transferencia de hi propiedad y su contenido, 
y. por otra, las particularidades y naturaleza de la obliga- 
ción constituida por él precio y ia indemnización. 
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5* í\l principio general consignado por el artículo 4-. de 
la ley número i8*j. concordante con el artículo 17 de ta 
Constitución Nacional y el 2511 del Código Civil "que la 
expropiación no se perfecciona mientras no liaya sido en 
t regado o judicialmente consignado el precio o la indemni- 
zación", y el de que terminado el juicio el dueño es obligado 
a recibir lo que de él resulte por toda indemnización, y 
hecha que sea o verificada la consignación, se declarará 
transferida la propieda. muestran que la adquisición de la 
propiedad contenida en la expropiación, como cualquier 
otra enajenación a titulo oneroso, sólo se perfecciona cuan- 
do el factor "precio" esencial en aquélla ha sido convenido 
o fijado judicialmente, y además, entregado o consignado; 
y si el derecho a reclamar el precio queda subordinado en 
Sü existencia y nacimiento al pronunciamiento de la senten- 
cia que termina el juicio de expropiación, la fecha del título 
de la obligación no puede ser otra que la de aquella senten- 
cia, y el término de diez años a los efectos del articulo .V/5' 1 . 
de dicho Código, comenzaría a correr desde ese momento, 

ó" Un caso de. (pie el Estado creyendo ocupar tierras de 
su dominio toma las de un particular sin a vi -o tu consigna- 
ción previa, es decir, sin cumplir las prescripciones de |a 
Constitución y de las leyes reglamentarias, y faltando una 
disposición especial eu la ley número t&j que señale un 
término para la deducción de la demanda para requerir de 
aquél el cumplimiento de las formalidades omitirlas y |a 
formación del respetivo juicio de expropiación, conforme 
al articulo d" de la referida ley. el expropiante sólp podría 
adquirir el dominio, como cualquier particular, mediante 
una posesión de treinta años. 

Caso: I." explican las piezas siguientes: 
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SEXTKXCIA IUvI. SEÑOR JTEZ FEl'KK.W. 

La Pinta, Diciembre 21 de USO 

Autos y Vistos: 

Este juicio seguido por don Angel Sastre contra él Gobier- 
no Xaeional sobre expropiación, restlltá : 

l'rimcnj: (Jue don Juan C. Ochoa. con poder de don Angel 
Sastre. se pre-enló ¡t! Juzgado el dia treinta y uno de Diciembre 
de mil novecientos diez y siete, demandando al Gobierno de la 
Nación, para que éste le expropie una fracción de terreno de su 
propiedad, "jue. por estar dedicarla a uso público no puede rei- 
i- indicar, -cgun se ha resuelto por lo. Tribunales Superiores en 
ni ros casos. Kl terreno objeto de la acción se compone de cua- 
renta y cinco metros noventa y cinco centímetros de f rcnle por 
ciento veintinueve metros, noventa centímetros de fondo, o -en. 
una sujHTftcie total de cinco mil novecientos sesenta y ocho 
metro;, tres mil cincuenta centímetros cuadrados y está ubicada 
en la zona propia de! puerto de esta ciudad y gráficamente de- 
mostrado en el plano corriente hoy a fojas ciento treinta y dos. 
Kl actor funda su derecho, en los siguientes hechos y conside- 
raciones: a) en el titulo de propiedad i|ue está en el expediente 
administrativo agregado como prueba, al juicio que sobre rei- 
vindicación siguen las miomas partes por la secretaria actuaría 
y fallado en la fecha, cuya copia corre a fs. 133. de este expe- 
diente. Dicho titulo comprende una superficie de ciento veinti- 
nueve metros noventa centímetros sobre el canal Xord Oeste 
del puerto, ptr quinientos diez y nueve metros setenta ccnli- 
metroa de fondo y lo adquirió de doña Dominga Dura nona de 
Duraftuna, por escritura de primero de Octubre de mil ocho- 
cientos ochenta y cuatro. ] tasada en esta ciudad ante el escribano 
don Keli|H? G. Bcchcr: bl en la ocupación que de toda esta frac- 
ción hizo el actor de-de su adquisición, habiendo perdido parte de 
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ésta en una superficie de 2270, metros 1450 centi metros cua- 
drados por la ocupación que con *ti> vias hizo el hoy Ferruca - 
rri] Sud en mil ochocientos Ochenta y nueve, por concesión del 
Gobierno de la Provincia, y más tarde, en Kjio, por la Compa- 
ñía General de Ferrocarriles en la Provincia de Rueños Aires, 
en una superficie de tres mil seiscientos tichchta y nueve 
metros mil seiscientos centímetros cuadrados, eme ocupó por 
concesión de! Gobierno Xacional; c) en halier sido reconocido 
como propietario y poseedor tanto por el Gobierno de la Pro- 
vincia, como por el Xacional. en varios decretos el primero y 
en el plano levantado por el ingeniero Virasoro por orden fiel 
segundo a raiz de la adquisición del puerto; d) en que el 
demandado se atribuye el dominio y propiedad de esas tierras, 
invocando su carácter de cesionario del Gobierno de la Pro- 
vincia. Funda su derecho en los artículos 17 de la Constitución 
Nacional, 2511 y 2512 de] Código Civil, en ¡a jurisprudencia 
de la Corle Suprema de justicia de la Nación y articulo 3,?, 
inciso 7." de la ley 443Ó, y termina pidiendo se condene al 
demandado a CNpropiar la tierra indicada, al pago de ta indem- 
nización correspondiente de acuerdo con la ley iS<>, intereses 
desde la fecha de la ocupación y las costas del juicio- 
Segundo: Que no acreditándose halrer cumplido con lo 
dispuesto en los artículos t." y 2." de la ley 3952, sobre de- 
mandas contra la Nación, no se corrió traslado de la demanda, 
hasta el 28 de Julio de 10,19, en que se cumplió tal requisito, con- 
testándose la acción a fojas 41. aduciendo el señor Procurador 
Fiscal liara pedir su rechazo, con costas; a) que el terreno en 
cuestión es de propiedad del Fisco Xacional. adquirido por 
compra al Gobierno de la Provincia por contrato itd referén- 
dum de veintinueve de Agosto de mil novecientos cuatro, 
ratificado por las leyes Xos. 4436, del Honorable Congreso 
de la Nación, y de catorce de Octubre de 1904, de la Provin- 
cia; b) que el actor reconoce la ocupación por los ferrocarriles 
que menciona, de parte de esos terrenos, lo que prueba que 
tanto la Provincia como su sncesora la Nación, de qttierieJ 
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dfcltas empresas han habido los teifénos. están en posesión de 
ellos, desde hace cerca de treinta años; posesión «¡uc h;i tenido 
todos Iris caracteres intrínsecos y extrínsecos para la adquisi- 
ción del dominio j>or la buena fe y justo título: c) {pie siend- 
el actor vecino de esta Provincia o debiendo-ele reputar tal, 
se encontraría proscripta toda acción reí Vindicatoria por el 
transcurso de diez años, y no siendo vecino de ella, por el 
transcurso de veinte años, detensa <|ue opone como perentoria, 
como igualmente, si se tratara de acción personal por oebro de 
la indemnización pecuniaria consiguiente a la expropiación; 
d i que de la escritura en que se funda el actor, no resulta que 
entrara en posesión de los terrenos: pues la vendedora ni si- 
quier, i le hizo tradición simbólica, ní ce-ión útil de los derechos 
de posesión que a lo enajenado podí» tener: c> (pie el dicho 
títíllo emana en su origen de una información posesoria en 
que ño lia sido parte la Nación y pOr consiguiente no puede 
oponérsele, por ser a su respecto res Ínter alias acta, y además, 
de manifiesta nulidad. 

Tercero: Que citada de evicción la Provincia «le Rueños 
Aires, el >eñor l ? iscal de Estado, a fojas cincuenta se limita a 
ratificar la defensa hecha por el señor Procurador Fiscal, lo 
.|iu- din lugar a la incidencia de competencia resuelta por la 
Corte Suprema a foja;* sesenta y una. después de lo cual y 
-•ido el actor sobre la prescripción opuesta, se abrió la causa 
a prueba. prtkfctcicftdo.se la certificada a fojas 140. y. alegad*» 
-obre su mérito, se llamó autos para definitiva, y 

Considerando. 

LO Qué la acción deducida, se basa en el dominio qttü 
fice tener e! actor de la tierra, objeto de este juicio, y míe por 
estar ocupada ]*>r vías férreas en el servicio público, no puede 
retrotraer a Su poder de acuerdo con lo resuelto por la juris- 
prudencia, y de ahi. que requiera ie obligue al demandado a 
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expropiar ese bien y a indemnizarle, como consecuencia, 
valor, 

2, ° One siendo exacta la jurisprudencia invocada, debe 
considerarse a la acción deducida, como subsidiaria de la de 
reivindicación, puesto (¡He. no siendo posible la devolución de 
la cosa debe abonarse como consecuencia su justo valor. 

3. " Que |>or lo que respecta a la ubicación de la tierra y 
al valor del título presentado por el actor, en la sentencia dic- 
tada hoy en el juicio sobre reivindicación seguido por las mis- 
mas partes y sobre otra i>orción de tierra contigua a ta aquí 
demandada y ocupada por el Fisco Federal, se lian estudiarlo 
los antecedentes legales a la luz de las pruebas producidas 
idénticas a las áqjiií acreditadas, por haberse tenido como tales 
en uno y otro juicio, las que arroja el expediente administra- 
tivo agregado al primero sin acumularse* que la ubicación es 
la dada por el actor, y que su titulo no es nulo, como lo ase- 
gura el demandado, y que, en obsequio a la brevedad, se repro- 
ducen aquí las consideraciones expuestas allí sobre el par- 
ticular. 

4. " Que otro Uuito, puede decirse respecto al título del 
f.obierno Nacional, el (pie no comprende la tierra objeto de 
esta acción, ]>or que el artículo 3.", inciso 7." del contrato de 
compra-venta del puerto antes invocado, exceptúa fie la venta 
los terrenos que no hubiesen sido expropiados por la Provin- 
cia, y en autos no se ha demostrado tal expropiación. Se 
reproduce igualmente la argumentación hecha sobre el particu- 
lar en el juicio ya citado. 

5, " Que i>or lo que hace a la prescripción opuesta, ella es 
improcedente, porque, demostrado que la Nación no tiene 
título de. la tierra demandada, el tiempo requerido por la ley 
para la usucapión es de treinta años, de acuerdo con el ar- 
ticulo 4015 del Código Civil, y este término no ha transcurrido 
debitó el año 18S0, en que ocupó el hoy Ferrocarril Snd una 
parte de la tierra, hasta la fecha de esta demanda, treinta y 
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uno de Diciembre de mil novecientos diez y siete, que sólo pa- 
saron veintiocho años. Y. si no está proscripto el derecho de 
retrotraer a poder del actor el dominio ele la tierra, tampoco 
lo está !¡i acción para reclamar su valor cuando por una cir- 
cunsiancia especial, como es la de estar dedicado el terreno a 
una obra pública, impide (pie la cosa vuelva a poder de sit 
propietario. Y, este principio esfcá además abonado por el ar- 
ticulo 14 de ta ley 180, sobre expropiación, que establece que 
todos los derechos sobre la cosa se transfieren a su precio, 
quedando la propiedad libre de todo gravamen, vale decir, que 
el derecho de reivindicar la cosa, se traduce al precio, y ?Í, 
para la pérdida del dominio fiel inmueble se requiere el trans- 
curso de treinta años, igual término dcl»c requerirse para la 
pérdida del derecho de reclamar su valor. 

6* ij\w la tradición del bien por parte de la vendedora 
del actor y la posesión de éste también está tratada en el otro 
juicio citado, y se reproduce lo allí expuesto, como de que 
además» se ha justificado también aquí con las declaraciones 
de testigos corrientes de fojas 85 a 93. 

Que están «lo acreditado el dominio del bien demandado, 
la posc-ión que -e ejerció sobre el misino, y la pérdida de ésta, 
asi como la improcedencia de la prescripción opuesta, la ac- 
ción deducida debe prosperar en orden a lo dispuesto en los 
Bits. 17 de la Constitución Nacional. 1324. 251 1 y 2512 del 
Código Civil y consi de racione- que preceden. 

Por tanto, y definitivamente juzgando, fallo: declarando 
lart. 7." ley 3*152». que el Gobierno de la Nación delie ex- 
propiar a don Angel Sa-ire. el terreno descripto al principio 
por los trámites establecidos por la lev 180,, de acuerdo con 
los cuales, se fijarán ,las indemnizaciones e intereses aquí 
demandados. I,as costa- a cargo del demandado. — Clodomiro 
ZaVüIía. 
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SEXTKNCI A Di: I,A CÁMARA FKDGRAE, 

La Plata. Noviembre 4 de 1921 

Y Vistos; 

Ivstos autos t ra idus por el Ministerio Fiscal en apelación 
y nulidad de la sentencia dictarla en ello- jMir el señor Juez 
Federal de La Piala. 

■ 

Considerando: 

l'-n cnanto a la nulidad : Que tal recurso no lia «ido sus- 
tentado en esta instanscin, por lo que debe considerarse que 
ha habido desistimiento a =u respecto. 

Y en cnanto a la apelación: 

Por los fundamentos de la sentencia arlada y conside- 
rando además : 

(Jue es innecesaria, en el caso de autos, ta prueba de la 
posesión del reivindicante, e inútil por lo tanto, entrar a con- 
Kiderar las objecciones que se oponen a la testimonial de autos : 
porque el actor tiene a su favor la presunción legal de ser el 
poseedor y dueño de la cosa, por el hecbo de carecer de título 
el Gobierno Nacional y ser el del reivindicante anterior a toda 
otra ixisesión extraña, según el principio del articulo 2790 del 
Código Civil. 

Por tanto, no se hace lugar a la nulidad y se confirma, 
con costas, la sentencia de fojas cíenlo cincuenta y ocho, — 
Antonio L. Sfarcenaro. — R. Cuido LtnraUe. — José Marcó: 
En disidencia. 
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DISIDENCIA 

!. La escritura de fojas ciento treinta y tres sin la tradi- 
ción, in> prueba la adquisición del dominio, artículos ^77, 
237^ y sígwierrtesí 2324 (inciso 4.-1. 3565 y otro.. Código 
Civil. 

II. La "ubicación" del terreno en litigio no tiene un solo 
antecedente que la justifique, tanto más necesario cuanto que 
se halla dentro de otros terreno? de propiedad pública y de 
parí ¡ciliares en la zona del puerto de La Plata, ajenos todos 
por lo que parea- al titulo primitivo de Ourañona. 

III. lílla (la ubicación) reconoce de fundamento única- 
mente la declaración de ¡a vendedora en dicha escritura, a 
base de su voluntad y arbitrio, solo por creer (pie se extendia 
a el *u titulo, habiendo posibilidad de que no sea así püt lo 
que se deja anotado. Virasuro. Escobar, Herrera, llusson 
1 agrimensorio en sus operaciones, se reducen a mencionar 
esa ubicación dada i>or la Duraño.ra ( vendedora), siendo de 
observar (píe los primeros en los planos con (pie los gobierno* 
llevar- >u a cabo la compra-venta de los terrenos del puerto, 
ilan a la tierra otra ubicación. 

IV. A iodo esto se agrega que tampoco lia podido Sastre 
posesionarse del lote aquel i>orque te fué vendido formando 
parte de un campo de cuatro lotes iguales e indivisos y aún 
así están basta liov/pues no aparecen vendido-, a excepción 
•le uno conocido por de Sevignc : artículo 2410 del Código 
Civil. 

Y. Se explica de aquí porque los tres únicos lcstigo> de 
la demanda nada sepan u poco menos sobre las di-lancias t 
dimensiones, formas y demás anotado, referente al terreno, 
deCÍaíButós ¡«T Durafmna en su instrumento de venta, sohre 
que se le* pregunta, no obstante las contestaciones que ellos 
dan. complacientes y vituperables sobre manera. 
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a) [nlcrmgadns en efecto; después de las genérate" de 
la lev (primera pregunta), si saben que Sastre adquirió de 
Durañona el año 18S4 una fracción ¡le tierra en los canales del 
piiertu (segunda pregunta), de ciento treinta metros sobre el 
canal Xord Oeste, por quinientos metros de fondo aproxima- 
damente, (tercera pregunta t, lindando al Xord Oeste con ese 
canal, por el fondo y costado Xord Kste con tierras (pie perte- 
necían a la vendedora ffteifsis que formaban el campo de ést;i 
cuando vendió y (pie al interrogarles así suponen <¡ue silben 
igualmente ellos, (los testigos, las vendió después), y por el 
Sud Kstc con tierras que pertenecían a don Wenceslao Pache- 
co i las cuales también formaban entonces parte del campo y 
supone la pregunta (jue saben a*í tos testigos, pasó su dominio 
a Pacheco y de éste a otros cuarta pregunta, fojas ochenta 
y cinco), contestan invariablemente que "es cierto", fojas 
ochenta y seis, ochenta y siete y noventa y dos, sin dar la me- 
nor razón o rnás bien dando pruebas a la vez, de que no tiene 
■ ninguna o que no salien, pues que es igual, atento a que todo 
lo 0,11c agrega (segunda pregunta y contestación ), el primero 
es que lo sal»e por halícr tenido en mil ochocientos ochenta y 
cuatro t véase qué fundamento 1 un negocio de almacén, fojas 
ochenta y seis, el segundo que conoció los terrenos en mil ocho- 
cientos ochenta y «dio f un año o meses antes de ocuparlos el 
ferrocarril por acción del demandado) porque pasaba todo* 
los días durante este tiempo con los carros de su propiedad 
( véase también qué razón 1 para cargar y descargar la 1 ierra, 
fojas ochenta y siete; y el último el (tercer testigo) porque 
conoció la fracción de tierra "por balier ido muchas veces por 
esos parajes" y le consta su adquisición a nombre de Sastre jx>r 
ser éste ilji hecho conocido de muchos y hatwr visto el titulo 
corre. 1 poiiílieute. fojas noventa y dos; razón esta última que 
puede ser, j^ro que no es nub que aparente por sí sola, igno- 
rándose hasta dónde han podido llevar al testigo sus conoci- 
mientos de percepción y demás para distinguir con el recuerdo 
de la escritura, la fracción en litigio de tas fracciones contiguas, 
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a simple vista Úe buen cubero, estando indivisas, sin contun- 
dirlas por lo ínettos, en parte, que bastaría para desautorizarlo, 
cuando se ve que aún los fie un perito eN]wrto no serian bas- 
tHiitei, y de fijo que él corredor de seguros, como dice ser, no 
los tiene. 

b) Interrogados los testigos a continuación, al tenor de 
la quinta pregunta, de si saben «|uc don Angel Sastre entró en 
posesión de la tierra, de$de él momento de la compra y gozó 
y disfrutó de ella libremente > sin contrailicción. fojas ochenta 
y cinco, contestan: el primer»"», r*.¡ eouicrcianté} que "es cier- 
to", eonstándole por haber estallo en trato para alquilar una 
tracción de tierra, fojas ochenta y seis vuelta, sin decir si esto 
ocurrió entre él y Sastre u otro ajeno tal ver a éste y a la 
misma posesión : e! segundo i testigo) conoció a un cuidador 
de "esos terrenos" puesto por Sastre para que los vigilara, el 
año mil ochocientos ochenta y ocho, no permitiendo hacer nada 
sin la indicación de Sastre, fojas ochenta y ^ietc y ochenta y 
siete \uelta, otro hecho que a ser cierto y en el supuesto de 
haber sucedido en la misma tierra discutida, no lo testifica 
más que éste; y el tercero ( testigo) dice que "es exacto" lo 
que se le pregunta, mas sin expresar cómo lo supo o por qué y 
cómo fué que Sastre se posesionó entonces (año 1884"), por lo 
que 110 es de dársele crédito, aunque agrega, que nunca oyó 
fuese molestado en ta posesión, fojas noventa y dos vuelta. 

c) Igualmente 110 prueban estos testigos contestando lo 
siguiente, a la sexta pregunta, de si sal»en que el demandante 
tenía en la fracción de tierra un inquilino que cultivaba una 
parte de la misma, fojas ochenta y cinco y ochenta y cinco 
vuelta. 1 contestando se repite 1 ) que "es cierto", fojas ochenta 
y sci* vuelta, y ochenta y siete vuelta y noventa y dos vuelta. 

Ñ0í prueban, sin duda, porque siendo la locación una 
razón principal y aparentemente única de la posesión adqui- 
rida y mantenida por Sastre, los testigos la han silenciado, no 
pareciendo sino que hayan necesitado, les fuera indicado con 
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la pregunta la exigencia del inquilino, para recontarlo en se- 
guida y testificar contestes, dando lugar una vez más á que se 
tachen sus declaraciones de pura complacencia. 

Xo prueban, ]>or otra (>arte. porque si bien, tmo dá razón; 
los otros no dan ninguna y se trata al fin de parte del total 
de la fracción, parte que puede no ser la que ?e discute. 

\ I. Toda la impresión de cnanto se deja expuesto, por 
Ib que se ve, es que don Angel Sastre no se ijosesionó del 
terreno, como pretende hacer creer, sino que se limitó a 
comprarlo con ánimo de obtener mayor precio, volviéndolo a 
vender, sin haberlo aún conseguido. Ello tiene su confirmación 
en el proceder de don Ataliva Roca, comprador en el mismo 
tiempo, del lote lindero, boy con Sevigné, citado por el agri- 
mensor don Julio Husson para la medición del de este ultimo 
el año mil novecientos ocho, negándose a firmar la circular 
"fundado en que nunca había tomado posesión". Expediente 
de Sevigné, fojas cuarenta y uno y cuarenta y uno vuelta. Y 
de igual lo confirma la falta de posesión del antecesor de este 
último, que compró en remate del líanco Hipotecario Nació- 
nal, el terreno de Belisle. comprador primitivo- como Sastre, 
Roca y Pacheco de sus respectivos lotes, habiendo tenido el 
Banco que gestionar ia i»sesión que creyó tenía su sucesor al 
hacerle el préstamo para poder entregar el terreno vendido a 
aquél (Sevigné), siendo esta posesión la que se consideró que 
había llegado a justificar el titulo y la propiedad, dentro del 
juicio y con motivo del juicio de reivindicación contra el Go- 
bierno de la Xación, Aquí incumbe agregar de paso, que si 
bien es cierto que se reconoció en ese juicio, la ubicación dada 
por IXi rañona siendo la misma que invoca en estos autos, el 
demandante también lo que es que no se hizo entonces de ella 
mayor mérito, y que en el último caso no afecta lo resuelto 
en el presente, 

VII. Tan no llegó a poseer el terreno en mil ochocientos 
ochenta y cuatro, el demandante, y tan infundado y falto de 
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veracidad es todavía más por consiguiente. li> declarado por 
dichos testigos, que desde muchos años ante* era la Provincia 
di" lluenos Aires la que I» poseía con exclusión de inda otra 
.persona, junio con los demás terrenos dé su ubicación adya- 
cenles a las de los mismos canales, formando todos con estos 
y sus calles caminos laterales, a la simple vista, un solo 
cuerpo " campo, como de pública notoriedad se sabe, primero 
con grandes lincamientos de ingenieros y otros trabajos indis- 
pensables j>ara la> construcciones de lo~ canales y después 
especialmente en estas construcciones (que en 1884, según la 
escritura de la demanda se consideraban ya hechas), a la ve?, 
míe con los traína] os de peones y carros necesarios para el 
transpone de la tierra, y con la formación de terraplenes, to; 
.los ellos y estos dentro de los mismos terrenos o del terreno 
1 el campo V inclusive en parte, el mismo cuestionado, hacien- 
do aún hoy día allí de mudos, pero verdaderos y elocuentes 
testigos. 

VIH. Siendo estos actos del Pisco Nacional y su ante- 
cesor. Ha Provincia de Hítenos Aires), de dueños exclusivos 
del terreno, innegable que es hoy él < el Fisco Nacional 1 unidos 
ellos a su compra del puerto de La Plata en que se halla, 
atendido el contrato del veintinueve de Agosto de mil nove- 
cientos cuatro, ratificad» ]>or la ley cuatro mil cuatrocientos 
treinta y seis del Honorable Congreso de la Nación y la de la 
Provincia del catorce de Octubre del mismo ano. protocoliza- 
do c inscripto en forma ; y mayormente si se juzga que a este 
titulo se agrega el de la compra de e^ta Provincia a los herede- 
ros de don Guillermo Da vi es, de una fracción que se superpo- 
ne a él. según la mensura que sirvió para la venta hecha a la 
Nación de Virasoro. Herrera y Kscobar, indicada en un plano 
con tinta verde, expediente citado, fojas cuarenta y cinco 
vuelta. 

IX. Unida la posesión del demandado a la de su causante, 
legales como son 1as dos, habiéndose interpuesto la demanda 
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reden en Diciembre ti tinta y uno de mil novecientos cuatro, 
tatnhién (Si misino demandado tiene el título de dueño ]»>t la 
prescripción de mucho más de treinta años dados los antece- 
dentes expuestos, conn» que las construcciones no más de ¡os 
canales del puerto, datan del año mil ochocientos ochenta v 
nueve, según las leyes y decretos que les concierne. 

I'or estos fundamentos, pienso que dclie dejarse sin elec- 
to la resolución apelada de fojas ciento cincuenta y ocho, no 
haciéndose lugar a la demanda, sin costas por falta de mérito 
bastante pata imponerla- especialmente. — José Manó. 



vallo di: r.\ cortic suprema 

Buenos Aires. Abril K de IftU. 

Y V istos : 

Kl presente juicio seguido por don Ange! Sastre contra 
el Gobierno Nacional sobre expropiación para conocer del 
recurso interpuesto por el Procurador Fiscal contra la senten- 
cia pronunciada por Ja Cámara Federal de Un Mata. 

Y Considerando: 

One la escritura pública de trasmisión de dominio, testi- 
moniada a fojas 14, acredita que el actor adquirió con fecha 
de Octubre de 1884 de doña Dominga Durañona de Dura- 
ñoria una fracción de terreno ubicada en¡ el partido de la Kn- 
seuada dentro de los canales en construcción pira el puerto 
del mismo pueblo, con las dimensiones y linderos que ella 
expresa. 

Une la honda d de ese titulo en cuanto al derecho de domi- 
nio que por él se trasmitía al actor, no puede ponerse en duda. 
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Kh efecto; se afirma en él. y lo prueban las constancias tic 
autos* qué el terreno enajenado es parte del que en mayor por* 
ción correspondió a la sucesión de don Martin Durañona a 
mérito de la sentencia dictada en su favor por el Juez de (juil- 
I1H - en rl cxjwdienie seguido entre la Municipalidad de la 
Ensenada para acreditar la propiedad de diclio terreno por 
la posesión de más de cuarenta años. 

Que la sentencia dictada en este juicio, contencioso con- 
tra la Municipalidad de la Ensenada tiene a su favor la pre- 
sunción de haberlo -ido con jurisdicción sobre las cosas y las 
personas por el Juez míe conoció del pleito, mientras no se 
demuestre lo contrarío, artículo 7. de la Constitución Nacional 
y jurisprudencia de esta Corte. Fallos tomo 112. pág. 3 2 - 

Que en los presentes auto* el Fisco no ba prr>ilucido 
pruelwi alguna tendiente a dejar establecida la incotupetcneiji 
por falta de jurisdicción del Juez de Paz de Quilines. Al con- 
trario, la validez y eficacia de ta referida sentencia ha sido 
invocada en diversos actos públicos por funcionarios tanto del 
Ordeii nacional, como del orden provincial y, además, fué con- 
siderada válida por esta Suprema Corte en un juicio análogn 
al presente al apreciar un titulo de propiedad del mismo origen 
que el del actor, (véase Fallos tomo 33, pág. 75}. 

Que si bien es cierto que conforme a lo prevenido por los 
artículos 577, -Hoj, 32(15 y sus concordantes del Código Civil, 
el derecho real ele dominio en materia de inmueble- sólo se 
adquiere después de firmado él instrumento público de enaje- 
nación seguido de tradición, también lo es que la propia ley 
civil, articulo 270X) siguiendo a Pothier. parág. 324. establece 
en favor del reivindicante que presente un título de propiedad 
anterior a la ]M.ise^iÓTi del demandando cuando éste no pre- 
st-ule titulo alguno, la presunción de que el autor del titulo (en 
el caso actual la sucesión de Durañona)* era el poseedor y 
propietario de ta heredad que se reivindica. Y. este precepto, 
es de c-tricta aplicación al caso de autos porque como lo ponen 
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de manifiesto las sentencias de i* y 2." Instancia el antece- 
dente que invoca el Gobierno Nacional para fundar su derecho 
de dominio al terreno reivindicado, esto es, el contrato de 
compra del puerto de La Plata aprobado ]»or la ley naeinnal 
número 4436, y provincia] de 14 de Octubre de 1904, no cons- 
tituye un título en el sentido de la ley civil desde que él no 
comprende ni se aplica según el articulo 3.", inciso 7" del con- 
trato de compra- venia celebrado entre la Nación y la Provin- 
cia de Buenos Aires a aquellas propiedades que como !a que 
motiva estas actuaciones se hallan situadas dentro de la zona 
propia del puerto y no hayan sido expropiadas aún por la Pro- 
vincia, (véase Fallos tomo t2j, pág. 137). 

Que, por lo demás, es un principio establecido por la ley 
civil que nadie puede trasmitr sobre un inmueble un derecho 
mejor ni más extenso que el que gozaba, y, reciprocamente, 
nadie puede adquirir -obre un objeto un derecho mejor y más 
extenso que el que tenía aquél de quien lo adquiere, aft. 32701 
Código Civil. Y es así como la Provincia de Buenos Aires (pie 
en el año 1884 carecía del dominio de la fracción reivindicada 
según se infiere del titulo presentado por el demandante y de 
la sentencia ejecutoriada contra la Municipalidad de la Ense- 
nada, no ha podido trasmitirlo en propiedad el año 1904 al 
Gobierno de la Nación, ni éste, adquirirlo. 

Que, en suma, reducida la presente acción de reivindica- 
ción a sus términos más simples su solución queda compren- 
dida dentro del precepto del articulo 2790 del Código Civil, 
pues el demandado carece de titulo y además su posedón es 
de una fecha posterior al título del actor. El Fisco en el caso 
habría necesitado poseer durante treinta años para adquirir el 
dominio por prescripción conforme al precepto del art. 4015 
del Código Civil y tal plazo no luí transcurrido. La acción, 
pues, debe prosperar. 

Que el representante del Fisco Nacional ha aducido tam- 
bién rpie el título de propiedad corriente a fojas 14 no demues- 
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tra que el actor sea propicia rio de' terreno ípic reivindica ¡mv 
cuanto la ubicación que dá aquel titulo no coincide con ta del 
terreno poseído por él. Y cuino quiera <|iie un título de pro- 
piedad para ser válido del* ser verdadero y aplicado en rea- 
lidad a! inmueble poseído según la regla del artículo 401 t del 
Código Civil, fué necesario recurrir a la pruelia pericial con el 
fin de establecer -i el exhibido cubría la última de aquellas 
condiciones. Y bien; los ¡«ritos Lesieux y ITall expidiéndose 
de conformidad a fojas 5Í1 y 72 lian llegado a la conclusión de 
que el titulo de Sastre se aplica al terreno poseído |*>r el Fisco 
\'aci»nnl a mérito de las razone* que examen, conclu-ión qm- 
el Tribunal acepta por ajustarse a los antecedentes míe in- 
vocan y hallarse además conforme con el contenido de la men- 
sura ele don Julio Husson practicada en 1908 en ocasión de la 
reclamación de don Mateo Sevigné, decidida por esta Corte 
el año 191S (véase Fallo citado, tomo 127, página 137). 

(Jne el Procurador Fi-eal colocándose en la hipótesis dé 
que se llegase a reconocer el derecho de dominio del demán- 
dame sobre la tierra ocupada por las vías de b »s Ferrocarriles 
dé Sttd y Compañía General de la Provincia de Buenos Aires, 
admitiéndose la declaración de expropiación impetrada, ha 
opuesto ta excepción de prescripción basada en el articulo 402 m \ 
del Contigo Civil respecto del derecho que puede corresjtunderSc 
al expropiado para reclamar el pago del [.recio, en razón, dice, 
di- haber tran-eurrido más de diez años desde que se produjo ta 
ocupación del inmueble destinado a fines públicos. 

Como la presente acción ha sido entablada el 31 de Di- 
ciembre de 11*17. tal defensa, supuesta viable, seria sólo apli- 
cable a la parte del terreno ocupada por las vías del Ferro- 
carril del Sud, el año 1889, pues, la que posee la Compañía 
lieneral lo ha sido recién en 1910. 

(Jne conforme a la doctrina establecida por los artículos 
¿051 y 4015 del Código Civil el dominio de un inmueble per- 
teneciente a otro que lia sido poseído durante treinta años por 
un tercero se pierde para el propietario y se adquiere para el 
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poseedor sin distinción alguna entre los particulares y la » 
fiersonas del derecho público. Nación, provincias o munieipa- 
hdades. V la pregunta en presencia de estos textos y de la 
mencionada defensa opuesta por el representante del Fisco, es 
la de saber si por virtud ifc| contenido propio del derecho de 
expropiación aquel principio se altera y modifica en forma 
tal que cuando el Estado invocando fines de utilidad pública 
se apodera de la propiedad de los jrarticularcs. piiHe legíti- 
mamente adquirir en el término de diez anos lo «pie en el 
supuesto común y corriente de la legislación civil exigiría 
treinta. 

<>ie el solo enunciado de la cuestión planteada por el 
representante del Fisco y la naturaleza de las consecuencias 
implicadas en ella conduce de plano a anticipar una solución 
adversa. Desde luego, el contenido de la expropiación como 
institución de derecho público, no aporta modificación alguna 
a los principios del derecho común, sino en cuanto crea, me- 
diante el cumplimiento de los requisitos establecidos por la ley 
para su ejercicio, la necesidad jurídica de vender a quienes de 
otro modo no podrían >er obligados a ello. Es esa la razón de 
ser de la expropiación y su fin último es la transferencia al 
lisiarlo, de la propiedad de los particulares contra la voluntad 
de ésto-, .Representa un punto le conciliación necesaria entre 
el derecho de propiedad absoluto y i>erpetun y el dominio 
eminente del Estado. 

Cuando la expropiación ha llegado a su término, es decir, 
cuando el derecho de propiedad de los particulares ha cedido 
ante los grandes fines del Estado, el derecho común recobra 
toílo su imperio para reglar por una parte las formas de la 
transferencia ele la propiedad y su contenido, y. por otra, las 
particularidades y naturaleza de la obligación constituida ¡xir 
el precio y la indemnización, Los principios que gobiernan la 
prescripción fánto adquisitiva como lil>eratoria en el derecho 
común, mantienen pues, toda su integridad sin recibir altera- 
ción alguna de una institución que cumplida su misión se de- 
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tiene i.*n lo- lindes del derecho civil sin penetrar ;i su campo 
precio de acción. 

Que. siendo esto así, la solución de la cuestión planteada 
por la Nación, del>e buscarse en la conciliación de las disposi- 
ciones de la ley fie expropiación con la del artículo 3956 del 
Código Civil. Dispone este precepto que *'la prescripción de 
tas acciones personales, lleven o no intereses, comienza a co- 
rrer desde la fecha del títtdo de la obligación". ¿Cuál es la 
fecha de! titulo de la obligación contraída por el Estado de 
abonar el importe de la indemnización correspondiente la 
expropiación? Rs un principio general consignado por el ar- 
ticulo 4." de la ley número 189, concordante con el art. i" de 
la CnnstitiKtón Nacional y el 2511 del Código Civil "que la 
expropiación no se perfecciona mientras no haya sido entrega- 
do o judicialmente consignado el precio o la indemnizad* 'ii 
Y. es asimismo otro principio establecido en la misma ley qué 
terminado el juicio el dueño es obligado a recibir lo que de él 
resulte por toda indemnización y hecho que <ea o verificada la 
consignación >e declarará transferida la propiedad. 

Estos dos preceptos legales, uno de los cuales vincula la 
perfección de la expropiación al pago del precio y el otro la 
transferencia de la propiedad al mismo hecho, mne-tran que 
la adquisición di' la propiedad contenida en la expropiación, 
como cualquier otra enajenación a titule» oneroso, sólo se per- 
fecciona cuando el factor "precio" esencial en aquélla ha suh 
n venido o fijado judicialmente y además entregado o eon- 
signada Y también que el derecho del propietario a reclamar 
ese precio cuando no ha promediado acuerdo nace legalmente 
de la sentencia que lo establezca, e- decir, en el mismo momen- 
to en (jue según el articulo S." citado el dueño es obligado a 
recibir por toda indemnización lo que del juicio resulte. 

(Jue. si según esto, d derecho de reclamar el precio queda 
por ministerio de la ley número i8m suljordinado en su exis- 
tencia y nacimiento al pronunciamiento fie la sentencia que 
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termina el juicio de expropiación. | n fecha del titulo de la 
obligación <kl expropiante no pudría ser otra que la de aquella 
sentencia. Kl término de diez años los efectos del art. 395Ó 
del Código Civil comenzaría, pues, a correr desde ese mo- 
mento. 

Que con tales puntos de partida la cuestión planteada se 
resuelva mediante la siguiente distinción: si los procedimien- 
tos señalados por la ley número 189 lian sido cumplidos en una 
de las dos formas autorizadas por ella, esto es, si el precio ha 
sido fijado jwr convenio de partes, artículo 5.", o en su defec- 
to, por determinación judicial en el litigio correspondiente, y. 
el expropiante ha tomado ¡«sesión de la cosa sin pagar pre- 
viamente el precio o la indemnización, el derecho del expm- 
piado acerca de él como una obligación personal, se extinguirá 
a los diez años contados desde la fecha de la convención o del 
pronunciamiento judicial. Pero, cuando como en el caso de 
estos autos, el listado creyendo ocupar tierras de su dominé 
ha tomado las de un particular, sin avi-o ni consignación pre- 
via, es decir, .sin cumplir las prescripciones de la Constitución 
y de las leyes reglamentarias, el derecho del propietario l-xí- 
lirá si para requerir de aquél el cumplimiento de las formali- 
dades omitidas y la formación del respetivo juicio de expro- 
piación conforme al artículo 6." de la ley 189. ¡jero entretann. 
éste no haya sido sentenciado, fijando el valor de la indemni- 
zación, la prescripción de diez años autorizada i*>r el art 4023 
del Código Civil no había comenzado a correr contra él. enn- 
forme al articulo 3950 del mismo Código, pues el crédito |K.r 
una suma determinada que represente el precio de la cosa 
recién habría nacido en la o|>ortunidad de la sentencia que en 
el caso no ha existido. En la hipótesis y faltando una dispo- 
sición especial en la ley número 189 que señale un término 
1 ara la deducción de la demanda contra el expropiante, éslü, 
soló i>odrÍa adquirir el dominio, como cualquier particular 
mediante una posesión continuada de treinta años, V como se 
ha visir» ese número *.* años 110 lia transcurrido entre la 
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ocupación por e) Eatádb y la deducción dé la presente de- 
manda. 

< hib, irs ésta i«jr lo demás, la solución a que ha llegad» la 
doctrina y la jurisprudencia americana en l»s casos en qn£ la 
Constitución de un Estado pone «wrto condición de la ocupa- 
ción de la propiedad para un uso publico la indemnización 
previa, >\ cuando ella es apropiada i>t>r el Kstaílo sin cumplir 
c»n la ley de la materia. Y así, dice Lcwis "Kminent domain'". 
tercera edición, párrafo 96A página 1713 "donde la propiedad 
es tomada para un uso públien sin cumplir con la Constitu- 
ción, tos derechos del propietario a la compensación no se juz- 
gan abandonados, excepto cuando ha mediado una adversa 
posesión jHir el tienipo requerido para la prescripción adquisi- 
tiva". Y. agrega, |>arág. *pj aludiendo a la hipótesis de (pie la 
ocupación se haya operario stjb cumplir las prescripciones de 
la ley "en tal caso la acción por justa condensación no es cs- 
tiM-kida. exceptu |K>r adversa posesión dorante e! tiempo re- 
querido para establecer un título j>or prescripción'. 

Por e-tos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
anclada se la con firma en lo principal revocándose en cuanto 
a las costas las cuales se pagarán en el urden causado atenta 
la naturaleza de las cuestione- debatidas y la circunstancia 
de que el Fisco ha tenido razón probable para litigar. Devuel- 
va-e. debiendo reponerse las fojas ante el Juzgado de origen. 

A. Bermkjo. — J. FictJEROA Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roukrto kKI'ETTO. 

.Yf'fcr: Kn la misma fecha <e dictó idéntica resolución a la 
presente, hasta el considerando que empieza: "Que el repre- 
M-ntatue del Fisco Nacional ha aducido también que el titulo 

" y termina " decidida |«»r esta Corte el año 

1*1 1» 'véase Fallos citado, tomo i- J 7. pág. 1,171 ", en el juicio 
entre las iní-mas paites, sobre reivindicación. 
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NOTAS 

Con fecha dos de Abril de mil novecientos veinticuatro, 
la Corte Suprema no hizo lugar ;i la queja deducida por el 
Frigorífico Armour de La Plata, en autos con don A. M. Del T 
fino y Cía., sobre cobro de remolque, ]>or no constar en el es- 
criio de queja, que al recurrente le hubiera sido desconocido 
un derecho, privilegió o excención que hubiera fundado en la 
Constitución, tratados o lev de carácter federal, puesto que 
manifestaha que -e ludria acogido a lo dispuesto en el articulo 
1087 del Código de Comercio. 



Tin la misma fecha no <e hizo lugar a la queja deducida 
por Cristóbal Padrón, solicitando revisión de la cansa seguida 
en su contra, ¡x>r falsificación de documento público y defrau- 
dación, en razó» de míe. de lo expuesto por el recurrente resul- 
taba que en Ja causa de referencia, tan sólo se había tratado 
de la interpretación y aplicación de las disposiciones del Có- 
digo Penal, sobre las que se basaba la sentencia pronunciada 
por la Cámara de Apelaciones en lo Criminal de la Capital, y 
no ser procedente el recurso deducido contra ella para ante 
la Corte Suprema, por no eslar comprendido en ninguno de 
tos casos autorizados por el artículo 14 de la ley 48. no proce- 
diendo, tampoco, el de revUión, por no tratarse de sentencia 
dictada por el tribunal. 



«En la misma fecha no se hizo lugar, al recurso de hecho 
interpuesto por don Manuel Verona, en autos con el Nuevo 
flanco Italiano, por no resultar de la exposición del recurrente, 
que en la causa se hubiera interpuesto recurso alguno |Kira 
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;uue la Corte Suprema que le hubiese sido denegado, ni qui- 
se hubiere pin tildado oportunamente, alguna de las cueslioncs 
de. derecho federa] previstas en el articulo 14 de la ley 48. 



En la misma fecha se declaró improcedente la cmej? de- 
ducida por don Manuel Bauzas, en autos con don Miguel Pi- 
corella, sobre desalojamiento, en razón de no corresponder a 
ta jurisdicción de la Corte Suprema conocer directamente de 
la cuestión de inconstitucionalidad de las leyes del Congreso 
en pleitos sometido? a la jurisdicción ordinaria, las cuales 
sólo le pueden ser traídas por vía del recurso extraordinario, 
y cuando se han cumplido respecto de éste, las condiciones que 
la ley y la jurisprudencia ha establecido acerca de su admisi- 
bilidad, artículos 14 y 15 de la ley 48. lo que no concurría en 
el caso, de que se trata. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por dun Publio Kscobar, en autos con don Máximo y don 
Franei-co Drago, sobre desalojamiento, por desprenderse de 
¡o expuesto por el recurrente que la resolución materia de la 
queja pronunciada por el tribunal a qno, se había limitado a 
declarar bien denegados los recursos interpuestos para ante él, 
conclusión a que había llegado interpretando y aplicando dis- 
posiciones de leyes locales que no han sido impugnadas como 
inamstiiueionales, y que por lo tanto no pueden autorizar el 
recurso del articulo 14 de la ley número 48. 



En once del mismo se declaró improcedente la queja de- 
slucida por don Juan Alfano. en autos con don Rafael Olivci- 
ra César, sobre desalojamiento, en razón de no haberse He- 
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natío los requisitos de forma exigidos por el articulo 15 de la 
ley numero 48, pues no se expresaba cuál Uabin sido la cues- 
tión resuelta por la sentencia de segunda instancia. 



En la^mtsina fecha la Corte Suprema declaró carecer de 
j 11 ri. -dicción para conocer en la queja deducida por don Fran- 
cisco Leonardelli, por falta de justicia, en razón de tratarse de 
un juicio que había tramitado ante la justicia ordinaria de la 
Provincia de Entre Híos, y no aparecer que se hubiera deduci- 
do en su momento, el recurso extraordinario autorizado por el 
artículo 14 de la ley número 48. 



En la misma fecha se declaró improcedente el recurso ex- 
traordinario concedido por la Cámara Federal de Apelación 
de La Plata, en los juicios seguidos por la Sociedad Estancia 
y Colonia Trenel contra don Juan Bocea rd o. don Miguel Be- 
rrone y doña Teresa Salvadeo de Ralduzzi, sobre desalojo y 
propiedad de una cosecha, en razón de que la sentencia recu- 
rrida se fundaba en disposiciones del Código Civil y en prin- 
cipios tle derecho procesal cuya interpretación y aplicación no 
son re visibles en el recurso del artículo 14 de la ley 48; y 
además, porque si bien se había alegado al interponer el re- 
curso no haber sido oído respecto a la autorización al desalo- 
jado para penetrar al campo y levantar la cosecha, como asi- 
mismo que la sentencia privaba a la recurrente de su derecho 
de propiedad sin que hubiera mediado verdadero juicio que 
permitiera a las partes defenderse con la amplitud necesaria, 
procedía observar, que las constancias de autos comprobaban, 
que en el incidente sobre revocatoria promovido por la socie- 
dad actora, ésta tuvo oportunidad de hacer valer sus derechos, 
los que en definitiva, fueron amparados por la sentencia del 



333 



FALUCIS DK LA CORTK SUPREMA 



tribunal a tjtto, que reconooció dentro (le los n'-i -minos del 
derecho común, la propiedad de la recurrente sobre el eereal 
recolectado, todo lo que demostraba que las garantías consti- 
tucionales invocadas no tenían relación directa con las cues- 
tiones planteadas y resueltas en el mencionado fallo. 



Con fechas veintitrés no se hizo lugar a la queja deducida 
|K»r don Manuel Píasco en autos con don Lucas Bragas, sobre 
desalojamiento, por no haberse llenado los requisitos preve- 
nidos en la primera parte del artículo 15 de la ley núm. 48, 



En la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don Pedro García en autos con don Juan T. Avalo*, 
sobre desalojo, en razón de que la propia exposición del recu- 
rrente al consignar que para denegarle los recursos deducidos 
se pretende que no son procedentes por no tratarse del caso 
previsto en el articulo 592 del Código de Procedimientos, re- 
vela que la sentencia de última instancia se había limitado a 
interpretar y aplicar la ley procesal local que no puede autori- 
zar el recurso extraordinario para ante la Corte Suprema, con 
arreglo al articulo 15 de !a ley 4R y lo reiteradamente resuelto. 



Hit la misma fecha no s^c hizo íugar a la queja deducida 
por don José Ramírez, en autos con don Juan T. A va tos. sobre 
desalojamiento, ]>or aparecer de la exposición del recurrente, 
que la sentencia de última instancia «e había limitado a de- 
clarar improcedente la apelación llevada ante el señor Juez 
letrado, aplicando sus leyes procesales relativas a su propia 
jurisdicción, que no pueden autorizar el recurso extraordína- 
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i'io para ante la Corte Suprema, con arreglo ;d articuJn 15 dé 
la ley número 48. 



Kn la misma fecha la Corte Suprema, ile conformidad 
con los fundamentos aducidos por el señor Procurador Gene- 
ral declaró bien denegado el recurso deducido por don Desi- 
derio R. Izarra, en autos con el Banco de la Nación Argenti- 
na, sobre cobro de pesos, en razón de que se trataba en el casn 
de un juicio ejecutivo seguido ante la Justicia Federal del Ro- 
sario, dentro del cual, tanto en primera como en segunda ins- 
tancia, fué desestimada la excepción de pago opuesta por et 
deudor: y la circunstancia de no mediar sentencia definitiva, 
pues ta del juicio ejecutivo deja al vencido abierta la vía de 
la acción ordinaria para repetir lo que hubiere pagado inde- 
bidamente, bacía improcedente el recurso extraordinario con- 
forme a lo prevenido por el a rt. 14 de la ley número 48; agre- 
gándose, además, que del examen de los autos aparecia cpie la 
cuestión relativa al desconocimiento del derecho establecido por 
, el art. de la Constitución Nacional, había sido planteada 
|Hir el recurrente, después del pronunciamiento de última ins- 
tancia, faltando así a lo prevenido por los arts. 14 y 15 de la 
citada ley 48, y a la jurisprudencia del tribunal, la cual al in- 
terpretarlos ha declarado que "es indispensable para la proce- 
dencia del recurro que algún- de las cuestiones federales enu- 
meradas en el art. 14 de la expresada ley, hubiese sido plan- 
teada en el pleito, o sea, cu circunstancias tales rpie el tribuna) 
local <le última instancia (o el federal en su caso), hubiera 
podido pronunciarle sobre ella. 



Un veinticinco eje! mismo no se hizo lugar a la queja de- 
ducida por Vukano Nilo, procesado por el delito de lesiones, 
por resultar de la propia exposición del recurrente, que la de- 
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cisión apelada pronunciada jior la Cámara en lo Criminal de 
la Capital, se hahia fundado en la interpretación y aplicación 
de! articulo 26 del Código Penal, que no puede autorizar el 
recurro extraordinario, según lo dfcspitesto en el artículo 15 de 
la ley número 48. 



Con fecha treinta se declaró improcedente la queja dedu- 
cida por don Kulogio Sánchez, en autos con don Lnis Brenna. 
snhre desalojamiento, en razón de que según la propia expo- 
sición del recurrente, se trataha en el caso de la interpretación 
y aplicación de la ley número 11.157 (,e derecho común y por 
lo mismo ajena al recurso extraordinario de acuerdo con lo 
dispuesto en el art. 15 de la ley 48. 



Kn la misma fecha se declaró, igualmente, improcedente 
la queja deducida por don Esteban C. Suárez. en autos con 
don Julio Staplcr, sobre rescisión de contrato, por resultar de 
Ihi expuesto por el recurrente. i|ue la decisión apelada se limi- 
ta ha a aplicar disposiciones de la ley procesal cuya interpreta- 
ción no puede autorizar el recurso extraordinario para ante la 
Corte Suprema» con arreglo a lo reiteradamente resuelto; agre- 
gándose, además, que dicho pronunciamiento no de finia nj 
jjonía fin al pleito como lo requiere el articulo 14 de la ley 48, 
pues no tenia más alcance que decidir una cuestión incidental 
sohre nulidad de actuaciones. 
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Don Francisco Bprchetti, eu autos con don Jos¿ lixsatjuirre y 
otro; sobre competencia por inhibitoria. Recurso de heciio 

Sutnaño: L,as cuestiones de competencia son cuestiones de 
orden público entre funcionarios, y sólo éstos deben reíol- 
v*r acerca de la oportunidad de ocurrir a la Corte Su- 
prema a los efectos de que se dirima la contienda plan* 
teada. 

Caso,: En una contienda de competencia entre un Juez de l'az 
de la Capital y otro de un Territorio Nacional, un apode- 
rado en uno de los juicios, solicitó de la Corte Suprema 
que, en vista de la demora en elevar a la misma uno de 
los expedientes, lo requiriera directamente del juez que 
intervino en el mismo. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Airo. M*yO J de tm 

Siendo las contiendas dé competencia cuestiones de orden 
publico entre funcionarios y siendo por consiguiente sólo ésto* 
quienes deben resolver acerca de la oportunidad de ocurrir a 
eMa Corte, a los efectos de que se dirima la contienda plantea- 
da, no lia lugar a los solicitado. Repóngase el papel. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto RepETto. 
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Doil Leopoldo del Campo contra el Gobierna Nacional, por 

cobro de pesos 

Sumario : Acreditado que el terreno por ai va ocupación éj 
actor demanda el pago de «na suma de dinero, pertenece, 
a sn mantlaiitc, por quien se le confirió poder general ¡«ira 
administrar libremente sus bienes, y que dicho terreno 
fué ocupado por la Escuela de Aviación Naval a lo* fines 
indicados por el actor, procede el |>ago de la indemniza- 
ción correspondiente a esa ocupación, cuyo monto dclw 
ser fijado por peritos. ( Doctrina de los artículos 1354 y 
1027**. 

Caso: ho explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL, SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Bucwi Aire*. AgoMO 9 it iv?ji 

Y Vistos: 

Kstos autos seguidos por el doctor Leopoldo del Campo 
cpntra el Gobierno de la Nación, sobre cobro de pesos de cuyo 
estudio resulta: 

Que a fojas 3 y 16 manifiesta el actor que en Junio de 
1914 el Teniente de Marina, don Raúl R. Moreno en nombre 
del Gobierno, le solicitó permitiera ocupar con instalaciones de 
la aviación naval, un terreno de su pertenencia situado en En- 
senada sobre Río Santiago, a lo que accedió por carta en la 
que expresó que si la Nación le expropiaba dicha propiedad, 
no cobraría arrendamientos, pero que en caso contrariólos 
exigiría. 

Que en Junio de 1920, ante la declaración de que el te- 
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nene tío era necesario, solicitó d pago dé las cuotas mensuales 
atiplando las que fijase el .Ministerio, pero se le desconoció 
su derecho alegando que la ocupación fué a titulo gratuito, lo 
qÜS negé en absoluto y habiendo comprobado su dominio y 
|». e>tnu, ¿1 Ministerio decretó la desocupación y entrega del 
terreno, la míe se ha efectuado. 

Que demándá el i«igo de doscientos cincuenta pesos pr>r 
tries durante ios ocho años del u<o ti ocupación por la aviación 
naval, más los intereses, teniendo en cuenta para fijar esa 
suma, que ios terrenos sobre la costa de ríos navegables, tienen 
un valor utilizabte excepcional y que el suyo de 26.ÓOO me- 
tros cuádra los, vale S 2Ó0.000 moneda nacional. 

A fojas 22 el Procurador Fiscal en representación del 
Gobierno de !a Nación, pide el rechazo de la demanda con 
costas. Manifiesta que el Superior Gobierno instaló el Parque 
ti ' Aviación para la Armada en unos terrenos cedidos a ese 
efecto por el Gobierno de la Provincia de Buenos Aires y si- 
tuados en Ensenada, en el paraje denominado "Fuerte Barra* 
ííán*\ Lindando con ellos por el Sud Este hay otros terrenos 
sin dueño conocido sin alambrar, y abandonados en forma tal 
que terceros alegan su posesión treintcnaria. 

One el Director de ta referida escuela de aviación, supo 
que esos terrenos 'pertenecían a las sucesiones de don Jóse 
Maitines de H02 y José Díaz de Vedoya y obtuvo autoriza- 
ción por escrito del administrador judicial ríe dichos bienes, 
señor Cristóbal Santa María para ocuparlos a título precario 
y gratuito, el 30 de Octubre de Ígií6¿ 

tjic u raiz del juicio de división de conduininio, por sor- 
teo se le adjudicó el lote N." compuesto de 2 hectáreas, 5t 
áreas, 2; centiáreas, 80 d¿, al señor Leopoldo de! Campo, se- 
gún éste lo manifiesta en el expediente administrativo. 

<Juc el actor ofreció varias veces en venta su propiedad 
al Ministerio de Marina, con resultado negativo, |>orquc los 
terreno* no eran necesarios y entonces a pedido del mismo se- 
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ñor del Campo, fueron desocupados, labrándose acta de ello 
parante la ¡Milicia de la Provincia de Buenos Aires, el 25 de 
M .rm de \1j22. 

Oue el señor del Campo carece de derecho para cobrar 
ios arrendamientos que reclama: 

i,' 1 Porque es tes futir alias acia, dado que no ha existido 
locación alguna entre ¿1 y el Gobierno de la Nación. 2.° Las 
re ! aei<nes del derecho existen entre el señor Cristóbal Santa 
María, en su carácter de administrador de las sucesiones Mar- 
tínez de Hoz y Díaz de Yedoya y el Teniente de Fragata, don 
Ráúl K. Moreno particularmente, atento que no teniendo éste 
autorización del Superior Gobierno, no podía tomar |>oscsión 
en su nomhte y obligarlo por actos propios. 3." Porque el prés- 
tamo gratuito y a título precario concedido por Sania . María a 
Mi.reim. esté regido por el articulo 2255 y sus conerdantes del 
Cóílig CÍH y sólo podía afectar a las sucesiones a que pertene- 
cía el terreno, pero no al actor que adquirió después a titulo 
singular y a quien se le restituyó cuando lo solicitó. 4." Porque 
el señor del Campo no ha justificado derecho alguno que le 
autowte a reclamar arrendamiento, menos aún desde iqu. 
dado que el Teniente Moreno ocupó los terrenos en Octubre 
de 1916; v 5," Porque el comodato hubiera sido en beneficio del 
Gobierno de tá Nación que por las razones expuestas y el do- 
cumento suscripto por Santa María estaría exento del pago de 
todo arrendamiento. 

Abierto el juicio a prueba *e produjo la que certifica el 
actuario a fojas 50 vta. habiendo alegado ambas parles a fu- 
la- 51 > fe. 54. con íp que estos autos quedaron en estado de 
dictar sentencia. 

V Considerando: 

Qm- ]; V División Aviación Naval acompaña a fojas i_' del 
expediente administrativo el plano correspondiente del Parque 
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Escuela "Fuerte Barragán", indicando ta ubicación del hangar 
en el lote de terreno que reclama el señor Leopoldo del Campo, 
y a fojas 15 corre el informé del Teniente de Navio Raúl Mo- 
reno, quien manifiesta que el señor Santa Mari a, como admi- 
nistrador de los referidos terrenos, se los entregó hasta tanto 
la Escuela los necesitara, dándole la posesión de los mismos el 
30 de Octubre de 191 d. 

Que a fojas 22 corre el acta de entrega de la referida frac- 
ción de tierra en la Ensenada "Fuente Barragán", efectuada 
por el administrador de la sucesión de don José Martinez de 
Hoz y Díaz de Vedoya. autorizando al Teniente de Fragata 
Raúl R. Moreno. Director de la Escuela de Aviación de Río 
Santiago, hasta tanto se firme el contrato definitivo, para que 
disponga como mejor le sea conveniente de los terrenos ubica- 
dos en Cambaceres inmediatos a la Escuela de Aviación, que 
-on ¡>arte de las chacras números 45 y 49. 

Que del certificado uñe corre a fs. 25 resulta que en lo* 
autos seguidos por ta sucesión de Martinez de Hoz contra don 
José Díaz de Vedoya por separación de condominio ni adminis- 
trador de Ir* inmuebles materia de la división, señor Cristóbal 
Santa Maria, no le fueron conferidos por el Juzgado faculta- 
des es|)eci:rles. y que el doctor Leopoldo del Campo tomó po- 
sesión, judicial en representación de su hijo de la fracción que 
le fué adjudicada, con fecha 11 de Marzo de 10.14. la cual está 
designada con el número _'. formando parte de la chacra nú- 
mcro 45- „ 

Que a fojas 20, consta la presentación por la pane actora 
del plano, mensura y escritura de adquisición de los terrenos 
en condominio en la Ensenada, testimonio riel acta de adjudi- 
cación y certificado de la diligencia de posesión judicial riada 
a del Campo del lote número j. fi que le fué adjudicado y poder 
del señor Leopoldo de! Campo, hijo, a favor de su padre para 
disponer del terreno, los que le fueron devueltos según coima 
a fojas 29 vta. 
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(Jue de todo lo expuesto se evidencia que la parte aetora 
estuvo en posesión fiel lote de tierra de la referencia desde e! 
1 1 de Marzo de lyU. siendo ocupado más tarde por el hangar 
de la Escuela de Aviación el jo de Octubre de 1916 hasta el 
25 de Marzo de 11)22 en (pie se terminó de levantar el galpón 
instalado en el terreno del doctor de] Campo, según consta de 
la nota que corre a fojas 4H y acta de fojas 50. 

O, ne en su virtud, no ha podido sustentarse que el actor 
entró en |msesión del referido terreno con posterioridad a la 
concesión efectuada ]M>r Santa María en IQÍÓ e instigación del 
hangar practicada por el Superior C»obterno, y no siendo en 
consecuencia aplicable al caso sub jmtii ?. las disposic iones del 
Código Civil, relativas al comodato, pues de acuerdo con los 
artículos 2255 y 2j(>j, habrá comodato cuando una de las par- 
ir-; entregue a la otra gratuitamente alguna cosa no fungible. 
mueble o raíz, con facultades de usarla, prohibiendo a los a<b 
ministradores prestar bienes confiaribs a su administ ración, a 
njenos que fuesen autorizados a hacerlo con poderes especiales, 

Qíic del certificado de fs. j.í se evidencia que el adminis- 
trador Santa Maria no tenía facultades para autorizar al Te- 
niente de Fragata, señor Uaúl Moreno, a di>]íoner de los terre- 
nos de la referencia como lo creyere más conveniente, y de- 
mostrado como queda la |Josesión adqtiirida con anterioridad 
por don Leopoldo del Caiiipo, estando reconocida por el Minis- 
terio de Marina a fs. _»ó y ,v> la ocultación del citado terreno 
por la- KscUcla de Aviación Naval, es indiscutible el derecho 
qtic te asiste al actor para exigir ta demolición de las olivas 
practicada-; y la restitución de la propiedad) pagando el precio 
acostumbrado en los del lugar de conformidad con lo dispuesto 
en los articuló* 1505 y 1356 del Código Civil, y atento que no 
m- ha producido prueki alguna para determinar el monto de la 
Ocupación, corropoiide sea fijado ]>or peritos de acuerdo ior 
lo establecido en el art, 220 del Código de Procedimientos de la 
Capital. 
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Por estos fundamentos fallo declarando qur ei Gobierno 
fie la Nació» debe abonar al doctor Leopoldo d|l Cam|>o, la 
suma que fijen gritos ¡x>r la ocupación de los terrenos de la 
referencia en la Ensenada de Barragán, desde el 30 de Octubre 
de Kjió hasta él 25 de Marzo de 1922. con las costas en el or- 
den causado. Notiíiquese y repóngale las fojas, — Manuel B. 
de Anchorena. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA PEDEfcAL DE APELACIÓN 

Bueno» Aires, Diciembre 2N de WA 

Vistos ! 

Los autos segnidos ¡mr el ductor Leopoldo del Campo 
contra el Gobierno de la Nación, sobre cobro de pesos: y 

Considerando : 

Que según el escrito del señor Procurador Fiscal de Cá- 
mara de h. 71. el agravio que le infiere la sentencia recurrida 
consiste en que el doctor del Campo no lia justificado su dere- 
cho de propiedad y algún otro que la lev le acuerde para recla- 
mar arrendainicutiis jara sí o para tercera persona; que si bien 
el derecho de propiedad qoe invoca el ductor del Campo parece 
corresponder a su hijo, el señor Leopoldo del Campo, no ha 
justificado ipte este se lo haya cedido a ningún titulo. 

Ouc el señor Procurador Fiscal no ha desconocido expre- 
samente el derecho de propiedad del señor del Campo, hijo, y 
antes' por el contrario expresa qiic la manifestación del doctor 
del Campo de ser de propiedad de su hijo el inmueble, estarla 
eorroljorada por la referencia que hace el certificado de fojas 
25 del cxj>ediente administrativo, en el sentido de que la pose- 
sión judicial de la fracción de tierra fué tomada |*>r el doctor 
del Campo, hijo. 
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(Jue a injas 74 e1 doctor del Campo lia presentado testi- 
monio de poder bastante otorgado [Kir su hijo Leopoldo para ad- 
ministrar libremente sus bienes. 

Que en tales concepto ¡n sentencia recurrida en cuanto 
ilcclara que el Gobierno de la Nación debe pagar al doctor fiel 
Campo la suma que figen gritos, por la ocupación, es arre- 
glada a derecho. 

Por estas consideraciones y fundamentos de la sentencia 
afielada de fojas 57, se la confirma, sin costas. Devuélvanse. — 
Marcelino llscahtda. — T. Arias. — fí. ,-J. Násar Auehortmi. 
— 7. P. tuna. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aliit. M*y« 3 dt iva 

Vistos y Considerando: 

Que según resulta de las constancias de auto;;, el actor lia 
justificado plenamente míe el terreno a que se refiere ta de- 
manda de fojas id pertenece a su hijo Leopoldo, por quien se 
le confirió el poder general que expresa el testimonio de es- 
critura pública corriente a fojas 74. facultándolo para admi- 
nistrar libremente sus bienes. 

(Jiif está igualmente acreditado que el referido terreno 
a que se refiere la demanda fué ocupado jmr la Usencia de 
Aviación Naval al os fines indicados ]>or el actor, lo ime hace 
procedente la acción deducida tendiente a exigir el pago de la 
Aviación Naval a los fines indicados por el actor, lo que hace 
constar en la sentencia de fojas 57, confirmada por la de la 
Cámara Federal de Apelación en la que se declara que el Oo- 
bíerno de la Nación delw pagar la suma que fijen lientos por 
la ocupación del terreno de la referencia. 
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Que este decisión responde a la doctrina que fluye de los 
artículos 1354 y 1627 del Código Civil. 

Por ello y sus fundamentos se confirma cu todas sus par- 
tes la sentencia apelada de fojas 83. Xotifiquesc y devuélvanse 
debiendo reponerse los sellos ante et Juzgado de origen. 

A. Bermejo. — Nica no* G. del 
Solar. — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ra uó.v Méndez. 

— ROHERTO RePETTO. 



Don Rafael M. .Iifuirrc contra ci risco National. Sobre devo- 
titeí&n de samas de dinero 

Sumario: r. B Después de la condenación del acusado en el jui- 
cio criminal, no se podra, contestar en el juicio civil la 
existencia del hecho principal que constituya el delito, ni 
impugnar la culpa del condenado. fF.11 el caso, el carácter 
de depositario o administrador de lo? fondos de la res|>ec- 
tivíi tesorería atribuido al subtesorero en el fallo pronun- 
ciado en el juicio criminal, porque su discusión importa- 
ría poner cuestión la existencia o calificación del delito) . 

2° El precepto del artículo 2046 del Código Civil 110 
contempla el ca*o de simple inacción o negligencia del 
acreedor, que se encuentra regido por normas particula- 
res, sino el de una estipulación expresa que modifique los 
términos de la convención. 

3° La obligación del acreedor de escutir los bienes del 
deudor a que se refiere el artículo 2018 del Código Civil, 
sólo existe en los casos de simple fianza, y no comprende 
aquellos en que se otorga por deudas a la hacienda nació- 
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nal o provincial, según expresamente lo di «pone la ley. 
(Artículos 200.Í, 2013. inciso 9." del mismo Código), 

4." Resultando de autns que la toa] versación no pudo 
realizarse en su casi totalidad, sitió merced a las deficien- 
cias del contralor míe se ejercía en la tesorería a cargo 
del deudor principal ( falta de balances y arqueos pres- 
criptos por el artículo 12 de la ley nacional de contahili- 
dad, número 428), la Administración carece de derecho 
para reclamar dt-l fiador de aquél- la reparación del per- 
juicio irrogado por el empleado infiel. ( Se presume que 
dicho fiador otorgó la fianza confiado en que se cumpli- 
rían estrictamente las exigencias de la ley respectiva en 
cuanto a balances y arqueos y no se silenciarían las faltas 
de dinero que fueran apareciendo en las raras orjeracipne? 
tic contralor de que fué objeto la referida tesorería; por 
lo que 110 puede hacerse recaer -obre un tercero las con- 
secuencias de la evidente culpa de la Administración que 
resulta de tales omisiones de la misma. ( Doctrina de los 
artículos 1111. 1198, 1201 y 2or8 del Código Civil "i. 

Caso: Lo explican his piezas siguientes; 



sicxtiíxcu oki. si:xor JVfíZ l-KIlKR.U. 

Bmum Airti, Junio 32 de mi 

Y Vistos: 

Estos atítos seguidos por don Ka fací M. Aguirre contra 
el Fisco X'acional. sobre devolución de sumas pagadas, de cuyo 
estudio resulta: 

Que a fojas .í el doctor Juan Carlos Rébora en represen- 
tación del actor entabla contra el Fisco Nacional, la acción 
ordinaria que autorizan los arts, 278 y 320 de la ley 50, a fin 
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de obtener la devolución de la* sumas depositadas en el juicio 
ejecutivo y tas que depositare antes de que en el p rcse " !L ' 
juicio se dicte sentencia, con sus intereses y costas. 

Maní f testa que Aguirre, el 22 (te agosto de 1912 dirigió 
;d Ministro de Guerra, una carta declarando que conocía a 
I-V¡i ní 11 Murguiondo como persona Honrada, moral y compe- 
tente para desempeñar el puesto de subtesorero de la Direc- 
ción General de Arsenales de Guerra y a los efectos del ar- 
ticulo i)2 de la ley de contabilidad, se constituía responsablé en 
todo tiempo de cualquier perjuicio que ocasionare al Fisco, 
basta la cantidad de 20.000 pesos moneda nacional. 

Que en octubre de 1915, se hizo público que en ta Tesore- 
ría de la Dirección de Arsenales, se bahía cometido una serie 
de delitos penados por el art. 80 de la ley 40 y el art. 27 in- 
ciso 2. de 4a ley 4189. El primero castiga al recaudador, ad- 
ministrador o receptor depositario de caudales públicos y a 
todo el que tuviera obligación de dar cuenta al Gobierno Na- 
cional, que distrajere, sustrajere o hurtare lo* caudales puestos 
en su poder íwr razón de su cargo. El art. 27, inc. 2-", tey 4189 
se refiere a los delitos cometidos por el funcionario público 
que diere aplicación privada a caudales o efectos cuya admi- 
nistración, percepción y custodia le hayan sido confiadas por 
razón de su cargo. 

Que por la falta de los referidos fondos rió se procesó 
al tesorero señor Pedro Lalorre, -sino al subtesorero Fermín 
Murguiondo. lo que no se explica ya que aquél responde 
siempre personal y exclusivamente y nunca en mancomunidad, 
y coai-tta por informes de la Contaduría, agregados al juicio 
de apremio, que Murguiondo no se recibió de la tesorería con 
arreglo a la* formalidades de ta ley de la materia: todo lo cual 
indica que la responsabilidad del tesorero Latorre, no había 
cesado. 

Que la Contaduría supo que faltaban fondos e invistió a 
uno de sus empleados con la misión de averiguar su paradero 
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y lijar las responsabilidades. Kl empleado n<> encontró libros 
ni lia lana - c ínter rogó a varias personas y entre ellas a frliir- 
guiondn qufen le manifestó, stgiin parece, que se le había 
entregado la tesorería el to de marzo de 1913. El empleado 
levantó un acta en un pedazo de papel, que según informes de 
la Contaduría se perdió. La Contaduría no dice como com- 
probó que Murguiondo entregó la tesorería a Latorre en di- 
ciembre de 1913 y este último Se ta pasó a Murguiondo 
nuevamente en 1915, tal como lo declara la resolución de 12 
de julio de 1916. 

Que sobre la base de esc sumario administrativo, confiado 
a un empleado subalterno y sin tener a mano un sistema de 
contabilidad como el instiuído por la ley de la materia, la 
Contaduría de la Nación, dictó la resolución de julio 12 de 
i'H'i. extralimitándose en sus facultades e invadiendo las de 
¡a justicia federal. Dicha resolución dirigida contra un fun- 
cionario, señor Murguiondo, que no se hallaba a cargo de |á 
tesorería- presenta, además, las siguientes anomalías: 

1. ° Se refiere a sumas de dinero sustraídas o mal em- 
pleadas desde febrero de 1913 ;, octubre de 1915 lo que es 
contrario a la ley. pues entre esas fechas debieron practicarse 
arqueos y balances con intervención de la Contaduría, que 
lia 1 »ria 11 puesto de manifiesto la falta y si esos balances no la 
acusaron es porque ella no existió y la Contaduría se con- 
tradice. 

2. " La Contaduría ha faltarlo al dekr de practicar los 
arqueos mensuales que manda la ley ; practicar los balance!; de 
entrega: si los Hubo y pedir copias de los diversos arqueo:., 
balances e inventarios que debían serle remitidos. Confiesa 
que solamente se hicieran ocho arqueos entre febrero de 1913 
\ octubre de 1915. debiendo halarse practicado treinta y ftno, 
y además la Contaduría carece de toda constancia de las su- 
bnotas entregas de La torre a Murguiondo y viceversa y se 

4 
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limita a suponer que los resultados <le la entrega debieron ser 
■k- conformidad. 

Afirma que ha faltado un procedimiento serio y juris- 
díeciórt legal para que la resolución de julio 12 de 19 16, pu- 
diera dictarse contra el fiador y también falta la lrasc para ello 
o sea la fianza, pues la obligación que resulta de la carta de 
agosto 22 de 1912, no puede subsistir, por ha1»er la adminis- 
tración incurrido en omisiones inexcusables cuya consecuencia 
debía ser la caducidad de tas fianzas que en el caso de s« 
mandante estaba regida por sus términos, el derecho civil, la 
ley 42S y las prácticas de la administración. 

Que su mandante dió la garantía a un funcionario cuyos 
actos debían caer bajo el control de sus superiores, pues; 
Aguire no podía ir a revisar los libros de la tesorería para 
salier si su afianzado continuaba mereciendo su garantía, ni 
para saber si Murguiondo había entrado formalmente a reem- 
plazar al tesorero, pues suponía que la fiscalización era seria 
y sabía que si algo faltaba se pondría en evidencia al fin del 
mismo mes. con lo que habría retirado su fianza si el proceso 
criminal no la hubiese hecho inútil |>ara lo sucesivo. 

Sostiene que mientras falte la constancia oficial de las 
entregas a Murguiondo, no puede hablarse de responsabilidad 
del fiador de éste y que esa constancia no puede ser suplida 
can declaraciones prestadas ante un empleado administrativo. , 
de todo lo cual resulta que* la resolución de la Contaduría en 
que se basó el juicio de apremio seguido contra su mandante, 
carecía de base legal y de fondo de justicia, correspondiendo 
le sean devueltas las sumas pagadas en el juicio ejecutivo. 

Funda Ja acción en las disposiciones citadas; en la inter- 
pretación restrictiva que debe darse a las obligaciones riel 
fiador; en los princl|ños generales de los contratos y especia- 
les de los gratuitos; en la imposibilidad de que su mandante 
ejerciera las acciones que determinan los arts. 2015 y 20¿i 
inc. ¿" del Código Civil, mientras la administración matitu- 
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viese su ocultación tic dos años y medio; en el principio que 
surge de los arts. í«7 y 2043 y del título tle las obligaciones 
de hacer y no hacer. Mu cuanto a. la repetición de lo dado en 
(■ayo de lo que no se debe, la funda en los caracteres de esta 
demanda que tt confunden con 'os de la "actio ¡n rem". 

Corrido ti traslado de la demanda, lo evacúa a ís. 12 e! 
st'ior Procurador Fiscal, doctor R. C. I'arera. en represema- 
c orí f'tl Fisco Nacional y pide el rechazo de la acción, csu 
costas. 

M:mi f !Cí!a qi:c el actor arete ile derecho p : ra mVvir 
esta acción, pues aún no ha satisfecho el total del capital, in- 
tereses y costas a que fué condenado en el juicio ejecutivo. 

Qtte las resnlucjor.es dictadas por la Contaduría, que es el 
Tribunal eíe#do por la ley para estos casos, se ha concretado 
;i establecer ii "déficit" resultante en la Dirección General 
de Arsenales de l'-ucrra y a declarar civilmente res]>onsab1es 
j deudores del Fisco a las personas que menciona, quienes 
por no haber efectuado los recmltolso- dentro del término del 
art. 74 de la ley de contabilidad, fueron demandados judicial' 
mente en cumplimiento del art. 75 de dicha ley. 

Que no habiendo darlo resultado el juicio seguido contra 
Fermín Murgtiioudo. se inició ejecución contra su fiador don 
Rafael M. Aguirrc que fué condenado al pago de 20,000 pe- 
sos moneda nacional, sus intereses y co-tas. Habiendo el actor 
Oportunamente reconocido él documento en qtte se lwsó la 
ejecución. u sea. la fianza y demostrado que la Contaduría se 
ciñó estrietaincie a las disposiciones legales pertinentes se 
concluye que no; ha habido extralimitación en el procedimiento 
observado por ese Tribunal administrativo. 

C;l1k- observar que Murgioudo, por malversación de los 
fondos a que se refiere la resolución de la Contaduría* fué 
condenado por la líxcma. Cántara a la privación del empleo e 
inhabilitación por cuatro años y a restituir la cantidad defrau- 
dada. Kn el mismo proceso el contador fiscal señor l.uis J. 
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Snnza, informa a fs. 115 que cuando Murguinndo se hizit 
cargo de !a tesorería en marzo de 19 13. se practicó un batanee 
qUé firmó el tesorero I.atorre. con él conforme de Murguion- 
(16 cu su carácter de subtesorcro, hecho aseverado por el 
auxiliar de la tesorería. Valeriano Linares, todo lo cual 
destruye la afirmación de que Murguiondo no recibió la teso- 
rería con las formalidades de ley y hace inaplicables las dispo- 
siciones del Código Civil, citadas por el actor. 

Abierto el juicio a prueba se produjo la que certifica el 
actuario a fs. 54, sobre cuyo mérito alegaron ambas partes a 
fojas 63 y 72, con lo que estos autos quedaron en estada de 
diciar sentencia. 

- 

Y Considerando: 

Que el certificado expedido por el Manco de la Nación 
Argentina, a fs. 56. acredita que la parte actora, depositó la 
suma de 20.000 pesos moneda nacional, que debía efectuar 
de acuerdo con lo resuelto en el juicio ejecutivo seguido por el 
ÉtsÉO Nacional, ¡o que permite sea viable el ejercicio de la 
presente acción. 

Que de los términos de la "litis**, las cuestiones funda- 
mentales a resolver, se limitan a establecer si al notar el des- 
falco experimentado en las cajas de la tesorería de la Direc- 
ción de Arsenales se procedió observando las formalidades 
legales, y el alcance que debe darse a la garantía ofrecida por 
el general Rafael M. Aguirre. 

Que la fianza otorgada por este último, que corre a fs. 
36 del expediente "Fisco Nacional contra Fermín Murguion- 
do"..que, corre por cuerda separada- dice textualmente: "Co- 
nociendo a don Fermín Murguinndo, contó persona moral, 
honrada y comitente para dcscniiwííar él puesto de subteso- 
rero de la Dirección General de Arsenale- de Guerra, a tos 
efectos del art. <J2 de la ley de contabilidad, constituyóme res 
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jkmi Sable cu totlo tiempo, aún cuando después fuera ascendido, 
de cualquier perjuicio que ocasionara al Pisco, hasta la can- 
tidad de 20.000 peso* moneda nacional. 

Qfte en su virtud, la fianza de la referencia res|xmde, n> 
tan súlo {H>r las obligaciones que pudiera contraer Murguion- 
do como subtesorern, sino ta/uhién ile cualquier otro empico 
a que fuera ascendido, de donde resulta que no hay objeto 
alguno éti averiguar si Murguiondo actuaba como tesorero o 
subtesorero. a los efectos de la responsabilidad en que pudiera 
incurrir el fiador, desde que éste ¡se declaraba responsable aún 
cuando fuera ascendido, 

Oue de acuerdo con lo expresado por la Contaduría Ge- 
neral de la Nación a fs¿ 1 del juicio seguido por el Fisco 
Nacional contra don Fermín C. Murguiondo, que corre por 
cuerda -eparada, la tesorería de la Dirección General de Ar- 
senales de Guerra, estuvo sucesivamente a cargo de don Fer- 
mín C. Murguiondo desde el 10 de marzo al 31 de diciembre 
de 1913, de don Pedro Latorre y el anterior desde el I." de 
enero de 1914 hasta abril de 1915 y de Murguiondo de abril' 
a octubre de 1015. 

Oue de los informes de la Contaduría a fs. 25, se eviden- 
cia que durante eso. periodos de tiempo- se han practicado 
únicamente arqueos y balances en la tesorería y contaduría de 
la Dirección General de .Arsenales de Guerra, en junio 27 de 
1013. marzo 27, junio 13, julio 13, septiembre 24 y noviembre 
n> de 104 marzo 29 y octubre 6 de 191 5. 

Continúa el informe que, ¡w>r la declaración del tesorem 
señor I .atorre, del auxiliar Linares y del subtesorero Mur- 
gmomlo. el balance levantado el 10 de marzo de 1913, con 
motivo de la entrega de la tesorería |>or el "eñor Latorre al 
señor Murguiondo, se hizo en una hoja de pa|)et de cuentas, 
que fué firmada i>or ambos, no habiéndose asentado en ningún 
libro, ni se conservaba él original ni copia alguna. Agrega en 
lo referente a la 4." pregunta, que no habiendo quedado cons- 
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umcia escrita de ta forma en que se efectuó la entrega de la 
tesorería por el señor Latorre al señor Murguiomlu, un queda 
ijtro eleuiento de prueba que las declaraciones de los inte- 
e«- dos. 

Y al evacuar el referido informe et punto c) relativo a 
cuáles eran las cantidades mensuales que habían faltado du- 
rante el desempeño de Murguiondo, detallándolas mes a mes, 
illa ni fiesta que en marzo de 1913 fué de 56 pesos moneda 
nacional; abril* $ 32: mayo, S 90; jimio, $ 6a; septiembre de 
1014, $ 363.43; octubre, $ 30; y el año [915; enero, $ 1. 092.90: 
junio. $ 1.000; agosto. $ 6.452.54; septiembre, $ 26.000; y 
octubre, $ 1.494. 

Que con estos antecedentes, calic observar qtic de acuer- 
do con los arts. r 138 y 1201 del Código Civil, en los contratos 
bilaterales como lo es el de fianza, las partes se obligan reci- 
procamente la una hacia 1a utra, no pudiendo la una demandar 
su cumplimiento si no probara haberlo ella cumplido y como el 
art 1198 establece que los contratos obligan a todas las con- 
pecnencías que puedan considerarse virtualmente comprendi- 
das en ellos, forzoso es concluir que el Fisco Nacional no 
puede exigir al fiador el cumplimiento de sus compromisos si 
a su vez no acredita, haber cumplido todas las disposiciones 
legales c:t lo referente a sus relaciones con aquél. 

(Vite la ley de contabilidad N> 428 dispone en su art. 12, 
que cada mes se practicará en las oficinas el respectivo balance, 
con intervención de las personas o funcionarios que designe 
el Poder Kjecutivo. quienes verificarán si los saldos o exis- 
tencias están eun formes con el balance . Ksto se asentará en un 
libro esin-cial y se hará en el número de ejemplares que la ley 
ordene- pasándose una al Ministro de Hacienda, y él art, 13 
agrega, si el interventor encuentra diferencia entre el balance 
y las existencias, lo participará inmediatamente bajo las res- 
ponsabilidades legales al Poder Kjecutivo y a la Contaduría 
General, para «pie tomen las medidas necesarias. 
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Que tic ln expuesto se evidencian las obligaciones que 
pesan sobre el poder administrador y el proceder negativo que 
ha observado en este asunto, no cumpliendo tíofl ninguna de 
las disposiciones legales que rigen la materia, según se des- 
prende de li> informado |n*r la Contaduría General de la Na- 
ciója a fs. 25 y bajo cuyo amparo el actor prestí* la fianza que 
corre a fs. y\, todo lo cual lo autoriza a sustentar la extin- 
ción de l;i misma ríe conformidad con el principio qne informa 
el an. ¡?«J0 fiel Código Civil al preceptuar que la prórroga del 
plazo del pago hecha por el acreedor sin consentimiento de* 
fiador, extingue la fianza: que es precisamente lo que ha hecho 
la Contaduría al consentir estos "déficits" desde el año 1913 
al 1015. sin tomar ninguna de las medida- más elementales 
prcscriptOlí por la ley. dejando que las fallas continuaran en 
aumentó cjóii perjuicio manifiesto para el Fisco Nacional, de 
todo lo cual iin puede responsabilizarse al fiador, de acuerdo 
con las dis|>osiciones recordadas de la ley de contabilidad que 
constituyen la íey de las partes y lo resuelto en casos análogo* 
entre otros el juicio seguido por el doctor Jaime Uavallnl 
contra el Gobierno Nacional por repetición de sumas. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando que el Gobier- 
no de la Nación del»e devolver en el plazo de diez días al 
general Rafael M. Agnirre. la suma recibida de veinte mil 
pesos moneda nacional, con los intereses desde la interposi- 
eión de la presente demanda y las costas en el orden causado. 
— Mmml H, de Anchan-mi, 



ItU'tAJlKN 1)1- [, l'KOVt R.\l«m MSCAJ, DE CÁMARA 

Bueno» Ai/*». Aséalo M 10ii 

Kxema. Cámara: 

Kl l'rocan lor Fiscal de Cámara que suscribe, asumiendo 
íít re[.iesentac: >n del Gobierno de la Nación ) ¡nt, r. n de la ley 
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X« xtftjí, en ¡os autos promovidos por don Katael M. Agiurre. 
solire deudución de sumas pagadas, a Y. fe¿ expresando agra- 
vios, como mejor proceda, digo: 

ÜÜe |Jor las breves eonsi de raciones «jite paso a exponer, 
Y. ]•:. se ha de servir revocar la sentencia a|w1ada de fs. Qfc y 
rechazar en todas sus partes, la presente demanda, con costas 
r. la parle adora. 

El fundamento legal que sustenta el fallo condenatorio 
dictado contra mi principal radica en que. habiendo la Conta- 
duría General de la Nación, según et señor Juez "a quo" 
consentido los '"déficits'* que. desde el ano [0,13 al año 1915, 
se produjeron en la tesorería de la Dirección General de Ar- 
senales de Guerra como consecuencia de los malos manejos 
del ex tesorero Fermín C. Mnrguiondo, "sin tomar ninguno 
de los medios más elementales prese riptos ]>or la ley. dejando 
■ pie las fallas continuaran en aumento, con perjuicio manifies- 
to para el Fisco Nacional", se habría producido la prórroga 
del plazo del pago hecha por el acreedor sin el consentimien- 
to del fiador, y por consiguiente, la extinción de la fianza, 
de acuerdo con el principio (pie informa el art, 204Ó del Código 
Civil. 

Kse fundamento legal cae, sin embargo- por su base con 
sfdo advertir que se asienta en un hecho completamente erró- 
neo, puesto que ninguna constancia existe en estos autos 
principales ni en los traídos "ad eífectum videndi" que auto- 
rice a formular con exactitud la conclusión de que la Conta- 
duría General de la Nación, después de haber adquirido el 
conocimiento de tos "déficits'" producidos por los malos 
manejos del ex tesorero Murguiondo. los haya consentido por 
un soto momento, facilitando con una deliberada inacción el 
aumento injustificado del daño producido al Tesoro Nacional. 

Es cierto que en el informe expedido con fecha 30 de 
iibril de 1018 gpr el señor contador fiscal, don Luis .1. Souzil, 
que* aparece testimoniado en estos autos a fs. 28 y siguientes. 
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se expresa al contestar el pumo e ) que los "déficits" se pro- 
dujeron en marco de 1913 por el valor de $ 56 moneda nacio- 
nal, en abril por $ 32 moneda nacional, en mayo por $ yo, en 
junio por S 62, en septiembre de 1914 por $ 363.43, en octubre 
por S 30, en enero de 191 5 ¡>or $ 1.092.90, en junio por $ 1.000, 
en agosto por $ 6452.54, en septiembre por | 20.000 y en 
octubre por 1,494 moneda nacional. 

l'ero esto no significa (pie inmediatamente dé producirse 
cada uno de los "déficits" mencionados en el informe del señor 
contador Souza baya tenido la Contaduría General de la Na- 
ción conocimiento ile su existencia ni míe los baya consentido 
"-in tomar las medidas más elementales preseriptas por la 
Tey. "De ninguna manera, Producidos esos "déficits", ellos 
[lernianecieron ocultos e ignorado* por la Contaduría General 
de la N'ación, no obstante los arqueos y balances efectuados 
rn la tesorería de la Dirección General de Arsenales de Guerra 
en 2j de junio fie 1013. en 27 de marzo de 1914. en 13 de junio 
de 1914; en 13 de julio de 1914. en 24 de septiembre de 1914, 
en 19 de nuvietnbrc de 1914. y en 2t> de marzo de 1915, según 
las constancias de! libro de balances existentes en la Contadu- 
ría de la Dirección General de Arsenales (véase fs. 28 ). sin 
que en autos exista constancia de que los "déficits" de la re- 
ferencia fueran conocidos |w>r la Contaduría General de la 
Nación ante- del 8 de ucUibre de 1915. ficha en que el señor 
cuntad.tr fiscal, don Luis J. Souza. dirigió al señor presidente 
de la Contaduría (-enera! la nota-denuncia que sirvió de cabeza 
del sumario administrativo mandado levantar para investigar 
vi manejo e imtrsiún de los finidos a cargo del ex tesorero 
seftor Murguiondo. 

X.» puede, pues afirmarse con exactitud ouc la C&fifa- 
dnria General de la Xación. una vez conocida su existencia, 
'naya consentido los "déficits" producidos en la tesorería de la 
Dirección General de Arsenales ni cal>e, [xi r consiguiente, 
deducir que por virtud de ese supuesto consentimiento, qué 
jaulas Sfi otorgó, lia |>odido existir una prórroga tácita niel 
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plazo del pag» hecha por el acreedor, sin consentimiento del 
fiador, susceptible de extinguir la fianza, con sujeción al 
principio consagrado en el art. 2046 del Código Civil. 

Siendo ello así y no fundándole la acción deducida por 
la contraparte en ninguna de las otras cansas de exención de 
la fianza establecidas en el Cap. V, titulo X. sección tercera 
del libro segundo del Código Civil, claro está que la demanda 
promovida en autos residía absolutamente improcedente como 
lo demuestran las bien fundadas consideraciones aducidas por 
la representación legal del Gobierno de la Nación de & 12 y 
fs. 72, cuyos términos me jicrmito dar por reproducida ante 
V. E. "brevitaiis causa' 1 . 

Kn su mérito, corresponde y a V. E. pido se sirva resolver 
conforme a lo solicitado en el exordio. 

Horado R. Larrtto. 

SKNTKXCIA DU LA CÁMAKA FKUKKAI. 

Bucnot Alin, Díckmbre 87 út I3S1 

Y Vistos: 

Por sus fundamentos se confirma la sentencia apelada Je 
fojas 94, en cuanto declara que el Gobierno de la Nación debe 
devolver al general don Rafael M. Aguirre la suma recibida 
de veinte mil pesos moneda nacional con intereses- los que 
deberán alionarse desde la fecha de notificación de la deman- 
da, quedando asi modificado dicho fallo. 

Las costas de ambas instancias en el orden caucado. — 
Marcelino Escalada. — T. Arias. — J. P. Luna. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

B«en«i Aña, M*yo 7 4c l&M 

Vistos y Considerando: 

Oue el ex subtesorero ríe J a Dirección General de Ársfe 
nales de Guerra, don Fermín C. ^.tirgmondo, |y»r quieri se 
constituyó fiador el demandante en el presente juicio, fué con- 
denado a la pena establecida en el articulo 84 de la ley nacional 
número 49. como autor rcsposable del delito. allí ¿revisto, o 
sea, por haber aplicado a uso propio p ajeno cándales puesto* 
a su cargo como emplead» de la administración, sin daño ni 
entorpecimiento para el servicio publico. (Sentencia de foj : ,s 
i'>4 de los autos del juicio criminal ). 

Qué dado ese antecedente no es posible admitir en el 
presente juicio civil discusión sobre el carácter de depositario 
o administrador de los fondos de la respectiva Tesorería 
atribuido al subtesorero Mtirguiendo en el recordado fallo» 
desde que ello importaría [>oner en cuestión la existencia 
o calificación del delito, o lo que es lo mismo el hecho prin- 
cipal cuya perpetración ha dejado definitivamente establead;, 
la sentencia recaída en el proceso criminal y contrariar, por 
Jo tanto, el precepto «le orden público consignado en el articulo 
ijoj del Código Civil, 

Que 110 pudiéndose cuestionar en la especie sub Uto ti 
carácter de depositario o administrador de fondos del ex em- 
pleado Murgtliondo, es indiferente para los efectos de ta res- 
ponsabilidad del fiador que aquél los tuviera en su poder como 
subtesorero. como tesorero interino i> como tesorero titular, to- 
da vez que la obligación subsidiaria contraída por el fiador 
comprenda los perjuicios de cualquier clase que ocasionara al 
Fisco dicho empleado en el puesto que se le había confiado 
o en otero a que fuere ascendido. 
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One no es de aplicación en el sub tité el precepto del ar- 
ticulo 204Ó del Código Civil, según el cual "La prórroga del 
plazo del pago hecha p° r eI acreedor, sin consentimiento del 
fiador, extingue la fianza", pues esta disposición no contempla 
el caso de simple inacción o negligencia del acreedor, que se 
encuentra regido por normas particulares, sino el de una es- 
tipulación expresa <|ue modifique tos término-; de la conven- 
ción, hecho que no se ha invocado por ninguna de las partes 
durante el juicio (Machado sobre el articulo 204Ó). 

íjue tani|M>co puede considerarse regido el presente casi* 
por el artículo 2018 del Código citado (pie hace cesar la 
responsabilidad del fiador cuando el acreedor fuere omiso o 
negligente en la escusión de los bienes del deudor y entretanto 
éste cayera en insolvencia, pues entre otras razones, la obli- 
gación de cscutir sólo existe en los casos de fianza simple y 110 
comprende aquéllos que romo la del demandante* se otorgan 
por deudas a la hacienda nacional o provincial, según expre- 
samente lo dispone la ley (Código Civil artículos 2003 y 2013. 
inciso o.°). 

Que. sin embargo, los antecedentes qflfe suministra el 
informe de la Contaduría General de la Nación, testimoniado 
a fojas 25 y siguiente de estos autos, son suficientes para 
comprobar que la repartición a la que estaha confiado el con- 
tralor de la Tesorería de Arsenales 110 cumplió con la obliga- 
ción de efectuar los balances y arqueos como lo exige el ar- 
menio 12 de la ley nacional de contabilidad, número 428, pues. 
.1 pesar de disponer el mencionado articulo que las referidas 
operaciones se hagan todos los meses, en realidad se practi- 
caron mientras estuvo Murguiondo en el empleo, con inter- 
valos mucho mayores, resultando que en tos treinta y un meses 
,,ue duró su administración sólo se realizaron ocho balances 
y arqueos, dejándose transcurrir en algún caso hasta nueve 
meses entre una y otra operación. 

Qw. además, el mismo infoniit de la Contaduría General 
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establece que desde fl primer mes de ta gestión del subcontador 
.Murgiiiond», resultaron faltas de dinero, que muy pequeñas 
en un principio, fueron aumentando incesantemente de impor- 
tancia hasta culminar en septiembre ríe 1915. Así, en septiem- 
bre fie 1914 la falta fué de trescientos sesenta y tres pesos 
con cuarenta y tres centavos; en enero de mil" novecientos 
quince, de mil noventa y dos j>csos cotí noventa centavos; en 
junio de ese mismo año. de mil jjesos ; en agosto siguiente, de 
si'is mil cuatrocientos cincuenta y dos pesos con cincuenta y 
cuatro centavos; y en septiembre anteriormente mencionado, 
de veintiséis mil ]>eso*. siendo la del mes siguiente de mil cua- 
t rodemos noventa y cuatro pesos. 

Que estos ¡techos demuestran con sobrada evidencia que 
la malversación no ha podido realizarse en su casi totalidad 
sino merced a las -deficiencias del contralor que se ejercía en 
la terrería a cargo de Murguiondo, si es que se ignoraban las 
fallas (pie se iban produciendo, o por razón de una complacen- 
cia i ncompre risible respecto del empleado culpable si es que 
rales falla- eran conocidas y se toleraba la continuación del 
malversador a! frente de la tesorería. Tanto en uno como en 
otro supuesto la solución tiene que ser adversa al reconoci- 
miento del derecho de la Administración pira reclamar del 
fiador ríe Murguiondo la reparación del perjuicio irrogado por 
el empleado infiel, toda ver que es de presumir que dicho 
fiador consintió en contraer la obligación accesoria v eventual 
■le que se trata confiado a su vez en que se cuiiij.lirían estric- 
tamente las exigencias de la ley de contabilidad en cuanto "a 
balances y arqueos mensuales y 110 se silenciarían las faltas de 
dinero que fueran apareciendo en las raras operaciones de 
contralor de que fué objeto la tesorería de Arsenales, ni se 
mantendría en un empleo de tan delicada responsabilidad a 
una persona que se revelaba tan poco calificada para el ma- 
nejo dé «lineros públicos. J„, cl ,lpa de la Administración 
resulta en el presente caso de toda evidencia, nu siendo por 
consiguiente admisible que en tales condiciones pueda aceto- 
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narsc contra el fiador sin haber» cumplido por el acreedor 
obligaciones virtualmentc comprendidas en el contrato de fian- 
za ya que, por otra parte, ello importaría consagrar el derecho 
tic hacer recaer sobre un tercero las consecuencia? de ta culpa 
->ropía. (Doctrina de lo? artículos mi, 1198, 1201 y 2018 del 
Código Civil). 

I'or ello y por los fundamentos concordante de! fallo 
aj-clado se lo confirma en todas sus parte*. Notifique» y 
ik'vuclvanse, reponiéndose el pajwl que corresponda en el 
Í'i:.gado de origen. 

A. Bkkmejo. — Nicanor G. b£fc 
Solar. — Ramón Méndez. 
— RonERTO Répetto. 



Don I 'icente Maeiocei. sumarh instruido en SU contra-, por 
mfrücción a la ley de juegos prohibidos de la Proviucia 
de Buenos Aires 

Sumario: Kl Congreso, al sancionar el Código Civil, ha reco- 
nocido a las provincias el derecho de reglamentar el juego 
en forma de leyes, ordenanzas o reglamentos de Policía, 
y esa reglamentación implica, necesariamente, la facultad 
de .reprimir las infracciones de aquéllas ; y las ]»enas de 
arresto y multa, impuestas en el caso, por aplicación de 
la ley de la Provincia de Buenos Aires, sobre juegos, de 
2 de noviembre de iyi6. no son contraria 1 - al Código 
Penal, dado que no hay en éste disposición alguna que 
prohiba a las provincias emplearlas en el castigo de las 
infracciones de su competencia. Por lo tanto, no es viola- 
tona del articulo 67, inciso 11 de la Constitución Nacio- 
nal, una sentencia de una Cámara de Apelación tle la Pro- 
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vincia ilc (menos Aires, que al establecer esa condena, 
rechazó la defensa de prescripción de la acción ¡«nal 
opuesta por el procesado, invocando los incisos a," y l>.° 
■ leí articulo dz del Código 1'enal. 

Caso: I„o explican las piezas siguiente-:: 



sKNTKNtrA oefc juez mu crimen 
Vimos ; 

I,a présenle causa seguida contra Vicente Macetocci, ita- 
liano, de 2t> años de edad, soltero, comerciante, y Juan ÍVtari- 
ilpni, de 31 años ríe edad, ambos i>or infracción a la ley |e 
¡negus de esta ciudad, de la rpte resulta : 

1 'rimero; (Jue el uj de octubre del año pptlo.. se* allanó el 
local de la calle 4 número 40», encontrándose en -ti interior 
pápele* de anotaciones de quinielas y redoblonas, 

Segundo: (Jm- el ministerio público estima probado c! 
hecho que califica <le infracción a la ley dé juegos y que son 
amores Müciocd y Marinoni, para quienes pide la pena di- 
cinco meses y pineé, días de arresto. 

Tercero: (Jue el defensor solicita la absolución por 110 
estar prohada la acusación, 

* 

Y Considerando: 

1." yue está legalmente probada la infracción a la ley de 
juegos, según resulta del parte de fs, 1. ratificado a fs. 1 vta., 
del acta de fs. 3. de tus testimonios de fs, 6, 7 y 8 y de las anota- 
ciones de fas 15 a 53, que según diligencia dé fs. 79 vta. perte- 
necen a anotaciones de jugadas de uu inicias j An, _\u>, 250, 
353, ilel Código de Procedimientos), 



2." Que es autor el acusad" Vicente Maeiocci, no obstante 
mi negativa de fs. 5 y 5" = fe 3»? *W a notaciones de su co- 
mercio, las reconoce como Suyai sin embargo, según pericia 
de fs. 66. ninguna de ellas han sido escrita i*»r el acusado, Jo 
que demuestra to incierto de su afirmación < Art. 252 del Có- 
digo de Procedimientos > ; reconoce las anotaciones de redo- 
Monas, (>ero 110 explica en forma satisfactoria y verosinül cómo 
<e encontraban en su negocio: la circunstancia de que en su 
negocio se recibían jugadas de quinielas y redoblonas, según 
,»arte de fs. 1, testimonio de fs. f». 7 f « (artículo 255 y 256 
del Código de Procedimientos y 45 del Renal I . 

,V Que el hecho déte calificarse de infracción a la- ley de 
juegos de azar del 2 de noviembre de íojíf (Aris. 2 y 4>- 

4." Que no concurren eximentes í.\rt. .14 <M Código 
Penal), * \ 

5» Que con respecto a Juan Marinoni- sólo cxUc la 
circunstancia de haberse encontrado en el negocio en el mo- 
mento del allanamiento v habérsele secuestrado una anotación 
de redoblona, que según jn-ricia de fs. no es escrita por el 
acusado (Art. 252 del Código de Procedimientos). Que siendo 
asi corresponde declarar que no se ha probado la acusación con 
respecto a Marinoni, desde que no existen presunciones graves 
v directas y corresponde en consecuencia absolverlo ( Art. 255 
256 y 266 del Código de Procedimientos) . 

Por estas consideraciones fallo condenando a Juan Ma- 
cioeci a ta pena de cuatro meses de arresto, con costas, por 
infracción a la ley de juegos y redimible en dinero (Art. 10 de 
la ley de juegos), y absuelvo de culpa y cargo a Juan Marinoni 
por la misma causa. Notifiquese. copíese y consentida que sea, 
cúmplase y archívese. 

Dada, fechada y firmada en la ciudad de U Plata a vein- 
tinueve dias del mes de mayo de mil novecientos veintidós. — 
E»t¡Vw O, Machado. — Ante mi : ¡(jnado J. lísniaJcom. 
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SÉXtEXCÍA DE CAMARA 3.* pE APELACIONES 

U ÍUIl, M*yo S de im 

Auto; y Vistos, Considerando : 

1.' Que está probado que el din 19 del mes (te octubre de 
1931 al allanarse el local, sitn en fa calle 4 núm. 440, propiedad 
de Vicente Maciocct. fueron secuestrados los papeles que co- 
rren agregados ríe h. 15 a 53 Inclusive, los que de acuerdo con 
Jó que resulta de las piezas sumariales de ís. i. vta., 62, 7. 8 
8 vta. y 79, deben considerarse como infracción a lo que dispo- 
nen los arts. 2 y 4 de la ley de Ta Provincia de dos de noviem- 
bre ile lyifi (fs, 3 vta. y demás citadas y arts. 249 y 253 del 
Código de Procedimientos). 

tjue debe considerarse al procesado Alacioeci autor del 
hecho a que se refiere el considerando anterior, pues a la cir- 
cunstancia de ser el el propietario del negocio- se une también 
su explicación inadmisible tic cómo las redoblonas se eneontra- 
baii en mi domicilio, como también la falsedad en que incurre 
al sostener que las jugadas de quinielas son anotaciones de su 
onurcio i tojas citadas, arl. 52ÍÍ def Código de Procedimien- 
tos). 

3 " yue la mcoiisiitucionalidad alegada ]n>r la defensa debe 
reeharzar-e desde que como lo tiene declarado el tribunal en 
numerosas causas, la aplicación ríe la ley de 2 de noviembre de 
1916, no importa en modo alguno la violación de ninguna dis- 
posición de la Constitución Nacional y de la de la Provincia. 

4/ Que la legislación sobre faltas está reservada a las k- 
¿slaturas provinciales, sin que las disposiciones del Código 
Penal, pueilen servir para resolver las cuestiones que con aque- 
lla legi dación tengan alguna relación, en tanto las legislaturas 
provinciales no L> establezcan expresa mente i Art. 107 v 108 
tte la Constitución de la Xación ). 
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U omisión en que se ha incurrido al sanciona* la ley de 
juegos prohibidos, de no csUihtceer tierna para la prescripción 
üe la acción, sólo puede ser -uhsauada por una ley de la Pro- 
vincia, sin que le sea dado al juez resolver de acuerdo cu ta 
deposiciones del Código Penal, desde m 1*™ t "° «recena 
de la autoridad necesaria, dada la naturaleza del hecho que 
motiva la formación del proceso. 

En consecuencia de lo expue-to, teniendo en cuenta la 
naturaleza de la falta cometida y la circunstancia de que la pena 
debe graduarse según prudente arbitrio judicial, se declara que 
mi son de aplicación al caso las disposiciones del Código Penal, 
v se confirma con costas la sentencia recurrida tArt. 67, Có- 
digo de Procedimientos). IX' vuélvanse. — Eugéitio li. Ahina. 
— J. P. Pcllctjrhú. — Ante mi ! Firma ilegible. 



nismi-xci.v 

La Plata, Miya ti de 1*23 

Autos y Visto?: Considerando: 

Ouc como lo tiene resuelto este tribunal con la integración 
del suscripto, v en algunos casos con su disidencia, es apbcal.ie 
como en el que motiva el sub file, la disposición sobre prescrip- 
ción que contiene el nuevo Código Penal en su art. 6» me. 2 " 
y P- por lo «pie. dando por reproducidos esos fun-la.nt.nios de 
«rilen legal v doctrinario, y habiendo transcurrid., mas de un 
año desde la fecha en que se inició este juicio, se declara pres- 
criba la acción penal. DeviK-Ktu.se. (Causas num, ijw > 
litrdíí) _ Méftor mmm. - Ante mi; Firma ilegible. 
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DICTA*! KX Di-L SKÑo K IKoctkaDoR GENKRAL 

Bueno* Aire*. Octubre U 4c 1(12» 

Suprema Corte ; 

Kl defensor de Vicente MacUwci. procesad. > por in trac- 
Útm a la lev de juegos prohibido* en la Provincia de Buenos 
Aires, de fecha de noviembre de 1916, interpone el recurso (le 
.•ijH'laeioti que autoriza, el art. 14. inc. 2." <k la ley 48 y art. i».- 
h ít "- v f nt " 11 ' 40S5. contra la sentencia dictada por la Kxcma, 
Cámara Tercera de Apelaciones de esa provincia, ante la cual 
opuso la prescripción de la acción penal seguida contra su de- 
tendido, invocando los iues. y u del art. 02 del Código Penal. 
) arts. 31 y uj t inc. u de la Constitución, defensa qtíe fué 
rechazada a fs. 95. 

m único motivo en que se funda el recurso deducido v 
concedido 1 E*. y 98 I es por considerar el recurrente que al 
dar el fallo validez a vina ley provincia] y reconocer a las pro- 
vincias la facultad de modificar, en materia de faltas las reglas 
dictadas por el Congre-o sobre prescripción en materia penal, 
es vtotútorio del art. 07. me. 11 de la Constitución Nacional y 
-le la doctrina que lo informa. 

Hl Congreso Nacional al sancionar el Código Civil, ha de- 
jado expresamente a salvo a las provincias el derecho de regía- 
me iu a r el juego por medio de leyes- ordenanzas municipales o 
reglamentos de policía, como V. K. lo tiene consagrado en sus 
fálIOS, entre otro>. en el que ge registra ett et Ionio 10 1. pági- 
na 136; estantío por tú tanto facultada» para sancionar, dentro 
de la forma establecida, las medidas que el orden público acon- 
-eja. 

1.a omisión que se nota en la ley provincial sobre juegos 
prohibidos de que se trata, en la referente a la preseri|>etón 
tfe ta acción penal o el- derecho ¡de reprimir las faltas, sólo 
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puede ser subsanada por la misma Legislatura que la dictó, 
sin que el hecho de rio aplicarse al caso las dis|HJSÍcione> del 
Código l'cnat íi^ortc una violado» a la cláusula constitucional 
cruda por el reclínente. 

IW lo expuesto pido a Y. E. se sirva con firmar él fallo 
apelado en la parte que ha podido ser materia del recurso. 

If orado R. Lurreta, 



KALI.O DE T.A CORTE SUPREMA 

Bueno» Aire*. Miyo u dr 172* 

V Vistos : 

I 'ara conocer del recurrí extraordinario de apeláelóii itl- 
icrpuesio para ante esta Curte contra la sentencia de fojas p, 
pronunciada por I» Cámara Tercera de Ablaciones «le la Pro- 
vincia de tíñenos Aires y concedido a fojas 98 de los presentes 
amos en la causa seguida contra Vicente Macioeci por infrac- 
ción a la ley de juegos prohibidos. 



Y Con-iderandu : 

One según resulta de autos el referido recur*. ría sido de- 
ducido por el defensor del procesado por considerar que al dar- 
se validez a una ley provincial y reconocir a las provincias la 
facultad de modificar en materia de faltas las reglas dictadas 
por el Congreso sobre prescripción en materia penal, es vioiá- 
loria del articulo ÍÍ7. inciso u de la Constitución y de la doctri- 
na que lo informa. 

Oue esta Corte tiene declarado en repetidos fallos pronun- 
ciada con motivo del recurso deducido en causas análogas a 
h presente, que el Congreso Nacional al sancionar el Código 
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Civil ha reconocido a la- provincias el derecho de reglamentar 
el juego m forma de leyes, ordenanzas municipales o rcgla- 
mentos de policía. Fallos tomos ioi f página 12b; 119, páginas 
360 y 4.\o y últimamente en la pronunciada c0 n fecha 25 du 
fehren. el corriente año. en la cálida Mgmda contra Xilo Pa- 
lópoli, st e infracción a la ley de ju<gov prohibidos. 

Oiu* en los citados fallos se ha dejado establecido también 
oni- la ley de la Provincia de Buenos Aires sobre juegos prohi- 
bidos. 110 versa sobre puntos ajenos a la legislatura local y rjue 
las pena ^ de arresto y multas impuestas por ellas no son con- 
trarias al CYwügo Penal, por cuanto no hay en éste disposición 
¡dgÚWa que prohiba a las provincias emplearlas en el castigo de 
' - infracciones de su competencia. 

Quí siendo ello asi no e» posible desconocer a los estados 
particulares de la Nación la facultad de legislar sobre todo lo 
relacionado con dichas penalidades y. ]K>r lo tanto, el ejercicio 
y extinción de las res| activas acciones. 

I'or ello y de conformidad coii lo expuesto y pedido por 
el señor Procurador General se confirma la sentencia apelada 
ni la (Kirie que lia podido ser materia del recurso. Xoti finiese 
o *n el Original y devuélvanse, 

A, Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — J, Ficueroa Al- 
corta, — Ramóx MéStüz. 
— Roberto Repetto. 
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Provincia de San Luis contra la Compañía At/rícota Hipoteca- 
ria Argentina y contra Dan Joaquín Bausa, sobre 
reh indicación. 

Sumario : i". Kl fuero sólo se dá o se niega a los que -«¡«n (tar- 
je tu el juicio. jK>r lo que, cualquiera c¡ue fuere el interés 
i|iie iludiera tener el mandatario de la provincia en los 
resultados de !a litis, procede en el caso la jurisdicción 
originaria de la Corle Suprema, dado «pie la acción fué 
promovida directamente por ta provincia. 

2. a No Uisla ser propietario de un bien miz en una pro- 
vinca para ser considerado vecino de tila a los efectos 
del fuero; por lo lauto, la incompetencia de la Corte Su 
prema. en el caso, no puede derivar de la circunstancia de 
tener bienes los demandados en la provincia actora. 

3°. 1.a procedencia o improcedencia de la acción rei- 
vindicatoría es un punió que afecta al fondo de la litis y 
lia jo este aspecto no puede resoWcrse como previa y ;. 
los efectos de determinar si el mandatario de la provin- 
cia tiene o no personería bastante páiSa entablar una de- 
manda por reivindicación, en virtud de un poder otor- 
gado para esclarecer derechos, pero en el que se le fa- 
culta "para que baga las gestiones y peticiones del caso, 
entable y conteste demandas, interponga, desiste y re- 
nuncie todo recurso legal", (FA mandatario pudo con- 
siderar del caso que ta acción que eorres|>ondía era la rei- 
vindicatoría). 

4". Iaía ventas irrf corpas con la superficie comprendida 
dentro de sus limites (de la cosa vendida), están expre- 
samentc autorizadas jnir la ley. (Articulo 1344. iltetso 
]".. Código Civil). 

5°. Si bien las provincias tienen el domini.i de las tie- 
rras que estando situadas dentro de sus límites territorio- 
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les, carecen de otro dueño, no Ib tiene» fie los excedentes 
• jtte por errores (Je mensuras ha van podido quedar apa- 
ren! emente fuera de un titulo de compra-venta entre pos- 
t ¡ciliares. Tales fmeeiúhea no careeen de dueño, dentro 
del concepto de articulo ¿¿42. inciso i'\ ; y dentro de la 
economía de la ley, las demasías o faltas de continencia 
en ía compra-venlu fie inmuebles, son cuestiones a dilu- 
cidarse entre comprador y vendedor f Articulo 1,145. Có- 
digo Civil > y se prescrihen en la furnia y términos esta- 
llidos [»or la ley. (Artículo 40^3 del mismo Código). 

f>". Resultando cpie el título de propiedad creado a fa- 
vor del antecesor de los demandados i>or la respetiva cs- 
crtiura de compra-venta hééha u ad iw/>if.<, con la superfi- 
cie emprendida dentro de sus limites", es aplicable a 
Mo el inmueble vendido; dentro de los limites señalados 
en dicha escritura, y no habiendo demostrado. [M.r citr;i 
pane, la acto ra, *|ue los demandados jjoseen tierras situa- 
da-, fuera de los limites n signa tíos al inmueble de referen- 
cia, no pr..cede la reivindicación de las unidades de su- 
perficie M ne por error excedan a las consignadas en d¡- 
chus Minias de compra-venta, jxto míe p,,r la forma de 
h% quedan co:i>prendidfK dentro ib- los derechos trans- 
mitidos i>or ésos títulos, 

(*.M7<: l.o explica el siguiente: 
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v i,. , Bucut Airtt, Maya U de m* 

\ \ latos : 

I. os seguidos por la provincia ele San Luis contra la Com- 
pañía Agrícola riipoteearta Argentina y contra don Joaquín 
(¡asN'i, sohre reivindicación, de los .pie resulta: 
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tjue a fojas 5 y con los documentos precedentemente agre- 
gados, el representante de la provincia, reivindica un subían- 
te de terreno fiscal de novecientos sesenta y ocho hectáreas, 
cuarenta y ocho artas, sesenta y ocho cent ¡áreas, que manifies- 
ta están situadas en el campo F.I Guanaco, cuya ubicación y 
linderos se señalan en el croquis corriente a fojas 4. 

tj ue según 1» exorne la provincia adora, los derechos de 
Jos demandados al campo aludido tiene su origen cu la ex- 
tinguida sociedad Ardiles. Orellano y Mcudnza. en cuya li- 
quidación se les al ri huyó una süpfcttfieife de tres mil seiseten- 
las setenta y ocho hectáreas, cinco mil cuatrocientos quince 
metros cuadrados mientras que actualmente ese campo consta 
de cuatro mil seiscientas cuarenta y siete hectáreas, dos áreas 
y ochenta y tres centiárcas con el sobrante cuya superficie se 
ha indicado precedentemente. 

Que |mh- escritura otorgada en la ciudad de Mercedes, 
provincia de San Luis, en diciembre 30 de ujpi: por ante el 
escribano Alfonso Alvarcz. el inmueble de refrrencia fue ven- 
dido |Mir don Mederico I„afont a don Carlos Delahalle. ex- 
presándose en tal escritura, que entre la superficie que le da- 
ba el título y la superficie real, existía un error de cálculo 
pues si bien en la hijuela figuralia con tres mil seiscientas se- 
tenta y ocho hectáreas, cincuenta y cuatro área», quince cen- 
tiáreas. la propiedad tenia en verdad cuatro mil doscientas 
hectáreas. 

Que íá misma escritura hace constar que el campo ci- 
táis Miirtjés^AM al Señor Ufonl. por herencia de su Mfytfft. 
doña Mercedes .Carreras, quien U> feftlíO por herencia de -11 
primer esposo don Mauricio Orellano, a quien le fué adju- 
dicado en la división de la sociedad Ardiles. Orellano y Men- 
doza; 

thie prosiguiendo la relación de antecedentes .leí titulo, 
la pane adora expresa qííé los señores Mauricio ( (rellano y 
Torihio Mendoza, compraron el campo a don I.iborio Escude- 
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ro y flOfift Juana Ksciulero de Suarez en noviembre n dé 
iMKo y posteriormente a don Olegario Sosa en diciembre i". 
de 1882. haciéndose constar en la escritura de don Mederícu 
Lafont a favor de don Carlos líelalialle que con arreglo a la 
respectiva hijuela, el ampo tiene los siguientes limites: [mr 
e] costado liste, una linea que partiendo del rio V hacia el 
Norte sigue hasta la via del Ferrocarril al Pacífico v lime 
cuatro mil trescientos setenta y siete metros de longitud; des- 
de este punto al Sud l^te ]>or el tostado de la via, mil tres- 
cientos metros hasta la esquina Sud Kste del lote número dos 
del ¡llano del establecimiento San Antonio; desde este punto 
al \orte j>or el cerco alambrado actual seis mil setecientos no- 
venta y ocho metms hasta el limite con don Victorino Luee- 
r<i; <¡e aum* al t leste cinco mil ciento noventa y seis metros has- 
ta el extremo Oeste de esa linea ; de allí a] Sud siete mil vein- 
te metros hasta el río V y de allí por la margen del rio citado 
liasta el punto de partida. 

<Jtie el campo linda al Norte con don Victorino Lucent, al 
K>te con la otra fracción adjudicada a don Antonio Ardiles, 
a] Sur con el rio V y al Oeste con los señores Minvielle Mér- 
manos y Victorino Lucero, y encierra una superficie total de 
tres mil seiscientas setenta y oeho hectáreas y étnico mil cua- 
tro cientos quince metros cuadrados. 

One el error de Calculo invopajíO [*>■■ Lafont. solo ha po- 
dido hacerse valer de mala fe. por cuanto la hijuela de su 
esposa atribuía a! {tintino una superficie menor que la <|ue él 
pretendió enajenar, a lo que se agrega que tampoco las dimen- 
siones i*r¡metraies coinciden, pues la linea C: l>. del croquis 
■l ( fojas 4. tiene según mensura judicial aprobada, seis mil 
ochocientas cuarenta y cinco metros, mientras que en la hi- 
juela de la señora Mercedes Carreras de Lafont se le atri- 
bule seis mil setecientos noventa y ocho metros, de donde el 
actor deduce que se lia extendido cuarenta v siete metros 
por ese costado, fuera de su titulo. 
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Que la linea E. R. del citado croquis debía tener siete mil 
veinte metros según la referida hijuela, y en cambio tiene 
ik:1m» mil cincuenta y ficho metros, enn una diferencia en Rías 
de mil treinta y ocho metros, de donde infiere el (telo* É|tte 
el señor Lafont al vender una superficie mayor ha debido al- 
terar maliciosamente las dimensiones de las lineas y la super- 
ficie del inmueble, pretendiendo apoderarle i legit ¡mámente de 
novecientas sesenta y ocluí hectáreas, cuarenta y ocho áreas, 
sesenta y ocho centiáreas que nunca lian salido del dominio 
público ilel listado <le San Luis y fpie éste tiene derecho :* 
reclamar como dueño de fas tierras haldias existentes dentro 
de su territorio. 

Que el campo de referencia fué postjBripmienté véndido 
por don Carlos Delalialle en agosto r", de » los señore* 

Gustavo André y francisco Muldenkamp. y se hizo constar en 
la escritura respectiva que ese campo tiene una IcgiM de fren- 
te al rio V por sesenta cuadras dé fondo hacia el Norte. Co- 
mo antecedente del dominio se citó la partición efectuada al 
liquidarse la sociedad Ardiles, Orel laño y Mendoza. 

Que los compradores citados, se hicieron cargo de los tí- 
tulos originarios de la propiedad, en los que constaba que esta 
solamente tenía tres mil seiscientos setenta y OCllO hectáreas, 
cincuenta y cuatro áreas, quince centiáreas de superficie, no 
obstante lo cual pretendieron adquirir una cantidad mayor de 
tierra, ipte la fijada cu el titulo de adquisición. Con todo, la 
superficie vendida a André y Muldenkamp, sólo alcanzaba a 
cuatro mil doscientas hectáreas, pero éstos al vender esas 
cuatro mil doscientas hectáreas a la Compañía Agrícola Ar- 
gentina, en julio 4 de Ujo6. manifestaron que según mensura 
el Campo lenta cuatro mil trescientas veintitrés hectáreas, 
ochenta y tres áreas, sesenta centiáreas y setenta y tres decí- 
metros cuadrados. 

(Jue la coni| tañía aludida "bró de nuda fe al pretender 
comprar la su|K-rfieie expresada precedentemente, pues de lo< 
antecedentes del titulo que le fueron trasmitidos, resultaba que 
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el inmueble tenia tina superficie menor. V también obraron 
de mala fe los adquirentes posteriores, señores José Alonso 
tic Armiño y Joaquín Hassa ]Kir idénticas razones, pues al ex- 
tendérseles la escritura en junio ■<> de iyio recibieron los an- 
teeedentes diel título con las constancias a míe se ha hecho re- 
fereneia, de donde infiere la parte adora que no pueden pre- 
tender haber adquirido el exceso de novecientas sesenta y ocho 
hectáreas, cuarenta y ocho áreas, sesenta y ocho cent ¡áreas. 

One el excedente que motiva esta titis; ha sido compro- 
bado pi>r la mensura <lel agrimensor Oscar Juíin con motivo de la 
denuncia cíe un sobrante inmutada |Kir el señor Ricardo C. Ro- 
dríguez, operación de mensura que ha sido favorablemente in- 
firmada ]x»r el Departamento Topo^fico de la provincia. 

QujE en junio 13 de H;i 1. U»s señores liassa y Armiño divi- 
dieron mi condominio y el segundo vendió la fracción cpie le 
correspondiera a la Compañía Agrícola 1 tipo tetaría Argentina en 
octubr$ 5 de 1915. 

Oiu- los poseed- ins actuales del inmueble de referencia no 
tienen derecho a retener sino la superficie del cáinim que les dan 
su- t ¡tullís, y en consecuencia el excedente de novecientas se- 
M-nta y ocho hectáreas, cuarenta y Odio áreas, sesenta y ocho 
centiáreas debe *er entregado a la provincia de San I.nis a quien 
corresponde el dominio de todas l;t* tierras sin dueño existentes 
dentro de su territorio; con mis frutos desde la fecha de la 
mensura del agrimensor Rodríguez efectuada én el año r t 
ías cusías del juicii> en caso tic oposición. 

Qttc la acción reí vindicatoria puede ser ejercida por el con- 
domino según lo dispoiié él articulo 27&Í del Código Civil, en 
cuanto establece que son reivindicables las parles ideales de los 
inmuebles o muebles por cada uno de tos condomino*, contra 
cada uno de los poseedores, y en tal virtud pide se condene a los 
demandados a reconocer ni el campo deslindado el derecho de 
condominio que corres] (mide a la provincia de San íaiis, sobro 
la indicada superficie de novecientas sesenta y ocho hectáreas, 
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cuarenta y neto ureas, sesenta y «clip cenliáreas con los fruto? 
percibido? o dejados de percibir, con costas. 

One conferido traslado de la demanda a la Compañi a Aurí- 
cula Hipotecaria Argentina y a don Joaquín Bassa. la primera 
citó de evicción a los señores Gustavo André y Francisco Muh- 
íen¿mp (fojas 2(>) : el señor Bassa citó de avicción a la Com- 
pañía Agrícola Hipotecaria Argentina, y contestó la demanda, 
exponiendo : 

IJue sin baccr articulo de previo y especial pronunciamiento 
opone la excepción de falta de ]HTS<mería en el demandante 6 su 
apoderado, ptteS el señor Ricardo C. Rodríguez tiene facultad 
para esclarecer los derecbos del Gobierno de San Luis sobre el 
terreno denunciado como fiscal en el lugar denominado Kl Gua- 
naco pero no para promover demanda ppr reconocimiento del 
derecho cíe coiiduminm sobre la fracción que motiva este litigio, 
con los frutos percibidos o dejados de percibir, además de que 
el señor Rodríguez al presentarse como mandatario no ha acre- 
ditado estar inscripto en la matricula de procuradores. La re- 
presentación en juicio fie la provincia de S;in Luis, corresponde 
a mi funcionario especial designado con arreglo a las institucio- 
nes locales, y la compensación que la ley concede a ]0s denun- 
ciantes de terreno que se conceptúan fiscales, no tienen la vir- 
tud de investir a éstos de la representación de la provincia. 

One aún cuando ñQ jó hace en ¿orma de articulo previo, opo- 
ne también la excepción de defecio legal en el modo de proponer 
la demanda, pues si bien se promueve acción reivindicatoría, en 
el petitorio se pide que se declare el derecho de condominio que 
la provincia cree tener en el cami«> en litigio. Jht ia superficie 
que consigna la demanda. 

One deduciéndose la demanda contra persona que poseen 
dos fracciones independientes, no se determina en cuál de ellas 
es encuentra la superficie que se pretende fiscal, o cuando me- 
nos, cuál es la proptorctón en que el pretendido terreno fiscal in- 
tegra las dos fracciones sobre que versa el juicio reivindicatorío. 



274 



I 

FALLOS DE UA CORTE SUPREMA 



Ello es tanto mis grave cuanto que en el campo denominado 
El Guanaco, hay, además (le su propiedad y la de la Compañía 
Hipotecaria, diversos propietarios y poseedores a quienes el 
demandado y la compañía aludida Han vendido fracciones de 
campo, y que a estar a la tesis de la actora seria también con- 
dominos de éstos. 

Que además, y en las condiciones expuestas antes, opone 
también la excepción de incompetencia de jurisdicción, pues las 
facultades ele simple esclarecimiento acordadas al señor Rodrí- 
guez no significan el interés directo y exclusivo de la provin- 
cia en el caso, mientras ésta no lo declare expresamente. 

Que si no fuesen admisibles las excepciones de que se lia 
hecho mérito, la demanda sería improcedente, porque él compró 
el campo con una superficie de más o menos cuatro mil dos- 
cientas hectáreas según los títulos, y de cuatro mil trescientas 
veintitrés hccf creas, ochenta y tres áreas, sesenta centiáreas y 
setenta y tres decímetros cuadrados según la mensura que se 
relacionará. Compré la finca con limites bien definidos; y de la 
extensión comprendida entre esos limites la Compañía Hipote- 
caria y sus causa-habientes enajenaron varias fracciones a los 
actuales poldadores de la colonia El Guanaco cuya nómina com- 
pleta resultará del certificado del Registro de la Propiedad ríe 
San Luis que traerá oportunamente a los autos. 

Que al dividir su condominio con don Juan Alonso de Ar- 
miño, pues ambos habían comprado el campo a la Compañía 
Agrícola Argentina, se adjudicó al exponente el Inte O. fracción 
Norte del establecimiento, compuesto de dos mil trescientas die- 
cisiete hectáreas, veinticuatro áreas, noventa y ocho centiáreas 
y setenta y tres decímetros cuadrados, dentro de cuyos liirites 
niega exista fracción alguna de terreno fiscal. 

Que según los antecédeme-; del título, en mayo 3 de 1844. 
por documento archivado en la oficina conservadora de San 
Luis, doña Felipa Quiroga vendió a don Agustín Escudero un 
campo con una legua de frente al rin V por sesenta cuadras de 
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fondo al Norte; en abril 6 de 1872 <1on Cayetano Escuden» ven- 
dió sus derechos hereditarios a su hemiaria doña Juana Escu- 
dero de Suárez. y por las trasmisiones sucesivas que índica, 
el campo pasó a ser propiedad del exjxmcnte y de don Juan 
Alonso de Armiño por escritura otorgada c junio ifi «le iojc 
en la f|ue se atribuye a ia finca cuestionada cuatro mil doscien- 
tas sesenta v seis hectáreas, veintiún áreas, setenta y dos cen- 
tiáreas y setenta y dos decímetros cuadrados, por todo lo cual 
pide el rechazo de la demanda, con costas y como se ha expuesto, 
cita de evicción a la Compañía Agrícola Hipotecaria Argentina. 

Que la compañía de referencia hace extensiva la citación de 
evicción por la fracción del señor Bassa a los señores And re y 
Muhlenkamp, \¡ero declina toda res|mnsahilidad en caso de que 
al dictarse sentencia se tomen en consideración afirmaciones o 
argumentos formulados i*ir el señor Bassa al contestar la deman- 
da sin consultar a la compañía ( fojas 41 1 ; y citado el señor 
Muhlenkamp, pide que la citación se haga extensiva al señor 
Oustavo André, con quien compró el campo y cita de evicción, 
a su vez, al señor Carlos Delabalie ( fojas 45^ . El señor André 
por la parte que adquirió de este último, lo cita igualmente de 
evicción a don Mederíco Lafont y deja constancia de que los 
efectos de la garantía que le ha sido requerida sólo alcanzan a 
los derechos de la Compañía Agrícola Hq>otccaria Argentina 
como titular de la fracción de estancia que i>osce, pues en lo que 
atañe a la fracción de don Joaquín Rassa, los efectos de la evic- 
ción no proceden por que éste lo ha citado después de contes- 
tar la demanda, lo que importa a su juicio, que la citación se 
ha hecho fuera de término t fojas 85^. 

Que a fojas 98 don Mederico Lafont contesta el traslaílo de 
la demanda ; cita de evicción a los señores Liborio Escudero y 
Juana Escudero de Suárez, declina la jurisdicción de esta Corte 
y opone además la excepción de prescripción, de la que se da 
traslado al actor (fojas 102), y con ta contestación de éste (fo- 
jas 104), se recibe la causa a prueba ( fojas 105 vuelta), las par- 
les producen la que expresa el certificado de fojas 439. se presen- 
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tan tos alegatos de fojas 557, 564. y 577. y con el dictamen tic- 
r ojas 5Sf> se llama autos para definitiva (fojas 5871. 

Y Considerando: 

Que habiéndose sustenido que esta Corte es incompetente 
en el caso, procede observar que esa incompetencia se deduce de 
que el verdadero interesado f" el juicio, es el apoderado de la 
provincia de San Luis, como denunciante, y no la provincia, sin 
que baste el hecho de que éste aparezca como parte aclara, a les 
efectos de la jurisdicción (fojas 29 vuelta), 

Que también se alega que la demanda, no se dirige contra 
vecinos de otra provincia, pues la naturaleza misma de la acción 
que se promueve, dirigida contra jiersonas que tienen bienes 
inmuebles en la provincia y están en la posesión de esos bienes, 
demuestra en concepto de los demandados, que se trata de mi 
litigio entre la provincia de San Luis y vecinos de la misma, a 
ventilara -Mitc la jurisdicción local ( fojas 98}, 

C>» cualquiera que fuere et interés que pudiera tener el 
mandatario d*» ia provincia en los resultados de esta litis basta 
considerar que la acción ha sido promovida por la provincia de 
San Luis directamente y el fneru sólo se da o se niega a ins que 
son |iartc en el juicio (Fallos, tomo l¿8. página 381, conside- 
rando cuarto, página 389} . 

Que (>or lo que hace a la incompetencia por razón del do- 
micilio, derivado de la circunstancia de tener bienes los deman- 
dados en la provincia ríe San Luis esta Corte Suprema ha de- 
clarado en casos análogos que no líasta ser propietario de un 
bien raíz en una provincia ¡«ira ser considerado vecino de ella 
a los efectos del fuero (Fallos, tomo 1 18, página ¿30; torteo JJO. 
página rf*C> estre otros) y por tanto la incompetencia de esta 
Corte para entender en el sub lite no puede derivar de las cir- 
cunstancias expresadas y atento además lo expuesto en el dic- 
tamen de fojas 586, asi se declara. 
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Que ello establecido corres|>ondc examinar la excepción <l<! 
falta de personería opuesta también por los demandados, núes 
si tal excepción fuese procedente, carecería ilc objeto cualquier 
decisión que se dictara acerca de los demás punios de la litis, 
porque faltaría la demanda misma es ratón de la inhabilidad del 
mandato para deducirla. 

Que la excepción de referencia la fundan los demandados 
en míe el poder de fojas i no autoriza a deducir la acción reivin- 
dicatoria. pues lia sido otorgado para esclarecer los derechos (pie 
la provincia de San Luis, puede tener a una fracción de terreno 
ojie se supone fiscal y que estaría ubicada dentro del campo de- 
nominado El Guanaco. Precisando el alcance det poder y el 
objeto de la acción, el representante del Gobierno de la provin- 
cia expone a fojas 558: "Lo que el Gobierno ele San Luis quiere 
es que se ponga en claro si en las liernis de b*1 Gunnaen existe 
una fracción fiscal". 

Que la cuestión queda humada a lo precedentemente expues- 
to, pues el fundamento de que el representante de la provincia 
no es procurador matriculado, suponiendo que pudiera aut<>riz;ir 
la excepción, desapareció con el niorgamtentn del poder de fojas 
301 de autos. 

Que como liase legal de la excepción aludida se invoca la 
disposición (pie contiene el artículo 2884 del Código Civil, esm 
es, que "el mandato especial i«ira ciertos actos de una naturaleza 
determinada, debe limitarse a los actos para los cuales ha sido 
dado y no puede extenderse a otros actos análogos, aunque estus 
pudieran considerarse como consecuencia natural de los que el 
mandante ha encargado hacer". 

Que si bien el poder fojas 1 aparece otorgado i*ara esclare- 
cer derechos, faculta al apoderado "para que baga las gestiones 
y peticiones del caso, entable y conteste demandas, interjKJUga. 
desista o renuncie HkIo recurso legal" etc., y en consecuencia el 
mandatario ha podido considerar del caso (pie la acción que co- 
rresjM>ndc es la reivindicatoría. Si esta acción procede o no, 
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es un pumo que afecta al fondo de la litis, y bajo este aspecto 
rin puede resal verso como previa y a los efectos de determinar si 
el mandatario de la provincia tiene o no personería bastante para 
entablar esta demanda. 

Que jtor loque hace a las defensas de fondo, igualmente ale- 
gadas, corresponde considerar que ellas se fundan en que la po- 
sesión del campo con sus linderos actuales se viene trasmitiendo 
en las mismas condiciones desde el año 1844 < fojas 100 vuelta 1 », 
y además en la circunstancia de que en diciembre 30 de KJQ2 
se vendió el campo El Guanaco ad t orf>ns "con la superficie com- 
prendida dentro de sus limites" (fojas 5(16 vuelta). 

Que las ventas en las condiciones expuestas están expresa 
mente autorizadas por la ley (Código Civil, artículo IJU4 inciso 
t°. k de suerte que el título creado por la venta de iqo2, a que se 
ha hecho referencia, es verdadero y aplicable en realidad al in- 
mueble poseído, nitent-^s *no se demuestre que el adquírente se- 
ñor Dclaballc ha ultrapasado los [imites de la propiedad que 
le fuera trasmitida |xir don Mederico Lafont. Kilo no jmede 
resultar de la sola circunstancia de que por deficiencias o erro- 
res de mensura se haya hecho constar un número de unidades 
de siq>erficie menor del que encierran esos limites, désele que 
cualesquiera que fuesen las hectáreas comprendidas dentro del 
perímetro de la propiedad vendida, ellas han sido trasmitidas al 
comprador como comprensivas de la propiedad encerrada por 
limites determinados. 

Que no se ha demostrado ]>or la provincia de San Luis que 
los demandados posean tierras situadas fuera de los limites asig- 
nados al inmueble en la venta hecha por don Mederico Lafont el 
año joo¿. La pericia de fojas 541 demuestra, por el contrato, que 
la superficie total del canqto Kl Guanaco es de 4507 hectáreas 
"comprendidas dentro fie los limites determinados jior su título" 
( fojas 540 vuelta tu fine), ' 

Que el concepto de la demanda está claramente expresado por 
la p$rtc actora a fojas 5(11 vuelta de su alegato. Expone» en efec- 
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to: ,'En la escritura pública de fojas 452 se transcribe la hijuela 
de <loña Mercedes Carreras de Orcllano. donde se determinan 
los linderos y líneas |>erimetra1es del campo El Guanaco y su 
superficie. Encierra el campo — se lee — una su)>erfieie de 
3ÍÍ7S hectáreas, 54 áreas y 15 centiáreas. T;d es la extensión 
del título de los demandados". 

Que según se advierte, no se pretende que los actuales po- 
seedores de] campo hayan modificado los limites asignados a 
la propiedad y extendido su posesión a tierras fiscales situadas 
fuera de esos límites. Considerase, jior el contrario, que la exten- 
sión del titub queda circunscripta al número de unidades de su- 
perficie que aparecen enunciadas en la escritura, prescindiendo de 
los limites fijados a la propiedad, y ello es inadmisible por va- 
rías circunstancias. 

Que en efecto, si bien las provincias tienen el dominio de las 
tierras que estando situadas dentro de sus límites territoriales ca- 
rececen de otro dueño, no lo tienen de los exeedentes que por 
errores de mensura hayan podido quedar aparentemente fuera 
de un título de compra-venta entre particulares. Ésas fracciones 
no carecen de dueño, dentro del concepto del articulo 2342, in- 
ciso 1% |»or la razón elemental de que forman parte del j>atri- 
monio de un jiarticular, — el vendedor. — y con la transmisión 
pasan al dominio del comprador. Dentro de la economía de la 
ley, las demasías n faltas de continencia en la compra- venta de 
inmuebles, son cuestiones a dilucidarse entre comprador y ven- 
dedor (Código Civil, artículo 1343), y se prescriben en la for- 
ma y términos establecidos por la ley (Código Civil, articulo 
4023: Fallos, tomo 132. página iói. considerando 7".: página 
167) . Si hubiera de admitirse que el error del vendedor en la 
indicación de menor superficie de la que contiene en realidad un 
inmueble, constituye al Estado en propietario del excedente con 
arreglo al artículo 2343. inciso I". citado, no tendría aplicación 
la disposición legal que establece que el vendedor y el compra- 
dor tienen el derecho de reclamar la diferencia a partir de la 
fecha de la mensura que permite comproltar el excedente o la 
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falta (articulo 1345, Código Ch'íh el derecho del vendedor en 
ese sentido no existiría poique se habría transferido al Estado, 
con lo que desa[*arcceria laminen la facultad (jije la lo acuerda 
al comprador para incorporar a su patrimonio el exceso por la 
prescripeiÓn (íFaHos, tomó iu, página 308, considerando \j, pá- 
gina 317;. 

(Jne es consecuencia, al afirmar la provincia que "tal es la 
extensión del título*', refiriendo esa extensión a las unidades 
de sti¡>eríicie que expresan los lindos y no a Ji>s limites de la 
propiedad que consignan lop mismos, para derivar de alii >u 
déréeho a la diferencia, incurre en el error manifiesto de atri- 
buirse la propiedad de cxctdcnles que no son las "tierras sin 
dueño" comprendidas ]xir el articulo 2342, inciso 1". de! Código 
Civil, desde que forman parte de) patrimonio privado y lian si- 
do transmitidas con las obligaciones y derechos que la ley esta- 
blece para las transmisiones de inmuebles que tengan diferencia? 
de superficie, esto es, con la obligación pita el comprador de abo- 
rtar al vendedor el excedente 51 este se lo reclama dentro de tér- 
nimos hábiles, y el derecho del misino ele incorporar el exceden- 
te a su patrimonio ¡>or prescripción. 

One conforme a esto* antecedentes, es manifiesto que el ti- 
tulo creado a favor de Delaballé por la escritura de compra-venta 
de diciembre 30 de U)02, es aplicable a lodo el inmueble coiné- 
nulo dentro de los limites señalados en esa escritura (Código Ci- 
vil, artículos 40 ti y 1344, inciso 1". i, y la acción reivindicatoría 
fundada en los hechos alegados \kiv la provincia resulta impro- 
cedente, porque según se ha expuesto, el Estado no puede pre- 
tenedr el dominio de las unidades de superficie que por error 
excedan a las consignadas en los títulos de compra-venta pero que 
por la forma de ésta, quedan comprendidas dentro de los dere- 
chos transmitidos i>nr dichos títulos. 

Que 110 se opone a lo que se deja expuesto lo decidido, por 
esta Corte en el fallo del tomo [i_\ página 422 que se cita pol- 
la provincia de San Luis, entre otras razones porque en el caso 
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aludido la provincia de Mendoza reivindicó utia diferencia de 
superficie ilc un campo vendido por ella a un particular que ño 
habia hecho uso del dercclio acordado por la ley de pagar el pre- 
cio del excedente, y por lanto ejercía la acción que dá el articulo 
1345 del Código Civil; |K>r ello se consideró que la provincia no 
había vendido una extensión indeterminada o solo determinada 
jKir líneas divisorias con otras propiedades colindantes, sino por 
el contrario, una superficie bien definida mediante la operación 
técnica de la mensura previa (considerando ingina 4*» ), 
mientras que en el caso de autos la provincia de San Luis no ac- 
túa, como persona del derecho privado en contra de .11 comprador, 
puesto que ella no es vendedora, sino que ejercita el derecho que 
le confiere el articulo 2342. inciso '"■ ,leI Código Civil lo que es 
muy distinto. Con arreglo a la escritura de fojas 208, Laímit 
vendió a Oelal>a!le.o(/ corpus el establecimiento El Guanaco con 
todo el terreno comprendido dentro de los limites citados en la 
hijuela ríe doña Mercedes Carreras de Ufont. de suerte que pa- 
ra Delaballe, y los que de él derivan su derecho, ese título se 
aplica a lodo el contenido de aquel establecimiento, en tanto no 
se demuestre que pretende extenderse a tierras ubicadas fuera 
de los limites jjerimet rales de la hijuela citada, invadiendo terre- 
nos del dominio fiscal esto es. "tierras sin dueño" que no hu- 
biesen pasado al dominio privado por alguno de los títulos ad- 
mitidos por la ley. 

Por estos fundamentos se declara 110 hacer lugar a la de- 
manda deducida, sin especial condenación en costas atenía la na- 
turaleza de las cuestiones debatidas, 

Notifiquese y repuesto el pa]*! archívese. 

A. IltfRMEjO, — N T lC.\SOR G. DEL 

Soláis. — /. Fioueroa Al- 
Solar. — Ramón Méndez. 
— Rohkrto Repetto. 
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Provincia de Mendoza contra las comftaüias de ferrocarriles Gran 
Oeste Argentino y Buenos Aires al Pacífico, sobre cr~ 
propiación. 

Sumario ; I o . El derecho de propiedad sobre las aguas subterrá- 
neas atribuido (tur la lev civil a los dueños de los terrenos 
por delíajo de los cuales circulan, | articnlos 2518, 2522, 2637, 
2314 y argumento de los artículos 2648, 2650, 2514 y su nota 
del Código Civil 1 importa para su titular la facultad de 
re atizar sobre su fundo todas las excavaciones que juzgue 
conveniente a fin de descubrir las aguas subterráneas «pie 
se encuentren en él ; 110 pndiendo ser responsabil izado hacia 
los propietarios de los terrenos vecinos si el resultado de 
esos traliajos fuese el de cortar las venas t|tie llevaban el 
agua' a su fundo y que alimentaban sus fuentes. 

2". Xi en el Código de Minería ni en las leyes especiales 
existe disposición alguna (pie someta a un régimen particu- 
lar a las corrientes subterráneas o a las fuentes de agua ter- 
mo-minerales, por lo que tales aguas minerales están gober- 
nadas en derecho nacional jxir los mismos principios que las 
aguas comunes. 

3". KI descubrimiento de la corriente subterránea dentro de 
los limites del inmueble perteneciente a las ac toras realiza- 
do antes fie iniciarse el juicio de expropiación, constituye un 
bien patrimonial legítimamente adquirido, cuyo valor debe 
ser computado al establecer la indemnización ; sin que pue- 
de ser un óbice para ello la circunstancia de que las fuentes 
termales de propiedad de la provincia expropiante ])artict- 
pen. por accesión, del carácter de bien del dominio público 
(pie corrcs|xinde al leclio det fio. 

Caso: explican las piezas siguientes: 
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FALLO OT. LA CORTE SUPREMA 

ButMi Alret. JHtyo 12 4t UN 

Y Vistos : 

La causa seguida [>or la provincia de Mendoza contra las 
compañías de Ferrocarriles Gran Oeste Argentino y Buenos Ai- 
res at Pacífico, sobre expropiación de la cual resulta : 

Que la provincia de Mendoza, de conformidad con lo dis- 
puesto por las leyes Nos. 381. de 20 de junio de 1007 y 401 de 
ló de octubre del misino año (is. 7 del juicio iniciado ante la 
justicia ordinaria de la mencionada provincia y juicio verba! de 
fs. 115 de los autos tramitados en esta Corte), deduce demanda 
contra don José A. Villatonga por expropiación de un terreno, 
declarado de utilidad pública por aquellas leyes, situado dentro 
de su territorio en el departamento de Lujan y comprendido en- 
tre los siguientes limites: por e! Norte, el río Mendoza hasta 
donde atraviesa el sifón conductor de las aguas ¡«tables del río 
Blanco : por el Oeste el pié del cerro Cacheuta basta el codo del 
rio Mendoza frente al primer puente del R C. Trasandino aguas 
abajo antes de llegar a la estación Cacheuta ; por el Sud, el rio 
Mendoza y por el Este, con el terreno y termas del dominio pú- 
blico denominadas de Cacheuta y el tío Mendoza. Ex presa (pie 
al fracción materia fiel juicio de expropiación, se halla indicada 
en el plano que acompaña, excluyéndose de ella tan solo la 
superficie que ocupan las vías, estación y demás instalaciones 
del servicio del F. C. Trasandino. 

Que. a tal efecto, solicita el señalamiento de un juicio verbal 
liara proceder al nombramiento de peritos que hayan de practicar 
las avaluaciones correspondientes y a la vez, impetra la ocupación 
inmediata del inmueble, fundado no solo en la urgencia de la ex- 
propiación derivada en los elevados propósitos de interés público 
que motivaron la sanción de la ley. sino también en el hecho de 
que actualmente los ferrocarriles practican excavaciones en el 
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terreno, sirviéndose de explosivos, lo cual puede ocasionar la per- 
didas ríe las termas para ti Estado y para Cualquier otr«j dominio, 
por internación dé las corrientes subterráneas. 

A este último propósito deposita ta suma de doce mil tie- 
so? moneda nacional en que estima el precio del bien a expro- 
piarse. 

Que. aunque la demanda fué deducida contra José A, Villa- 
Wtga. la sentencia de fs. ú> del expediente agregad», decidió i|iie 
ella debía dilucidarse con las empresas de los Ferrocarriles Gran 
Oeste Argentino y filíenos Aires al Pacifico, las cuales, al ser no- 
tificadas, plantearon ante esta Corte, por inhibitoria, una cues- 
t¡'">n de incompetencia de los Tribunales ordinarios de la provin- 
cia fie Mendoza. 3a que fué resuelta en su favor por el auto de 
,s - 45 y en cuya virtud la demanda quedó radicada ante este 
Tribunal. 

Que a fojas 115 tuvo lugar el juicio verbal para la de- 
signación de peritos y en tal oportunidad, los ferrocarriles de- 
mandados, después de plantear diversas cuestiones de carácter 
previo, decididas en la forma definitiva de que instruye el auto 
de fojas ijíi. expresaron: 

ti i Que lo* doce mil pesos dc]>ositadns por ia provincia cons- 
tituía una burla intencionada y consciente, pues de los títulos 
que aconi|vma. resulta que el precio de Tas tres mil ciento trein- 
ta y ocho hectáreas adquiridas de ta señora Peralta de Rodri- 
gue* y de que forma parle la superficie expropiada, fué de dos- 
cientos mil pesos, pagándose además noventa y cinco mil pesos 
a ios señores Stalli y Cia.. por edificios y mejoras y más de 
S 00,000 invertidos después de la adquisición. Y es fácil de- 
mostrar que de la extensión comprada. Id único que tiene valor 
es el área que el Gobierno de Mendoza pretende expropiar; el 
resto se compone de elevados cerros de piedra, sin planicie al- 
guna que se preste al pastoreo, al cultivo a la edificación. 

/' ¡ Que existe un liedlo cuya verdad, dice, ha sido recono- 
cida por el expropiante y es el de que en el terreno de las em- 
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presas se ha encontrado agua termal utilizable i>ara baños me- 
dicinales, y. se pregunta, qué valor tiene ese descubrimiento y 
en cuánto debe estimarse esa riqueza (véase f cijas 83 y fojas 84) . 

<>ue, por último, el auto de fojas 130 designó a los tasa- 
dores~ingeniero* don Rolwrto Huevara y clon Horacio Cuerrico. 
propuestos res[>ect¡vameme por el actor y los demandados ; y en 
vista tic la divergencia de conclusiones existente en sus pericias de 
fs. 137 y fs. X>2. nombróse a fojas 305. como lercero y en ca- 
lidad de "para mejor proveer", al ingeniero don Octavio Pico, 
<|iiicn tlió cuenta de su cometido a fs. 31 2, 

Y Considerando: 

Oue en presencia de la sentencia dictada a fojas i*6 de es- 
tos autos por la cual se declara la procedencia de la expropiación 
y se ratifica la ocupación acordada al demandante. la única cues- 
tión que queda a resolver es la de fijar el valor de los bienes ma- 
teria de aquella, a cuyo efecto delrerá procederse con el cnteno 
establecido por los artículos 15 >' 1» & (* "acional N Tn . iftj. 

Que de acuerdo con el contenido de la ley dictada por la le- 
gislatura de la provincia de Mendoza, el 20 de junio d? 1907, y 
lo informado por los peritos, el terreno que se expropia, situado a 
j8 kilómetros de la ciudad de Mendoza y constituido púí un pe- 
queño valle cruzado j»or é\% C. Trasandino, que tiene allí la es- 
tación Cachcuta, comprende una superficie de 40 hectáreas, 74 
árcas.46 centiáreas, libre del terreno ocupado |»r las vías y es- 
tación del mencionado ferrocarril, 

Oue una parte de esa e\tensión compuesta de 15 hectáreas, 
72 áreas. 50 centiáreas. se encuentra a una altura de 12 metros 
50 centímetros sobre el nivel de los líanos del lecho del rio y es 
fácilmente regable, teniendo derecho de agua. El resto, o sea 25 
hectáreas, 1 área, 96 centiáreas. se encuentra a 10 metros 50 cen- 
tímetros sobre el nivel de la otra fracción y podria también regar- 
se haciéndole obras adecuadas t informes |>crkínles citados}. 
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(Juc las construcciones y mejoras incorporadas al terreno en 
el momento en que la provincia tomó posesión de el, se hallaban 
representadas ¡»r el edificio del hotel que el ingeniero Pico 
divide y clasifica en 13 partidas, indicando en el detalle de 
cada una las dimensiones de los Incales, la naturaleza de los ma- 
teriales, el número de habitaciones y su clase y el espesor de 
las paredes y mi valor por metro cuadrado, y además, por las 
maquinarías, instalaciones y plantaciones constituidas fnir un mo- 
tor de 8 vaha Id*, un dinamo para corriente eléctrica, compresor 
de hielo, máquina para la fabricación de agua gaseosa, instala- 
ción de luz ek-ctrka en las habitaciones: campanillas eléctricas, 
240 vegetales, una plantación de mil árlales y un molino. 

Que en cuanto al valor del terreno, dividido por los tres pe- 
ritos en dos zonas de distinta calidad, tal como ha sido seña- 
lado en el considerando respectivo, el ingeniero Guevara lo ava- 
lúa, a fojas 138 en mil siete pesos con 44 centavos, y el ¡»erito 
Guerrico, a fojas 270. cu doscientos un mil doscientos noventa y 
siete pesos con 45 centavos. 

Km te esas dos apreciaciones extremas, el Tribunal, tenien- 
do en cuerna las observaciones que le sugiere al perito tercero, 
la naturaleza y situación de esas tierras, su capacidad de cultivo 
y el valor que tenían los campos en los alrededores de la ciudad 
de Mendoza en la fecha de la ocupación ( año 1907). aplicando su 
prudente arbitrio, cree equitativo fijar el precio de tales terre- 
nos en la suma de veinte mil setecientos veintiocho pesos con 92 
centavos señalada por el referido perito tercero, o sea, a razón 
de mil pesos la hectárea jior las 15 hectáreas 7250 metros con 
derecho de agua y en $ 200 las demás. 

(¿iic en cuanto a los edificios, construcciones, maquinarias, 
plantaciones y demás instalaciones que el |wr¡to de la provincia 
ha avaluado, a fojas 318. en sesenta y cuatro mil ciento sesenta 
y siete pesos, las apreciaciones formuladas ¡»r el perito Ouerri- 
eo y el tercero guardan esta vez mayor aproximación estre si y 
con aquella. Kl primero las ha tasado a tojas 270 en ciento ca- 
loro: mil seis pesos con 55 centavos y el último en ochenta v ochu 
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mil cuatrocientos siete pesos con 75 centavos. El Triljimal acep- 
ta y íija como precio el obtenido por el perito tercero, no solo 
por tratarse de apreciaciones de carácter técnico, sino también 
porque éste, ]>ara arribar a sus conclusiones, lia juzgado y apre- 
ciado las razones existas sobre el punto por los peritos de las 
partes. La suma. pues, a c r ie asciende el valor del terreno y de 
los edificios, instalaciones, maquinarias, etc.. queda fijada de 
acuerdo con lo precedentemente expuesto, en ciento nueve mil 
ciento treinta y seis pesos con 67 centavos moneda nacional . 

Que en el juicio verbal de fojas 115. té» empresas hicieron 
cuestión expresa a los efectos de la determinación del valor del 
bien objeto de la expropiación "sobre un hecho cuya verdad ha 
sillo rccon(Ktda por el expropiante y es d de (¡ue en el inmueble, 
se ha encontrado agua termal utilizante para baños medicinales" 
Y. efectivamente, la verdad de tal afirmación ha sido acreditada 
en autos mediante los documentos, antecedentes y reconocimien- 
tos siguientes; a.) el mensaje enviado por el Poder Ejecutivo a 
la legislatura, con fecha 18 de junio de 1907. en cl cua '- P r0 P'" 
ciando la sanción de la ley de expropiación, se dice : "Además, el 
R E. tiene eonocyniento de que los propietarios en sitios próxi- 
mos a las termas, practican actualmente excavaciones y ¡jozos 
prof umlos cuyo objeto no puede ser otro que desviar las corrien* 
tes naturales de las aguas termales para extraerlas, usando su 
aprovechamiento en beneficio y lucro particular y cegar las 
fuentes del Estado..." (fojas 4. expediente agregado). En ja 
carta de fojas lOí), dirigida por el señor Ministro de Gobierno 
a su letrado en esta Capital con fecha 29 de mayo de 1907, pre- 
sentada al juicio por e t representante de la provincia, se repite 
el mismo concepto al expresar que "actualmente ha suspendido 
(él Gobierno) toda negociación. ínter no se iwiren los trabajos 
que la empresa está haciendo para privar a Ja provincia de las 
aguas termales y burlar, así. el fallo de la Excma. Suprema Cor- 
te", (véase también escrito de demanda y telegrama de f tijas 98). 
Y i>ttr último, el cxjiediente administrativo actuado por las auto- 
ridades de la provincia de Mendoza, corriente de fojas lOt a fo- 
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jas 104 ilustrado cpn ej piano contenido en él, demuestra que el 
27 de Mayo de 1007. baria ya 15 días que habían contentado los 
trabajos de perforación dentro del terreno expropiado y que "la 
boca del pozo tiene unos 4 metros de largo y a y ijj de ancho y 
llegó, en el día de la inspección, a la profundidad de 4 metros 
y l¡2"; afirmase también en ese informe que se busca llegar por 
t'ste poxo a una arteria de las aguas calientes que surgen más 
ahajo, en el lecho del río. I>) qtie el testimonio de escritura pú- 
blica, corriente a fojas ¿30. otorgado en Cáchenla el 22 de junio 
de 1907 ante el escribano don Antonio Valencia, certifica que 
"en la tedia mencionada, por pedido del encargado de las empre- 
sas demandadas, se procedió, ante testigos, a llenar seis dama- 
juanas y dove botellas con ,-igua termal sacada de un pozo que 
tiene 1 2 tu. «15 etnis. de profundidad, situado en el expresado es- 
tablecimiento, frente a las piezas Nos, 35 y tf>, a 20 mts. de la 
oficina nacional de Correos y Telégrafos por el lado Oeste y a 
52 mts. del corredor principal <K-t establecimiento". Dichos re- 
cipientes, cerrados con corcho y lacrados quedaron en poder del 
señor línrrocks. sellándose con las inicíales A, V. ESh el infor- 
me producido el (1 de diciembre de 1012 por las autoridades de 
Mendoza, se reconoce ipie cerca fie la cocina del hotel, se halló 
amia caliente a la profundidad de i¿ tu. So ctms, ( fojas iu, ex- 
pediente sobre interdicto): c) que la corres|nuidencia cambiada 
por la empresa y los doctores A ra ta y Kyle, corriente de fs. 2,t¿ 
a fs. 237 y los análisis químicos practicados por aquéllos, fs. 238 
y fojas 340. muestran que el agua termal extraída, pertenece jmr 
-11 calidad y naturaleza a la categoría de las que se clasifican ¡¿Otilo 
aguas minerales cloro sulfatadas. 

Qué los antecedentes mencionados prueban que el descubri- 
miento del agua termal dentro del terreno expropiado, tuvo lu- 
gar y fué documentado ante escribano público, e! 23 de junio de 
10x17. esto es, con anterioridad a la ocupación de aquél, ]*>r la 
provincia él 27 de! misino mes y ano. y aún antes de la deducción 
del juicio de expropiación que tuvo lugar el 25 de junio, 

Que como quiera que la explotación comercial del hotel de 
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Caclicuta supone la posibilidad de disponer de una cantidad de 
agua termo-mineral suficiente para alimentar los liíiños propios 
fk-1 establecimiento, la comprobación de la existencia de esa agua, 
dentro de! terreno expropiado, idéntica en sus componente* y 
virtudes curativas a la ipic fluye en el lecho del ño. tenia tina 
itiíponaucia excepcional para la susodicha explotación, pues le 
permitía lograr, con su independencia completa de las fuentes 
del lecho del río. de propiedad del Estado, la posibilidad de man- 
tener el balneario, por lo menos, en igual pié que el alcanzado 
antes de la sentencia de la Corte que atribuyó el dominio de las 
termas a la provincia de Mendoza. 

Que ésta ha desconocido en todo momento, el derecho de las 
empresas para hacer peritaciones dentro del terreno comprado 
por ellas con el fin de encontrar aguas minerales destinadas a pro- 
veer las necesidades del balneario, por entender qu ello podría 
producir la consecuencia de que se agotaran « cegaran las fuentes 
del lecho del río. que. próximas al hotel, se encuentran en 
su dominio. Y corresponde examinar el valor jurídico de esta te- 
sis, porque si en efecto; ella fuera exacta, no seria posible com- 
putar en el monto de la indemnización, el descubrimiento de la 
corriente de agua termales realizado por tas empresas antes del 
juicio de expropiación. 

Que el Código Civil ha adoptado, al legislar, sobre la pro- 
piedad de las aguas corrientes, dos criterios diferentes. Tratán- 
dose de aguas corrientes superficiales, manteniendo la tradición 
del derecho español, ha declarado que los ríos navegables o no. 
son bienes públicos del listado general o de los Estados particula- 
res, y que, i>or consiguiente, su uso y goce estaría sujeto a sus 
disposiciones v a las ordenanzas generales o locales, (articulo 
2340. inciso 3" y su mita y artículo 234 O ■ Tratándose de aguas 
subte mineas, dé aguas (pie corren en las profundidades de la tie- 
rra, ha atribuido su dominio a los dueños de los terrenos por 
debajo de los cuales circulan, correspondiendo su uso y goce ;i 
los mismos, sin otras limitaciones que las señaladas en el titulo V I 
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del libro III. (artículos 2518. 2522. 2637, 2514 v argumento de 
los artículos 2648, 2650, 2514 y su nota) . 

yne este derecho tte propiedad de las aguas subterránea? 
tuya naturaleza explican los autores franceses comentando el 
a nimio 641 del Código de Napoleón que lia servido de an- 
tecedente a las soluciones del codificador argentino CAubry 
et Kan. 4"- ed., pág, ¿4, tomo Demólombe. tomo u, N° 
6§), y descripto [xir el primer» en Jos siguientes términos: "to- 
do propietario de un terreno es como tal, propietario de la? 
fuentes ( ,ue se encuentren en él, sea que ellas broten a la su- 
perficie naturalmente, p que hayan sitio traídas a ella median- 
te perforaciones o sondajes", comporta liara su titular la fa- 
cultad de realizar sobre su fundo todas las excavaciones que 
juzgue convenientes a fin de descubrir las aguas subterrá- 
neas que se encuentran en él; no pudiendo ser responsabili- 
zado hacia los propietarios de los terrenos vecinos, si el re- 
sultado de estos trabajos fuese el de cortar las venas que lle- 
vaban el agua a sus fundos y que alimentaban sus fuentes" 
(IWlomhc. tonto n. página 74 . ^ 6y. Mm nuevo Cócl. 
C«r. francés, comentario al art. 642. Nos. 11. 12 v 1?; Raudrv- 
l.acantmerie et Chaveau. 'Des Biens", pág. ^oo.Ved.; Lau- 
rent, tomo 7 \». ¡86), 

<iue la susodicha facultad es la consecuencia necesaria 
del punto de vista adoptado en materia ele corrientes subte- 
rráneas por la ley civil: s ¡, en efecto: la propiedad del suelo se- 
gún lo regla el artículo 2518: "se extiende a toda su profun- 
didad comprendiendo todos los objetos que se encuentran lia- 
jo el mismo, salvo las modificaciones impuestas jior las leyes 
especiales acerca de los tesoros y las minas", y si, además, cón- 
nrmando el principio general, los artículos 2637, 2648 y 2(150 
ninhuyen la propiedad de las fuentes, sea que surjan a la su- 
perficie espontáneamente o por el hecho del hombre, al dueño 
del Mielo, (lo cual implica el reconocimiento del dominio de las 
propias corrientes subterráneas generadoras de fas fuentes i. 
el derecho de hacer perforaciones o excavaciones aún cunndi' 
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tic días puede resultar perjuicio a los vecinos «le los terrenos 
inferiores o cegar fuentes existentes en éstos, es una mera 
consecuencia «leí dominio y de la regla jurídica según la cual 
el que legítimamente usa de su derecho a nadie daña. Así 
to decidió una sentencia de la Corte de Casación el 25 de oc- 
tubre de 1 886. en un caso señalado \*w Baudry-Lacantinerfe. 
oh. cit.. pág. 560 y que éste refiere en los siguientes términos: 
"puede suceder, en efecto, que las corrientes alimenticias de 
una fuente que hrole en un terreno se encuentren en un fundo 
superior. Si el propietario de este último fundo corta sus ve- 
nas, cavando un pozo o haciendo otros trabajos de cualquier 
naturaleza que sean sobre su fundo y mi fuente se encuentra 
asi cegada o con su volumen de agua disminuido, yo no podría 
reclamarle ninguna indemnización, porque él no ha hecho otra 
cosa que usar de su tterecho". 

Que no existiendo en el Código de Minería ni en las le- 
yes especiales, disposición alguna que someta a un régimen 
particular las corrientes subterráneas o las fuentes de agua 
termo-minerales como lo hace la ley francesa de 14 de julio de 
1856, en cuya virtud, mediante la necesaria declaración de 
ser aquellas de interés público, se fija un perímetro de pro- 
tección, dentro del cual ningún sondaje o trabajo subterráneo 
es permitido sin autorización previa ( véase Hauriou; Droit 
Administratif. décima ed. f pág. 510. nota es forzoso con- 
cluir que tales aguas minerales están gobernadas, en derecho 
nacional, por los mismos principios que ¡as aguas comunes. 

Que las consideraciones anteriores llevan a concluir que 
las empresas demandadas tenían derecho a efectuar |>erfora- 
eiones y excavaciones dentro del terreno expropiado, cual- 
quiera fuese el perjuicio que de ellas pudiera derivarse |iara 
las fuentes de propiedad de la provincia situadas en el lecho 
del rio. y consiguientemente, que el descubrimiento de la co- 
rriente subterránea dentro de los limites del inmueble pertene- 
ciente a aquellas, realizado antes de iniciarse el juicio de ex- 
propiación, constituye un bien patrimonial legítimamente ad- 
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quirido. cuyo valor dek' ser computado al establecer la indem- 
nización. No representa óbice para esta conclusión ta circuns- 
tancia <lc que las fuentes termales de propiedad de la provin- 
cia participen, por acción, del carácter de bien del dominio 
público «pie corresponde al lecho del rín, pues aún en ese caso, 
no existiría limitación alguna respecto a! derecho de los pro- 
pietarios sobre las nguas subterráneas, como lo consigna Au- 
bry et Kan, pág. 42, tomo c:t. 

fjue et monto de la indemnización dentro de la cual debe 
pite- comprenderse el descubrimiento de las termas conforme 
al criterio señalado ]»>r el articulo 16. ley i8y. ha sido diver- 
samente apreciado por los peritos. Kl Ing. Guevara guarda si- 
lencio sobre el punto; el de las empresas lo hace ascender a 
eíenlo treinta mil pesos, ipie es el 40 üfó del valor de lo ex- 
propiado, importando a su juicio, la cantidad de trescicstos 
veinticuatro mil trescientos cuatro pesos, y el tercero lo fija 
en doscientos tres mil setecientos veinte pesos con 47 centa- 
vos moneda nacional. 

<Jue para la determinación de la suma correspondiente el 
Tribunal hace mérito de los siguientes antecedentes, compro- 
bados en autos; 

<*) Kl establecimiento termal denominado Cacheuta. con 
una superficie de tres mil ciento treinta y ocho hectáreas, tres 
mil ochocientos sesenta y seis metros cuadrados, fué adquirido 
el j¡jp de julio de njofi jwir don José Yiilalunga para las empre- 
sas demandadas; abonándose como precio de compra la suma 
de doscientos mil pesos 111 |n. tomando a su cargo, el compra- 
dor, los gastos y honorarios del juicio de reivindicación se- 
guido por la provincia de Mendoza sobre las termas del lecho 
del rio y además, la de noventa y cinco mil pesos moneda na- 
eioual pagados al señor Stalli y Cia. en concepto de rescisión 
de] contrato de arrendamiento y autor de las mejoras incor- 
poradas al inmueble (fojas g©) , Después de la compra, las 
empresas invirtieron en mejoras treinta y seis mil ochocientos 
cinco pesos moneda nacional. 
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b | mi adquisición comprendía las terinas de que se ser- 
vía el hotel, situadas en el lecho de! rio. las nisuias que poco, 
meses dMptijfc en 4 diciembre de 1906, fueron declarada* 
,], propiedad de la provincia de Mendoza, como accesonos del 
lecho .leí río; y vale la pena recordar, asimismo, que en la 
fecha de la compra, se habían producido ya en el juicio respec- 
tivo los dictámenes ^riciales que llegan a la conclusión, 
después consignada por esta Corte cu la sentencia reierida. lo 
cual explica que la vendedora no se obligara por la eviccion 
respecto de las fuentes; 

c) De las tres mil ciento treinta y ocho hectáreas de te- 
rreno compradas i*>r las empresas, lo Único aprovechable es el 
valle expropiado por la provincia, limitado por el no Metí. lo- 
za y el pié del cerro Cacheuta: "el terreno, con excepción del 
pequeño valle — dice el ingeniero Pico, — está constituido por 
cerros graníticos con escasísima vegetación y completamente 
inaptos para toda explotación ganadera; 

í/1 Esta circunstancia hace presumir que el único prupó- 
Mt„ perseguido por las empresas con estas adquisiciones. er* 
la de utilizar y explotar las fuentes termales de cuya existen- 
cia en el terreno tenían conocimiento por perforaciones ante- 
riores ; 

,* ) No consta en autos el caudal del jkizo excavado por la* 
empresas, o sea la cantidad de agua que luiría suministrar en 
la unidad de tiempo, aim.|ue todo hace presumir que ese cau- 
dal era suficiente para las necesidades de la explotación. 

f\ Kn la época en que la provincia de Mendoza tomó po- 
sesión de ios bienes expropiados, el monto del arrendamiento 
producido anualmente por el estaplecimieiito, usando de las 
;iguas stirgentcs en el lecho del río. era de treinta y tas mil 
ciento quince pesos con 50 centavos, habiéndose arrendad" 
aquella en el primer año de la ocupación, a razón de dos mil 
« pimientos pesos mensuales, con facultad de rescindirlo con 
previo aviso de 20 días; 
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í/j Y es de notar como dato ilustrativo ([tic según la cláu- 
sula sexta del convenio celebrado entre la provincia de Men- 
doza y los señores Dacomo y Cia., el año 1913, estos últimos 
lian tomado a su cargo la obligación de contribuir con la su- 
ma de ciento veinte mil pesos, al pago de la expropiación para 
el caso de que (a provincia fuera condenada en el juicio res* 
1 lectivo, 

ijae con tales puntos de partida, calculando, a titulo de 
beneficio, como lo hace el |»erito tercero, una renta media i»or 
afín de treinta mil ]>esos, capitalizada al siete por ciento y de- 
duciendo de la suma que resulte, el importe ya señalado para el 
ierren», edificios e instalaciones, se obtendría un valor que se- 
ria <•) de la indemnización si las aguas termales descubiertas 
jKir las empresas resultaran equivalentes en cantidad a las del 
lecho del rio, y no fuera indis|>ensab]e, además, emplear obras 
de arte pora traerlas a la superficie y construir asimismo 
instalaciones para kaños. 

(Jtte apreciados estos últimos factores, el Tribunal, usan- 
do su prudente arbitrio, acepta las conclusiones del perito ter- 
cero ¡Kjr las razones que él expone y llega a la conclusión de 
que "la renta anual que dclw capitalizarse es la de veinte y 
un mil novecientos pesos, la cual, al siete por ciento de inte- 
rés, representa un valor de trescientos doce mil ochocientos 
cincuenta y siete jicsos con 14 centavos moneda nacional". Fn 
tal virtud, ía provincia demandada debe satisfacer, por el va- 
lor del terreno, edificios y plantaciones, la suma de ciento nue- 
ve mil ciento treinta y seis pesos con sesenta y siete centavos, 
y en concepto de indemnización. ] n de doscientos tres mil se- ' 
tecientns veinte pesos con cuarenta y siete centavos moneda 
nacional. 

Por estos fundamentos, se resuelve, declarando que la 
provincia de Mendoza debe alionar, dentro del plazo de diez 
dias la suma de S 312.857. 14 m'n. como precio e indemniza- 
ción de la cosa expropiada, en el presente juicio, con más sus 
intereses a! estilo de los que cobra el Banco de la Nación, so- 
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hre la diferencia de valores sobre la suma señalada en este 
pronunciamiento y la depositada.- i>or e-la en el momento de 
«ibtencr la ocupación del bien y a partir tle la fecha de esta 
última; con costas, las cuales, conforme a la reiterada juris- 
prudencia de esta Corte, sólo comprenderán los honorarios de 
peritos y sellos de actuación. 

Notifíquesc, repóngase el papel y archívese. 

A, Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. FiguERoa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 



Don Enrique Alió, por la provincia de Buenos Aires, contra 
Doña Cecilia Peralta Ramos de Lestaehe, sobre rei- 
vindicación. Excepción dilatoria de falta de persona- 
lidad en el procurador del demandante. 

Sumario : Las condiciones consignadas en el decreto del Poder 
Ejecutivo de la provincia de Buenos Aires, respecto a las 
obligaciones del denunciante de tierra fiscal para con el 
gobierno de la misma, no pueden fundar la excepción di- 
latoria de falta de personalidad en el procurador del de- 
mandante, dado que ellas solamente crean relaciones de 
derecho entre los contratantes. 



Caso: Lo explica el siguiente: 
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FALLO UK LA CORTE 5ÜPKKM A 

Bumi«í Altn. Mayo 14 di 1K4 

Y Vistos; 

Hl incidente producido a fojas i<) con lo manifestado a 
fojas 22 y, 

Considerando : 

Que el demandado sin contestar la demanda, opone la ex- 
cepción dilatoria de falta de personalidad en el procurador 
riel demandante fundado en qué lia dejado transcurrir más de 
sesenta días para producir la información ordenada a fojas 
4 vra. y que el convenio de fojas se estalilece en la condi- 
ción 4". del ártico!» y. lo siguiente: "lista autorización ca- 
ducará de hecho perdiendo el recurrente los gastos originados 
y los tieneficios que ella té acuerda sino comprobase luúVr 
iniciado dentro de los noventa días de la f celia del otorgamien- 
to del respectivo poder y realizada que sea eu tiempo, si la de- 
jase paralizar |>or su negligencia durante sesenta días conse- 
cutivos o si no diera cuenta trimestralmente del estado de sus 
gestiones al Ministerio de Hacienda". 

Que esa cláusula consignada en el Decreto del Poder Eje- 
cutivo de la Provincia de abril 8 de H)22 se refiere a la auto- 
rización conferida a don Enrique Alió míe se acogía a los be- 
neficios de la ley de 4 de febrero de 10,01 para realizar las 
gestiones que considere necesarias a fin de hacer ingresar ni 
patrimonio del Fisco las tierras que denuncia como fiscales y 
que actualmente se encuentran detentadas por particulares, etc. 
f Articulo del decreto) . 

Que, esa condición co;vo las demás que se consignan eu • 
eí articulo 3" de ese decreto respecto a las obligaciones det de- 
nunciante paríi con él t*obienio, a tos gastos de esas gestiones, 
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a la ¿Ortstítücifttí de fianza para Fesppiwtéf i»>r los honorario* 
ilc cualquier clase que sean, gastos y gasios causídicos y a ta 
asignación del cincuenta por ciento del i infrie total tle los 
bienes qíic hiciese ingresar de acuerdo con esa autorización, no 
puede fundar la oposición deducida imr el demandado imrque 
ellas solamente crean relaciones de derecho entre los emitra- 
t an t es . 

Une n« deben confundirse las tacú hades del mandato ju- 
dicial con los antecedentes' del mismo relacionados en el tes- 
timonio agregado de fojas 5 a fojas 8, núes que, con interio- 
ridad a ese decreto y después de otorgada la fianza respecti- 
va, el Poder Ejecutivo en resolución de octubre 22 manda pa- 
sar li s antecedentes "a la Escribanía Mayor de Cinbierno para 
que extienda el poder conesiHJiidieiite con las facultades ordi- 
narias y especiales que sean necesarias para el mejor deseini*- 
ñu del mandato que se le confiere y de conformidad con lo es- 
tatuido en el articulo 1918 del Código Civil". 

(Jue, íinali tiente, en el mismo testimonio consta el "nue- 
vo poder esjKxial cu la forma aconsejada por el señor Asesor 
de tUibierno" otorgado a don Enrique Alió ante la Escribanía 
Mayor de Gobierno invocándose un decreto del Poder Ejecu- 
tivo de marzo 20 de 1923. 

Por ello no se hace tusar, con costas, a la excepción dila- 
toria opuesta y contéstese derechamente el traslado de la de- 
manda. Repóngase e! panel. 

A. Diíkmi-jo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Figueroa Al- 
corta. — Rasión Méndez. 
— RonERTO Repetto. 

En la misma fecha se dictó idéntica resolución en el jui- 
cio seguido por la misma i>arte actora contra doña Ana Las- 
ira ilc Achával, pot igual causa. 
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/impresa del Puerta contra d Banco Nacional, por expropia- 
ción; sobre costas. 

Sumario: Las costas a cargo del expropíame se refieren úni- 
camente a los gastos de actuación y Honorarios de pe- 
ritos. 

CúSp ÚA explica el siguiente; 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno! Alna, M* T o 14 te wi*. 

Autos y Vistos : 

Notándose que las costas a cargo del expropiante a que 
se refiere la sentencia de fojas 481 como la de fojas 5 1^». po'c 
t miarse de un juicio de expropiación, se refieren únicamente, 
como se hace constar a fojas 481 vuelta y la jurisprudencia 
uniforme de esta Corte, a lus gastos de actuación y honorarios 
de peritos, dehiendo por consiguiente, determinarse las corres- 
pondientes a los almgados y procuradores con ta intervención 
dé t-stos y la del litigante a quien han patrocinado o represen- 
tado, hágase saber |X)r oficio al Banco de la Nación Argenti- 
na las cuentas presentadas por su abogado y procuratlor a fo- 
jas §3(3* Repóngase el papel. 

A, Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Figuero.a Al- 
corta. — Ramóv Méndez. 
— Roberto Repetto. 
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Poíi Ernesto E. Padilla contra el despachante de aduana, don 
Juan Arsi.ta. sobre Infracción a las Ordenanzas de 
Aduana, 

Sumaria: i°. Habiéndose controvertido la validez constitucio- 
nal de una ley especial del Congreso, asi como la inteli- 
gencia de diversas disposiciones de las leyes de Aduana, 
y habiendo sido la decisión, contraria a los derechos fun- 
dados j»or el recurrente en los preceptos legales invoca- 
dos, procede el recurso extraordinario del articulo 14. ley 
4R y í* de la 4055 . 

2«. Resultando que los manifiestos presentados por el 
querellado para el despacho a plaza han reunido todos los 
requisitos legales, sin que mediara en el trámite corres- 
pondiente ni falsa declaración, ni error, ni hecho alguno 
en las actuaciones del despachante que afectara la renta 
o de cualquier otro modo importara una infracción a las 
ordenanzas y reglamentos de Aduana; la decisión absol- 
viendo al querellado, interpreta con arreglo a derecho, las 
disiwsictones legales que rigen el caso y la jurisprudencia 
de la Corte Suprema al respecto (Artículos 43& ,02 5. 
ío2(> y 1037 de los O. O. de Aduana. Fallos tomo 87, tri- 
gina 397; Pág^a 3«7 >' «4 l^' 113 3*3) > 

3". Desestimada la querella por defraudación, cesan las 
personería legal con que el denunciante promueve )a cau- 
sa, y la competencia jurisdiccional del juez de la misma. 

Casa: Lo explican las piezas siguientes: 
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SKXTKNCIA DEL JL'KZ FEDERAL 

Bueno» Airrs. juila 87 de 19X 

Y Vistos: 

K>tns autos seguidos contra el despachante de Aduana, 
don Juan Arzcno por infracción a las Ordenanzas de Aduana, 
de los que resulta; 

Que con f relia 23 de enero del corriente año, el doctor 
Ernesto E. Padilla de acuerdo con los arts. 73 de la Ley 4^3 
j 1040 de las Ordenanzas de Aduana, se presentó ante este 
Juzgado denunciando que el señor Juan Arzcno, despachante 
de Aduana, Imilla introducido a plaza procedente de Montevi- 
deo, jMir el vapor "Doren" en los meses de octubre y diciembre 
de la cantidad de 15.000 bolsas de azúcar con 1. 113.000 

kilos de más de o/* grados de polarización, aleonando el dere- 
cho especial de o.ofi oro en lugar de 0.07 ¡>or kilo establecido 
por la ley vigente, habiendo asi dejado de pagar en el despacho 
aduánelo la suma de ir. 300 pesos que en todo caso debe ser 
integrada al Fisco además dé imponérsele la pena cOn que el 
art. ro¿fs castiga los hechos caracterizados de otro modo en 
las Ordenanzas, que tiendan a disminuir indebidamente Ut ren- 
ta nacional lart, io-ííí de las O. OA ; que el señor Arzeuo ha- 
bía pagado derecho inferior porque la liquidación aduanera la 
había hecho con arreglo a una disposición arbitraria del P. IC. 
qúfi no tiene fuerza para alterar la tasa establecida por la lev 
$877 de 2\ de febrero de to,I2, (pie es la que fija el derecho 
de 0.07 oro que debe abonar el azúcar que se importe en las 
condiciones expresadas. Agrega el denunciante que en febre- 
ra de H)Jo se trató de reformar la ley y aminas Cámaras 
vi naron un proyecto de ley que lleva el núni. it.002 inserto 
tu la jwig. «>88 riel Tomo Vil del Diario de Sesiones de la Cá- 
mara de Diputados por cuyo proyecto, entre otras disposicio- 
nes se rebajaba el impuesto que debia abonar el azúcar a S 0,0(5 
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oro el kilo, pero que pasado el proyecto al P. E. este ejercitó 
la atribución que le confiere el art. 72 de la Const y lo despa- 
chó en parte ]>or lo f¡nc debió volver a la Cámara de origen 
con un mensaje, como lo hizo a fin de tpie fuera sometido 1 al 
trámite complementario para obtener el requisito esencial <\vc 
debía convertirlo en ley de la Nación. No obstante signe di- 
ciendo el denunciante el P. R. procediendo en forma inusita- 
da, ni mismo tiempo que realizaba el acto que según la Consti- 
tución significa lo devuelva sin darle sanción se creyó autori- 
zólo a promulgarlo parcialmente, por si y anti si, erigiéndolo 
en ley por decreto de febrero 14 del mismo año, los artículos 
que no habían sido objeto de objeccíón. Que la nulidad de tal 
decreto de promulgación está evidenciada por la misma refe- 
rencia (pte hace el P. E. a la atribución que pone en juego; 
que la Constitución no permite que el P. E. pueda desarti- 
cular tas sanciones del Congreso: no !c es lícito Uaccr adiciones 
o correcciones porque estas corresponden al procedimiento 
pa rlamentar io, que la ley 887- está en pleno vigor y que no 
podria justificarse el pago hecho en virtud de la llamada ley 
11,002 (pie seria ilegal, así como serian responsables de daño 
ocasionado a las rentas nacionales los que se beneficiaron con 
él o (pitenes en todo caso y bajo pena la ley exige que lo re- 
paren. Termina el denunciante pidiendo se aplique la pena fi- 
jada por las Ordenanzas, por el no pago del derecho legal de 
importación sobre las partidas de azúcar introducidas asi co- 
mo las disposiciones que corresponda para que se integre al 
Fisco lo pagado de menos. 

Mandado instruir el sumario, se agregaron a & 14 
autenticada del mensaje del P. U. al Congreso de la Nación 
vetando la Ley 11.002 en su articulo 4."., de fs. mj a jó, los 
pedidos «le despacliQ hechos |nir el despachante Arzeno de ta 
mercadería denunciada y a fs. 39 vta. este presta declaración 
indagatoria manifestando que efectivamente bahía introduci- 
do a plaza las partidas de azúcar denunciadas y bahía pagado 
el derecho de 0.0Ó oro el kilo de acuerdo con un decreto del 
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I*. K. de fecha 14 "le febrero de 1^20 publicado en vi Üoletiii 
Oficia] y (jue no había sido el declárame el único que hahi.t 
despachado en esa fnnna sino todo el eoiuercio importador de 
azúcar. Pasudo en vista el sumario al Procurador Fiscal, este 
funcionario, considerando que en el hecho denunciado no ca- 
be punición, solicita sobreseimiento definitivo, ¡icro deducida 
acusación por el denunciante a fs. 43 se corrió traslado al 
acusado señor Arpe no por el término de ley, 

A fs. 55 el doctor T.arcia Merott (h.) defensor del acu- 
sado contestó el traslado conferido, sosteniendo que su defen- 
dido no ha cometido delito alguno ; que el Congreso de la Na- 
ción sancionó una ley sobre derechos aduaneros que fué co- 
municada al I 1 , K. Kstc la promulgó el 14 de febrero de nj»o 
por medio ríe un decreto qué lleva la firma fiel Presidente de 
la República y del Ministro de Obras Públicas y que orde- 
naba tenerla por ley de la Nación. La ley y e! decreto fueron 
publicados en el ftoletin Oficial que es el instrumento leRal 
para hacer conocer las leyes y que su defendido pagó los de- 
rechos de Aduana del Azúcar quoMlcbia introducir de acuerdo 
enn esa ley. Que en el mejor de los casos para el querellante y 
admitiendo por via de discusión que la ley r 1.002 fuera nula 
y estuviera vigente la 8877, la diferencia de los dcredios que 
ellas establecen y que su defendido hubiera dejado de pagar, 
solo podría dar lugar a un nuevo arreglo de cuentas, a una 
nueva liquidación entre él y la Aduana de la Capital para lo 
mal el querellante carecía de acción y personería. 

Que el único hecho de su defendido antes del pago ha 
sido la presentación de los manifiestos a la Aduana sobre la 
cantidad, especie y cantidad de las mercaderías imitadas y 
esas indicaciones son verídicas y que el segundo hecho en el 
despicho de mercaderías ha sido pagar los derechos liquida- 
dos por la Aduana que es a la aje incumbe |, 4 clasificación, 
aforo y liquidación de los derechos sin haber su defendido in- 
currido en ninguna omisión legal. 

Abierta la causa a prueba y agregada la que corre dé fs. 
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f»5 a 70. las [sirtes presentaron sus memoriales agregados a 
fojas. 

Y Considerando: 

1". Que la lev 8877 de 21 de febrero de 1912 que grava la 
importación de azúcares de procedencia extranjera fija el de- 
recho de S 0.07 oro el kilo, habiéndose liquidado por la Adua- 
na de esta Capital y pagado por el despachante señor Arzeno 
el derecho de $ 0.06 oro de acuerdo con !a ley 11.002 vetada 
parcialmente por el P. K. y como se sostiene por el denun- 
ciante. Ta vigencia de la ley primera y la inexistencia de la 
segunda, y se denuncia este menor cobro de derechos de im- 
portación cuino una infracción comprendida en el art. 1006 
de las Ordenanzas, imputable al despachante corresponde en 
primer término resolver cual es la ley con arreglo a la cual 
lian debido liquidarse y cobrarse los derechos correspondien- 
tes a las partidas de azúcar de que se trata, para luego estable- 
cer si se ha infringido alguna disposición legal y si de esa in- 
fracción se deriva alguna responsabilidad penal. 

2 o . Que el art, 72 de la Constitución Nacional dice tex- 
tualmente: "Desechado en el todo o en parte un proyecto ¡wr 
el Poder Kjccutivo vuelve con sus objcccioncs a la Cámara 
de su origen ; esta lo discute de nuevo y si lo confirma por ma- 
yoría de dos tercios de votos |»asa otra vez a la Cámara de 
revisión. Si ambas Cámaras lo sancionan por igual mayoría. 

d pfoycctp es ley y pasa al V. K. para su promulgación" 

"Si las Cámaras difieren sobre las objeceumes el proyecto no 
|HHlrá re|>etirse en sesiones de aquel año". 

3". Que según resulta del mensaje que en testimonio co- 
rre agregado a fojas 25, el P. E. con fecha 14 de febrero de 
1920 por los fundamentos de dicho mensaje, promulgó y man- 
dó tener por ley de la Nación la núm. 11.002 sobre derechos 
al azúcar con excepción di- las disposiciones contenidas en el 
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art. 4 di* l;i misma ley. vetadas en el mensaje eorres¡iondicntc 
dirigido al II. Congreso dé la Nación. 

4", <Jue habiendo el IV K, promulgado una ley velada sin 
someterla iireviatncnte al trámite parlarnentario expresamen- 
te exigido en el articulo constitucional transcríjto. la ley pro- 
mulgada carece absolutamente de existencia constitucional y 
es |H>r consiguiente nula y de ningún valor. Resolver ¡p con- 
tra rio importaría tanto como acordar al P. K. contra el texto 
expreso de la Constitución que es la ley suprema de la Nación 
poner en vigencia las no sancionada;; lo que no está admitido 
dentro del régimen constitucional argentino. 

Ouc no teniendo ta lia-rada ley li. 002 valor alguno, 
pur haber en razón del velo del t\ K. vuelto a mi condición 
de provecto de ley, el cual se encuentra todavía en la comi- 
sión ile Negocios Constitucionales ile la Cámara de Diputados 
según resulta del informe de fs. 12 vía. es |H>r demás evidente 
i|iie la Administración de Aduana no ha podido aplicarla, sin 
violar» en perjuicio del Fisco, las d¡s¡>osiciones expresas de la 
léy que no ha sido derogada y que establece como se ha 

dicho el impuesto de S 0,07 oro por nilo de azúcar tpie se im- 
portó del extranjero sin que pueda a su respecto admitirse la 
e\cu-a de estar obligados a oltedccer los decretos o resolucio- 
nes del P. K. : pues es tm principio elemental de doctrina i ti 
corporada a la legislación positiva que los funcionarios públi- 
cos n<> pueden, sin incurrir en responsabilidades ejecutar las 
ordenes o resoluciones contrarias a la Constitución o a las le- 
ve* nacionales u provinciales. Puede afirmarse dice Goodnow 
en su iratadu ile Derecho Administrativo Comparado que los 
funcionarios están más obligados aún que el común de los 
ciudadanos a obedecer la ley. Kn los lisiados Cuidos, en In- 
glaterra y en la Administración Imperial de Alemania, conti- 
nua i-l mismo autor, ningún funcionario, aún allí donde la 
administración se halla organizada gerárqutcninentc se exime 
de responsabilidad frente a terceros cuando viola la 1ey b la 
Constitución (jorque haya obedecido órdenes superiores y en 
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algunas regiones, agrega, la ley agrava esa responsabilidad 
hasta el punto de castigar como delito la siempre violación vo- 
luntaria de los deberes oficiales sin motivos deshonrosos. 

Nuestra Corte Suprema en el falló que se registra en el 
Tomo 5 pág i8i ha dicho <juc el inferior no debe ol»edicncia 
a su superior sino cuando ordena en la es fe ra de sus atribu- 
ciones y en ningún caso cuando el acto ordenado es un delito; 
y el Cód. Penal vigente en el art. 248 erige también en delito la 
ejecución de resoluciones u órdenes contrarias a la Constitu- 
ción o a las leyes nacionales o provinciales. ICsta misma doc- 
trina estaría además consagrada entre nosotros por la propia 
legislación aduanera cuando como en el caso del artículo 434 
de las Ordenanzas, la ley hace responsables a los empleados 
del Fisco- ¡tor las cantidades que P"r su culpa el Fisco hubiera 
dejado de percibir por errores de clasificación o cuando como 
en e! caso del artículo 53 de la ley de Aduana, supone el de- 
lito de contrabando ]>or los eiii|tlead<is aduaneros y los hace pn- 
sibles no solo de las i**nas pecuniarias, sino también de las 
costúrales mandadas en ci art. 52 de la misma ley. 

&, Que de lo expuesto precedentemente se desprende 
pues que la ley 8877 complementaria de la legislación aduane- 
ra ha sido infringida por los funcionarios, encargados de su 
aplicación contra quienes no se formula cargo alguno en es- 
te proceso, pero de esta conclusión no pueden deducirse con- 
secuencias |ienales resjHícto del despachante Sr. Arzeno. 

De acuerdo con los principios admitidos por la ley y la 
jurisprudencia de la Cámara Federal y de la Corto Superna 
en esta materia ; el aforo no es una función que incumba al 
comerciante importador, sino a la Aduana; el importador sa- 
tisface plenamente la exigencia de la ley aduanera, siendo 
exacto en su manifestación en cuanto a la csj»ccic, calidad y 
cantidad y esto ha sido exactamente establecido por el despa- 
chante en la declaración de la mercadería de que se trata, el 
aforo y la liquidación han sido practicados [Nir la Aduana. 
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V" si bien el demento intencional, no concurre en materia 
de Aduana a la caracterización del hecho punible, siendo el 
perjuicio al Fisco, inmediato o mediato, la medida o caracte- 
rística de las infracciones se reuniere por lo menos, para que 
una acción u omisión sea imputable al agente, que el hecho 
le sea personal, es decir que baya sido decididamente reali- 
zado jwir el acusado o por las ]>ersonas por las cuales este 
resjHjnde cimfurnic a la Ley. Mas en el presente caso como 
ya se ha dicho y lo sostiene la defensa, el hecho alrededor del 
cual gira ta cuestión "la IÍ( ¡ni dación aduanera" es un hecho 
agenó aJ acusado y por lo tanto no puede imputársele crimi- 
nalmente. 

7*. 0"° 1,1 querellante en su acción comprende y persi- 
gne también c\ reintegro al Fisco ríe la diferencia de* derechos 
pagados de menos por el denunciado y tanto este como el Pro- 
curador Fiscal le niegan personería en esta parte de su ges- 
tión. 

tas arts. 1040 de las Ordenanzas y 73 de la lev de Adua- 
na para la mejor defensa de los intereses fiscales, acuerdan a 
todii habitante de la Nación d derecho de denunciar toda in- 
fracción aduanera y el art. ó» de esta última ley establece que 
los participes en los comisos o multas, serán considerados in- 
dependientemente de la acción fiscal como parte en los juicios 
■ le contrabando, defraudaciones o contravenciones cuando asi 
lo soliciten. 

fjue la institución de los denunciantes ha sido estableci- 
da ante todo en salvaguardia de los intereses del Fisco y dada 
pues ía finalidad y espíritu de las disposiciones citadas, el pro- 
veyente considera, (pie iniciada una causa \mr infracción a las 
Ordenanzas, corres|Hinde al Juez de la misma resolver sobre 
el reintegro de los derechos que pudieran adeudarse como 
consecuencia de los hechos denunciados aún cuando el quere- 
llarla sea absuelto de responsabilidad penal. 

La Suprema Corte asi ha juzgado y resuelto en la 
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causa seguida contra el Ferrocarril del Sud Sfllye defrauda- 
ción úv rentas fiscaíes, en cuy» fallo, que se registra en el 
tomo pág. 317 declaró en el considerando <> "que no tra- 
tándose de errores de clasificación hay lugar a reclamos por 
derechos que el Fisco hay;, dejado de percilrir y aquellos se 
entienden solicitados en una querella de defraudación" prin- 
cipio éste que confirma en otro fallo del Tomo 10Ó pag. 115. 
En amlíos fallos la Corte absuelve a los denunciados de la que- 
rella por defraudación v condena al pago de las diferencias de 
derechos adeudadas al fisco con motivo de las operaciones 
incriminadas. 

Por estos fundamentos tallo: absolviendo a don Juan Ar- 
ezno de la querella por defraudación deducida en su contra 
v ix>r las razones expuesta* en el considerando 7 y de acue r- 
do con el principio general de derecho de que nadie del»e en- 
riquecerse en i>erjutc¡o de otro. I» condeno al pago de la dife- 
rencia de derechos alionados de menos sobre la cantidad de 
[.113,000 kilos de azúcar de que se trata en este juicio sc- 
gÚn liquidación que deberá practicarse i>»r la Aduana con 
arreglo a la lev 8877. con costas, dejando a salvo las acciones 
q^ correspondan contra los autores directos de la infracción. 

Miguel Jautu*. 



ti'.TAMKN CBÍ» PROCURADOR 1MSCAI, W CÁMARA 

Bueno* Aítw, Sípitembrt <•* i«W 

Excma. Cámara: 

Evacuando el traslado conferí le la expresión de agra- 
vio* formulada i*ir el denunciante doctor don Ernesto E. I a- 
dilla en la causa salida contra don Juan Arzeno por infrac- 
ción aduanera, el representante del Ministerio riscal que sus- 
crita a Y, E. respetuosamente, dice: 
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(juc examinadas detenidamente las constancias de este 
proceso no surge, a mí juicio, la comprobación de la existen 
cia <lc ninguna falsa o errónea declaración ni de ninguna omi- 
sión n falta de requisito imputable al despachante don Jua:t 
Arzeno con ocasión ríe las diversas operaciones de despacho a 
plaza que se señalan en ta denuncia de fs. i y cuyas respecti- 
vas documentaciones aduaneras corren agregadas de fs. i<) a 
fs, 36 inclusive, 

Se trata de nueve despachos a plaza de diferentes parti- 
das de azúcar, girados sobre cinco distintas copias de factura a 
depósito, operaciones que se rigen conforme a las disposicio- 
nes contenidas en los arts. 348 y siguientes de las O. O. de 
Aduana. 

Según estas disposiciones de la legislación general adua- 
nera, el despacho a plaza de mercaderías depositadas se rea- 
liza mediante la presentación ante la Aduana de tm documen- 
to original y dos copias del mismo, en los que el despachante 
delw consignar las manifestaciones determinadas en el art. ,U" 

Verificadas tas documentaciones aduaneras agregadas de 
fs. ly a fs. 30 inclusive, que son los respectivos manifiestos 
originales de despacho a plaza correspondientes a cada una de 
las operaciones de que se trata en este expediente, se advierte 
que ért todos esos documentos el desjwcliante señor Arzeno ha 
consignado loths las declaraciones exigidas por el citado art. 
347. También se advierte que las documentaciones de la re- 
ferencia no han sufrido en su tramitación ninguna observa- 
ción : la Aduana, por intermedio de sus empleados debidamen- 
te autorizados al efecto, verificó, pesó y aforó la mercadería; 
ésta fué entregada conforme por los empleados aduaneros, 
previa liquidación de lus derechos fiscales, que fueron oportu- 
namente satisfechos, según expresa constancia de pago que 
presenta uno de los documentos de la referencia. 

En manera alguna surge, pues, del examen de esos docu- 
mentos ta comprobación de la existencia de una falsa o erró 
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nea manifestación ni tic una falta de requisito imputable al 
despáchame señor Arwno, que haga a este pasible de cual- 
quiera de las sanciones penales establecidas en los arts. y.V>- 
1025. 1026 o 1037 de las O. O. de Aduana. 

Se arguye que la liquidación de los derechos hecha en ca- 
da uno de los documentos agregados de fs. 19 a fs. 36 inclu- 
sive es equivocada y perjudicial 1»« el Fisco, porque, según 
el denunciante, la Aduana, por. el órgano de su empleado, el 
Vista, fijó un aforo más bajo que el que legalmente corres- 
pondía. De ahí se hacen derivar responsabilidades penales pa- 
ra el despachante señor Arzeno. so pretexto ele que éste de- 
bía saber que pagando sólo el im|iorte de la liquidación adm- 
ner.i satisfacía menores derechos que los que legítimamente 
adeudaba. 

Sin entrar a considerar si efectivamente la Aduana ha h- 
quidado con exactitud los derechos que debieron satisfacerse 
por cada una de la# operaciones de despacho a plaza de que se 
trata en el snh jwticc, cabe hacer notar que la función de afo- 
rar la mercadería y la de liquidar los derechos que correspon- 
dan están, itor las O. (>.. entregada* exclusivamente al Vista 
y a la oficina de liquidaciones de la Aduana, sin que la ley. 
por razones obvias, permita al comerciante inmiscuirse en la 
práctica de estas operaciones, salvo, como es natural, su. dere- 
cho de observarlas en lo que estime ixt judicial a sus particu- 
lares intereses. 

De manera, pues, que el error en el aforo hecho por el 
Vista o en la liquidación practicada por la respetiva depen- 
dencia aduanera, cuando no emerge de una falsa o errónea 
declaración o de una omisión o falta de requisito del despa- 
chante, no es un hecho susceptible de serle imputable a este 
último, porque no reside en él, es decir, en sus actos o en los 
de sus empleados, dependientes y asalariados, la causa pro- 
ductora, la causa eficiente del error, ya que el despachante 
no está por la ley obligado a intervenir en las tales operacio- 
nes ile aforo y de liquidación de derechos, ni a vigilarlas ni 
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a nhservar sus resultados cu ar piel lo qúé no le perjudica. Por 
lo demás, no mediando malicia, engaño u otra ardid, parece 
obvíp que nadie ha de incurrir en delito o infracción punible 
por sólo el heclio de no pagar más que ki que le reclame y le 
oebre su legítimo acreedor. 

Dentro del criterio de nuestra legislación aduanera, el 
despachante sitio incurre en i'es]Kinsahi1idad prual por tas fal- 
sas o erróneas declaraciones o pOír la omisión o falta de re- 
quisitos que son. por imperio de la ley, de su cargo en las 
operaciones aduaneras que realiza, ¡mpiiiabiüdad que se extien- 
tle a los hechos de la misma naturaleza cometidos ¡><>r sus em- 
pleados, dependientes y demás asalariados, conforme al princi- 
pio establecido en los arls. 1027 y 1028 de las O. O. 

Aplicando esc mismo criterio legal es cuino la Suprema 
Corte de Justicia Nacional tiene declarado en el caso que se 
registra en la página 317 del tomo de la colección de sus 
fallos que los artículos 10J5, 102Ó y 10^7 de las O. O. <'c 
\< luana "no comprenden la importación en la que no ha exis- 
íido de parte del importador manifestación alguna equivocada 
" falsa acerca de la cantidad, especie o calidad de las mercan- 
cías, ni omisión de requisitos *. 

La doctrina sustentada por la Suprema Corte ríe Justi- 
cia Nacional en el caso que dejo citado es de estricta aplica- 
ción al caso siih judicc, y en su mérito, de acuerdo con las 
concordantes consideraciones aducidas por el señor Juez a 
<t¡to, así como por el señor Procurador Fiscal de i". Instancia 
en su dictamen de fs. 41 y por la defensa del acusado en loa 
escritos de fs. 55 y fs. gjj¿ soy de opinión que el -fallo apelado 
de fs. 103, en cimillo absuelve a don Juan Arzeno de la que- 
rella |H«r defraudación deducida en su contra en estos autos, es 
arreglado a derecho y procede su confirmación. 

Horacio R, Luneta. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN" 



311 



mcTAMK.V ÜEI, PROCURADOR KláCAL DE CÁMARA 

■ueoot Alfil, Noviemure IS de I9ZÍ 

Excma. Cámara: 

El Ministerio Fiscal que represento tiene ya manifestada 
en el dictamen de fs. 143 su opinión en el sentido de que del 
examen de las constancias de autos no surge la comprobación 
de un heclio imputable al querellado don Juan Arzeno que sea 
susceptible de ser calificado, con arreglo a los términos de la 
ley que rige la materia, como fraude o infracción aduanera. 
No se ha demostrado en este proceso que el señor Arzeno c 
sus empleados, dependientes y asalariados hayan incurrido, 
con ocasión de los despachos aduaneros a eme se refieren los 
documentos agregados de fs. 10, a fs. 30. en una falsa o erró- 
nea manifestación o en una falta de requisitos que haga a aquel 
pasible de cualquiera de las sanciones penales establecidas cu. 
los arts. yflo, 1025. 1026 o 1037 f ' e ' as 0- O, de Aduana. 

El falto recurrido de fs. 103. en la parte que absuelve a 
don Juan Arzeno de la querella por defraudación deducida en 
su contra, es. pues, conforme a las conclusiones que este Mi- 
nisterio Fiscal tiene expresadas en su dictamen de fs. 143. por 
lo que nada tengo que observar al respecto. 

Pero en lo que este Ministerio Fiscal disiente con el alu- 
dido pronunciamiento de fs. 103 es en cuanto este último afi- 
nóte que el denunciante tenga personería para reclamar y per- 
seguir en esta causa el reintegro al Fisco de una presunta 
diferencia de derechos aduaneros, que se dice pagada de me- 
nos por el querellado, asi como en cuanto dicho pronunciamien- 
to declara que "incoada una causa por infracción a las Orde- 
nanzas, corresponde al Juez de la misma resolver sobre el re- 
integro al Fisco de los derechos que pudieran adeudarse come 
consecuencia de los hechos denunciados aún cuando el que- 
rellado sea absuclto de responsabilidad penal", premisas am- 
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tras que sirven tic fundamento a la condenación final dicta- 
da i'finlra ct señor Arzeno obligándole "al pago de l,i dife- 
rencia <le derechos abonada de menos sobre la cantidad de un 
millón ciento trece mil kilos de azúcar de que se trata en este 
juicio, según liquidación que deberá practicar la Aduana con 
arreglo a la lev X o . 8877". 

Kn la denuncia de fs. 1, su autor mencionó las disposicio- 
nes del an. 7,5 de la ley X". 4933 y del art. 1040 de las O. O, 
¡«ra justificar su derecha a formularla y efectivamente, se- 
gún se infiere de los Términos de estas disposiciones legales, 
cualquiera persona, aunque sea ajena a la administración adua- 
nera, puede formular por escrito ante la autoridad competen- 
te una denuncia sobre 11 infracciones aduaneras, defraudaciones 
contrabandos. 

También recordó el denunciante la disposición del art. ht) 
eje la lev X". 40,33. en cuya virtud pidió ser tenido por parte 
en el procedimiento a incoarse. Kstc dispositivo legal estable- 
ce que ¡os participes en los comisos o multas a que se refiere 
el art. 1030 de las O. O. serán considerados. indepeudiruic- 
menie tic la acción fiscal, como ]>arte en tos juicios de contra- 
llando, < lo f ra 11 daciones o cont ra venciones, cuando asi lo soli- 
citen, y según el referido art. 1030 de las O. O. participan en 
los comisos y multas que en dichas O, Q. no estén expresa- 
mente adjudicadas al Fisco, los a prehensores y denunciantes, 
"ya sean empleados de Aduana, de otro ramo o ]>articu lares", 
en las proporciones que el mismo articulo determina. 

Estos son los únicos preceptos legales que invocó y que 
pudo invocar el denunciante para justificar su personería en 
esta cansa: y conforme cabe advertirlo de sns propios térmi- 
nos, ellos solo le autorizan a formular denuncias sobre infrac- 
ciones aduaneras, defraudaciones o contrabandos y a ser con- 
siderado como parte en los juicios de contrabando, defrauda- 
ciones « contravenciones, a titulo de participe en los comisos 
o multas a aplicarse por razón de ese mismo carácter de de- 
nunciantes. 
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I,a pcrsuncria de los empleados de Aduana, de otro ramo 
o de los particulares en los juicios aduaneros se limita, pues, 
a formular denuncias sobre infracciones, defraudaciones o con- 
tra bandos y a intervenir, como parte índqwndiente de la ac- 
ción fiscal, en esos mismos juicios de contrabandos, defrau- 
daciones o contravenciones a título de partícipes en los comi- 
sos » multas, con e! objeto, que se induce claramente del pro- 
posito revelado \wr la ley. de coadyuvar a la persecución y 
aplicación de esos comisos y multas, y asegurar su exacta y 
equitativa distribución con sujeción a las proporciones fijadas 
por la ley. 

A esta sola faz de los juicios aduaneros debe mantenerse 
circunscripta la aceiún de los denunciantes o aprehensores en 
los juicios aduaneros, i>orque es a ella únicamente que la ley 
los vincula mediante la participación que les acuerda en los 
comisos o multas sin que pueda esa acción extenderse a otras 
cuestiones de distinta índole que también pueden suscitarse en 
los misinos juicios aduaneros, pero une, en manera alguna, 
atañen al interés material de los denunciantes o aprehensores. 
coitío serian, por ejemplo, las cuestiones atinentes al cjercicin 
de la acción pública emergente de los delitos comunes conexos 
que mencionan los arts. ioí>o y ioíji de las O, O., asi conm 
todas las acciones civiles derivadas de la existencia de esos 
mismos delitos cnniuncs conexos. 

De ahí que en el caso de autos la i>ersoneria del denun- 
ciante delta limitarse a perseguir la comprobación de la exis- 
tencia del supuesto fraude o infracción denunciado y la consi- 
guiente aplicación de las multas o comisos en que puedan ba- 
U-r incurrido las personas responsables del fraude o infrac- 
ción en cuestión. ]x:ro sin que ello autorice al denunciante a 
extender su acción, bajo ningún cnuceplo. fuera de la órbita 
dentro de la cual gira el interés (pie le acuerda y le reconoce la 
ley y que consiste únicamente en una participación en la dis- 
tribución de esas multas o comisos aplicados j»or virtud de 
su acción ríe denunciante. 
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Ahora bien: según se lia visto anteriormente, ni a juicio 
«le este Ministerio ImscüI ni en el sentir del señor Juez a qtío 
stíígfc dé) estudio de este proceso la comprobación de hechr 
ninguno que las leves aduaneras califiquen como contrabando, 
fraude, infracción o contravención, de donde fluye la conse- 
cuencia lógica de que tampoco hay lunar en el stib judice a 
la aplicación de multas o comisos en que esté el denunciante 
llamado a participar. Hasta aquí alcanza, y aquí termina, el 
radio de acción del denunciante, sin que le sea dable amplia r- 
lo a otras cuestiones que sólo cabe debatir en otro campo, si :% 
ello hubiere tugar. 

En efecto; en el supuesto de que las liquidaciones de los 
derechos aduaneros practicadas a cada uno de los documen- 
tos agregados de fs. it> a fs. ¿tí fueren, como lo asevera el 
denunciante, equivocadas y |xrjud ¡cíales para el Fisco, por 
haber el Vista fijado un aforo más bajo que el que legalmente 
córresporkliá, ello no constituiría un hecho punible, porque nt 
las ( K O. ni ninguna otra ley aduanera ele fine tal hecho ni co- 
mo contrabando o defraudación ni como infracción o contra- 
vención, y por lo tanto, en manera alguna puede esc hecho dar 
logar a la aplicación de comisos o multas. 

Hste misino concepto es el que. sin duda, determinó a la 
Suprema Corte de Justicia Xacional a declarar en el caso que 
se registra en la ¡>ág. -517 del tomo 99 de la colección de sus 
faltos "que los arts. 1025. 1026 y 1037 de las Ordenanzas cita- 
das, que han servido de base a la acusación y a la sentencia 
de fs. í>4, no comprenden la importación en la que no lia exis- 
tido de parte del importador manifestación alguna equivocada 
o falsa acerca de la cantidad, especie o calidad de las mercan- 
cías, ni omisión de requisitos". "Que con arreglo a lo pres- 
cripto en el nrt. 1057 de las recordadas Ordenanzas de Adua- 
na, los administradores ¡hHlriui absolver de toda pena, aún 
citando aparezca reconocida o probada la infracción, siempre 
que ella sea |>or falsa declaración que provenga de error evi- 
dente e imposible de pasar desapercibido". "Que si los erro- 
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res en la interpretación de las leyes y reglamentos entraran en 
los previstos por las Ordenanzas, estarían necesariamente 
^aprendidos en lo dispuesto en el art. 1057 de las mismas, 
desde que la ley y su reglamentación se suponen conocidas de 
ti>dos y con mayor razón de los llamados inmediatamente a 
aplicarla; siendo en todo caso manifiesto c|iie dichos errores 
río pueden hallarse en condiciones, más desfavorables (pie los 
de cálculo y clasificación, en relación a los cuales, no es proce- 
dente la acción |w>r defraudación (artículos 433 y 434- Orde- 
nanzas citadas)". 

Pero ya que las mismas O. O. de Aduana han previsto el 
caso en que una liquidación de derechos practicada l»or la 
Aduana acuse un error de aforo como el que la denuncia a 
fs. 1 atribuye a los que presentan los documentos que corren 
de fs. uj a fs. 0. 

feos arts. 435- 43" >' 437 prescriben que, concluidas la? 
operaciones de importación de un buque procedente del ex- 
tranjero, la Aduana dará un balance al registro del buque i*or 
lus documentos de contaduría, y que para dar ese halante, la 
oficina de revisación de registros concluidos hará un prolijo 
examen de la documentación en la forma determinada por el 
art. 436. debiendo esa oficina de revisación dar cuenta al ad- 
mití i strador de las faltas o defectos que note en los procedi- 
mientos ile las oficinas y que resulten del registro que exa- 
mina y exigir de los comerciantes el abono inmediato en teso- 
rería de lo que haya pagado de menos por error de aforo o 
irqntdación, etc. 

Como se ve. los errores de aforo, como los presumido; pot 
la denuncia de fs. 1, no dan logar, dentro del régimen y mir- 
illas establecidas |X>r las O. (>.. al ejercicio de acciones |>or de- 
fraudación ni a ningún procedimiento penal sinó simplemente 
a 1111 reparo que formula la oficina de revisación de registros, 
cuyo im]»orte es exigido a los comerciantes, y se hace efectivo 
mediante una acción por la vía civil f conforme a la naturaleza 
civil de la obligación. 
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Siendo éllo así, clan* está q'tíé el actor de la denuncia dc- 
ís. i carece en absoluto de personería para ejercitar acciones 
i|iie, como la de reintegro ;d I* i sen |>or diferencias de derecho? 
pagado* de mentís en los despachos aduaneros, revisten el ca- 
rácter de meras obligaciones civiles, ya que los preceptos con- 
tenidos en los arts, 6*/ y ?¿ de la lev X". 1040 de las O. O., que 
son lns únicos que se mencionaron en la denuncia imra jus- 
tificar la personería invocada, sólo la acuerdan para formular 
denuncias sobre infracciones aduaneras, defraudaciones o con- 
trabandos y sólo permiten a lns empleados aduaneros o par- 
t indares intervenir como ¡«irte en esos mismos juicios adua- 
neros a titulo ríe partícipes en tos comisos o multas. 

En este mismo sentido se ha pronunciado 1a Rsraia. Cá- 
mara Federal de Apelaciones de I f a Plata en nn caso de Adol- 
fo p. Pérez que registra el N". de "Gaceta del Foro", 
declarando "que si hicn es cieno que las leyes aduanerífe dan 
persnneria al descubridor o denunciante de in fracciones adtia 
ñeras, ello es al solí» efecto del interés que tienen en ta par- 
ticipación de los comisos o inultas'". 

Hada la naturaleza de la acción emergente de Sos reparos 
que debe la Aduana formular cuando advierte los errores de 
aforo que grey? el art. 4^7 de las O. t >. claro está también que 
corresponde únicamente al Fisco ejercitarla. |>orqiie solo a él 
pertenece esa acción en su calidad de exclusivo acreedor, sien- 
do, en tal concepto, innecesario recordar míe ningún particu- 
lar puede arrogarse ta representación en juicio del Fisco ni 
ejercitar en su nombre acciones judiciales de ninguna especie, 
atento a lo dispuesto en el art. 1 de la ley N°. 3368. según el 
cual, en todo asumo de jurisdicción voluntario ü contenciosa 
en que el Fisco Nacional es parte, es exclusiva y necesariamen- 
te representado |w*r los Procuradores fiscales, el Procurador 
tVeneral de la Nación o el Procurador del Tesoro, salvo la ex- 
cepción establecida jnir el art. ? en favor de los cobradores 
fiscales cuyas funciones se hallan determinadas |Mir leves 
especiales. 
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i'or «ira parte, en el casi) particular de autos el si-ñor Juez 
<r i/firi cartee fie c< mi] ict encía para decidir la cuestión relacio- 
nada con la presunta diferencia de derechos que el denuncian- 
te atribuye a las liquidaciones practicadas por la Aduana en 
los documentos agregados de fs. ig a fs. $6. Ksta cuestión, si 
fuere promovida por quien tiene derecho a ello, escaparía, por 
raz<»n de su carácter puramente civil, a la competencia de la 
jurisdicción criminal y correccional (pie ejercita el señor Juez 
de esta causa |)cnal. 

Cuando la acción civil es ¡levada ante la jurisdicción cri- 
minal, por quien tiene derecho a ejercitarla, conjuntamente con 
la acción pública penal, esa jurisdicción es competente i»ra 
juagar la cuestión civil en razón únícamenie de su competen- 
cia sobre la cuestión penal, que es lá principal y de la due 
aquella otra deriva. La substanciación y decisión de la causa 
civil por la jurisdicción crimina! resj*>ndc entonces al carác- 
ter de anexa o incidental que, en tal caso, reviste la cuestión 
civil con relación al proceso criminal en que se debate la cuen- 
ttón penal, 

Pero, cuando la querella criminal resulta improcedente e 
infundada porque el hecho que la motiva no es reputado delito 
de infracción i>or ley ninguna, la base i»enal que pudo dar pié 
al ejercicio de la jurisdicción criminal se desvanece, y de con- 
siguiente, la ación civil no puede ya fundarse sinó en una líase 
civil. Surge, entonces, de inmediato la iheompetencia del Juez 
en lo criminal, puesto que. desaiiarecido et motive) de la ex- 
cepción, rige la regla general según la cual sólo a la jurisdic- 
ción civil corresponde substanciar y decidir las cuestiones ci- 
viles. 

Ka sentencia recurrida cita d»s fallos dictados i>or la Su- 
prema Corle de Justicia Nacional en las que dicho Tribunal 
declaró que, no tratándose de errores de clasificación, hay lu- 
gar a reclamos, por derechos que el Fisco haya dejado dé per- 
cihir. y que ellos se entienden solicitarlos en una querella por 
defraudación. 



ais 
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Cabe, sin cmliargo, hacer notar que ambos casos recorda- 
dos por ct señor Juez a t ¡no no guardan similitud cotí el stih 
índice, (iailo que efl aquellos existía la comprobación de un he 
eho de errónea o falsa manifestación, calificada por la ley co- 
mo infracción ei fraude aduanero, y que además, los derecho* 
se reclamaban por (¡uien tenia acción para hacerlo, esto es. el 
Fisco, representado en el juicio por su representante legal, el 
Procurador Fiscal, conforme a lo dispuesta en el art. i de 
Ja ley 3307. 

Hn cambio, en el presente caso, según ya se ha visto, no 
e\i<te hecha impuiabfe al querellado <|iie esté en las leyes adua- 
naras definido, como fraude o infracción, y tampoco ha for- 
mulado el Fisco, por intermedio de su representante legal, el 
Procurador Fiscal, ninguna reclamación sobre derechos adeu- 
dados, según claramente se manifiesta en el dictamen de fs. 41 
al expresar el Ministerio Fiscal que "110 ha recibido instrucción 
del Poder Kjccmívo para reclamar al señor Arstcno níngíjtia di- 
ferencia ile impuesto". 

Por lo demás, V. K tiene sentada jurisprudencia tu el sen 
tído de que la cuestión relativa al pago de derechos adeudados 
es ajena a la jurisdicción criminal ejercitada |>ar la justicia fe- 
deral. 

A>i, por ejemplo, en el caso de Kvans Thornton y Cía.. 
resuelto en agosto 20 de lyiO, el Tribunal compuesto |ior tos 
señores miembros doctores Arias. L'rdinarrain, Escalada y Na- 
zar Ancborena, declaro "míe denunciada par el señor jefe del 
Resguardo de la Capital una infracción a la ley de exportación 
N '". o>í4<) e instruido el sumario de práctica por el señor Juez 
a </iin debido a que las mercaderías ya habían salido de la ju- 
risdicción de la Aduana tari. 10,14 O. O.) únicamente debe re- 
solver la justicia federal si pmcede o no la aplicación de una 
¡lena, ya que la discusión sobre el pago de los derechos corres- 
pondientes es completamente ajena a la jurisdicción de carác- 
ter oficial que ejerce el Tribunal en estos autos". 
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Kn el caso do Manuel Boiso, resuelto en julio íí <lc igái 
el Tribunal compuesto por los señores miembros doctores Na- 
zar Ájichorena, Kscalada, Arias y Lima, reiteró la misma doc- 
trina declarando 'que discutiendo el recurrente en el presente 
juicio los derechos qué corresponde abonar ai l'"iseo y también 
la improcedencia de la mulla impuesta, Unicamente correspon- 
de al Tribunal resolver si es el caso de aplicar las sanciones 
dé las Ordenanzas, cuando se trata de infracción a sus disposi- 
ciones, ya que la cuestión relativa al pago de los derechos es 
ajena a la jurisdicción de carácter criminal que la Cámara ejer- 
ce en el presente*'. 

Tan claras y terminantes decisiones de V. K. nos relevan 
de entrar en un desarrollo mayor de refutaciones, debiendo tan 
solo añadir que. dado que en autos no existe reclamación sobre 
derechos aduaneros adeudados (¡tic baya sido interpuesta ppt 
quien legítimamente pudo deduciría, o sea, el Fisco, resulta 
asimismo que no ha quedado planteado el caso judicial que de- 
cide, y que. por consigúeme, el pronunciamiento condenatorio 
que contiene la sentencia de ís. 103 es contrario a la regla es- 
tablecida en el arf. 2 de la ley N". 27. segó 11 ln cual la justicia 
federal nunca procede de oficio ni decide cuestiones abstractas. 

Por las consideraciones expuestas, las aducidas en el dít- 
lamen fiscal de fs. 41 y las concordantes que sustentan la ex- 
presión de agravios formulada a fs. 124 por el señor defensor 
del querellado, corresponde a V. lv pido que. habiendo i>or ex- 
presado agravios y, al propio tiempo, por evacuado el traslado 
conferido a fs. 152 vta. t se sirva revocar la parte de la senten- 
cia de ís. 103 que contiena al señor Arzeno "al pago de la 
diferencia de derechos abonada de menos sobre la cantidad de 
un millón ciento trece mil kilos de azúcar ele que se traía en 
este juicio, según liquidación que deberá practicar ta Aduana 
con arreglo a la ley N". 8877", y de acuerdo con las conclu- 
siones de mi anterior dictamen de fs, 143, confirmar dicho fa- 
llo en cuanto absuelve a don Juan Arzeno de ta querella por 
defraudación deducida en su contra. 

llorado R. Larreta. 
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SKNTE\CIA ME I.A CÁMARA Í-EMKRAL 

Bhisi Urea, Iulk> 3 4c 19» 

Vistos : 

listos autos seguidos )mr el doctor Krnesto K. Padilla cern- 
irá él despachante de Aduana don Juan Arzeno. fwr infrac- 
ción a las Ordenanzas de Aduana, de los que resulta: ■ 

Que el doctor Ernesto K. Padilla, denuncia que el señor 
Arzeno, ha introducido de Montevideo partidas de azúcar de 
más de </i grados de polarización, alionando el derecho espe- 
cifico de $ 0.0Í1 oro, en vez de 0.07 oro i«"r kilo. La liquida- 
ción aduanera, en su concepto, se ha hecho con arreglo a una 
"disposición arbitrar» del |\ K. que no tiene fuerza ]>ara alte- 
rar la tasa de la ley 8877 con arreglo a la "llamada ley n.oo¿ 
cuyo acto de promulgación parcial es un acto unilateral extra- 
ño y contrario al procedimiento señalado por la Constitución" 
para la formación y sanción de las leyes". 

fíl denunciante se acoge al beneficio del art. 619 de la ley 
4^,15 >' solicita se aplique al señor Arzeno la pena pecuniaria 
que estaNece el art. 10.26 de las Ordenanzas, por el "no pago 
del derecho legal de importación sohre las partidas de azúcar 
introducidas, como asimismo se le condene a reintegrar al Fis- 
co los derechos pagados de menos, que ascienden a once mil 
trescientos sesenta pesos oro". 

Que corrida vista al señor Procurador Fiscal de primera 
instancia, este pide el sobreseimiento definitivo del sumario 
<art. 434 Cód. Proc. en lo Crim. art. 1054 de las Ordenanzas) 
ya que el señor Arzeno ha ¡mgado simplemente los derechos 
que le ha exigido la Aduana y la operación realizada 110 es clan- 
destina, ni importa un hecho que haya pasado desapercibido. 
Por otra parte dice, el denunciante carece de personería por 
que no es damnificado, ni procede la aplicación de mulla y nc 
puede tampoco alegar en defensa del Fisco la inconstituciona- 
lidad de actos del P. \\. 
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(¿ue la defensa del señor Arzcno sostiene por sti ptirtc. 
que s» defendido no lia cometido delito alguno alegando como 
razón general de oposición, ett cnanto a la acción civil |*ir co- 
bro de derechos aduaneros, que el doctor Padilla carece de ac- 
ción y <le personería. 

fjue la sentencia de fs, 103 absuelve de la querella de de- 
fraudación al señor Arzcno. condenándolo sin embargo al pa- 
go de la diferencia de derechos abonados de menos, sobre la 
cantidad de un millón ciento tres mil kilos de azúcar, porque la 
liquidación aduanera es un hecho ajeno al iatsado y l»or lo 
tanto no puede imputársele criminalmente y porque iniciada 
una causa por infracción a las Ordenanzas corresponde al Juez 
de la misma resolver sobre el reintegro de ios derechos que pu- 
dieran adeudarse como consecuencia de los hechos denu neja- 
dos, aún cuando el querellado sea absuelto de rcs|wnsabilidad 
penal, 

Qtíft esta semencia ha sirio recurrida por la |iarte del doc- 
tor Padilla, eji cuanto no impone a Arzeno la pena |>eciiniar¡a 
establecida en el art. 1025 de tas Ordenanzas, ni le atrilniye 
la parte que en ella le corresponde como denunciante; por ¡a 
de Arzeno. que ha deducido los recursos de nulidad y apela- 
ción y |K*r el Ministerio Fiscal qué entabló recurso de abla- 
ción (Míe fnó denegado por el ir qno, y que este Tribunal a 
fs. níi vta. otorgó libremente. 

Que expresando agravios el señor Procurador Fiscal de 
Cámara, sostiene que el fallo, cu cuanto a la absolución del 
querellado, es arreglado a derecho, pero no asi en cuanto ad- 
mite que el denunciante tenga [«rsonería para reelátrjar y per- 
seguir el reintegro al Fisco de la diferencia de derechos que 
se dicen |»agados de menos y en cnanto a la competencia que 
el Juzgado se atribuye para pronunciarse acerca de dicho rcin- 
1 egro , 



V Considerando: Kn cuanto fil recurso de nulidad: 
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Que el procedimiento observado en i:l presente juicio es 
ajustado a derecho y que !a sentencia <le fs. 103 contiene los 
requisitos que prescribe el art. 495 del Cód. de Proc. en lo 
Crim., rio se hace lugar a la nulidad interpuesta. 

En cttiníó a los recursos de apelación: 

Qtie por lo que rt-!í|H?cta a la pená pecuniaria, el consi- 
derando sexto de la sentencia establece acertadamente, que de 
acuenlo con lo* principios admitidos |>or la ley y jurispruden- 
cia ile la Cone Suprema y fie esta Cámara Federal en la ma- 
lcría, el aforo no es función que inctimlw al comerciante ¡m- 
¡wirtador. sino a la Aduana; y el importador satisface plena- 
mente las exigencias de la ley, siendo exacto en sus manifes- 
taciones en cuanto a especie, calidad y cantidad, tal como lo 
ha sido el inijmrtador t*n su declaración, 

Oue el art. 102Í» de Jas Ordenanzas, establece que todo he* 
dio que tienda a disminuir indebidamente la renta, aunque 110 
tenga en estas una sanción especial, será reprimido con 1a pe- 
na tle comiso, si la infracción se intenta sobre la cantidad o es- 
]H*cie tle las mercaderías y con ]*igo de dobles derechos si es 
sobre la Calidad, 

(¿ue este precepto no comprende ta int|>ortación en que no 
ha existido fie parte fiel ¡montador mani íestación alguna equi- 
vocada o falsa acerca de la calidad, especie o cantidad. 

Qlie el doctor Padilla no pretende que haya mediado error, 
engaño ti omisión sobre la especie, cantidad o calidad de las 
partidas de azúcar introducidas, sino que ha habido aforo o 
liquidación equivocada por haberse hecho este con arregle» a la 
ley 11.002 en vez de hacerlo con arreglo a la ley N," 8877. 
de cuyo error supone equivocadamente que es pasible ol se- 
ñor Arzeno. 

"Los artículos 1025, toííi y 1037 de las Ordenanzas, — 
electa esta Cámara en juicio Procurador Fiscal v. empresa fiel 
Ferrocarril tlel Sud, faltado el 5 de diciembre de 1903, — no 
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son aplicables, porque no ha habido falsa man i f estación, pues 
se han declarado, corno se ha dicho, con toda exactitud los 
materiales introducidos, de modo que ellos no han podido ser 
materia de defraudación a la renta, en razón de halwr pasado 
desapercibidos, desde que la Aduana con pleno conocimiento, 
de las cosas ha hecho su despacho libre de derechos. Estable- 
cer que después de verificadas estas operaciones, punían los 
empicados de la .Aduana actuar como denunciantes, sería infe- 
rir un agravio a la fe pública que debe existir en todos los ac- 
tos de la administración del Estado". 

Que el error en el aforo hecho por el Vista, o en la li- 
quidación practicada por la respectiva dejiendencia aduanera, 
como bien lo dice el Ministerio Fiscal en esta instancia {fs. 
144 >, cuando no emerge de «na falsa o errónea declaración o 
de una omisión o falta de requisitos de) despachante, no es un 
hecho susceptible de ser imputable a este último, porque no 
reside en él la causa del error, ya que el despachante no está 
obligado a intervenir en las operaciones de aforo y de liqui- 
dación de derechos, ni a vigilarlas n observar tos resultados, 
en aquello que no le perjudica. 

Los comerciantes pueden revisar las liquidaciones de la 
Aduana antes de pagar lo ((lie deben y ol>scrvar si hay error en 
ellas; |jero de esto, que es un derecho, no puede deducirse que 
tengan la obligación de hacer esa revisación |*ara rectificar erro- 
res de la Aduana en perjuicio del Fisco, porque no hay dis- 
posición expresa que les imponga este deter so |)ena de co- 
miso. Si bien un error en una cuenta no da derecho ni liber- 
tad de obligaciones legítimas, tampoco puede ser fundamento 
de pena contra un tercero. < Corte Suprema. T. 7, pág. (96). 

Que por otra parte el error de aforo, ediro el de liquida- 
ción, está equiparado al error de cálculo según el art. 24 de la 
ley de Aduana. El error de clasificación también está equi- 
parado al error de cálculo (art. 434 de las Ordenanzas) y so- 
lo da derecho a reclamar de "los empleados" que han interve- 
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nido en la clasificación, las cantidades que por culpa ele ellos 
luya dejado dtr percibir la Aduana. 

Sí !<is errores en la interpretación de las leyes y reglamen- 
to futran de los previstos ]mr las Ordenanzas, estos estarían 
comprendidos en el art. 1057 de las mismas, desde <iue !a ley 
y su reglamentación se suponen conocidas de todos y con ma- 
yor razón de los llamados inmediatamente a aplicarlas, siendo 
en todo caso manifiesto qué dichos errores no pueden hallarse 
en condiciones más desfavorables que !os de cálculo y clasifi- 
cación en relación a los cuales no es procedente la acción \m 
defraudación. (Corte Suprema. Ionio tjt>, pág. 317). 

Por consiguiente, aún cuando hubiera habido error de 
derecho en !a aplicación de la ley 11.002, como lo asevera el 
doctor Padilla i*ir halierse hecho la liquidación con arreglo a 
la ley 1 1.002 y no de acuerdo con la ley 8877. esc error no ha- 
ce pasible de pena al despaclrante. 

Qiié por lo (|iie se refiere al pago de ía diferencia de de- 
rechos alionados de menos, sobre la cantidad de un millón 
trescientos trece mil kilos de azúcar que la sentencia condena 
a pagar al señor Arzeno, calie establecer eme el doctor Padi- 
lla no ha tenido personería liara gestionarlo cu su calidad de 
denunciante con ínteres personal, ni el señor Juez a (/no, com- 
petencia para halarlo así resuelto en este juicio criminal. 

lín todo asunto de jurisdicción voluntaria o contenciosa 
en que el Fisco Nacional sea o pueda ser parte, deberá exclu- 
siva y necesariamente ser representado por los Procuradores 
Fiscales, el Procurador General de la Nación o el Procurador 
General «leí Tesoro salvo la excepción del art. 2. fl en favor 
ile los cobradores fiscales cuyas funciones se hallan determina- 
das l*>r leyes especiales, (art, 1." de la ley M$?) f 

(Jue si bien por excusión, los artículos 73 y 69 de la ley 
49*j y 1040 de las Ordenanzas, autorizan a los empleados de 
la Aduana y aún a cualquier persona extraña a ella, para in- 
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tcrvenir en est< - asuntos, ello lo es al solo objeto de formular 
denuncias sobre "infracciones aduaneras, defraudaciones y con- 
trabandos y de ser consideradas como ]»arte en los correspon- 
dientes juicios de contrabando, defraudación, contravención, 
etc., y a titulo de participe en aquellas operaciones", 

I.a personería de los denunciantes es admitida para per- 
seguir ta comprobación del fraude y la consiguiente aplicación 
de las multas o comisos, pero estos no pueden ejercitar accio- 
nes civiles que. como la de reintegro al Fisco, sólo a sus re- 
presentantes corrcs|Kmde iniciar. 

Siendo asi. el señor Juez a e/ito ha carecido de competen- 
cia liara pronunciarse sobre la acción de reintegro al Fisco sin 
petición de su representante y e:i una causa de carácter pe- 
nal, Kn el caso de Evans Thornton y Cía. resuelto el 20 de 
agosto de 1920, este Tribunal consideró: que denunciada por 
ej señor jefe del Resguardo de la Capital, una infracción a la 
ley de exportación X." 10.347 c instruido el sumario de prác- 
tica por el señor Juez a qno, debido a que las mercaderías ba- 
ldan salido de la jurisdicción de la Aduana lart. 1034 de las 
Ordenanzas), únicamente debe resolver la justicia federal si 
procede o nó la aplicación de una pena, ya que la discusión so- 
bre el pago de los derechos correspondientes, es completamen- 
te ajena a la jurisdicción de carácter criminal que ejerce el 
Tribunal en estos autos. En el caso de Manuel Boiso. fecha 
julio 8 de %*)2\. esta Cámara declaró; tpie discutiendo el re- 
currente en el presente juicio los derechos qué corresponden 
afumar al Fisco y también la inipn>ccdeiicia de la mulla im- 
puesta, únicamente correspondí! al Tribunal resolver si es el 
caso de aplicar la sanción de las Ordenanzas, cuando se trata 
de infracción a sus disposiciones, ya (¿tic la cuestión relativa al 
pagt> de los derechos es ajena a la jurisdicción de carácter cri- 
mina) que la Cánwra ejerce en el presente. 

(Jue, finalmente, la declaración contenida en el conside- 
rando cuarto de la sentencia de (¡líe "la ley ii.ooj no tiene en 
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absoluto existencia constitucional y es por consiguiente nula y 
de ningún valor*", carece de objeto práctico en resolverla, por- 
que del expediente surgen razones legales bastan ten para de- 
ciilir las cuestiones debatidas, sin necesidad de recurrir a ex- 
tremo tan delicado como es la declaración de inconstitucional 
lidnd o no existencia de una ley del Congreso, ya cjiie el res- 
peto que se deben entre sí una rama del Gobierno a la otra, 
hará siempre al Poder judicial declinar de expresar una opi- 
nión sobre la eonstitueinnahdad de una ley en un caso que no 
réquiem tal decisión. ( ISumps. Decisiones Constitucionales. 

Kstc Tribunal, en el caso de Migiraquy y Cia, contra el 
Gobierno de la Nación sobre cobro de pesos, de fecba junio 6 
de haciendo aplicación de este principio dijo: "que da- 

da la solución a que se ba arribado resuba innecesaria la de- 
claración de inconstitucionalidad pedida por la parte actora y 
declarada |mr la sentencia recurrida", t'na Corte tanqn^o ha 
de expresar una opinión adversa a la validez de una ley a no 
ser que sea absolutamente necesario para la decisión de un;i 
cansa ante ella. Por consiguiente, en cualquier caso en que se 
plantee una cuestión constitueíona) si el expediente presenta 
algún otro fundamento elaro sobre el cual la Corte pueda a|H»- 
yar su fallo, como sucede en el caso snb judkc, y hacer perder 
eon ello la importancia de la cuestión constitucional, la Corte 
adoptará este camino, dejando la cunsi deración de la cuestión 
del poder constitucional, basta <|ue se presente un caso que no 
pueda resolverse sin considerarla y en la que por consiguiente 
**sea inevitable una decisión". (Coolcy Principios Genérale* 
de lXnecho Constitucional en tos Estados L'nidos de Ame- 
rica I . 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo dictamina- 
do jM>r el señor Procurador Fiscal, se con firma la sentencia 
de fs. 103 respecto a la absolución de don Juan Arzeuo de la 
querella |*»r defraudación deducida en su contra y se la re- 
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vwa un cuanto condena a éste al p.igo de ta diferencia de de- 
rechos sobre la mercadería importada, con costas al querellan- 
te, (art. 144 dd Cód. de Proc. en lo Crim.). — Marcelino lis- 
calada. — T. Artas. — /*. Ai Mazar . Inchorcna. — J. P. Luna. 



DICTAMEN niCL StfÑOR PROCURADOR GKXERAI, 

Bueno! Aireé, 20 Aso tío de 1«8 

Suprema Corte: 

Ki recurso extraordinario interpuesto a fs. 221 [Hir el 
denunciante doctor Ernesto K. Padilla contra la semencia de- 
finitiva pnmunciada a fs. 214 por Ja Cámara Federal tic Ape- 
lación ile esta Capital es. a mi juicio, procedente, de acuerdo 
con lo dispuesto en el articulo 14, inc. j. fl de ta ley N.° 48 to- 
da vez que en esta causa el denunciante lia puesto en discusión 
la inteligencia de varias cláusulas de las Ordenanzas de Aduana 
y de la ley de Aduana N." 4^3, y la decisión recurrida es con- 
traria a los derechos que aquél fundó en esas cláusulas le- 
gales. 

Corresponde, pues, declarar bien concedido el recurso in- 
terpuesto. 

En cuanto al fondo de este asunto, me remito a las con- 
sideraciones que lie expuesto itt c.vtcnso cu los dictámenes (pie. 
en mi carácter de Procurador Fiscal ante la Cámara Federal 
de Ajielación de la Capital, produje a fs. 143 y a fs. 190 de 
cstus mismos autos, y en su mérito, pido a V. E. quiera servirse 
confirmar la sentencia recurrida en cuanto confinra la ele fo- 
jas tojj respecto a la absolución de don Juan Arzcno de la 
querella por defraudación deducida en su contra y la revoca 
en cuanto condena a éste al pago de la diferencia de derechos 
sobre la mercadería importada. 

1/ orado tí. Larreta. 
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FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

Bueno» Air». .Mayo 21 dt 19:* 

Y Vistos: 

Kl recurso extraordinario inierimesto |*)r el doctor Kr- 
nestO K. l'aditla contra sentencia de la Cámara Federal de la 
Capital, en la cansa* seguida por el recurrente contra el despa- 
chante de Aduana don Juan Ameno sobre la infracción a las 
< Ordenanzas de Aduana . 

Y Considerando: 

Que en el pleito a que pone fin la sen'"wc'a definitiva de 
que se recurre, se ha controvertido la validez constitucional 
de una ley especial del congreso, así como ta inteligencia de 
(¡¡versas disiMisieinnes de las leyes de Aduana, y la decisión 
ha sido contraria a los derechos fundados por el recurrente en 
los preceptos legales invocados. — antecedentes <\itc determi- 
nan la procedencia del recurso que instruye el artículo 14 de la 
ley 48 y 6." de la ley 4055. — y de acuerdo con el dictamen de 
fojas 251, así se declara. 

ÍJue en' cuanto a! fondo del litigio, se deduce del examen 
de la semencia en apelación que sus conclusiones derivan de 
dos pinitos fundamentales: el relativo a la querella por defrau- 
dación de que se absuelve al querellado, confirmando en esa 
parte el fallo de primera instancia: y el referente al pago de 
la diferencia de supuestos derechos abonados de menos, en el 
que se revoca ta decisión condenatoria de aquel falto. 

tjttc respeto de la primera cuestión, consistente según la 
denuncia en que el despachante pagó jmr el azúcar importada 
aludida un derecho aduanero inferior al fijado por la ley vi- 
gente, con lo que disminuyó indebidamente la rema fiscal, in- 
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currietido t'n las responsabilidades penales que prescribe el ar- 
ticulo iojft de las ordenanzas de Aduann, — está ampliamente 
demostrado en autos que el im|Hirlador hizo la manifestación 
exacta ele cantidad, calidad y especie de la mercadería impor- 
tad:! ; ijuc la clasificación de la misma, su oforo y la liquida- 
ción de los respectivos derechos a pagar fueron practicados |xir 
quienes corresponde, esto es. por los empleados de Aduana, sin 
intervención alguna del despachante, limitándose éste a abonar 
el írnpUestq en el monto establecido por el despacho aduanero. 

(Jue de estos antecedentes, que la misma denuncia acepta 
como verdaderos, no se desprende ningún hecho ni omisión im- 
putables al querellado que sean susceptibles de determinar una 
responsabilidad de carácter penal, y en tales condiciones, es 
decir, en la ausencia completa de toda contravención legal, c s 
evidente al inexistencia de la defraudación atribuida al des- 
pachante, aún liajo el concepto excei»e¡onal de la punición adua- 
nera, pues él no ha sido agente directo ni indirecto en el hecho 
que habría contribuido en el caso a la supuesta indebida áis- 
munición de la renta que se invoca como fundamento fie la 
querella. 

Que resultando pues de las constancias de autos, que los 
manifiestos presentados por el querellado para el desdicho a 
plaza han reunido todos los requisitos legales, sin que mediar :i 
en el trámite corres¡K)ndiente ni falsa declaración, ni error, ni 
hecho alguno de las actuaciones del despachante que afectara 
la renta o de cualquier otro modo importara una infracción a 
las ordenanzas y reglamentos de Aduana, — la decisión (pie 
acerca de este punto consagran las dos sentencias de autos, ab- 
solviendo al querellado, de acuerdo con los dictámenes del mi- 
nisterio fiscal en primera y segunda instancias, ha interpreta- 
do con arreglo a derecho las disposiciones legales invocadas y 
la jurisprudencia de este tribunal en los casos a que se ha he- 
cho referencia cu el siib judicc ( Artículos 346. 1025, 1026 y 
1037. Ordenanzas de Aduana; Fallos tomo 87, página 307; io- 
nio 1/;, página 317; tomo 114, ]Kigina 313, entre otros). 
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Qae resuelta la precedente cuestión ejn (b§ términos ex- 
presados la relativa a la responsabilidad civil del despachante 
por la diferencia de derechos que se dicen alunados de menos 
quedaba implícitamente decidida en el mentido que establece el 
pronuncia. ni enib recurrido. Ku efecto: desestimada la quere- 
lla por defraudación, vale decir, eliminada la acción correspun- 
d ten Ce al delito imputado con lo que termina la causa crimi- 
nal, cesan también a la vez la personería lega) con que el de- 
nuneiaute ha promovido la causa, y la eonqictcncia jurisdiceio- 
na] del juez dé la misma: lo primero, porque esa personería 
proviene de que el actor es partícipe en los comisos o multas, 
que en el eütíO tío se han impuesto, desapareciendo en el acu- 
sador tudo interés en et pleito y en consecuencia la acción ins- 
taurada (pie no puede derivarse» una acción civil, y lo que es 
más, cüri una representación que repudia el propio represen- 
tado, el fisco. por mpdin de su legitimo represen! ante, el rtíi- 
nisteriu fiscal, y lo segundo, porque limitada a I» criminal y 
cnrreccEi>nal la jurisdicción del <i i/jíí», 110 ha |K>dido hacerse ex- 
t en?, i va al conocí miento y decisión de la cuestión aludida para 
imponer condenación civil que no es accesoria de ninguna pena 
y que recae en una causa en que. cotíio queda dicho, el único 
posible interesado, el fisco, no sólo no comparte las actuacio- 
nes del actor, según este misino Ib reconoce en su memorial de 
fojas ¿¿y sino que les opone todos los reparos legales qtté se 
han liechi» valer en el juicio |wr el ministerio público. I„a sen- 
tencia apelada ha resuelto, pues debidamente el punto en de- 
bal*', atribuyendo la interpretación que corresponde a las dis- 
posiciones legales controvertidas. ( Artículos fttj y 73 de la ley 
4933 y articulo 1030 de las Ordenanzas de Aduana). 

(¿lie atentas las consideraciones y fundamentos de orden 
legal y ju ridico en que se afianza la decisión con que se re- 
suelven las cuestiones precedentes* lodo pronunciamiento acer- 
ca de la impugnación de inexistencia constitucional de la ley 
ii.(*>¿. resultaría una abstracción teórica, sin aplicación efecti- 
va al caso, pues la declaratoria de invalidez de la lev. esto es, 



DE JUSTICIA IlK LA -NACIÓN' 



33! 



I.i hipótesis más favorable para (os derechos que invoca el ac- 
tor, dejaría subsistentes las conclusiones de referencia que de- 
finen la controversia y la tei'ninan. 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia ajelada 
en cuanto ha i*odido ser materia del recurso. Xolifiquese y 
devuélvanse, 

A. BERMEJO. — Nicanor G. tito, 
Solar. — J. Fíaueroa A¿- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 



Pon Juttit Pablo Aibarraein contra Don G entufo Casuufy so- 
bre desalojo. Contienda de competencia. 

Sitnntrio: No eorresiK>nde a la Justicia de F*az. sino a la Fe- 
deral, el conocimiento de un juicio por desalojamiento en- 
trt- un extranjero y «n argentino, en el que el valor del 
objeto demandado aparecer ser de setecientos pesos men- 
suales. 

Caso: J„o explican las piezas siguientes: 



DICTAMEX DEL SEÑOR PROCURADOR OEXERAI, 

Buenoi Alrn, Septlcabrc U de trea 

Suprema Corte: 

La lev 927 sobre jurisdicción concurrente y juicios uuiver- 
sales no es inconstitucional en cuanto excluye del conocimiento 
fie la justicia federal las causas en las i|ue el valor del olijeto 
demandado no exceda de quinientos pesos fuertes, cuando, por 
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otra parte, et conocimiento del ca*o caiga bajo ta jurisdicción 
de la Justina de Paz de ta Provúieia respectiva según las leyes 
ite procedimientos vigentes en ella. 

Asi to lia resuelto V. E. reiteradas veces i Fallos tomo 1 1 j. 
página ifu ; trnnu i.U- Ingina 82 1. Pferp es necesario que en 
la cansa se encuentren reunidos al mismo tiempo lo.* dos re- 
quisitos apuntados. ircimr cuantía de ta suma y procedencia 
de la jurisdicción de la Justicia de Paz. I S. C. \. tomo 13S, 
página 5). No sucede asi en el presente caso tramitado ante 
el Juzgado de Paz de la Sección 1* de la Capital en que el 
VÚÍW del objeto demandado aparece ser. sin discrepancia de 
parle, de setecientos pesos mensuales. 

Habiendo et demandado don Gervasio Casaux invocado 
oportunamente el fuero federal, atento su nacionalidad extran- 
jera, al ser demandado por don Juan Pablo Albarracin y no ha- 
biéndose desconocido la di-tinta nacionalidad de los litigan- 
tes, soy de opinión que corresponde revocar la sentencia ape- 
lada que declara de competencia de la Justicia de Paz de la Ca- 
pital el conocimiento tj» la presente causa. 

Horacio R. Larrcta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buen»! Alr»i, Miyo 23 de IBM 

Y Vistos: 

De conformidad con lo expuesto y pedido por el Señor 
Procurador liencral se revoca fa sentencia apelada de fojas o. 
y se declara que la presente causa corresponde al conocimien- 
to de ta justicia federal. Notifiquen y devuélvanse, 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Rífetto. 
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Don Domingo Aguirre. en el proceso seguido contra el mismo 
y contra el Teniente Coronel Don Benigno P. por 
lesiones, abuso de autoridad y otros delitos. Recurso de 
hecho. 

Sumario-, i." La inter-xwición del recurso extraordinario au- 
torizad» i>or el articulo í>.° de la ley 4055 tlcl>e ajustarse en 
su ejercicio, por mandato de* la misma ley. a las condiciones 
requeridas por la ley número 48 y a la jurisprudencia de 
la Corte Suprema, que la ha interpretado. 

2,* No tiene carácter definitivo a los fines del recurso 
extraordinario autorizado por los artículos 6." de la ley 
4055 y 14 de la ley 48, un pronunciamiento del Supremo 
Consejo de Guerra y Marina en que se limita simplemen- 
te a declararse incompetente i>ara conocer de una cues- 
tión relativa a la inconstítucionalidad de un decreto del 
Poder Ejecutivo; y su admisión no sólo abriría en el caso 
la posibilidad de plantear ante la Justicia Federal la cues- 
tión sobre invalide* de un decreto dictado |wr el Poder 
Ejecutivo Nacional en su carácter de j>oder público, sin 
cumplir con el requisito previo de la autorización legisla- 
tiva, sino que, además, importaría traer a la jurisdicción 
originaria de la Corte Suprema, delimitada ]>or el articulo 
101 de la Constitución, cuestiones de que ella sólo puede 
conocer en tercera instancia con arreglo a lo dispuesto por 
el articulo 3." de la ley 4055. 

Caso ; Lo explica el siguiente : 



394 



KM. LOS DK t¿ CORTE SUPREMA 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Afín, Mayo 2* de 

Autos y Vistos: Considerando; 

íjue íle la exposición formulada por ct apelante se infie- 
re que el presente recurso do queja tiene su origen en una re- 
soliición del Supremo Consejo de Guerra y Marina que denegó 
la declaración de inconstitucional ¡dad del artículo* 3." de! de- 
creto det PYnler Ejecutivo de fecha 13 de enero de 1923, como 
asimismo el recurso extraordinario que dedujo contra aquel 
pronunciamiento. 

QPtó. M '««cu es verdad que corresponde a la Suprema Cor- 
re conocer en grado de apelación, por via del recurso extraor- 
dinario, de las sentencias definitivas pronunciadas por los Tri- 
bunales Superiores Militares, conforme a lo dispuesto jmr el 
articulo o.' 1 de la ley 4«55. también lo es que |>or mandato de la 
propia ley citada. la interposición de! referido recurso extra- 
ordinario rlclx- ajustarse en su ejercicio a las condiciones re- 
queridas |Mir la ley 4K y a la jurisprudencia de la Corte qué la 
lia iuierpretado. 

fjue cu la presente queja esas condiciones no se encuen- 
tran reunidas. Desde luego, porque según resulta de la copia 
de la sentencia acompañada por el apelante no se trataría de 
un pronunciamiento que tenga oirácler definitivo corno lo exi- 
gen los artículos ü." de la ley 4055 y 14 de la ley número 48, 
ya que el tribunal militar se Ha limitado simplemente a decla- 
rar-e incompetente [Mira conocer de tina cuestión relativa a la 
¡nconstitucionálídad de un decreto del Poder Ejecutivo; y ade- 
más, pon |iie si se pretendiera que la cuestión planteada se v in- 
cida con el proceso incoado contra el recurrente y el Teniente 
Coronel Kiriz tallado en su momento \mr el Supremo Consejo 
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fie Guerra y Marina, tal cuestión habría sido introducirla al 
citado juicio después de dictada la sentencia definitiva, esto 
es, en circunstancias tales que no le era posible al tribunal mi- 
litar mencionado pronunciarse sobre ella. Fallos tomo 139. pá- 
gina 92 y los allí citados. 

Que a mayor abundamiento cabe observar que, la admisión 
del recurso extraordinario denegado por el Consejo Supremo 
de Güerra y Marina no sólo abriría en el caso la posibilidad 
de plantear ante la justicia federal la cuestión sobre invalidez 
fie un decreto dictado por el Poder Ejecutivo Nacional en su 
carácter de poder público, sin cumplir con el requisito previo 
de la autorización legislativa, sino que, además, importaría traer 
a la jurisdicción originaria de esta Suprema Corte, delimita- 
da ¡H>r el artículo ioi de ta Constitución cuestiones de que ella 
sólo puede conocer en tercera instancia con arreglo a lo dis- 
puesto por el artículo 3." de la ley 4055. 

Kn su mérito 110 se hace lugar al recurso de queja inter- 
puesto. Notifíquese y repuesto el sellado, archívese. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta, — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 



Don Eduardo Gurcsc tontra f>on liiujenio Punías, sobre con- 
signación rfr alquileres. 

Sumario; No procede el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 48. en un caso tle demanda ]>or consignación de alqui- 
leres, en que no sólo no se ha planteado cuestión constitu- 
cional acerca de la validez de la ley 1 1 -i 57- disiwsición de 
derecho común complementaria del Código Civil, sino que 
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ha versado úítfcafjberitc sobre ta existencia o inexistencia 
de contrato escrito. 

Caso: Le» explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Air*», Noviembre 9S de Ito) 

Suprema Corte: 

lili la presente causa sobre consignación de alquileres se- 
guida por Eduardo Garete contra Eugenio Pumas y Cía. ante 
el Juzgado de Paz de la Sección 2» se discute si el contrato de 
Ilación agregado a fs, 5 está o lió en vigencia. 

I vi Juez ha declarado |n primero interpretando y aplican- 
do lu dispuesto |>or el articulo 1622 del Código Civil, estable- 
ciendo asi que las relaciones fíe derecho existentes entre loca- 
dor y locatario deben regirse por dicho contrato, 

lin tal virtud la cuestión relativa a la consignación hecha 
invocando la ley 11.157 c impugnada por el demandado como 
contraria a disposiciones de la Constitución Nacional y re- 
Mielui por d Juez declarando la inconstitucionalidad de arpie- 
lía ley. con el rechazo de dicha consignación, es idéntica a la 
resuelta por V". W. (Ercolano contra Lantén Kenskaw 1 por lo 
qtlC soy de opinión ijiie corresponde confirmar la sentencia 
apeladn en la parte que ha podido ser materia del recurso. 



Horado K. Lamía. 
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Butao» Aires. Mayo » de 1KM 

Y considerando: 

Que la fleniarula por consignación de alquileres deducida 
por don Kdunrdo Car esc contra don Ktigenío Dunias tiende a 
obtener la declaración judicial de "que habiendo vencido el 28 
de febrero de 1922 el contrato de arrendamiento que tenian 
celebrado y continuado el inquilino ocupando la casa después 
fie esa fecha'* se encuentra en las condiciono del arrendatario 
común "y la ley de alquileres lo arnera jniés se lia declarado 
constitucional idad cuando no existe contrato escrito". 
(Jue las constancias de primera y segunda instancia han 
resuelto la cuestión propuesta |xir aplicación de lo dispuesto 
sea en la cláusula 4*. del contrato de arrendamiento que obli- 
ga al inquilino a pagar el precio de la locación hasta el día en 
que el local fuera devuelto, sea en lo dispuesto por el artículo 
[622 del Código Civil. 

Chic 110 s<ilo es verdad que los litigantes en ningún mo- 
mento del juicio han planteado cuestión constitucional acerca 
de la validez de la ley N." 11.157 a íí,!í efectos del artículo 14, 
ley 48, sino también que la cuestión lia versado únicamente so- 
bre la existencia c inexistencia de contrato escrito. 

Que en tales condiciones y revistiendo la ley 11.157 e ' L * a ~ 
rácter de una disixisición de derecho común complementaria 
del Código Civil, según reiteradamente lo ha declarado esta 
Corte, la improcedencia del recurso extraordinario es eviden- 
te, conforme a lo dispuesto en la última l*rtc del articulo 15 
de la ley número 48. 

Kn m mérito, oído el señor Procurador General, se decla- 
ra improcedente el recurso. Notifiqucse, repóngase el papel y 
devuélvanse, 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 
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Sociedad Anónima t i cacarera Anjcntina contra h Provincia 
de T uc HWifl H, /»flr rofrro rfc /»Vjo.í, joiVr jurisdicción origi- 
naria rfr /(i Corte Suprema, 

Sumario : i." I„a jurisdicción de un tribunal no termina con la 
sentencia. — en el caso e! auto probatorio de ta transac- 
ción, — sino que continúa hasta el cumplimiento de élla. 
debiendo conceptuarse ijtie los procedimientos |>ara lo úl- 
timo son parte de tos procedimientos de la cansa, aún 
cuando por las leyes locales, sean otros tribunales de! mis- 
ino carácter local a quienes corresiJonda intervenir en di- 
cha ejecución, 

2* El hecho de haber ocurrido el demándame ante una 
Corte Provincial sometiendo a la resolución de la misma 
lo i|ue constituye el objeto de la acción jnterpuesta ante 
la Corte Suprema, importa una renuncia de! fuero federal 
i|ue hubiera podido corres] xmderle, y la prorrogación ju- 
risdiccional de los tribunales provinciales ( Articulo 12. in- 
ciso 1 y fie la ley 48 ) . 

3/ Un convenio (transacción, en el caso! que no es sino 
el resultado, sin solución de continuidad, de un juicio con- 
tencioso administrativo deducido ante los tribunales del 
fuero local, no puede ser considerado como un acto inde- 
pendiente del aludido juicio y que establezca relaciones de 
derecho civil cuyo cumplimiento pueda exigirse en lo fe- 
deral, conforme a lo prescribo en el artículo 1." de la 
ley 48. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 
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DICTAMEN DIX SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

fiutnoi Alm, Dicimbrt 10 de 1923 

Suprema Corte: 

La Sociedad Anónima Azucarera Argentina dcmandú unte 
V. lí. a la Provincia de Tucumán [kit cobro de la suma de 
$ 149.248.jo ctvs. m|n. que dijo te adeudaba según reconoci- 
miento expreso contenido en un decreto dictado por el P. E. 
de la misma con motivo de una reclamación que interpusiera 
ante dicho poder. 

I,a provincia de Tucumán contestó la demanda alegando 
la incompetencia de esta Corte Suprema para conocer origi- 
nariamente en la causa en razón, dijo, de corresponder su tra- 
mitación a la jurisdicción de la misma provincia. 

Sostuvo que la suma que se reclamaba tenia por origen 
un pago de impuestos cuya devolución se había ordenado ad- 
ministrativamente y si bien no desconoció la validez del de- 
creto del I*. K. provincial que sirve de base a la demanda y ta 
fibligacióti que por él se impuso a la provincia de saldar su deu- 
da, alegó que tratándose de deudas contraídas por gobiernos 
anteriores, el actual, dentro del origen regular de sus recursos 
no podía cumplir estos compromisos que. sumados a los nume- 
rosos que te han sido dejados, ascienden a millones de pesos. 

En la presente causa, como se vé, no existe controversia 
sobre la validez de las leyes impositivas desde el punto de vis- 
ta de la Constitución Nacional. Sólo se persigue el cobro de 
tina suma de dinero, deuda reconocida por un decreto del pro- 
pio (Gobierno Provincial , 

líllo indica que la presente es una tuif.ni civil entre una 
provincia y un vecino de otra, en la que a V. E. corresponde 
conocer originariamente, atento lo dispuesto por el art. ioi de 
la Constitución y art. i." de la ley 48, sobre jurisdicción y com- 
pcíeticí'i de los tribunales nacionales. 
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Se (rata de tina causa regida por el derecho común en la 
que la provincia es demandada como persona jurídica, no co- 
mo ppdcr, y en la que no parece comprometido ni discutido 
principia alguhó de derecho público o administrativo, 

Esla es la doctrina adoptada por esta Corte Suprema en 
numerosos fallos (tomo 96, página (vj y otros). 

Poco importa, a los fines de la jurisdicción, que la obli- 
gíiciqii cuyo cumplimiento se demanda no esté contenida en un 
documento comercial, sí ella aparece reconocida en actuaciones 
administrativas terminadas jkit un decreto oficial ( testimonio 
de fs. 1) q'-e ordena el pagó de lo que se reclama. Tampoco 
puede modificar esta conclusión la circunstancia invocada de 
que al decreto referido haya precedido, en Tticunián. um ges- 
tión administrativa judicial si consta que ésta quedó conclui- 
<h por una transacción la que extinguió la obligación anterior 
(An. 758 <M Código Civil». 

Iv espuesto me induce a sostener que la presente causa 
corre-p.mdc a' conocimiento de esta Corte Suprema til instan- 
cia originaria. 

ílonvio J?. Larreta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buen» Alrts, Mapa EQ de IK4. 

Y Vistos: 

Para resolver sobre la excepción de incompetencia de ju- 
risdicción opuesta con carácter de artículo previo por el ro 
presentante Úé la provincia de Tucumán en el juicio deducido 
contra la misma por la Sociedad Anónima Azucarera Argen- 
tina, por cobro de pesos. 



Y Considerando: 
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Oue demudada dicha provincia ¡>or cobro de la suma (le 
liento cuarenta y nueve mil doscientos cuarenta y ocbo pesos 
con veinte centavos moneda legal provenientes de una transac- 
ción celebrada ri.tre las partes, y conferido en forma el tras- 
lado correspondente, prev ia acreditaciún det domicilio del ac- 
tot a los efectos del fuero l fojas 15 y 15 vuelta ), el apodera- 
do de h provincia opone, como queda dicho, la excepción di- 
latoria di. luco. apetencia de jurisdicción. 

Que dicha excepción se funda por el oponente en el ar- 
ticé 14 de la !ey número 48, pues el caso ha tenido radica- 
ción provincial en juicio contencioso administrativo, como se 
deduce, en concepto del recurrente, de la misma exposición de 
la demanda, así como del testimonio que el actor acompaña del 
escrito de transacción y del auto probatorio de la misma, re- 
caído en aquel jü ció. — y que en consecuencia no procede se 
traiga a la uruvincia demandada ante esta jurisdicción con re- 
lación a un asunto que ya se ha ventilado en el fuero federal. 

Que por su parte, el actor afirma al contestar el trasla- 
do de h excepción opuesta, que la acción deducida 110 implica 
la cont intuición del litigio ventilado en la jurisdicción pro- 
vincial, sino la exií':ncia de cumplimiento de un convenio cele- 
brado con el Gobierno y especificado por éste en un decreto 
que dió margen a la transacción aludida. 

(Jne. entretanto, las constancias de autos, y especialmen- 
te lo* recaudos de la demanda, acreditan : a ) — (pie la («irte 
actora gestionó administrativamente, sin resultado favorable, 
ante el Gobierno de la Provincia demandada, el resarcimiento 
«le perjuicios sufridos en las operaciones de exportación de 
azúcar, realizadas en cumplimiento de leyes locales; b) qui- 
no resuelto ese reclamo administrativo en el término fijado por 
la Constitución provincial, la parte actora dedujo demanda an- 
te la Corte de Justicia de la Provincia, reclamando judicial- 
mente las indemnizaciones mencionadas: el que el resultado 
del juicio de referencia fué una transacción autorizada por 
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un decreto gulternativo y a[)r(il)a<] a jior el tribunal respectivo, 
convenio en viniul del c ua1 se t1eteAttí|íátón fas indemnizacio- 
nes que constituyen el objeto de la presente demanda. 

Qltó la M»la enunciación ríe estos antecedentes basta para 
demostrar qm- el objeto qué la sociedad actora persigue en es- 
te juicio contra la provincia de Tucunián, es en el fondo el 
misino que fué materia del juicio contencioso administrativo 
-eguido entre las mismas partes ante los tribunales del fuero 
toeá), y cute la transacción de que se hace mérito para promo- 
ver el litigio ante esta Cute, rio es sino la derivación inme- 
diata y directa de las actuaciones radicadas en la jurisdicción 
provincial, donde del ten fenecer en el sentido legal del con- 
cepto (Articulo 14. b- v número 4^1, sin otra intervención po 
gibíé ele la justicia federal que la determinada en los casos del 
recurso extraordinario que instituyen las leyes 4H citada y la 
4055 en sti artículo ó.". 

Qüc en casos análogos al sitb ¡mi ¡t e la jurisprudencia de 
e>ta Corte lia establecido que la jurisdicción de un triliunal im 
termina con la sentencia. — en el caso el auto aprobatorio de 
la transacción, - sino que continúa hasta el cumplimiento de 
ella, debiendo conceptuarse que los procedimientos para In úl- 
timo soti |iarte de loa procedimientos de la causa, aún cuando 
|ior las leyes locales, sean otros tribunales del mismo carácter 
local a quienes corresponda intervenir en dicha ejecución * Fa- 
llos lomo nfí. página y los afli citados). 

Que con forme a la doctrina que iní orina el inciso 4,", ar- 
tículo 12 de la li-y número 48, el hecho de IwiIkt ocurrido el 
demandante ante la Corte de la Provincia en las condiciones 
que i|iiedan expuestas, esto es, sometiendo a la resolución de 
la misma lo que constituye en substancia el objeto de la pre- 
sente acción, importa una renuncia al fuero federal que hu- 
biera podido c» ir responder le, y la prorrogaeión jurisdiccional 
de los tribunales provinciales 1 Fallos ionio 120. página 74), 
1.a ¡«arte actora no puede pues en el caso substraerse a la ju- 
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nsdicéíón prorrogada i>ara son-eter a esta Curie cuestiones 
( |Uc han sido materia de litigio ante los tribunales especiales 
cífe la provincia, pues si ello se admitiera, las resoluciones que 
esos tril uníales dictaran resultar ian ilusoria*, la prórroga de 
la jurisdicción local no seria definitiva y pn cedería traer nuc- 
vaincnte ante lo federal, en fortna de acción, lo que acaso nt» 
puede intentarse ni como recurso (Fallos tomo mj, página 
jítí; tomo 130. |>ágma 349, entre otros). 

Qué en lo que respecta al convenio de que se hace mc- 
riui. 110 es posible aceptar que se trate de un acto inde|>endien- 
te del juicio aludido y que baya venido a establecer relaciones 
de derecho civil, cuyo cumplimiento pueda exigirse en lo fede- 
ral conforme a lo prescripto en el articulo 1.". inciso i.° de la 
recordada ley 48. pues como lo ha hecho conslar el excqxHo- 
nante y ha quedado precedentemenie establecido dicho conve- 
nio no es sino el resultado, sin solución de continuidp.d, del jui- 
cio contencioso administrativo deducido ante tos tribunales del 
fuero local. En consecuencia, y atentas las circunstancias y 
consideraciones aducidas, esla Corle en ejercicio de la juris- 
dicción que le confieren los artículos 100 y 101 de la Consti- 
tución, no está llamada a conocer en casos como el de autos. 

Por ello, oído el Señor Procurador C.eneral se declara que 
la presente demanda no es de la competencia de la Corle Sn- 
urc.na de la Nación. Las costas se abonarán en el orden cau- 
sadas, dada la naturaleza de la cuestión resuella. Notifícese 
v repuesto el papel, archívese. 

A. Bermejo, — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez, 
dez. — Roberto Repetto. 
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rwii í,e„cr«/ rfr fienoemitm, so brc n-petnión de !>«<,<> é 
muí umita. 

Smm». I* Proceda el recurso extraordinario del articulo U . 
ley 4K y o." ,h- la ley 4055, contra lina resolución coHtfaíiá 
al derecho fundado por el recurrente en las leves espe- 
cules húmeros áfe, 55.,;, 5 ¿, 5 . (x|8 , y M 1(JÍÍ ' an iodos 
31 v uj, huí sus u v 11 • «le la Constitución. 

La autorización n fran(|iiicía para explotar el nego- 
cio .Ir comunicaciones les ha sido acordada a las empresas 
de ferrocarriles con un propositó superío, de bienestar v 
de progreso en favor de los habitantes de las regiones 
atravesadas por la linea férrea, y al otorgarla, el lisiado 
110 se ha desprendido del derecho de velar por el interés 
económico de esas poblaciones, v tiene la facultad, eme 
necesariamente debe ser ejercitada por el Poder Legis- 
lativo o en virtud de autorización „ delegación del mis- 
mo. ¡ior tratarse de la reglamentación de derechos recono- 
cidos en la Constitución y porque nadie está obligado a 
hacer lo , |Ue la ley un manda ni privado de lo c|iie ella 
no prohihe (Constitución, articulo lyi, para intervenir 
aun cüando sólo sea exec^iona! y razonablemente, en el 
establecimiento dé alosma estación dentro de la linea ex- 
pl< <tada. 

Xi las leyes números 28^3 y 6pJ¿ ni otra alguna 
autorizan al Poder Kjecutivo o a |y Dirección General de 
Ferrocarriles para ordenar a las empresas de ferruca rri- 
lr- eí establecimiento de estaciones. 



Caso: Lo explican las piezas siguiente- : 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Octubre SI de 10» 

Y Vistos: 

r,us promovidos por la empresa del Ferrocarril Central 
Argentino contra la Dirección General cié Ferrocarriles sobre 
ie|X'íicÍúii del pago de una mulla, de los que resulta: 

1, " Que tic fojas 5 a 7 se presenta don Pedro Giménez 
Marino por la actora — instrumento de fojas 9 — y manifiesta 
que la empresa fue condenada j 11 dici alíñente a pagar una mul- 
ta de dos mil pesos moneda nacional que le impusiera la Di- 
rección demandada por negarse a construir una estación en 
San Carlos Centro. Dicha negativa no está comprendida en 
(lísposición alguna de la lev 3873 y reglamento de marzo 23 
de tyi7 por lo que carece de eficacia jurídica la multa im- 
puesta, 

2. " íjne aún en la hipótesis de que el Poder Ejecutiva 
pudiera ordenar se levante la estación mencionada, la Oposi- 
ción a verificarlo y las rcs|>onsahi1idadcs se regirían por los 
códigos generales. Ka ley de concesión y contrato respectiva 
fijan las obligaciones de las parte- y no existe pena de multa 
en el supuesto de inejecución. Uclata luego el trámite admi- 
nistrativo del asunto, observaciones de la empresa para no 
construir esa estación basada en lo (pie disponen la ley de con- 
cesión y e] contrato respectivo, en que se violaría la zona de 
influencia del Ferrocarril Provincial de Santa Fe, en que no 
habría ventaja para los pobladores de la región, en la arbitra- 
riedad que significaría ta medida y en su inoportúnulad. Ter- 
mina solicitándose se condene a la Dirección al pago de los 
dos mil |>csos moneda nacional, alionados |>or multa y tres- 
cientos treinta y cinco pesos moneda nacional por intereses y 
costas del juicio de apremio, iodo con intereses y costa* en el 
presente. 
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Se corrí traslado a fojas \i míe evacúa tlun Mariano 
Aguilar Laca.-a instrumento de tojas 24 ~- y de fojas 14 
a -'3, expone: 

1." Que es ta primera vez que se plantea un asunto de 
esta Índole ame ln justicia. Manifiesta qué ordenada la esta- 
ción por et Poder Kjecntivo a que aluden diversos decretos que 
cita, la Dirección impuso la mulla ríe dos mil pesos moneda 
nacional a la empresa por gil negativa a construirla. La orden 
del I Vider Kjecntivo fué dictada de acuerdo con el articulo 71 
inciso 3 lev 2X7.1 mollificada por la ley f\V20. por lo cual es co- 
rrecta el procedimiento adoptado para cobrar la multa. 

j." Qiic nada tienen que hacer en et suh lite la ley de con- 
Cestón y el contrato. ¡pues lo rige la ley .¡873 de acuerdo a la 
cual ajustó su conducta el Poder Ejecutivo al exigir se edi- 
ficare una estación en San Carlos Centro. Por lo demás, la zo- 
na de influencia del I-Vrn ¡carril Provincial de Santa Ke no 
sufre menoscabo alguno y ta importancia de la región requie- 
re imperiosa y urgentemente! la estación, pues se trata de un 
limito en que están las colunias más viejas y productivas de 
Santa Pe tu» disponiendo de estación las vías de la empresa 
aetora en un trecho de veinte y ocho kilómetros. Kn la actua- 
lidad se detienen los trenes en el punto en que delíe construir- 
se la estación, pero no hay orden, ni empleados, ni nada más 
que la posihilidad de subir o bajar del tren, lo que lia sido nía" 
teria de imposición de multa y repetición sin éxito ante la 
Justicia Federal de la Capital. Luego de otras consideracio- 
nes advierte que en último caso no podría condenarse a la 
Dirección a devolver más que la multa cobrada e intereses 
pem no las costas del juicio de apremio. Termina solicitando 
se redíase la demanda con costas. 

A t cierta la eausa íi prueba a fojas 2\ se produce la que 
expresa el certificado de fojas íti vuelta. Alegan tas partes 
a fojas (13 y 73 y con el llamamiento de autos a fojas y 2 y 04 
queda el asunto para sentencia. 
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Y Considerando: 

i." Que atenta la novedad del asunto, se liacc necesario 
verificar un detenido estudio de todos los antecedentes, <jue 
pueden guardar alguna vinculación con el punto sometido a 
decisión judicial. 

La Cámara Federal de la Capital al sentenciar la causa 
seguida por la actora contra la demandada sobre repetición de 
sumas ->agadas, se ocupó del articulo 13 de la ley 2873 y 
manifestó entre otras cosas, "que la intervención que esta dis- 
posición legal acuerda a la Dirección General de Ferrocarri- 
les, no es una intervención de carácter meramente pasivo, sinó 
activo, con facultad jxira oponerse a las horas fijadas y ¡ata- 
das indicadas por la empresa, fijando e indicando otras más 
convenientes en su concepto. v an las necesidades o la como- 
didad pública*'. 

Agregaba la Cámara, "(pie \mr otra parte se trata en el 
caso del artículo 13 citado, de reglamentos de policía, es decir, 
del ejercicio de poderes soberanos que no lian podido ser de- 
legados a la empresa por la concesión, ni han podido ser ma- 
teria de un contrato, pues hay una distinción entre aquéllos po- 
deres asegurados a las corporaciones por contrato y los que 
son simples condiciones de su existencia. Los primeros son 
su propiedad de que no pueden ser despojados sin justa com- 
pensación : los segundos son elementos de existencia, acorda- 
dos a ellas por la ley de su creación y los i>oseen como los 
derechos naturales, sujetos a ser controlados y modificados 
imr la legislatura de la misma manera que puede controlar las 
condiciones y los derechos naturales" (Orlando Bumps Deci- 
siones Constitucionales, número 1341 )". 

Y i>or último, expresaba la Cámara. ' Que el estado no 
puede desprenderse del |ioder de policía renunciándolo en nn 
cun trato o sometiéndolo a condiciones que en cualquier for- 
ma importe^ una restricción al ejercicio de la solwrania" . — 
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julio ¿i dé i*j2o. X." 135M7. foltó 238, ifo XYLI de Renten- 
cías civiles. Véase juicio agregado. 

Lo que se transcribí significa, que la Cámara ha adop- 
tado en esa decisión judicial el criterio transaeeioual a que 
alude Dito Mayer en su Dmii Adnimistratif Atle.n.ind, támo 
.4. página 14*5 a í¡66i 

Abura ftlen; si se reputa con la doctrina que la Góncfe- 
>ión ferroviaria l"< instituye un acto jurídico de derecho publi- 
co, podrá repetirse con Mayer que en la relación jurídica crea- 
da por la concesión, las obligaciones del concesionario y por 
consecuencia, los derechos correspondientes del listado 

aparecen en primer plano. 

l'na empresa pública debe ser realizada; tal es el objeto 
de la concesión, Por consiguiente, la concesión creará a cargo 
del concesionario una obligación de derecho público de poner 
la empresa en marcha y ejecuta ría. "Si la empresa se realiza, 
el Estado asegura por medidas de autoridad, su buena conser- 
vación y un funcionamiento satisfactorio. El conjunto de |«" 
deres que le pertenecen a esc efecto en virtud de la concesión, 
se llama el derecho de vigilancia... mediante el cual, declara 
de propia autoridad lo que entra en los deberes del concesiona- 
rio, o informe a !a concesión", páginas 171 y 172. 

Se dá pues el caso de (|itc el lisiado exija al concesiona- 
rio \n realización de una medida determinada y a este res|>ecto 
agrega Meyer: "Kn cuanto a la extensión dentro de lh cual 
estas exigencias pueden producirse, no Uista que la empresa 
sea simplemente continuada y mantenida cu estado y que los 
nuevos inconvenientes se eliminen. 

Se puede aún exigir un mejoramiento de la empresa en 
el ;i omento de su utilidad para el interés público. Ni o constitu* 
ye un obstáculo el hecho de que esto se traduzca en sobreali- 
mento de trabajo y de gastos a cargo del empresario. Xo se 
alcanza el limite del deber del concesionario, sino, cuando por 
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efecto de nuevas exigencias, se caminan las bases esenciales <le 
la empresa".... página 173. 

Las bases esenciales en éste caso consistirían eti la cons- 
irucción y explotación de una linea que i>ariiendo de Maria 
Juana o sus inmediaciones, empalme en las inmediaciones de 
la estación Matilde — fojas ¿y — y no puede concebirse que 
constituye un cambio de base esencial en la concesión, la exi- 
gencia por parte del Estado d que se constriña una citación 
en San Carlos Centro, 

Kl objeto de la concestón ha sido el rpie se construya y 
éxjiloté una linea férrea de un punto a otro y va de suyo que 
la respectiva construcción y explotación requiere estaciones 
convenientemente ubicadas, sea que se las haya hecho figurar 
en planos sometidos al Poder Ejecutivo antes de construirse 
la obra, sea que tales estaciones aparezcan después de utilidad 
para el interés público. 

Ivvidentemeuic, si se exigiera una prolongación de la li- 
nea más allá del puní o terminal o doble via en todo el trayecto 
o determinados transportes gratis cuando tes alcanza media ta- 
rifa, etc. etc., es indudable que se alterarían las bases esencia- 
les de la concesión ; pero, ordenar se construya una estación en 
una linea férrea y en un paraje como San Carlos Centro, im- 
porta ejercer el derecho de vigilancia a que se ha hecho alu- 
sión más arriba y que concuerda con !o dispuesto en el articulo 
15. inciso 4." de la ley ¡727; imjiorta asimismo perseguir una 
finalidad de interés público, encuadrar la concesión dentro de 
su desarrollo normal haciéndola servir a los propósitos que de- 
terminaron su otorgamiento, en una palabra, imixtrta comple- 
tar y hacer más eficaz «na concesión |>ara que rinda el •'má- 
ximum'* de beneficio que fuera lícito esperar. 

2." Que se hace necesario contemplar el asunto desde otros 
aspectos, esto es. desde el punto de vista legal aplicable al 
caso. Ka empresa actora al evacuar en enero 26 de 191 2 la 
vista conferida en el expediente administrativo 018005 C. lyn 
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— fojas 14 — manifestó que 110 consideraba necearía la t -s- 
lación. que su construcción contrariaría la poifrica del minis- 
terio respecto de la zona fie tráfico y que ho reportaría ven- 
taja alguna para los pobladores de la zuna ta estación si .lici- 
tada. 

Bl señor Procurador del Tesoro dictamino a i*. 18 y el 
.Ministerio no hizo lugar a lo ^^iciiadi» por rcsr^lncíon de f& 
o;, fecha octubre 25 de n>i2. 

A fojas 22 la empresa manifiesta al Ministerio que de 
acuerdo con el artículo 4 de j a | ev que rige la ronstruc^Sh 
del ramal de María Juana a Matilde y para no afectar a con- 
ejiones ántérioréS no ha establecido estación en tía., Carlos 
Centro, 

Dictamina nuevamente el señor Procurador del Tesoro 
a fojas ¿5 y la empresa insiste a fojas 20 en lo manifestado 
con anterioridad, 

Dieta entonces a fojas 31 el Poder Fjeculivo su decreto 
fecha Octubre 15 de lojj resolviendo qué la Dirección Gene- 
radle Ferrocarriles procederá en la forma que mejor corres- 
ponda a ilísjhmer que la eirpres;j del Ferrocarril Central Ar- 
gentino, construya «na estación en el pueblo de San Cario* 
Centro. Solícita reconsideración la empresa a fojas 33, emi- 
te si) dictamen el señor Procurador General de la Nación a 
fojas 34 y el Poder Ejecutivo a fojas 35 con fecha diciem- 
bre 10 de 1913 deja ¡>or decreto sin efecto el de octubre 15 
del mismo año. 

Nuevas gestiones, administrativas dan por resultado que 
el Poder Ejecutivo dicte el decreto de fojas íee'ia agosto 20 
de 1917 quj ordena el establecimiento de una estación de ¡ja- 
sa jeros y cargas en ' San Carlos Centro. 

Vienen luego los decretos de fojas 103-112, resolución 
ministerial de fojas 135, escrito «le la empresa de fojas 142 y 
resolución de la Dirección C.eneral de Ferrocarriles de fojas 
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143 que importe dos mil pesos moneda nacional de mulla por 
negarse a construir la estación. 

lín (os decretos del Poder Ejecutivo y dictámenes de los 
señore* Procuradores de la Nación y del Tesoro, se advierten 
diversos criterios para encarar el asunto, pues se observa que 
traen a cuenta lo que se conoce en doctrina más o menos con 
los nombres de: poder ilimitado de policía, policía do prospe- 
ridad, previsión administrativa, régimen puro o mixto de de- 
recho privado o derecho público. 

Circunscribiendo el derecho aplicable al caso presente, 
entiende el suscripto que se trata de un caso regido jwir el de- 
recho publico genéricamente considerado y que ante todo en 
este asunto impera la ley 2873 modificada por la ley 6320. 

Kl señor Procurador del Tesoro a fojas 18 del expediente 
administrativo opina que los estudios y propuestas de nuevas 
estaciones de que se ocupa la ley 2875 conciernen solamente 
a los ferrocarriles de propiedad de la Nación y qjjjjs i*»r lo de- 
más el listado no puede alterar un contrato sinalagmático co- 
mo es la concesión ferroviaria. Kl señor Procurador General 
de la Nación entiende a su vez t|ue no se puede imponer sitió 
insinuar a las empresas, la construcción de una estación fuer? 
de las establecidas en las concesiones respectivas — fojas 34. 

■ 

Ambos dictámenes acrecen fuertemente inspirados en 
el sistema civilista puro, para resolver las cuestiones sobreve- 
nidas cutre el Estado y la empresa ferroviaria, con motivo del 
cumplimiento de la concesión respectiva. 

A juicio del suscripto, la ley 2873 ty su modificatoria nú- 
mero 6320 autorizan al Estado pira ordenar se construya una 
estación como la de esta contienda. 

En efecto; la construcción y explotación de todos los fe- 
rrocarriles de la República, asi como las relaciones de dere- 
cho a t|uc ellos dieren lugar, estarán sujetas a las prescripcio- 
nes de la presente ley. dice el articulo 1 de la 2873. Con tal 
motivo, la Dirección General, tiene a su cargo velar por el 
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cumplimiento de las leyes vigentes; inspecciona la mnstruc- 
ción y explotación de todo ferrocarril de jurisdicción nacional ¡ 
hace tos estudio* necesarios y progne al Poder Kjecutivo la 
construcción de nuevas lineas férreas, estaciones y demás de- 
pendeneias anudo crea une lo exige el mejor servicio de los 
ferrocarriles y las necesidades de la industria: vigila el cum- 
plimiento de las concesiones en explotación, etc. etc.. articulo 
71. ley 2S-¿, redacción dada por la ley t\\20. 

Kstudtado atenta ¡rente dicho articulo, se echa de ver 
o, ue el inciso 3, del mismo posee una amplitud considerable, to- 
tía vez que no se limita a los ferrocarriles de propiedad de In 
Naci-m. linó (pie se oeu|»a del mejor servicio de los ferroca- 
rriles en general, o sea de todo fermcarril de jurisdicción na- 
cional como lo indica el inciso 2. De otra manera, es eviden- 
te -pie 110 ¡tendrá razón de existencia el articulo ¿ de la lev 
'-757- relativa a la Administración de los Ferrocarriles del lis- 
tado. 

Por consiguiente, el Poder Kjecutivo lia estado habilitado 
para ordenar se edifique una estación en San Carlos Centro, 
en virtud de facultades emergentes de la ley, cuyo espirito n p 
ha sido alterado según es obvio (pie así sea, para no pugnar 
con Ja cláusula constitucional bien conocida. 

Y -i se extrema la argumentación, se puede observar que, 
aun con crilerin civilista, vale decir, aplicando el derecho pri- 
vado al presente caso de derecho público, se tendría que la 
conducta del Poder Ejecutivo en la emergencia bailaría ¿611- 
do apoyo en los artículos 5^-625-1 10K y c«»n bordantes del Có- 
digo Civil. 

.V Hite sostiene la empresa actora. que el Poder Kjecu- 
tivo carece de facultades para tmponejr la multa de que se tra- 
ta, a mérito de que la negativa a construir ta estación no está 
comprendida en ninguna disposición de la ley ni del regla- 
mento de ta misma. 

Se ha de nostradn más arriba, que el Poder Kjecutivo lie- 
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ne facultades emergentes de la ley para exigir de la empresa 
e(Iifí(|iic una estación como la del caso de San Carlos Centro. 
De ello se infiere, qtie al dictar el decreto de agosto 20 de 1917, 
el Poder Ejecutivo lia expedido una instrucción o reglamenta 
necesario para la ejecución de una ley, artículo 86, inciso 2 
Constitución Nacional cuyo decreto, instrucción o reglamento 
reconoce conit> base la ley 2873 y armoniza con el articulo 15 
de la ley 5315 a la que está sujeta la empresa actora en razón 
de lo preceptuado en las leyes 5597 y 6483. 

(Juíere decir pues, que si apesar de no encontrarse pre- 
visto el caso de negativa a cumplir el decreto de agosto 20 de 
1917. en el decreto reglamentario de marzo 23 de 1917. — fo- 
jas 3 vuelta y 29, — ello no significa que la Erección General 
de Ferrocarriles no haya estado en aptitud de proceder como 
lo hiciera, atento !o dispuesto en el inciso 15, articulo 71 de 
la ley 2873, redacción dada por la ley 6320 y artículos 91 y 
tji de la primera, toda vez que en vigor el ya citado decreto de 
agosto 20 de 1917, reglamenta evidentemente a una ley de la 
Nación como es la de ferrocarriles. 

4." Que la empresa ha fundado reiteradamente su negati- 
va a establecer una estación en San Carlos Centro, manifes- 
tando que eso importaría invadir la zona de influencia del Fe- 
rrocarril Provincial de Santa Fe. afectando lo dispuesto en el 
articulo 4 de la ley 5597, a]>arte de que tal estación, no rq>or- 
taria ventaja alguna para los pobladores de la zona en que 
se la quiere ubicar. 

K11 cuanto al primer punto, cabe traer a cuenta lo que 
resulta de las constancias corrientes a fojas ió y vuelta, 17, 
23 vuelta, 31 vuelta y 112 del expediente administrativo agre- 
gado por cuerda, para llegar a la conclusión de que en todo 
caso no se alteraría en forma absoluta, sino tal vez harto re- 
lativa, la zona de influencia del Ferrocarril Provincial de San- 
ta Fe. estableciendo una estación en San Carlos Centro. 

Y en Jo referente al segundo punto, cabe también traer 
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a cuenta lo que contiene el recordado expediente administra- 
tivo, especialmente a fojas K> y vuelta. 23 vuelta, 3t y 86 
vuelta y los infirmes de fojas 54 a 58 del préseme expediente. 
Si a ello se agrega cuanto le fué dado a observar al suscripto 
durante la inspección ocular verificada en junio 18 del co- 
rr iente año, puede señalarse aquí que perdura el recuerdo gra- 
10 producido por una importante y progresiva región de tie- 
rra argentina, cuyo notorio estado de adelanto moral y ma- 
terial — debido al laudable y tesonero es tuerzo de nacionales 
y extranjeros, — complacido pone de relieve el que suscriba. 

La empresa abriga temores a causa de que la resolución 
de este cas* , puede constituir un precedente dañoso para sus 
intereses, pues el Poder Ejecutivo podria ordenar se instalase 
una estación en el lugar que se le ocurriera, estando obligada 
la empresa a acatar esa orden. I„os temores de la empresa se 
disipan fácilmente, con recordar que la ley solo autoriza 1a ins- 
tilación de nuevas estaciones cuando el mejor servicio y las 
necesidades de la industria lo requieran, después de estudios 
seriamente realizados, eoiiicmplanilfc> situaciones merecedoras 
de prolija atención, consultando las conveniencias de todos los 
i 11 le regidos, escuchando sus argumentos, en fin. después de un 
trámite razonablemente llevado sin precipitación alguna por 
cierto, como acontece en el presente caso. 

\ á pues sin decirse, que una conducta arbitraria o capri- 
chosa del Poder Kjeeutivo. al exigir a una empresa la ins- 
talación de estaciones donde y citando le parezca — fojas 6 
vuelta y í>7 vuelta — implicaría evidentemente una violación 
de las litases esenciales de la concesión, y por lo tanto se baria 
acreedora a una sanción condigna por parte de la justicia. En 
los presentes autos, aparece que la conduela del Poder Eje- 
cutivo ha estado inspirada en la ley, en la sensatez y en anhe- 
lo di bien público. 

En resumen, 110 tratándose en este asumo de un pago 
indebido, la acción j>or repetición no puede prosperar. 
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Por las consideraciones que preceden, fallo: rechazando la 
demanda interpuesta por la empresa del Ferrocarril Central 
Argentino contra la Di rcecion General de Ferrocarriles sobre 
repetición del pago de una rmilta cobrada en el adjunto 
juicio de apremio seguido anl« este Juzgado. Sin costas, aten- 
ta la novedad del caso controvertido. Suprema Corte, tomo 
120, página 148. 

Saúl \f. £ se o bar. 
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, .. Bmnos Aires, Septiembre s» de iftr.t 

Y iStos : 

Estos autos seguidos ¡tor la empresa del Ferrocarril Cen- 
tral Argentino por repetición del pago de una multa, relaciona- 
dos a fojas 96; y 

Considerando: En cuanto al recurso de nulidad: 

Que éste no lia sitio fundado en esta instancia y por otra 
parte ni la sentencia recurrida aparece dada con violación de 
la forma y solemnidad que prescriben las leyes, ni el procedi- 
miento adolece de vicio alguno de los que ]H'r expresa dispo- 
sición de derecho anulen las actuaciones tart. iM ley 50). 

Por ello se le rechaza. 

Considerando: Respecto al de ablación : 

Que la novedad del asunto a fallarse a que se refiere el 
señor Juez íi t¡no y la trascendencia política, económica y so- 
cial de la cuestión iludiente inducen al Tribunal a estudiar 
ampliamente los antecedentes y estado actual de la misma. 
V como en nuestra jurisprudencia no se encuentra ningún ca- 
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mi ¡gual, nácese necesario recurrir a los casos análogos y a la 
jurisprudencia de KK. UU, de América, de cuyo país liemos 
tomado no sólo los principios fundaméntale * que informan 
nuestra Const unción Nacional sino también las más impor- 
ta mes innovaciones introducidas* a la ley de ferrocarriles de 
1K72 en la ley vigente N." 2873 de 1891. como ya lo ha de- 
clarada esta Cámara cu la causa Kalcina "versus" F. C. Mi- 
dland ( marzo 20 de 10,20 1 . Las precitadas innovaciones están 
inspiradas cu la ley americana de 4 de febrero de 18S7 inti- 
tulada "Interstate Conmierce Act'o "An acl lo regúlate com- 
merce". la que lia sido considerada tanto por los tratadistas 
cuanto por la Corte Suprema de aquél país "como una ley 
declaratoria del 'Vommon la\y M , el cual consiste en un sistema 
de derecho o forma de la ciencia de la jurisprudencia que ha 
prevalecido o preponderado en Inglaterra y en los Estados Uni- 
dos de América "en contradistinetion" (a diferencia por ca- 
lidades opuestas) de los otros grandes sistemas, como el ro- 
mano o de derecho civil, y que comprende aquellos principios, 
usos y preceptos o reglamentos aplicables al gobierno X sc g"* 
ridad de las personas y de la propiedad que no se basan en 
una declaración positiva de la legislatura ( 1 Kent 2í) 2 , Bou- 
vter. Lew Dict .) sino en las decisiones de las Cortes que pau- 
latinamente van determinando el derecho de acuerdo a las ne- 
cesidades y con el propósito de cumplir con las finalidades 
de la justicia; sus reglas no son arbitrarias en su naturaleza 
ni inva. iables en su aplicación, sino que. j»r su propia esencia 
y por las necesidades que las originan, son susceptibles de mo- 
dificarse de acuerdo a las circunstancias ( Peo pie v. Kandolph, 
2 Parker. Cr. R, 174.176, Judicial and Statutnry defiuitions 
of words and phrnses V. 2. y está fundado en tos prin- 

cipios de equidad, justicia natural y en el interés general (ge- 
neral convenience ) que requieren los negocios públicos 1 28 
L. K A. A-'S. 6l Amm. Uec. 423. op. cit.»; siendo de advertir 
que el "comnum law" americano está formado [M>r el , o.m- 
mon law" de Inglaterra y por los usos y costumbres amcrica- 
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nos (Barry v. Vi lia ge of Port Jcrvis. 72 X. Y. Sup, 104. op. 
cit.) no pudicndo éstos últimos considerarse como un "com- 
nion law" nacional de los Estados Unidos distinto al de In- 
glaterra adoptado por los diversos Estados ^ Wheaton and Do- 
iwldson v. Peters L*. S. 8 Law |£ 1055). Siendo así; el 
''eommon law" ingles y la jurisprudencia americana cons- 
tituyen la mejor fuente de información al respecto. 

La devolución de la multa que se demanda y que impuso 
la Dirección General de Ferrocarriles fúndase en la omisión 
del Ferrocarril Central Argentino de cumplir con el decreto 
de f celia 20 de agosto de 1917 (revocatorio del de diciembre 
16 de i<> 13 por e! míe a su vez dejóse sin efecto el de octubre 
15 de 1913) y i»or el cual se ordenaba a la citada empresa 
construir una estación en San Carlos Centro, Trátase, pues, 
de la consecuencia de un acto de reglamento, el que. según la 
empresa, no puede ordenarse por que scapa a los términos de 
la ley contrato de concesión, la que. como toda convención es 
ley fiara las partes ; porque viola el articulo 4. a de la lev 5507. 
y porque contraria principios de política ferroviaria. 

En consecuencia, debe resolverse previamente si la ley 
de concesión constituye un obstáculo legal para la referida im- 
posición por constituir ella un contrato con los dereclios y obli- 
gaciones recíprocas establecidas en el Código Civil y con las 
características y consecuencias jurídicas que esta ley preceptúa 
para los contratos. 

Que a este respeto es necesario tener en cuenta el fallo 
de este Tribunal de julio 21 de 1920, en el que. al declarar 
que !a Dirección General de Ferrocarriles pudo ordenar que 
los trenes de la actora se detuvieran en el cruce de las vías del 
F. C. C. A. y del F. C. S. Fe existente en San Carlos, se 
expresó; -Que si la Dirección de Ferrocarriles lienc el dere- 
" clin de intervenir en los horarios fijando a su vez los hora- 
rios y paradas consiguientes, tiene implícitamente el dere- 
" clio de imponer sanciones penales por su incumplimiento. 
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" Que por otra parte, se traía en el caso de reglamentos de 
'* policía, es decir, del ejercido de poderes soberanos (pie no 
** han )>odido ser delegado;; a la empresa por la concesión ni han 
" podido ser materia de un contrato, pues "hay una distinción 
" entre aquéllos poderes asegurados a las eoqioractoncs por 
" contrato y los que ion simple condición de su existencia". 
" Lds primeros son su propiedad de que no pueden ser des- 
" pojados sin justa compensación. L,os segundos son elemen- 
" tus de existencia, acortlados a ellas por la ley de su creación 
" v los posee como los derechos naturales sujetos a ser con- 
"* t rolados y modificados por la legislatura, de la misma ma- 
" ñera que pueden controlar las condiciones y los derechos 
iiaturah's (Fallo Hank v. Mantillón, 21 111. 53) y que el 
" Estado no puede desprenderse del poder de jwlicia renun- 
'■ ciándole en un contrato y sometiéndole a condiciones «pie 
" en cualquier forma importe una restricción al ejercicio de 
" la solierania". 

Que constituyendo pues el servicio público ferroviario 
una de las funciones propias del Estado y que sólo por una 
delegación del mismo desempeñan las eorporac iones p compa- 
ñías privadas, a las que se concede el derecho de expropiar los 
terrenos necesarios para la construcción de las vías, estacio- 
nes, depósitos, etc., fácilmente se comprende que la natura- 
leza jurídica de la propiedad ferroviaria difiere de la propie- 
dad privada reconocida en la Constitución Nanonal y regla- 
mentada en el Código Civil. 

En efecto, el dominio es el derecho real en virtud del cual 
una cosa se encuentra sometida a la voluntad y a la acción 
•le una persona (articulo 2506 del C. Civih y subsiste inde- 
pendiente del ejercicio que se pueda hacer de él. Kl propie- 
tario no deja de serlo aunque no ejerza ningún acto de pro- 
piedad t articulo 2510* siendo inherente a la propiedad el de- 
recho de poseer la cosa> de disponer o de servirse de ella, de 
usarla y gozarla según la voluntad del propietario, el que pite- 
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de desnaturalizarla, degradarla o destruirla... percibir todos 
sus frutos... prohibir que otro se sirva de ella... y disponer 
de ella por actos entre vivos (art. 2513). 

Que todos estos derechos característicos del dominio no 
los tiene el concesionario de un ferrocarril; la llamada "pro- 
piedad ferroviaria" no está sometida a la voluntad del conce- 
sionario sino a la reglamentación del Estado, expresada ést; 
por los órganos establecidos en la ley y que son la Dirección 
('.enera! de Ferrocarriles en unos casos, el P. E. y el Congreso 
en otros; tampoco subsiste el derecho del concesionario inde- 
pendientemente de] ejercicio que haga de su derecho, jmes en 
tal caso éste caduca, sea a construir el ferrocarril o sea a 
explotar le servicio ferroviario (arts, 29 y 30 de la ley 2873 ) ; 
ni puede el concesionario disponer de la cosa, usarla y gozar- 
la según la voluntad sino en la forma establecida en la ley 
2873 y en las otras que en ejercicio de la soberanía dicte el 
Congreso y está sujeta, además, a los reglamentos y órdenes 
que, de acuerdo a las le¡ycs. dicten las autoridades administra- 
tivas, ya que el "inaudamus"' judicial al respecto no existe en 
nuestro derecho como en algunas leyes estaduales norteame- 
ricanas — ni percibir todos los frutos posibles de la explota- 
ción, pues la Dirección de Ferrocarriles y el P. E. tienen in- 
gerencia en las tarifas (leyes 2873, 6320, 5315, etc.), ni prohi- 
bir el uso de otro ( arts. 22, 23, y 35 ley 2873 ), ni disponer de 
la concesión libremente (arts. i„ 6C\ 67 y concordantes, ley ci- 
tada), ni acordar preferencia alguna a tm cargador con rela- 
ción a otro en iguales condiciones de servicio íart. 49. lev ci- 
tada) . 

I,a ley i&> establece que están sujetos a expropiación 
aquellos bienes del dominio provincial o particular cuya ocu- 
pación se requiera liara eiecutar obras de utilidad nacional 
1 articulo 1.") como lo son los ferrocarriles, rv en su art, 20: 
"ipie los concesionarios de obras de utilidad pública para cuya 
ejecución se sanciona la expropiación se substituyen al Go- 
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bierSO (le la Nación en los derechos y en las obligaríais qjíé 
crea la lcy'\ • 

De todas estas disiKis¡ei*incs indúcese* sin esfuerzo, que 
la tb^ada propiedad ferroviaria. uo es la propiciad en el sen- 
tido * que la comidera el detecto! rívii, sitio üilfl propiedad 
sai í/.'itcn'.í. rsguíaÉí l*>r el def&hn administrativo y no por 
el Código Civil en cuánto a su adquisición, uso, goce y dispo- 
sición. Y como dice Laurent, siendo los ferrocarriles una crea- 
ción nueva los derechos del concesionario no pueden estar re- 
gidos de una manera completa por fe» principios del antiguo 
derecho o i*>r aquellos del Código Civil. Las Cortes inglesas, 
las cstaihudes -y la Corte Suprema Federal de los IvK. TU. de 
America tienen resucltu: Que una compañía ferroviaria es 
nsualmente considerada como una corporación privada en opo- 
sición a las corporaciones estrictamente públicas, comí* la ciu- 
dad, el condado u otra subdivisión del gobierno, pero ijue no 
es aquella una eonxiraeión privada en el sentido estricto, co- 
mo lo e» una corporación formada para hacer negocios, por 
ijiic aquella esta, gravada tChargedi con obligaciones (du- 
tiesí de naturaleza pública que la diré í enrían de una corpo- 
ración pura y estrictamente privada. La propiedad de un fe- 
rrocarril usado para el transporte de pasajeros y artículos de 
comercio, está dedicada o consagrada (devoted) a un uso pú- 
blico . 

La doctrina del eminente Juez de Inglaterra Lord Hale, 
expresada tres siglos ha en su tratado "Le protibus maris" 
ríe (pie "cuando una propiedad privada está afectada con un 
interés público cesa de ser juris prk\Ui solamente", y de cu- 
ya autoridad como juez y conocedor del Common Law se ha 
dicho por un juez americano: "En Inglaterra aún en dere- 
chos de prnrmgativa, se escudriñan (sean) sus palabras con 
tant*> cuidado y atención como sí ellas hubiéranse encontrado 
en la Carta Magna (Ex parte Jennings, 6 Cow 536 % C. 
Mtuo v. Illinois 24 Law. Ed. 77 > ha sido aceptada por todas 



PK JUSTICIA I>K NACIÓN* 



361 



las Curtes de Estado y por 1a Corte Suprema Federal Ame- 
ricana cíi numerosos casos i S. C. l'eik v. Chicago and Co., 
24 Law Ed, 0"r; Ratlroad Commissíons Cases 39 Law Kd. 636; 
Georgia and Co. y, Smítli 32 Law Kd. 3"; Chicago v. Ne- 
hraska 42. Law Rd. 048: Mnyor v. Raltimorc 21 Md. 50: 
Ncwburyport v. Eatcrn R. Co. 23 Pick (Mass.) 326; Ohio 
V. Black Diamond Co. fOhio St.) 119 N. E. ro.5 R. L, A. 
ií)i8 K„ 352; Chicago v. Oklahoma (OKI.) ifi¿ Pac. 230, 
L. R. A. 1018: C. 4(j2, 4Q5. ctcU Y. Rlliot on Railroad (3 
cd. Cop. n>2i, párrafo 3) y especialmente en la cansa antes 
citada *Mum v. Illinois decidida por la Corte Suprema Amen- 
rana en la que ésta hace un profundo estudio de la cuestión, 
y a la cual refiérense los fallos posteriores como a «n "lea- 
ding case". 

La concesión, pues, entre el Estado y el concesionario, es 
un acto de soberania en todo aquello que se refiere a la for- 
ma de construcción y a las condiciones de la explotación del 
ferrocarril, pues estas se relacionan con el poder de policía 
del Estado, y es un contrato en todo lo demás relacionado con 
las oMigacinnes recíprocas, como ser la garantía por el Es- 
tado de un interés determinado, el uso de tierras de propie- 
dad fiscal, la rebaja de tarifas para las cargas de Gobierno 
iv para los pasajes de funcionarios y empleados en comisión, 
etc. Sólo estas últimas obligaciones de naturaleza contractual 
no pueden ser modificadas sin el consentimiento de las par- 
les; pero no ncurre lo mismo c on las primeras, sobre las cua- 
les el Kstadn por medio de las autoridades establecidas en las 
leyes y en ejercicio de la soberanía, que no puede limitarse por 
contrato alguno, puede dictar los reglamentos de policia ? ór- 
denes pertinentes para asegurar la seguridad y comodidad pú- 
blicas (art. i, ley 2873: ley 6320 y art. 15, ley 5315 y Tiedc- 
nian. State and Federal Control of pcxsons and property, lo- 
mo 2, pág, 052 > . Consecuentemente las Corles de Kstado y 
Federal Kaíi resuelto que la concesión de un ferrocarril (the 
cliarteM debe ser estricta pero razonablemente interpretada 
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en favor de] público y en contra de lo compañía cuando sus in- 
tereses están en conflicto con los del público, porque las 
"eharters" de las compañías ferroviarias creadas para cum- 
plir grandes intereses públicos deben recibir una interpreta- 
ción liberal en apoyo o para promover ( in f urtlierance > aque- 
llos intereses cuando son manifiestos y obvios tapparentí en 
vez de una interpretación estricta como se da a las corpora- 
ciones privadas organizadas para obtener un provecbo pecu- 
tiarto ( Kockland Water Co. v. Canuten, 8o M aine 544 ; Ore- 
gón B. Co. v. Oregonian R. Co. S". C. 32 Law Ed. 837; Rich- 
mnnd Ri¡ Co, v, Luisiana R. Co. S. C. 14 L,a\v Ed. 35*Brad- 
ley v. New York K. Co. _>i. Comí, ju; Florida B. Co. v. 
IVnsacoIa B. Co. lo Fia. 145: Parker v. Great Western R. 
Co. 49 E. C. L. 253, "Una cliartcr dudosa no puede existir 
porque cualquiera cosa que es dudosa es decisivamente cier- 
ta cu contra de la cor|>oración" . Black O. en Common wealtli 
v. Ivric R. Co. 27 Pa. St. 339; Jackson Country Horse Car 
Co. v. Interstate Co. 24 Fetl, 306, 308: Pennsylvania R. Co, 
c. Pbiladelpliia R. O». 10 Pa. Co. Ct. 6a$í etc. V. Klliot, 
qp. cit. parágrafo 40) . 

CJjlfi la estación en San Carlos Centro maullada construir 
por el decreto fecba 20 de agosto de 1017 observado por la 
empresa como violatorio de la concesión constituye una ne- 
cesidad pública im|K*riosa para el (»uebto de San Carlos, co- 
mo lo estableció ya el decreto del P. E. tic fecha octubre 
15 tic 1913 ffs. 31 1 que suscribe el Presidente Dr. Plaza con 
el Ministro Dr. Indalecio Gómez (no obstante lo cual dejó- 
se sin efecto por decreto fecba in de diciembre de 1913 ( f s. 
35 } del mismo Presidente y con firma del nuevo Ministro Dr. 
Carlos Meyer Pellcgrinh y ¡o demuestran las actuaciones ad- 
ministrativas agregadas a los autos (año 1911. exp, 9700, letra 
K. y dernis agregadas bajo la carátula ano 1922. No. 010720. 
cltra S. ). 

Kn electo, solicitada la estación por lo^ agricultores, ga- 



DK JUSTICIA t>: LA NAClÓX 



nadaos, comerciantes, etc. de San Carlos Xorte. Centro y 
Sud (fs. í), quienes afirman la versión de que el F. C. C. A. 
no construye esa estación no obstante su utilidad por impe- 
dírselo ciertos convenios con el F. C. de Sania Fe y corrida 
vista de ese pedido al F. C. C. A, lis. io>. su presidente, 
después de vencida la prórroga solicitada y acordada para 
evacuar aquélla, limitase a manifestar : (Jne ta empresa no con- 
sidera necesaria esa estación y que su construcción importaría 
contrariar la política seguida por el Ministerio de Obras Pú- 
blicas respeto a la zona de tráfico que debe corresponder a los 
ferrocarriles en explotación, puesto que aquella vendría a que- 
dar en la vecindad de las que en ese paraje tiene el F. C. de 
Santa Fe. por lo que cree la empresa que la estación no signi- 
ficaría ventaja alguna para los pobladores. 

Estas dos afirmaciones de la empresa encuéntranse des- 
virtuadas por el informe de la Dirección General de Ferroca- 
rriles que expresa: "la necesidad de establecer una estación 
en San Carlos surge con toda evidencia de la ini|Kirtancia 
de esas tres colonias ( refiérese a San Carlos Xorte, Cen- 
tro y Sud» cruzadas por las líneas de ambos ferrocarriles 
" (el F . C\ Santa Fe y et F. C. C. A.), aunque solo servi- 
das por el F. C. Santa Fe f importancia proveniente de 
sus extensas y activas labores agrícolas y ganaderas, y del 
correlativo movimiento comercial que ellas originan; los 
" que no tienen la amplitud mayor que podrían alcanzar pre- 
'* cipamente i>orqiic falla la nueva y distinta salida para los 
productos de las colonias que los habitantes de la región so- 
,*' licitan. F,sa amplitud necesaria del tráfico regional, con 
todos sus benéficas conveniencias podría innegablemente ob- 
tenerse si el F. C. C. A. estableciese una estación en San 
*' Carlos Centro, sirviendo así los intereses regionales y los 
*' suyos propios con tanto mayor motivo cuanto que su linea 
" de María juana a Matilde no tiene, como puede verse en el 
" plano adjunto, estación alguna en los 28 kilómetros de vías 
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" con que cruza terrenos de esas colonias en su mayor parle 
" consagrados a la agricultura". "Y que en lo que respeta a 
" la segunda razón invocada por la empresa, no cree que el 
" establecimiento de ta estación que se solicita en forma tan 
" unánime por las autoridades y los habitantes de la indica- 
" da región, contraríe la política ferroviaria seguida jx>r el 
■ Ministerio de Obras Públicas. lín efecto, interpretando 
" que la empresa quiere significar que ubicando una estación 
" en San Carlos Centro entraría en inconveniente eompeten- 
" cia con la empresa del Ferrocarril de Santa Fe. la que te- 
" niendo ya una estación allí establecida, ejerce por medio de 
" ella el servicio ferroviario de la región y el correspondien- 
1 te monopolio del tráfico; calie responder a esto que: en pri- 
- iner lugar las líneas de ambas empresas cruzan la región en 
" ángulo casi recto, es decir, en sentido diametral me me 
" opuestos* de modo que efectuando cada una sus sen-icios 
•• y tráfico en direcciones que se alejan cada vez más una de 
" otra a partir precisamente de San Carlos, no se produce tal 
" competencia ; sino que cada cual tiene la parte que le eo- 
M r responde del tráfico regional, que con ser ya de impor- 
" tancia y poder satisfacer los intereses de ambos ferrocarri- 
1 les. lo será mayor y les dará mayor provecho cuando lo ex- 
'* ploten por medio de un número conveniente de estaciones, 
" o sea, de puertas de salida para los producios. Resulta. 
" pués, Excmo. Señor, que la supuesta competencia se pro- 
" duciria en el punto de cruce, es decir, en el que. por tener 
" tpie cruzarse materialmente las vías, se super|>onen las zo- 
" ñas. Pero seria incurrir en un grave error acejrtar la teo- 
'* ría de la empresa, de <|ue en este caso se su|K'qx>ndrian las 
" zonas de competencia: pués la com-ietencia se halla condi- 
" ríonada l>or los influjos económicos respetivos; y siendo 
■■ la "zona de influencia 1 ' la faja o región longitudinal a uno 
y ntro lado de la linea férrea, en la que el respectivo ferro- 
" carril ejerce su particular y absorbente acción económica— 
M y no un punto de cruce cóq otro ferrocarril— en el i>unto 
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" <lc que se trata no podría lialwr <ouit*etencia mutua por ale- 
" jarse de ¿1 las zonas y tráfico respetivos. Opinando como 
" la empresa, habría que ordenar el establecimiento de dos U- 
" neas férreas de diferentes empresas para servir al mismo 
" pueblo; obligando al público a no esperar otros beneficios 
- que los (pie pueda darles el primer ferrocarril establecido. 
" Los casos de estaciones, de dos o tres ferrocarriles pertene- 
" cientcs a otras tantas empresas, que sirven a una misma po- 
'■ blación, son innumerables en las linca* del país, sin que 
** nunca se haya pensado en deber considerar como invasión 
" de la zona de tráfico de uno de esos ferrocarriles, en el que 
" el otro establezca una estación en las cercanías de la exis- 
" tente. La linea de María Juana a Matilde, abre nuevos ho- 
" rizóme* comerciales, acortando la distancia hacia el Norte 
ff de la República y facilitando las comunicaciones, y ésta es 
otra razón que debe primar para obligar al establecimiento 
" de estaciones en los puntos que por su importancia merez- 
can se contribuya a su mayor desarrollo, como lo son las 
" colonias de San Carlos. Por las razones expuestas y eje?» 
'* ciendo en sil virtud las facultades que en bien del servicio 
■■ , Hl b1íco le confiere el inciso y del artículo 7' ^ ley 
" general de ferrocarriles, esta Dirección General aconseja a 
'« y. E., compeler a la empresa de! Ferrocarril Central Argén- 
m tino á ubicar una estación en San Carlos Centro como se 
" solicita al Ministerio de V. K. — Dirección General, mayo 
"31 de 102-'- — Ftlo - : A - Giovacchini" . 

Que solicitada nuevamente la construcción de la estación 
por la Comisión de Fomento de San Carlos, corrióse vista a 
la empresa la ipie esta vez aduce una nueva razón, ta de que 
la construcción de la estación San Carlos afectaría construc- 
ciones anteriores de acuerdo con el art, 4.0 de la ley 5597 (ver 
fojas 2^. a lo cual contesta el Director General de Ferroca- 
rriles, ingeniero Pablo Xogués, que no ocurrirá tal cosa co- 
mo lo ha expresado ya el otro director (ver fs. 33), por lo 
cual dictamina en el sentido de que "se ordene a la empresa 
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del í ; . C. C. A. ((lie proyecte la estación en las inmedíacio- 
nes del cruce con el 1 ; . C. Santa Fe, pues a ella le correspon- 
de atender todas la¿^xigencias, del servicio público a qu es- 
tá obligada por su ley de concesión". 

El Gobernador de la provincia de Santa Fe adhiérese al 
pedido manifestando .que las estaciones ¡leí F. C. Santa Fe 
de San Carlos Centro. Norte y Sud no tienen relación con la 
linea del F. C. C A. y que la unión directa a los grandes 
centros de actividad comercial y de importancia social y ]x>- 
I i tica la conseguiría San Carlos con la estación que se pide. 

Ku mérito de las consideraciones aducidas por la Direc- 
ción de Ferrocarriles y en atención a que "se facilitaría la 
comunicación con la zona Oste. se reducirían las tarifas de 
carga y descarga en el puerto de Santa Fe y Rosario, y que 
ex i st i fia una comunicación directa con Buenos Aires. Córdo- 
ba y las provincias del Norte, puntos a los que no alcanzan las 
líneas del F. C. Santa Fe", el Poder Ejecutivo por decreto 
de 15 de octubre de 1913. antes citado, ordenó la construcción 
de la estación en el pueblo de San Carlos Centro. 

F.ste decreto fué dejado sin efecto, como antes se expre- 
sa, por el de 16 de diciembre de 1913, dictado éste en aten- 
ct¿n a las manifestaciones de la empresa que corren a fs. 33 
y dictamen del Procurador de la Nación doctor Botet de fs. 
34, en el cual éste sostiene la teoria de que la concesión impor- 
ta un contrato que no puede alterarse sin la voluntad y el con- 
sentimiento de las empresas concesionarias y "que sin entrar 
a examinar las cuestiones relativas a la extensión de lo que 
se entiende o delie entenderse por zonas de influencia es fue- 
ra de duda que la compañía recurrente tiene razón cuando 
manifiesta que se abstuvo de construir la estación de que se 
trata por estar próxima al punto en que existe la estación del 
I". C Santa Fe. — aquella construcción aparece prima facié 
dañando las de ésta empresa". 

Como queda diebo antes, este último decreto quedó sin 
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efecto por el He fecha agosto 20 de 1917 en el cual se expresa 
"que dada la seriedad que delwn tener los actos del Poder 
Ejecutivo y la jurisprudencia administrativa que éste ha 
sentado de que ellos deben ser firmes y no sujetos a revisión 
sino en tasos excepcionales en que surja un error manifiesto, 
o una necesidad imperiosa de ser modificado", y de acuerdo 
con el nuevo dictamen de la Dirección de Ferrocarriles (fs. 
186) favorable también a la necesidad de la construcción de 
la citada estación en San Carlos Centro. 

El dictamen del señor Procurador de la Nación antes re- 
ferido, en el que no se cita ley ni jurisprudencia alguna que 
l>crmÍtA considerar la concesión como un contrato que impi- 
da al Hstado por medio de los órganos creados al efecto, regla- 
mentar la concesión en forma no prevista en ésta e imponer 
al concesionario las mejoras exigidas por la seguridad y como- 
didad pública, no sólo está en desacuerdo con los fundamenta- 
les principios que informan a la institución de la concesión fe- 
rroviaria reconocida en la doctrina (Gasea, CimbaUi, Meyer. 
Ancoc, Tiedeman, Russel, Wyer, Shaw, Lámar, Dillons, Mar- 
shan, Black, etc.) y por este Tribunal en la causa Ferrocarril 
Central Argentino v. Dirección de Ferrocarriles de julio 21 
de 1920, y a las normas aceptadas para su interpretación, antes 
referida, sino también al texto expreso del articulo 71, inci- 
so 3. de la loy 6320, el cnal concuerda con el artículo 15 de la 
ley 5315 a cuyos beneficios se lia acogido el F. C. C. A. en 
uso del derecho que le confiere el artículo 19 de la misma, y 
por lo cual disfruta de las grandes ventajas que le acuerda el 
artículo 8 de la misma ley. 

Por otra parte, la obligación impuesta a la empresa de 
construir una estación en el pueblo en que ha sido legalmente 
obligada a detener los trenes, como se establece en la senten- 
cia ejecutoria de este Tribunal de fecha julio 21 de 1920, no 
importa sino una consecuencia lógica de esta obligación, y ella 
está íntimamente vinculada, con las comodidades que requie- 
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re el interés público y el de los pasajeros y cargadores del pue- 
blo de San Carlos, cuyo servicio público dcl>e atenderse con 
el ramal concedido, así como con toda la linea ferroviaria de 
la actnra, y con las de otras cualesquiera empresas cuyas vías 
se unan a aquellas (artículos 22. 2$ y 25 de la ley 2873). 

l,a concesión de un ferrocarril lleva una serie de derechos 
y obligaciones implicitas míe necesariamente emergen de la na- 
turaleza jurídica de aquélla, como lo son los derechos de ex- 
propiar los terrenos necesarios para las vías, estaciones depó- 
sito*, etc., de cobrar tarifas justas y razonables, de construir 
puentes sobre los rios navegables, el de usar las calles públi- 
cas en los puntos (pie deben pasar las vías» de construir y ex- 
plotar "restaurants" para los jiasajcros y empleados ferrovia- 
rios, de construir líneas telegráficas y telefónicas al costado 
de las vías, de construir muelles, de adquirir y explotar bu- 
ques que hagan el servicio en conexión con las vías, de explo- 
tar ómnibus, carros, etc., relacionados con el transporte de las 
lineas, etc. (Peavoy w Calais R. o.C 30 Maine 498; Jackson- 
ville R. Co. v. TIooper S. C. 40 Uiw ed, 514; State v. Illi- 
nois, R. Co. 246, ni, 188: Louisville Propcrly Co. v. Com- 
momveaJth u<> Ky 827, 143 S. W. 412; Abraham v. Orcgón 
R. Co. 37 Ore. 405, 60 pac. 899; Oreen Bav R. Co. v. Unian 
Steamboat oC. S. C. 27 Law ed. 413; Prathcr v. Western 
ti. T. Co. 8t> Ind. 501 Marietta R. Co. v. W estern U. T. Co. 
38 Ohio Si. 24: v. KHiot op. cit.). y las obligaciones: de cons- 
truir puentes sobre calles que antes ocupaba con sus lineas, 
cuando el tráfico asi lo requiere (Montclair v. Xew York R. 
Co. X. Y. ed. 43Ó: 18 Atl. 242) ; la de cumplir la orden de la 
comisión del estado de Carolina Xortc que requería a una 
empresa fermviariaa de establecer un tren en determinada 
estación y hora para combinarlo con el de otra empresa (North 
Carolina Com v. Atlantic Coast Une R. Co. 137 N. Car, 1; 
49 S. K. igr confirmado por el fallo de la Suprema Corte 
Federal v. 27 S. C 585) y otros análogos; Cantrell v. Rail- 
road 176.11;, 512; Gladson c. Minnesota S. C 41 Law ed. 
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1065; Wisconsin v. Jacobson S. C. 45 Law ed. 194. La Cor- 
te del Estado de Luisiana ha declarado que la autoridad de 
los emulsionados /erroviarios no sólo se extiende a la sa- 
lud y seguridad pública sínó también a todos los asuntos que 
interesan a la conveniencia o comodidad públicas; .y, en con- 
secuencia, que los comisionados pueden exigir la construcción 
de una estación en el tugar que la conveniencia pública 1*» re- 
quiere aunque el negocio no sea remunerativo ¡ ara la com- 
pañía en tal lugar. (Morgan's U. Co. v. Bailrond Co. 109 
ta Ann 247: análoga obligación han reconocido las Cortes de 
Arkansas, Carolina Norte y Wisconsin en los casos St. Louis 
R. Co. v. State 97 Ark 473; North Carolina Corp. Comp. 
v. State, 151 N. Car. 447; Minneápolis R. Co. Railroad 
Com. 136 Wis.. 146, 116 N. W. 905. 17 L. K. A. (X. S.^l 
ter. cit. por KHiot, el que expresa íop. cit. párrafo 817^. que 
es indudable que la legislatura puede autorizar a las comi- 
siones para exigir las facilidades y comodidades razonables 
para la entrega y recibo de la carga y el transporte de los pa- 
sajeros; pero que no puede investirse a esas comisiones con po- 
deres que permitan requerir arbitrariamente las estaciones que 
ella diga necesarias, cuando en el hecho no son necesarias co- 
mo se ha resuelto en el caso de Luisiana antes citado, sino 
que hay un límite de derecho de regida r y que este límite no 
puede pasarse sin violar la Constitución. "Nos parece, dice, 
(pie debe existir una necesidad razonable para el establecimien- 
to de la estación para que la comisión pueda compeler a la 
compañía ferroviaria a establecerla. Sí hay tal necesidad es 
asunto que debe resolverse por la comisión después de oída la 
compañía v no sumaria o arbitrariamente. Sin duda las Cortes 
estarán mal dispuesta* o sentirán repugnancia freluctance) pa- 
ra revocar una decisión de la comisión relativa a la necesidad 
de una estación; pero, sin embargo, si clara y satisfactoriamen- 
te aparece que no hay tal necesidad, las Cortes no deben be- 
sitar en rever y si es necesario en revocar la decisión de tus 
comisionados" ; y cita el caso de State v. Des Moines K. Co. 
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«7 ÍOWá 644,54 \V. 461. en el cual la Corte revocó la orden 
<le los comisionados de Iotva por ser innecesaria, e inconve- 
niente la estación, y el de la Corte de Mississíppi que desco- 
noció el derecho de los comisionados para ordenar el estable- 
cimiento <ic dos estaciones distintas o separadas (detachad) en 
la friísma ciudad una [jara los pasajeros y la otra para las car- 
cas. En cambio, cuando los comisionados proceden debida- 
mente, las Cortes ordenan por mi mandamits su cumplimiento. 
Así la Corte de Maine libró un mandanitis i»ara que el ferro- 
carril Portland estableciera una estación ordenada por los co- 
misionados (Raimad Com. v. Portland R, Co. 63, Maine 269) 
y lo mismo lian decidido en casos análogos otras Cortes y la 
Oírte Suprema Federal ( State v. Janesville R. Co. 8;, YVis. 
72: Union Pacific R. Co. v. Hall U. S. 23 Law ed. 428; Peo- 
ple v. Chicago R. Co. 67 III., 118; Indiauópolis R. Co. v. Sta- 
te ,17 Ind. 489,: Railroad Coul v. Atlantic R. Co. S. Car. 130; 
Ivíliot par. 823). El caso Northern Pacific R. Co. v. Territo- 
rv uf Washington de la Corte Suprema Federal Americana, 
qm cita la Compañía F. C, C. A. en e! alegato no favorece 
la tesis (jue sostiene en la demanda, respecto a la naturaleza 
jurídica de la concesión ferroviaria y a la obligación de cons- 
truir una estación requerida por el interés público, pues si bien 
es cierto que en ese caso la Corle declaró que no procedía un 
madamas pata compeler al Ferrocarril Pacífico a construir 
aun estación en Valí i na. es de advertir que en ese fallo, con 
el que discordaron tres jueces (Brewcr, Field y Harían), se 
llega a absolver al ferrocarril de tal obligación, por razones de 
interés público que indicaban la inconveniencia de construir la 
estación ordenada por la comisión y a falta de disposiciones le- 
gales, las que no concurren en eí caso sub jud'icc por lo que 
su doctrina puede considerarse aplicable, a contrario sctistt, a 
la presente causa, 

Kn efecto, refiriéndose la Corte a las dificultades sobre 
la procedencia de ordenar un mumivmus para que una com- 
pañía construya una estación en un punto determinado, dice 
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el Juez Gray, que es el que expresa la opinión de la mayoría 
tlel Tribunaí: "la ubicación de estaciones y depósitos |>ara pa- 
sajeros y cargas involucra una amplia contemplación de los 
intereses' del público así como de la corporación y de los ac- 
cionistas, ( v ta consideración de muchas circunstancias relativas 
al monto ele la población y negocios existentes o próximos, los 
cuales pueden ser más adecuadamente apreciados por los di* 
rectores, o en caso de abuso en su digresión, por la legisla- 
tura o por cuerpos administrativos a los cuales haya confiado 
la Legislatura esa función, que por los tribunales judiciales 
urdinarios". 

Y más adelante, agrega : sostener que los directores de la 
corporación al determinar el número, lugar, y tamaño de sus 
estaciones u otras construcciones relacionadas con el interés 
público y con su propio interés pecuniario, pueden ser dirigi- 
dos o golJcrnados por las Cortes por medio de mandamus, se- 
ría contrario a muchas decisiones de alta autoridad en ca- 
sos análogos. Se refiere luego a la constitución del Kstado de 
Colorado que establece preceptos completamente distintos a 
las disposiciones de nuestras leyes ferroviarias 2873. 6320 y 
5315. y al Comnion Law de ese Estado, el que requiere que 
u * na | ey establezca expresamente la obligación de construir es- 
taciones. V a un caso análogo de la carta de New York en 
los que se dijo, por las respectivas Cortes, que éstas no podían 
ordenar por mandamus la construcción de una estación. En 
el caso referido, el Juez Cray cita las opiniones de los jueces 
Waitte y Danforth, de las cortes estaduales, que decidieron 
en la forma antes expresada. Y después agrega: sobre el mis- 
mo principio la Suprema Corte de Maine obligó a una com- 
pañía ferroviaria a construir una estación en un lugar «.éter- 
minado de sus vías de acuerdo con una orden de los comisio- 
nados ferroviarios del Estado de Maine, expresamente facul- 
tados o autorizados {empowered) por las leyes del Estado pa- 
ra dar tal orden y para recurrir a la Corte para hacerla cum- 
plir (por ma»damus). Cita luego unos fallos de las Cortes 
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de Nebraska c Illinois, en los que éstas decidieron, aún sin 
ley que las autorice, que ellas pueden ordenar la construcción 
de una estación cuando la necesidad y conveniencia públicas 
lo exijan. 

Y refiriéndose a los hechos en que se apoya el fallo de la 
Corte Suprema, dice: que al demandarse que se ordene por 
la Corte la construcción de una estación en Yak i na no se lia 
demostrado 3Ü necesidad, sino que por el contrarío, de la prue- 
ba resulta que la estación North Yakina situada a cuatro mi- 
llas al Norte, y a las otras existentes al Sud, suministran su- 
ficiente* facilidades a los habitantes de Yakina, cuya pobla- 
ción ha disminuido considerablemente después de construida 
la estación de Nortli Yakina, a cuyo punto fuese en gran par- 
te la población de Yakina y trasladóse allí también la sede del 
rondado. "Ordenar que la estación de Xorth Yakina sea lle- 
vada a Yakina importaría ¡lerjudicar a la mayor parte del pú- 
blico... La cuestión de si un uiúHtlaimts del>c ordenarse para 
proteger el interés público no depende de )a situación de lie- 
clin existente en el momento de )»edÍrlo, si este interés públi- 
co ha cesado de existir cuando el fallo es pronunciado", y ter- 
mina diciendo: "La Corte jamás ordenará construir o mante- 
ner una estación en contra del interés público", Y cita en su 
apoyo la causa Texas P. R. Co. v. Marshall 136 U. S. 393 (34 
Law ed. 385». La minoría del Tribunal, en consideración a 
que la compañía ferroviaria al construir la estación de North 
Yakina, ^siguiendo solo su propio interés y no el del pú- 
blico, y porque basta el silencio de la ley que concede un fe- 
rrocarril j>ara que las Cortes puedan ordenar por mandamus 
la construcción de estaciones y depósitos, disintió con el fallo 
antes referido. Kilo importaría, dijo el Juez Brewer "achicar 
el poder o la obligación de las Cortes ("be litlle thc power or 
duty of thc couns H ), concepto este al que adhirieron los emi- 
nentes Jueces l'ield y liarían. 

Demostrado que existe un gran interés público en la 
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construcción de la citada estación en la linea del F. C. C. A., 
como es el de establecer una comunicación directa entre San 
Carlos, la Capital Federal, Córdoba y las provincias del Nor- 
te, a cuyos puntos no llegan las lineas del F. C. Sania Fe, y 
el de que por la línea del F. C. C. A. se reducirían las ta- 
rifas de carga y descarga en los puertos de Santa Fe y Rosa- 
rio, es incuestionable que el P. F.. lia podido ordenarla, a 
proposición de la Dirección de Ferrocarriles, sin que con ella 
se efecte la zona de influencia del F. C. Santa Fe t el que 
cruza casi en ángulo recto a las vías del F. C. C. A. ; estos 
ferrocarriles sirven a zonas completamente distintas, como pue- 
de apreciarse en sus respectivos trazos; y el hecho mismo de 
que en San Carlos se crucen las líneas de ambos ferrocarriles 
y de que la Dirección de Ferrocarriles baya ordenado al F. 
C. C. A. que detuviera sus trenes en esc punto, en uso del 
derecho que le acuerda el art. 13 de la ley 2873, reconocido 
en el fallo de este Tribunal, de 21 de julio de 1920, implica 
necesariamente la prestación de la comodidad pública que trac 
aparejada una estación en el punto de cruce, a fin de que el 
correspondiente trasbordo de pasajeros y cargas se efectúe sin 
las moicstias y peligros consiguientes a su realización en el 
campo, aparte de la comodidad exigida por el interés público 
de la población de San Carlos, respecto a sus pasajeros y car- 
gas, a que se refieren los dictámenes de la Dirección de Ferro- 
camlcs. "La comodidad de los pasajeros y el servicio de 
combinación entre los trenes de distintas líneas", a que se re- 
fiere el art. 13 citado, se asegurarán con la construcción de 
la estación que se ha ordenado; y ésta, lejos de importar una 
violación al art. 4 de la ley 5507* <l"e sólo se refiere a las zo- 
nas de influencia, prestará un importante servicio público a 
los pasajeros y cargadores que necesitan el servicio combina- 
do de las lineas de ambas empresas. 

Sostiene la parte actora que el art ?r t inciso 3.°, de la 
loy 6320 se refiere sólo a los ferrocarriles de propiedad de la 
Nación, i»ero es de observar que esa disposición que en el 
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proyecto de ley que sirvió de base a la ley 2873 figúrala tanto 
en el capítulo I de la inspección gubernativa respeto de los 
ferrocarriles en explotación (art. 70, inciso 7), cuanto en el 
capitulo II relativo a los ferrocarriles en construcción, se in- 
corporó al articulo 71 inciso 7 de la ley 2873 sin hacer distin- 
ción alguna, no obstante referirse la ley "a la construcción y 
explotación de todos los ferrocarriles de la República" íart. 
1*1. y luego, a la ley 6320, vigente en el inciso 3. del art. 71, 
en el título que se refiere a la inspección gubernativa de los 
ferrocarriles "en explotación" ; y que, no obstante halarse 
creatlis jtosteriormente la Administración de los FF. CC. dé] 
Estado, por la ley 6757, como un organismo atitárqtiico y sepa- 
rado j»or lo tanto de la Dirección General de Ferrocarriles, no 
se ha derogado aquella disposición en esta última ley, la (|uc, 
en alguna de sus disposiciones, c omn la relativa a tarifas y 
horarios (art. 3, inciso 13), deja subsistente expresamente so- 
bre los Ferrocarriles del Kstado la inspección gubernativa de 
la Dirección General de Ferrocarriles, establecida en la ley 
6320 "]>ar;i todos los ferrocarriles" (art. i", ley 2873"), Ade- 
más, y aunque así no fuera, debe teners-c en cuenta el propósi- 
to que indujo al Congreso al establecer la Dirección General 
de Ferrocarriles al sancionar la ley 2873. el que fué expresa- 
do en el Senado Nacional en la sesión del 22 de septiembre de 
it>JO |tor el senador Anacleto Gil, el que dijo, hablando de las 
disposiciones salientes del provecto, '*qne por él se establece 
tina ingerencia directa e inmediata de la Dirección de Ferro- 
carriles en las líneas que se consideran nacionales por esta ley, 
y en general. respectQ de todas las lineas, ya sean nacionales o 
concedidas por las provincias...; se provee al mismo tiem- 
po no solamente a que las líneas de ferrocarril sirvan con ve- 
ri ieutemente la región del territorio que atraviesan, sinó tam- 
bién a combinar los servicios de las diferentes líneas, para que 
la circulación de los pasajeros y las mercaderías pueda hacer- 
se fácilmente entre todos los puntos del territorio de la Na- 
ción que los ferrocarriles abarquen. La comisión considera per- 
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fcctamentc legítima y necesaria esta intervención, y la cree 
legitima porque aún cuando un ferrocarril es una propiedad 
de una administración particular y es, para la empresa (jue lo 
construye, nada más que un instrumento de comercio, por su 
naturaleza y por ios requisitos con que se establece, es un ver- 
dadero servicio público, por lo tanto no debe ser indiferente al 
listado la manera como se ejercita ni dejarse este servicio ex- 
clusivamente a la reglamentación particular. . . ; cada ferroca- 
rril en el trayecto que sirve es un verdadero monopolio, por 
lo que el Estado debe intervenir en su administración para ga- 
rantir los intereses comunes, y no dejar los pasajeros y car- 
gadores de mercaderías a merced de las empresas... etc.". 

Oue existiendo una autoridad administrativa — la Direc- 
CRin de Ferrocarriles — a la cual la ley 6320 le acuerda "la 
inspección de la explotación de todo ferrocarril de jurisdicción 
nacional" (art. 71, inciso 2. ), y la facultad de "pr°P°™ r a j 
Poder Ejecutivo la construcción de estaciones y demás depen- 
dencias cuando crea que lo exije el mejor servicio de !os fe- 
rrocarriles" (articulo cit., inciso 3. ), es el P. E. la autori- 
dad qtte debe decidir sobre la propuesta, sin necesidad de que 
este poder la eleve al Congreso Nacional, ya que si tal fuera el 
espíritu de la ley no se liubieran empleado los términos "pro- 
poner al P. E-". Cuando se autoriza a una autoridad admi- 
nistrativa para (pie "proponga" algo a otra autoridad» ello lo 
es para que ésta última resuelva sobre la propuesta que se 
le bace. 

Lo mismo se establecía en el art. 69, inc 7. y art. 77, inc. 
2.°, de la \dy 2873, según se tratara de ferrocarriles* en explo- 
tación o en construcción, correspondiendo la propuesta, en el 
primer caso, a la Dirección de Ferrocarriles y» en el segundo, 
al Departamento de Obras Públicas; y su resolución, en am- 
bos casos, al P. E., desde que era ésta la autoridad a la cual 
se debían hacer las propuestas. 

Y por último corresponde declarar que. como lo estable- 
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ccn los decretos de 15 tic* octubre tic 1913 y el de 20 de agos- 
to de 1917. el art. 4 de la ley 5597 no se opone de ninguna ma- 
nera 8 la construcción de la estación en San Carlos, ni ella 
tiene natía cjiic hacer con la "política" ferroviaria seguida por 
el Ministerio de Obras Públicas: éste nunca debe contrariar 
el interés público que las compañías están obligadas a aten- 
der, por detegaejón del Estado, y prestar todas las comodida- 
des compatibles con la naturaleza del servicio público que se 
lian comprometido a desempeñar al aceptar la concesión de 
un ferrocarril. Este precioso y principal instrumento del co- 
•mercio dejaría de existir si se aceptara que las compañías no 
están obligadas a proporcionar las comodidades que el ade- 
lanto industrial y el progreso del país exigen. Un ferrocarril 
que atraviesa lugares despoblados puede carecer de estacio- 
nes en ellos, pero mando se forman pueblos y la importancia 
de la localidad lo exige, dclw reconocerse el derecho del Esta- 
do a exigir las comodidades que requiere el interés público y 
la procedencia de las multas con que se castiguen "las infrac- 
ciones de la ley y reglamentos". íart. 71, inc. 15. ley 6320} 
y "especialmente las que importen faltas o desatención (de 
las empresas) hacia los pasajeros y cargadores" (artículos 91, 
92 y 94, ley 2873). 

Que no puede aceptarse actualmente el concepto restrin- 
gido sobre el poder de policía que expresa la parte actora en su 
escrito de agravios, como relacionado sólo con la seguridad, 
salubridad y moralidad indicado en los primeros fallos de 
nuestra Co/te Suprema ¡y por algunos de los jueces americanos 
en la primera mitad del siglo pasado. Tal es el concepto anti- 
cuado fie Blackstone a que se refiere Russcl (Tile Pólice po- 
wer of de State, cap. II). calificándolo de concepto vulgar 
fsuch ís popular conceprinn of tile powcr everi now") : más 
éste ha evolucionado en el sentido de su ampliación asi desde 
la Corte Suprema Americana que al referirse a esc poder 
del Congreso lo considera "como un poder inherente a la so- 



DE JUSTICIA DK LA NACIÓN 



berania para dictar las leyes que el Congreso crea convenien- 
tes para el bien y la felicidad de los habitantes". 

Que es el mismo del Juez Shaw, Presidente de la Corte 
de Massachusscts (alger's case), del Juez Samar, de la Corte 
Suprema Federal que declaró: "que el poder de policía es tan 
amplio y absoluto, o completo ("broad and plenary") como 
el jxider de imponer contribuciones, y que la propiedad den- 
tro del Estado está sujeta al ejercicio del primero como a las 
restricciones regulares del último" (Kidd v. Parsons; S. C. 
128 pág. 1). del Juez Firown de la misma Corte quien dijo: 
"míe el , !?%p de policía no estaba sujeto a ninguna limitación 
determinada, sino que era extensivo a las necesidades del caso 
y a la salvaguardia del interés público ("public interest") y no 
solamente de la seguridad pública" (S. C. 167, pág. 518), de! 
Juez Rcdfield que expresó u que por el poder de policía del 
Estado, las personas y la propiedad están sometidas a toda 
clase de restricciones -y cargas, con el objeto de asegurar las 
conveniencias generales y la salud y la prosperidad del Esta- 
do (causa Thorp v. Rutland), del Juez Mac Kenna acepta- 
da por la Corte Suprema Federal "que n» está limitada a 
la supresión de lo que es ofensivo, desordenado o insabible 
sino que abarca las reglamentaciones ideadas o inventadas, 
fdesigned) para promover la utilidad o conveniencia públicas 
o la prosperidad general (51 Law Ed. 499; 53, Law Ed. 315 y 
muebos otros). 

Por estas consideraciones y las concordantes de la sen- 
U-iicia apelada de fojas 96, se la confirma, sin costas, en aten- 
ción a la naturaleza de la causa. — Marcelino Escalada. — 7'. 
. trias. — B. A. Nasar Anchorcm. 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Airei. No«|cmbr« u. 4* ices 

Suprema Corte; 

Kn la presente causa .seguida j>or la Empresa del Ferro- 
carril Central Argentino contra la Dirección General de Fe- 
rrocarriles sobre repetición de una suma de dinero alionada 
en concepto de multa, se ha discutido si dentro de las disposi- 
ciones de la ley 2873 sobre Ferrocarriles Nacionales existe o 
no la obligación por parte de las empresas de construir esta- 
ciones a requirímienío del Gobierno Nacional y si la negati- 
va por parte de las primeras constituye una infracción punible 
con multas en tos términos del artículo 91 de la citada ley. 

Se ha cuestionado, además, el derecho ejercitado por la 
Di reccion General de Ferrocarriles para aplicar tales multas 
y perseguir su cobro. 

La sentencia dictada por la Cámara Federal de Apelación 
de la Capital de la Nación, desconoce los derechos que, funda- 
dos en la ciLida ley y correlativas y en diversas cláusulas de 
la Constitución Nacional, invocó la empresa del ferrocarril pa- 
ra resistir el pago de la multa y contiene además pronuncia- 
mientos sobre todas las cuestiones de carácter federa? antes 
enunciadas. las que han sido resueltas en contra de las pre- 
tensiones de la actora. Asi, pués. el recurso que ésta ha in- 
terpuesto para ante V. E. procede por estar comprendida la 
apelación extraordinaria entre las que acuerda el articulo 14 
de la ley 48 sobre jurisdicción y competencia de los tribunales 
federales. 

Opino, por tanto, que aquella ha sido mal denegada por la 
Cámara Federal. 

Kn cuanto al fondo del asunto, atento los fundamentos de 
derecho y doctrinarios que contiene la sentencia recurrida, a 
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los que adhiero, soy de opinión que corresponde confirmar el 
fallo apelado en la parte qtic ha podido ser materia del re- 
curso. 

Horacio R. Loneta. 
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Bun«« Alwi. Diciembre 10 i* 1«S 

Autos y Vistos : 

El recurso de queja por denegación del extraordinario, 
interpuesto por el Ferrocarril Central Argentino en los autos 
que sigue contra la Dirección General de Ferrocarriles, so- 
bre repetición de una multa. 

Y Considerando: 

Que al deducir la demanda, la empresa actora fundó su 
derecho en las leyes 2873, 5597. 53*5. Y en los artículos 

31 y 67, incisos 12 y 16 de la Constitución, sosteniendo de 
acuerdo con la interpretación que atribuye a las disposiciones 
legales referidas, que el Poder Ejecutivo no está facultado 
para ordenar que se construyan estaciones no comprendidas 
en los respectivos contratos de concesión, ni para aplicar mul- 
tas en los casos en <jue la empresa se niegue a construirlas. 

Que la sentencia recurrida ha desestimado la demanda 
conceptuando que las disposiciones de orden legal y constitu- 
cional invocadas por la empresa, no son óbice para que el 
Poder Ejecutivo pueda ordenar la construcción de la estación 
que ha originado el litigio; y que, en consecuencia, la Direc- 
ción General de Ferrocarriles ha estado habilitada para apli- 
car la multa impuesta por la falta de cumplimiento de la em- 
presa a las órdenes que le fueron impartidas en el sentido ex* 
presado . 
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Que dado los antecedentes expuestos, el recurso extra- 
ordinario que autoriza et articulo 14 de la ley 48 y 6." de la 
tey 4»55- es procedente en el caso. 

l*or ello y de acuerdo con lo dictaminado ni respecto por 
el Señor 1'rocurador General se declara mal denegado el re- 
air.so. V encontrándose el expediente en esta Corte, autos y 
a la oficina, a los efectos del articulo 8." de la leiv 4055. Xoti- 
tii (líese y repóngase el papel. 

A. Deumejo. — Nicanor G. del 
Solar. — J. Ficueroa Aj»- 
Solar. — Ramón Méndez. 
— Roberto Rhpetto. 
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Bueno* Air el. Mi yo SO d« 1«4 

Vistos y Considerando: 

Que como , fundamento de la facultad del Poder Ejecu- 
tivo para ordenar a la empresa recurrente el establecimiento 
de «na estación en determinado punto de su linea, el tribu- 
nal 1/ f/«o menciona los poderes de policía del listado y, ade- 
más, lo dispuesto :n el artículo 71. inciso 3.° de la ley ^320. 
modificatorio del articulo 70, inciso 7. de la 1er número 

Que sí bien debe reconocerse el derecbo de las empresas 
de ferrocarriles paita manejar sus negocios y usar de sus pro- 
piedades y capitales en la forma que consideren más conve- 
nientes a sus intereses y, por lo tanto, para ubicar las estacio- 
nes en los sitios de su elección, siempre ijue no se encuen- 
tren limitadas en su libertad por las disjMisiciones de las leyes 
o contratos ele ennecsión, hajy que considerar, sin embargo. 
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que la autorización o franquicia i>ara explotar el negocio de 
comunicaciones Ies lia sido acordada con un propósito supe- 
rior de bienestar y de progreso en favor de los habitantes de 
las regiones atravesadas por la línea férrea y al otorgarla, el 
listado no se ha desprendido del derecho de velar por el in- 
terés económico de esas poblaciones. "'Una concesión, dice 
Cooley, debe por consiguiente considerarse otorgada bajo con- 
dición de que ta empresa estará sujeta a todos aquellos regla- 
mentos razonables respecto a la manera en que se ha de ma- 
nejar el negocio, que la legislatura puede dictar, con tal que 
no se opongan materialmente al goce de. sus privilegios y que 
sólo sirvan para asegurar los fines para los cuales ha sido or- 
ganizada" (Constit. L. Jth. ed. página 340). De ahí se dedu- 
ce que las empresas delwrán proceder de buena fe en el uso 
de su dirección y que el Estado podrá intervenir, aún cuando 
sólo sea excepcional y razonablemente, en el establecimiento 
de alguna estación dentro de la línea explotada; porque si 
bien calie presumir que en esa materia el interés de las em- 
presas sera armónico con las conveniencias del público, no se- 
ria tampoco inverosímil que en un caso particular procediesen 
moviílas por intereses extraños a las verdaderas necesidades 
del tráfico y antagónicos con los fines que inspiraron la con- 
cesión. A esta conclusión que conciba los derechos legitimo* 
de las empresas y el interés de la comunidad desde qüe limi- 
ta la ingerencia del Estado en lo casos de evidente abuso, es 
a la que ha llegado la jurisprudencia de las Cortes America- 
nas bajo un régimen constitucional de limitación de los líde- 
res del Gobierno y de garantía de los derechos privados aná- 
logos al que nos rige. La Suprema Corte de los Estados Uni- 
dos ha reconocido como ejercicio válido del poder de policía 
la intervención del Astado (para injponer la inhalación de 
estaciones, siempre que c on ello no se afecte el razonable ma- 
nejo y contralor de las empresas sobre su propiedad (142 U. 

S; &*i 170 u. s. 287: 193 Ü. s. 53) ; y ™ >g i,al scmido * 

lian pronunciado las Cortes Superiores de los Estados de la 
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t'nión. aunque con algunas discrepancias entre ellas acerca de 
lo que debe entenderse por razonabilidad de la medida en su 
, aspecto económico. < Laweyors Reports Annotates. tumo 17 
X. Si pagina S21 y tomo aíi N. S.. página 444; Ruling Caso 
Caw v. Kailwards números 40 y 85). 

\hw admitida en principio la existencia de una facultad 
de intervención del Kstailo, que necesariamente debe ser ejer- 
citada |N»r el Poder Legislativo o en virtud de autorización o 
delegación del mismo, por tratarse de la reglamentación de 
derechos reconocidos en la Constitución y |mr<|ue nadie está 
obligado a hacer lo que no manda la ley ni privado de lo que 
ella no prohibe (Constitución, articulo lyh corresponde in- 
vestigar si las leyes números 2873 y 6320. invocadas en la 
sentencia ai telada, autorizan al Poder Kjecutivo para orde- 
nar a las empresas de ferrocarriles al establecimiento de esta* 
clanes. 

Que asi concretamente definido el caso, la solución del 
mismo se circunscriln; a la dilucidación de cuestiones legales 
igualmente definidas y concretas, toda vez que. como queda 
dicho, lia sido admitido en las decisiones aludidas que la ley 
de concesión no obliga a la empresa a construir las estaciones 
de que se trata, pero que esta| obligación no puede ser im- 
puesta en ejercicio de poderes de policia otorgados al Poder 
Kjecutivo por el articulo 71, inciso 3. de la citada ley Ó320 
modificatoria a la (Veneral de Ferrocarriles número 2873. 

Que la disposición legal de referencia confiere a la Di- 
rección General de Ferrocarriles, entre otras atribuciones, la 
de hacer los estudios necesarios y proponer al Poder Ejecu- 
tivo la construcción de nuevas lineas férreas, ramales, esta- 
ciones y demás dependencias cuando crea que lo exige el me- 
jor servicio de los ferrocarriles y las necesidades de la in- 
dustria. 

Que según se advierte, tal disjxisicíón no se limita a con- 
ir ni] >lar el caso de nuevas estaciones sino también de nuevos 
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ramales y de nuevas líneas férreas. Y si se admitiera que esa 
disposición da facultad al Poder Ejecutivo para ordenar la 
construcción de nuevas estaciones, no podría desconocérsele 
la de ordenar también la construcción de nuevas lineas o ra- 
males, y ello seria inconciliable con los incisos 12 y 16 del 
artículo 67 de la Constitución, que ha atribuido al Congreso 
la facultad de reglar el comercio marítimo y terrestre, y de 
promover ia construcción de ferrocarriles por los medios que 
la misma Constitución determina. 

Que si bien la consideración precedente sería bastante pa- 
ra demostrar que el articulo 71, inciso 3* de la ley 6320 no 
puede interpretarse como ¡o ha sido en las instancias que se 
examinan, corresponde agregar además, que si en las con- 
diciones del caso fuera legalmente posible obligar a una em- 
presa de ferrocarril a construir nuevas líneas o ramales, se 
le impondría una verdadera carga pública que afectaría fun- 
da mentalnwnte su derecho de propiedad, desaparecería ta li- 
bre iniciativa del capital privado y con desmedro de la ca- 
pacidad financiera de las empresas, el Gobierno se convertiría 
en regente de la industria ferroviaria, con la consiguiente 
facultad de disponer por propio arbitrio del patrimonio de los 
accionistas, ordenando la inversión de sus capitales» — todo 
ello en nombre de intereses públicos que han tenido siempre 
su mejor garantía en el interés reciproco de las empresas y 
de las zonas que éstas sirven. 

Que la cláusula "hacer los estudios necesarios y propo- 
ner al P. E. la construcción de nuevas líneas" etc., como 
deber impuesto a la Dirección General de Ferrocarriles por 
el artículo 71, inciso 3-° <fe la le y 6 3*>. »» l*» ede entender- 
se sino en su sentido propio, esto es, como obligación que co- 
rresponde a esa dependencia en su función asesora, para que 
lus estudios que realice ilustren al Poder Ejecutivo y al Con- 
greso acerca de las necesidades de la industria y provean a 
éllas por los medios constitucionales y legales del caso, ya 
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sea ordenando !a construcción o gcstiouándola (le quien co- 
r responde, según se trae de ferrocarriles del Estado o de li- 
mas del capital privado. Derivar de esa función de la Direc- 
ción General de Ferrocarriles, la extraordinaria facultad atri- 
butiva |>at;a ordenar a las emivesas ferroviarias todas las 
construcciones que aquélla le aconseje, importa a todas luces 
desvirtuar en su forma y en su esencia la disposición legal 
aludida. 

* 

Qué corresponde observar, asimismo, que dicha disposi- 
ción no ha introducido una modificación substancial en el ré- 
gimen legislativo de la ley número ¿873. En efecto, y bajo el 
tiiuli» "De ta inspección gubernativa*', el artículo 69 de la 
ley citada eiieomendadaba a la Dirección General de Ferro- 
carriles, entre otras las siguientes funciones: entender en to- 
do lo referente a la explotación de los ferrocarriles de f>ra- 
piedad de lu X ación (inciso (t.°); y proponer al Poder Ejecu- 
tivo la construcción de nuevas vías férreas, ramales y estacio- 
nes, donde crea que lo exige el mejor servicio de las comu- 
nicaciones, iy las necesidades de la industria í inciso 7." i. 
Ahora bien: la ley (\\20 ha agregado a la segunda de las dis- 
intsiciones citadas, las palabras "Hacer los estudios necesa- 
rios", y ha mantenido en todo lo demás, el inciso 7° de la ley 
.rSj.í. Ea circunstancia de que esa cláusula se consignara in- 
mediatamente de la que autoriza a la Dirección General de 
1'errocarrtles a entender en todo lo referente a la explota- 
ción de los ferruca r riles de propiedad de la Nación, está de- 
mostrando que ambas alrilmciones se relacionan con los ferro- 
carriles del Estado y que en lo relativo a nuevas construccio- 
nes las funciones de la Dirección General son meramente téc- 
nicas y consultivas, ya que "i aún tratándose ríe ferrocarri- 
les del Estado podria resolverse su construcción por decreto 
del Poder Ejecutivo sin intervención del Congreso. 

<Jne el titnío IV de la ley general número 2873. después 
de sancionada la númerq ítf.20. tr ata igualmente "De la ins- 
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l>ccción gubernativa". Desaparecido lo relativo al régimen eco- 
nómico de los ferrocarriles del Estado por estar pendiente de 
sanción en aquél momento el proyecto creando la Adminis- 
tración de Ferrocarriles del Estado (\oy número 6757) se pu- 
so a cargo de la Dirección General "la inspección de la cons- 
trucción y explotación de todo ferrocarril de jurisdicción na- 
cional" y se mantuvo, con la modificación indicada preceden- 
temente, lo ([lie antes disponía el artículo 69, inciso j* de la 
ley número 287 3, cuyo alcance ya se ha determinado. 

Que aún en el supuesto de que la cláusuta legal de refe- 
rencia no importara una simple función consultiva limitada 
a los ferrocarril de propiedad de! Estado, por la coloca- 
ción que tiene dentro del articulado general de la ley, seria- 
siempre ineficaz para autorizar a la Dirección General de Fe-* 
rrocarriles o al Poder Ejecutivo para imponer a las empre- 
sas particulares la obligación de construir nuevas lineas o ra- 
males por motivos expresos de orden constitucional. Ningu- 
na ley puede, en efecto, dar al Poder Ejecutivo la atribución 
general e indeterminada de construir líneas férreas, ni de iin- 
jwner tal obligación al capital privado: lo primero, porque ello 
implicaría acordarle facultades intransferibles; lo segundo* 
porque la intervención del Estado en el régimen de la indus- 
tria ferroviaria no autoriza la absorción de la propiedad pri- 
vada de la misma, y si bien la naturaleza excepcional de dicha 
industria requiere una gran amplitud en esa intervención, no 
puede sin embargo ir más allá de lo que, con el menor sacrifi- 
cio posible del interés particular, exige el interés público. 

Que por otra parte, la Constitución ha establecido que el 
Congreso promueve la construcción de ferrocarriles por layes 
protectoras de estos fines y por concesiones temporales de pri- 
vilegios y recompensas de estímulo (Constitución artículo 67, 
inciso ló) . Y si pudiera admitirse como exacta la interpreta- 
ción dada en esta causa por los fallos que se analizan, al ar- 
tículo 71, inciso 3. de la ley número 6320, ya 110 sería facultad 
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legisla! i\ a del Congreso promover la obstrucción de ferro- 
carriles, ni tampoco sería verdad que este fin debe alcan*a*M 
por leyes de concesión y por privilegios y recompensas de es- 
timuló, pues bastaría imponer esa construcción por decreto y 
como una carga pública destinada a dar al capital privado la 
intervención que crea conveniente el Poder Ejecutivo en nom- 
bre del interés o de las conveniencias públicas. 

(Jne de lo expuesto se infiere (pie si el establecimiento 
de estaciones en la linea de una empresa ferrocariaria está sub- 
ordinado al poder de policía del Estado, éste poder es inheren- 
te a la Legislatura Nacional provincial en su caso, y como, 
ni las leyes números 2873 y número 6320 que se invocan, ni 
otra alguna, h;in atribuido esa facultad al Poder Kjeattivo o a 
la Dirección General de Ferrocarriles, éstos no lian piulido im- 
I Minería con l>ase legal, ni por lo tanto, aplicar a la empresa 
la multa de que se reclama. 

Por estos fundamentos y oído el Sentir Procurador Ge- 
neral, se revoca la sentencia apelada y se declara que el Fiscu 
Nacional debe devolver a la actora la suma reclamada con más 
sus imcreses desde la fecha de la notificación de la demanda, 
slll costas, atenta la naturaleza de las cuestiones debatidas. 
Notifiquen y devuélvanse, reponiéndose el papel ante el Juz- 
gado de origen. 

A. BERMEJO, — J. ImcueRoa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto. 
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Doña Aurelia ti. Thompson de Codom, en aulas ton Don Car- 
Ios A. Reviila, sobre distribución de fondos. Recurso de 
hecho. 

Sumario-, Xo procede el recurso extraordinario del articulo 
[4, ley 48, contra una resolución que por aplicación e in- 
terpretación de la ley t i 077, de derecho común, establece 
cpie el concursa do tiene derecho pata disponer de los bie- 
nes incorporados al hal»er «leí concurso con posterioridad 
a la fecha de presentación, pidiendo su levantamiento. 

Caso: Ln explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN* DEL SEÑOR PKOCURADOR CEXfiRAt, 

Buenot Alrti, Miyo 1 de ÍM* 

Suprema Corte: 

Un el concurso civil formado a don Carlos A, Re villa 
que tramita ante el Juzgado de 1*. Instancia en lo Civil de la 
Capital de la Nación se ha promovido un incidente con motivo 
del pedido de entrega de fondos, formulado por uno de los 
acreedores. 

Se discute la interpretación que corresponde dar a la ley 
u. 077. modificatoria del Código Civil, en cuanto se refiere a 
la fecha desde la cual delie considerarse levantado el concurso 
y libres de responder a las deudas anteriores, tos bienes que 
de nuevo adquiera el concursado. 

Tal cuestión no tiene carácter federal porque se refiere 
a ta aplicación de la ley común y por ello es improcedente el 
recurso extraordinario de apelación que se ha deducido para 
ante V. E. 
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I«o es también (jorque ta resolución apelada no es defini- 
tiva; es simplemente iuterlocutoria que resuelve un incidente 
(Art. 14, ley 48). 

Además no se lia planteado el caso federal durante la 
tramitación de la incidencia en condiciones de ser resuelto por 
esta Corte Suprema; ni se ha fundado siquiera la queja de fo- 
jas 280 (Art. 15 ley citada) emitiéndose, por otra parte, en di- 
cho escrito expresar claramente el recurso que se deduce fun- 
dado en ley. 

Opino, pof tanto, que la apelación ha sido bien dene- 
gada . 

Horacio /?. Lamia. 



FALLO DE LA CORTfc SUPREMA 

Buenos Aires, Mayo «) de 1K4 

Autos y Vistos, Considerando: 

Que según resulta de los autos del concurso de don Car- 
los A. Revilla remitidos como informe, el Juez de 1* Instan- 
cia y la Cámara Civil t.", de la Instancia ordinaria de la Ca- 
pital interpretando Ta leiy 11.077 han decidido que "es innega- 
ble el derecho del concursado para disponer de los bienes in- 
corporados al haber del concurso con posterioridad al 16 de 
agosto de 1922, fecha de la presentación del escrito de fojas 
204 pidiendo su levantamiento". 

Que a la referida resolución se ha llegado por aplicación 
e interpretación de una ley de derecho común como es la ci- 
tada número II. 077 siendo por consiguiente ajena al recurso 
extraordinario de acuerdo con lo dispuesto en la última par- 
te del artículo 15 de la ley número 48. 

tjiie. a mayor abundamiento, cabe observar en el caso que 
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la providencia mencionada no se encuentra en contradicción 
con la sentencia de esta Corte corriente a fojas 241 desde que 
allí se dijo, fundando la constitucionalidad de la ley N,° 1 1,077 
que "ella solamente extingue Jos derechos de los acreedores 
respecto de los bienes que el deudor adquiera en el futuro" 
y la resolución dictada por los tribunales de la Capital precisa-* 
mente declara de propiedad del concursado los fondos pro- 
venientes del embargo de sueldos después del levantamiento 
de! estado de concurso. 

Por ello y de acuerdo con lo pedido por el Señor Procu- 
rador General se declara improcedente la queja interpuesta. 
Notífiqtiese y repuesto el papel archívese, devolviéndose los 
autos principales con transcripción de la presente. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Reí>etto. 



XOTAS 

Con fecha dos de mayo de mil novecientos veinticuatro la 
Corte Suprema declaró improcedente la queja deducida por 
don León Umansk* en autos con doña Balbina Gatti de Díaz 
v otros, sobre consignación, por resultar de la exposición del 
recurrente que el tribunal a quo. Cámara Segunda de Apela- 
ciones en lo Civil de ta Capital, se había limitado a declarar 
inaplicable a las locaciones de término definido el artículo i.° 
du la ley X." 1 1 . 1 57, llegándose a tal resultado a mérito de la 
simple interpretación de dicha ley que es de derecho común, y 
sin pronunciarse sobre la constitucionalidad o inconstitnciona- 
lidad de la misma, lo cual no autoriza el recurso extraordina- 
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rio ron arreglo a lo dispuesto en el articulo 15 do la ley nume- 
ro 4'S. 



En la misma fetlm no se hizo lugar a la queja deducida 
por clon Joaquín M. C.oycoa, en la causa seguida en mi con- 
tra, |w>r adulteración de docu mentid, por cuanto según la pro- 
pia ex]>osición del recurrente resulta lia que en el caso se li li- 
bia iriter pretai lo y aplicado el art. del Código de Procedi- 
mientos en !•» Criminal, según él ctial el profesado podía de- 
fenderse personalmente, péro si a juicio del juez esta defensa 
obstase a la buena tramitación ríe la causa, le ordenará que 
nprhbre un defensor dentro del término que prudencialmente 
designe. bajo apercibimiento de nombrárselo de oficio; y la 
o H»pe ración del letrado ha sido establecida en beneficio de los 
mismos procesados y lejos de restringir su defensa la garan- 
tiza, pues la intervención del letrado exigida, no es en si mis- 
ma susceptible de imposibilitar o dificultar el goce de los de- 
rechos o garantías acordadas por la Constitución y no puede 
¡mr [<> tanto, autorizar él recurso extraordinario del articulo 14 
de la ley 48. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
(«ir don Francisco J. Carbarini, en autos con el Rauco líi- 
|kj teca rio Nacional, sobre desalojamiento, ¡me deducirse de la 
propia ex|H»sición del recurrente, que la incidencia a que se 
re feria se había resuello |Hir interpretación y aplicación de 
deposiciones de derecho procesal, ajenas a las que pueden au- 
torizar el recurso extraordinario, cumo lo son. igualmente las 
circunstancias de hecho, que según el recurrente, afectaban el 
¡lleno ejercicio de sus derechos en el ejercicio de referencia ; 
a |n que se agrégala que no había en el caso la sentencia defi- 
nitiva que se requiere i»ra la procedeeneia del recurso dedu- 
cido. (Articulo 15. ley 48 > . 
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En la mi Aína fecha no se hizo lugar, ¡pálmente, a la que- 
ja (tocia póT don Joaquín Pane, en aillos con el líaneo Hi- 
potecario Nacional, sobre desalojamiento, por las mismas con- 
sideraciones que se expresan en la nota que precede. 



Kn la misma fecha no se Hizo lugar a la queja interpues- 
ta por don José Ciordano, en el juicio seguido por don Carlos 
Unztié contra Manuel Upe*, sohrc desalojo, por resultar de 
la exposición riel recurrente, que el caso a que se refería. ha- 
bla sido resuello por una apreciación de hecho y de pruela. 
esto es. la de que los recurrentes no habían probado ser suh- 
inqitilinos : v además por ser improcedentes para ante la Cor- 
te Suprema los recursos de implacabilidad de ley o doctrina 
legal. 

Con fecha cinco se declaró improcedente la queja dedu- 
cida por don Salomón A. Jalif. en autos con el Banco de la 
IVmincia de Mendoza, sobre cobro ejecutivo de pesos, por 
resultar de la exposición del recurrente, (pie la cuestión de- 
cicida por el tribunal <r relativa al desistimiento de los re- 
cursos es puramente de orden procesal y bastante por sí sola 
para sustentar el fallo, conforme a 10 reiteradamente resuelto. 



Kn ta misma fecha n D se hizo lugar a la queja interpuesta 
\mr don Francisco M aniña, en autos con don Víctor S. Sgob- 
ba. sobre desatojo, en razón de que de los antecedentes que se 
acompañaban, resultaba que al recurrente le había sido negado 
el derecho que invocaba por interpretación y aplicación de 
una ley de derecho común, resolviéndose en consecuencia una 
cuestión ajena a las que pueden autorizar el recurso extraor- 
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dinario dd articulo 14 de la ley 48. {Articulo tj¡ de la misma 
ley;. 



En nueve del mismo se declaró improcedente la queja 
deducida por don Antonio Giudici, en autos con don Pablo 
l.an/a. sobre nulidad de remate, en razón de tratarse en el 
caso, de la interpretación de disposiciones de derecho común, 
como son las referentes a la simulación de los actos jurídi- 
cos legislados |K ír los artículos 955 y siguientes del Código Ci- 
vil, aplicados j>or la sentencia, las cuales son ajenas al recur- 
so extraordinario conforme a lo dispuesto por el articulo 15 
fie la ley número 48. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
I«»r don Eugenio Maccaehio. en autos con la Compañía de 
Tranvías Angla Argentino, sobre daños, por resultar de la 
propia eximsicióu del recurrente, que éste había sido oído con 
la debida amplitud en la cansa, y que jwr consiguiente en di- 
chas actuaciones no se había vulnerado el principio constitu- 
cional de la libre defensa en juicio; agregándose además que 
la sentencia recurrida se fundaba en la autoridad de to — 
juzgado en el juicio criminal, — que es materia de legislación 
común y por lo tanto extraña al recurso extraordinario para 
ame la Corte Suprema, con arreglo al artículo 15 de la ley 58. 



Con fecha doce de trapo la Corte Suprema de conformi- 
dad a lo dispuesto por el articulo 551, inciso 4." del Código de 
l'roeed í miemos en lo Criminal, declaró procede el recurso de 
revisión interpuesto por el procesado Segundo Díaz» condena- 
do a sufrir la pena de diez y siete años y medio de presidio y 
accesorias legales, como autor del delito tle homicidio perpe- 
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tradn en la persona de Víctor Casorio ; y en atención a que 
el nuevo Código Penal vigente reprime el mismo delito en su 
art. 79 en forma más benigna qtic la establecida en la ley an- 
terior número 4189, aplicada al recurrente, ya porque limita 
el término inferior de la |>enalidad. como en cuanto deja ma- 
yor amplitud a los jueces para aplicar y graduar la pena te- 
niendo en vista las circunstancias del proceso, resolvió sus- 
tituir la pena impuesta al recurrente por la de diez y siete 
años y seis meses de reclusión, la que deberá cumplir con los 
efectos legales determinados en el artículo 12 del mismo Có- 
digo y las costas del juicio. 



En el recurso de revisión interpuesto por los procesados 
Domingo y José Rosario Rodríguez, condenados a sufrir la 
pena de 25 años de presidio, accesorias legales y costas, con 
arreglo a lo establecido en el art. 17, Cap. l¿° de la ley 4189. 
como autores del delito de homicidio perpetrado con, circuns- 
tancias agravantes, la Corte Suprema con fecha doce de mayo 
de mil novecientos veinticuatro, en razón de haberse aplicado 
la ¡h' nal i dad de la ley 4189 en su límite máximo, et que es igual 
al eme señala el Código Penal vigente para el mismo delito, o 
¡tea de ocho a veinticinco años — Art. 79, — declaró improce- 
dente el recurso en cuanto a la duración de la pena, modificán- 
dola sólo en cuanto a su naturaleza, ta que deberá cumplirse 
como de reclusión por el mismo término, con los efectos de- 
terminados en el artículo 12 del Código citado, y las costas del 
juicio. 



Kn diez y seis del mismo no se hizo lugar a la queja inter- 
puesta i*ir don Domingo Moreno en autos con don Daniel Pa- 
rrado, sobre desalojamiento, por resultar del recaudo que se 
acompañaba, que el apelante se presentó en la instancia aludi- 
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fin fuera del término legal, circunstancia de hecho i|iic no pue- 
de autorizar el recurso extraordinario. ( Articulo i|, ley |gí), 
Al pedido ríe revocatoria formulado por cf recurrente funda- 
do en lo í[ue disponen 1"s ¡míenlos 23, 224 y 225 del C. de 
ProcediiniétítOSi ta Corte Suprema con fecha veinticinco del 
rnUmo mes, ordenó se estuviera a tu resuelto, en razón de que 
Ja queja denegada por el tribunal había sido únicamente rcla- 
Ctoñada con la resolución del señor Juez de Primera Instancia, 
que Se fundaba eu la presentación del recurrenle ante su juzga- 
do fuera de término. In que no puede autorizar el recurso ex- 
traordinario, según el expresado an . 13 de la ley 48. 



Con fecha Veintiuno no se hizo lugar a la queja deduci- 
da por «Ion Adolfo Sisti, en el juicio seguido por don José F. 
l'ribuni contra Juan Vignnle. sobre cobro de |>csos, en razón 
de que, según la Constante jurisprudencia del tribunal, mi bas- 
ta a los efectos del recurso extraordinario autorizado por el 
artículo 14. ley 48. invocar disposición de la Constitución, 
si un resulta que ella rijan directamente la cuestión debatida, 
de tal manera que la solución fie la misma dependa de la írité- 
ligenciá que a la misma se atribuya, lo i|ue no ocurría en el 
caso, éh que no áparécía claramente de la queja presentada, 
la contradicción entre el articulo 5 1 *j del Código de Procedi- 
mientos lf»cal con las disposiciones de los artículos 14, 15 y 
i* de la Constitución Nacional. 



Kn la misma fecha, no se hizo lugar, igualmente, a la que- 
ja deducida \mr don .Muerto Jorge Mnnkes, en autos con don 
|<pm Trini, sobre interdicto de retener, por resultar de la pro- 
pia exposición fiel recurrente que había sido oído en las do? 
infancia* ordinarias sobre la procedencia del interdicto y t|ue. 
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por otra parte, la admisibilidad de la acción posesoria se rige 
por las disposiciones del derecho común y pn>cesal cuya inter- 
pretación >' aplicación no son revisibles en la instancia extra- 
ordinaria autorizada j>or el articulo 14 de la ley 48. (Ar- 
ticulo 14 de la misma ley). 



F.n la misma fecha 110 se hizo lugar a ía queja deducida 
por don Bernardo I ler tone, en autos con doña María C. Bel lili - 
zotia. sobre desalojo. P°r no resultar de la exposición del re- 
currente. <|ue éste hubiera inler puesto para ante la Corle Su- 
prema, recurso alguno que le hubiese sido denegado, a lo que 
sq agregaba que la ablación deducida no se había fundad^ 
de acuerdo con lo que prescribe el articulo 15 de ta ley nú- 
mero 48. 



Con fecha veintiséis se declaró improcedente la queja de- 
ducida |»or don Francisco IVrelln. en autos con don Antonio 
Castagnino. sohre desalojamiento, en raz'm de no haberse lle- 
nado los requisitos determinados en la primera parte del ar- 
ticulo 15. de la ley número 48. 



F,n la misma fecha se declaró bien denegado el recurso 
de hecho interpuesto por don Antonio Ferro e hijos, en autos 
con don Andrés Andrade y otros, sobre nulidad de actuacio- 
nes y laudo arbitral, por desprenderse de la propia exposición 
del recurrente que la sentencia recurrida se había limitado a 
interpretar y aplicar disposiciones del derecho común y de la 
ley t&jj que organizó la administración de !a justicia local 
de la Capital, que son extrañas al recurso extraordinario para 
ante la Corle Suprema con arreglo a lo dispuesto en el ar- 
ticulo 15 de la ley 48. 
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En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
I H>r don León K. Mateos, en autos con don Andrés Devoto, 
Mibre desaloj amiento, en ra/ón de que el recurrente hace deri- 
var lo (|iie considera una restricción a sn defensa, de que en las 
actuaciones anle la Justicia de Paz no se hizo constar su cx- 
]H>s¡ción t agregando que el convenio formulado en autos en- 
carecía de todo valor, porque él ha infringido el trámite legal 
y las citaciones están fuera de lo dispuesto en el artículo 004 
del Código de Procedimientos ; fundamentos de hecho y de 
derecho procesal que» no pueden dar tugar al recurso extra- 
ordinario, de acuerdo con lo que establece el artículo 15 de la 
ley número 4S. 



Kn Ta misma fecha la Corte Suprema por los fundamen- 
tos aducidos por el Señor Procurador General, no hizo lugar 
a la queja deducida por Hassenclever y Cía., en autos con la 
Aduana fie la Capital, sobre defraudación, por no aparecer se 
hubiera discutido ni resuelto punto alguno de derecho federal 
que autorizara la intervención del tribunal en instancia extra- 
ordinaria, puesto que no podía considerarse como caso federal 
el que resultaba de sostenerse que correspondía aplicarse una 
ley común — penal en el caso — para resolver la causa, en 
vez de una ley especial. — Ordenanzas de Aduana — apli- 
cada por el tribunal apelado con preferencia a aquélla: y ade- 
más, porque en cuanto a la invocación que se hacia de los arts, 
18 y K) de la Constitución Nacional, no basta su simple refe- 
rencia para fundar el recurso extraordinario que acuerda el 
arl. 14 de la ley 4R. dado que es menester demostrar el funda- 
mento de tal invocación y la relación directa e inmediata que 
exista entre las cláusulas citadas y las garantías que se su- 
ponen violadas, lo que no sucedía en el caso en que tal demos- 
tración no aparecía hecha durante el litigio. 
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Sociedad Anónima "The, Ron Aml Comban y" contra I : ceney 
y Cía." sobre nulidad de ttutrea. 

Sumario: r.° Procede el recurso extraordinario del artículo 
ley 48. en un caso en que se discute la interpretación que 
corresponde dar al articulo 41, segunda parte, de la ley 
número 3975 y en que. además, la decisión recaída lia sido 
contraria al derecho o privilegio fundado en dicha cláusula. 

2. El punto de si una marca extranjera es nula por ha- 
her sido solicitada su inscripción con el único propósito de 
negociar con ella, involucra una cuestión de hecho, que la 
Corte Suprema no puede rever dentro del referido recur- 
so extraordinario. 

3." La propiedad de una marca extranjera nace, no de la 
inscripción o del uso del pais que la haya concedido o reco- 
nocido, sino del cumplimiento ante las autoridades admi- 
nistrativas de la República de las prescripciones sanciona- 
das por la lea de la materia. 

4» El inciso 2." del articulo 41 de la ley 3975 legisla la 
■lri¡x>tesis de una "marca extranjera" denunciada como tal 
en el momento de impetrar su registro, y no la de una 
marca cuyo carácter de nacional se afirma en el acto de 
su presentación: y alude a la inscripción de las marcas ex- 
tranjeras por sus propietarios o representantes, cuando la 
Nación no ha atribuido la propiedad de la misma marca 
a otro comerciante o industrial radicado o no en el pais, 
mediante el certificado previsto por el articulo 12; y ni es- 
ta conclusión ni la interpretación concordante hecha por la 
Cámara Federal de Apelación vulnera ninguna de las ga- 
rantías reconocidas por los artículos 14 y 20 de la Cons- 
titución, 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 
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sríNTijNciA mu SEÑOR H EZ l-'Em-K.U. 

Buenos Airea, Septiembre ir- de 1922 

Y Vistos: 

Los promovidos por la Sociedad Anónima Tlic Bon Amí 
Company contra Feenqy y Cía.", sctlirc utilidad de marca, de 
los que resulta: 

i." Que de fs. 6 a jo se presenta don Luis J. Viders ]>or 
la actora — instrumento de fs. i a 4 — iniciando demanda 
contra la sociedad expresada por nulidad de la marca de comer- 
cio 26462, clase 14, productos <¡uc indica. Señala que la actora 
es propietaria de la marca M Bon A mi" registrada cp los EE. 
L L\ de Norte América y (pie liizo gestiones yetra, que la deman- 
dada pasara en ésta a la actora la marca 26.462 por ser su k- 
gitima dueña, cuyas gestiones fracasaron. 

2* Onc Feeney y Cía. la registraron de mala fe. pues co- 
nocían la existencia de la marca norteamericana. Invoca a su 
favor el fallo del tóniü 122, página 267 de la Suprema Corte, 
solicita se ani] taren las marcas extranjeras de acuerdo con ese 
fallí» y pide se declare la nulidad de la susodicha marca con 
costas. 

Se corre traslado a fs. 1 1 y soluciona la lev para re- 
conocer la eficacia fojas 17 a 26, contesta la demanda don Al- 
Uno |p|pi — . instrumento de fs. 23 — quién, de fojas 28 
a 37. e\[M»ne; 

1." Que la marca 26.46,2 está bien concedida. — se trata 
de una palabra de fantasía y aún cuando se tratase de una 
marca usada en la República pero sin registro, siempre pudo 
la demandada haberla registrado como lo hizo. Se extienden 
Lodíeu en citas, doctrinas e hipótesis, invoca diversos artículos; 
fie la le)- 3975. opone la prescripción como defensa general y 
si ilícita et rechazo de la acción, con costas. 
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Se abre la causa a prueba a fojas 39. produciendo se la que 
expresa el certificado de fojas 330 vuelta. Alegan las paites a 
f n jas t UJ >' M7- llamándose amos a fojas 346 con lo cual que- 
da el asunto para semencia, 

Y Considerando: 

1. " One la prescripción opuesta por la demandada no de- 
be ni puede prosperar, tocia ve?, que la marca -*>4í>2 fué conce- 
dida en agosto t$ de t*)io y h demanda se interpuso en agos- 
to 5 de 19^0. 

Por lo expuesto se evidencia que la prescripción decenal 
in votada a fojas 37 íli fine y vuelta no es viable, desde que, se- 
gún constante jurisprudencia de la Simprema Oírte, basta la 
interposición de la demanda para que la prescripción se inte- 
rrumpa, sin que se requiera al efecto que el auto de emplaza- 
miento se notifique dentro del mismo término, — tomo 124. in- 
gina 315. — tomo 69, página 321. — tomo 78. página 197, Vé* 
se los casos citados en el Digesto de los fallos de la Suprema 
Corte, tomo 3. Inginas 527 y S 28 - 

Se rechaza, en consecuencia, la defensa de prescripción 
aludida . 

2. " CJue reducido el litigio a sus verdaderas proporciones, 
resulta que la cuestión a decidir, es la siguiente: ¿imede el ti- 
tular de una marca registrada en el extranjero obtener la nu- 
lidad de esa marca registrada por otro en la República? 

He abi todo. 

Como puede fácilmente olwcrvarse, se trata aqui del caso 
siempre controvertido acerca de la situación en que se encuen- 
tran las marcas extranjeras registradas con relación a la ley 

3975- 

Dice el articulo 41 de la citada que "para que las marcas 
extranjeras gocen de las garantías que esta le* acuerda, deberán 
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ser registradas con arreglo a sus prescripciones. Los propieta- 
rios de ellas o sus agentes debidamente autorizados son los úni- 
cos i j ne pueden solicitar el registro''. 

Kxistc. pues, una situación infectamente contemplada por 
la ley rcsjiecto a las marcas exlran juras, situación que permite 
el registro de las mismas en la Argentina por iwrsonas que no 
sean sus titulares del extranjero. 

Estudiando el punto desde cierto aspecto, dice Zcballos en 
su interesante traltajo. "Conferencias Internacionales America- 
nas" lo míe sigue : 

"¡.a caducidad de las marcas, míe en el orden interno pue- 
de ser de reducida importancia, la tiene y grave en el orden in- 
ternacional . Numerosos conflictos ocurren a menudo a este 
respeeto, y en algunos estados americanos, en la República Ar- 
gentina entre otros. leyes poco previsoras fomentan de una ma- 
nera indirecta la usurpación de las marcas extranjeras por ri- 
vales sin escrúpulos. No dudo que la ley argentina será seria- 
mente revisada, y que el misino inmigro será prevenido en otros 
países americanos. Conviene, sin embargo abordar y resolver 
intertiaeionalinente la materia, ti ni formando las soluciones", |>á- 
gina 75. 

La anhelada uniformidad no la ha conseguido la Conven- 
ción sancionada por la Cuarta Conferencia Internacional de 
llucnos Aires de agosto ¿7 de 1910 <> el statit qtio creado por 
la ley 0fá se mantiene integramente en vigor. 

IV ahí, pues, que Feeney y Cía. — que no fabrican el ja- 
In'hi "líon Ami" — fojas 240 vuelta y 241» séptima posición — 
puedan tener registrada en la República la marca "Bon Ami" 
26.462 y se ocujHm en comerciar con los jabones de la actora, 
— sexta posición, fojas 241. 

De ahi también que Feeney y Cia, trataran acerca de la 
marca aludida en la forma que lo expone la correspondencia 
de fojas 2$2 a 237. 285 a 289 y en la forma que lógicamente 
puede inferirse, después de estudiadas las respuestas, hábilmen- 
te dadas a las posiciones primera a cuarta de fojas 240 y 241. 
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3. Que el fallo de la Cámara Federal y el de la Suprema 
Corte registrados en el tomo t 22. página 268 y 275 de la colec- 
ción de la última, permiten si, a la actora, que promueva su de- 
manda, pero no la habilitan para salir airosa en la gestión em- 
prendida, ya que en los citados fallos no se hizo cuestión fun- 
damental lasada en el articulo 41 fie la ley 3975 como Jo hace 
expresamente la actora e implícitamente la demandada al t ra- 
ijo r la litis. 

La aplicación que da el suscripto a la ley 3975 pira re- 
conocer la eficacia del registro de la marca 26.462 es la que 
corresponde. "Otra interpretación, dice el fallo de la Cámara 
invocado j>or la actora, despojaría a la ley argentina de sus fi- 
nes protectores del público consumidor y del comercio honra- 
do, para reducirla a un instrumento de explotación inmoral 
puesto en manos de la mala fe mercantil". 

Es posible. Pero lo cierto es que, mientras no se reforme 
el articulo 41 de la ley 3975, para que las marcas extranjeras 
gocen de las garantías que esta toy acuerda, deberán ser regis- 
tradas con arreglo a sus prescripciones y si ello no ocurre siem- 
pre se presentarán casos del registro en la Argentina de mar- 
cas extranjeras por personas que no son tus legítimos dueños. 

Será esto todo lo enorme o injusto que se quiera, pero la 
ley debe cumplirse tal cual rige. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: declarando 
inadmisible la defensa de prescripción opuesta por la parte de- 
mandada de Feeney y Cía. y rechazo la demanda que enntra 
ésta interpuso la Sociedad Anónima "The Kon A mi Company" 
sobre nulidad de la marca de comercio "Bou Ami", número 
26,462. Costas por* su orden atenta la naturaleza de la causa, 
razón probable de la actora j>ara litigar y ausencia de temeridad 
y malicia de su parte. 

Saúl \f. Escobar. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACÍÓN 

BuMoi ftirci, lunio * de 1823 

Yi-to*. y Considerando: 

Que en en agosto 5 de 1920, la sociedad anónima The Bon 
Ami Gohipáily de Éffew Vork, demanda contra Fccney v Cía. la 
nulidad de la marca de comercio X." 26.462, para distinguir ar- 
tículos de la clase 14. nomenclatura actual, otorgada por ta 
Oficina de Marcas de 13 de agosto de 1910 iy cuya renovación 
dice, solicitó ta demandada el 7 de julio de 1020. a lo que se ha 
opuesto su parte, en expediente que corre por separado. Re- 
duce la demanda de nulidad, dentro de los artículos de la 
clase 14. a los jabones e implementos para la limpieza de cris- 
tales, etc., ijue figuran en el rubro de sus negocios. Y fun- 
dándola, expone : "que desde 1892 fabrica y vende jaliones con 
el nombré Bbn Ami. en cuyo año efectuaron el primer regis- 
tro de esa marca en la Oficina Central de los Kstados Cuidos 
y poster ¡fírmente en varios otros países Y cuando ]M)r la ¡in- 
[Htrtaucm de sus negocios con el nuestro, quiso, en 1913. re- 
gistrarla ami i. se encontró con (pie Feeney y Cía., ya la te- 
man registrada. Inició gestiones para que éstos se la transfi- 
rieran, |h.to fracasaron debido a las exageradas pretensiones 
de los demandados. 

One el registro hecho |x»r Feeney y Cía. no fué una mera 
coincidencia, ya que en su é|*>ca la marca Bon Ami era cono- 
cida en Buenos Aires; en 1909 la revista norteamericana Ou- 
tloock. que llegaba al pais para varios subscriptores, publi- 
có avisos de dicha marca. Tan es asi, agrega, que la socie- 
dad Feeney y Cía., se limitó a guardar la marca sin fabricar 
i* vender ningún jalw'ni bajo ese nombre. 

Que la sentencia dictada por el a tjtio, rechaza la deman- 
da basándose en el fallo de este Tribuna!, confirmado por la 
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Corte Suprema — ggjjjg. 268 y 275 del tomo 122: — y en 
l.i disposición de la primera parte del art. 41 de la ley de mar- 
cas N.° 3075, que establece: "Para t¡ue las marcas extranje- 
ras gocen de las garantías que esta ley acuerda, deberán ser 
registradas con arreglo a sus prescripciones'', la cual. dice, 
debe aplicarse cual es mientras subsista, no olistante permi- 
tir que en la República Argentina se puedan registrar mar- 
cas extranjeras por personas que no son sus legítimos dueños. 

Que dicha sentencia ha sido apelada por ambas partes: 
|Hir la demandada, en razón de sus fundamentos y de no impo- 
ner costas, y totalmente por la actora. 

Que ésta expresa como agravios que le lia causado la sen- 
tencia recurrida : que sólo trata uno de' los puntos sometidos a 
decisión, el relativo a la nulidad de la marca de Feency y 
Cia. fundada en el registro antertor. en el extranjero, de la 
marca de su liarte, pero deja sin resolver la otra casual in- 
vocada, el usar el nombre de la sociedad actora, y se despreo- 
cupa en absoluto (le que la usurpada por Feeney y Cia. es 
una marca de fábrica y que éste no fabrica ninguna clase de 
jabones. Que aún subiendo que la litis se hubiera trabado 
solamente sobre el punto que contempla el señor Juez, la sen- 
tencia debe ser revocada puesto que el mismo articulo que 
éste invoca, el 41 de la ley 3975, dice en su segunda parte, 
que solo los propietarios de las marcas extranjeras, o sus 
agentes debidamente autorizados, son los únicos que pueden 
solicitar el registro en el país. 

Que según el art. rtr de la ley 3975, sólo se considera 
marca en uso para los efectos de la propiedad que acuerda la 
ley, aquella respecto de la cual la oficina haya dado el certifi- 
cado correspondiente, disposición que el art. 41 hace exten- 
siva a las marcas extranjeras diciendo que para que estas go- 
cen de las garantías que la Icry acuerda, deberán ser registra- 
das con arreglo a sus prescripciones. 
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(Jiif ni el citado ra "" <¡P ' a ^>rtc Suprema, ron firmatn- 
rio fiel de esta Cámara, se ha establecido íjiic según la le >' 
.t<»75. el registro es atributivo de la propiedad de la marra, y 
no simplemente declarativo auno en r tiras leyes extranjeras, 
conforme a las cuales el mero uso confiere derechos contra el 
registrante, lo que no sucede !>ajo el régimen de la ley ar- 
gentina , 

(Jue siendo asi, no es dudoso que el registro solicitado y 
obtenido por la demandada en 1910 se ajuste a las prescrip- 
ciones de la ley y que la demanda de nulidad deducida por la 
sociedad aetora, contra el registro practicado por la demanda- 
da, fundado en que ella usa la misma marca y la tiene regis- 
trada desde antes en jps Estados l* nidos y otrps países, ca- 
rece de valor legal. 

Que tal es el sentido de nuestra ley, lo corrobora la dis- 
posición del art. al disi>oncr que "las marcas concedidas en 
la República dentro de los cnatrdo meses subsiguientes a la 
sanción de esta ley, podrán quedar sin efecto si se solicitase 
en forma, antes de expirar el plazo, el registro de una mar- 
cn extranjera idéntica o susceptible de producir confusiones, 
concedida con anterioridad al dueño de la misma [>or autori- 
dad com¡K-iemi\ antes de la sanción de esta ley. 

Así resulla igualmente de la discusión legislativa (pie pre- 
cedió a la sanción de la ley. 

Ivl miembro informante de la comisión de legislación del 
II. Senado, en ocasión de discutirse la ley 3975. refiriéndose 
al art. 41. dijo: "La ley de 1S7O acordó el plazo de un año a 
" los industriales que al promulgarse la ley estaban en pose- 
" sión de una marca dentro del territorio de la República pa- 
" ra inscribirla con preferencia a cualquier otro; el plazo dc- 
" Iría contarse desde la promulgación. La liberalidad era jus- 
" ta, puesto que la ley 110 reconocía el derecho al uso exclu- 
*' sivo de la marca, conforme sucede en Francia, sino que lo 
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" atribuía al primero que lo registrase, iy no pqdía liega r en 
" su imprevisión al extremo de sacrificar a los que usaban 
" marras basta entonces por no inscribirlas inmediatamente n 
" antes qué |b luciesen contra sus intereses, explotadores alre- 
vidos. Era nueva la ley de mareas y fué necesario aumen- 
" tar él plazo i>or un año más a fin de que la industria y el 
" comercio nacional no sufriesen pcrjtlícjos; La ley de 13 
" de septiembre de 1877 acordó la prórroga y expresamente 
" declaró (pie el plazo de la primera no comprendía a las 
" marcas extranjeras. 

"El miembro informante de la ley tle 1877 decía: "El pla- 
" zo para las marcas en uso de industriales establecidos en la 
" República ampara con los privilegios que la ley acuerda a 
" la industria naciente de la República. Para el registro de 
" las marcas extranjeras no hay plazo *K>rque no existen res- 
" jK'Cto de ellas las razones que lian aconsejado el scñala- 
" miento de los plazos para las marcas industriales establecí - 
" das en la Kepública". ' Según esto, el plazo era un privi- 
" legio del que fueron excluidas las marcas extranjeras, y con 
** mayor razón del que están excluidas hoy que ya no existe 
" para las nacionales. En los hechos ha ocurrido todo lo con- 
" trario; la ley de 1877 ha sido interpretada y aplicada como 
" de privilegio para las marcas extranjeras que supeditan a 
" las argentinas cualquiera que sea la antigüedad del registro 
" de éstas. Así lo estableció mía equivocada sentencia de la 
" Corte Suprema. El Juez doctor Frías declaró, en disiden- 
" cía que : el plazo excluye a las marcas extranjeras y por eso 
" estas son propiedad únicamente desde el registro de ellas; 
** que la propiedad nace del registro y no tiene efecto retro- 
■• activo: que no es posible admitir la propiedad de una mar- 
" ca extranjera desde la Inscripción de ella en el país de su 
** origen, porque de otro modo, resultarían como marcas ar- 
" gentinas. sin estar registradas, todas las extranjeras". "La 
*' sentencia de los dos Ministros subsiste como precedente ju- 
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'* dicía! ; pero en contra de ella teiiéniíis la opinión de dos ma- 
" gislrados. que la equilibran eosno doctrina y la del miem- 
" bro informante de la lev de 1877". 

"El gobierno ha aplicado también las leyes de 1876 y 1877 
*" a favor de las marcas extranjera!*, con per juicio de las del 
" país registradas". 

"Se vive bajp el peso del error señalado. L*n habitante 
de la República adquiere la propiedad de una marca; cin- 
cu o seis años tles|»tés un extranjero solicita la inserí [>eión 
" de otra igual concedida en su país con fecha anterior a la 
*' argentina, obtiene la propiedad y desaloja a la anterior. Es 
" un absurdo que las leyes del país dictadas ]>ara asegurar 
bienes y felicidad a los habitantes, sean, \»it medio tan ra- 
ro, de privilegio en contra de ellos**. 

"lira y es preciso, señor presidente, concluir con semejan- 
" te anormalidad. El proyecto realiza este propósito con el 
articulo 41 ry el que deroga las leyes anteriores. Mas por 
si alguna duda pudiera quedar a la sombra de los anteceden- 
tes recordados, ha sido puesto exprofeso el art. 08. que 
" define claramente para lo futuro la condición de las mar- 
" cas extranjeras y deja a las argentinas, libres de la irregu- 
" bridad actual. Kl tiempo acordado ¡tara que definitiva- 
" mente desajrarezcan las consecuencias del error es bastan- 
H te equitativo; los que deseen regularizar su situación tienen 
" con él de sobra y no están expuestos a la explotación" , 

"El articulo tic la Cámara de Diputados ha sido restrin- 
" gido por la comisión limitando sus efectos a las marcas ex- 
'■ tran jeras usarlas hoy en el pais sin registro previo, jarqui* 
H son las únicas <le que la lev ¡pifó ocultarse: las otras son 
*' cuino no existentes". 

Que ta disposición del art, 68 no distingue entre mar- 
cas de fábrica, comercio o agricultura, a todas las cuales se re- 
fiere igualmente, y de sutf términos y antecedentes se des- 
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premie con claridad (|iie en lo sucesivo, para que las marcas ex- 
tranjeras puedan gozar de la protección tic la ley 3975 en el 
territorio de la Nación, deben registrarse conforme lo esta- 
blece la primera parte del art. 41. 

Que de consiguiente, es inaceptable la interpretación que 
la actora da a la segunda parle de dicho art. 41. en el sen- 
tido de que nadie, sino el propietario o agente suyo puede re- 
gistrar en el país una marca igual o análoga a otra existen- 
te en el extranjero, porque del contexto de la ley resulta que 
esa disposición sólo se refiere al caso en que la marca extran- 
jera viene como tal a ser registrada en el país y a nacionali- 
zarse. Por otra parte, en el hecho, 110 sería posible a la ofici- 
na, conocer en cada momento todas las marcas existentes y 
usadas en el extranjero. 

Que si es verdad que esto acarrea sus inconvenientes co- 
mo se ha reconocido, no está en poder de los jueces subsanar 
tal deficiencia de la ley mediante una interpretación que ven- 
dría a darle un sentido diverso del que tiene y establecer un 
régimen distinto del que claramente ha querido establecer. 

Que si el no uso jior parte de Feeney acuerda a la marca 
actora un derecho ^eferente a ser registrada es cuestión que 
no debe resolverse en esta oportunidad puesto que la actora 
no ha pedido el registro de la marca. 

Que a lo dicho debe añadirse que la actora no ha pro- 
liado que su marca hubiese estado en uso en el ]>aís antes del 
registro efectuado por la demandada. 

Que, de otro punto de vista, sostiene la actora eme la ex- 
presión líon Ami. nombre de ta sociedad, constituye para ella 
una propiedad sin necesidad de registro de conformidad con 
los artículos 42. 45 y 47 d* •» ,e > - 

Sobre este jwticular procede la prescri]>ción que ha 
opuesto la parte contraria. "Si el damnificado por el uso de 
un nombre de fábrica o de comercio o ramo de agricultura, di- 
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ce el articulo 44, no reclamare en el término dé un año desde 
el dia en que se empezó a usar ¡wr otro, perderá SU acción a 
todo reclamo" . 

(Jue la conclusión a que ha llegado la sentencia recurri- 
da iy a la (me llega esie Tribunal, tu» viola las garantías cons- 
titucionales, ni puede considerarse que la expresada interpre- 
tación de la ley 3975, sea repugnante a esas garantías, desde 
que la exigencia del registro en el país |>ara gozar de las ga- 
rantías de la ley en el territorio de la Nación, coloca a las 
marcas extranjeras en igualdad de condiciones con las nacio- 
nales, ni se viola propiedad alguna, puesto que la Xación no 
reconoce propiedad de marcas de comercio, fábrica o agricul- 
tura sinó a ios que las registran con arreglo a la ley del país. 

Qüe atento a las circunstancias particulares de esta cau- 
sa, no debe hacerse especial imposición de costas. 

Por estos fundamentos y sus concordantes, se confirma 
la sentencia apelada de fs. 356 que declara inadmisible la de- 
fensa fie prescripción apuesta por la parte demandada de Fee- 
ney y Cia. y rechaza la demanda que contra ésta interpuso la 
Soc. Anón. The lion Ami Co. sobre nulidad de marca. — 
Marcelino íiscahda. ■- T. Arhts. — B. A. Nazar Anchormia. 

— L /*. Í.MJW. 



pallo de la corte suprema 

Bu«« Aire*. Judío -i «e mi 

Vistos y Considerando: 

Que el recurso extraordinario es procedente en el caso 
por cuanto se discute la interpretación que corresponde dar 
al articule» 41, segunda parte, de la ley nacional número 3975, 
y además» la decisión recaída ha sido contraria al derecho o 
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privilegio, que fundado en dicha cláusula pretende tener el 
recurrente — Artículo 14, inciso 3.", ley 48. 

(Jue la Sociedad Anónima Tile Iton Ami Company, invo- 
cando Ib dispuesto [*>r el inciso 2" del articulo 41 de la citada 
ley sostiene que la marca "llon Ami" registrada en la Repú- 
blica por el demandado Feertcy y Cía., el 13 de agosto de ii>io 
es nula por tratarse de una marca extranjera <pte les fuera 
concedida con antelación por las autoridades de los Estados 
Unidos de America y porque, además, habría sido solicitada 
con el único propósito de negociar con ella, excluyendo a su 
legitimo propietario. 

Quq> esto último, involucra una simple cuestión de he- 
cho decid ida por el tribunal a (¡no y cuya conclusión esta Cor- 
te na puede rever dentro del recurso extraordinario conforme 
a lo prevenido por el artículo í 4 de la ley 48 y a lo reiterada- 
mente resuelto. 

Que al dis|)oner el susodicho inciso que "los propietarios 
o sus agentes debidamente autorizados son los únicos eme 
pueden solicitar el registro de una marca** sólo ha sido su pro- 
pósito establecer una condición de carácter meramente regla- 
mentario, cuyo significado y alcance real se relaciona estre- 
chamente con la primera parte del mismo artículo. Después 
de declarar, en efecto, que para las marcas extranjeras goceu 
de las garantías que la ley número 3975 les acuerda deberán 
ser registradas con arreglo a sus prescripciones, agrega, — 
que ello deberá hacerse por los mismos propietarios extran- 
jeros o por personas que tengan su autorización. El inciso 
legisla la hipótesis de una "marca extranjera" denunciada co- 
mo tal en el momento de i mitrarse su registro y nó la de 
una marca cuyo carácter de nacional se afirma en el acto de 
su presentación. Fcenoy y Cía, al registrar la marca "Ron 
Ami" lo hicieron en concepto de tratarse de una marca pro- 
pia y no tenían porque invocar autorización ni representación 
de nadie. Su situación jurídica en relación a los derechos pre- 
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tendido» ]>or la aetora no puede por eso mismo ser resuelta 
por la letra de! inciso 3." del artículo 41 sin» jior otras dis- 
posiciones de la misma ley. 

y ue dentro del régimen adoptado por la ley número 3075 
el registro de las marcas extranjeras se llalla sometido a las 
di*|Kisid<nies de los artículos o, 8, 12, 16, íW y 71 a mérito lit- 
io dispuesto ]M>r el artículo 41 primera parte. Las mismas 
condiciones a que se encuentran sujetos los comerciantes o 
industriales del país se aplican a las marcas extranjeras sin 
exigencia alguna de reciprocidad legal o diplomática, Y lo 
que es verdad en cuanto a los primeros acerca de <|tic la pro- 
piedad exclusiva de la marca asi como el derecho de oponer- 
se al uso de cualquier otra susceptible de producir confusión» 
corresponderá al industrial, comerciante o agricultor que haya 
obtenido el cor rescindiente certificado de la oficina pública 
habilitada a ese efecto, (artículos 5 y 13 1. la es asimismo res- 
pecto de las marcas extranjeras que llegan a la República a 
pedir la protección de sus leyes para los productos (pie fabri- 
can o con los cuales comercian. 

(Jne de acuerdo c»n los preceptos invocados la propie- 
dad de una marca extranjera nace nó de la inscripción p del 
USO en el país que ta baya concedido o reconocido, sin» det 
cumplimiento ante las autoridades administrativas de la Ke- 
pública de las prescripciones sancionadas jxir la ley de la ma- 
teria. 

íjuc el articulo íi8 de la ley número 31)75 al admitir la 
|h oibilidad de (pie queden sin efecto las marcas concedidas en 
la Rcjmblica dentro de los cuatro meses subsiguientes a su 
sanción, en virtud de solicitudes de registro de marcas otor- 
gadas en el extranjero que hubieran estad» en uso denlr» del 
|iaís con anterioridad a la misma, revela claramente el propó- 
sito de 110 atribuir dentro del territorio de la República, valor 
algún» después de vencido aquel término, a ninguna marca ex- 
tranjera que no hubiera sido registrada en ella, ni aún a las 
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que estuvieran en uso dentro de él, ya tjttt- aquellas que no 
reúnen tal requisito, son como no existentes a los efectos de 
l.i ley como expresamente 16 manifestara al discutirse el ar- 
ticulo ftí el miembro informante del Senado, doctor Manti- 
lla — Diario de Sesiones del Senado, año tyoo, página 30p. 

Qik de lo cxjníesto se infiere que el inciso de cuya inter- 
pretación se trata, alude a la inscripción de las marcas extran- 
jeras |>or sus propietarios o representantes cuando ello es po- 
sible dentro de la economía general de la ley. esto es, cuando 
la Nación no lia atribuido la propiedad de la misma marca a 
otro comerciante o industrial radicado o nó en el pais me- 
diante el certificado previsto por el artículo 12, — como ocu- 
rte en el presente caso. 

(Jue esta conclusión, ni la interpretación lieclia |*ir la Cá- 
mara Federal de la Capital vulnera ninguna ele las garantías 
reconocidas ]H>r los artículos 14 y 20 de la Constitución des- 
de que, por una parte, la íey número 3975 contempla por igual 
los dercclios de argentinos y extranjeros colocando las marcas 
concedidas fuera del país en las mismas condiciones que las 
nacionales: (y por otra, no se afecta la propiedad en ninguna 
de sus manifestaciones porque si aquélla dentro de los lími- 
tes a que alcanza la solierania de la Nación, nace de la ley 
(pie la reconoce y reglamenta, las marcas concedidas ]x»r un 
pais extraño con arreglo a sus leyes propias, no constituyen 
una propiedad dentro de la República sino en la medida y con- 
diciones que ésta en sus leyes y tratados baya expresamente 
admitido. 

¡En su mérito y los fundamentos pertinentes de la sen- 
tencia de la Cámara Federal que la Corle reproduce, se la 
confirma en la parte que lia podido ser materia del recurso. 
Notif «|uese y devuélvanse, reviniéndose el j>ai»el ante el tri- 
bunal de origen. 

A. Bermejo. — J, Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— Roberto Repetto, 
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iú-rrooiiril ('cutral A ri/mimO, cu autos con don fosé CUiosHd, 
sobre cobro de peso*, recurso de hecho. 

Smíiuriú; N'u procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
fey _(H. en un caso en que la controvertí versó realmen- 
te sobre el carácter ile empresas transitoria mente combi- 
nadas al efecto del transporte de leña, que la demanda 
atribuyo a las del Central Cór dolía y Central Argentino, 
desconocido jmr la recurrente, í Punto de liedlo irrevi- 
síWe en dicho recurso, como lo es el de la existencia de 
convenios entre las empresas para los transportes de la 
i minie del rpie fué materia del pleito y que sirvió de íun- 
damento, entre otros, a la semencia apelada, bastante i*ir 
si solo para sustentarla). 

Coso: Lo explican tas siguientes piezas. 

DICTAMEN |*X SKÑOK PROCURADOR (íENKR.VL 

Buenos Airrs, Noviembre Ni de 1 BG3 

Kxcina, Cámara: 

■ 

La semencia de fs. 136 lia resuelto la presente cau- 
sa' seguida jiof don José Chíozza contra la Kmpresa del Fc- 
rrocarril Central Argentino, sobre cobro de pesos aplicando 
disposiciones del Código de Comercio y Civil, invocadas por 
las partes. 

Los ínnrlanientos de derecho común de dicha sentencia 
son suficientes, en mi opinión, para sustentar lo resuelto ¡Sor 
el tribunal con prescinden cía de otras cuestiones de carácter 
federal . 

I,a interpretación hecha de las disposiciones legales alu- 
didas y la apreciación de la prueba rendida a los fines de jus- 
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tilica? el incumplimiento del contrato tic transporte por luir- 
te tic la empresa de maro latía, juzgado este incumplimiento a 
tenor de lo dispuesto ji-or los artículos 167, 170. 171 y 

175 di'l Código de Comercio, son cuestiones cuya revisión es- 
calpa a la jurisdicción de esta Corte Suprema como V. K. k> 
tiene resucito repetidas veces al fijar el alcance de la agar- 
be ión extraordinaria que acuerda el articulo 14 de la ley 4S. 

Opino, |)or tanto, que el recurso para ante V. K. lia si- 
do bien denegado, 

Horacio R. barreta. 



FALLO W. LA COkTE SUPREMA <■> 

Bhcsoi Atrei, lufllo de 19*24 

Autos y Vistos: 

1**1 recurso de hecho por denegación del extraordinario 
interpuesto por el Ferrocarril Central Argentino en autos con 
José Chiozza por cobro de jwsos contra la sentencia pronun- 
ciada por Ja Cámara de Apelaciones en lo Comercial de la 
Capital en el expresado juicio: y 

Considerando : 

One la sentencia apelada declara la responsabilidad de la 
empresa recurrente por el incumplimiento de un contrato ce- 
lebrado por la parte actora con el Ferrocarril Central Cór- 
doha sobre transporte de una partida de leña hasta la Esta- 
ción Retiro del Ferrocarril Central Argentino, por conside- 
rar que ambas empresas revisten el carácter de combinadas a 
los efectos del artículo 64 de la ley 2873. 



ti) En II mttma ttcM M idlcto <fual 9tm»^M^r^S^¿&^^^!¡^ 
dos par el mlimo FcmcMtlL en MtOi con lot Seftorrt Curet y Pells. y 5c|hcz» 

Uno» por idéntica 
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Que si bien en el juicio se lia discutido la aplicabilidad 
al caso de la mencionada disposición tic la ley de Ferrocarri- 
les, es de observar sin embargo que la controversia ha versa- 
ilo realmente sobre el carácter de empresas tran.siloria.mntc 
combinadas al efecto del transporte de leña. — que la deman- 
da ha atribuido a las del Central Córdoba y Central Argentino 
y que esta última ha desconocido, es decir, sobre un punto 
de hecho cuya solución no puede ser revisada por esta Corte 
en el recurso extraordinario con arreglo al articulo 14 de la 
ley 48 (V a lo reiteradamente resuelto, 

Que. por otra parte, la sentencia recurrida contiene en- 
tre otros fundamento* el de la existencia de convenios entre 
las empresas ¡tara efectuar los transportes de la índole del que 
es materia del pleito, en la forma establecida en el decreto de 
¿3 de mayo de 19(8. conven ios que las colocaban de hecho en 
la situaciüi de combinadas; y ese fundamento que no puede 
ser examinado en esta instancia excepcional por tratarse de 
Utl punto regido por el derecho común (artículo 18, ley nú- 
mero 481, se bastante por si solo |>ara sustentar el fallo ape- 
lado cualquiera que sea la solución que corresjjonde dar a las 
cuestiones federales. 

Ert su mérito y de acuerdo con lo dictaminado j»or el Se- 
ñor Procurador Genera! se declara no haber lugar a la que- 
ja deducida. Xotifíqucse y repuesto el papel archívese, devol- 
viéndose los autos remitidos por via de informe, con trans- 
cripción de la presente. 

A. Bermejo. — . Ramón MéN- 

— ItKZ. — RoitKRTO RlírETTO. 
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Piico Nocióml, ñoña Muría !:. Alvear de Colnio/na y. otros, 
sobre expropiucíóii. 

Sumario : Ko habiendo en el caso razón alguna «le hecho o de 
derecho que aconseja separarle deí dictamen pericial ni 
de ta conclusión a que en el mismo sentido lia llegado la 
sentencia apelada, corresponde la confirmación de ésta. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEI. SEÑOR JUEZ EEOERAL 

U Plata, Septiew&rc 54 de 1923 

Y Vistos: 

Este juicio seguido por el Estado Argentino contra do- 
ña Marta Elvira Alvear de Colmegna, doña María Elvira Gon- 
zález Moreno de Alvear. don Carlos y don Torcuato A. de 
Alvear sobre expropiación de una fracción de tierra, situa- 
rla en el limite de Campo de Mayo, y 

Considerando: 

í$ Que el derecho del actor para promover esta acción 
fundado en la ley 1 1070. no ha sido objetado por los deman- 
dados, por lo que la cuestión sometida a la decisión sometida 
a la decisión del juzgado se Umita a fijar el precio venal del 
bien y |>erjuicios emergentes, si los hubiere. 

2.° Que por la manifestación que se hace precedentemen- 
te, la superficie de tierra que abarca esta expropiación es la 
establecida por los peritos en su dictamen de fojas 47. en el 
que se establece que ella es de cuatrocientas cuarenta y síe- 
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te hectáreas, cincuenta y chico áreas, sesenta y siete ecn Ma- 
reas y ochenta y siete decímetros cu ¡airados. 

X o Que no existiendo perjuicios (|uc indemnizar, dado que 
la expropiación comprende toda la fracción de canq>o de los 
demandados, debe fijara únicamente el precio de la tierra. 
A este respecto los fritos lian dividido el bien en tres frac- 
ciones por tratarse de un caiii|>o desigual, con partes altas, ba- 
jas e intermedias, división que el juzgado encuentra acepta- 
ble, asi contó el precio asignado a las últimas porciones de pe- 
sos trescientos setenta y cinco, y setecientos setenta y cinco 
moneda nacional ¡K>r hectárea, que considera equitativo y par 
lo tanto lo confirma. Kn cuanto a la parte alta, el precio fi- 
jado por los gritos, lo encuentra elevado, porque, consta en 
autos que los demandados, administrativamente aceptaron el 
de novecientos setenta y siete pesos |K>r cada hectárea, precio 
que se aproxima al fijado por los peritos a !a fracción inter- 
inadla: pues considera el infrascripto que la diferencia — 
quinientos pesos *— ■ que establecen aquéllos entre la fracción 
alta y la intermedia, es exagerada y cree que la que por la pre- 
sente se te asigna de un mil pesos por hectárea a la parte al- 
ia, o sea doscientos veinticinco pesos más que por la interme- 
dia, es justa y equitativa ateniéndose a la circunstancia de qite 
desde la época en que se hizo el convenio de foja ti y el de 
la presentación de la demanda, la propiedad, en general, tien- 
de a desvaió rizarse: y, por lo tanto, fija |>ara esa irartc, (la 
alté) la suma de ciento noventa y cuatro mil setecientos se- 
senta y seis pelos con ochenta y un centavos moneda nacio- 
nal. Para decidir en esta forma, aparte de fa facultad del juz- 
gado para fijar el precio con prescindencia de los dictámenes 
de los peritos, tiene en cuenta da regla del articulo 17 de la ley 
1S0: ¡mes si bien en autos no existe una manifestación escri- 
in de parte de los demandados en el sentido de aceptar el pre- 
cio de novecientos sesenta y siete |>esoé i>or hectárea de cam- 
l*i alto. — y por esta razón es que lia creído conveniente asig- 
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nar mayor precio, que éáte en atención al tiempo transcurrido 
y valorización de la tierra, — existe la nota rte fs. n, del Ge- 
neral de División del Ejército de la Nació» don Luis F. De- 
I1c]>iane, Comandante de la 2a. División del Ejército; en la 
(pie ilá cuenta al Señor Ministro de Guerra de haberse ace]H 
tado el precio ante dicho; que es además el pagado en otra ex- 
propiación, manifestación que, además de no haber sido ob- 
servada |xjr los demandados, merece al infrascripto la con- 
fianza que emana de la alta graduación del firmante. 

4 

1*or las consideraciones míe proceden. *c declara expro- 
piada la fracción de tierra demandada, por la suma total de 
trescientos cincuenta y cuatro mil ochocientos cincuenta y cua- 
tro jiesos con doce centavos moneda nacional, míe delwrá con- 
signarse dentro de diez días de ejecutariada la presente, en el 
Banco de la Nación Argentina de esta. Ciudad a la orden del 
infrascripto y como perteneciente a este juicio, en cuyo caso, 
se librará oficio al Juez de Paz respectivo para que ponga al 
actor en |H)sesión del bien, debiendo las costas pagarse por 
éste, limitadas al honorario de los peritos y sellos de actua- 
ción, con arreglo a la constante jurisprudencia sobre el parti- 
cular. Proponga el actor el escribano que ha de extender la es- 
critura de traslación de dominio. Xotifíquese en el original y 
en oportunidad, archívese. 

C. '¿aralia. 
si:nti:xcm ok ua cámara i-i-:i>krai. 

U Plíts, Diciembre 4* de 1923 

Vistos v Considerando: 

V 

(Jue no hay discusión en autos respectó de la superficie 
de la tierra a expropiarse. 

(Jue, en cnanto a sn precio no existen motivos fundados 
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imra apartarse del fijado por los j^ertjfbs de eom-fin acuerdo. 
Kn efecto, tí acuerdo a que se refiere el oficio de fojas n y 
que lia stdii negado i*>r el representan! c de los demandados, 
en esta infancia carece de valor legal, na obstante la fe que 
mente la jialabra del señor General Dellepiane en todos los 
actos fie la vida sn»cíal. La carencia de validez de aquel oficio 
dimana de la falta de antecedentes sobre la i>ersoner)a del Dr. 
Cania Mcruu y la extensión de sus facultades para definir los 
derechos i>ertenecientcs a los que se dicen sus representados. 

Por otra parte, la transacción (pie se invoca cu aquel ofi- 
cio dataria del mes de enero de mil novecientos veinte y dos. 
si-jíún la fecha, y es indudable que la? circunstancias que ¡«ra 
ella pudieran hal»er infinido, son susceptibles de variación en 
i*l transcurso del tiempo, dentro aquella fecba y la de la ini- 
ciación del presente juicio. 

Por lo demás, calw agregar que el demandado en sn es- 
crito de fojas if>, solo invoca la transacción aludida, como un 
antecedente pero sin pretender darle fuerza definitiva. 

( Jue el Tribunal considera equitativa la tasación de fojas 
47, ajustada a la importancia y clase de los campos que se ex- 
propian y a su situación privilegiada, próxima a la Capital 
Federal y a los pueblos de Morón, lluriinghan, San Miguel. 
Helia Vista y San Martin, para no citar sino los más cercanos, 
y servicia, a corta distancia por los F. C. l\. C. C. I,acrozc 
y Central Argentino. 

Tur estos fundamentos se modifica la sentencia apelada 
tle fojas 5Ó. y se establece para la expropiación el precio de 
cuatrocientos ocho mil cuatrocientos quince pesos moneda na- 
cional. Se confirma en lo demás dicha sentencia, como asi- 
mismo la regulación de fojas fio. Notifiquese y devuélvanse. 
.fose Manó, — /?. Cuido f.arül\t\ — Antonio Marcenaro. 
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8u«no* Aires, juila 11 de IftH 

l Y istos : 

l\\ presente juicio seguido por el Fisco Nacional contra 
Al virar de Coímegna, M. n Elvira, (rtinzálcz Moreno fie Ai- 
rear, María Elvira. Alvear Cario? F. <le y Alvear. Torcuato 
A. de. sobre expropiación para conocer del recurso de apela- 
ción interpuesto contra la sentencia dé la Cámara Federal de 
U Plata. 

t 

Y Considerando : 

(Juc la operación de mensura corriente a fojas 47 de- 
muestra que la sujwrficíe de la parle de campo "Kl Recreo" 
materia de la presente ex|wopiación es de cuatrocientas cua- 
renta y siete hectáreas veinticuatro centiáreas sesenta y un 
decímetros cuadrados y «ó de trescientas ochenta hectáreas 
como se lo expresó a fojas 1 1 y fojas 16 y partiendo de lo 
cual ofrecióse por el Fisco en calidad de precio la suma de 
trescientos seis mil trescientos ochenta y t>clio pesos moneda 
nacional . 

ijnv los agrimensores Magaldi y Rico y Soto, de común 
acuerdo han fijado como precio total de la susodicha f ric- 
es un el de cuatrocientos ocho mil cuatrocientos quince pesos 
moneda nacional (408.415 S i teniendo en cuenta no sólo las 
características del inmueble (pie han clasificado e:i tres zonas 
de distinto valor y fa mayor área, sinó también los precios al- 
canzados en las inmediaciones: su proximidad al camino que 
conduce a Campo de Mayo y a San Femando; la existencia 
de la Estación Don Torcuato del Ferrocarril Central Córdoba 
ubicada a trescientos noventa y nueve metros de uno de sus 
ángulos, la cercanía del pueblo de San Miguel y de ía Esta- 
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ctóii Kancalari y *u distancia de la ciudad dé Hítenos Aires <jue 
es sola de veintiocho kilómetros. 

(Jue esta Corte no encuentra razón alguna de heclto o 
de derecho tjue aconseje separarse tlél dictamen pericial rela- 
cionado ni de la conclusión a que en el mismo sentido lia lle- 
gado la Cámara Federal de La Plata. 

Por ello y fundamentos e ncordantes de la sentencia ape- 
lada se la cíiifífirma en todas sus partes. Xotifiquese y devuél- 
vase. 

A f Bermejo, — Ramón Men- 

UKZ. — KuiIKHTn KlvPKTT'o. 



Ihm Carmen l'riori, su sucesión. Contienda tic competencia. 

Sumario: Acreditado por actuaciones precisas y concordantes 
de los mismos autos del Juzgado Civil de ta Capital, que 
el cansante se hallaba domiciliado en dcneral Pico, Te- 
rritorio Nacional de La Pampa Central, corresponde a 
los jueces de dicho territorio el conocimiento del juicio 
sucesorio dé aquél, artículos 8<>, yo y Código Civil. 

I Los créditos, algunas sumas de dinero, los bienes mue- 
bles y la mayor parte de los inmuebles del causante, es- 
taban en dicho territorio: además, el causante había ma- 
nifestado reiteradas veces que allí tenia su domicilio; los 
herederos y cónyuge su]>érst¡tc. igualmente: sólo dos tes- 
tigos, sin ajtortar antecedentes justificativos ele sus aser- 
tos, afirmaban que el causante estaba domiciliado en la 
Capital Federal, 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DKL StíÑOR PROCURADOR CBN ERAL 

Bucow Aire!. Mbtzo S? de llIU 

Suprema Corte: 

Se lia trabado cuestión de competencia (.ture el Juez <1e 
F Viniera instancia en lo Civil tic la Capital de la Nación y el 
Letrado del Territorio Nacional de la Pampa Central para co- 
nocer en el juicio de sucesión de don Carmen Kmilio PriorL 

Dicho jnicin fué iniciado en la Capital jxir el apoderado 
de los herederos quien justificó, con la información de los dos 
testigos que declaran a fs. 11 vuelta y U del exilíente de 
la Capital, que el causante tuvo a<jui su último domicilio. 

Ksle había fallecido en Alia tirada. Provincia de Córdo- 
ba, el hj de noviembre de UjJi. 

Poco tiempo después de iniciada esta sucesión, un acree- 
dor solicitó tari 1 bien su aj>ertiira ante el Juagado citado de la 
Pampa, afirmando que en jurisdicción del mismo tuvo el cau- 
sante su último domicilio. 

Abierto el juicio y trabada por tal motiva contienda de 
competencia entre ambos magistrados por atribuir a Prior i un 
distinto domicilio, lian elevado a V. K. estas actuaciones pa- 
ra que la dirima en ejercicio de la facultad que acuerda el ar- 
ticulo íj¡ inciso c) de la lay -P55- 

La única prueba que existe en autos del domicilio del 
cansante en esta Capital es la citada declaración de los testi- 
gos, que no dan mayor razón de sus dichos al referirse, en 
forma imprecisa al hecho sobre el cual son interrogados . Tal 
justificación carece, en mi opinión, de todo valor probatorio. 

Kn cambio, existe en los mismos autos de la Capital ( fs. 
4. 5' 9» 35- 3 8 - 40. 51, 95 y 100 ) la prueba más concluyeme de 
que el causante vivió en el pueblo ticneral Pico, donde tenia 
su familia y el asiento principal de sus negocios asi como tam- 
bién la mayor liarte de sus propiedades. 
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Allí tenia mis depósitos laúcanos, cuentas corrientes y 
casa de comercio y allí giraba la razón social dé la que era 
parte. 

Además, el propio causante, en Ins varios documentos 
públicos firmados cu fecha cercana a la de su fallecimiento y 
agregados a autos, baJ>ía decía nido su domicilio en General 
Pico. 

Allí existían y fueron inventariados uxlos los muebles de 
su casa babitaeión i fs. ^5 Kxpedieme de la Capital >. 

Si alguna dud.i quedara, que un puede haberla, sobre -el - 
último domicilio de IVitiri. deliería estarse al ultimo domici- 
lio conocido (art. i*S ctel Código Civil 1 que lo es el denuncia- 
do por él mismo poco antes de su muerte en los documentos 
públicos preindicados. 

I\n lint-nos Aires solo tuvo una propiedad y 110 consta que 
viviera en ella antes bien, parece que !a tuvo arrendada y no 
es en ella, tantico, donde los testigos declaran que había vi- 
vido . 

Resultando, pues, que el fallecimiento de! causante tuvo 
lugar en Alia Gracia, provincia de Córdoba, en un domicilio 
accidental y acreditado que el real lo tuvo en f.cncra! Pico, • 
corresjKmde al Juez Letrado del Territorio conocer en la su- 
cesión de acuerdo con la regla adoptada por el Código Civil 
cu su articulo 3,384 que atribuye jurisdicción p.ini conocer en 
c! juicio referido al juez del filtimo domicilio del difunto. 
Tal es mi dictamen. 

Horacio K. Lamía. - 
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Ruego» Aire*, Junio 13 4c 1024 

Autos y Vistos: 

Los de contienda de competencia entre tín juez cu lo Civil 
de !;i Capital y el Juez Letrado del Territorio Nacional de la 
Pafcipa Central f)ara conocer en el juicio sucesorio de Don 
Carmen E. Priori. 

Y Considerando; 

(J ue la contienda (rabada proviene en el caso de que am- 
itos jueces se consideran compet entes para eutendr en los au- 
tos mencionados, fundándose en el hecho de haber tenido el 
causante su último domicilio dentro de sus respectivas juris- 
dicciones. 

Oue en efecto, promovido el juicio sucesorio de Priori 
]Hir el representante de un acreedor del mismo, ante el Juez 
Letrado del Territorio Nacional de la Pampa, éste declaró su 
competencia en razón de que el último domicilio del causante 
ftk : el pueblo Cieñe ral Pico, y requirió del Juez en Id Civil 
de esta Capital a petición de parte, que se inhibiera de en- 
tender en el juicio sucesorio del mismo causante, promovido 
por el representante de los herederos. — reí pier ¡miento al que 
no se hizo lugar por considerarse que el domicilio aludido 
estuvo constituido en esta Capital íKxpedicnte del Juzgado 
Letrado, fs. 37 vuelta y 39), 

Que examinadas las constancias de los respectivos ex- 
pedientes y como se observa en el dictamen de fojas 43, no es 
satisfactoria la comprobación riel domicilio en esta Capital, li- 
mitada a las afirmaciones de ríos testigos que no aportan an- 
tecedentes justificativos de sus asertos v que sobre todo, no 
resisten a la prueba que acredita el domicilio en General Pi- 
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eo, jn>r actuaciones precisas y concordantes di* los mismos nti- 
los del Juzgado Civil de esta Ciudad, 

Qtté a la circunstancia di* que ninguna de las partidas re- 
lativa* al estado civil de] Causante y de su familia se refieren 
a esla Ciudad, pues sé casó en Chivilcny y allí nacieron sus 
hijos (fojas 14, 17 y u) expediente del Juzgado Civih, se 
agrega que los créditos, algunas sumas de dinero, sus bienes 
muebles y Ea mayor |«rte de los inmuebles que denuncia el 
representante de la sucesión, están en el Territorio de la Pam- 
!>a, en Cameral Pica y Trenel (Expediente citado, fojas 35. 38. 
39, 100. 101 145!. 

(Jue si estos antecedentes no fueran bastantes como fac- 
tures demostrativos de que el lugar de esos bienes fué el do- 
micilio real del causante de la sucesión, ello no puede ponerse 
en duda ante la man i f estación reiterada del mismo Prior i de 
que su domicilio es en General Pico, y así Ib declara en ta es- 
critura de fecha 18 de junio de 1920 (fojas 5?) como en la de 
diciembre 4 de i>)2o 1 fojas 4, expediente citado) esto es. sus- 
cripta algo menos de un año antes de su fallecimiento, — a 
lo que procede agregar que los herederos y la cónyuge supera- 
nte tienen su domicilio en General Pico ( fojas 84 y 153 ) y 
que al practicarse el inventario de los bienes, operación qut 
subscrilien el escrita no i n ventar iador y el tasador, uno de los 
herederos, la viuda y un hermano del de cttjus, se declara que 
en General Pico, calle 22 número 850 "fué donde habitó y te- 
nia su negocio de comisiones y consignaciones de cereales el 
causante" (fojas 95 del citado expediente) . 

(jue corres|>onde además tener en cuenta que la señor :i 
viuda de Priori representada por apoderado ante la jurisdic- 
ción del Juez de la Capital, ha reconocido más tarde en forma 
expresa la del Juez Letrado, de quien pidió y obtuvo la parti 
cipación correspondiente en el juicio sucesorio allí promovido 
tex{*ediente de la Pampa Central, fojas 12). 
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Que según es <lc ley y de constante jurisprudencia, la ju- 
risdicción sobre la sucesión corresponde a los jueces del úl- 
timo domicilio de! causante \ Código Civil artículos 8y, 90 y 
J284: Fallos lomo 137, página 421; tomo 13S. páginas 27, 
144. '9'. 232 >' 248, entre otrosí, — y establecido como queda 
que el domicilio real de Priori fué el pueblo de General Pico, 
territorio Nacional de la Pampa Central, es a los jueces de di- 
cho territorio a quienes compete el conocimiento del juicio su- 
cesorio de referencia. 

En su mérito y conforme con lo dictaminado |>or el señor 
Procurador General, se declara que el Juez co:iTpetente en el 
caso es el Juez Letrado del Territorio Nacional de la Pampa 
Central, a quien se le remitirán los autos, avisándose al de es- 
ta Capital en la forma de estilo. Repóngase el papel. 

A. Bermejo. — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
— rouerto repetto. 



Jure Federal de Córdoba, solicita medidas de superintenden- 
cia, con motivo de tas apreciaciones y conceptos vertidos 
en el voto en disidencia pronunciado por el Camarista 
Doctor lilcodoro Fierro, en el juicio criminal seguido por 
denuncia del Banco de la Nación Argentina, contra Igna- 
cio Arredondo, por defraudación. 

Sumario: Las facultades generales de superintendencia de la 
Corte Suprema no comprende la de controlar la conduc- 
ta del Vocal de la Cámara Federal dentro del propio tri- 
bunal, ni apreciar o corregir el lenguaje que emplea en la 
redacción de sus sentencias, sin perjuicio de que si la fal- 
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ta de armonía entre los miembros iU la Cámara liega ra a 
oponer trabas al regular funcionamiento del tribunal, se 
reclame tle la Honorable Cámara de Dqmtados el ejerci- 
cio de la facultad qtie te acuerda el articulo 45 de la 
Constitución. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenoi At«i. Junio II de 1924; 

Suprema d>rte: 

Kl Señor Juez Federal de Córdoba eleva a Y. K. para 
su conocimiento el testimonio de varias piezas judiciales de 
un procesó seguido por el Banco de la X ación Argentina con- 
tra Ignacio Arrrdondo por defraudación y otro sobre falsas 
excepciones de servicio militar formado contra Manuel Ro- 
dríguez y otros. 

Adjunta, adema*, varias publicaciones pe riot I Micas que 
aumentan las referidas actuaciones. 

De lo manifestado jh>t el Señor Juez Federal en las notas 
cun que acompaña dichos documentos, se desprende qite se sien- 
te afectado ]Hir la actitud asumida por el Vocal de la Cámara 
Federal de Apelación de Córdoba, doctor Eleodoro R. Fierro 
quien, al pronunciarse en disidencia con el voto de ta mayoría, 
en las referidas causas, lia empleado espresiones y emitidos 
conceptos que el Juez Federal reputa injustos y estima que 
afectan su honorabilidad personal y su investidura judicial. 

Agrega el expresado Juez Federal que la desconsidera- 
ción que el Vocal doctor Fierro tiene para con los magistrados 
en las causas referidas se ha repetido en otros procesos y se 
desenvuelve siempre en 11:1 ambiente de incorregible agresi- 
vidad. 
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S( ilícita por ello de V. % se avoque el conocimiento de 
la incidencia y preste al Magistrado su debida tutela. 

I»c>r su pane el Presidente de la Cámara Federal, doctor 
Andrés G. Pesse y el otro Vocal doctor Nemesio González, 
que con el doctor Fierro integran el tribunal, se han sentido 
igualmente ofendidos por la actitud referida de su colega y 
se han dirigido a esta Corte Suprema en igual sentido que ef 
Juez Federal denunciando lo ocurrido y pidiendo que V. E- 
intervenga ejercitando la su])crintcndencia propia de esta Cor- 
te Suprema para evitar la repetición de hechos semejantes que 
redudan en desprestigio de la justicia federal. 

Evidentemente el incidente que se denuncia revela que no 
existe entre los miembros de la Cámara Federal de Córdolia la 
armonía indi siiensa ble para asegurar la seriedad en los fallos 
de] tribunal en obsequio a una mejor administración de la jus- 
ticia. 

Pero ello, no obstante, las facultades generales de supe- 
rintendencia que puede ejercitar esta Corte Suprema no com- 
prenden la de controlar la conducta denunciada del Vocal di- 
sidente dentro del propio tribunal, ni apreciar o corregir el len- 
guaje que emplea en la redacción de sus sentencias. 

Con motivo de un conflicto análogo al presente, suscitado 
el año pasado en la Cámara Federal de Apelación del Rosa- 
rio entre el Procurador Fiscal de la misma y el Camarista 
doctor José M. Fierro, expedí el siguiente dictamen: "El Pro- 
" curador Fiscal ante la Cámara Federal del Rosario solícita 
" de V .E. tome conocimiento de la actitud adoptada por el 
** Vocal de dicho Tribunal, doctor José M. Fierro quien, al 
n volar en disidencia con la sentencia dictada en la causa se- 
*' guida contra ta Compañía de Tranvías Eléctricos de dicha 
" ciudad, por defraudación a la renta aduanera, se ha expre- 
*' sado res|iectn de él en forma que. afecta su honor, ya que 
M dicho Vocal formula cargos contra el recurrente que éste 
*• reputa graves c injustos. 
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"Acompaña él texto, dpi voto aludido publicado en el dia- 
*' rio "I,a Capital** y pide que V. K. investigue la verdad de 
** esas imputaciones y aplique una corrección disciplinaria a 
" quien cor rescinda. 

"Por inusitadas que isirezean al Señor Procurador Fiscal 
" las afirmaciones del Vocal doctor Fierro, no corres] ion de a 
■' \". ¡Kir via de superintendencia ni por recurso de a|>ela- 
'* ción, conocer de las mismas y revisarlas. Kilo escapa a la 
'■ jurisdicción de esta Corte, máxime, tratándose de un voto 
" en disidencia que mi ¡;»|Nirla una decisión del tribunal. 

"Un reparación de los agravios que tal actitud pueda oea- 
" sionar al Señor Procurador Fiscal del** buscarla ante e! 
" mismo tribunal del cual furnia parte el Vocal disidente. 

"Opino. |Mir tanto, que corresponde desestimar el pedido 
" formulado precedentemente". 

Y, E. con fecha jo del mismo mes y año. mandó tener 
por resolución el precedente dictamen. 

Tratándose en este caso de un conflicto análogo al re- 
suelto, doy iKir reproducido dicho dictamen en contestación 
a la vista que V. K. se lia servido conferirme. 

Horacio R. Larrcta. 

FALLO t'K LA CQRtk SUPREMA 11) 

Buenos Air**. |unlo IB de l.ra 

Tengase por resolución el precedente dictamen del Señor 
Procurador General; sin perjuicio fie que si esa falta de ar- 
monía entre los Miembros de la Cámara Federa] de Córdoba, 
llegara a oponer trabas al regular funcionamiento del Tribu- 



(I) En ta misma fecha le dktA igual molufiAn en queja del Presidente, doctor 
Andrés O. Poete, y Vocal de la Cintra Federal de Córdoba, doctor Ntmnio Gonzá- 
lez, por les concepto! vertidos en «I «prelado voló cu difidencia, del doctor Fierro 
en |4 causeantes mencionada. 
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nal. se reclame de la Honorable Cámara de Diputados el ejer- 
cicio de la facultad t|ue le acuerda el articulo 45 de la Cons- 
titución. Hágase saber por nota de secretaria al Señor Juez 
Federal de Córdolra y archívese. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 

— RORERTO REPETTO. 



Doña Gumersindo Rodrigues de thtrao. su juicio ab hites- 
tato, incidente sobre retaso de los bienes de ¡a sucesión. 

Sumario : No desconoce o altera el derecho acordado a los he- 
rederos |K)r el artkulo 3466 del Código Civil y. i*ir consi- 
guiente, no es contraria al articulo 67, inciso 1 1 de la Cons- 
titución, una resolución que establece, en síntesis. i|ue el 
derecho de solicitar la retasa de los bienes de una sucesión 
que autoriza la mencionada disposición del Código Civil, 
debe ejercitarse en la oportunidad y en condiciones deter- 
minadas jKir los artículos 658 a 662 del Código de Proce- 
dimientos y por lo tanto, antes de estar aprobada la res- 
petiva operación de avalúo. 

Cuso: Lo explican tas piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL SlvÑOR JUEZ EN LO CIVIL 

Alna, M«yo 2 ém 1«9 



Y Vistos: 

Kstos autos para resolver el incidente promovidu a fojas 
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Considerando : 

Oho la disposición contenida en el articulo 3466 del Có- 
digo Civil que se invoca a fojas 388, sólo puede aplicarse antes 
que fas tasaciones sean apr< ibadas . CMc ello es tanto más evi- 
dente cuanto que. con arreglo al artículo 606 del Código cíe 
Procedimientos, tina vez aprobado el avalúo se procederá a la 
liquidación y división de la herencia, lo que supone que toda 
observación a las tasaciones ha debido formularse con anterio- 
ridad a dicha aprobación y dentro del término legal, como asi 
se desprende tic los artículos 061 y siguientes del mismo Có- 
digo. 

ijnv en el caso de autos, la tasación de los bienes de la su- 
cesión, agregada a fojas 66, ya fué objetada a fojas 76 por 
el inici o peticionante de fojas 388, aduciendo entre otras can- 
sas, precisamente la de que era exagerado el avalúo de la fin- 
ca Alsina iffáfr cuya venta se ha solicitado a fojas 385. 

(Jne tale?, observaciones fueron oportunamente desestima- 
das jior rl nulo de fojas 90. aprobándose a tojas 73 vta. la ta- 
sación de referencia, lodo lo cual revela que la nueva inciden- 
cia promovida es reproducción de una anterior, definitivamente 
resuella. 

Por ello y de conformidad con lo pedido a fs. 411, no lia 
lugar a la retas;i solicitada a fs. 388. con costas, a cuyo efecto 
se regula el honorario del doctor Vázquez Romaguera en cin- 
cuenta (H-sos mjn. y el procuratorio de Scilingo en veinte pesos 
de igual moneda. fArt. 24, ley 4128). Notifique el auxiliar 
Kscola y repóngase la foja. 

Manos A. i : ¡(jitcroa. 

Ante mi : A. C. Oderiyo. 
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Bhmoi Alrct, Junto S dt IW» 

Y Vistos: 

Por sus fundamentos y teniendo en cuerna que el <íi-rvoUn 
conferido a tos herederos por el arttailn .14^' Código Civil 
debe ejercitarse en la oportunidad y condiciones determinadas 
rjor los artículos tijS a Ota del Código de Procedimientos, se 
confirma la resolución tutelada de h. 415. Ocv. wj>, los sellos, 
_ r. Refetto, — ¿mirra Otohm. — /Vru. 

Ante mí: fífwermi .H/rríi'fcr. 



tAUA M LA CQWII suwsma 

■utnoi Aifti. Junio 18 d* IW* 

Y Vistos, Considerando: 

Que el presente recurso extraordinario se funda en que la 
sentencia recurrida ha alendo las disposiciones de los artículos 
658 a (>7<) del Código de Procedimientos de la Capital en for- 
ma tal que resultan inennvivaliblcs con lo estatuido poí el ar- 
tículo 67. inciso 1 1 de la Constitución . 

Que ni confirmar la Cámara 1.' de Apelaciones ni lo Ci- 
vil de la Capital la sentencia dieiatlo a fojas 415 * presentes 
autos por el Jne* de t,* Instancia de la misma jurisdicción, lia 
establecido, en síntesis, qne el derecho de solicitar la retasa de 
los bienes de la sucesión que autoriza la mencionada dis|*>sic»»n 
del Código Civil del» ejercitarse en la oportunidad y eondteuv 
n» determinadas \*>r los artículos 05» a (62 del Código de Pro- 
«fcdimienlos. y. jtor lo tanto, antes de estar aprobada la respec- 
tiva operación de avaluó, 
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Que esta interpretación itc ¡a ley civil no importa pospo- 
nerla ni supeditarla n las prescripciones ( | c la legislación hx-at 
de forma : sino armonizarla (Je la manera lógica y razonable en 
ijue deben funcionar respectivamente la ley substantiva y la 
procesal, desde míe la primera se limita a consagrar el derecho 
en tanto míe la última tiene por misión reglamentar el ejercicio 
del mis;ro, determinando él modo y ta oportunidad un que ha de 
hacerse valer ante la justicia . 

(Jue, en el caso, la solución dada por el Código de Procedi- 
mientos en los artículos interpretaiadqs en la sentencia recurri- 
da, no puede decirse que desconoce o altere el derecho acorda- 
do a los herederos por la ley común en su articulo 3406, pues el 
hecho de que esa facultad deba ser ejercida en un determina- 
do momento del juicio sucesorio, sca antes de dictarse el auto 
aprobatorio de las tasaciones, no implica privar a los interesa- 
dos del derecho mismo ni restringirlos excesivamente, sino sola- 
mente- reglamentarlo de tal manera que sea compatible con la 
seriedad de los procedimiento* judiciales y con la autoridad de 
la cusa juzgada, 

(Jne f ¡Kir lo demás, [a ¡nteifcenefe dada en las instancias 
anteriores a! articulo , 14 í/, ,|el Código Civil 110 puede ser revi- 
rado por esta Corte en el presente recurso (Uv número 48, ar- 
tículo 151. 

Kn su mérito, se confirma la sentencia apelada en cuanto 
ha podido ser materia de la apelación extraordinaria. Notifique- 
se y devuélvanse, rej* mié ndo.se el papel cn el tribunal <le origen. 

A. BERifRjo. — [. Fir,i ERíi\ Ai.- 

1*1 IRTA, — ÍÍ AMÓ.V MÉNIll-ü. .. 
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Don Pablo Gugücri contra /« Sociedad "A. Bastin y Cía", por 
cobro de pesos; sobre competencia. 

Sumario: i." Iji ínliiliiioria no procede cuando se lia opuesto 
la declinatoria, o cuando el que la deduce se lia hecho par- 
te en et juicio de fjtte se trata y ha aducido sus medios de 
defensa. 

2. No puede hablarse de euest iones de competencia sino 
con respecto a juicios ¡tendientes y no a los ya fenecidos 
con sentencia de trance y remate. 

Caso: I,o explican las piezas siguientes; 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR CENSUAL 

Bycaat Aire*. Mar» KJ ét l«4 

Suprema Corte: 

Pablo Gugticri demandó a la Sociedad "A. Bastin y Cia.", 
por cobro de ]>esos provenientes de un préstamo con garantía 
hipotecaria. 

Inició la acción ante el Juzgado de i.» Instancia y Prime- 
ra Nominación en lo Civil de la Ciudad de Córdoba con fecha 
Hji de Octubre de i<>22. 

Solicitó y obtuvo del juzgado cjue se decretara y t rallara 
embargo sobre e! inmuelile y demás accesorios qué comprendía 
í;i hipoteca. 

Kn ese estado de la cansa se presentó el Gerente del Ban- 
co Popular de Santa Fe (fs. M) y oponiéndose al embargo 
trabado sobre una partida de adoquines que. dijo, habían sido 
afectados en prenda agraria al Banco aludido. Para justificar 
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su reclamación solicitó alguna* medidas de prueba que fueron 
decretadas ¡»or él juzgado. 

iWerioruicnre, y con motivo de un exhorto dirigido |ior 
el Juez de Primera Instancia en lo Civil y Comercial de la ciu- 
dad de Santa Fe solicitando la suspensión del remate de liienes 
decretado, el apoderado del Naneo Popular de Sania Fe com- 
parece de nuevo e interpone los recursos de ablación y iniliclad 
contra la resolución denegatoria de aquel requerimiento del Juez 
de Santa Fe. 

Concedidos li* recursos no lian sido hasta la fecha substan- 
ciados, ni aparece resuelto el incidente. ífs. Íí8'). 

Kntre tamo, a fs. ¡(i, con fecha 4 de mayo se había dictad" 
sentencia en la causa iKinicndo fin a la misma, sentencia citfya 
ejecución se estaba tramitando. 

Los hechos relacionadla me inducen a opinar que la juris- 
dicción ilel juez rte Córdoba habia quedado consentida ¡jor la 
intervención directa del Naneo en el pleito, antes y después de 
la sentencia y que no le es dado a éste promover, como lo ha he- 
cho posteriormente, al iniciar con fecha 25 de junio de 1923 la 
ejecución de la prenda agraria, el incidente -sobre competencia 
qué se eleva a esta Corte Suprema, trabado entre el Juez de 
Córdoba y el de Santa Fe. ya que la inhibitoria no procede cuan- 
do se hn opuesto la declinatoria como resulta en este caso de lu 
propia actitud del Itanco. o. como lo ha resuelto V. E. (T. 1 M>. 
página 265) "cuando el que la deduce se ha hecho parte en el 
juicio de «pie se trata y ha aducido sus medios de defensa*', 

Por otra ]>ar!e. no puede hablarse de cuestiones fie conqw- 
tcncía, sino con referencia a juicios pendientes y no a los ya 
fenecidos con sentencia de trance y remate ( too. fallos, 274 : 
121, fallos, 327). 

Además, no se ha resuelto en la causa, como he dicho, la 
ablación deducida por el Banco a fs. O7 del juicio tramitado 
ante los tribunales de Córdoba. 
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Opino, jMjr tanto, que no existe cuestión de competencia 
■|iic a V". 1¿. torres ponda dirimir, debiendo los interesados estar 
a las resoluciones cid Juez de la ciudad de Córdoba, 

Horacio R. Larrcta. 
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Sumos Aire*, Junio IB de 1K4 

Autos y Vistos: 

En mérito íle las consideraciones de hecho «y de derecho 
que fundamentan el precedente dictamen del Señor Procurador 
C.eueral. asi como de los antecedentes de jurisprudencia que 
se citan y que son de pertinente aplicación al Sitb jttdtcc, — se 
declara que en [as condiciones de los autos traídos a examen no 
concurren los constitutivos legales necesarios para determinar 
mi caSO (le enmienda de candencia de los que esta Corte debe 
nli-rimir de acuerdo con lo que establece el artículo o, t incido d) 
ile la ley 4055. En consecuencia, devuélvanse dichos autos a los 
resistivos juzgados de que proceden, con testimonio de esta re- 
solución y del dictamen de referencia. Repóngase el papel. 

A. Bermejo. •— Nicanor G. del 
Solar. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 



